



UNIVERSITÀ DEGLI STUDI DI CAMERINO 
SCHOOL OF ADVANCED STUDIES 
CORSO DI DOTTORATO DI RICERCA IN “DIRITTO, ECONOMIA E SOCIETÀ"  





TESIS DE DOCTORADO 
DESPLAZAMIENTO FORZADO INTERNO EN COLOMBIA, 





TUTOR Y COORDINADOR  
EXCMO. PROF. PAOLO BIANCHI 
   
         DOCTORANDA 
         BIBIANA XIMENA SARMIENTO    












AGRADECIMIENTOS .................................................................................................................. 5 
 
INTRODUCCIÓN ........................................................................................................................... 7 
 
I. EL CONFLICTO ARMADO INTERNO EN COLOMBIA: EL CONTEXTO  .... 30 
A. Colombia: 1958-2010 ....................................................................................................... 33 
B. Las cifras indiciarias de una realidad .......................................................................... 40 
C. Un conflicto que se transforma: 2010-2015 .............................................................. 50 
 
II. EL DESPLAZAMIENTO FORZADO INTERNO, SU ESPECIAL 
CONNOTACIÓN SOCIAL CUANDO AFECTA A NIÑOS Y NIÑAS (EL 
PROBLEMA) Y CORTE CONSTITUCIONAL .................................................................... 55 
A. Generalidades del desplazamiento forzado interno en Colombia ...................... 58 
B. Los efectos del desplazamiento forzado interno en la vida presente y futura de 
los niños y las niñas que se han visto afectados por el mismo........................... 82 
1. La perspectiva de los impactos del desplazamiento ................................ 84 
2. Los impactos del desplazamiento en la niñez ......................................... 87 
C. Desplazamiento forzado interno y Corte Constitucional colombiana .............. 133 
1. La sentencia T-025 y la perspectiva de goce efectivo de derechos ...... 142 
2. La sentencia T-025 y el enfoque diferencial etario  ............................... 169 
3. El proceso de seguimiento de la sentencia T-025 y los autos  .............. 175 
 
III. LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y LA DEMOCRACIA  
CONSTITUCIONAL .................................................................................................................. 183 
A. El paradigma de la democracia constitucional: presupuestos .......................... 188 
B. Justicia y juez constitucional ........................................................................................ 204 
C. La función de los derechos fundamentales y el ordenamiento jurídico 
colombiano ........................................................................................................................ 244 
1. Los derechos fundamentales: límites de todos los poderes .................. 245 
2. Los derechos fundamentales y las garantías constitucionales .............. 248 
3. Los derechos fundamentales y las garantías legislativas  ..................... 270 
4. Los derechos fundamentales: garantías de igualdad ............................ 291 
 
IV. LA ESPECIFICACIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES EN RAZÓN 
DE LA MENOR EDAD DE SUS TITULARES .................................................................. 326 
A. El carácter histórico de los derechos fundamentales ........................................... 327 
B. El proceso de perfeccionamiento de los derechos fundamentales desde el 
punto de vista de sus titulares ..................................................................................... 333 
C. Los niños y las niñas: sujetos de especial protección constitucional en 
Colombia ............................................................................................................................ 355 
 
V. LA CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA, EL PARADIGMA DE LA 
DEMOCRACIA CONSTITUCIONAL, LOS SUJETOS DE ESPECIAL 
PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL Y DESPLAZAMIENTO DE LA INFANCIA: “EL 
ENFOQUE DIFERENCIAL ETARIO” ................................................................................. 377 
 
BIBLIOGRAFIA ......................................................................................................................... 394 
 
JURISPRUDENCIA CONSULTADA .................................................................................. 421 
 




A través de estas líneas quiero expresar mi más profunda gratitud a todas las 
personas que de una u otra manera contribuyeron en el desarrollo de este trabajo. 
Especialmente, quiero agradecer a mi tutor, el Profesor Paolo Bianchi, por su guía, 
sus enseñanzas, su acompañamiento en estos cuatro años de doctorado y por el 
tiempo compartido en Camerino. También quiero reconocer el aporte intelectual y 
humano del Profesor Luca Baccelli, así como el tiempo dedicado y las 
observaciones que los siguientes profesores hicieron a mi proyecto de 
investigación: Prof. Giuseppe Palmisano, Prof. Emilio Santoro, Profa. Maria Cristina 
De Cicco y Prof. Manuel Páez. 
 
Agradezco igualmente a todos los profesores e investigadores que hicieron parte 
del doctorado (Prof. Felice Mercogliano, Profa. Maria Pia Paternò, Profa. Carlotta 
Latini, Profa. Maria Lucia Di Bitonto, Dra. Tatiana Guarnier, Dr. Paolo Giovannini y 
todos los demás) y a Fiorella Paino del Ufficio Relazioni Internazionali. Así mismo, 
a  Cesare y Bruna por hacer de la Foresteria un  hogar transitorio. 
 
A la Dra. Marcela Gutiérrez Quevedo un sentido agradecimiento por su ejemplo, 
orientación, motivación y apoyo para la realización de este doctorado. Así mismo, 
quiero hacer un reconocimiento póstumo al Dr. Fernando Hinestrosa (q.e.p.d.), 
quien siendo Rector de la Universidad Externado de Colombia y ejemplo de 
perseverancia ética e intelectual me abrió las puertas de su casa de estudios y me 
ayudó para la realización del doctorado en Camerino.  
 
No menos importante ha sido el respaldó científico y personal de Edgar Solano (un 
gran amigo), de Lizette Delgado (una segunda madre) y de muchas otras personas 
que han demostrado enorme solidaridad profesional y humana, contribuyendo a 
hacer más llevadera una tarea que a veces parecía imposible. Algunos de ellos son 
Fernando Vargas, Lidyane Ferreira, Marzia Dalto, Ana Lucia Moncayo y todos mis 
amigos del Externado a quienes no solo aprecio sino también admiro.   
Finalmente, infinitas gracias a mí amado esposo y a mi familia por su paciencia, su 
afecto y por servir de soporte y consuelo en los momentos más difíciles. A mi Juan 





En los últimos 30 años y en el marco del conflicto armado interno en Colombia1, 
más de 5’500.000 de personas han sido desplazadas de manera forzosa al interior 
del país. De esas, al menos la mitad, al momento del desplazamiento, eran niños o 
niñas2. De cara a esa realidad, la Corte Constitucional colombiana profirió la 
sentencia T-025 de 20043 y, en el marco del seguimiento a dicha sentencia4, el auto 
251 de 2008, en el cual constató la no inclusión del enfoque diferencial etario en la 
política pública sobre desplazamiento forzado interno en Colombia, exigida en 
decisiones precedentes, y dictó órdenes precisas con relación a la protección de los 
derechos fundamentales de los niños, las niñas y los adolescentes que han debido 
                                                          
1 Para los lectores italianos nos hemos permitido incluir un anexo denominado Colombia: una 
realidad desconocida. En él se ha querido hacer énfasis en aspectos desconocidos de esta realidad 
geográfica, demográfica y cultural, distintos a los rasgos más notorios de nuestro país; los cuales 
son, al mismo tiempo, los más desafortunados (ver Anexo).   
2 Las expresión: “niños, niñas y adolescentes” será reemplazada en el presente escrito por: “niños y 
niñas”, “infancia y adolescencia”, “menores de edad” o, simplemente, “niñez” o “infancia”, haciendo 
siempre referencia a las personas de edad comprendida entre los 0 y los 18 años: “la protección 
especial de que son titulares los niños y niñas, se entiende referida, sin duda alguna, a todos los 
menores de 18 años, dado que el catálogo de derechos y el régimen de protección se predican, en 
igualdad de condiciones, para todas las personas que no han alcanzado la edad de 18 años, quienes 
son las que detentan la condición de menores de edad, quedando definido que los adolescentes 
gozan de los mismos privilegios y derechos fundamentales que los niños, por lo que son todos los 
menores de 18 años los titulares del derecho a la protección  especial establecida en la Carta y los 
tratados internacionales de derechos humanos, sin que sea posible establecer diferencias de edad 
en cuanto al régimen de protección”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-
468 de 2009. (15 de julio de 2009). Magistrado Ponente: Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
3 La sentencia T-025 de 2004 fue proferida por la Corte Constitucional con ocasión de la revisión de 
108 decisiones de tutela (en Colombia se conoce como acción de tutela al recurso de amparo) 
interpuestas por personas en situación de desplazamiento. En ella la Corte definió el alcance de los 
derechos de toda la población desplazada y declaró que su situación constituía un Estado de Cosas 
Inconstitucional (ECI), debido a la contrariedad entre la magnitud de la vulneración de sus derechos 
y el esfuerzo financiero e institucional del Estado para garantizarlos, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de enero de 2004). 
Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y acumulados. El 
Estado de Cosas Inconstitucional es el nombre que la Corte Constitucional le ha dado a decisiones 
de tipo estructural que comprometen la responsabilidad de varias instituciones del Estado en casos 
en los que la violación de derechos fundamentales afecta no solo a quienes han interpuesto la acción 
de tutela que la Corte revisa, sino a un número mayor de personas en las mismas circunstancias. 
Ver Sec. C/Cap. II. 
4 Una vez proferida la sentencia T-025 de 2004 la Corte dio inicio a lo que se conoce como el proceso 
de seguimiento al cumplimiento de la misma, en virtud del artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 (de 
reglamentación de la acción de tutela) según el cual el juez está facultado para mantener la 
competencia “hasta que esté completamente restablecido el derecho o eliminadas las causas de la 
amenaza”. Ver Num. 3/Sec. C/Cap. II. 
abandonar de manera forzada sus lugares de residencia habitual, solos o con sus 
familias.  
 
En más de 170 páginas el juez constitucional –abundantemente documentado5 a 
partir de varios estudios y relatorías de organizaciones nacionales e internacionales, 
algunas decisiones judiciales precedentes y, lo que resulta más innovador, 
fundamentado en lo manifestado directamente por niños, niñas y adolescentes 
víctimas de desplazamiento forzado que participaron en la Audiencia Pública del 28 
de junio de 2007 o que mandaron peticiones individuales a la Corte– confrontó esa 
información con el marco jurídico de protección de la infancia y adolescencia en 
Colombia y con los informes presentados por el coordinador de la política pública 
sobre desplazamiento forzado interno así como por ministerios e instituciones  del 
Estado; quienes respondieron a preguntas concretas dirigidas por la Corte en el 
marco de sus funciones y competencias. 
 
El auto 251 de 2008 es conocido con el nombre de auto de “protección de los 
derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes desplazados por el 
conflicto armado, en el marco de la superación del Estado de Cosas Inconstitucional 
(ECI) declarado en la sentencia T-025 de 2004, después de la sesión pública de 
                                                          
5 “La información que ha dado lugar a la adopción de la presente providencia es voluminosa, y atañe 
a múltiples campos relacionados con la situación actual de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes desplazados por el conflicto armado en Colombia. Las fuentes principales de esta 
información son los diversos informes que han presentado ante la Corte Constitucional tanto las 
autoridades estatales que conforman el SNAIPD, como los entes públicos de control y las 
organizaciones nacionales e internacionales que promueven los derechos de la población 
desplazada –en particular Plan Internacional y la Universidad Nacional-, con ocasión de la realización 
ante la Sala Segunda de Revisión de la sesión pública de información técnica que tuvo lugar el día 
28 de junio de 2007, sobre la adopción de un enfoque diferencial específico frente a los menores de 
edad dentro de la política pública de atención a la población desplazada.  Tales informes han 
proporcionado a esta Corporación descripciones y valoraciones comprehensivas y sistemáticas, 
realizadas desde diversas perspectivas, de la situación actual de los niños, niñas y adolescentes 
desplazados, y de las respuestas oficiales a sus condiciones de vida. Por otra parte, la Corte 
Constitucional ha sido provista de una gran cantidad de información atinente tanto a los aspectos 
generales de la situación de los menores de edad desplazados en el país como a situaciones 
específicas de niños, niñas y adolescentes individuales afectados por este fenómeno en distintas 
partes de Colombia; tal información ha permitido a la Corte aproximarse en forma objetiva a la 
realidad fáctica de los menores desplazados en tanto víctimas de serias violaciones de los derechos 
fundamentales”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 251 de 2008. 
(6 de octubre de 2008). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
información técnica realizada el 28 de junio de 2007 ante la Sala Segunda de 
Revisión”6. Sin embargo, su verdadero alcance consiste en ser la concreción del 
enfoque diferencial etario exigido por la Corte Constitucional en el diseño, la 
ejecución y la evaluación de la política pública sobre desplazamiento forzado interno 
en Colombia.   
 
El enfoque diferencial etario7, valga anticipar, consiste en la exigencia del juez 
constitucional colombiano de que la política pública para la población desplazada 
interna contemple dentro de sus componentes unos específicamente dirigidos a los 
niños y las niñas víctimas de desplazamiento, como sujetos especialmente 
protegidos por la Constitución colombiana, de manera que esa política pueda evitar 
su desplazamiento o responder a sus vulnerabilidades especiales, a sus 
necesidades concretas y a las cargas que el desplazamiento les impone de manera 
particular y diferenciada de aquellas que deben soportar las demás personas 
afectadas con el desplazamiento.  
 
De cara a tal requerimiento surge la siguiente pregunta: ¿cuáles son las razones 
que llevaron a la Corte Constitucional colombiana a exigir a las autoridades públicas 
un programa específico y diferencial a favor de la infancia y la adolescencia 
afectadas con la migración forzada interna8? En otras palabras, ¿por qué dicha 
Corte insiste en una tutela concreta para las personas de menor edad, diferenciable 
de la protección general debida a todas las personas en situación de 
desplazamiento9? O, sencillamente, ¿por qué no se limita a una tutela de los 
                                                          
6 Ibíd.  
7 «Etario»: “perteneciente o relativo a la edad de una persona”, REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. Diccionario 
de la lengua española. [en línea]. 22.ª ed. “Etario”. [citado el 15 de abril de 2015]. Disponible en 
http://lema.rae.es/drae/ En nuestro caso hacemos referencia a la menor edad de una persona, es 
decir, a la edad comprendida entre 0 y 18 años. Lo que no significa desconocer que la categoría 
etario comprende también a las personas de la tercera edad o mayores adultos.    
8 La expresión «desplazamiento forzado interno» será reemplazada en algunas ocasiones por la de 
«migración forzada interna», haciendo siempre referencia al mismo fenómeno. 
9 Se prefiere emplear la frase «persona en situación de desplazamiento» en vez de «persona 
desplazada».  Ello en la medida que “el desplazamiento no es un «estado» sino una «situación», por 
ende superable”, BELLO, M. N, et al. Relatos de la violencia. Impactos del desplazamiento forzado en 
la niñez y la juventud. Santafé de Bogotá D. C.: Universidad Nacional de Colombia y Fundación 
Educativa Amor, 2000, p. 153. En el mismo sentido: “fíjense que venimos hablando no de ‘niños y 
derechos afectados con el desplazamiento, en general, y, en cambio, insiste en 
unas garantías precisas para una parte de la población desplazada, según sus 
características especiales? 
 
Interrogantes que se justifican en la medida que, hoy, más de seis años después 
del auto 251, no se logra prevenir el desplazamiento de muchos niños y niñas ni, 
una vez desplazados, se atienden sus necesidades más apremiantes. Es decir, el 
enfoque diferencial etario no ha sido desarrollado plenamente por el Estado 
colombiano, siendo esta una de las razones que ha impedido al juez constitucional10 
dar por superado el Estado de Cosas Inconstitucional con relación a la población 
desplazada del país, declarado en la decisión T-025. De manera que, resulta válido 
suponer que parte de los obstáculos de la inclusión del enfoque diferencial etario en 
la política pública sobre desplazamiento forzado interno en Colombia reside en la 
no comprensión de sus fundamentos o la no aceptación de los mismos. 
 
El entendimiento de esas razones o motivos es, precisamente, el objetivo principal 
de este trabajo de investigación. Así, para responder a la pregunta acerca de los 
fundamentos de la exigencia de la Corte Constitucional de que la respuesta del 
                                                          
niñas desplazados’, sino en ‘situación de desplazamiento’. Esta diferencia es fundamental. No se 
trata de un juego de palabras. Al hablar de desplazamiento como ‘situación’ lo estamos clocando 
fuera de la esencia de la persona, algo externo, que no forma parte de su identidad. Es un elemento 
accidental que, aunque cala profundamente en la identidad de las personas que lo sufren, 
desaparece cuando se dan las condiciones para ello. Es por esto que insistimos que los niños y las 
niñas no son desplazados, sino que viven en situación de desplazamiento”, CAMPO RODICIO, JOSÉ 
LUIS. Los niños y las niñas en situación de desplazamiento: Una mirada desde su propia dignidad. 
En: Efectos psicosociales y culturales del desplazamiento. Bello, Martha Nubia, Martín Cardinal, 
Elena & Arias, Fernando Jiovani (Editores). Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, Corporación 
Avre & Fundación Dos Mundos, 2000, p. 311. 
10 Así lo ha reconocido la Corte Constitucional: “sin embargo, componentes como prevención y 
protección, retorno y reubicación, generación de ingresos y el enfoque diferencial (personas y 
pueblos indígenas, comunidades afrocolombianas, personas con discapacidad, niños, niñas y 
adolescentes y mujeres) trasversal a todos los elementos de la política pública, representan los 
rezagos más grandes en términos de materialización de las medidas solicitadas por la Corte en aras 
de la protección de los derechos de ésta población. Pese a que se pueden relacionar diversas 
acciones enfocadas en acoger los lineamientos dados por esta corporación en sede de seguimiento 
a la sentencia T-025, lo cierto es que aún no es posible mostrar resultados palpables que permitan, 
en el corto y mediano plazo, constatar que el estado de cosas inconstitucional, en estos aspectos 
puntuales, se encuentra en vías de ser superado”, Corte Constitucional de Colombia. CORTE 
CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Proceso de seguimiento 10 años. Consultado el 7 de abril de 2015. 
Disponible en http://www.corteconstitucional.gov.co/T-025-04/ 
Estado –que ha de tener la forma de política pública– al problema del 
desplazamiento forzado interno en Colombia diferencie la situación de los niños y 
las niñas de la de las demás personas desplazadas y que responda a dichas 
particularidades nos hemos guiado por las fuentes a las que alude Ferrajoli11 al 
referirse a los tipos de discurso que se pueden entablar en torno al derecho y los 
derechos fundamentales. 
 
En efecto, el autor italiano12 considera una premisa ineludible distinguir entre cuatro 
fundamentos de toda reflexión sobre derechos fundamentales. Estos son, el 
fundamento teórico, el fundamento jurídico positivo, el fundamento axiológico y el 
fundamento histórico sociológico. De ellos vamos a dar cuenta a lo largo de este 
trabajo, no para hacer referencia a los fundamentos de los derechos fundamentales, 
en general, sino para proponer unas justificaciones teóricas, jurídico positivas, 
axiológicas e histórico sociológicas del enfoque diferencial etario de la política 
pública sobre desplazamiento forzado interno en Colombia.  
 
Con relación al fundamento teórico, el punto de partida de este trabajo es el 
entendimiento del desplazamiento forzado interno de los niños y las niñas como un 
problema de derechos fundamentales –tal como lo ha concebido el juez 
constitucional colombiano–. Derechos fundamentales que, de manera general, han 
sido entendidos como aquellos límites y vínculos impuestos a los poderes públicos 
y privados bajo la forma de leyes del más débil y cuyo contenido es el resultado de 
las grandes conquistas de la historia13, con relación a la evolución del concepto de 
dignidad humana. De manera especial, “los derechos fundamentales son: 1) Una 
pretensión moral justificada, tendente a facilitar la autonomía y la independencia 
personal, enraizada en las ideas de libertad e igualdad (…) y construida por la 
                                                          
11 Ferrajoli, Luigi. Diritti fondamentali e democrazia costituzionale. En: Comanducci, P. e Guastini, R. 
(a cura di). Analisi e diritto. 2002-2003, pp. 331-350.  
12 Ibíd., pp. 333-334. 
13 FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría del derecho. Madrid: Editorial Trotta, 2011, pp. 774-776.  
reflexión racional en la historia del mundo moderno, con las aportaciones sucesivas 
e integradas de la filosofía moral y política liberal, democrática y socialista”14.  
 
La presente disertación, además, se enmarca dentro del paradigma teórico (y ético-
político) de la democracia constitucional, a partir del cual se va a proponer una 
definición de Constitución, un alcance de la justicia constitucional, cuatro funciones 
de los derechos fundamentales y unas responsabilidades de las autoridades 
públicas que se derivan de esas funciones y se corresponden con la exigencia del 
juez constitucional colombiano del enfoque diferencial etario en la política pública 
sobre desplazamiento forzado. Lo que nos lleva a clarificar el concepto de política 
pública adoptado. Siguiendo a Arnaud15, se ha entendido dicha noción desde una 
perspectiva renovada del rol del Estado: “agente privilegiado de cambio”16 a quien 
compete asumir el desarrollo económico y “promover una sociedad más justa y 
mejor integrada”17.  
 
Por otra parte, aun cuando la explicación de las razones que llevaron al juez 
constitucional a dar órdenes de política pública no ha sido el objeto de la presente 
investigación, se va a hacer referencia a ello18. En adición, se va a sostener que, 
por las especiales connotaciones sociales que adquiere el desplazamiento en 
perjuicio de niños y niñas, la respuesta, necesariamente, ha de tener la forma de 
«política pública»19. Ello en virtud de los impactos del desplazamiento forzado 
                                                          
14 PECES-BARBA, GREGORIO (Con la colaboración de Rafael De Asís Roig, Carlos R. Fernández Liesa 
& Ángel Llamas Cascón). Curso de derechos fundamentales. Teoría general. Madrid: Universidad 
Carlos III de Madrid & Boletín Oficial del Estado, 1999, p. 109. Está es sólo una de las dimensiones 
de la definición de Peces-Barba de derechos fundamentales, la cual es mucho más amplia de la 
parte que se ha extraído. Quedan por fuera, por ejemplo, los rasgos de generalidad, de contenido 
igualitario, de obligatoriedad, de subjetividad y de “realidad social” que completan dicha definición, 
Ibíd., pp. 109-112.   
15 ARNAUD, ANDRE-JEAN (Sous la direction de). Dictionnaire de la globalisation. Traduction e 
Adaptation sous la direction de Wanda Capeller. Paris: L.G.D.J. Lextenso Éditions, p. 405.  
16 Ibíd., p. 405.  
17 Desde ese enfoque, la acción pública se debe guiar por los principios de coherencia y racionalidad, 
lo que implica que las políticas públicas sean medidas articuladas que conforman un “programa de 
acción”, previa definición de finalidades, objetivos y prioridades, así como movilización de recursos 
de todo tipo: “jurídicos, materiales y simbólicos”, Ibíd., p. 405. 
18 Ver Sec. C/Cap. II y Sec. B/Cap. III. 
19 Ver. Sec. B/Cap. II y Num. 4/Sec. C/Cap. III. 
interno en las capacidades20 de las personas que lo sufren siendo niños o niñas21. 
Así mismo, se va a defender la tesis según la cual el juez constitucional, con dicha 
solicitud, intenta ofrecer garantías efectivas a los derechos fundamentales al 
constatar que las garantías constitucionales y legislativas de la democracia 
constitucional son insuficientes para resolver el problema que a través de la revisión 
de acciones de tutelas llega a su conocimiento22.     
 
La fundamentación jurídico positiva, por su parte, va a estar referida, 
exclusivamente, al derecho colombiano interno. Específicamente, se va a hacer 
referencia, de un lado, a la tutela reforzada que el ordenamiento jurídico colombiano 
garantiza a los niños y las niñas y, de otro, al marco constitucional que demuestra 
la configuración de nuestro Estado como una democracia constitucional y la efectiva 
inclusión de las garantías constitucionales (incluso de manera reforzada en 
Colombia) y legales (con relación al desplazamiento forzado interno). El mismo 
garantismo cuyas limitaciones intenta superar la Corte Constitucional al exigir a la 
Rama Ejecutiva del poder público la protección de los derechos fundamentales de 
los niños y las niñas en situación de desplazamiento forzado interno, a través de 
una política pública con enfoque diferencial etario.     
 
Axiológicamente, la igualdad atraviesa todos los argumentos en defensa del 
enfoque diferencial etario. En primer lugar, hablar del conflicto armado interno en 
Colombia y del desplazamiento forzado interno que de él se deriva implica hacer 
referencia a la desigualdad que pesa sobre ciertos grupos sociales en nuestro país. 
Y lo es en la medida que, de un lado, la exclusión socioeconómica y política es la 
que mejor explica los orígenes y la capacidad de transformación de la guerra. De 
otro lado, la posición de desventaja inicial de ciertos grupos (como los niños y las 
                                                          
20 Se hace referencia al enfoque de las capacidades de Sen y Nussbaum, que se expondrá en el 
Num. 4/Sec. C/Cap. III.  
21 La migración forzada interna compromete las oportunidades reales de ser o hacer  (Ídem.,) de 
quienes lo padecen durante la infancia o la adolescencia, por esa razón resulta difícil concebir una 
respuesta efectiva distinta a políticas públicas que eliminen los obstáculos del desarrollo pleno de 
las capacidades de las víctimas de desplazamiento forzado interno. 
22 Num. 2 y 3/Sec. C/Cap. III. 
niñas) empeora como consecuencia del desplazamiento forzado interno que afecta 
sobre todo a población vulnerable como la campesina, la indígena y la 
afrocolombiana. Esto último será demostrado a partir del Enfoque de las 
capacidades23, el cual se ha propuesto como aquel más idóneo para alcanzar la 
igualdad real y efectiva; aquella perseguida por la Constitución colombiana. 
 
En segundo lugar, la defensa del paradigma de la democracia constitucional se va 
a dar, especialmente, en virtud del otorgamiento de poderes y contrapoderes que 
los más débiles pueden anteponer a los poderes públicos y privados que se 
presentan, antagónicamente, como más fuertes. Desde esa perspectiva la igualdad 
emerge como pretensión moral de dicho paradigma y como función de los derechos 
fundamentales. En efecto se va a sostener que la igualdad, como una de las 
funciones de esos derechos, no solo es factor de unidad y cohesión social; fuente 
de legitimidad de la Constitución; uno de los máximos valores que cualifican la 
democracia como la mejor forma de organización del Estado; indicador de su 
progreso o retroceso; sino que, concretamente, en Colombia su importancia se mide 
en términos de relevancia social (ya que la desigualdad adquiere los tintes de 
problema estructural) y jurídico política (en la medida en que inspiró todo el proceso 
constituyente y edificó la carta política como una Constitución igualitaria).   
 
En tercer lugar, la igualdad es el valor que motiva e impulsa el proceso de 
perfeccionamiento de los derechos fundamentales desde el punto de vista de sus 
titulares (la especificación). El mismo iter que conduce de un titular de derechos 
genérico y abstracto a uno específico y determinado: el niño y la niña. Igualmente, 
con relación al emerger de la infancia y la adolescencia como sujetos privilegiados 
dentro del Derecho y el Estado, desde la doctrina latinoamericana también se ha 
insistido en la igualdad como máximo valor a perseguir con ese protagonismo. La 
misma doctrina que el juez constitucional colombiano va a recordar al concluir que 
la razón por la cual no se ha logrado desarrollar el enfoque diferencial etario es el 
                                                          
23 Cfr. pie de página 19. 
desconocimiento de esa transformación (en otras palabras, la no consideración de 
los niños y las niñas como sujetos de derecho).     
 
Relacionado con lo anterior, el fundamento histórico sociológico –el cual está a la 
base de todos los anteriores fundamentos–. Ello en la medida que, concebir la 
evolución de los derechos fundamentales desde el punto de vista de las 
transformaciones que sufre el sujeto titular de los mismos implica aceptar el carácter 
histórico del Derecho, los derechos y sus garantías. Desde esa perspectiva, se va 
a afirmar también que la exigencia del juez constitucional colombiano de una política 
pública concreta para la infancia desplazada de manera forzada al interior del país 
es la consecuencia del carácter evolutivo de los derechos, el cual hace imposible 
frenar la tendencia expansiva de sus instrumentos de tutela. 
 
Con relación a la fundamentación sociológica del enfoque diferencial etario, ella 
surgirá a partir de la perspectiva –adoptada en este trabajo– de los impactos 
sociales (psicológicos y sociológicos) del desplazamiento forzado interno en la vida, 
la integridad y el bienestar de sus víctimas de menor edad. Así mismo, cuando se 
aluda a las razones que justifican el proceso de especificación de los titulares de los 
derechos se va a referir una serie de particularidades sociales propias de su 
condición, de las que se desprenden fundamentadas razones para distinguir, en 
general, a los niños de los adultos y, en especial, a la infancia en situación de 
desplazamiento forzado interno de la demás población en dicha situación. 
 
Estructuralmente, el presente escrito se divide en cinco capítulos. En el primero se 
describirá el contexto dentro del cual ha tenido lugar uno de los desplazamientos 
forzados internos más numeroso y prolongado en el mundo: el conflicto armado 
interno en Colombia. Concretamente, se hará un repaso histórico de los hechos más 
relevantes que se asocian a la evolución del conflicto armado interno y sus actores, 
así como una reseña cuantitativa de la elevada victimización que la guerra ha dejado 
a su paso y una reflexión acerca del carácter evolutivo y cambiante del conflicto 
armado interno en Colombia, con el ánimo de destacar su complejidad. 
En el segundo capítulo se estudiarán, en primer lugar, las características generales 
del desplazamiento forzado interno en Colombia: su magnitud, su definición, sus 
modalidades, sus lecturas y otros aspectos relevantes para la comprensión de dicho 
fenómeno. En segundo lugar, se explicarán las connotaciones particulares que 
adquiere la migración forzada interna cuando afecta a un niño o a una niña. 
Concretamente, se hablará de los impactos en su salud mental, en sus condiciones 
de vida, en sus relaciones familiares, en sus vínculos sociales, en su seguridad 
personal, en su identidad cultural y en las posibilidades de contribuir al 
fortalecimiento del Estado democrático. En tercer lugar, se van a precisar los 
alcances de la intervención de la Corte Constitucional con relación al problema del 
desplazamiento, a partir de la exposición de: la figura del Estado de Cosas 
Inconstitucional, la perspectiva de goce efectivo de derechos que desarrolla en la 
sentencia T-025 de 2004 (la principal en este tema) y el proceso de seguimiento de 
dicha decisión, en el marco del cual se expide el auto 251 de 2008. 
 
El tercer capítulo está dedicado al paradigma de la democracia constitucional, al 
estudio de sus presupuestos, a la descripción del rol de la justicia constitucional –
en un estudio que ve como principal actor de dicho paradigma al juez constitucional–
y al análisis de las cuatro funciones a través de las cuales los derechos 
fundamentales restituyen “una dimensión normativa y una racionalidad sustancial a 
toda la producción jurídica”24 a partir de: la sujeción de todos los poderes públicos y 
la ley a los derechos fundamentales, el establecimiento de garantías de esos 
derechos (garantías constitucionales), la imposición de obligaciones de actuación 
de los mismos (garantías legislativas) y la consideración de que dichos poderes y 
contrapoderes son garantías de igualdad. Así mismo, cuando se hable de la 
segunda y la tercera función se va a demostrar que dichas garantías han sido 
insuficientes para hacer efectivos los derechos fundamentales de los niños y las 
niñas en situación de desplazamiento forzado interno en Colombia. 
 
                                                          
24 FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Madrid: Editorial Trotta, 2011, p. 43. 
El cuarto capítulo tiene la finalidad de analizar el proceso de especificación de los 
titulares de los derechos fundamentales. Para lograrlo, en primer lugar, haremos 
una breve referencia al Estado, al Derecho y a los derechos fundamentales como 
productos históricos para, en un segundo momento, explicar desde ese enfoque dos 
posturas que dan cuenta del proceso de perfeccionamiento de los derechos, desde 
el punto de vista de quienes se benefician de ellos. En tercer lugar, se explicará 
detenidamente la recepción que de ese proceso ha hecho la Constitución y el juez 
constitucional colombiano respecto de los niños, las niñas y los adolescentes, 
antecedentes del enfoque diferencial etario exigido por el mismo juez a la solución 
pública del problema del desplazamiento forzado interno de la infancia en Colombia. 
 
Cumpliendo una función conclusiva, en el capítulo quinto se va a colegir que, el 
auto 251 de 2008 constituye, respecto de los niños y las niñas víctimas de 
desplazamiento forzado interno, un esfuerzo del juez constitucional por: materializar 
la democracia constitucional y concretizar el proceso de especificación de los 
derechos fundamentales desde el punto de vista de sus titulares. Realización de la 
democracia constitucional que el juez persigue a través de la protección de la 
posición que los individuos ocupan respecto del Estado –en el caso de los niños y 
las niñas, de manera especial y privilegiada–; de la función de vínculo de los 
derechos fundamentales y del valor de la igualdad dentro de dicho paradigma.  
 
El enfoque diferencial etario y el auto 251 de 2008  
 
El enfoque diferencial etario exigido por el juez constitucional a la política pública de 
prevención y atención del desplazamiento forzado interno, consiste en la exigencia 
de que dicha política, de un lado, identifique y ataque las causas especialísimas que 
provocan el desplazamiento de los niños y las niñas (violaciones que los afectan y 
riesgos a los que se ven expuestos por su condición de infantes o adolescentes) y, 
de otro, supla sus necesidades y las vulnerabilidades que la migración forzada 
incrementa en estos individuos. Pero no sólo eso, la Corte también toma en 
consideración, cuando habla de enfoque diferencial etario, las potencialidades de la 
infancia y la adolescencia, así como la responsabilidad que padres, cuidadores y 
otros actores sociales comparten con el Estado en la garantía de sus derechos25.             
 
A esa exigencia llega el juez constitucional en virtud de la protección especial que 
la Constitución reserva a la infancia y la adolescencia y como consecuencia de la 
constatación fáctica de unos impactos del conflicto armado (que incrementan las 
posibilidades de que niños y niñas se desplacen) y del desplazamiento forzado 
interno (que lo hacen más gravoso) distintos a los de los adultos que repercuten 
profundamente en el ejercicio de sus derechos fundamentales: “en la presente 
providencia, la Corte Constitucional ha constatado y valorado la existencia de 
problemas de una alta complejidad, que inciden en forma múltiple y profunda sobre 
los derechos fundamentales prevalecientes de los menores de edad, sujetos de 
especial protección constitucional. Pese a su complejidad, estos problemas exigen 
del Estado una respuesta idónea y vigorosa que, con enfoque diferencial, se oriente 
a superar el estado de cosas inconstitucional en lo que respecta a su impacto 
cuantitativa y cualitativamente desproporcionado sobre los niños, niñas y 
adolescentes desplazados”26.  
 
A continuación se va a hacer un análisis detallado del Auto 251 de 2008 
describiendo: 1) la principal conclusión a la que llegó la Corte Constitucional en 
dicha providencia; 2) los tres momentos en los que se lesionan, de manera diversa, 
los derechos fundamentales de los niños y las niñas como consecuencia del 
conflicto armado interno –el cual produce su desplazamiento forzado interno–, del 
desplazamiento mismo y de la respuesta insuficiente del Estado. Análisis del juez 
constitucional que concuerda con la perspectiva de goce efectivo de derechos 
defendida por el mismo en la sentencia T-025 de 2004 (Sección C/Capítulo II); y 3) 
las órdenes que se impartieron en dicho el auto.  
                                                          
25 Considera el juez constitucional que la “incorporación de un enfoque diferencial presupone una 
labor decidida de autoridades, familias, cuidadores y otros actores sociales en el sentido de identificar 
dichos riesgos, necesidades, vulnerabilidades y potencialidades, y responder oportuna y 
efectivamente a los mismos”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 
251 de 2008. (6 de octubre de 2008). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
26 Ibíd. 
1) Tras diferenciar tres momentos en los que se lesionan, de manera diversa, 
distintos derechos fundamentales de los niños y las niñas como consecuencia del 
conflicto armado colombiano que produce su desplazamiento forzado, del 
desplazamiento mismo y de la respuesta insuficiente del Estado, la Corte 
Constitucional concluyó que el desplazamiento forzado interno en perjuicio de niños, 
niñas y adolescentes es “una manifestación extrema de vulneraciones profundas, 
graves, sistemáticas y concurrentes de derechos fundamentales prevalecientes (art. 
44, C.P.)”27.  
 
Conclusión que resulta siendo la reiteración de la valoración constitucional 
manifestada con anterioridad, de manera general, frente a la situación de toda la 
población desplazada28, ésta vez referida a la situación concreta de los niños y las 
niñas victimas de ese flagelo, a partir del análisis de la especificidad de su 
desplazamiento forzado y de cara a los derechos fundamentales afectados 
negativamente con esa conducta, así como a la gravedad, la intensidad y la 
regularidad con la que ello ocurre.  
 
2) La Corte Constitucional ha identificado tres momentos en los que se lesionan 
diferentes derechos fundamentales de las niñas, los niños y los adolescentes en 
situación de desplazamiento y que los coloca en una situación de mayor 
vulnerabilidad. Se hace referencia a “los escenarios en los que los menores de edad 
desplazados, como víctimas de estos factores criminales, han de ser debidamente 
restituidos en sus derechos prevalecientes: antes [2.1], durante [2.2] y después [2.3] 
del desplazamiento forzado”29. Es así como, la Corte, a largo de la parte motiva del 
auto, demuestra que las razones que motivan el desplazamiento de las personas 
menores de 18 años (el antes) representan graves afectaciones de sus derechos, 
tanto como el desplazamiento mismo (el durante) y la desprotección en la que 
                                                          
27 Ibíd. 
28 “Vulneración múltiple, masiva y continua de derechos fundamentales”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de enero de 2004). 
Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y acumulados. 
29 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 251 de 2008. (6 de octubre 
de 2008). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
quedan, una vez ha sucedido el desplazamiento (el después) y en los lugares de 
tránsito o de llegada.  
 
2.1. Con relación al primero de esos momentos, como se ha visto en el Capítulo I y 
en la Sección B del Capítulo II, el conflicto armado interno y sus autores exponen a 
muchos niños y niñas del país a múltiples riesgos que al concretarse se convierten 
en violaciones a los derechos humanos e infracciones graves al derecho 
internacional humanitario. Esos riesgos, a su vez, adquieren una relevancia 
particular en el análisis del desplazamiento forzado de la infancia y la adolescencia 
en Colombia en la medida que son la causa del mismo. En efecto, si en un primer 
momento se habló del secuestro, del reclutamiento y de las minas antipersonal 
como algunas de las peores consecuencias de la confrontación armada de carácter 
no internacional en la vida de muchas personas, ahora se hará referencia a ellos 
como las razones que obligaron y obligan a muchas familias a escapar de la guerra 
y la persecución, salvando la vida y la integridad de los integrantes de la menor 
edad.   
 
Es decir, como justificación del gran número de desplazamientos de esta parte de 
la población30 la Corte Constitucional en el Auto 251 de 2008 ha dado cuenta de 
unas amenazas que se ensañan con especial rigor en niños y niñas, que tienen 
lugar antes del desplazamiento, que se convierten en la causa del mismo, que se 
dan como consecuencia y en el contexto del conflicto armado interno y que lesionan 
dos derechos fundamentales específicos. Se trata, básicamente del riesgo de ser 
reclutado; de ser víctima de minas antipersonal y municiones sin explotar; de ser 
utilizado en comercios ilícitos cuando con estos se financia la guerra; de ser 
violentado sexualmente por los actores armados; de ser torturado y/o sometido a 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes y; de estar sujeto a intrusiones 
arbitrarias y violentas en su comportamiento público y privado.  
 
                                                          
30 La Corte identifica esos riesgos como “las causas del impacto cuantitativamente desproporcionado 
del desplazamiento forzado sobre los niños, niñas y adolescentes”, Ibíd. 
En esos casos, la Corte considera que el Estado omite cuidar y proteger a los niños 
y a las niñas, faltando a su deber de garante de las condiciones de paz y seguridad 
de sus ciudadanos. Además, para el juez constitucional esos riesgos a los que son 
expuestos de manera directa los niños, niñas y adolescentes, que son la causa de 
su huida, solos o con sus familias, constituye una violación a sus derechos 
fundamentales al cuidado y a la protección31. Derechos que son vulnerados por el 
riesgo que esas amenazas representan, independientemente de que las mismas se 
concreten; ya que en este segundo caso se deberá hacer referencia a otros 
derechos lesionados como consecuencia de la comisión de delitos concretos32 –que 
se sumarían al del desplazamiento forzado cuando este tiene lugar–, cuya gravedad 
aumentará, además, en la medida que son la causa de otro crimen: el 
desplazamiento forzado33.  
 
En el ordenamiento jurídico colombiano los derechos a la protección y al cuidado de 
los niños y las niñas han sido consagrados en el artículo 44 de la Constitución 
Política de Colombia. Derechos que en el sentir de la Corte están relacionados, 
además, con los también fundamentales derechos a la vida y a la integridad 
personal contenidos en la Constitución en las clausulas generales de los artículos 
11 y 12 y en la Convención de los derechos del niño en su artículo 634. Así lo 
                                                          
31 “Desde una perspectiva general, los distintos riesgos planteados por el conflicto armado a los 
niños, niñas y adolescentes colombianos atentan, en primera medida, contra sus derechos 
fundamentales al cuidado y a la protección; y al materializarse, vulneran el resto de sus derechos 
constitucionales prevalecientes, empezando por la vida, la integridad personal, la salud y la libertad”, 
Ibíd. 
32 “Los diversos riesgos específicos a los que los niños, niñas y adolescentes están expuestos en el 
marco del conflicto armado colombiano también vulneran, en sí mismos, derechos fundamentales 
específicos protegidos por la Constitución, y frente a ellos el Estado colombiano cuenta con 
obligaciones internacionales y constitucionales de prevención igualmente específicas”, Ibíd. 
33 “Algunos tienen claras repercusiones de orden penal que corresponde esclarecer a las autoridades 
penales competentes. Su naturaleza punible se refuerza al constituir causas de otro crimen grave, 
como lo es el desplazamiento”, Ibíd. 
34 “El artículo 44 de la Constitución dispone claramente que todo niño, niña o adolescente tiene un 
derecho fundamental al cuidado, y que será protegido, entre otras, contra toda forma de violencia 
física o moral. Estas cláusulas de la Carta Política se vinculan directamente con el reconocimiento 
de los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes a la vida e integridad personal 
(arts. 11, 12 y 44, C.P.), que reflejan claras obligaciones internacionales del Estado – en efecto, tal 
y como lo dispone la Convención sobre los Derechos del Niño, ‘todo niño tiene el derecho intrínseco 
a la vida’, y en esa medida, ‘los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la 
supervivencia y el desarrollo del niño’” (art. 6)”, Ibíd. 
entendió también el legislador al expedir el Código de la Infancia y la Adolescencia35 
ya que, de un lado, el cuidado y la protección se entienden como presupuestos de 
la calidad de vida debida a la infancia36 y, de otro, la integridad personal exige la 
protección de estas personas frente a la muerte, el daño y todas las formas de 
sufrimiento37.   
 
Adicionalmente, la protección contra el conflicto armado interno y aquella específica 
contra el desplazamiento forzado fueron expresamente positivizadas en el mismo 
texto normativo, junto con otras formas de violencia, como un derecho que el Estado 
reconoce a todos los niños y las niñas del país38. Y no sorprende que el legislador 
del 2006 no fuera ajeno a una realidad que ya para entonces era más que evidente 
y lo hace individualizando la situación de conflicto armado y de desplazamiento 
forzado, así como reconociendo unas libertades específicas a favor de la infancia y 
la adolescencia, dentro de las que sobresale, además del libre desarrollo de la 
personalidad y la autonomía personal, la libertad de locomoción39.      
                                                          
35 Congreso de la República de Colombia. Ley 1098 de 2006. Por la cual se expide el Código de la 
Infancia y la Adolescencia.   
36 Código de la Infancia y la Adolescencia. Artículo 17. Derecho a la vida y a la calidad de vida y a 
un ambiente sano. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a la vida, a una buena 
calidad de vida y a un ambiente sano en condiciones de dignidad y goce de todos sus derechos en 
forma prevalente. La calidad de vida es esencial para su desarrollo integral acorde con la dignidad 
de ser humano. Este derecho supone la generación de condiciones que les aseguren desde la 
concepción cuidado, protección [las cursivas se agregaron], alimentación nutritiva y equilibrada, 
acceso a los servicios de salud, educación, vestuario adecuado, recreación y vivienda segura dotada 
de servicios públicos esenciales en un ambiente sano. PAR. El Estado desarrollará políticas públicas 
orientadas hacia el fortalecimiento de la primera infancia. 
37 Código de la Infancia y la Adolescencia. Artículo 18. Derecho a la integridad personal. Los niños, 
las niñas y los adolescentes tienen derecho a ser protegidos contra todas las acciones o conductas 
que causen muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico [las cursivas se agregaron]. En 
especial, tienen derecho a la protección contra el maltrato y los abusos de toda índole por parte de 
sus padres, de sus representantes legales, de las personas responsables de su cuidado y de los 
miembros de su grupo familiar, escolar y comunitario. Para los efectos de este código, se entiende 
por maltrato infantil toda forma de perjuicio, castigo, humillación o abuso físico o psicológico, 
descuido, omisión o trato negligente, malos tratos o explotación sexual, incluidos los actos sexuales 
abusivos y la violación y en general toda forma de violencia o agresión sobre el niño, la niña o el 
adolescente por parte de sus padres, representantes legales o cualquier otra persona. 
38 Código de la Infancia y la Adolescencia.  Artículo 20. Derechos de protección. Los niños, las niñas 
y los adolescentes serán protegidos contra: (…) 6. Las guerras y los conflictos armados internos. 
(…) 11. El desplazamiento forzado.  
39 Código de la Infancia y la Adolescencia. Artículo 37. Libertades fundamentales. Los niños, las 
niñas y los adolescentes gozan de las libertades consagradas en la Constitución Política y en los 
tratados internacionales de derechos humanos. Forman parte de estas libertades el libre desarrollo 
de la personalidad y la autonomía personal; la libertad de conciencia y de creencias; la libertad de 
2.2) El segundo momento de vulneración de los derechos fundamentales de estas 
personas menores de edad, identificado por la Corte Constitucional, es el del 
desplazamiento forzado interno. Para el juez constitucional, la migración forzada es 
un crimen deliberado que victimiza a la infancia vulnerando sus derechos a la vida 
–entendida como calidad de vida y vida en condiciones de dignidad–, a la integridad 
física –y personal– y a la especial protección contra el desplazamiento –como una 
de las peores formas de violencia40–; de todos los cuales se predica su carácter 
fundamental, tratándose de niños y niñas41. Derechos a los que se añade el derecho 
al cuidado, el cual se vulnera nuevamente en la medida que los niños no son 
defendidos de la expulsión forzada.  
 
De manera que, con el acto de desplazar de vulneran esos derechos y todos los 
que fueron incluidos en la sentencia T-025 de 2004 como derechos afectados por 
el simple hecho de ser sujeto pasivo de la migración forzada. Eso significa que, 
salvo la libertad de escoger profesión u oficio, también la libertad de las niñas, los 
niños y los adolescentes de circulación, el libre desarrollo de su personalidad, la 
libertad de escoger y permanecer en el lugar seleccionado para vivir y el derecho a 
la paz, son derechos sacrificados con la conducta que obliga a cambiar lugar de 
residencia de manera forzosa. 
 
2.3) Con relación al momento posterior al desplazamiento y como consecuencia de 
la desatención del Estado, la Corte Constitucional en su auto de protección de los 
derechos fundamentales de los niños y las niñas víctimas de desplazamiento 
forzado interno constató que existen unas particularidades de la situación de estos 
menores de edad que hacen que sea diferente a la de los demás coetáneos en el 
                                                          
cultos; la libertad de pensamiento; la libertad de locomoción; y la libertad para escoger profesión u 
oficio. 
40 “Así, por ejemplo, los crímenes cometidos deliberadamente contra niños, niñas y adolescentes 
son una violación de sus derechos a la vida e integridad física (arts. 44, 11 y 12, C.P.) y de su derecho 
a la especial protección contra toda forma de violencia (arts. 44 y 45, C.P.)”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 251 de 2008. (6 de octubre de 2008). Magistrado 
Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
41 Desde la primera vez que se hable de derechos fundamentales de los niños, precisar que de esa 
fundamentalidad se va a hablar más adelante.   
país42, así como distinta de la de la población adulta desplazada43. Se trata, 
además, de ulteriores vulneraciones de derechos que se suman a las precedentes 
causas del desplazamiento (primer momento) y al desplazamiento mismo (segundo 
momento). 
 
Con relación a ese tercer momento, en primer lugar, la Corte reiteró algunos de los 
derechos que había mencionado en el 2004 pero relacionándolos a la situación 
específica de los niños y las niñas en situación de desplazamiento forzado. Estos 
son los derechos a la educación, a la personalidad jurídica, a la unidad familiar, a 
una alimentación mínima, a la salud y a la integridad personal, entre otros derechos 
que se vulneran a los niños y las niñas después de la migración forzada. En segundo 
lugar, el juez constitucional precisó otros derechos de los niños y las niñas, nunca 
antes mencionados, afectados también como consecuencia del desplazamiento 
 
Sucintamente, en el auto 251 se habla de los problemas que comprometen el 
ejercicio de sus derechos a la participación y a la organización, así como de aquellos 
que surgen de la victimización por un delito44. Se está haciendo referencia al tercer 
momento de vulneración de derechos, es decir aquel después del desplazamiento, 
en el que sin duda adquieren relevancia los derechos a la verdad, la justicia, la 
reparación y la no repetición. Derechos estos a los que se refiere el juez al recordar 
el carácter delictual del desplazamiento y de grave violación a los derechos 
humanos, así como la condición de víctima que de ello se desprende.  
                                                          
42 “Los niños, niñas y adolescentes en situación de desplazamiento están expuestos a numerosos 
riesgos y peligros para su vida, integridad, desarrollo y demás derechos fundamentales, frente a los 
cuales tienen derecho a la protección de sus familias o cuidadores y de las autoridades, pero que 
sin embargo se materializan en sus casos con una frecuencia e intensidad comprobadamente mayor 
que en los casos de menores de edad que no han sido víctimas del desplazamiento forzado”, Ibíd. 
43 “Los menores desplazados son afectados por una serie de problemas transversales diferenciados 
comunes a la niñez y adolescencia en situación de desplazamiento. Estos problemas son diferentes 
de los que afectan a la población desplazada adulta, bien sea porque se trata de factores específicos 
que impactan únicamente a las personas menores de edad, o porque golpean a niños, jóvenes y 
adultos de manera distinta dependiendo de su edad”, Ibíd. 
44 “Los problemas transversales que afectan a la totalidad de los niños, niñas y adolescentes 
desplazados son los siguientes: (…) (g) problemas  graves en los campos de la participación y la 
organización; (…) y (i) problemas graves en el ejercicio de sus derechos como víctimas 
particularmente indefensas del conflicto armado y del delito”, Ibíd. 
En tercer lugar, la Corte Constitucional individualizó nuevos riesgos y peligros a los 
que se encuentran sometidos los niños y las niñas una vez ha tenido lugar el 
desplazamiento, en los sitios de llegada o de tránsito. Respecto de elllos, la Corte 
habla de una situación de “desprotección física”45 provocada por la “mayor 
probabilidad de ser víctimas de maltrato o violencia –sea intrafamiliar o sexual-; de 
ser víctimas de explotación –tanto laboral como sexual-; de ser reclutados 
forzosamente por los grupos armados ilegales; de ser utilizados como actores 
inconscientes e inocentes de diversos comercios ilícitos; de ser víctimas de trata, 
secuestro y venta; de caer en situaciones de mendicidad y vida en la calle, con el 
consumo de sustancias psicoactivas y tóxicas y la vulnerabilidad al peligro que le 
son consustanciales; de ser víctimas del control social impuesto por los actores 
armados ilegales; y de ser víctimas de amenazas y actos de violencia por parte de 
pandillas y otros grupos delincuenciales que operan dentro de sus territorios [en los 
lugares de recepción]”46.  
 
Son todas ellas amenazas que ponen en riesgo “su vida, integridad, desarrollo y 
demás derechos fundamentales”47, que por sí solas vulneran esos derechos junto a 
los de protección y cuidado –ya vulnerados con anterioridad– y que con frecuencia 
se concretan, en perjuicio de la infancia y la adolescencia en situación de 
desplazamiento, en mayor medida que frente al resto de la población infantil y juvenil 
del país; es decir en comparación con la que no ha sido desplazada. Se trata 
también de violencias frente a las cuales existen expresas disposiciones legales 
tendientes a evitarlas y compromisos internacionales asumidos por el estado 
colombiano en las mismas materias.    
 
Las consideraciones en torno a los tres momentos de vulneración de derechos de 
los niños y las niñas víctimas de desplazamiento –antes, durante y después del 
mismo– están llamadas a confirmar la perspectiva de derechos que ha asumido la 
Corte, pues si bien el Estado no es el directamente responsable de los riesgos de 




los que escapan los niños y sus familias, ni de todos aquellos que encuentran en 
sus lugares de llegada después de la huida, sí se ve comprometida su 
responsabilidad cuando falta a un deber de cuidado y protección especial en la 
medida que no previene esas situaciones y, una vez tienen lugar, no asegura una 
respuesta adecuada que colme las necesidades, expectativas y derechos de este 
grupo especial sumido en una vulnerabilidad desproporcionada y mayor con 
ocasión de un delito grave, como lo es el desplazamiento forzado interno. 
 
3) Las órdenes que la Corte dictó en el auto 251 de 2008 pueden dividirse en 
generales y particulares. Las primeras están referidas a todos los niños y las niñas 
en situación de desplazamiento forzado interno e, incluso, a favor de aquellos en 
riesgo de estarlo. Las segundas, en cambio, son la solución inmediata a los 
requerimientos hechos a la Corte en derechos de petición, acciones de tutela e 
informes de entidades públicas, privadas e internacionales “sobre la situación 
específica, individual y concreta de aproximadamente dieciocho mil (18.000) bebés, 
niños, niñas y adolescentes en situación de desplazamiento forzado claramente 
individualizados en distintos lugares del país”48. 
 
Con relación a las primeras, estas son las decisiones con carácter general, la Corte 
ordenó, de un lado, crear un programa –nuevo49– para la “Protección Diferencial de 
los Niños, Niñas y Adolescentes frente al Desplazamiento Forzado”, cuyos 
                                                          
48 Ibíd. 
49 Esto es relevante en la medida que, en los informes que el Estado enviaba a la Corte describiendo 
los avances en la protección de la población infantil desplazada, solía mencionar programas ya 
existentes que no habían sido pensados, en sus orígenes, para prevenir el desplazamiento y/o 
atender a los niños y niñas en dicha situación. Eso se traducía en la incapacidad de los mismos para 
responder satisfactoriamente a las exigencias de esa prevención y esa atención.      
componentes de prevención50 y atención51 debían cumplir con lo que ha sido 
definido por el juez constitucional como los requisitos mínimos de racionalidad, los 
cuales confirman su intervención en el diseño de la política pública. Tema cuya 
discusión no es nuestro objeto pero que, no obstante eso, va ser afrontado cuando 
se haga referencia al rol del juez constitucional dentro del paradigma de la 
democracia constitucional.    
 
Más allá de las críticas que pueda suscitar un juez constitucional con tal nivel de 
intervención en temas de policía pública, lo que nos interesa destacar es que esos 
requisitos de racionalidad52 condensan los obstáculos reales de una respuesta 
pública al problema del desplazamiento capaz de garantizar derechos 
fundamentales. De manera que, independientemente de la autoridad que los 
proponga, son una guía para el hacedor de política pública que quiera ofrecer una 
solución al problema del desplazamiento forzado interno de la infancia y la 
adolescencia efectiva y conforme a la Constitución. 
                                                          
50 Habiendo identificado previamente las causas más frecuentes del desplazamiento de niños y 
niñas, la Corte decidió que el Programa en cuestión incorporara un componente de prevención, 
indicando los riesgos concretos que debía atacar: “(i) de ser víctimas de crímenes individual y 
deliberadamente cometidos contra su vida e integridad personal por los actores armados, (ii) de 
reclutamiento forzado por los grupos armados ilegales, (iii) de ser víctimas excesivamente frecuentes 
de minas antipersonal y material bélico sin explotar, (iv) de ser incorporados a los comercios ilícitos 
que soportan a los grupos armados ilegales, (v) ser víctimas de violencia sexual, y (vi) soportar las 
acciones delictivas de control social de los grupos armados ilegales”, Ibíd. 
51 Una vez desplazados, los niños y las niñas deben soportar unas problemáticas que hacen más 
gravosa su situación, no solo si comparados con otros niños sino también en comparación con los 
adultos desplazados. Por esa razón, la Corte mandó desarrollar un componente de atención integral 
dentro del Programa que contrarrestara: la invisibilidad de la infancia desplazada; la afectación de 
las capacidades de cuidado, protección y provisión de las familias; los nuevos riesgos que enfrenta 
la niñez en situación de desplazamiento en los lugares de llegada; el hambre y la desnutrición; los 
obstáculos del acceso a la salud, a la educación (en este caso, junto con la permanencia), a la 
recreación y a la atención psicosocial; y la imposibilidad de los mismos de organizarse y participar. 
Así mismo, dicho componente debía prestar especial atención a unas condiciones y/o etapas en las 
que se intensifican las anteriores problemáticas. Estas son: “(a) la etapa de emergencia, (b) la 
primera infancia, (c) la adolescencia, (d) el género, (e) la pertenencia a un grupo étnico, y (f) la 
discapacidad”, Ibíd. 
52 Dichos requisitos tienen que ver, por ejemplo, con la necesidad de que existan, efectivamente, 
unos programas específica, individual y autónomamente creados a favor de los niños y las niñas 
víctimas de desplazamiento; que los mismos contemplen unas metas a alcanzar; cuenten con un 
cronograma de ejecución; así como con el presupuesto suficiente; abarquen todas las vulneraciones 
de derechos documentadas; mantengan cierta continuidad en el tiempo;  incorporen indicadores a 
partir de los cuales hacer seguimiento a los resultados a través del criterio de goce efectivo de 
derechos; prevean la adecuada coordinación entre las instituciones públicas de todos los niveles; 
entre otras exigencias, Ibíd. 
De otro lado, la Corte Constitucional ordenó diseñar y ejecutar quince proyectos 
piloto dirigidos a prevenir el desplazamiento forzado de niños y niñas así como a 
atenderlo en unas zonas específicas del país, priorizadas por las necesidades 
apremiantes detectadas en dichos lugares. Pilotos que pueden servir de base, 
según la Corte, para la creación del “Programa para la Protección Diferencial de los 
Niños, Niñas y Adolescentes frente al Desplazamiento Forzado”.  Con relación a la 
prevención del desplazamiento, se prevén proyectos piloto para impedir el 
reclutamiento forzado en el departamento del Putumayo, el impacto de minas 
antipersonal y municiones sin explotar en Samaniego (Nariño) y la victimización de 
los niños y las niñas por las estrategias de control social de los grupos armados al 
margen de la ley en Medellín.  
 
Respecto de la atención de los niños y niñas en situación de desplazamiento a 
través de proyectos piloto, la Corte decidió priorizar dicha atención en las ciudades 
de Cartagena, Arauca (Arauca), Sincelejo, Quibdó, Tumaco, Buenaventura, 
Bucaramanga, Bogotá, Medellín, Policarpa (Nariño), Florencia y San José del 
Guaviare, así como los componentes de alimentación mínima, salud y protección a 
proveer. Sin embargo, dejó abierta la posibilidad de que las autoridades cambiaran 
los lugares donde debían ser implementados estos proyectos.  
 
En fin, con relación a las decisiones generales contenidas en el Auto 251 de 2008, 
el juez constitucional individualizó a las autoridades a las que estaban dirigidas las 
órdenes53, estableció un plazo para cumplirlas y, lo más importante, conmino a las 
autoridades responsables a garantizar la participación “de las organizaciones de 
población desplazada y promotoras de derechos humanos que protegen a los niños, 
niñas y adolescentes afectados por el conflicto armado”54 en el diseño de los 
programas a realizar, indicando unas organizaciones a las que mínimamente se les 
debía hacer partícipes. 
                                                          
53 Para entonces, las entidades que conformaban el Sistema Nacional de Atención Integral a la 
Población Desplazada, bajo la coordinación del Director de Acción Social (autoridad coordinadora 
del Sistema). 
54 Ibíd. 
El resultado de dicha orden fue la conformación de la Mesa de Seguimiento al Auto 
251 de 2008 por parte de las organizaciones mencionadas en el auto, así como de 
otras invitas por aquellas55. Desafortunadamente, no obstante los importantes 
insumos entregados por la Mesa a las autoridades del Estado encargadas de la 
política pública sobre desplazamiento forzado interno, las oportunidades de 
discusión conjunta y la actitud cordial que siempre se demostró, dichos aportes no 
fueron tenidos en cuenta en los planes y programas que se realizaron para dar 
cumplimiento a las órdenes del auto 25156; sin que dicha conclusión desconozca el 




                                                          
55 Algunas de esas organizaciones fueron: Plan Internacional, Save the Children, Servicio Jesuita 
para Refugiados, Coalición contra la Vinculación de Niños, Niñas y Jóvenes al Conflicto Armado, 
Fundación Dos Mundos, Secretariado Nacional de Pastoral Social, Fundación Restrepo Barco, Taller 
de Vida, CODHES y la Cátedra Unesco de la Universidad Externado de Colombia cuya 
representación fue ejercida por la autora de este escrito.    
56 Demostrando, una vez más, la incapacidad para aplicar el principio democrático a nivel 
administrativo. 
57 RODRÍGUEZ GARAVITO, CESAR & RODRÍGUEZ FRANCO, DIANA. Cortes y cambio social. Cómo la Corte 
Constitucional transformó el desplazamiento forzado en Colombia. Bogotá D.C.: Centro de Estudios 
de Derecho, Justicia y Sociedad (Dejusticia), 2010, 290 p. 
58 Ver Sec. B/Cap. III. 
I. EL CONFLICTO ARMADO INTERNO EN COLOMBIA: EL CONTEXTO  
 
¿Cuál es el contexto dentro del cual ha tenido lugar uno de los desplazamientos 
forzados internos más numerosos y prolongados en el mundo? Esta es la pegunta 
a la que va a dar respuesta este capítulo. En efecto, el desplazamiento forzado 
interno al que hacemos referencia y cuya relevancia para este estudio deriva de los 
sujetos a los que afecta (las personas menores de 18 años) es aquel que se da en 
el marco o como consecuencia del conflicto armado interno que padece este país 
desde hace más de 50 años1. Dicho desplazamiento, por lo tanto, difiere de aquellos 
producidos por razones económicas o por desastres naturales, no solo en virtud de 
las responsabilidades que genera para el Estado, sino también por la violencia de 
la que son objeto sus víctimas y por los efectos devastadores y las vulnerabilidades 
que (re)produce en las mismas2. 
 
De esta manera, a continuación vamos a hacer referencia al conflicto armado 
interno como entorno del desplazamiento forzado interno de niños y niñas en 
Colombia, no sin antes  precisar que dicho conflicto se caracteriza por haber 
polarizado más que generado consensos en torno a sus causas y consecuencias. 
Es así como, ni siquiera su propia existencia se ha salvado de la polémica y 
desacuerdo que en el país ha generado el tema de la guerra que aún hoy la queja3. 
                                                          
1 Se suele ubicar el primer periodo del conflicto armado interno en Colombia entre 1958 y 1982, 
GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Bogotá D.C.: 
Imprenta Nacional, 2013, p. 111. Sin embargo, téngase presente que no existe consenso frente a la 
fecha o época exacta en la que empieza la guerra que aún hoy aflige a la sociedad colombiana, pero 
sí respecto de que Colombia es el “país con el conflicto sin negociar más antiguo del mundo”, Ibíd., 
p. 111.    
2 Cfr. Sección B “La violencia como causa principal de desplazamiento” (numeral 30) del Informe 
Deng, ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL. Informe del 
Representante del Secretario General sobre la cuestión de los desplazados internos, Sr. Francis 
Deng, presentado en cumplimiento de la Resolución 1993/95 de la Comisión de Derechos Humanos. 
Adición: Estudio de casos de desplazamiento: Colombia. E/CN.4/1995/50/Add.1. También con 
relación a la infancia desplazada se hace referencia al desplazamiento en el contexto de la guerra 
“irregular”, BOLETÍN DE LA CONSULTORÍA PARA LOS DERECHOS HUMANOS Y EL DESPLAZAMIENTO 
(CODHES). Esta guerra no es nuestra... y la estamos perdiendo. Desplazamiento forzado y derechos 
de la infancia. Bogotá D.C., Colombia. 26 de enero de 2000, n.° 32, p. 168. 
3 Es de notorio conocimiento la postura sostenida por el que fuera Presidente de la República en los 
periodos sucesivos 2002-2006/2006-2010 según la cual en Colombia no existía un conflicto armado 
interno sino una amenaza terrorista. 
Y a pesar de los intentos por develar sus orígenes y sus impactos, ni los esfuerzos 
más antiguos, ni los más recientes han estado caracterizados por el acuerdo4. Esta 
es la razón por la cual algunos autores prefieren hablar de “continuidades” y 
“discontinuidades” de la guerra en Colombia5, frente a lo que afirmaremos que la 
afectación de la población civil es una de las primeras; la migración forzada interna 
de la infancia y la adolescencia lo atestigua.    
 
La historia del conflicto armado interno en Colombia más reciente, cuyos orígenes 
pueden situarse a finales de los años cincuenta de siglo pasado, no es más que la 
historia individual o de pequeños grupos que directamente han sufrido algunos de 
sus efectos. No podemos hablar de una historia unívoca, conocida y aprobada por 
todos los colombianos, sino de varias historias, cada una de las cuales compartida 
sólo por quienes han vivido y habitado una determinada región en un tiempo 
también determinado. Se trata, entonces, de múltiples relatos de la violencia que ha 
generado la guerra en Colombia, cada uno de los cuales da cuenta de la 
permanente transformación de la misma y de cuya sumatoria resulta una historia 
para la gran mayoría desconocida. 
           
De esta compleja y larga confrontación entre connacionales, que ha transcurrido 
concomitantemente con los cambios sociales y económicas de la nación, que ha 
afectado de manera desproporcionada a algunos sectores de la sociedad y que ha 
contribuido a la profundización de la desigualdad, han sido testigos al menos tres 
generaciones que, no obstante hacer parte del mismo país, solo pueden dar fe de 
una pequeña parte del conflicto, generalmente de manera desarticulada y 
                                                          
4 De los más antiguos dio cuenta: VILLARRAGA, A. La memoria histórica en escenarios de conflicto 
armado y de construcción de paz. En: Conferencia Internacional “Derecho Internacional, memoria 
histórica y construcción de paz” (28 de julio de 2014, Bogotá D.C., Colombia). Universidad Externado 
de Colombia, Universidad Sergio Arboleda, Centro Nacional de Memoria Histórica y Embajada de 
Francia en Colombia. Del más reciente, este es el Informe de la Comisión histórica del conflicto y 
sus víctimas de la Habana: PÉCAUT, D. [sin título]. En: Conferencia de Daniel Pécaut sobre el conflicto 
armado colombiano (17 de febrero de 2015, Bogotá D.C., Colombia). Facultad de Finanzas, 
Gobierno y Relaciones Internacionales de la Universidad Externado de Colombia. 
5 GARCÍA, R. Comentarios. En: Conferencia de Daniel Pécaut sobre el Conflicto armado colombiano 
(17 de febrero de 2015, Bogotá D.C., Colombia). Facultad de Finanzas, Gobierno y Relaciones 
Internacionales de la Universidad Externado de Colombia. 
desconectada de las realidades de las que han sido testigos las generaciones 
pasadas o las contemporáneas en geografías distintas.  
 
Adicionalmente, después de tantos años de “una guerra prolongada y degradada”6, 
en la percepción popular de la guerra predomina la radicalización y la comprensión 
maniquea que divide las partes del conflicto en buenos y malos y que niega las 
posibles motivaciones y razones de uno u otro bando y admite solo las propias o las 
más afines. Un ejemplo de ello son los discursos sobre la guerra más recientes, los 
cuales han restado valor al rol del victimario; quien se ha visto desplazado por la 
visibilidad preponderante de las víctimas del conflicto armado interno como 
principales protagonistas del debate actual sobre los derechos humanos en 
Colombia. Dentro de esa corriente se inscribe el presente estudio.     
 
Por las razones anteriores, se ha privilegiado, para hablar de la historia del conflicto 
armado interno en Colombia, una fuente desprevenida y desapasionada, la de un 
autor no colombiano, en la búsqueda de desentrañar lo que para muchos –que aun 
siendo colombianos– es desconocido, aparece sin sentido y anacrónicamente 
impuesto a la mayoría por actores y motivaciones extrañas a las propias. Se hará 
referencia entonces, sin pretensión alguna de exhaustividad, a tres aspectos 
importantes de las consecuencias y la evolución de la guerra interna: sus actores 
activos, sus víctimas pasivas y su permanente transformación. 
 
Para ello se optará, en primer lugar (A), por un breve recorrido histórico desde la 
década de los sesenta hasta la primera década del 2000, dentro del cual se 
destacarán los hechos más relevantes que se asocian a la evolución del conflicto 
armado interno y sus actores. En segundo lugar (B), se hará énfasis en las 
consecuencias del conflicto, ilustradas a través de la cuantificación de las 
victimizaciones que reportan registros oficiales, algunos no gubernamentales e 
informes de los organismos de derechos humanos de las Naciones Unidas, que han 
                                                          
6 GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA. Op. cit., pp. 30 - 110. 
permitido hablar de Colombia como “un país de víctimas”7. En tercer lugar (C), se 
reflexionará acerca del carácter evolutivo y siempre cambiante del conflicto armado 
interno en Colombia con el ánimo de destacar su complejidad.   
 
Cabe anotar que tanto las causas precisas del actual conflicto armado interno en 
Colombia como su relación con conflictos históricos más lejanos8 como el de la 
deculturación-aculturación, los derivados de la supervivencia de la estructura socio 
económica colonial, el del Estado que precede a la nación, el del federalismo contra 
el centralismo, el del militarismo contra el civilismo, el del radicalismo contra la 
regeneración o el del liberalismo contra el conservatismo9, escapan de los fines de 
este capítulo10.  
 
A. Colombia: 1958-2010 
 
Al naciente nacionalismo de la postguerra en Colombia11, lo sucede el Frente 
Nacional –o periodo comprendido entre 1958 y 1978– en el que los dos partidos 
                                                          
7 “Si fuera solo una frustración menor [habla Ana Teresa Bernal quien hizo parte del Mandato por la 
paz, la vida y la libertad, el cual dio origen a una de las fallidas mesas de dialogo con las FARC], no 
importaría, pero es la de toda una sociedad en la que la mayoría de sus habitantes no hemos tenido 
un solo día de paz y además es la vida de miles y millones de personas. La cifra oficial de víctimas 
en Colombia es de 5’800.000 personas. Eso es un país. Colombia es un país de víctimas”, ARIAS, 
DIEGO. ‘Es infame querer perpetuar la guerra’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 1 de noviembre de 2012. 
Sec. debes leer. P. 19. 
8 A esta opción se llega consientes de la complejidad y en razón a las distintas percepciones que 
sobre las causas del conflicto armado interno existen. Por ejemplo, para Abadio Green, Presidente 
de la Organización Indígena de Antioquia, la guerra comenzó “en el Golfo de Urabá hace quinientos 
años, porque no es de ayer ni de hace veinte o treinta años, desde cuando Juan de la Cosa y Rodrigo 
de Bastidas hicieron su primera masacre en tierra firme contra nosotros los tules”, Green, Abadio. 
La cultura más allá de la guerra. En: Organización de las Naciones Unidas, Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo. El conflicto, callejón con salida. Informe Nacional de Desarrollo 
Humano para Colombia 2003. Bogotá, D.C.: ONU, PNUD, 2003, p. 132.  
9 OCAMPO LÓPEZ, JAVIER. Historia básica de Colombia (6ª ed.). Bogotá, Colombia: Plaza y Janes 
Editores, 2010, 485 p.  
10 Por respeto a los lectores, valga la pena informar que la escritura de este capítulo se llevó a cabo 
a lo largo del año de 2011. Y aunque algunas cifras han sido actualizadas recientemente, en virtud 
de los esfuerzos oficiales y no oficiales por cuantificar los daños que ha producido la guerra, dichas 
actualizaciones no se van a ver reflejadas en esta sección ya que la finalidad de esta sección es 
ilustrar la magnitud de las violencias que han sufrido las víctimas y no cuantificarlas con precisión.  
11 Encarnado en Colombia en el populismo del líder político Jorge Eliecer Gaitán -posteriormente 
asesinado- quien ya desde entonces seducía a grandes masas a partir de sus denuncias de los 
problemas sociales más graves del país. 
políticos hegemónicos del país (el Conservador y el Liberal) acuerdan alternarse en 
el poder para poner fin a las incesantes luchas y al terror generalizado en todo el 
país que se conoce bajo el nombre del periodo de La Violencia. Es precisamente en 
ese lapso de tiempo en el que nacen las FARC “a partir de destacamentos de 
autodefensa”12, bajo la forma de un “genuino movimiento campesino”13.  
 
Para los años 60 el progreso económico no lograba contrarrestar la pobreza e 
inequidad –sino que por el contrario las profundiza– mientras las diferentes 
guerrillas ganan nuevos territorios y también argumentos, en la medida que la 
repartición antidemocrática del poder limita las posibilidades de un real y equitativo 
progreso. De manera que, es este el periodo en el que la “insurgencia guerrillera de 
izquierda”14, “los revolucionarios marxistas”15 irrumpen en el panorama nacional, 
aun cuando no con la fuerza que tendrían en los años 80.  
 
Cuando empieza la terminación gradual del Frente Nacional las actividades de las 
guerrillas recrudecen no obstante dejarse la puerta abierta a la contienda 
democrática. La violencia se ve aumentada, además, con el auge del narcotráfico 
desde mediados de los años 70 y se sigue incrementando hasta dejar a Colombia 
posicionada a mediados de los años 80 como uno de los países con la más alta tasa 
de homicidios16, en gran medida por el terrorismo desatado por el narcotráfico17. 
 
En los años 80 la guerrilla de las FARC sigue aprovechando la débil presencia del 
Estado en muchas regiones del país para establecer su control allí, identificando 
como lugares predilectos aquellos en los que predominan los grandes propietarios, 
pues de estos también obtienen su sustento gracias a las extorsiones y secuestros. 
Otras características relevantes en esta década son: el recurso a la seguridad 
                                                          
12 BUSHNELL, DAVID. Colombia. Una nación a pesar de sí misma (15a ed.). Bogotá: Editorial Planeta, 
2007, p. 344. 
13 Ibíd., p. 344. 
14 Ibíd., p. 317. 
15 Ibíd., p. 322. 
16 Ibíd., p. 356. 
17 Ibíd., p. 366. 
privada de parte de muchos ciudadanos18, el descontento de algunos militares en 
su fracaso en la lucha contra insurgente19, el uso de métodos ilegales de parte de 
las fuerzas del orden para combatir la ilegalidad20, el nacimiento de un nuevo partido 
político de izquierda “la Unión Patriótica”21, el aumento de la corrupción promovido 
por narcotraficantes22 y el nacimiento de nuevas “fuerzas de autodefensas rurales”23 
como reacción a las extorsiones de la guerrilla y gracias a la cercanía entre grandes 
nuevos propietarios y el narcotráfico24. 
 
Los años 90 no marcan una gran diferencia respecto a los hechos del periodo 
precedente25 salvo en lo que concierne al nuevo interés que despierta la expedición 
de un nuevo marco constitucional26; una significativa disminución del terrorismo 
narcotraficante y la transformación de grandes carteles a pequeños grupos 
dedicados al negocio de las drogas27; el desgaste de la sociedad colombiana frente 
a la guerrilla que “alentaba un viraje hacia la derecha por parte del público en 
general”28 y  algunos “reportes de violación de derechos humanos por miembros del 
Ejército y Policía colombianos”29. 
                                                          
18 Ibíd., p. 357. 
19 Ibíd., p. 362. 
20 Ibíd., p. 363. 
21 Ibíd., p. 364. Cuyo exterminio pasará a ser una de las grandes vergüenzas de la violencia política 
en el país.  
22 Ibíd., p. 371. 
23 Ibíd., p. 373. 
24 “La Década de los Ochenta en Colombia se caracterizó por la violencia en sus diversas formas: la 
lucha guerrillera, la violencia del narcotráfico, el terrorismo o delincuencia común y la violencia de la 
extrema derecha a través de los grupos paramilitares. En el país, la cultura de la violencia invadió la 
vida social y se fue convirtiendo en un problema nacional que invadió todos los sectores y profundizó 
la crisis nacional. El país se fue acostumbrando a las continuas muertes de dirigentes políticos, 
empresarios, intelectuales y gentes de los diversos estratos sociales y económicos”, OCAMPO LÓPEZ, 
JAVIER. Op., cit. p. 338. 
25 Por ejemplo, persisten las FARC en su accionar desestabilizante y en la obtención de recursos 
provenientes del narcotráfico, la extorsión y los secuestros. 
26 La Constitución Política de 1991. 
27 BUSHNELL, DAVID. Op. cit., p. 414. 
28 Ibíd., p. 400. 
29 Ibíd., p. 412. “La aprehensión indebida de personas para exigir dinero por su rescate o para otros 
fines políticos, sociales o económicos, el SECUESTRO, se convirtió en uno de los principales 
problemas de Colombia a finales del siglo XX y en el año 2000, al iniciar el siglo XXI. Entre 1998 y 
1999 fueron secuestrados numerosos ciudadanos colombianos y algunos extranjeros, 
permaneciendo aún en el poder de sus captores en el año 2000. Según la Fundación País Libre, en 
1998 se presentaron 2 216 secuestros, una cifra récord en los finales del siglo XX”, OCAMPO LÓPEZ, 
JAVIER. Op., cit. p. 402. “Según el informe de la Defensoría del Pueblo, Colombia durante 1998 fue 
El siglo XXI empieza para Colombia con algunos resultados positivos en la lucha 
contra la guerrilla representados básicamente en la disminución de los secuestros 
y en el control de amplios territorios, que el Estado empieza a ganar30 gracias a la 
política denominada de Seguridad Democrática, promovida por quien sería 
presidente por dos periodos presidenciales sucesivos: Álvaro Uribe Vélez (2002-
2006 y 2006-2010), y que daba prevalencia a la lucha armada contrainsurgente31.  
 
Por otra parte, es también el periodo del desenmascaramiento del paramilitarismo 
en Colombia. En primer lugar, estos grupos “no habían dejado de cometer sus 
masacres, inmiscuirse en el narcotráfico y forjar alianzas de hecho con oficiales del 
gobierno”32; en segundo lugar, inician un proceso de desmovilización y reinserción33 
                                                          
escenario de 194 masacres, en las cuales murieron 1 231 personas. En el año 2000 hasta el mes 
de julio, fueron atacadas 50 poblaciones, arrasando en ellas las alcaldías, las oficinas del Banco 
Agrario, los puestos de policía, las bombas de gasolina, las casas de la cultura, los puestos de salud, 
Telecom y numerosas viviendas, juzgados, ambulancias y otras”, Ibíd., p. 405.    
30 BUSHNELL, DAVID. Op. cit., p. 415. 
31 “Buscó [Álvaro Uribe Vélez] poner puestos de policía en los numerosos municipios apartados que 
no tenían ninguna presencia de fuerza pública, combatir los bloqueos y otros actos subversivos que 
amenazaban el tránsito aún por carreteras principales y bajar la tasa mundial más alta de secuestros, 
y antes de finalizar su primer período, ya había registrado unos éxitos. El Estado recuperó el control 
en lugares donde antes mandaban grupos irregulares o no mandaba nadie”, Ibíd., pp.414-415. “En 
la primera década del siglo XXI continuó la guerra interna en Colombia, con el enfrentamiento de las 
Fuerzas Militares contra las guerrillas de las FARC, ELN y de algunos grupos paramilitares que 
continuaron, a pesar de las nuevas políticas y facilidades que les ofreció el Gobierno Nacional”, 
OCAMPO LÓPEZ, JAVIER. Op. cit., pp. 450-451.  
32 BUSHNELL, DAVID. Op. cit., p. 415. “En febrero de 1983 un informe de la Procuraduría General de 
la Nación, solicitado por el entonces Presidente Betancourt, reveló el alcance de los vínculos entre 
el grupo Muerte a Secuestradores MAS [considerado, por el grupo más relevante de periodismo 
investigativo sobre el conflicto armado colombiano, el origen del paramilitarismo en Colombia] y los 
miembros de la fuerza pública: “según el informe de febrero 20 de 1983, ‘a la luz de las pruebas 
recogidas hasta el momento existían cargos suficientes para vincular procesalmente a 163 personas; 
de ellas, 59 en servicio activo de las Fuerzas Armadas’. Solo 33 pudieron ser identificados 
plenamente… Según el informe de la Procuraduría, más de 59 personas vinculadas a las Fuerzas 
Militares estarían relacionadas con el grupo Muerte a Secuestradores”, Verdad Abierta. Muerte a 
secuestradores MAS: Los orígenes del paramilitarismo. Consultado el 22 de septiembre de 2012. 
Disponible en http://www.verdadabierta.com/index.php?option=com_content&id=3556     
33 Congreso de la República de Colombia. Ley 975 de 2005. Por la cual se dictan disposiciones para 
la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan 
de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos 
humanitarios. En: Diario Oficial n.° 45980 (2005, 25 de julio). La Ley de Justicia y Paz, como es 
conocida, es el resultado de los acuerdos del gobierno de entonces con los grupos paramilitares para 
que estos se desmovilicen y emprendan procesos de reinserción a la vida civil. Establece un 
procedimiento penal alternativo en virtud del cual quienes contribuyan con la verdad y la reparación 
de las víctimas obtendrán una pena que no superará nunca los 8 años. Salvo algunos logros -como 
se verá más adelante- en la identificación de fosas comunes, son pocos los resultados obtenidos en 
que contribuirá significativamente en/a la disminución de los índices de violencia del 
país34; y, en tercer lugar, sale a la luz pública la penetración paramilitar a/en las 
fuerzas militares, de seguridad y en el poder político de todos los órdenes35, siendo 
uno de los más aberrantes el caso de los congresistas que firmaron un pacto de 
alianza con los paramilitares36.    
 
En esta primera década el país también se ve obligado a aceptar uno de los grandes 
dramas de su historia más reciente: “el del desplazamiento forzado interno en 
Colombia” no solo debido a la presencia incomoda, para los habitantes habituales 
de las grandes y medianas ciudades, de pueblos enteros cuya pobreza y etnia 
demostraba su traslado masivo y repentino a ciudades que les acogía muchas 
veces en los semáforos y con escazas limosnas, sino también gracias a los 
incesantes requerimientos que los mismos dirigían a la justicia (principalmente 
acciones de tutela37) como consecuencia de la inercia o indiferencia de las 
                                                          
materia de justicia y verdad, después de 7 años de vigencia de la ley. Lo que, en cambio, se le puede 
atribuir como resultado positivo es que abre el debate en Colombia sobre la Justicia Transicional. 
34 BUSHNELL, DAVID. Op. cit., p. 416. 
35 Para algunos como Bushnell la importancia de estos hechos no radica en el previo 
desconocimiento de los mismos, sino en el alcance insospechado de la información que se 
conocería: “se trataba no tanto de verdaderas revelaciones como de la confirmación de lo ya 
sospechado o sabido a medias, pero la cantidad de datos incriminatorios sí era algo novedoso”, Ibíd., 
p. 417.  
36 “El denominado ‘pacto de Ralito’, hace parte de una serie de acuerdos que las autodefensas 
celebraron con algunos dirigentes políticos, especialmente de la Costa Caribe, que tuvieron por 
objeto convenir con las autodefensas la elección de alcaldes, gobernadores y congresistas, con 
miras a las elecciones del 2002 y también las del 2006, muchos de los cuales fueron condenados 
por la Corte Suprema de Justicia e incluso, algunos de sus adherentes, también suscribieron el 
documento que se denominó ‘pacto de Ralito’, aspecto que ilustra de manera irrefragable que el 
proyecto de expansión del paramilitarismo fue una empresa criminal que contó con la dirigencia 
política de distintas zonas de la geografía colombiana, especialmente de los departamentos de 
Córdoba, Sucre, Bolívar, Magdalena y Cesar, que ‘casualmente’ tuvieron sus delegados en Santafé 
Ralito y firmaron el pluricitado”, COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL. 
Sentencia 35227 de 2012. (2012, 8 de febrero). Magistrados: José Leonidas Bustos Martínez, José 
Luis Barceló Camacho, Fernando Alberto Castro Caballero, Sigifredo Espinosa Pérez, María Del 
Rosario González Muñoz, Augusto J. Ibáñez Guzmán, Luis Guillermo Salazar Otero, Julio Enrique 
Socha Salamanca y Javier Zapata Ortiz. “Se denunciaron los nexos de la narco-política y la para-
política en la elección de congresistas, gobernadores, alcaldes y otros personajes del mundo político 
colombiano. Las investigaciones fueron realizadas por el Congreso Nacional y la Corte Suprema de 
Justicia. Se investigaron 86 congresistas, de los cuales fue judicializado el 33 por ciento del Senado 
y el 15 por ciento de la Cámara, en los años 2008 y 2009. Se conocieron los nexos de militares de 
alto rango con la parapolítica; y la ayuda de empresas bananeras para la financiación de las 
autodefensas de Urabá”, OCAMPO LÓPEZ, JAVIER. Op. cit., p. 455.         
37 Las mismas que van a dar origen a la declaración del estado de cosas inconstitucional de 2004. 
autoridades administrativas38. Lo que en el 2004 llevó a la Corte Constitucional de 
Colombia a declarar el estado de cosas inconstitucional39, como consecuencia de 
dicho desplazamiento.    
 
Y es así como se llega a años más recientes, que arrastran consigo las motivaciones 
y los efectos de la inequidad, la exclusión y la marginación. Y se opta por la palabra 
motivación y no causa ya que aunque algunos autores se arriesguen a enumerar 
causas concretas del conflicto armado interno en Colombia40, quien escribe opta por 
la descripción de unos eventos o características trascendentales durante periodos 
cronológicos concretos que guardan una relación estrecha con el mismo o son su 
consecuencia, sin que con ello se quiera agotar el problema de las causas y los 
factores directos asociados al conflicto armado interestatal41. 
                                                          
38 También sería fundamental para entender el fenómeno del desplazamiento forzado interno en 
Colombia el interés de organizaciones sociales, de la Conferencia Episcopal Colombiana y de 
muchos estudiosos que desde la academia llevaron a cabo numerosos estudios sobre sus causas, 
las condiciones en las que se da y sus consecuencias en las personas, las familias, las comunidades 
y los territorios de salida, tránsito y llegada de los desplazados. 
39 “En los años 2007, 2008 y 2009 se intensificó en Colombia el problema de los desplazados. Con 
la presión de las guerrillas y de los paramilitares, numerosas personas tuvieron que dejar sus 
parcelas y cultivos para trasegar los pueblos y campos de Colombia en su condición de desplazados. 
Cada día huyen de sus casas más de mil personas en busca de paz y de mejores lugares para su 
subsistencia. Se consideró que en el año 2008, Colombia ocupó el primer lugar en el mundo, con el 
mayor número de desplazados, alrededor de tres millones. El Gobierno Nacional y los gobiernos 
departamentales y municipales tienen programas sociales para ayuda a los desplazados; asimismo, 
la Iglesia Católica y algunas empresas privadas”, Ibíd., pp. 453-454. El acercamiento del autor al 
desplazamiento forzado interno es un ejemplo de la escasa comprensión del problema del 
desplazamiento cuando empezó a ser visible y, más adelante, cuando se negó que en Colombia 
existía un conflicto armado interno. En efecto, los desplazados son percibidos entonces como un 
resultado más de las limitaciones sociales y/o económicas de vastos sectores de la población, 
desconociéndose de esta manera la crisis humanitaria detrás de ellos, la magnitud y la gravedad de 
dichas expulsiones, que en realidad constituían una de las más graves violaciones cometidas en el 
marco del conflicto armado interno, así como la desprotección de parte del Estado. Desde esa 
perspectiva correspondía a los desplazados ingresar a la lista de espera de los pobres y podía el 
Estado compartir con la iglesia -y sus programas de caridad- la responsabilidad de atender sus 
necesidades. 
40 “Cuatro conjuntos de causas tienen importancia central: una cultura política de la violencia; la 
debilidad del Estado colombiano; los límites de la participación política; y el acceso desigual a la 
tierra y los recursos naturales”, KURTENBACH, SABINE. Análisis del conflicto en Colombia. Consultado 
el 20 de noviembre de 2012. Disponible en 
http://www.fescol.org/index.php?option=com_content&view=article&id=45:analisis-del-conflicto-en-
colombia&catid=11:libros&Itemid=8 
41 Conflicto que se espera termine con el éxito de la Mesa de Conversaciones entre el Gobierno de 
Colombia y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – Ejército del Pueblo, FARC-EP, la 
cual está teniendo lugar actualmente en La Habana, Cuba y cuya instalación fue el 17 de octubre de 
Y es que no obstante poseer “un sistema bipartidista, una tradición electoral y unos 
partidos políticos que se sitúan entre los más antiguos de occidente, con 
instituciones propias de la democracia liberal”42 y a pesar de no haber sido 
contagiada por el despotismo dictatorial que sufrieron otras naciones 
latinoamericanas en los años 70 y 8043, la República de Colombia ha padecido por 
más de cinco décadas las consecuencias de las hostilidades entre Estado, guerrillas 
y grupos paramilitares; estos dos últimos organizados44 y capaces de producir 
niveles de violencia intensa45.  
 
Y es precisamente sobre esas partes –fuerzas armadas gubernamentales, guerrillas 
y paramilitares– sobre las que se ha querido poner el acento en una primera parte 
de análisis de la guerra en Colombia, en contraposición a una segunda parte 
dedicada a quienes se han denominado, en el discurso de los Derechos Humanos 
en Colombia, “las víctimas del conflicto armado”, entendiéndose por estas aquellas  
personas que no participan o han dejado de participar directamente en las 
hostilidades46, que se han visto gravemente afectados por los ataques, las 
                                                          
2012 en Oslo, Noruega. De seis puntos acordados ya se han discutido cuatro, es decir, restan dos 
por dialogar. 
42 TIRADO MEJÍA, ALVARO. Presentación. En: Bushnell, D. Colombia. Una nación a pesar de sí misma. 
Bogotá D.C.: Editorial Planeta, 2007, p. 11. 
43 BUSHNELL, DAVID. Op. cit., p. 437. 
44 “La jurisprudencia internacional ha elaborado elementos indicativos que sirven de base para 
considerar el criterio de «organización». Estos incluyen la existencia de una estructura de mando, 
de normas y mecanismos de disciplina dentro del grupo armado, un centro de operaciones, la 
capacidad de procurarse, transportar y distribuir armas, la capacidad del grupo de planificar, 
coordinar y llevar a cabo operaciones militares, incluidos los movimientos de las tropas y la logística, 
capacidad para negociar y pactar acuerdos, por ejemplo un alto el fuego o un acuerdo de paz”, 
COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA (CICR). El derecho internacional humanitario y los desafíos 
de los conflictos armados contemporáneos. Ginebra, Suiza: CICR, 2011. Documento 31IC/11/5.1.2. 
45 “Según la jurisprudencia internacional, los elementos indicativos para la evaluación [de la 
intensidad] incluyen el número de enfrentamientos y la duración e intensidad de cada uno de ellos, 
el tipo de armas y de otros material militar utilizado, el número y el calibre de las municiones 
utilizadas, el número de personas y los tipos de fuerzas que participan en los enfrentamientos, el 
número de bajas, la extensión de la destrucción material y el número de civiles que huyen de las 
zonas de combate. Asimismo, la eventual intervención del Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas puede dar una idea de la intensidad de un conflicto. Según el Tribunal Penal Internacional 
para ex Yugoslavia (TPIY), existe un CANI en el sentido del artículo 3 común cuando hay una 
violencia armada prolongada entre autoridades gubernamentales y grupos armados organizados, o 
entre estos grupos, en el territorio de un Estado. Las subsiguientes decisiones del Tribunal se han 
basado en esta definición, explicando que el requisito de «prolongado» es, de hecho, parte integrante 
del criterio de intensidad”, Ibíd. 
46 Artículo 3 Común a los IV Convenios de Ginebra.  
persecuciones a colectividades e individuos, los atentados, las lesiones, los 
enfrentamientos armados entre las partes en conflicto y en general por las graves 
infracciones al ius in bello47.  
 
B. Las cifras indiciarias de una realidad    
 
Valga precisar que, aun cuando han sido vistas así por años, las víctimas del 
conflicto armado interno en Colombia son más que números vacíos, que no 
permiten entender el sufrimiento de personas que se ven obligadas a vivir hechos 
trágicos injustificables desde la racionalidad, contrarios a las grandes promesas del 
universalismo de los Derechos Humanos en cuanto niegan la dignidad de las 
personas que los padecen. Y si en esta parte recurriremos a ellas (a las cifras, a los 
números) para ilustrar los efectos y alcances del conflicto interno en la vida de 
muchas personas, más adelante cuando hablemos de las víctimas más pequeñas 
del desplazamiento forzado interno no ocurrirá lo mismo, ya que serán las voces de 
los testigos directos de esa realidad48 las que se privilegien.  
 
Como se dijo antes, el conflicto no es vivido en forma uniforme ni simultanea por 
todos los afectados por el mismo, no será igual el conflicto armado en las Comunas 
de Medellín, en Bojaya, en Trujillo o en La Rochela49; empleando como ejemplos 
                                                          
47 “La mayor parte de las víctimas que resultan de las confrontaciones armadas no-internacionales 
son víctimas inocentes, personas sin ninguna responsabilidad política en los hechos que condujeron 
a su victimización y que estaban en el momento y en el lugar equivocados cuando las máquinas de 
guerra, inmersas en luchas por territorios, las sorprendieron en desarrollo de su vida cotidiana y las 
sometieron a toda suerte de maltratos. El caso colombiano no constituye, en este sentido, una 
excepción. Suele presentarse, sin embargo, un porcentaje variable de víctimas de los conflictos 
armados no-internacionales, que puede ser calificado como integrado por figuras de “zona gris”, 
personas en quienes de distintas maneras se colapsan los roles del victimario y de la víctima, y que 
incluye lo que podemos llamar ‘victimas políticas complejas’. Tampoco bajo este respecto constituye 
el caso colombiano una excepción”, Comisión Asesora de Política Criminal. Diagnóstico y propuesta 
de lineamientos de política criminal para el Estado colombiano (Informe Final). Colombia: Comisión 
Asesora de Política Criminal, 2012. Consultado el 13 de julio de 2012. Disponible en 
http://www.minjusticia.gov.co/Library/News/Files/Ver%20Informe%20final%20Comisi%c3%b3n%20
Pol%c3%adtica%20Criminal107.PDF 
48 No siempre cuantificable pero si mesurable por las implicaciones para quien la vive. 
49 Según González (2002), citado por la Agencia Presidencial para la Acción Social, Unión Europea, 
Asociación Supradepartamental de Municipios de la Región de Alto Patía, Consejo Regional 
Indígena del Cauca, Corporación Nueva Sociedad de la Región Nororiental de Colombia & 
Corporación Prodepaz, “la geografía de la violencia no cubre homogéneamente ni con igual 
algunos de los casos emblemáticos estudiados a fondo por el Grupo de Memoria 
Histórica de la CNRR (2008-2012). En cada caso, según el momento histórico, los 
objetivos perseguidos y el actor armado, las dinámicas de la guerra adquirirán 
diferentes alcances, significados y afectaran de manera diferenciada a las distintas 
víctimas del conflicto.  
 
No obstante, la magnitud, la intensidad, la recurrencia y las características de las 
agresiones a la población civil -ampliamente documentadas en los informes anuales 
y especiales de los organismos de las Naciones Unidas, en los informes del CICR, 
en informes de ONG nacionales e internacionales, en denuncias de organizaciones 
sociales y de víctimas, así como  en los diversos registros e informes institucionales 
como los de la Policía, el Ejercito, el Ministerio de Defensa, la Fiscalía General de 
la Nación, la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, etc.- 
permiten hablar de un conflicto armado interestatal que ha producido en los últimos 
50 años graves y masivas violaciones a los Derechos Humanos y múltiples 
infracciones al DIH, caracterizándose así por sus altos índices de degradación.  
 
En efecto, el conflicto armado en Colombia ha llegado a niveles de barbarie y 
crueldad inimaginables; las graves conductas cometidas en razón del mismo o por 
las partes que en él participan no solo han recordado los excesos de regímenes 
totalitarios de países vecinos –por ejemplo respecto a las desapariciones forzadas 
y las torturas– sino que también han superado, en algunas ocasiones, dichas 
                                                          
intensidad todo el territorio de Colombia. La confrontación armada es altamente diferenciada 
siguiendo la dinámica interna de las regiones, tanto en su poblamiento y formas de cohesión social 
como en su organización económica, su vinculación a la economía nacional y global y su relación 
con el Estado y el régimen político y, consiguientemente, con esa dinámica regional, con la presencia 
diferenciada y desigual de las instituciones y aparatos del Estado en ellas. Esta diferenciación de la 
presencia del conflicto es parcialmente producto de condiciones geográficas y demográficas 
previamente dadas”, AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL, UNIÓN EUROPEA, ASOCIACIÓN 
SUPRADEPARTAMENTAL DE MUNICIPIOS DE LA REGIÓN DE ALTO PATÍA, CONSEJO REGIONAL INDÍGENA DEL 
CAUCA, CORPORACIÓN NUEVA SOCIEDAD DE LA REGIÓN NORORIENTAL DE COLOMBIA & CORPORACIÓN 
PRODEPAZ. II Laboratorio de paz. Principales resultados y aprendizajes. Consultado el 13 de 
diciembre de 2012. Disponible en 
http://eeas.europa.eu/delegations/colombia/projects/overview/index_es.htm 
experiencias50. Se ha tratado de la práctica reiterada de violencias que mutan a 
través del tiempo dejando incólume el ejercicio del terror. Se ha pasado, por 
ejemplo, de números aberrantes de personas secuestradas en los años 90 a 
millones de personas desplazadas en la primera década del siglo XXI51. 
 
Y es precisamente el secuestro el que mayor visibilidad internacional le ha dado al 
conflicto armado colombiano precisamente por el gran número de personas a las 
que ha afectado. Para entender su magnitud baste pensar que entre 1997 y 2007 
se cometieron en Colombia 23.401 secuestros52, según la principal organización no 
gubernamental dedicada a contrarrestarlo. Y si esta cifra resulta escandalosa no se 
encuentran adjetivos para calificar los días de secuestro que han debido padecer 
muchas personas, llegando a superar los 12 años de cautiverio en algunos casos53. 
 
Dentro del conflicto el secuestro con finalidades políticas ha servido de “arma de 
guerra” y/o “fuente de financiación”54 de la misma sin que su transformación –
mutación más que erradicación, tal como sucederá con el conflicto mismo como se 
quiere mostrar– le haya hecho perder del todo su carácter político55. Es así como, 
                                                          
50 Se mencionan por ejemplo las prácticas de desmembramiento con motosierras practicadas para 
desaparecer los cuerpos de las personas asesinadas por algunos paramilitares, el empalamiento de 
las mujeres víctimas de la Masacre de Trujillo, entre otras.  
51 “El secuestro en Colombia ha reducido su impacto en los últimos 10 años debido a la 
implementación de políticas claras y consistentes de seguridad y de enfoque militar, que han 
reducido notoriamente la capacidad ofensiva de algunos grupos armados organizados al margen de 
la Ley. De esta manera, Colombia que a principios de la década de 2000 tenía el vergonzoso título 
del país con más secuestros del mundo, ha visto una drástica disminución en el número de plagios 
reportados, lo que sin duda cambió la dinámica, la realidad y la percepción del delito en nuestro 
país”, FUNDACIÓN PAÍS LIBRE. Fenomenología del secuestro en Colombia. Consultado el 19 de 
noviembre de 2012. Disponible en http://www.paislibre.org/site/index.php/centro-de-
documentacion/reflexiones 
52  NIETO, DARY LUCÍA. El secuestro en los últimos 10 años y sus efectos psicosociales. En: La Gaceta 
caese. Diciembre, 2007, n.° 25, p. 3. 
53 QUER, SILVIA (Directora). Operación Jaque [miniserie]. España: Productora TVE & Pentagrama 
Films, 2010. 
54 NIETO, DARY LUCÍA. Op. cit., p. 3. 
55 En efecto, según la misma fuente, la historia del secuestro en Colombia se puede dividir en tres 
momentos importantes que se diferencian entre sí por su selectividad o masividad y por las 
motivaciones de los actores que lo perpetran; el primero comprendido entre los inicios de los noventa 
y 1998, el segundo desde 1999 hasta 2002 y el tercero entre el 2003 y el 2007. A partir de esa fecha 
no desaparece el secuestro pero serán otros delitos los que acaparen la atención de los actores del 
conflicto.    
en la primera etapa es usado por las guerrillas “para consolidar poder territorial”56, 
mientras en el segundo periodo predomina su finalidad económica y en un tercer 
momento “el sometimiento e intimidación de la población”57.  
 
Muy cerca de la victimización anterior se encuentra la desaparición forzada, próximo 
en la medida en que muchas personas que se creían secuestradas ayer, hoy se 
consideran desaparecidas58. Y es precisamente este el diagnóstico que la 
Fundación País Libre dio en el 2011 frente a un gran número de personas de las 
que se desconocía su paradero hasta entonces: “la Fundación País Libre continúa 
manteniendo la atención en ese número de 614 personas de las cuales el Estado 
dice no se tiene noticia, a pesar de aparecer como secuestradas en los registros; y 
ve con preocupación cómo Colombia está pasando de ser un país con personas 
secuestradas a  ser un país donde un número importante e indeterminado de 
personas ha desaparecido”59. 
 
En efecto, antes del 2000 no se conocían fuentes oficiales de los desaparecidos 
forzosamente; así por ejemplo el origen de las cifras que el PNUD –en uno de los 
estudios colombianos más completos sobre el conflicto armado desde la óptica de 
la relación conflicto-desarrollo–  reporta sobre desaparición entre 1997 y 1999: 
1.13560. Estas fuentes provienen, en efecto, de algunos ejemplares de la Revista 
Noche y Niebla, del Banco de Datos del CINEP & Justicia y Paz y de los índices a 
partir de los cuales el organismo de las Naciones Unidas calcula el INDH (Índice 
Nacional de Desarrollo Humano); ninguna de ellas estatal.    
 
                                                          
56 NIETO, DARY LUCÍA. Op. cit, p. 3. 
57  Ibíd., p. 3. 
58 En el 2003 un informe del PNUD sobre el conflicto armado en Colombia determinó que al menos 
el 10% de las víctimas de secuestro extorsivo se convierten con el tiempo en personas 
desaparecidas: “de una determinada proporción de las de las víctimas del secuestro extorsivo (que 
puede estimarse en alrededor del 10%) no vuelve a saberse nada; en la práctica, estas personas se 
convierten en desaparecidos forzosos”, ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), PROGRAMA 
DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO (PNUD). El conflicto, callejón con salida. Informe 
Nacional de Desarrollo Humano para Colombia 2003. Bogotá, D.C.: ONU, PNUD, 2003, p. 126.   
59 FUNDACIÓN PAÍS LIBRE. Op. cit., p. 5. 
60 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL 
DESARROLLO (PNUD). Op. cit., p. 120. 
No obstante, hoy se puede constatar un gran avance en este sentido gracias al 
sistema de información interinstitucional a cargo del Registro Nacional de 
Desaparecidos, que da cuenta de la evolución cuantitativa de este flagelo desde el 
año 2000, presentando un total de 12.095 mujeres y 46.912 hombres desaparecidos 
en Colombia a noviembre de 201261. Como se puede constatar, la desaparición 
forzada deja como víctimas directas principalmente a los hombres, en casos en su 
mayoría no resueltos pues el 77% de los personas registrados continua 
desaparecida, mientras un escaso 19% aparecieron vivas y un 4% muertas.  
 
Otro de los grandes flagelos del conflicto armado colombiano –quizás uno de los 
más invisibles– está representado en las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o 
arbitrarias. Violaciones que aun sin ser esclarecidas en el país han sido constatadas 
por los relatores especiales de las Naciones Unidas en sus vistas al país: Sr. S. 
Amos Wako en 1989 y Sr. Bacre Waly Ndiaye en 199462. También en el 2003 la 
Relatora Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, 
Asma Jahangir, alertó sobre la continuación de estas violaciones en Colombia, 
cometidas por paramilitares con la participación o aquiescencia de las fuerzas del 
orden y en contra de civiles inocentes, muchos de ellos defensores de derechos 
humanos y sindicalistas63.      
                                                          
61 INSTITUTO NACIONAL DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES. Localización de Información Forense 
Estadística, Personas desaparecidas - Total país. [archivo de datos]. Disponible en 
http://sirdec.medicinalegal.gov.co:58080/mapaDesaparecidos/faces/mapa.xhtml 
62 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS, CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL. Informe conjunto del 
Relator Especial encargado de la cuestión de la tortura, Sr. Nigel S. Rodley, y del Relator Especial 
encargado de la cuestión de las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, Sr. Bacre Waly 
Ndiaye, presentado en cumplimiento de las resoluciones 1994/37 y 1994/82 de la Comisión de 
Derechos Humanos. Visita de los Relatores Especiales a la República de Colombia del 17 al 26 de 
octubre de 1994. E/CN.4/1995/111 
63 En cuanto a la situación en Colombia, la Relatora Especial ha continuado interviniendo en casos 
en que los grupos paramilitares al parecer tolerados o apoyados por el Gobierno, continúan llevando 
a cabo ejecuciones extrajudiciales en gran escala de civiles. En la mayoría de los casos, el grupo 
paramilitar Autodefensas Unidas de Colombia es el responsable de las ejecuciones sumarias de 
ciudadanos y de dirigentes políticos, sindicalistas o defensores de los derechos humanos a los que 
acusan de colaborar con los movimientos de guerrilla. En general, esas ejecuciones son constantes 
y se llevan a cabo sin ninguna intervención, aunque haya campamentos militares en las 
proximidades. En consecuencia, comunidades enteras viven en un preocupante clima de miedo, 
temiendo una incursión de las Autodefensas Unidas de Colombia, como resultado de la cual grandes 
segmentos de la población local son a veces desplazados por la fuerza. Cfr. ORGANIZACIÓN DE LAS 
NACIONES UNIDAS, CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL. Los derechos civiles y políticos, en particular las 
cuestiones relacionadas con las desapariciones y las ejecuciones sumarias. Las ejecuciones 
Y si la participación de militares en ejecuciones extrajudiciales fue negada por 
muchos años en el país, no pasó lo mismo en años más recientes cuando toda la 
opinión pública conoció la dramática historia de campesinos y jóvenes de barrios 
marginados de grandes y medianas ciudades que fueron ejecutados y presentados 
como “bajas” en combate. Hechos ocurridos en el contexto castrense de incentivos 
económicos y profesionales (ascensos y permisos) ofrecidos a los militares a 
cambio de resultados concretos en la lucha contrainsurgente64.  
 
Otros hechos que han afectado la vida, la integridad, la libertad y la tranquilidad de 
muchas personas han sido las masacres, los eventos por MAP y MUSE65, los “actos 
de terrorismo” y las “tomas guerrilleras” cometidas en el contexto del conflicto 
armado al interior del estado. Se tiene, para empezar, un total de 1.341 masacres 
cometidas en Colombia desde 1997 hasta mediados del 201266, y dentro de esas 
aquellos casos juzgados por la Corte Interamericana de Derechos  Humanos en los 
que se condenó al estado colombiano por faltar a su deber de protección o porque 
algunos de sus agentes participaron en las mismas. 
                                                          
extrajudiciales, sumarias o arbitrarias Informe de la Relatora Especial, Asma Jahangir. 
E/CN.4/2004/7 
64 En el año 2008 se conoció el problema de los “Falsos positivos”, que eran algunas personas que 
aparecieron en determinados lugares y que algunos militares presentaron como guerrilleros muertos 
en combate. Algunos campesinos y gentes de barrios populares habían denunciado que sus hijos 
que no eran guerrilleros, aparecían muertos y presentados como tales por la fuerza pública. Un 
ejemplo se presentó con 11 jóvenes del sur de Bogotá [donde se ubican gran parte de los barrios 
pobres de la ciudad] y Soacha [municipio aledaño a Bogotá con altos índices de marginalidad y 
pobreza], quienes desaparecieron y días después fueron descubiertos en una fosa común de Ocaña 
[Municipio de Norte de Santander ubicado a 412 km por carretera de Bogotá], luego de que el Ejército 
los reportó como muertos en combate. En la investigación interna del Ministerio de la Defensa se 
comprobó que había sido un crimen planificado por militares, con el objeto de presentar falsos 
resultados a cambio de resultados y ascensos. Cfr. OCAMPO LÓPEZ, JAVIER. Op. cit., p. 460. 
65 Minas antipersonales (MAP) y municiones abandonadas sin explotar (MUSE). 
66 Cifras que se obtienen de la suma de las masacres cometidas entre 1997 y 2001, contabilizadas 
por el PNUD (ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS 
PARA EL DESARROLLO (PNUD). El conflicto, callejón con salida. Op. cit., p. 121), y las perpetuadas 
entre el 2002 y julio de 2012, registradas por el Observatorio Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario (PROGRAMA PRESIDENCIAL DE DERECHOS HUMANOS Y DERECHO 
INTERNACIONAL HUMANITARIO. Estadísticas Nacionales sobre Derechos a la Vida y la Integridad. 
[archivo de datos]. Disponible en 
http://www.derechoshumanos.gov.co/Observatorio/Paginas/Estadisticas-Nacionales-Sobre-
DDHH.aspx). 
En segundo lugar, con relación a las minas antipersonales (MAP) y municiones 
abandonadas sin explotar (MUSE), según el informe del PNUD entre 1990 y 2002 
hubo 1.514 víctimas de minas67. Así mismo, la base de datos del Programa 
Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario registra, 
basada en fuentes oficiales, 21.714 “eventos por MAP y MUSE”68, durante el periodo 
de tiempo 2002 y julio de 2012, es decir un promedio de 170,98 mensuales. Eventos 
que dejaron a 604 civiles muertos, de un lado, y a 2.606 civiles heridos, de otro. Con 
el agravante de que un buen número de sus víctimas han sido niños y niñas.   
 
En tercer lugar, respecto a los “actos de terrorismo” y “las tomas guerrilleras” se 
tiene que en Colombia los primeros se distinguen del “terrorismo” al ser entendidos 
como aquellos cometidos en el marco del conflicto armado69. Es así como, entre el 
2003 y el 2009 el Ministerio de Defensa Nacional contabilizó un total de 4.597 actos 
terroristas, que empiezan con ser 1.258 en 2003 y terminan siendo 486 en 200970. 
Hechos que son atribuidos a las FARC en un 52,9% en 2003 y en un 60,0% en 
2009. Por otra parte, según el mismo estudio del PNUD, entre 1997 y 2002 se dieron 
en promedio 35 “tomas” por año, entendiendo por estas los ataques de la guerrilla 
a las estaciones de policía de pueblos pequeños71.  
                                                          
67 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL 
DESARROLLO (PNUD). El conflicto, callejón con salida. Op. cit., p. 125. 
68 PROGRAMA PRESIDENCIAL DE DERECHOS HUMANOS Y DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO. Op. cit. 
69 Código Penal Colombiano, Libro Segundo, Título II (Delitos contra personas y bienes protegidos 
por el Derecho Internacional Humanitario), Capitulo Único, Artículo 144. Actos de terrorismo. El que, 
con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, realice u ordene llevar a cabo ataques 
indiscriminados o excesivos o haga objeto a la población civil de ataques, represalias, actos o 
amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizarla, incurrirá por esa sola conducta en 
prisión de (…). 
Código Penal Colombiano, Libro Segundo, Título XII (Delitos contra la seguridad pública), Capitulo 
Primero, Artículo 343. Terrorismo. El que provoque o mantenga en estado de zozobra o terror a la 
población o a un sector de ella, mediante actos que pongan en peligro la vida, la integridad física o 
la libertad de las personas o las edificaciones o medios de comunicación, transporte, procesamiento 
o conducción de fluidos o fuerzas motrices, valiéndose de medios capaces de causar estragos, 
incurrirá en prisión de (…). 
70 MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, DIRECCIÓN DE ESTUDIOS 
SECTORIALES, GRUPO DE INFORMACIÓN Y ESTADÍSTICA. Anuario Estadístico del Sector Seguridad y 
Defensa 2003-2009. Bogotá: Ministerio de Defensa Nacional de la República de Colombia, 2010, p. 
127. 
71 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL 
DESARROLLO (PNUD). El conflicto, callejón con salida. Op. cit., p 125. Estos hechos demuestran la 
Estas cifras -leídas desde la perspectiva de la evolución histórica del conflicto y sus 
actores, que antecedió esta última parte-, confirman lo constatado a través de la 
historia de los conflictos armados no internacionales, eso es la mayor afectación de 
la población civil en dichos contextos72, en primer lugar y, en segundo lugar, ponen 
en evidencia su condición de “conflicto armado por el control territorial”73.  
 
Respecto a lo primero se ha tratado, efectivamente, de un conflicto que ha incluido 
confrontación armada entre sus actores pero que no se ha limitado a ello 
produciendo, además, una amplia afectación de la población civil y de aquella más 
vulnerable y ajena a las razones de la guerra74, como lo es la infancia. Parte de esas 
afectaciones han recaído en quienes defienden sus intereses y derechos a través 
de los mecanismos judiciales, así como en quienes han querido denunciar o hacer 
públicas las graves violaciones a los derechos humanos. Y en esta condición se 
enmarcan las persecuciones, intimidaciones y agresiones que han sufrido muchos 
periodistas, miembros de organizaciones sociales, sindicalistas, funcionarios 
judiciales y, en general, los defensores de los Derechos Humanos en Colombia. 
 
Con relación a la segunda característica del conflicto armado en Colombia, valga 
decir que se ha tratado de una contienda en la que la lucha por el control de los 
                                                          
capacidad de hostigamiento de dichos grupos así como la incapacidad del Estado para prevenirlos 
o repelerlos.  
72 COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA (CICR). El derecho internacional humanitario y los 
desafíos de los conflictos armados contemporáneos. Op. cit. Dentro de las clasificaciones de las 
victimizaciones en el marco del conflicto se destaca la del PNUD que distingue entre las agresiones 
“i) contra enemigos armados en el curso de un combate; ii) contra la población civil que real o 
supuestamente conforma las ‘bases sociales’ del adversario (‘guerra sucia’), y en especial iii) contra 
civiles forzados a abandonar su lugar de residencia (‘desplazados’); iv) contra civiles que sufren los 
llamados ‘daños colaterales’ de los ataques; v) contra poblaciones civiles con objeto de aterrorizarlas, 
y vi) contra personas objeto de secuestro o ‘retención’ para obtener provecho económico o político”, 
ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL 
DESARROLLO (PNUD). El conflicto, callejón con salida. Op. cit., p. 119.     
73 Comisión Asesora de Política Criminal. Op. cit., p. 58. Justamente, tal como lo pone de presente 
la Comisión Asesora, la mayoría de delitos que se cometen en el marco del conflicto armado interno 
corresponde a aquellas conductas relacionadas con el sometimiento de la población civil; premisa 
necesaria para el efectivo control de los territorios.  
74 “Precisamente porque la guerra interna apenas si tiene lugar en forma de combates directos entre 
los actores armados, la población se ve afectada en un grado que, desde mediados de los años 90, 
ha adquirido dimensiones similares a una crisis social y humanitaria”, KURTENBACH, SABINE. Op. cit., 
p. 40. 
territorios ha sido evidente y en algunos casos ganada al Estado por los otros grupos 
armados. En efecto, son muchas las poblaciones del país que han estado o están 
dominadas por las partes no estatales del conflicto, quienes han accedido, a través 
de dicho control, no solo a ventajas en la conducción de la guerra sino también a la 
explotación ilegitima de los recursos naturales, al libre mercado del negocio de la 
ilegalidad y a los recursos públicos.   
 
Pero, ¿cuál es el antecedente y cuáles las consecuencias –además de las 
limitaciones ilegítimamente impuestas al libre ejercicio de los derechos de quienes 
viven en esas zonas– del limitado control del territorio nacional por parte del Estado? 
Respecto a lo primero, se destaca la escasa o nula presencia del Estado en muchas 
regiones y municipios del país como antecedente facilitador. En efecto, la otra cara 
de las condiciones de vida dispares entre los habitantes de algunas ciudades y 
aquellos de pequeños pueblos es la presencia desigual de las instituciones del 
Estado –incluidas aquellas garantes de las libertades y derechos, así como los entes 
u órganos de control– en el amplio y diverso territorio nacional.  
 
Diferenciación que se traduce para algunas poblaciones en la falta de referentes 
institucionales, con sus consecuentes efectos en la relación Estado-ciudadano, 
como lo ha establecido Kurtenbach, en un contexto determinado por “soberanías 
fluctuantes y lealtades cambiantes de la sociedad civil”75, las cuales varían al ritmo 
de las superposiciones de actores que ejercen el control del territorio. Ello también 
repercutirá en la (des)confianza que el Estado demostrará muchas veces frente a 
poblaciones golpeadas por el conflicto, en la medida en que son percibidas como 
apoyo de base de los grupos armados distintos que ejercen o ejercieron alguna vez 
el control allí76. 
                                                          
75 Ibíd., p. 42. 
76 En este mismo sentido llama la atención la caracterización hecha por el PNUD que ilustra por 
regiones la representación que los actores ilegales se atribuyen de los intereses de algunos grupos 
sociales y económicos del país, Cfr. ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), PROGRAMA DE 
LAS NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO (PNUD). El conflicto, callejón con salida. Op. cit., pp. 73-
77. El mismo informe también incorpora un ejemplo de “los servicios” relacionados con la 
administración de justicia que la guerrilla asume en una zona en la que empieza a hacer presencia: 
“cuando llegamos en enero [quien habla es un comandante de la guerrilla] a la zona de despeje, en 
Así mismo, dicho control ilegitimo –adquirido, como vimos, no solo a través de la 
fuerza sino también del ejercicio efectivo de las funciones que el Estado estaba 
llamado a realizar y no lo hizo– se ha traducido para muchas poblaciones en límites 
a la libre circulación, al aprovechamiento de los recursos naturales –en los casos en 
que dicho uso no tiene una finalidad comercial sino de consumo para la 
supervivencia–, a los usos y costumbres propias de las culturas, a la libertad de 
expresión –acorde con el establecimiento de un monopolio del discurso político–; 
entre otras formas de control social que han llegado a niveles tan perversos como 
el uso y sometimiento  que han ejercido los actores armados sobre el cuerpo y las 
libertades de las mujeres77. 
 
También relacionado con el control del territorio propio del conflicto armado interno 
en Colombia emerge el “accaparramento di terre”78, fundamentalmente de manera 
ilegal o aprovechándose de la informalidad que caracteriza la tenencia y la 
propiedad de la tierra en la Colombia rural, que permitió a latifundistas y actores 
armados no estatales apropiarse o apoderarse de grandes extensiones de tierra y 
que se ha convertido en el tema de mayor relevancia para la política de víctimas en 
                                                          
San Vicente del Caguán, fue tan impresionante la multitud de gente que se agolpó solicitando nuestra 
intermediación en problemas tan variados como abigeato, vencimiento de letras, cheques lesiones 
personales, violaciones, desapariciones, violencia intra familiar, paternidad irresponsable, 
inasistencia alimentaria, embarazos, embargos, separaciones, determinación de linderos, herencias, 
cuentas de trabajo, violación del espacio público, robo en pesas y medidas, como tampoco faltó la 
trabajadora sexual buscando ayuda para que se le recuperara la plata de sus horas de trabajo, que 
a la Comisión política local le tocó asumir funciones no previstas”, Ibíd., p. 69.  
77 Cfr. CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA (CNMH), GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA. La masacre 
de Bahía Portete. Mujeres Wayuu en la mira. Bogotá D.C.: Taurus Pensamiento, 2010, 236 p. 
CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA (CNMH), GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA. Mujeres que 
hacen historia. Tierra, cuerpo y política en el Caribe colombiano. Bogotá D.C.: Taurus Pensamiento, 
2011, 168 p. CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA (CNMH), GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA. 
Mujeres y guerra. Víctimas y resistentes en el Caribe colombiano. Bogotá: Taurus Pensamiento, 
2011, 406 p.  
78 Cfr. CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA (CNMH), GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA. La tierra en 
disputa. Memorias del despojo y resistencias campesinas en la Costa Caribe 1960 - 2010. Bogotá 
D.C.: Taurus Pensamiento, 2010, 528 p. CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA (CNMH). La 
política de reforma agraria y tierras en Colombia. Esbozo de una memoria institucional. Bogotá D.C.: 
CNMH, 2013, 207 p. CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA (CNMH). "Patrones" y campesinos: 
tierra, poder y violencia en el Valle del Cauca (1960 - 2012). Bogotá D.C.: CNMH, 2014, 482 p. 
Colombia79 y, recientemente, en uno de los temas de las negociones de paz con las 
FARC. Realidad que, además, está íntimamente relacionada y ha sido puesta en 
evidencia por las personas víctimas de desplazamiento forzado interno, como 
veremos.  
 
Un ejemplo lo dan las comunidades afrocolombianas80, desproporcionadamente 
afectadas por el conflicto armado y el desplazamiento forzado a causa del interés 
ilegítimo que sus propiedades colectivas despertaron en actores armados del 
conflicto o sujetos apoyados por los mismos81. Los pueblos indígenas también se 
han convertido en un obstáculo para las pretensiones de los actores armados –o de 
otros con la complicidad de esos- de apropiarse, explotar o ejercer control en sus 
territorios ancestrales, “que cubren algo así como la cuarta parte del territorio 
nacional”82. Un ejemplo de ello es el Departamento de Antioquia donde en el 2003 
un líder de los pueblos indígenas de esa región denunció la muerte de “más de cien 
indígenas asesinados por las autodefensas, la guerrilla y el ejército”83. 
 
C. Un conflicto que se transforma: 2010-2015 
 
Para terminar el análisis del conflicto armado interno en Colombia, como contexto 
dentro del cual se produce el “desplazamiento forzado interno” de millones de niños 
y niñas, es oportuno resaltar su capacidad para transformarse. En efecto, en un 
Estado que no se decide a atacar las motivaciones de quienes combaten, que 
                                                          
79 Ver Capitulo III (Restitución de tierras) del Título IV (Reparación de las víctimas) de la Ley 1448 
de 2011. Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas 
del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones. 
80 Es particularmente noto el caso el caso de las Comunidades de Jiguamandó y Curvaradó, 
beneficiadas con medidas cautelares de parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.   
81 “A partir de 1996, la expansión y degradación del conflicto en los 46.530 km2 del Chocó 
[Departamento cuya población es mayoritariamente afrocolombiana] fue concomitante con la 
titulación colectiva de la propiedad a comunidades afrodescendientes en 47 de 93 territorios del 
Pacífico colombiano”, OSORIO, LUIS CARLOS. Conflicto en el Chocó. Talanquera nada pacífica. En: 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). El conflicto, callejón con salida. 
Informe Nacional de Desarrollo Humano para Colombia 2003. Bogotá, D.C.: ONU, PNUD, 2003, p. 
129. 
82 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL 
DESARROLLO (PNUD). El conflicto, callejón con salida. Op. cit., p. 131. 
83 Ibíd., p. 133. 
delega la solución de la inequidad a una economía de mercado cuyos beneficios 
“parecieran cada vez más promisorios” pero no tocan a la mayoría de la población 
y que ignora el importante rol que puede jugar la sociedad civil –o aquella que no 
hace parte de la guerra– para contrarrestarla, es inevitable que el conflicto persista 
mudando al ritmo de los intereses y los nuevos actores. 
 
Para demostrarlo baste pensar en los resultados y efectos de la política más efectiva 
en la historia de Colombia en términos de lucha contrainsurgente, la cual no 
obstante haber conseguido la recuperación por parte del Estado del control territorial 
de vastos espacios de la geografía nacional así como la reducción de los homicidios 
y secuestros84 no comportó la desmotivación total de esta fuerza armada (la 
guerrilla) para seguir participando en las hostilidades ni mucho menos el cambio de 
postura de comunidades de base que la apoyan; es decir lejos de la búsqueda 
negociada de la paz se sigue estando lejos de la finalización del conflicto armado a 
pesar del debilitamiento de una de sus fracciones más importante.  
 
Otro ejemplo es el de los grupos paramilitares que se desmovilizaron desde la Ley 
975 de 2005 gracias a las negociaciones previas y a los estímulos representados 
en una pena máxima a imponer que no supera los 7 años siempre que contribuyan 
con la verdad y la reparación de las víctimas. Hoy se puede afirmar con fundamento 
que muchos de los desmovilizados en vez de contribuir al proceso de paz han 
cambiado de nombre (antes paramilitares, hoy BACRIM) y pasado a engrosar las 
nuevas filas de la delincuencia organizada, así como de nuevos grupos que 
mantienen las mismas dinámicas e intereses de las anteriores estructuras 
                                                          
84 “Uno de los efectos más palpables de la Política de Seguridad Democrática fue el debilitamiento 
de la insurgencia observado durante la última década. Producto de la presión militar y policial ejercida 
desde principios de la década pasada, los grupos guerrilleros perdieron cerca de la mitad de sus 
combatientes y tuvieron que replegarse hacia zonas marginadas y de frontera con lo cual su 
capacidad ofensiva se redujo ostensiblemente. Sin duda, estas acciones tuvieron un impacto 
importante en la caída del peso del conflicto armado interno en los niveles de violencia en el país, 
especialmente en el descenso en la tasa de homicidios y del número de secuestros, las cuales 
cayeron en más del 50% y del 90% entre el 2002-2011 respectivamente”, Comisión Asesora de 
Política Criminal. Op. cit., p. 59. 
paramilitares85. De hecho, diversos medios de comunicación señalan que muchos 
de “los negocios” y de los integrantes de dichas estructuras corresponden a lo que 
ahora se conoce como BACRIM.  
 
Es así como, de un conflicto centrado en la confrontación guerrilla-Estado, con la 
incidencia del narcotráfico como fuente de financiación de la guerra entre otras, se 
ha pasado hoy al cambio de estrategias para hacer la guerra –como por ejemplo al 
aumento del uso de los minas antipersona por parte de la guerrilla86–, a la aparición 
de nuevos autores –o mejor a la transformación de los anteriores87– y a nuevas 
formas de ilegalidad –como la explotación de recursos naturales, principalmente la 
minería ilegal88–. En contraposición a esas transformaciones, persiste el efecto 
desproporcionado del conflicto –o su recrudecimiento– en algunas zonas 
marginales del país, que continúan soportando la continuidad de la guerra interna89.   
 
                                                          
85 MISSION TO SUPPORT THE PEACE PROCESS IN COLOMBIA (OAS/MAPP).  Ninth quarterly report of the 
Secretary General to the Permanent Council. CP/doc. 4237/2007: “seven months after the end of the 
disarmament and demobilization process, OAS/MAPP has identified a complex scenario in certain 
regions of Colombia, including Nariño, Chocó, and Putumayo, through its operations to verify the 
dismantling of the AUC’s military structure and to monitor public order. In these territories, the local 
people do not seem to notice a substantial change in security conditions, due to the emergence and 
continuance of illegal armed units linked to illicit economic activities, with the arms’ capability to 
intimidate and control” (numeral 9). 
86 Comisión Asesora de Política Criminal. Op. cit., p. 61 
87 Se hace referencia a las que han sido denominadas BACRIM y que se relacionan con las anteriores 
estructuras paramilitares. Con relación  a ellas ha dicho la Corte, recientemente: “bandas criminales 
emergentes, que han sido calificadas por el Gobierno como delincuencia común, pero que, sin 
embargo, comparten rasgos estructurales con los que han sido reconocidos como grupos armados 
al margen de la ley dentro del conflicto armado interno, específicamente con los paramilitares”, 
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-253A de 2012. (29 de marzo de 2012). 
Magistrado Ponente: Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. Referencia: expedientes D-8643 y D-
8668. 
88  “Todos los grupos armados irregulares giran alrededor de la explotación legal o ilegal de oro y 
otros recursos mineros, al igual que de economías ilícitas, incluido el narcotráfico”, BOLETÍN DE LA 
CONSULTORÍA PARA LOS DERECHOS HUMANOS Y EL DESPLAZAMIENTO (CODHES). De la seguridad a la 
prosperidad democrática en medio del conflicto. Bogotá D.C., Colombia. 19 de septiembre de 2011, 
n.° 78, pp. 1.    
89 “Aun así, es evidente que mantienen [las FARC] una importante capacidad ofensiva y de hacer 
daño a la población y a la fuerza pública, especialmente en aquellas zonas en las cuales se han 
replegado. Este es el caso, por ejemplo, de los departamentos del litoral pacífico (Cauca, Nariño, 
Chocó), de las zonas fronterizas con Venezuela y Ecuador (Putumayo, Arauca, Norte de Santander) 
y del corredor estratégico en el Bajo Cauca Antioqueño. En estos territorios, donde la presencia 
histórica de instituciones del Estado ha sido particularmente débil, se concentra una proporción alta 
de las acciones armadas de los grupos guerrilleros observadas durante los últimos tres años”, 
Comisión Asesora de Política Criminal. Op. cit., p. 62. 
Se trata, entonces, de un conflicto armado de carácter nacional que muta en sus 
dinámicas y actores pero que mantiene la afectación desproporcionada de la 
población civil90. Tal como lo han entendido quienes estudian el desplazamiento 
forzado interno91 y el juez constitucional colombiano. Este último ha hecho 
referencia a la complejidad de los hechos que constituyen la situación de conflicto 
armado interno92, al sentido amplio en el que debe ser interpretado– siempre a favor 
de sus víctimas–, a su evolución histórica, fáctica, normativa y a su permanente 
transformación93.  
 
                                                          
90 “Es ampliamente reconocido que durante la última década, producto del esfuerzo militar y policial 
impulsado en el marco del llamado Plan Colombia implementado desde el año 2000 y de la Política 
de Seguridad Democrática desarrollada por el gobierno de Álvaro Uribe (2002-2010), las dinámicas 
de los actores armados irregulares (guerrillas, paramilitares y mafias) y de los negocios ilegales 
asociados al narcotráfico sufrieron una transformación muy importante. Estos cambios son 
determinantes para caracterizar las realidades actuales de la criminalidad en Colombia y concluir 
que se ha pasado de un escenario unidimensional marcado por el conflicto armado interno y su 
entrecruzamiento con el narcotráfico, a otro multidimensional más complejo, difuso y, por esto 
mismo, difícil de caracterizar. En éste último, a la vez que subsiste el conflicto con las guerrillas -
aunque con efectos relativamente reducidos sobre la violencia a nivel nacional-, adquieren 
centralidad expresiones del crimen organizado y se visibilizan otras formas de crimen común en 
donde las denominadas bandas criminales (BACRIM) se convierten en actores de primer orden”, 
Ibíd., pp. 58-59. 
91 Cfr. “La geografía cambiante de la guerra y el desplazamiento en Colombia”, BOLETÍN DE LA 
CONSULTORÍA PARA LOS DERECHOS HUMANOS Y EL DESPLAZAMIENTO (CODHES). 1999: 
Desplazamiento sin tregua. Bogotá D.C., Colombia. 22 de febrero de 2000, n.° 33, pp. 192-193.  
92 “Para la Corte es claro que la Ley 1448 de 2011 plantea dificultades en su aplicación que se derivan 
de la complejidad inherente a la interpretación de los supuestos fácticos en torno a los cuales ella se 
estructura”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-253A de 2012. (29 de 
marzo de 2012). Magistrado Ponente: Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. Referencia: 
expedientes D-8643 y D-8668. 
93 “La Corte reconoció que la noción de conflicto armado ha sido interpretada en un sentido amplio 
que incluye toda la complejidad y evolución fáctica e histórica del fenómeno en el contexto 
colombiano. Tanto de la evolución de las normas que han planteado mecanismos de protección y 
reparación para las víctimas del conflicto armado, como de la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, la expresión ‘con ocasión del conflicto armado’, ha sido empleada como sinónimo de 
‘en el contexto del conflicto armado’, ‘en el marco del conflicto armado’, o ‘por razón del conflicto 
armado’, para señalar un conjunto de acaecimientos que pueden rodear este fenómeno social. A 
juicio de la Corte, dado el sentido amplio que tiene la noción de conflicto armado interno y las 
complejidades y evolución permanente del mismo, para establecer la condición de víctima al amparo 
de la Ley 1448 de 2011, el operador jurídico debe examinar en cada caso concreto las circunstancias 
en que se ha producido una grave violación de los derechos humanos o del derecho internacional 
humanitario, y el contexto en que ocurrieron los hechos, para determinar si existe una relación 
cercana y suficiente con el conflicto armado interno, y en todo caso, si existe duda, de conformidad 
con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, ésta debe resolverse a favor de la víctima”, 
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-781 de 2012. (10 de octubre de 2012). 
Magistrada Sustanciadora: María Victoria Calle Correa.  
En efecto, viejos y nuevos actores se han superpuesto para dar continuidad a la 
guerra, algunas fuerzas armadas persisten, otras se modifican, pero todas 
mantienen las mismas dinámicas de violencia y afectación de la población civil que 
caracterizaba a las antecesoras organizaciones. Y es este conflicto el que ha 
generado, genera y va a seguir generando desplazamiento forzado interno –
siempre que siga siendo desatendida la perspectiva de derechos fundamentales–, 
aun cuando en proporciones distintas y en contextos modificados desde la 
perspectiva de las violencias pero idénticos en lo que concierne a la vulnerabilidad 
de las poblaciones generalmente más afectadas y a sus efectos en términos de 
desigualdad y exclusión. 
 
Para terminar, actualmente está en curso la Mesa de Conversaciones de La Habana 
entre representantes del Gobierno Nacional y delegados de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC), la cual ha tenido que soportar no pocas 
oposiciones ni contratiempos. De la misma se espera su éxito positivo, su 
refrendación por parte de la mayoría de la sociedad, pero sobretodo que la misma 
sea seguida de un verdadero proceso de paz que reconozca que la guerra se ha 
servido de la posición de desventaja de unos pocos y que, paradójicamente, ha 
incrementado la desigualdad social, económica, cultural y política. Se augura, 
entonces, que la eventual firma de un acuerdo entre las principales partes del 
conflicto armado interno sea el comienzo de la construcción de la equidad necesaria 
para que no se vuelva a repetir la violencia que a través de la historia de los actores 
del conflicto, sus víctimas y sus transformaciones se ha querido ilustrar 
someramente. 
 
II. EL DESPLAZAMIENTO FORZADO INTERNO, SU ESPECIAL 
CONNOTACIÓN SOCIAL CUANDO AFECTA A NIÑOS Y NIÑAS (EL 
PROBLEMA) Y CORTE CONSTITUCIONAL 
 
1948: TROCHAS DE EL DOLVIO HACIA ROLDANILLO, 4:00 A.M. 
 
Mientras corrías hacia el refugio, 
tu mujer preñada, a lomo de mula, 
el primero de tus hijos aún en brazos, 
soñaste una ventana 
clavada en el corazón de una metrópoli 
donde trazaste tu propia imagen 
a través de las fuertes voces que, 
con promesas de muerte, 
detuvieron tu paso. 
Caminaste las trochas machete en mano. 
Abriste caminos con tu sombra a cuestas 
 en medio de balas asesinas,  
de hombres con sombreros altos y caídos 
pañuelos azules al cuello 
y escapularios brillantes  
cuya luz les manchaba la camisa1.      
 
El conflicto armado interno en Colombia, cuya evolución histórica ha estado 
acompañada de múltiples transformaciones y cuya barbarie ha golpeado 
inclementemente y de distintas formas a la población civil más débil, ha estado 
atravesado por un fenómeno con proporciones numéricas y humanas todavía sin 
calcular completamente: el desplazamiento forzado interno. El desplazamiento 
                                                          
1 Vargas Valencia, Fernando. Épica a los Desheredados. Bogotá: Proyecto Editorial Isla Negra,  
2010.  P. 49. (Colección Poética Isla Negra, 4). El autor narra la historia del desplazamiento forzado 
interno de su propio abuelo, a quien dedica la poesía y quien encarna la suerte que han tenido 
muchos campesinos colombianos a lo largo de nuestra historia de guerra(s).   
atraviesa toda la evolución del conflicto armado, variando entre épocas pero 
extendiéndose a lo largo de la confrontación bélica que tiene lugar entre 
connacionales y acompañando casi todas las violencias cometidas en el marco de 
la misma. Es decir, el desplazamiento forzado interno en Colombia es una realidad 
transversal al conflicto armado interno al que hemos hecho referencia en el capítulo 
anterior2.  
 
En este capítulo, expondremos las características generales del desplazamiento 
forzado interno, las particularidades sociales (psicológicas y sociológicas) que 
adquiere cuando afecta a un niño o a una niña y la intervención de la Corte 
Constitucional en la materia. Concretamente, en la primera parte, hablaremos de 
cómo ha sido calificado el fenómeno del desplazamiento forzado interno en 
Colombia, de su magnitud numérica, de su definición, de la época a la cual se alude 
cuando se habla de desplazamiento, de las modalidades en las que ocurre, de los 
grupos poblacionales a los que más afecta y, finalmente, de algunas de las lecturas 
que se han dado a dicho problema en este país. Lecturas dentro de las que 
sobresale la de los impactos de la migración forzada interna en la vida individual, 
familiar y colectiva de las personas, así como en la permanencia de la democracia 
constitucional; perspectiva que se adoptará en este trabajo.   
                                                          
2 Basta con tener presentes la mayoría de casos emblemáticos estudiados por el Grupo de Memoria 
Histórica para constatar que, no obstante los mismos den cuenta de hechos de violencia distintos, 
en los mismos confluye la huida forzada de individuos y colectivos: CENTRO NACIONAL DE MEMORIA 
HISTÓRICA (CNMH), GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA. La masacre de Trujillo una tragedia que no cesa. 
Bogotá, D.C.: Taurus Pensamiento, 2008, 340 p. CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA (CNMH), 
GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA. La masacre de El Salado. Esa guerra no era nuestra. Bogotá D.C.: 
Taurus Pensamiento, 2009, 329 p. CENTRO NACIONAL DE REPARACIÓN Y RECONCILIACIÓN (CNRR), 
GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA. La masacre de Bahía Portete. Op. cit. CENTRO NACIONAL DE MEMORIA 
HISTÓRICA (CNMH), GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA. La Rochela. Memorias de un crimen contra la 
justicia. Bogotá D.C.: Taurus Pensamiento, 2010, 366 p. CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA 
(CNMH), GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA. Bojayá. La guerra sin límites. Bogotá D.C.: Taurus 
Pensamiento, 2010, 343 p. CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA (CNMH), GRUPO DE MEMORIA 
HISTÓRICA. La masacre de El tigre. Un silencio que encontró su voz. Bogotá D.C.: Taurus 
Pensamiento, 2011, 107 p. CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA (CNMH), GRUPO DE MEMORIA 
HISTÓRICA. Silenciar la democracia. Las masacres de Remedios y Segovia 1982 – 1997. Bogotá 
D.C.: Taurus Pensamiento, 2011, 352 p. CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA (CNMH), GRUPO 
DE MEMORIA HISTÓRICA. "Nuestra vida ha sido nuestra lucha". Resistencia y memoria en el Cauca 
Indígena. Bogotá D.C.: Taurus Pensamiento, 2012, 399 p. CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA 
(CNMH), UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE BOLÍVAR. Comunicar en medio del conflicto: El asesinato de 
Eduardo Estrada y el silenciamiento de la comunicación comunitaria y el periodismo regional en 
Colombia. Bogotá D.C.: CNMH, 2015, 77 p. 
En la segunda parte de este capítulo, se estudiará el alcance de los efectos de la 
migración forzada interna en la vida, integridad y bienestar de sus víctimas de menor 
edad. Concretamente, se hablará de los impactos en su salud mental, en sus 
condiciones de vida, en sus relaciones familiares, en sus vínculos sociales, en su 
seguridad personal, en su identidad cultural y en las posibilidades de contribuir al 
fortalecimiento del Estado democrático. Valga la pena resaltar de esta sección su 
relevancia para el entendimiento de las razones que llevaron al juez constitucional 
a exigir una respuesta pública con enfoque diferencial etario, esto es, un programa 
concretamente dirigido a identificar y prevenir tanto las causas del desplazamiento 
de los niños y las niñas como los efectos del mismo en la garantía efectiva de sus 
derechos fundamentales. 
 
En la tercera parte de este capítulo, se va a destacar la trascendencia de la 
intervención de la Corte Constitucional colombiana en la garantía de los derechos 
fundamentales de las personas desplazadas, la cual se complementará cuando se 
hable de los efectos de la sentencia T-025 de 2004 (Sec. B/Cap. III). 
Específicamente, los lectores hallarán aquí una descripción de la perspectiva de 
goce efectivo de derechos desarrollada en la sentencia hito T-025 de 2004 en la 
que se declaró el Estado de Cosas Inconstitucional (ECI) frente a la situación de la 
población desplazada en Colombia, previa explicación de los alcances de la figura 
del ECI; algunas consideraciones sobre el enfoque diferencial etario que se pueden 
recabar de dicha decisión; así como la descripción de las etapas que ha tenido el 
proceso de seguimiento de las órdenes impartidas en la T-025, dentro de las que 
sobresalen los autos de enfoque diferencial como el 251 de 2008: nuestro objeto de 







A. Generalidades del desplazamiento forzado interno en Colombia  
 
“Destierro, desarraigo, exilio interno, desestructuración”3, “problema social”4, “un 
problema humanitario de grandes proporciones en Colombia”5 o una “emergencia 
humanitaria”6 son sólo algunas de las expresiones con las que se ha calificado el 
fenómeno del desplazamiento forzado interno en Colombia. La Corte Constitucional, 
por su parte, lo ha considerado, tempranamente, en algunas de las sentencias que 
conforman su nutrida jurisprudencia sobre el tema: “un problema de humanidad”7, 
“una tragedia nacional, que afecta los destinos de innumerables colombianos y que 
marcará el futuro del país durante las próximas década”8  y, desde el 2002, “un 
estado de cosas inconstitucional”9. Como quiera que sea, una vulneración múltiple, 
masiva y continua de derechos fundamentales, como veremos.  
     
Cuantitativamente, hay acuerdo, desde la óptica internacional, en la magnitud que 
ha tenido el fenómeno del desplazamiento forzado interno en Colombia. La misma 
proporción que por muchos años lo convirtió en el país con el mayor número de 
personas en situación de desplazamiento forzado interno y hoy el segundo en la 
misma lista, después de Siria10. A nivel nacional, por su parte, según el Registro 
                                                          
3 CORREA, CLEMENCIA Y RUEDA, DANILO. La barbarie irracional de la guerra: El desplazamiento. En: 
BELLO, Martha Nubia; MARTÍN, Elena & ARIAS, Fernando Jiovani. (eds.). Efectos psicosociales y 
culturales del desplazamiento. Santafé de Bogotá D. C.: Universidad Nacional de Colombia, 
Corporación Avre & Fundación Dos Mundos, 2000, p. 71.  
4 MEDELLÍN LOZANO, FERNANDO. Presentación. En: Red de Solidaridad Social. Atención a población 
desplazada por el conflicto armado. Compendio de políticas y normas. Bogotá D.C.: Red de 
Solidaridad Social, 1999, p. 13.  
5 BOLETÍN DE LA CONSULTORÍA PARA LOS DERECHOS HUMANOS Y EL DESPLAZAMIENTO (CODHES). Esta 
guerra no es nuestra... y la estamos perdiendo. Op. cit., pp. 170-171.  
6 IBÁÑEZ, A. M. El desplazamiento forzoso en Colombia: un camino sin retorno hacía la pobreza. 
Bogotá D.C.: Ediciones Uniandes, 2008, p. 2. (Colección CEDE 50 años).  
7 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SÉPTIMA DE REVISIÓN. Sentencia T-227 de 1997. (5 de 
mayo de 1997). Magistrado Ponente: Dr. Alejandro Martínez Caballero. 
8 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL SALA PLENA. Sentencia SU-1150 de 2000. (30 de agosto de 
2000). Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
9 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA CUARTA DE REVISIÓN. Sentencia T-215 de 2002. (21 de 
marzo de 2002). Magistrado Ponente: Dr. Jaime Córdoba Triviño. 
10 Cfr. lista de “Countries with the largest displacement related to conflict and violence”, INTERNAL 
DISPLACEMENT MONITORING CENTRE (IDMC), NORWEGIAN REFUGEE COUNCIL. Global Overview 2014. 
People internally displaced by conflict and violence. Geneva: IDMC, 2014, p. 11. 
Único de Víctimas11 en Colombia “entre 1985 y diciembre de 2012, han sido 
expulsados [sic] de su territorio 4.790.317 personas”12. Número que para entonces 
representaba el 10% de la población del país13 y que ha aumentado recientemente. 
En efecto, a mediados de 2014 el gobierno reportó 5’576.168 de personas víctimas 
de desplazamiento forzado interno, dentro de un total de 6’431.981 de víctimas del 
conflicto armado interno registradas14. Es decir el 86,69% del total de víctimas. 
 
También es posible apreciar la magnitud que ha tenido el desplazamiento en 
Colombia si se toma en consideración el número de municipios golpeados por la 
migración forzada. Así, la agencia encargada de asistir a las personas en situación 
de desplazamiento en 2010 reportaba que “los acumulados anuales de expulsión 
en Colombia, hasta finales del año 2008, muestran que de los 1.101 municipios y 
los 22 corregimientos departamentales que existen en el país, se presenta expulsión 
en 1.089 municipios y 20 corregimientos”15. Prácticamente, de casi todos los 
municipios del país han huido personas como consecuencia de la guerra.  
 
Con relación al número de niños y niñas en situación de desplazamiento, aun 
cuando existan diferencias entre los registros oficiales y los no oficiales sobre el 
número exacto de desplazados, hay coincidencia en el alto porcentaje de personas 
menores de 18 años dentro del total de víctimas de desplazamiento forzado interno, 
el mismo que ha sido denominado por la Corte Constitucional como “impacto 
                                                          
11 El cual “está compuesto no sólo por el Registro Único de Población Desplazada – RUPD – que 
administraba Acción Social, sino que incluye los registros históricos gubernamentales de las víctimas 
de hechos victimizantes distintos al desplazamiento forzado, así como las declaraciones que se 
empezaron a diligenciar a partir de la puesta en vigencia de la Ley 1448 de 2011 y que integran en 
un sólo formato la relación de todas las victimizaciones que sufrió una persona y su hogar por hechos 
ocurridos a partir de 1985”, UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS 
(UARIV). Informe nacional de desplazamiento forzado en Colombia 1985 a 2012. Bogotá D.C.: 
UARIV, 2013, p. 8.    
12 Ibíd., p. 11.    
13 Ibíd., p. 12.    
14 ‘VERDAD A LAS VÍCTIMAS, RETO SI SE FIRMA LA PAZ’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 9 de junio de 2014. 
Sec. debes saber. P. 2. 
15 AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL, PROYECTO 
PROTECCIÓN DE TIERRAS Y PATRIMONIO DE LA POBLACIÓN DESPLAZADA. Caracterización de las tierras 
rurales y su correlación con el desplazamiento forzado en Colombia. Bogotá, DC.: el autor, 2010, p. 
130.   
cuantitativamente desproporcionado del desplazamiento forzado sobre los menores 
de edad colombianos”16. Efectivamente, estas personas figuran casi siempre como 
más de la mitad de la población desplazada. Así lo registró en 1995 el 
Representante del Secretario General sobre la cuestión de los desplazados internos 
en su visita a Colombia17, cinco años más tarde la Consultoría para los Derechos 
Humanos y el Desplazamiento en su informe sobre la niñez desplazada18 y en 2007 
el Comité Internacional de la Cruz Roja19. 
  
Por su parte, el actual Registro Único de Víctimas da cuenta del número de 
personas que al momento del desplazamiento eran menores de edad, así como de 
la edad que tienen actualmente las personas en situación de desplazamiento 
forzado. Es así como se puede afirmar que, según la “Gráfica 12. Pirámide pob. 
desplazada (edad ocurrencia)”20 más de la mitad de las personas al momento del 
                                                          
16 El juez constitucional colombiano explicó, en el auto 251, los factores causantes del alto número 
de niños y niñas dentro de la población desplazada como, por ejemplo, la mayor incidencia de 
homicidios en los hombres adultos y, consecuentemente, el desplazamiento de las mujeres con sus 
hijos o los riesgos a los que se ven con mayor frecuencia expuestos los menores de edad que 
generan su huida. Algunos de estos son el reclutamiento forzado, las minas antipersona y la violencia 
sexual contra las niñas.   
17 “La mayoría de los desplazados son mujeres, a menudo viudas, y sus hijos, víctimas "vivientes" 
de la actividad guerrillera, del ejército o de la represión paramilitar en las zonas rurales y de 
violaciones individuales de los derechos humanos”, ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), 
CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL. Informe del Representante del Secretario General sobre la cuestión 
de los desplazados internos, Sr. Francis Deng, presentado en cumplimiento de la Resolución 
1993/95 de la Comisión de Derechos Humanos. Adición: Estudio de casos de desplazamiento: 
Colombia. Op. cit., numeral 52.  
18 “En Colombia han sido desplazados por la fuerza entre 1985 y 1999 alrededor de 392.000 hogares 
que integran una población aproximada de 1.900.000 personas, de las cuales 1.100.000 
corresponde a menores de edad. Por los menos 450.000 niños, niñas y adolescentes vivieron el 
desarraigo y la violencia entre 1985 y 1994 mientras que más de 650.000 enfrentan esta situación 
desde 1995. En 1998, del total estimado de población desplazada (308.000), 172.480 corresponde 
a menores de 18 años. Para 1999 el desplazamiento forzado afectó a 272.000 personas, de las 
cuales cerca de 176.800 fueron niños, niñas y jóvenes menores de edad”, BOLETÍN DE LA 
CONSULTORÍA PARA LOS DERECHOS HUMANOS Y EL DESPLAZAMIENTO (CODHES). Esta guerra no es 
nuestra... y la estamos perdiendo. Op. cit., p. 169.  
19 “Desde que la delegación del CICR en Colombia inició, en 1997, su programa de Asistencia 
Humanitaria de Emergencia, 1’024.940 personas (222.579 familias) han recibido apoyo. De éstas, 
53% son menores de edad, 25% mujeres y 22% hombres”, OBERLI, CHRISTINA. Programa de 
asistencia del CICR a la población desplazada en Colombia. En: Comité Internacional de la Cruz 
Roja (CICR). Vidas desplazadas. Bogotá D.C.: CICR, 2007, p. 13.  
20 UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS (UARIV). Op. cit., p. 21. 
desplazamiento tenían entre 0 y 19 años21 y, también con relación a ellos, “la 
proporción de menores de 15 años en la población desplazada (39%) es mayor que 
en la población del país (28%), en particular en los menores de 5 años (15,5% en 
los desplazados y 9,2% en el país)”22. A eso se suma que, también es muy alto el 
porcentaje de niños y niñas en situación de desplazamiento forzado interno 
actualmente. Concretamente, “la distribución en la pirámide de las víctimas de este 
delito indica un engrosamiento en los grupos etarios entre 10 y 19 años, que supera 
el peso de dichos grupos en la población nacional”23.  
 
Respecto de las cifras de desplazamiento, en fin, el número de personas 
desplazadas ha variado entre periodos, en virtud de las transformaciones del 
conflicto armado y de las cambiantes dinámicas regionales del mismo24. Una de 
esas transformaciones fue la desmovilización de varios grupos paramilitares, que 
precedió y dio origen a la Ley de Justicia y Paz25, la cual coincidió con la disminución 
de los índices de desplazamientos. Es así como, los datos oficiales dan cuenta del 
aumento de la victimización de personas por esta conducta entre los años de 1999 
y 200326. A partir de allí, en cambio, comienzan a disminuir las cifras, hasta el 
periodo comprendido entre el 2005 y el 2006 cuando asciende de nuevo el número 
                                                          
21 Situación que se puede explicar no sólo por la composición demográfica del país, sino también 
por el tipo de victimizaciones que afecta generalmente a los hombres adultos (homicidios, 
desapariciones, etc.) y que obliga a las mujeres a huir junto con sus hijos más pequeños. 
22 Ibíd., p. 21.   
23 Ibíd., p. 21. 
24 “Esta hipótesis también encuentra sustento en el comportamiento regional del desplazamiento 
estrechamente ligado a la expansión de la órbita y las modalidades del conflicto armado”, ROJAS 
RODRÍGUEZ, JORGE & ROMERO SILVA, MARCO. Conflicto armado y desplazamiento forzado interno en 
Colombia. En: Consultoría para el Desplazamiento Forzado y los Derechos Humanos (CODHES) & 
Unicef, Oficina de Área para Colombia y Venezuela. Esta guerra no es nuestra. Niños y 
desplazamiento Forzado en Colombia. Santafé de Bogotá D.C.: 2000, los autores, p. 11.  
25 “Es un hecho que el proceso de negociación adelantado con los grupos paramilitares por el 
gobierno de Álvaro Uribe entre 2003 y 2005 se tradujo en un descenso muy marcado en los 
homicidios y las masacres (ver Gráficos 10 y 12), así como en una sensible baja del desplazamiento 
forzado de población (…) En el caso del desplazamiento forzado, el efecto sólo se tuvo hasta el 
2005, año en el cual volvió a repuntar la expulsión forzada de población, aunque nunca a los niveles 
observados entre 2001 y 2002, los dos años record de este fenómeno ilegal”, Comisión Asesora de 
Política Criminal. Op. cit., pp. 62-63. 
26 Otros señalan el 2002 como el año en el que se desplazaron el mayor número de personas, 
OBERLI, CHRISTINA. Op. cit., p. 14. 
de personas desplazadas. Posteriormente, desde el 200827, inicia el descenso 
vertiginoso del fenómeno del desplazamiento, en términos numéricos.      
 
Sin embargo, valga la pena destacar que no obstante en los últimos años el 
problema se haya vuelto menos visible y sus cifras más contenidas, aún hoy persiste 
el desplazamiento forzado interno de colombianos28. Es decir, todavía el Estado no 
logra prevenir que muchas personas migren de manera forzada al interior del país. 
Para constatarlo basta con hacer seguimiento a las noticias sobre desplazamiento 
reportadas en un diario de circulación nacional que aun cuando considerado 
oficialista da cuenta de una realidad que no cesa y que se mantiene a la par de las 
transformaciones del conflicto armado interno en Colombia29. 
                                                          
27 AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL, PROYECTO 
PROTECCIÓN DE TIERRAS Y PATRIMONIO DE LA POBLACIÓN DESPLAZADA. Op. cit., p. 129.   
28 “An average of around 180,000 people a year have been newly displaced in Colombia over the 
past five years. The government has been in peace talks with the Revolutionary Armed Forces of 
Colombia (known by its Spanish acronym FARC) since 2012, but in the absence of a ceasefire 
civilians in rural areas continue to suffer the ravages of the conflict. The country’s paramilitary groups 
were in theory demobilised between 2003 and 2006, but their successors have largely continued 
where they left off, intimidating and threatening rural peasants, including land claimants, and 
competing for control of trafficking routes”, INTERNAL DISPLACEMENT MONITORING CENTRE (IDMC), 
NORWEGIAN REFUGEE COUNCIL. Op. cit., p. 39. “Según el ACNUR, hasta el año 2007, el 75% del 
desplazamiento se concentraba de forma dispersa en 125 municipios de Colombia, mientras que en 
2013, el 60% de los desplazamientos se concentró en tan solo 13 municipios, incluyendo a 
Buenaventura. La situación no ha cambiado en 2014 y el grado de vulnerabilidad de estas 
poblaciones (principalmente afrocolombianos y los indígenas) es muy alto y requiere de protección 
y ayuda de emergencia continua”, CARRILLO, ÁNGELA. Desplazamiento Forzado y Violencia Sexual 
Basada en Género. Buenaventura, Colombia: realidades brutales. Bogotá D.C.: Consejo Noruego 
para Refugiados, 2014, p. 3. Ver también: BOLETÍN DE LA CONSULTORÍA PARA LOS DERECHOS HUMANOS 
Y EL DESPLAZAMIENTO (CODHES). Desplazamiento creciente y crisis humanitaria invisibilizada. 
Bogotá, Quito. Marzo de 2012, n.° 79, 58 p. DOCUMENTOS CODHES. La crisis humanitaria en 
Colombia persiste. El Pacífico en disputa. Informe de desplazamiento forzado en 2012. 2013, n.° 26, 
93 p.   
29 ‘Los urabeños son hoy el azote de Buenaventura’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 26 de noviembre 
de 2014. Sec. debes saber. P. 6. ‘Denuncian grave crisis en Chocó’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 11 
de julio de 2014. Sec. debes saber. P. 4. ‘Advierten sobre nuevos desplazados en Chocó’. En: El 
Tiempo. Bogotá D.C. 25 de junio de 2014. Sec. debes saber. P. 7. ‘Se dispara llegada de 
desplazados a Soacha’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 14 de junio de 2014. Sec. debes saber. P. 4. 
‘Los desplazados no se van de la Plaza de Bolívar’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 22 de mayo de 2014. 
Sec. debes saber. P. 6. ‘Verifican situación de desplazados en Chocó’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 
15 de mayo de 2014. Sec. debes saber. P. 4. ‘20 años después la paz no llega a Trujillo’. En: El 
Tiempo. Bogotá D.C. 30 de marzo de 2014. Sec. debes leer. P. 2. ‘El 28% de los indígenas ha sido 
desplazado’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 7 de enero de 2014. Sec. debes saber. P. 6. ‘Alarma en 
Soacha por llegada de desplazados’. En: El Tiempo. Bogotá D.C.28 de noviembre de 2013. Sec. 
debes saber. P. 2. ‘Guerra azota a Buenaventura’. En: El Espectador. Bogotá D.C. 23 de noviembre 
de 2013. P. 8. ‘34 resguardos indígenas, en riesgo por guerra de narcos’. En: El Tiempo. Bogotá 
D.C. 25 de febrero de 2013. Sec. debes saber. P. 4. 
En concreto, ¿qué se entiende por desplazamiento forzado interno? Definición 
problemática30 que ha sido la disculpa más recurrente de muchos funcionarios 
públicos para no garantizar los derechos de las personas en situación de 
desplazamiento, bajo el alegato de no reunir las características para ser reconocido 
como tal. En efecto, muchas personas que han recurrido a las instituciones públicas 
en busca de ayuda como consecuencia del desplazamiento, han recibido negativas 
de parte del Estado; para quien ha resultado más fácil afirmar que tales personas 
no son en realidad desplazadas, que prestar la asistencia debida.   
 
La Procuraduría General de la Nación, por su parte, propuso en el 2006 “cinco 
elementos estructurales de la noción de desplazamiento forzoso”31, teniendo en 
cuenta las definiciones incorporadas en los Principios rectores de los 
desplazamientos internos32, en la sentencia T-227 de 199733 y en la Ley 387 de 
                                                          
30 Dentro de las dificultades iniciales que presentó la definición y la identificación de la situación de 
los desplazados internos, también sobresale la dificultad de reconocer a estas personas más allá de 
la situación humanitaria, así Egea y Soledad incluyen dentro de esa dificultades: “d) se considera a 
los desplazados internos solamente como una mera categoría humanitaria”, EGEA JIMÉNEZ, Carmen 
& SOLEDAD SUESCÚN, Javier Iván. Migraciones y conflictos. El desplazamiento interno en Colombia. 
En: Convergencia. Revista de Ciencias Sociales. Mayo-agosto, 2008, n°. 47, p.   212.  
31 PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN (PGN). La prevalencia de los derechos de las víctimas del 
delito de desplazamiento forzado. Colombia: PGN, 2006, p. 17 
32 “A los efectos de estos Principios, se entiende por desplazados internos las personas o grupos de 
personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de 
residencia habitual, en particular como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de 
situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes 
naturales o provocadas por el ser humano, y que no han cruzado una frontera estatal 
internacionalmente reconocida”, ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS, CONSEJO ECONÓMICO Y 
SOCIAL. Informe del Representante del Secretario General, Sr. Francis M. Deng, presentado con 
arreglo a la Resolución 1997/39 de la Comisión de Derechos Humanos. Adición: Principios Rectores 
de los desplazamientos internos. E/CN.4/1998/53/Add.2. Tal como lo ha señalado la Corte 
Constitucional colombiana, dichos principios recogen y desarrollan la protección que el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho Internacional Humanitario y el Derecho 
Internacional de los Refugiados brinda a los desplazados internos (COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Anexo 3 de la Sentencia T-025 de 2004. [22 de enero 
de 2004]. Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y 
acumulados). Así mismo, la Corte ha indicado que dichos principios son parámetros para la 
interpretación de los derechos de los desplazados (COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. 
Sentencia SU-1150 de 2000. [30 de agosto de 2000]. Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Cifuentes 
Muñoz), en virtud del principio de favorabilidad que exige la protección de sus derechos (COLOMBIA. 
CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEXTA. Sentencia T-327 de 2001. [26 de marzo de 2001]. Magistrado 
Ponente: Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra). 
33 “Sea cual fuere la descripción que se adopte sobre desplazados internos, todas contienen dos 
elementos cruciales: la coacción que hace necesario el traslado y la permanencia dentro de las 
fronteras de la propia nación”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SÉPTIMA DE REVISIÓN. 
199734. Estos son: sujeto, elemento subjetivo, acción física, elemento territorial y 
causa35. Por nuestra parte, también proponemos cinco elementos que conforman la 
definición del desplazamiento forzado interno, con base en los anteriores 
documentos, así como con fundamento en la definición que adoptó la Ley de 
víctimas y de restitución de tierras36 y otra jurisprudencia constitucional (sentencias 
T-327 de 200137, T-1346 de 200138, T-025 de 200439, T-468 de 200640, T-042 de 
200941, T-447 de 201042, T-677 de 201143 y el Auto 119 de 201344).  
                                                          
Sentencia T-227 de 1997. (5 de mayo de 1997). Magistrado Ponente: Dr. Alejandro Martínez 
Caballero.  
34 Congreso de la República de Colombia. Ley 387 de 1997. Por la cual se adoptan medidas para la 
prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización 
socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de Colombia. Artículo 
1. Es desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional 
abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su 
integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran 
directamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: conflicto armado 
interno, disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los derechos 
humanos, infracciones al derecho internacional a humanitario u otras circunstancias emanadas de 
las situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público. 
35 PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN (PGN). Op. cit., pp. 17-19. 
36 Parágrafo 2 del Artículo 60 de la Ley de Víctimas y de Restitución de Tierras. Para los efectos de 
la presente ley, se entenderá que es víctima del desplazamiento forzado toda persona que se ha 
visto forzada a migrar dentro del territorio nacional, abandonando su localidad de residencia o 
actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad 
personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con ocasión de las 
violaciones a las que se refiere el artículo 3º de la presente ley. Artículo 3 de la Ley de Víctimas y de 
Restitución de Tierras. Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas personas que 
individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 
1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones 
graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del 
conflicto armado interno. 
37 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEXTA. Sentencia T-327 de 2001. (26 de marzo de 2001). 
Magistrado Ponente: Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
38 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA QUINTA DE REVISIÓN. Sentencia T-1346 de 2001. (12 de 
diciembre de 2001). Magistrado Ponente: Dr. Rodrigo Escobar Gil. 
39 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de 
enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y 
acumulados. 
40 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Séptima de Revisión. Sentencia T-468 de 2006. (9 de 
junio de 2006). Magistrado Ponente: Dr. Humberto Antonio Sierra Porto. 
41 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-042 de 2009. (29 de 
enero de 2009). Magistrado Ponente: Dr. Jaime Córdoba Triviño. 
42 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA OCTAVA DE REVISIÓN. Sentencia T-447 de 2010. (15 de 
junio de 2010). Magistrado Ponente: Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.  
43 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Tercera de Revisión. Sentencia T-677 de 2011. (12 de 
septiembre de 2011). Magistrado Ponente: Juan Carlos Henao Pérez. 
44 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA ESPECIAL DE SEGUIMIENTO A LA SENTENCIA T-025 DE 2004 
Y SUS AUTOS DE CUMPLIMIENTO. Auto 119 de 2013. (24 de junio de 2013). Magistrado Ponente: Luis 
Ernesto Vargas Silva. 
Dichos elementos son: subjetivo, objetivo, coactivo, contextual y territorial. En primer 
lugar, el componente subjetivo45 se refiere, como su nombre lo indica, al sujeto 
susceptible de ser víctima de desplazamiento forzado interno. Así, todas las 
definiciones coinciden con la determinación genérica de “persona” como aquella 
que puede ser objeto de desplazamiento o, si se quiere, sujeto pasivo del mismo 
delito. La única excepción, que no propone grandes controversias, es la que 
incorporan los Principios rectores de los desplazamientos internos, los cuales hacen 
referencia a “personas o grupos de personas”.  
 
En segundo lugar, cuando nos referimos al elemento objetivo de la definición 
aludimos a la conducta concreta que realizan las personas cuando se desplazan de 
manera forzada al interior del país. Por su parte, los Principios rectores hablan de 
“escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual”, mientras la Ley 
387 de 1997 y la Ley de víctimas prefieren utilizar la expresión “migrar (…) 
abandonar su localidad de residencia o actividades económicas habituales”. 
Conducta a la que se puede agregar el adjetivo “intempestivamente” que incorpora 
la Sentencia T-1346 de 200146 y que retoma la T-025 de 200447, sin que el mismo 
                                                          
45 Resáltese del elemento sujeto de la Procuraduría la consideración acerca del bien jurídico tutelado: 
“la persona humana”, PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN (PGN). Op. cit., p. 17. A lo que habría 
de agregarse otros bienes colectivos tales como la integridad cultural de los pueblos indígenas que 
se han visto afectados por el desplazamiento. 
46 “De conformidad con lo preceptuado en la ley [387 de 1997]  y la jurisprudencia constitucional, 
puede afirmarse que se encuentra en condición de desplazado toda persona que se ve obligada a 
abandonar intempestivamente su lugar de residencia y sus actividades económicas habituales, 
debiendo migrar a otro lugar dentro de las fronteras del territorio nacional, por causas imputables a 
la existencia de un conflicto armado interno, a la violencia generalizada, a la violación de los derechos 
humanos o del derecho internacional humanitario y, en fin, a determinados factores que pueden 
llegar a generar alteraciones en el orden público-económico interno”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA QUINTA DE REVISIÓN. Sentencia T-1346 de 2001. (12 de diciembre de 2001). 
Magistrado Ponente: Dr. Rodrigo Escobar Gil. 
47 “También ha resaltado esta Corporación que, por las circunstancias que rodean el desplazamiento 
interno, las personas –en su mayor parte mujeres cabeza de familia, niños y personas de la tercera 
edad   que se ven obligadas ‘a abandonar intempestivamente su lugar de residencia y sus actividades 
económicas habituales, debiendo migrar a otro lugar dentro de las fronteras del territorio nacional’   
para huir de la violencia generada por el conflicto armado interno y por el desconocimiento 
sistemático de los derechos humanos o del derecho internacional humanitario, quedan expuestas a 
un nivel mucho mayor de vulnerabilidad, que implica una violación grave, masiva y sistemática de 
sus derechos fundamentales”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. 
Sentencia T-025 de 2004. (22 de enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda 
Espinosa. Expedientes T-653010 y acumulados. 
deba ser entendido como una condición para que se configure, o menos, el 
desplazamiento.      
  
El tercer elemento de la definición, quizás el de mayor relevancia, es el coactivo. 
Este es el componente de la descripción del desplazamiento que permite 
diferenciarlo de cualquier otro tipo de movilidad humana al interior del mismo país y 
que en últimas determina la existencia o menos de desplazamiento forzado interno. 
“Forzadas u obligadas”48, “que se ha visto forzada”49, “que se ve/ven obligada/s”50, 
son algunas de las expresiones que utilizan los Principios rectores, las dos leyes a 
las que hemos venido haciendo referencia y la Corte Constitucional en algunas de 
sus decisiones sobre el tema, para insistir en la involuntariedad que está implícita 
en la situación de desplazamiento forzado interno.  
 
En efecto, las razones que obligan a una persona, familia o comunidad a huir, 
abandonando su lugar de residencia habitual, son las graves violencias sufridas por 
familiares, allegados o conocidos, las amenazas directas o los riesgos a los que 
están efectivamente expuestos. Por esta razón tanto la Ley 387 de 1997 como la 
Ley de Víctimas incorporaron los siguientes motivos, que explican el por qué las 
personas se ven forzadas a huir: “porque su vida, su integridad física, su seguridad 
o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente 
amenazadas”51.     
 
Por su parte, el informe Basta ya da cuenta de la violencia que precede y acompaña 
la migración forzada interna, constituida por graves violaciones a los derechos 
humanos y/o infracciones al Derecho Internacional Humanitario. En efecto, el 
                                                          
48 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS, CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL. Informe del Representante 
del Secretario General, Sr. Francis M. Deng, presentado con arreglo a la Resolución 1997/39 de la 
Comisión de Derechos Humanos. Adición: Principios Rectores de los desplazamientos internos. Op. 
cit. 
49 Ley 387 de 1997 y Ley de víctimas y de restitución de tierras. 
50 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA QUINTA DE REVISIÓN. Sentencia T-1346 de 2001. (12 de 
diciembre de 2001). Magistrado Ponente: Dr. Rodrigo Escobar Gil y T-025 de 2004. 
51 Con el mismo alcance la siguiente definición: "el desplazamiento interno forzado es un proceso 
migratorio de familias y personas que habitando lugares específicos, en condiciones de violencia y 
hostigamiento, buscan otros sitios para proteger sus vidas", BELLO, M. N, et al., Op. cit., p. 43. 
desplazamiento es una de las manifestaciones más visibles de la afectación 
creciente que los conflictos armados internos causan en la población civil y que  
Ibáñez explica muy bien al señalar que, en Colombia, no se trata de un actuar 
deliberado de los actores armados, sino de la búsqueda de los mismos de adquirir 
mayor dominio territorial, acceder a recursos públicos y privados para financiarse, 
disminuir el apoyo civil de los adversarios, entre otras razones52.  
 
Realmente, y no obstante las diferencias que puedan darse53, las personas se ven 
obligadas a escapar de sus hogares a causa de la persecución, las amenazas, las 
masacres, los asesinatos, los enfrentamientos entre los actores armados, las 
desapariciones forzadas54, por el riesgo que corren al no dar apoyo directo a uno u 
otro grupo55 o por las extorsiones de las que son objeto56. Más recientemente han 
                                                          
52 IBÁÑEZ, A. M., Op. cit., pp. 29-58. También Kurtenbach se refiere al terror y a la violencia de los 
grupos armados ilegales, contra la población civil, dirigidos a “quitarle al oponente su apoyo real o 
percibido”, KURTENBACH, SABINE. Op. cit., p. 40. Más anecdótico el absurdo que relata un deportista 
colombiano que debió pasar por la situación de desplazamiento: “en 1998 tuvimos que huir de la 
vereda La Magdalena, cerca de Urrao [Antioquia]. Algunos familiares se habían enlistado en la 
guerrilla, otros con los paramilitares, y nosotros éramos los que íbamos a pagar las consecuencias, 
ambos grupos nos querían matar porque creían que éramos cooperadores del Ejército”, Botero B., 
Andrés. ‘Serna tuvo a su ‘ángel de la guarda’ en Londres’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 10 de 
septiembre de 2012.  Sec. debes leer. P. 26.    
53 “En términos generales el desplazamiento forzado está asociado a masacres, amenazas y otras 
prácticas de violencia que se derivan del tratamiento de la población como objetivo militar; pero las 
motivaciones de los responsables y las dinámicas del desplazamiento son diversas y se entrecruzan 
de manera diferenciada según las prácticas de guerra de los actores armados y la situación del 
conflicto en las diferentes regiones del territorio, en una abigarrada y cambiante geografía política 
del conflicto armado”, ROJAS RODRÍGUEZ, JORGE & ROMERO SILVA, MARCO. Op. cit., p. 16.  
54 “Si bien las amenazas (39%) y el miedo (23%) motivaron la salida forzada de la mayoría de los 
desplazados, tiende a crecer el porcentaje de personas que huyen por las masacres y los asesinatos 
(20%), los enfrentamientos entre actores armados que afectan a la población civil (6%) y las 
desapariciones forzadas que alcanzan un 5%”, Ibíd., p. 13. 
55  “En los casos en los que no se pierde la identidad y se mantiene el deseo de seguir la vida de la 
‘misma manera’, la mayoría de las familias conforman un grupo que, por mantener esa identidad en 
muchas ocasiones se ve obligado al desplazamiento como una forma de salvar la vida, conservar su 
familia, evitar que sus hijos sean obligados a vincularse a los grupos armados o para evitar que sean 
amenazados por no dar un apoyo directo”, ARIAS M., FERNANDO JIOVANI Y RUIZ CEBALLOS, SANDRA. 
Impacto psicosocial del desplazamiento forzado en jóvenes. Construyendo en Colombia nuevas 
formas de esperanza. En: Bello, Martha Nubia; Martín, Elena & Arias, Fernando Jiovani. (eds.). 
Efectos psicosociales y culturales del desplazamiento. Santafé de Bogotá D. C.: Universidad 
Nacional de Colombia, Corporación Avre & Fundación Dos Mundos, 2000. p. 248.   
56 “In Colombia, fighting between non-state armed groups and the security forces, and direct threats 
to individuals and communities are responsible for most displacements. Widespread abuses, 
including the recruitment of minors, sexual violence, the use of anti-personnel mines, extortion and 
the targeting of human rights workers have also forced people from their homes. Combat between 
government forces and guerrilla groups causes the majority of displacements, but re-emerged 
emergido detonantes de la migración forzada interna antes desconocidos. Dos de 
estos son el robo de bienes y la violencia sexual57, casi siempre de género.  
 
De la misma manera, quienes han investigado acerca de la migración forzada de la 
infancia en Colombia han insistido en la violencia que lo precede y lo acompaña58. 
Es así como, también para estos autores el elemento de coacción completa la 
tipificación del desplazamiento y puede estar constituido por una masacre, un 
asesinato selectivo, una amenaza o la afectación de la infraestructura, los recursos 
naturales de los que se abastece la población59; incluso hasta la acción militar del 
Estado contraria al DIH60, menos frecuente en los últimos años. Otros autores 
mencionan las amenazas directas, el miedo generalizado, las masacres, los 
asesinatos, las desapariciones forzadas, los atentados, los casos de tortura61 y, muy 
especialmente, el alto riesgo de ser reclutados62 o utilizados por los actores armados 
                                                          
paramilitaries and organised crime syndicates also commit significant abuses and violence against 
civilians”, INTERNAL DISPLACEMENT MONITORING CENTRE (IDMC), NORWEGIAN REFUGEE COUNCIL. Op. 
cit., p. 38. 
57 Además de señalar la continuidad del problema humanitario “desplazamiento” en el año de 2012, 
el informe del CICR señaló las regiones donde se llevaron a cabo el mayor número de expulsiones 
así como las causas más importantes que los motivaron: “las principales causas de desplazamientos 
fueron amenazas de muerte y malos tratos psicológicos, enfrentamientos armados, contaminación 
por armas, amenazas de reclutamiento forzado, robo de bienes por un actor armado, el ataque 
directo contra civiles que resultan muertos, desaparición, violencia sexual, entre otros”, COMITÉ 
INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA (CICR), DELEGACIÓN EN COLOMBIA. Situación Humanitaria. Informe 
de actividades Colombia 2012. Bogotá: el autor, 2012, p. 31.  
58 “El desplazamiento forzado suele ser el resultado de un proceso constante de agresión al que 
antecede la masacre colectiva, el asesinato individual, la amenaza y el terror”, BELLO, M. N, et al. 
Op. cit., p. 48. 
59 Ibíd., p. 45. 
60 “Las operaciones de contrainsurgencia, inspiradas en la doctrina de la seguridad nacional y el 
enemigo interno, han causado el desplazamiento del 14% de las familias incluidas en los registros. 
El Ejército Nacional ha sido señalado por respetables organismos internacionales como uno de los 
principales responsables de la violación de los Derechos Humanos porque, desde la década del 60, 
ha estimulado la conformación de grupos civiles armados como estrategia de guerra, por sus 
acciones de inteligencia y por el bombardeo como práctica indiscriminada”, Ibíd., p. 46. 
61 “El 36% de estos hogares con niños y niñas huyeron por amenazas directas de los actores 
armados, el 25% por el miedo generalizado que se apoderó de las regiones de conflicto, el 22% por 
las masacres y los asesinatos, el 8% por casos de desaparición forzada, el 3% por atentados y el 
2% por casos de tortura”, BOLETÍN DE LA CONSULTORÍA PARA LOS DERECHOS HUMANOS Y EL 
DESPLAZAMIENTO (CODHES). Op. cit., p. 170. 
62 Dentro de las causas del desplazamiento de la infancia y la adolescencia el informe Basta ya 
resaltó el reclutamiento ilícito como la principal razón para que las familias con menores de edad 
huyan: “en las comunidades donde el GMH [Grupo de Memoria Histórica] adelantó su trabajo 
investigativo, el reclutamiento ilícito convirtió los espacios donde vivían los adolescentes, jóvenes y 
sus familias en lugares amenazadores e inseguros. Al intentar proteger a sus hijos e hijas del 
de diversas formas, la presencia de minas en sus regiones y la violencia sexual63, 
especialmente contra las niñas.        
 
Por su parte, la Corte Constitucional ha insistido en que, junto con el traslado al 
interior del país, la segunda condición para que se configure el desplazamiento es 
la coacción64. Cuestión que ha reiterado recientemente con ocasión de las dudas 
que surgieron a partir de los desplazamientos generados por las bandas criminales, 
conocidas como BACRIM; las cuales, no obstante su similitud con antiguas 
estructuras paramilitares, no son consideradas actores del conflicto armado. Para 
la Corte, resulta irrelevante el autor o el tipo de violencia que obliga a las personas 
a huir de sus hogares siendo, en cambio, de la mayor importancia la coacción a 
través de la cual se somete a las personas y se les impone marcharse65.    
                                                          
reclutamiento, las familias huyeron y con ello lesionaron sus vínculos de amistad, vecindad y 
convivencia, y perdieron sus grupos y lugares de referencia”, GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta 
ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 321. 
63 “En el caso de niños, niñas y adolescentes, el riesgo de reclutamiento o el uso como informantes 
o ayudas logísticas por parte de los actores armados, así como las afectaciones por MAP y MUSE y 
las violaciones sexuales, constituyen las causas inmediatas más relevantes en su desplazamiento y 
el de sus familias”, BOLETÍN DE LA CONSULTORÍA PARA LOS DERECHOS HUMANOS Y EL DESPLAZAMIENTO 
(CODHES). Introducción. Bogotá, Quito. Diciembre de 2012, n.° 80, p. 2.  
64 “Sea cual fuere la descripción que se adopte sobre desplazados internos, todas contienen dos 
elementos cruciales: la coacción que hace necesario el traslado y la permanencia dentro de las 
fronteras de la propia nación. Si estas dos condiciones se dan, como ocurre en el caso motivo de 
esta tutela, no hay la menor duda de que se está ante un problema de desplazados”, COLOMBIA. 
CORTE CONSTITUCIONAL, SALA OCTAVA DE REVISIÓN. Sentencia T-447 de 2010. (15 de junio de 2010). 
Magistrado Ponente: Dr. Humberto Antonio Sierra Porto. Cfr. Sentencias T-227 de 1997, T-327 de 
2001 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-268 de 2003 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-
740 de 2004 (M.P. Jaime Córdoba Triviño) T-1094 de 2004 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa) T-
175 de  2005 (M.P. Jaime Araújo Rentería), T-468 de 2006 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto), T-
328 de 2007 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), T-821 de 2007 (M.P. Catalina Botero Marino), T-042 de 
2009.  
65 "Así, en el marco de los escenarios enunciados en la Ley 387 de 1997, la Corte ha anotado que el 
desplazamiento forzado se configura cuando se presenta cualquier forma de coacción. Por lo tanto, 
la Corte afirmó que es indiferente para adquirir la condición de desplazado el tipo de violencia que 
sufrió esa población, ya sea ideológica, política o común”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA 
ESPECIAL DE SEGUIMIENTO A LA SENTENCIA T-025 DE 2004 Y SUS AUTOS DE CUMPLIMIENTO. Auto 119 de 
2013. (24 de junio de 2013). Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva. La Corte en dicho 
aparte cita jurisprudencia precedente que vale la pena rescatar: “es una circunstancia de carácter 
fáctico, que se presenta cuando se ha ejercido cualquier forma de coacción para el abandono del 
lugar habitual de residencia o de trabajo a otro lugar dentro de las fronteras del Estado. Sentencia 
T-328 de 2007 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), reiterada por la T-215 de 2009 (M.P. Humberto Sierra 
Porto), y por la sentencia T-506 de 2008 (M.P. Nilson Pinilla Pinilla): ‘la condición de desplazado por 
la violencia es una circunstancia de carácter fáctico, que se presenta cuando se ha ejercido cualquier 
forma de coacción para imponer el abandono del lugar habitual de residencia o de trabajo, obligando 
a movilizarse a otro lugar, dentro de las fronteras del Estado’”. Así mismo, “‘lo importante es la 
Relacionado con lo anterior, el cuarto componente de la definición del 
desplazamiento forzado interno: el contextual. Aun cuando haya predominado la 
consideración de que el desplazamiento forzado interno ocurre en el marco del 
conflicto armado interno –opción por la que opta este estudio–, esta violencia debe 
ser entendida dentro de un contexto mucho más amplio. De conformidad con la 
postura más extendida, tanto la Ley de Víctimas como la Sentencia T-677 de 2011 
privilegian la guerra como escenario dentro del cual ocurre el desplazamiento66. Sin 
embargo, los Principios rectores, la Ley 387 de 1997 y las Sentencias T-1346 de 
2001 y T-025 de 2004, entre otras, han optado por una interpretación del fenómeno 
más amplia. 
 
Dicha posición reconoce que, además de la situación de conflicto armado interno, 
también la “violencia generalizada, las violaciones de los derechos humanos o las 
catástrofes naturales o provocadas por el ser humano”67, los “disturbios y las 
tensiones interiores, la violencia generalizada, las violaciones masivas de los 
derechos humanos, las infracciones al derecho internacional a humanitario u otras 
circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar o alteren 
drásticamente el orden público”68, “la violencia generalizada, la violación de los 
derechos humanos o del derecho internacional humanitario y, en fin, determinados 
factores que pueden llegar a generar alteraciones en el orden público-económico 
interno”69 constituyen contextos dentro de los que se desplaza de manera forzada 
a las personas.        
                                                          
determinación de la migración interna en razón a una causa violenta, sin ser necesario identificar si 
la violencia, motivo del desplazamiento, fue política, ideológica o común’. Sentencia T-265 de 2010 
(M.P. Juan Carlos Henao)”. 
66 Por una parte la sentencia T-677 de 2011 reconoce el desplazamiento forzado interno 
“consecuencia del conflicto armado interno”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Tercera de 
Revisión. Sentencia T-677 de 2011. (12 de septiembre de 2011). Magistrado Ponente: Juan Carlos 
Henao Pérez. Por otra parte, la Ley de víctimas y de restitución de tierras expresamente se refiere 
al desplazamiento que ocurre “como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos 
Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno [las cursivas se agregaron]”, Parágrafo 
2 del artículo 60 y artículo 3 de la Ley 1448 de 2011.    
67 Principios rectores de los desplazamientos internos. 
68 Ley 387 de 1997. 
69 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA QUINTA DE REVISIÓN. Sentencia T-1346 de 2001. (12 de 
diciembre de 2001). Magistrado Ponente: Dr. Rodrigo Escobar Gil. 
Postura que el juez constitucional ha reiterado en el 2013 insistiendo en las dos 
únicas condiciones a las que hemos hecho referencia para que se configure el 
desplazamiento. Expresamente, la Corte ha manifestado que no se debe considerar 
restrictivamente que el desplazamiento forzado interno sólo ocurre en una situación 
de conflicto armado interno sino que, por el contrario, es menester aceptar que 
también la violencia generalizada o “una situación extendida de violencia” –como la 
que tiene lugar en los territorios en los que funcionan las BACRIM– que aqueje 
municipios, regiones e, incluso, localidades es condición suficiente para que se 
reconozcan los desplazamientos que en dichos contextos ocurren de facto. De 
manera que, “el temor o zozobra generalizada que sienten las personas en una 
situación extendida de violencia, que los lleva a abandonar su lugar de residencia o 
actividades económicas habituales, es una razón suficiente para reconocer su 
condición de desplazados por la violencia”70.   
 
El quinto componente de la definición que nos ocupa es el territorial. El mismo al 
que alude el adjetivo “interno” y que sirve para diferenciar el desplazamiento forzado 
del refugio71. Así, se habla de desplazamiento forzado interno cuando personas o 
grupos son obligados a abandonar su hogar para salvar su vida y/o proteger su 
integridad personal como consecuencia de conflictos armados internos, violencia 
generalizada, violaciones de los derechos humanos, catástrofes provocadas por 
otros, disturbios y tensiones interiores o alteraciones en el orden público-económico 
interno, y “no han cruzado una frontera estatal internacionalmente reconocida”72, 
“migran dentro del territorio nacional”73, “permanecen dentro de las fronteras de la 
                                                          
70 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA ESPECIAL DE SEGUIMIENTO A LA SENTENCIA T-025 DE 2004 
Y SUS AUTOS DE CUMPLIMIENTO. Auto 119 de 2013. (24 de junio de 2013). Magistrado Ponente: Luis 
Ernesto Vargas Silva.  
71 “El desplazamiento forzado se asemeja al refugio en sus elementos estructurales pero se 
diferencia en la dimensión espacial, pues el desplazamiento no trasciende las fronteras del Estado”, 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN (PGN). Op. cit., p. 18. 
72 Principios rectores de los desplazamientos internos. 
73 Ley 387 de 1997 y Ley 1448 de 2011.    
propia nación”74 o “deben migrar a otro lugar dentro de las fronteras del territorio 
nacional”75. 
 
Además de esos cinco elementos a partir de los cuales definir el desplazamiento 
forzado interno, tres cuestiones han de ser precisadas con relación al 
desplazamiento al que nos referiremos a lo largo de este escrito: 1) se trata de una 
situación fática que no presupone para que exista que una autoridad pública la 
reconozca como tal; 2) en Colombia ha predominado la insuficiencia de las 
garantías desplegadas por el Estado para prevenir el desplazamiento forzado 
interno, es decir, proteger a la población civil de los efectos de la guerra y, una vez 
ha tenido lugar, para asistir y garantizar un mínimo prestacional de derechos a todas 
sus víctimas; y 3) la migración forzada interna implica siempre y en todo caso la 
violación de múltiples derechos fundamentales. 
 
La primera precisión no tendría sentido si no fuera porque en Colombia, como 
dijimos anteriormente, el principal obstáculo para acceder a la asistencia y, en 
general, a los servicios que el Estado presta a las personas en situación de 
desplazamiento ha sido la exigencia de demostración de la condición de 
desplazado76. Esto ha obligado, en no pocas ocasiones, a la Corte Constitucional a 
insistir en el carácter fáctico de la migración forzada77 e independiente del 
                                                          
74 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SÉPTIMA DE REVISIÓN. Sentencia T-227 de 1997. (5 de 
mayo de 1997). Magistrado Ponente: Dr. Alejandro Martínez Caballero.  
75 Sentencias T-1346 de 2001 y T-025 de 2004. 
76 “No se puede tener como condición sine qua non para el ejercicio de derechos fundamentales de 
los desplazados la certificación de la ‘condición de desplazado’, o, lo que es lo mismo, considerar 
que las personas que alegan serlo sólo tienen derecho de protección especial en la medida en que 
así lo consideren los funcionarios estatales correspondientes”, Sentencia T-468 de 2006. “En 
relación con la declaración por parte del Ministerio del Interior acerca de cuándo una persona 
adquiere la condición de desplazamiento, de acuerdo con el decreto 2569 del 2000, este Tribunal ha 
reiterado que no es necesaria ninguna declaración pública o privada para que se configure tal 
situación”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA ESPECIAL DE SEGUIMIENTO A LA SENTENCIA T-025 
DE 2004 Y SUS AUTOS DE CUMPLIMIENTO. Auto 119 de 2013. (24 de junio de 2013). Magistrado Ponente: 
Luis Ernesto Vargas Silva. 
77 “Desde el punto de vista jurídico, el concepto de desplazado es una noción que describe una 
situación fáctica cambiante (…) que debe ser entendida y aplicada de manera amplia con arreglo al 
principio pro homine, tal como lo recomiendan la jurisprudencia de esta corporación y los organismos 
internacionales”, Corte Constitucional. Sentencia C-372 de 2009 (M.P. Nilson Pinilla Pinilla). “Al igual 
que acontece con la condición de personas víctimas del desplazamiento forzado, la condición de 
víctima de la violencia política es una situación fáctica soportada en el padecimiento de hechos como 
reconocimiento que del mismo pueda hacer cualquier autoridad. Así por ejemplo la 
Sentencia T-327 de 2001, a partir de una “interpretación sistemática, teleológica, y 
más favorable a la protección de los derechos humanos”78 la Corte precisó que por 
tratarse de una realidad fáctica, la existencia del desplazamiento no depende de la 
confirmación que den las autoridades públicas acerca de su existencia79.         
 
La segunda precisión tiene que ver con la insuficiencia de la respuesta del Estado 
colombiano al problema del desplazamiento forzado interno, sin que ello signifique 
desconocer que se trata de una situación capaz de desbordar las capacidades de 
cualquier país. Empezando por el tardío reconocimiento del problema y de la 
responsabilidad pública en su prevención y solución80, el desplazamiento en 
Colombia se ha caracterizado por poner en evidencia las dificultades del Estado 
para proteger y asistir a la población más vulnerable y, sobretodo, ha demostrado 
la contrariedad entre actuación pública ejecutiva y marco constitucional81. Cuestión 
                                                          
atentados terroristas, combates, secuestros, ataques, masacres, homicidios, esto es, de una serie 
de actos que en el marco del conflicto armado interno afectan derechos fundamentales como la vida, 
la integridad física, la seguridad o la libertad personal”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia 
C-914 de 2010. (16  de noviembre de 2010) Magistrado Ponente: Juan Carlos Henao Pérez. 
78 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEXTA. Sentencia T-327 de 2001. (26 de marzo de 2001). 
Magistrado Ponente: Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.                                                     
79 “Igualmente, realiza una interpretación en el sentido que más convenga a la finalidad de la norma, 
se encuentra que frente al tratamiento de tan grave situación como lo es el desplazamiento 
forzado, lo más razonable es entender que no se puede condicionar la existencia de una realidad a 
la afirmación de su configuración por parte de las autoridades”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, 
SALA SEXTA. Sentencia T-327 de 2001. (26 de marzo de 2001). Magistrado Ponente: Dr. Marco 
Gerardo Monroy Cabra. 
80 “Hasta hace algunos años el Gobierno no reconocía que había un problema de desplazamientos 
internos en el país, sea porque se consideraba como una parte indisociable de un proceso de 
colonización y migración interna, sea porque lo veía como una consecuencia de la violencia de la 
que el Gobierno había negado reiteradamente ser responsable”, ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES 
UNIDAS (ONU), CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL. Informe del Representante del Secretario General 
sobre la cuestión de los desplazados internos, Sr. Francis Deng, presentado en cumplimiento de la 
Resolución 1993/95 de la Comisión de Derechos Humanos. Adición: Estudio de casos de 
desplazamiento: Colombia. Op. cit., numeral 74. Cfr. “La negación del problema y la ausencia de una 
política estatal”, RODRÍGUEZ GARAVITO, CÉSAR & RODRÍGUEZ FRANCO, DIANA. 1. El contexto: el 
desplazamiento forzado y la intervención de la Corte Constitucional (1995-2009). En: Rodríguez 
Garavito, César (Coord.). Más allá del desplazamiento. Políticas, derechos y superación del 
desplazamiento forzado en Colombia. Bogotá: Universidad de los Andes, Facultad de Derecho, 
Ediciones Uniandes, 2009, pp. 18-20. (Colección Estudios CIJUS). 
81 “Es claro que la situación de la niñez y de la juventud en Colombia está en deterioro progresivo y 
que las posibilidades de supervivencia disminuyen. Los mecanismos de protección establecidos por 
el Estado no tienen la capacidad de respuesta necesaria, son insuficientes y la mayoría de las veces 
ineficientes para hacer frente a las complejas condiciones de orden social, político y económico que 
deben enfrentar los niños como miembros de esta sociedad”, BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 56.     
que se complementará en el Numeral 3, de la Sección C, del Capítulo III de esta 
tesis.  
 
La demostración de ello no sólo son las exorbitantes cifras de personas 
desplazadas, ni las incontables tutelas y recursos judiciales a los que han debido 
recurrir sus víctimas para recibir algún tipo de asistencia sino, sobre todo, las fallas 
identificadas y documentadas a lo largo del proceso de seguimiento a la política 
pública sobre desplazamiento que ha emprendido la Corte Constitucional 
colombiana, las cuales condensan y en ocasiones superan los informes de todas 
las organizaciones nacionales e internacionales que han observado de cerca el 
problema del desplazamiento, concordando con la Corte acerca de la insuficiencia 
de la respuesta pública al problema82. 
 
No obstante los avances alcanzados –como la visibilización del problema, el 
desbloqueo institucional, el despliegue de recursos y las mejoras en el registro, la 
ayuda humanitaria y la participación de los desplazados, a los que hicieron 
referencia tanto una Magistrada Auxiliar de la Sala Especial de Seguimiento a la 
Sentencia T-025 de 2004 como la Directora de la Unidad para la Atención y la 
Reparación Integral a las Víctimas83–, aún hoy persisten problemas estructurales 
                                                          
82 “Las iniciativas oficiales de los últimos seis años que incluyen una ley y tres documentos del 
Consejo Nacional de Política Económica y Social, entre otras disposiciones, no han incidido 
positivamente en la población menor desplazada que sigue creciendo sin que se garantice el pleno 
ejercicio de sus derechos fundamentales”, BOLETÍN DE LA CONSULTORÍA PARA LOS DERECHOS HUMANOS 
Y EL DESPLAZAMIENTO (CODHES). Esta guerra no es nuestra... y la estamos perdiendo. Op. cit., p. 
178. Ver también: ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS REFUGIADOS (ACNUR), 
OFICINA PARA COLOMBIA. Balance de la política pública de prevención, protección y atención al 
desplazamiento interno forzado en Colombia. Agosto 2002 - agosto 2004. Bogotá D.C.: ACNUR, 
2004, 367 p. ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS REFUGIADOS (ACNUR), OFICINA 
PARA COLOMBIA. Balance de la política pública para la atención integral al desplazamiento forzado en 
Colombia. Enero 2004 – abril 2007. Bogotá D.C.: ACNUR, 2007, 500 p. ATEHORTÚA ARREDONDO, 
CLARA INÉS. Política pública y desplazamiento forzado. La realidad de la aplicación del sistema de 
atención. En: Revista Estudios Socio-Jurídicos. 2010. 12, 1, pp. 172-198. MENDOZA PIÑEROS, A. M. 
El desplazamiento forzado en Colombia y la intervención del Estado. En: Revista de Economía 
Institucional. Primer semestre, 2012. Vol. 14, n.° 26, pp. 169-202. 
83 UNIVERSIDAD DEL ROSARIO & FUNDACIÓN HANS SEIDEL. Foro “El desplazamiento forzado en 
Colombia: 10 años de la Sentencia T-025 de 2004” (6 de agosto de 2014). 
que impiden prevenir nuevos desplazamientos84, así como asegurar unos derechos 
mínimos, al menos a la mayor parte de la población del país que ha sufrido este 
flagelo85. Uno de ellos es la inclusión del enfoque diferencial etario en la política 
pública sobre desplazamiento forzado.         
 
De manera que, el desplazamiento forzado interno es ante todo una realidad fáctica 
con amplias implicaciones en el plano jurídico –especialmente en lo que concierne 
a los derechos fundamentales que lesiona–; las cuales han sido desatendidas por 
las autoridades responsables de crear las condiciones para que todos los individuos 
gocen de sus derechos. Lo que nos conduce a la tercera precisión. En virtud de las 
consideraciones acerca de los elementos coactivo y contextual de la definición de 
desplazamiento forzado interno, éste siempre conlleva la vulneración de múltiples 
derechos fundamentales de las personas que lo sufren y que en el caso de los niños 
y las niñas es más que evidente, en razón a la vulnerabilidad de su condición y a 
los impactos que produce en su desarrollo e integridad. Cuestión que se explicará 
mejor cuando se haga referencia a los aportes de la Corte Constitucional en la 
materia. 
 
Desde el punto de vista temporal, la migración forzada interna a la que hacemos 
referencia no es una realidad exclusiva de los dos últimos siglos. Por el contrario, 
se trata de un problema que ha acompañado el largo suceder de conflictos bélicos 
que han azotado nuestro pueblo y que se remontan a la llegada de los españoles86. 
                                                          
84 CENTRO DE MONITOREO DE DESPLAZAMIENTO INTERNO (IDMC), CONSEJO NORUEGO PARA 
REFUGIADOS. Colombia. El desplazamiento continúa a pesar de esperanzas de paz. [s.l.]: IDMC, 
2014, 16 p. 
85 Por ejemplo, según la Encuesta de Goce Efectivo de Derechos EGED 2013 -2014 realizada por el 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) y comisionada por la Unidad para la 
Atención y la Reparación Integral a las Víctimas “el porcentaje de hogares desplazados e inscritos 
en el RUV [Registro Único de Víctimas] que NO se encontraron en condiciones de pobreza en el 
periodo analizado fue del 36,2%”, DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE ESTADÍSTICA (DANE). 
Encuesta de Goce Efectivo de Derechos EGED 2013 -2014. Bogotá: Autor, 2015, p. 2. Lo que 
significa que el restante 63,8% si vive en dicha condición. 
86 A tal punto que para algunos autores “nuestra historia es la historia de un desplazamiento 
incesante, sólo a ratos interrumpido”, MOLANO, ALFREDO. Desterrados. Crónicas del desarraigo. 
Bogotá: El Áncora Editores, 2001, p. 14. En el mismo sentido otro autor que se refiere al periodo 
conocido como La Violencia: “poco puede documentarse el investigador respecto a la incidencia de 
las migraciones durante el periodo de la violencia en Colombia. Se sabe que ellas ocurrieron con 
Sin embargo, cuando hacemos referencia al desplazamiento forzado interno nos 
referimos a este nuevo “hito histórico en los procesos de despojo y expulsión”87 que 
inicia en los años ochenta y que coincide con la exacerbación de las violencias 
ocasionadas por el conflicto armado interno. El mismo desplazamiento al que ha 
aludido la Corte Constitucional desde su primer pronunciamiento sobre el tema88: 
“el problema del desplazamiento forzado interno en Colombia, cuya dinámica actual 
tuvo su inicio en la década de los años ochenta, afecta a grandes masas 
poblacionales”89 y que empieza a ser visible en los años noventa90. 
 
Con relación a la infancia, el problema del desplazamiento también empieza a ser 
visible en los noventa. Un ejemplo de ello es el Informe no gubernamental preparado 
por el núcleo de las ONG para el Seguimiento a la Convención sobre los Derechos 
del Niño publicado en 1996, el cual da cuenta de los “niños desplazados por la 
violencia”91 manifestando su origen en la guerra92, su carácter masivo y cotidiano, 
                                                          
una intensidad extraordinaria, y se han determinado algunos polos de atracción migratoria que 
lograron fijar buena parte de la población flotante. Muchas ciudades colombianas crecieron 
descomunalmente por el impacto de los inmigrantes desplazados de las áreas de violencia. Pero en 
qué proporción intervino este factor en el crecimiento urbano de Colombia no será posible saberlo 
sino después de que se realice el censo nacional de 1963”, GUZMÁN, G., FALS, O. & UMAÑA, E. La 
violencia en Colombia. Tomo I. Bogotá: Taurus, 2005, p. 319.          
87 BELLO, M.N. El desplazamiento forzado en Colombia: acumulación de capital y exclusión social. 
En: Ardila, G. (ed.). Colombia: Migraciones, transnacionalismo y desplazamiento. Bogotá D.C.: 
Universidad Nacional de Colombia, Facultad de Ciencias Sociales, Centro de Estudios Sociales, 
2006, p. 382. (Colección CES).  
88 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SÉPTIMA DE REVISIÓN. Sentencia T-227 de 1997. (5 de 
mayo de 1997). Magistrado Ponente: Dr. Alejandro Martínez Caballero. 
89 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de 
enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y 
acumulados. 
90 “El Gobierno de Colombia no posee estadística alguna sobre el número de desplazados internos, 
aunque algunos funcionarios públicos, en sus conversaciones con el Representante, hicieron 
hincapié en que el problema era muy grave. Las organizaciones no gubernamentales locales e 
internacionales estiman que el número de personas internamente desplazadas asciende por lo 
menos a 300.000”, ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL. 
Informe del Representante del Secretario General sobre la cuestión de los desplazados internos, Sr. 
Francis Deng, presentado en cumplimiento de la Resolución 1993/95 de la Comisión de Derechos 
Humanos. Adición: Estudio de casos de desplazamiento: Colombia. Op. cit., numeral 10.  
91 UNICEF, OFICINA REGIONAL PARA AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE. De Menor a Ciudadano. 
Implementación de la Convención Internacional de los Derechos del Niño en América Latina y el 
Caribe. Santafé de Bogotá, D.C.: UNICEF, 1996, pp. 58-59. 
92 Entendiendo esta como la “consecuencia de la desigualdad política, social y económica, 
concentración del poder y mala distribución de los recursos”, UNICEF, OFICINA REGIONAL PARA 
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE. De Menor a Ciudadano. Implementación de la Convención Internacional 
su impacto emocional y en las condiciones de vida de los niños y las niñas93, la 
invisibilidad del fenómeno para el Estado, y el porcentaje de mujeres, niños y niñas 
dentro del total de población desplazada: “el setenta por ciento de los trescientas 
mil desplazados por motivos de violencia política en Colombia está representado 
por mujeres y niños”94.  
 
Respecto de sus modalidades, el desplazamiento forzado interno puede ser 
individual, colectivo o masivo95. Según las particularidades del lugar de expulsión y 
el lugar de llegada también puede clasificarse en: desplazamiento de una zona rural 
a otra con las mismas características, de una zona rural a una urbana96, urbano97 o 
intraurbano98, cuando se da al interior de la misma ciudad. Conforme a la frecuencia 
o al número de desplazamientos, también puede ser considerado único o múltiple, 
teniendo en cuenta que muchas personas se han visto obligadas a abandonar su 
lugar de residencia habitual no solo una vez sino varias veces, especialmente 
cuando han sido objeto de amenazas individuales y, posteriormente, objeto de 
                                                          
de los Derechos del Niño en América Latina y el Caribe. Santafé de Bogotá, D.C.: UNICEF, 1996, p. 
58. 
93 “Trescientas mil personas han sido obligadas a dejar sus parcelas, y en muchos casos su familia, 
llegando en condiciones infrahumanas a los barrios marginales de las ciudades. Sin embargo, para 
el estado son invisibles”, Ibíd., p. 58.  
94 Ibíd., p. 59. 
95 Se desplazan personas, familias o comunidades enteras, GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta 
ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 295. Para conocer más acerca de la última 
tipología ver: “éxodos en masa, conflicto armado y regiones”, BOLETÍN DE LA CONSULTORÍA PARA LOS 
DERECHOS HUMANOS Y EL DESPLAZAMIENTO (CODHES). 1999: Desplazamiento sin tregua. Op. cit., 
pp. 199-200.  
96 BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 47. Este es el tipo de desplazamiento que predomina: “las 
informaciones conocidas hasta el momento sobre los ciclos y las trayectorias del desplazamiento, 
muestran que si bien los desplazados intentan ubicarse en zonas cercanas al tejido social y cultural 
del sitio de expulsión, la inseguridad que imprime el conflicto armado y su situación socioeconómica 
le obligan a buscar las poblaciones y ciudades intermedias o capitales de departamento y finalmente 
los grandes centros urbanos”, ROJAS RODRÍGUEZ, JORGE & ROMERO SILVA, MARCO. Op. cit., p. 12.  
97 “Las personas que se desplazan de un centro urbano a otro para evitar la persecución han dado 
origen a un fenómeno denominado ‘desplazamiento urbano’. Estos desplazamientos suelen afectar 
a las personas interesadas y/o sus familias”, ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), CONSEJO 
ECONÓMICO Y SOCIAL. Informe del Representante del Secretario General sobre la cuestión de los 
desplazados internos, Sr. Francis Deng, presentado en cumplimiento de la Resolución 1993/95 de 
la Comisión de Derechos Humanos. Adición: Estudio de casos de desplazamiento: Colombia. OP. 
cit., numeral 55.  
98 Ver el estudio sobre tres casos emblemáticos de desplazamientos masivos ocurridos al interior de 
Medellín: ATEHORTÚA ARREDONDO, CLARA INÉS. Caracterización del desplazamiento forzado 
intraurbano. Medellín 2000-2004. En: Opinión Jurídica. Julio-diciembre, 2009. vol. 8, n.° 16, pp. 99-
114.   
persecución hasta el lugar de llegada. Por su parte, el informe Basta ya lo ha 
caracterizado, en general en Colombia, como masivo y sistemático99 y siempre 
antecedido por graves violaciones a los derechos humanos. 
 
Sin embargo, no siempre ha sido así, en 1995 el Representante del Secretario 
General sobre la cuestión de los desplazados internos dio cuenta del 
desplazamiento en Colombia e hizo referencia a la migración forzada interna de  
pequeños grupos, familias o individuos100. Situación que varió cinco años después, 
cuando el porcentaje de desplazamientos masivos empezó a ser más 
representativo101. Una vez más las modalidades en las que ocurre el 
desplazamiento demuestran la transformación del conflicto armado y sus dinámicas. 
Es así como, en años más recientes, se habla de más desplazamientos masivos en 
las zonas en las que aumentaron los enfrentamientos102 y, al mismo tiempo, del 
aumento de los desplazamientos individuales intraurbanos y del campo hacía la 
ciudad103. 
 
                                                          
99 GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 
295. 
100 “Las personas internamente desplazadas rara vez huyen en números realmente grandes, como 
en otros países; por lo general se desplazan en grupos pequeños de algunas familias o individuos”, 
ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL. Informe del 
Representante del Secretario General sobre la cuestión de los desplazados internos, Sr. Francis 
Deng, presentado en cumplimiento de la Resolución 1993/95 de la Comisión de Derechos Humanos. 
Adición: Estudio de casos de desplazamiento: Colombia. Op. cit., numeral 13.  
101 “Alrededor del 30% del total de hogares desplazados huyeron en forma de éxodo mientras que el 
70% lo hizo en forma individual y familiar y de manera dispersa”, BOLETÍN DE LA CONSULTORÍA PARA 
LOS DERECHOS HUMANOS Y EL DESPLAZAMIENTO (CODHES). Esta guerra no es nuestra... y la estamos 
perdiendo. Op. cit., p. 170. Cuatro meses después la migración forzada en Colombia mantenía la 
misma dinámica: “la mayoría de los desplazados huyen en forma individual y familiar (79% en 1998) 
aun cuando la dinámica del conflicto armado impone en forma creciente los éxodos en masa (21%)”, 
ROJAS RODRÍGUEZ, JORGE & ROMERO SILVA, MARCO. Op. cit., p. 14.  
102 COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA (CICR), DELEGACIÓN EN COLOMBIA. Situación Humanitaria. 
Informe de actividades Colombia 2012, Op. cit., p. 31.       
103 Ibíd., p. 31.  Así mismo, el ultimo informe del Internal Displacement Monitoring Centre: “rural to 
urban flight is predominant across the region, but intra-urban displacement is also on the rise in cities 
such as Medellín, Cali, Buenaventura, San Pedro Sula, Acapulco and Monterrey. Mass 
displacements of more than ten families or 50 individuals have increased in both Colombia and 
Mexico in recent years”, INTERNAL DISPLACEMENT MONITORING CENTRE (IDMC), NORWEGIAN REFUGEE 
COUNCIL. Op. cit., p. 39. 
Otra característica relevante, para la mejor comprensión del fenómeno del 
desplazamiento forzado interno en Colombia, es la que concierne a los grupos más 
afectados con el mismo. Principalmente, la migración forzada golpea a 
campesinos104, pueblos indígenas105, afrocolombianos106 y otras poblaciones 
vulnerables tales como los defensores de derechos humanos, los sindicalistas, los 
periodistas, las mujeres107 y, como vimos, los niños y las niñas108. Respecto de la 
situación de los campesinos, el 74% de la población víctima de desplazamiento “ha 
sido expulsada de territorios rurales en los cuales dejaron abandonado su 
                                                          
104 MEDELLÍN LOZANO, FERNANDO. Presentación. En: Red de Solidaridad Social. Atención a población 
desplazada por el conflicto armado. Compendio de políticas y normas. Bogotá D.C.: Red de 
Solidaridad Social, 1999, p. 13. 
105 “En las cabeceras municipales de los pequeños municipios y en las grandes ciudades del país 
reside una minoría de indígenas que ha ido creciendo como consecuencia del proceso migratorio 
hacia las zonas urbanas del país por los cambios culturales, el agotamiento de las tierras de los 
resguardos, especialmente de la zona andina, y por el desplazamiento forzado de las comunidades 
a raíz de la lucha por la tierra que tienen los actores armados ilegales en los territorios 
correspondientes a los resguardos, especialmente en las regiones de la Sierra Nevada de Santa 
Marta, y del Urabá y en los departamentos de Cauca, Córdoba,  Guaviare, Nariño y Putumayo”, 
HERNÁNDEZ ROMERO, A.;  SALAMANCA RODRÍGUEZ, L. M. & RUIZ GARCÍA, F. A. La población étnica y el 
Censo General 2005. En: Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), Dirección 
de Censos y Demografía, Colombia una nación Multicultural. Su diversidad étnica. Consultado el 21 
de julio de 2012. Disponible en 
http://www.dane.gov.co/files/censo2005/etnia/sys/colombia_nacion.pdf 
106 “La población afrocolombiana vive en la actualidad un proceso acelerado de migración hacia 
centros urbanos como consecuencia del desplazamiento forzado ocasionado por el enfrentamiento 
de los grupos ilegales, en las regiones de Urabá y del medio Atrato y por la expansión de los cultivos 
ilícitos en las regiones de los ríos Patía y Naya; es así como en las ciudades de Cartagena, Cali, 
Barranquilla, Medellín y Bogotá reside el 29,2% de dicha población”, Ibíd. Ver también: RODRÍGUEZ 
GARAVITO, CÉSAR (DIR.), ORDUZ SALINAS, NATALIA & BERRÍO, JULIÁN.  El desplazamiento forzado de los 
afrocolombianos. Evaluación del cumplimiento del Gobierno colombiano del auto 005 de la Corte 
Constitucional. Bogotá D.C.: Universidad de los Andes, Facultad de Derecho, Programa de Justicia 
Global y Derechos Humanos, 2010, 54 p. (Colección Justicia Global, 4).   
107 “El conflicto armado recae de modo desproporcionado sobre ciertas profesiones o actividades, 
sobre las minorías étnicas y sobre las mujeres”, ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), 
PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO (PNUD). Op. cit., p. 128. El estudio 
identifica, dentro de la primera categoría, a los dirigentes y funcionarios públicos, dirigentes y 
activistas sindicales, periodistas y comunicadores, y a los defensores de derechos humanos; dentro 
de la segunda a los afrocolombianos e indígenas y, en la tercera, a las mujeres. Tanto los primeros 
como los segundos se convirtieron en objetivos “militares” de los grupos armados ilegales tal como 
lo demuestra el número de asesinatos de dirigentes políticos y funcionarios públicos  entre enero de 
1998 y agosto de 2002 (2.789), de sindicalistas entre 1999 y 2001(338), de periodistas y 
comunicadores entre comienzos de 1991 y mediados de 2002 (40), de defensores de derechos 
humanos entre julio de 1996 y 2002 (73), Ibíd., p. 128.   
108 Así lo ha entendido, también, la Corte Constitucional: “los connacionales obligados a abandonar 
sus hogares por medio de la violencia son en su mayor parte campesinos pobres, con un bajo nivel 
de instrucción escolar. Además, la mayoría de las personas desplazadas son menores de edad y 
mujeres”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia SU-1150 de 2000. (30 de 
agosto de 2000). Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
patrimonio económico y social”109. Contribuyendo, de esa manera, al aumento de la 
población urbana –en perjuicio de la rural– en la medida que, como vemos, la 
mayoría de personas en situación de desplazamiento escapa del campo para ir a la 
ciudad110.   
 
Esta realidad, además, puede ser entendida como una constante del 
desplazamiento, tal como lo demuestran, de un lado, los hallazgos del 
Representante del Secretario General sobre la cuestión de los desplazados internos 
de 1994 –los cuales daban cuenta de la mayor afectación de las poblaciones 
campesinas, indígenas y afrocolombianas111– y, de otro, el último informe del 
Internal Displacement Monitoring Centre, el cual menciona el desplazamiento 
desproporcionado de pueblos indígenas y comunidades afrocolombianas112. De 
manera que, no va a ser distinta la conclusión a la que se llegue si se observa el 
origen geográfico, étnico y cultural de la población infantil desplazada113. 
                                                          
109 SALGADO ARAMÉNDEZ, C. Procesos de desvalorización del campesinado y antidemocracia en el 
campo colombiano. En: Forero Álvarez, J. (Editor). El campesino colombiano entre el protagonismo 
económico y el desconocimiento de la sociedad. Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana, 2010, p. 
15. 
110 “De acuerdo con el Censo de Población de 1993, la Población Urbana ascendió vertiginosamente 
a 71.17% en Colombia. La Población Rural disminuyó al 28.83%. Los problemas difíciles en los 
campos colombianos motivados por los enfrentamientos guerrilleros, de narcotráfico y paramilitares, 
influyeron en la emigración de las gentes de los campos a las ciudades”, OCAMPO LÓPEZ, JAVIER. 
Op., cit., p. 370.       
111 “Según los testimonios recibidos por el Representante y las observaciones de los funcionarios, 
las víctimas del desplazamiento son por lo general campesinos, entre ellos miembros de la población 
indígena y de raza negra, que viven en zonas de influencia de los guerrilleros o paramilitares, y que 
son víctimas de la contrainsurgencia o quedan entre dos fuegos; dirigentes políticos, dirigentes de 
movimientos de la oposición política, dirigentes sociales como miembros de los sindicatos de 
profesores y de campesinos; y funcionarios públicos, como jueces y abogados”, ORGANIZACIÓN DE 
LAS NACIONES UNIDAS (ONU), CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL. Informe del Representante del 
Secretario General sobre la cuestión de los desplazados internos, Sr. Francis Deng, presentado en 
cumplimiento de la Resolución 1993/95 de la Comisión de Derechos Humanos. Adición: Estudio de 
casos de desplazamiento: Colombia. Op. cit., numeral 52. “Una categoría de personas que parece 
especialmente vulnerable es la de los indígenas (aproximadamente 800.000) y los negros (2 
millones)”, Ibíd., numeral 63.  
112  “Ethnic minorities make up a disproportionate number of IDPs throughout the region. Colombia’s 
Pacific coast, from where more a third of the country’s displaced population has fled in recent years, 
is home to many indigenous and Afro-Colombian communities”, INTERNAL DISPLACEMENT MONITORING 
CENTRE (IDMC), NORWEGIAN REFUGEE COUNCIL. Op. cit., p. 40.  
113 “El 75% de los hogares desplazados con menores de edad provienen de zonas rurales y, en 
casos específicos, de comunidades afrocolombianas o indígenas, especialmente de los 
departamentos del Chocó, Antioquia, Putumayo, Valle del Cauca, Guaviare y Córdoba”, BOLETÍN DE 
LA CONSULTORÍA PARA LOS DERECHOS HUMANOS Y EL DESPLAZAMIENTO (CODHES). Esta guerra no es 
nuestra... y la estamos perdiendo. Op. cit., p. 170.  
Finalmente, son distintas las perspectivas desde las cuáles se ha estudiado el 
problema del desplazamiento forzado interno en nuestro país. Algunas de ellas han 
tenido, incluso, un impacto a nivel legislativo. Este es el caso del despojo de tierras 
como causa y/o efecto de la migración forzada interna, contemplado en la Ley 1448 
de 2011114. En efecto, el Título IV de dicha normativa prevé las medidas de 
reparación de las víctimas del conflicto armado interno, una de las cuales 
corresponde, precisamente, a la restitución de tierras115. Además de unas 
disposiciones generales, en ese capítulo se crea un procedimiento de restitución y 
protección de derechos de terceros, así como la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión de Restitución de Tierras Despojadas y se dictan normas para las mujeres 
en los procesos de restitución. 
 
A manera de ejemplo –puesto que es incontable la bibliografía en Colombia sobre 
desplazamiento forzado interno–, estos son otros de los enfoques que se han 
adoptado en Colombia para analizar el problema de la migración forzada interna: el 
de las lógicas del poder y el control de los recursos116; el del vínculo entre los cultivos 
                                                          
114 Cfr. AROCHA, JAIME. Ombligados de Ananse. Hilos ancestrales y modernos en el Pacífico 
Colombiano. Santafé de Bogotá: Facultad de Ciencias Humanas, Universidad Nacional de Colombia, 
1999,  204 p. (con relación a las tierras de los pueblos afrocolombianos); CENTRO NACIONAL DE 
MEMORIA HISTÓRICA (CNMH), GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA. La tierra en disputa. Memorias del 
despojo y resistencias campesinas en la Costa Caribe 1960 – 2010. Op. cit. 
114 AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL, PROYECTO 
PROTECCIÓN DE TIERRAS Y PATRIMONIO DE LA POBLACIÓN DESPLAZADA. El cultivo de coca en los 
municipios más expulsores de población desplazada. En: Caracterización de las tierras rurales y su 
correlación con el desplazamiento forzado en Colombia. Bogotá, DC.: el autor, 2010, pp. 127-147. 
Algunos de los autos de la Corte Constitucional sobre la restitución de tierras de la población 
desplazada son los autos 092 de 2008 y 004, 005 y 008 de 2009.  
115 Cfr. Capítulo III de dicha ley. 
116 “Si bien existe una caracterización del desplazamiento forzado desde la perspectiva de sus 
implicaciones en términos de derechos humanos, es necesario analizar el problema desde las 
racionalidades de poder y los conflictos por el control de territorios y recursos económicos y 
estratégicos, que están en la base de este fenómeno”, ROJAS RODRÍGUEZ, JORGE & ROMERO SILVA, 
MARCO. Op. cit., p. 7. En el mismo sentido: “semejante ley fue expedida en 1993, pero 
lamentablemente gran parte de las tierras en cuestión quedaba expuesta a incursiones de 
guerrilleros y paramilitares, así que los afrocolombianos fueron los más afectados por el fenómeno 
de desplazamiento forzoso, y no solo a consecuencia de la violencia estrictamente política sino por 
los intentos de jefes paramilitares y aliados suyos de tomar estas tierras para siembras comerciales”, 
BUSHNELL, DAVID. Op. cit., p. 424; CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA (CNMH), GRUPO DE 
MEMORIA HISTÓRICA. La masacre de Bahía Portete. Mujeres Wayuu en la mira. Op. cit.; CENTRO 
NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA (CNMH), GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA. "Nuestra vida ha sido 
nuestra lucha". Resistencia y memoria en el Cauca Indígena. Op. cit. 
de coca y el desplazamiento117; el del desplazamiento forzado interno como 
"dispositivo jurídico"118 sofisticado dirigido a frenar el flujo de migrantes 
internacionales119; el del carácter delictivo del desplazamiento120; el de la relación 
entre desplazamiento y pobreza121; el de los impactos de la migración forzada 
interna: la nuestra; y otros más recientes como el de la violencia sexual contra las 
mujeres cometida en el marco del conflicto armado como causa del 
desplazamiento122. 
 
B. Los efectos del desplazamiento forzado interno en la vida presente y 
futura de los niños y las niñas que se han visto afectados por el mismo 
 
La presente sección tiene como finalidad hacer referencia al soporte social que 
justifica que la Corte Constitucional colombiana diferencie la situación de 
desplazamiento forzado interno vivida por un niño o una niña, de la experimentada 
por cualquier otra persona. Se espera que de su lectura emerja la respuesta a la 
siguiente pregunta: ¿cuáles son los factores psicológicos y sociológicos 
(individuales, familiares y comunitarios) que exigen que la solución al problema del 
                                                          
117 AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL, PROYECTO 
PROTECCIÓN DE TIERRAS Y PATRIMONIO DE LA POBLACIÓN DESPLAZADA. El cultivo de coca en los 
municipios más expulsores de población desplazada. Op. cit., p. 200.   
118 VIDAL LÓPEZ, ROBERTO CARLOS. Derecho Global y Desplazamiento Interno. Creación, uso y 
desaparición del desplazamiento forzado por la violencia en el Derecho contemporáneo. Bogotá: 
Editorial Pontificia Universidad Javeriana, 2007, p. 18. (Colección Fronteras del Derecho).       
119 Frente la presión creciente de migrantes «no deseados» en los países desarrollados se crean 
soluciones paralelas (Ibíd, p. 48) tales como “el dispositivo jurídico institucional del desplazamiento 
interno” (Ibíd., p. 17), el cual busca la contención de los migrantes forzados dentro de los confines 
de sus propias naciones, Ibíd. En el mismo sentido: SÁNCHEZ, BEATRIZ. Cuando los derechos son la 
jaula. Trasplante rígido del soft law para la gestión del desplazamiento forzado. En: Estudios 
Políticos. Junio-diciembre, 2009. vol. 35, pp. 11-32. 
120 El desplazamiento forzado como delito: BOHÓRQUEZ, VIVIANA & CENTENO SOTO, ALBA ROCÍO. El 
desplazamiento, un delito por visibilizar. Una mirada desde el ámbito de la responsabilidad. En: 
Aguirre Román, Javier (Editor). Desplazamiento Forzado en Colombia. Derechos, acceso a la justicia 
y reparaciones. Colombia: Generalitat Valenciana, Agencia de la ONU para los Refugiaos (ACNUR) 
y Centro de Derechos Humanos y Litigio Internacional (CEDHUL), 2007, pp.  62-113. 
121 Cfr. un estudio que, desde la perspectiva económica, demuestra el “deterioro marcado” (p. 5) que 
causa el desplazamiento forzado en el capital “físico, humano, social y financiero” (Caps. IV, V y VI) 
de sus víctimas: IBÁÑEZ, A. M., Op. cit.     
122 “El vínculo existente entre el desplazamiento forzado y la violencia sexual basada en género, en 
el marco del conflicto armado en Colombia es cada vez más evidente”, Consejo Noruego para 
Refugiados – NRC. Desplazamiento Forzado y Violencia Sexual Basada en Género. Buenaventura, 
Colombia: realidades Brutales. Bogotá: Autor, 2014, p. 2.  
desplazamiento forzado distinga entre niñez y adultez? Factores que serán 
traducidos en términos de impactos del desplazamiento forzado interno en la vida 
presente y futura de quienes siendo niños han sufrido esta violencia y que, por su 
naturaleza, exigen intervenciones o respuestas del tipo «política pública»; tal como 
lo sugiere Martha Nussbaum123 de cara a otras problemáticas.  
 
Así mismo, ésta es la base a partir de la cual se pondrá en evidencia que, en la 
práctica, el desplazamiento –y, especialmente, su desatención– hace surgir el 
problema de la reducción de las capacidades de elección y de acción presente y 
futura de quienes siendo niños han padecido sus consecuencias (Num. 4/Sec. 
C/Cap. III) y, consecuentemente, obstaculiza el ejercicio efectivo de los derechos 
fundamentales (tal como ha insistido el juez constitucional colombiano). Con 
relación a lo primero, se hace referencia, al enfoque de las capacidades de Amartya 
Sen124, quien propone el criterio de la capacidad como una de las dimensiones de 
la igualdad, el cual sirve, en este caso, para demostrar que la migración forzada 
interna de la infancia y la adolescencia en Colombia puede ser razonablemente 
considerada en términos de desventaja para los mismos, es decir, en términos de 
desigualdad.  
 
Respecto de lo segundo, no obstante lo que sigue sea la perspectiva psicológica y 
sociológica del desplazamiento forzado interno de los niños y las niñas, esa debe 
ser leída y pensada desde el Derecho y los derechos. Así, se sugiere que en la 
mente del lector permanezca la siguiente pregunta mientras transcurre la lectura de 
esta sección: ¿incide el desplazamiento forzado interno de la infancia y la 
adolescencia o puede llegar a incidir mañana en la posibilidad real de estos 
individuos de disfrutar libremente de los derechos fundamentales de los que son 
titulares especial y prevalentemente?, ¿la migración forzada interna compromete su 
                                                          
123 NUSSBAUM, M. C. Las fronteras de la justicia. Consideraciones sobre la exclusión. Barcelona: 
Paidós Estado y Sociedad, 2012, 447 p.     
124 SEN, Amartya. La ideal de la justicia. Traducción de Hernando Valencia Villa. Bogotá D.C.: Taurus, 
2010. 499 p.   
capacidad de “tener una libertad igual o mayor”125 a la de quienes no lo han vivido 
durante la etapa de desarrollo comprendida entre los 0 y los 18 años?  
 
1. La perspectiva de los impactos del desplazamiento  
 
El desplazamiento forzado interno que tiene lugar en el marco del conflicto armado 
de carácter nacional impacta negativamente diversas facetas de la vida de cualquier 
persona: por la violencia extrema dentro de la cual tiene lugar (la guerra), por las 
agresiones a la vida, la libertad y la integridad que se usan como medio para 
causarlo y por la excesiva desprotección a la que quedan expuestas sus víctimas 
como consecuencia de la desatención estatal antes (para prevenirlo) y después 
(para, desde una perspectiva de derechos, atenderlo, repararlo, investigarlo, 
juzgarlo, etc.) del desplazamiento.  
 
De ese cumulo de violencias, se desprenden unos efectos dañinos a los cuales 
cualquier persona adulta difícilmente se puede resistir o sobreponer sin ayuda 
externa. Es esta la premisa a partir de la cual se pretende demostrar, a continuación, 
la mayor gravedad de la migración forzada interna cuando afecta la vida de un 
individuo en crecimiento y formación, precisamente en virtud de las características 
particulares de estas personas y de sus exigencias especiales, dentro de las que se 
destaca  la oportunidad de desarrollar plenamente sus capacidades y adquirir todas 
las herramientas que le permitirán ser un hombre o una mujer libre, contribuir en el 
fortalecimiento de la democracia y jamás esclavo o esclava de la violencia como 
medio de resolución de los conflictos.   
 
Al igual que las múltiples consecuencias del conflicto armado interno en la vida y 
bienestar de los colombianos, los impactos del desplazamiento forzado interno son 
el resultado de un “entramado de daños”126 que golpean profundamente a sus 
víctimas. En efecto, los cuerpos y las mentes de las personas que se han visto 
                                                          
125 Ibíd., p. 282. 
126 GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 
260. 
obligadas a vivir una situación de desplazamiento forzado han debido soportar el 
entrecruzamiento de afectaciones de variada naturaleza que comprometen 
negativamente su presente y sus posibilidades de desarrollo a futuro. Llevando, 
incluso, al  juez constitucional a afirmar su incidencia en la suerte de la nación, 
precisamente por sus “consecuencias psicológicas, políticas y socioeconómicas”127. 
 
Esa generalización, sin embargo, no pretende desconocer la diversidad de 
respuestas, posibilidades y recursos humanos que hacen de cada experiencia de 
desplazamiento forzado algo único y distinto, con desenlaces para algunos incluso 
positivos128. Justamente, tratándose de un universo de personas con orígenes, 
características, géneros y edades disimiles no se puede generalizar ni considerar 
que todos esos efectos son inevitables e iguales para todos, no pudiendo ser el ser 
humano y su experiencia de vida el resultado de una ecuación matemática129. Sin 
embargo y para el infortunio de nuestro país, se trata de consecuencias negativas 
comprobadas y documentadas, principalmente gracias a los relatos de vida de sus 
protagonistas130. 
                                                          
127 “Dada la incidencia determinante que, por sus dimensiones y sus consecuencias psicológicas, 
políticas y socioeconómicas, ejercerá este fenómeno sobre la vida nacional”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de enero de 2004). 
Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y acumulados. 
128 Los niños y niñas obligados a migrar al interior del país se ven obligados a confrontar lo aprendido 
hasta ahora por ellos con un nuevo mundo que se presenta ante sus ojos distinto, variado y, en 
muchos casos, hostil. No obstante eso, para algunos autores esa confrontación es vista como una 
oportunidad para reflexionar y cuestionar realidades dadas, que pueden replantearse desde nuevas 
perspectivas: “es importante anotar que la confrontación y problematización de la realidad hasta 
entonces aceptada como ‘la realidad’, permite contemplar otras opciones y en este sentido romper 
funciones tradicionalmente aceptadas, cuestionar prohibiciones y, por consiguiente, plantearse otras 
posibilidades no solo de estar sino de ser”, BELLO, M. N, et al. Op. cit. p. 141.      
129 “Los niños y niñas en situación de desplazamiento están inscritos en realidades sociales, políticas 
y culturales heterogéneas y, aún cuando todos están afectados por la violencia, cada uno vive de 
manera particular su situación”, Ibíd., p. 148. 
130 Valga la pena precisar que para la preparación y redacción de esta sección, entre la amplia 
literatura sobre el desplazamiento forzado interno en Colombia, se han privilegiado las  
investigaciones e informes que son el resultado de investigaciones sociales, fruto de los relatos 
construidos entre investigador(es) y victimas del desplazamiento forzoso. Específicamente, se ha 
prestado especial atención a una de las investigaciones más completas sobre los impactos del 
desplazamiento en niños y niñas (Ibíd.) y al ejercicio más reciente de memoria histórica sobre el 
conflicto armado interno en Colombia (GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias 
de guerra y dignidad. Op. cit.), los cuales son el resultado de entrevistas a víctimas del conflicto 
armado y del desplazamiento forzado interno, siendo los actores principales, de la primera, niños y 
niñas y, del segundo, personas de todas las edades.   
Se trata, además, de secuelas particulares, diferenciables de las que dejan las 
violencias estructurales que sufren los pobres en el país o de las demás agresiones 
cometidas en el marco del conflicto armado interno. Y esta afirmación adquiere 
relevancia si se tiene en cuenta que por mucho tiempo se trató de asimilar la 
situación del forzado a migrar dentro del territorio nacional con la del resto de la 
población vulnerable, especialmente por razones de pobreza131. Así mismo, el 
desplazamiento fue subsumido por otras violencias producidas por los actores 
armados a las que se les prestaba mayor atención, desconociéndose sus 
particularidades. 
 
Desarraigo, nostalgia y humillación son las dimensiones que el informe Basta ya132 
atribuye a los daños asociados a ese tipo de violencia específica, en el marco del 
conflicto armado interno; resaltando adicionalmente el carácter progresivo de las 
vulneraciones, que atraviesan toda la vivencia del desplazamiento. En efecto, no se 
trata únicamente, como lo explica el informe, del momento de la huida del hogar, 
sino también de las agresiones, las pérdidas y los temores asociados a las 
violencias previas al desplazamiento forzado interno; así como de las nuevas 
transformaciones, riesgos y los sufrimientos físicos y emocionales que las personas 
deben afrontar en los lugares de tránsito o de llegada, y que los coloca en una 
situación de mayor indefensión.       
 
Antes que nada, el desplazamiento forzado interno es sinónimo de pérdida133. 
Pérdida de la tranquilidad y la seguridad, que ocurre con la irrupción de los actores 
                                                          
131 “La masividad de este fenómeno y su sistematicidad en la historia reciente del país han 
ocasionado durante años que la sociedad, e incluso las instancias institucionales de atención, hayan 
naturalizado sus impactos, subestimándolos o asimilándolos a otras modalidades de violencia y de 
exclusión”, GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. 
cit., p. 295-296. 
132 “La experiencia vivida por la mayoría de las personas muestra que el desplazamiento no es un 
evento que empieza o termina con la salida o la huida forzada, es un largo proceso”, Ibíd., p. 296. 
133 Algunos autores hablan de la “pérdida de contexto”, que afecta a niños y a niñas tanto como a los 
adultos y que incluye: “los bienes simbólicos y propiedades, sus parientes, sus amigos, su entorno 
familiar y las redes sociales establecidas”,  MALDONADO GUERRERO, LUIS FERNANDO. Niñez, ser social 
y desplazamiento forzado. En: Bello, Martha Nubia; Cardinal, Elena Martín & Arias, Fernando Jiovani. 
(eds.). Efectos psicosociales y culturales del desplazamiento. Santafé de Bogotá D. C.: Universidad 
Nacional de Colombia, Corporación Avre & Fundación Dos Mundos, 2000. p. 213. 
armados en los lugares que habitan sus víctimas. Pérdida de seres queridos, 
conocidos y/o amigos, que la guerra se lleva a su paso y que obliga a huir. Pérdida 
de la tierra y del territorio, que es lo que permite hablar de destierro. En fin, 
numerosas pérdidas materiales e inmateriales a las que se suma el reto de vivir una 
nueva vida asumiendo cambios radicales, personales, familiares, culturales, casi 
siempre en situación de pobreza y privación. Privaciones y afectaciones que en el 
caso de los niños y las niñas se pueden resumir como una gran pérdida de 
oportunidades reales; como veremos en este capítulo.  
 
2. Los impactos del desplazamiento en la niñez 
 
En efecto, es ese tipo de impactos del desplazamiento forzado interno, específicos 
y diferenciables de los demás (de los de los adultos), el que nos interesa: el que 
afecta a los niños y las niñas en Colombia134. Precisamente, 1) por la alta lesividad 
del destierro135 –en el contexto y con las características de desprotección que lo 
caracterizan– cuando se trata de personas que atraviesan la etapa más importante 
de su desarrollo físico y psicológico: la infancia y la adolescencia; 2) por lo que 
representa para la vida presente y futura de estos sujetos; y 3) por el carácter 
multidimensional de sus consecuencias.  
 
                                                          
134 Resulta razonable afirmar la mayor gravedad del desplazamiento forzado interno cuando afecta 
a niños, niñas y/o adolescentes. En esto concuerda el BOLETÍN DE LA CONSULTORÍA PARA LOS 
DERECHOS HUMANOS Y EL DESPLAZAMIENTO (CODHES). Esta guerra no es nuestra... y la estamos 
perdiendo. Op. cit., p. 168. Y lo es en la medida que, tal como el mismo informe manifiesta: “las 
consecuencias de atentar contra la niñez son impredecibles. El desplazamiento destruye imaginarios 
y entornos, tensiona y fragmenta la familia y el tejido social, impacta negativamente sobre la calidad 
de vida e incide en el comportamiento psicosocial de las personas afectadas tempranamente por la 
violencia”, Ibíd., p. 168.   
135 Carácter lesivo del desplazamiento que se agrava por  la dependencia física y emocional de los 
niños y las niñas hacía los adultos en manos de los cuales está su suerte y quienes también sufren 
los daños de la guerra y la migración forzada interna. De manera que, los individuos de menor edad 
se van a ver afectados no solo por las violencias de las que han sido testigos y/o que han recaído 
directamente en ellos, sino también por las afectaciones que sufren sus padres y familiares; las 
cuales también van a repercutir en su tranquilidad y calidad de vida. Piénsese, por ejemplo, en la 
impotencia que el sufrimiento de sus padres puede despertar en un niño, una niña o un adolescente 
o en las situaciones de maltrato que pueden derivarse de la situación emocional de los padres al 
verse inmersos en una realidad precaria emocional, social y económicamente. 
En primer lugar, se entiende la edad comprendida entre los 0 y los 18 años, como 
la suma de las etapas vitales durante las que el ser humano completa la mayor parte 
del desarrollo de sus capacidades individuales, siempre que encuentre los 
estímulos y las condiciones propicias para madurar física y psicológicamente. Así, 
las necesidades que se satisfagan durante esos años de vida van a ser 
determinantes para el pleno desenvolvimiento como adultos en el futuro136. Todo lo 
que lleva a considerarlo como el periodo de evolución personal más importante; tal 
como demuestra el proceso de especificación de la titularidad de los derechos 
fundamentales a partir del criterio de la menor edad137. 
 
Consecuentemente, y en segundo lugar, el desplazamiento forzado interno ocurrido 
durante la infancia o la adolescencia, las violencias que lo acompañan y la 
desprotección que afecta a esta parte de la población son realidades que superan 
los recursos materiales e inmateriales de un niño o una niña; aquellos que siendo 
adulto le facilitarían resistirse o sobreponerse a dificultades de tal magnitud. 
Además, esas mismas situaciones representan un obstáculo potencial al proceso 
de crecimiento físico, intelectual y moral de quienes no han alcanzado la total 
maduración de dichas competencias.  
 
En tercer lugar, el desplazamiento forzado interno de los niños y las niñas confirma 
ulteriormente la diferenciación entre este específico tipo de violencia y otros tipos 
de violencias derivadas del conflicto armado138. Diferencia que surge, en el caso 
                                                          
136 A partir de una definición de desarrollo infantil que se considera como el “proceso donde se 
construye el sentido humano, en cuanto sentido ético de convivencia pacífica, de las personas. 
También, es en este proceso donde se construyen los lazos de integración social que permiten el 
reconocimiento de un tejido social diferente a otro”,  Ibíd., p. 182. 
137 Ver Capítulo IV, Sección B. 
138 Con estas palabras Bello et al. resumen el carácter multidimensional de las violencias que afectan 
a los niños y las niñas víctimas del desplazamiento forzado interno en Colombia, dando cuenta, 
sobretodo, de la especificidad de esa victimización, precisamente a partir de sus efectos: “en 
Colombia los niños, niñas y jóvenes, sin excepción, sufren el impacto de la guerra, crecen en un país 
atravesado por una cotidianidad de muerte y arbitrariedad. Sin embargo, aquellos que han sido 
desplazados por la violencia son afectados de manera particular pues, a diferencia de los demás, 
enfrentan situaciones múltiples y simultaneas, todas violatorias de sus derechos y padecen las 
diversas formas y expresiones de violencia –política, social e intrafamiliar– en medio de la pobreza 
y la desprotección de las instituciones”, BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 122.  
específico de la infancia y la adolescencia obligada a migrar internamente, de la 
multiplicidad de daños que deben afrontar como consecuencia del desplazamiento: 
pérdidas y desarraigos; deterioro sensible de su calidad de vida; humillaciones, 
exclusiones y discriminaciones; afectaciones en su identidad, autoestima, desarrollo 
de la personalidad, entre otros139. 
 
De esta manera, sin la pretensión de exhaustividad, se va a hacer referencia a 
continuación: al trauma y, en general, al daño psicológico que dejan las causas del 
desplazamiento y las penurias que lo siguen; al impacto psicosocial de la migración 
forzada interna –que incluye el grave deterioro de la calidad de vida de las familias 
desplazadas, la afectación de las dinámicas familiares, la ruptura de las redes 
sociales y el surgimiento de nuevos riesgos que amenazan el bienestar y la suerte 
de los más pequeños en los lugares de llegada–; al desarraigo identitario y al daño 
cultural; y a lo qué significa para un niño o una niña crecer en medio de la guerra y 
cómo, a partir de allí, se puede configurar un daño a la democracia.   
 
El trauma y, en general, el daño psicológico140  
 
Para empezar, valga recordar que el contexto dentro del cual se desplaza a las 
personas forzosamente es el de conflicto armado interno. El cual, desde antes de la 
expulsión que provoca, ha golpeado fuertemente a todas las personas que 
encuentra a su paso y, en mayor medida, a quienes cuentan con menos recursos 
                                                          
139 “La experiencia del desplazamiento forzado vivida por miles de niños y niñas en Colombia plantea 
consecuencias diversas y dolorosas”, GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias 
de guerra y dignidad. Op. cit., p. 318.  
140 Además de la literatura consultada sobre el desplazamiento forzado interno y el trauma, el 
presente capitulo ha sido redactado con base y gracias a las entrevistas sostenidas con la Psicóloga 
y Presidenta de la Asociación EMDR Colombia: Adriana Escallón. El EMDR (Eye Movement 
Desensitization and Reprocessing) es un modelo terapéutico basado en el conocimiento del SPIA o 
Sistema de Reprocesamiento a Estados Adaptativos, reconocido por la Organización Mundial de la 
Salud, especialmente para el tratamiento del Posttraumatic Stress Disorder: “this therapy is based 
on the idea that negative thoughts, feelings and behaviours are the result of unprocessed memories. 
The treatment involves standardized procedures that include focusing simultaneously on (a) 
spontaneous associations of traumatic images, thoughts, emotions and bodily sensations and (b) 
bilateral stimulation that is most commonly in the form of repeated eye movements”, WORLD HEALTH 
ORGANIZATION (WHO). Guidelines for the management of conditions specifically related to stress. 
Geneva: WHO, 2013, p. 6. 
para resistirse y sobreponerse: las personas de menor edad. Así, además de 
imponer la violencia como lenguaje, la guerra ha robado a estos niños y niñas la 
posibilidad de disfrutar libremente de los espacios y las relaciones de su lugar de 
origen desde antes del destierro, llevando a muchos a optar por conductas 
autodestructivas141 o simplemente dejando una huella indeleble de dolor, rabia e 
indefensión142. 
 
En efecto, los niños y las niñas que han debido vivir el desplazamiento forzado 
interno han sido, antes que nada, obligados a ser partícipes del conflicto armado 
interno como testigos indefensos de la violencia ejercida por los actores armados 
contra personas cercanas143 o ajenas y, en ocasiones, víctimas directas de las 
violencias cometidas por los autores armados144. Es decir, “han vivido y visto la 
                                                          
141 “La presencia y el control que ejercieron los actores armados transformaron la vida cotidiana de 
niños y niñas, afectando sus relaciones y espacios de socialización. El encierro se volvió frecuente 
y se limitaron los espacios destinados al juego, al esparcimiento y a entablar relaciones con personas 
vecinas y amistades. El consumo de drogas y sustancias psicoactivas también fue mencionado como 
una práctica que introdujeron e indujeron los actores armados. La crudeza de la guerra obligó en 
muchos casos a los niños y niñas a abandonar sus estudios y a huir, con lo que perdieron los nexos 
y relaciones con lugares y personas significativas y amadas”, GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta 
ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 318. 
142 “La guerra afecta a mujeres y hombres, traumatiza y daña a las familias y las comunidades, pero 
sus huellas son más destructivas en quienes son más vulnerables: en particular, las niñas y los 
niños”, Ibíd., p. 314.   
143 Muchas veces el desplazamiento esta precedido o acompañado de la pérdida o separación de 
seres queridos (BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 127), víctimas de otras graves violaciones a los 
derechos humanos u objeto de la persecución o la amenaza que los obliga a huir y ocultarse. En el 
mismo sentido: “La situación se torna dramática para los menores que han sido desplazados, en la 
medida en que se han visto enfrentados a situaciones de bombardeos, tortura o desaparición de 
algún familiar o amigo cercano, toda vez que dichas acciones causan una profunda huella emocional 
en su vida”, BOLETÍN DE LA CONSULTORÍA PARA LOS DERECHOS HUMANOS Y EL DESPLAZAMIENTO 
(CODHES). Esta guerra no es nuestra... y la estamos perdiendo. Op. cit., p. 175.  
144 “La guerra en Colombia ha causado la muerte de miles de niños y niñas, algunos en las masacres, 
otros en los enfrentamientos entre los actores armados. Los niños y las niñas han fallecido, además, 
por causa de los campos minados o por las incursiones y ataques a sus veredas y pueblos. Los 
menores de edad han sido víctimas de casi todas las modalidades de violencia. Según datos del 
RUV [Registro Único de Víctimas], al 31 de marzo de 2013, entre 1985 y 2012, 2.520.512 menores 
de edad han sido desplazados, 70 han sido víctimas de violencia sexual, 154 de desaparición 
forzada, 154 de homicidio y 342 de minas antipersonal”, GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! 
Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 314. Además de esas graves violencias, el 
mismo informe menciona lesiones personales, amenazas, humillaciones, estigmatizaciones, 
violencia sexual, control y reclutamiento como otras de las graves violaciones causadas por los 
actores armados en la persona de los niños, niñas, jóvenes y adolescentes, Ibíd., pp. 314-321.      
guerra”145; una guerra “prolongada y degradada”146 que se ha ensañado contra la 
población civil convirtiéndola en su principal víctima. De manera que, la expulsión o 
huida del hogar no se da de manera aislada o desconectada de la guerra, sino que 
constituye una agresión más, que sucede a otras precedentes caracterizadas por el 
terror y la saña con la que los actores armados han sometido a poblaciones 
enteras147. 
 
No obstante eso, la crueldad de lo que han visto y vivido muchísimos niños y niñas 
en Colombia en el marco del conflicto armado interno es desconocido por muchos 
connacionales y aun cuando las noticias durante años han dado cuenta de 
asesinatos selectivos, torturas, masacres, desapariciones, secuestros, 
reclutamientos y millones de otras violencias (ya que las víctimas del conflicto 
armado interno en Colombia se cuentan en millones), pocos han logrado entender 
el horror que en edad temprana han debido sufrir muchas personas. Algunos 
testimonios de ese sufrimiento han sido recogidos por investigadores de distintas 
ciencias, otros por los miembros del Centro Nacional de Memoria Histórica148 y no 
han faltado escritores foráneos que se sumen a la narración de esta barbarie149.      
                                                          
145 BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 123. 
146 GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., pp. 
31-110.  
147 “[El desplazamiento forzado] es un largo proceso que se inicia con la exposición a formas de 
violencia como la amenaza, la intimidación, los enfrentamientos armados, las masacres y otras 
modalidades”, Ibíd., p. 296.  
148 Una de las investigadoras del Centro Nacional de Memoria Histórica se cuestionaba en un artículo 
de prensa acerca del carácter innato o menos del comportamiento humano; y lo hacía retomando 
los relatos de algunas de las víctimas del conflicto armado interno a quien tuvo la ocasión de 
encontrar y escuchar. Relatos que describen con crudeza las “atrocidades” perpetradas por los 
actores armados y la “deshumanización” a la que sometieron a sus víctimas, como ella los llama. En 
el mismo artículo la investigadora relata uno de los testimonios de violencia en contra de niños y 
niñas de la Costa Caribe colombiana: “recuerdo, por ejemplo, el relato de un juicio ejemplarizante 
perpetrado por la guerrilla. En una tarde húmeda, en una vereda remota, sentado en un butaco, el 
hombre acusado de sapo y ladrón sufrió, frente a niños, niñas, jóvenes y adultos, una tortura pública. 
‘Ahí fue cuando sufrí mi primera trombosis. De los nervios me desmayé y luego no recuerdo más’, 
dice una mujer y si este fue el impacto sobre una adulta, ¿cómo habrán procesado esta escena los 
niños y las niñas que fueron obligados a hacer parte del círculo del público mudo e indefenso?”,  
WILLS OBREGÓN, MARÍA EMMA. ‘Aprender a ser humano en un país como Colombia’. En: El Tiempo. 
Bogotá D.C. 3 de junio de 2014. Sec. debes leer. P. 22.         
149 Tomas Eloy Martínez cuenta la historia de Clemente Mosquera, un niño campesino de 12 años, 
quien siendo desplazado le relató la indefensión a la que su familia fue sometida al paso de la 
guerrilla por su casa, la muerte de sus padres y hermanos a manos de los paramilitares y su situación 
de desplazamiento en extrema pobreza en los cordones de miseria de Cartagena. Años después 
De manera que, ser testigos de hechos atroces como asesinatos, masacres o 
torturas, conocedores de estas y otras agresiones, padecer el miedo de las tomas, 
los ataques y los enfrentamientos y ser objeto de persecuciones, controles y 
prohibiciones arbitrarias, son solo algunas de las vivencias de los niños y las niñas 
que, habiendo nacido y/o crecido en medio de la guerra, han debido huir con sus 
familias150. Experiencias, anteriores al desplazamiento, que implican para las 
personas en crecimiento y formación el sometimiento a realidades superiores a sus 
propias capacidades y recursos, inexplicables e incontrarrestables a esa corta 
edad151.  
 
A esas se suma la obligación de desvincularse de la tierra, de los seres queridos, 
de los amigos, de las redes de apoyo, de la casa, de la seguridad que ella ofrecía, 
de lo propio, de lo significativo y las dificultades propias de la situación de 
desplazamiento que incluyen: las pérdidas del estatus, de su condición precedente, 
de la libertad que caracterizaba la vida en el campo, la pobreza extrema en la 
ciudad, la experiencia de rechazo y el enfrentarse a los imaginarios de la gente 
hacía los desplazados. Además, la lógica de esas violencias hace que no sea claro 
quién es el enemigo; no hay un lugar seguro ni siquiera en la ciudad, es decir, el 
miedo.   
 
                                                          
alguien más le contaría que Clemente había sido reclutado por la guerrilla y tiempo después muerto 
en combate. Todo este dolor enmarcado en una situación de guerra y sufrimiento  tan “terrible” que 
Eloy Martínez considera peor incluso que la de Bosnia, Ruanda o el Congo, ELOY MARTÍNEZ, Tomás. 
Hojas al viento de una larga guerra. En: Revista de Estudios Sociales. Agosto, 2006. no. 24, p. 15.          
150 “Los niños y las niñas han experimentado la violencia de manera dramática y cruda. Han 
observado hechos atroces, como el asesinato y la tortura de sus padres, madres, familiares y 
vecinos, o la quema y destrucción de sus hogares, enseres, animales queridos y objetos personales. 
Muchos de ellos y ellas tienen marcas permanentes en sus cuerpos debido a la amputación de 
miembros por efecto de las minas antipersonal, o han sufrido abuso sexual, tortura, reclutamiento 
ilícito, y entrenamiento para la guerra por parte de los grupos armados. En otros casos, fueron 
reclutados por los grupos armados y, en ocasiones, entregados en crianza a las familias de sus 
captores, arrancándolos de sus familias  y comunidades”, GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! 
Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 314.              
151 Es lo que el informe Basta ya ha denominado “la inocencia interrumpida”, Ibíd., p. 314. Y la 
investigación sobre el impacto del desplazamiento en niños y niñas el “Deshacer[se] de su mundo”: 
“el haber sido testigos de estas escenas, que hacen parte de la realidad cotidiana de algunos, es 
una experiencia intensamente dolorosa, capaz de deshacer su mundo; no pueden comprenderlas y 
carecen de mecanismos para enfrentarlas porque todas ellas exceden los parámetros de lo 
predecible”, BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 123.  
En otras palabras, la experiencia de guerra y de desplazamiento forzado interno son 
por excelencia fuentes generadoras de lo que se conoce como trauma complejo, 
origen de múltiples estímulos traumáticos o causa de la repetición de los mismos. 
Se hace referencia al carácter traumático de las violencias que la guerra y el 
desplazamiento producen152 y que difícilmente se pueden desligar de las 
consecuencias devastadoras que plantean, aun para un adulto. Así, se expondrá, a 
continuación, qué se entiende por trauma, cuál es el alcance de las afectaciones 
que produce y porqué adquiere una particular relevancia cuando la persona 
expuesta al mismo no ha completado aún el total desarrollo de su sistema nervioso.     
 
Se puede considerar el trauma como aquella vivencia que supera las capacidades 
de la persona que la vive y las limita ulteriormente. Superior en la medida en que 
dicho sujeto no ejerce ningún control sobre la situación, ni puede evitar ser 
impactado por la misma con la mera voluntad de que ello no ocurra. Concretamente, 
se trata de experiencias que desbordan la capacidad del sistema nervioso de la 
persona que lo recibe y, como tal, con efectos sobre esa importante red encargada 
de recibir, procesar y dar una respuesta efectiva a los estímulos externos.  
 
A diferencia de las demás experiencias de la vida, la traumática al ser superior a las 
herramientas y facultades de la persona que la sufre153, es una experiencia no 
procesada154 y, como tal, perturbadora para la persona que la ha vivido155; 
                                                          
152 La guerra es considerada por la psicología como una experiencia traumática y con unas 
características particulares que difieren de las que se producen por fuera de un escenario bélico o 
de terrorismo, SILVER, STEVEN M. AND ROGERS, SUSAN. Light in the HEART of DARKNESS. EMDR & 
the Treatment of War and Terrorism Survivors. New York – London: W. W. Norton & Company, 2002, 
p. 1/13-16.   
153 La siguiente expresión –traída de la literatura sobre el trauma– sirve de ejemplo de la imposibilidad 
de procesar una experiencia por sí solo, aun en los casos en los que a posteriori se encuentre una 
explicación racional: “I know I couldn’t do anything about the situation and I know I should just accept 
it, but I can’t”, Ibíd., p. 7.  
154 Ibíd., p. 4. 
155 Obviamente con los matices que las características individuales, los antecedentes y los 
escenarios posteriores ofrecen. Es decir las respuestas pueden varias de acuerdo a lo apenas 
mencionado, siendo la corta edad un factor de riesgo: “vulnerability to trauma differs from person to 
person depending on a variety of factors, especially age and trauma history. The younger the child, 
the more likely she is to be overwhelmed by common occurrences that might not affect an older child 
or adult”, LEVINE, PETER A. & KLINE, MAGGIE. Trauma Through A Child’s Eyes. Berkeley – Lyons: North 
Atlantic Books & ERGOS Institute Press, 2007, p. 4. 
entendiéndose por tal calificación la información no procesada adecuadamente o 
aquella información de la que no se deriva un aprendizaje productivo para el 
comportamiento  futuro156. Además de eso, su trascendencia en la vida del que lo 
sufre deriva del sistema que afecta y de la imposibilidad, para el individuo, de 
reparar por si solo los daños que causa.  
 
Daños que se asocian a las respuestas que desde el organismo, las emociones y la 
mente se producen como consecuencia de una experiencia traumática y que 
adquieren la forma de “información disfuncional almacenada en el sistema 
nervioso”157. Así, el dolor, su cronicidad y sus efectos en la vida de quien lo padece 
son resultados bien conocidos por los estudiosos del trauma de guerra158, así como 
el sentimiento de culpa y sus efectos incapacitantes159, a tal punto que se puede 
afirmar que “la guerra ofrece una multitud de oportunidades para el desarrollo de la 
culpa”160, por citar solo algunos efectos.  
 
Pero antes de hablar de las posibles consecuencias del haber estado sometido a 
experiencias traumáticas provocadas por la situación de conflicto armado, volvamos 
sobre el carácter perturbador de la información que dichas vivencias impiden 
procesar correctamente. Para ello se hará referencia al SPIA o al Sistema de 
Procesamiento de la Información Adaptativo161. Nombre que recibe el conjunto de 
                                                          
156 “This leaves us with a definition of healthy functioning as the ability to process experiences –that 
is, to extract and store information that can serve as a useful guide to future behavior. This process 
involves a certain amount of ‘distortion’ –some details are emphasized, others become vague or 
forgotten. Other life experiences can shape our perceptions at the time of the event or during later 
recollection”, SILVER, STEVEN M. AND ROGERS, SUSAN. Op. cit., p. 5. 
157  Ibíd., p. 4, citando a Shapiro. 
158 “Chronic unresolved grief and grief so severe as to cause dysfunction in life are unfortunately 
common results of war and terrorism”, Ibíd., p. 172. 
159 Aislarse o asumir comportamientos autodestructivos, por ejemplo. 
160 Traducción hecha por la autora de “war offers a multitude of opportunities for the development of 
guilt”, Ibíd., p. 183. 
161 Se trata, conforme a la explicación referida por Adriana Escallón de un sistema psico-neuro-
biológico que integra partes del sistema nervioso, que compromete la corteza cerebral y el tallo 
cerebral y que se encuentra en red con otros sistemas, como el endocrino, Cfr. pie de página 140.  
órganos y funciones que operan como un mecanismo innato de curación a través 
del procesamiento de la información que viene de la experiencia162.  
 
En efecto, a dicho sistema se atribuye la capacidad de procesar la información y 
crear aprendizajes, significados, sentidos, memorias y narrativas autobiográficas; 
de lo que se deriva, precisamente, su carácter adaptativo. Al igual que otros 
sistemas como el digestivo, que procesa los alimentos para extraer de ellos los 
nutrientes necesarios para el funcionamiento del organismo, el SPIA hace que las 
experiencias que vive el individuo sean comprendidas por él y que se traduzcan en 
aprendizajes, en cuestiones de sentido y significado163. Es, también, el que permite 
crear una memoria autobiográfica narrativa; aquella que hace posible contar cada 
parte de la historia de la propia vida en retrospectiva.  
 
Y, ¿por qué hacer referencia al SPIA? Precisamente porque la experiencia 
traumática tiene la potencialidad de bloquear el funcionamiento de dicho sistema164. 
Lo que significa que dicha vivencia, al ser perturbadora y superior a las capacidades 
de la persona que la experimenta, va a quedar guardada tal como sucedió en su 
                                                          
162 Para entender dicho sistema valga la analogía que propone Leeds entre el concepto de la 
autocuración de las heridas físicas y el de las heridas psicológicas: “los cirujanos pueden eliminar 
elementos que bloquean la sanación como cuerpos extraños o tumores, y crear condiciones 
favorables para la sanación, pero después tienen que ‘dejar que la naturaleza siga su curso’. Ningún 
cirujano puede hacer que una herida cure. Sólo el propio cuerpo puede hacerlo. Es una capacidad 
que se encuentra codificada en nuestro ADN y que se expresa a través de los sistemas reparadores 
innatos del cuerpo”, LEEDS, ANDREW M. Guía de protocolos estándar de EMDR para terapeutas, 
supervisores y consultores. Bilbao: Editorial Desclée De Brouwer, 2011, p. 55.  
163 “Cuando adultos sanos son expuestos a acontecimientos perturbadores –como que sin esperarlo 
un amigo o un supervisor del trabajo del grite- solemos experimentar una respuesta de estrés inicial 
con agitación, miedo, culpa o ira; aumentos en los marcadores fisiológicos de estrés como el ritmo 
cardíaco, la presión arterial y las hormonas de estrés; y pensamientos e impulsos de huir, de herir a 
alguien o de rendirse. Tras reflexionar sobre el elemento de estrés y nuestras respuestas, soñar con 
ello, darnos cuenta de nuestros sentimientos, escribir al respecto y hablarlo con amigos o seres 
queridos, resolvemos el malestar y aprendemos de la experiencia. De hecho, nuestros sistemas 
fisiológicos regresan a un estado inicial estable y sano. Nuestro estado emocional regresa al 
equilibrio. Nuestra perspectiva cognitiva se hace adaptativa”, Ibíd., p. 52.     
164 “Shapiro (2004) propone que un acontecimiento traumático o un estrés persistente durante una 
fase de desarrollo vital pueden interrumpir ese sistema de procesamiento de la información”, Ibíd., 
p. 53.      
versión original, comprometiendo los cuatro ingredientes de la memoria: la imagen, 
la emoción, las creencias negativas disfuncionales165 y las sensaciones somáticas.  
 
De manera que, la memoria autobiográfica ya no va a ser una memoria narrativa –
“yo nací, yo crecí y me sucedió que…”– sino que va a quedar guardada como una 
memoria implícita166, es decir como una memoria emocional y/o corporal que en el 
transcurso de la vida del sujeto va a traer al presente sensaciones corporales y/o 
emociones sin una explicación evidente. Esto es, emotividad y/o fisicidad que no se 
comprende plenamente y que no puede ser relacionada claramente con la situación 
concreta del presente. 
 
En otras palabras, la memoria de hechos traumáticos –como tal superiores a mí– 
va a estar habilitada para volver reiteradamente bajo la forma de emotividad, 
sensibilidad, imágenes, olores, sonidos, sensaciones, etc. Lo que permite entender 
al trauma como “el pasado en presente”. Un pasado vigente en el presente a través 
de síntomas y malestares que pueden comprender, como se mencionó antes, el 
dolor, la rabia, la sensación de indefensión, la culpa167; hasta llegar a 
                                                          
165 El trauma compromete el sistema de creencias frente a uno mismo y los demás, y lo hace de 
manera definitiva, es decir, favoreciendo ideas negativas acerca de las capacidades propias y las 
posibilidades de tener experiencias positivas con otros. Ideas que, además, no se relativizan –
procesan– fácilmente por el mismo individuo: “the most likely explanation is the sheer power of the 
experience. Remember, when we are talking about a challenge to someone’s existing belief system, 
we are referring to their most fundamental beliefs. Once altered by a powerful experience, the new 
beliefs are not easily modified or discarded, no matter how logical the alternative presentation might 
be”, SILVER, STEVEN M. AND ROGERS, SUSAN. Op. cit., p. 8. 
166 “La investigación indica que los recuerdos traumáticos se mantienen en un  sistema de memoria 
implícito y a corto plazo que mantiene las impresiones sensoriales y las respuestas emocionales y 
fisiológicas globales al estrés. Los recuerdos no traumáticos aunque sí significativos desde un punto 
de vista autobiográfico y de información se desplazan gradualmente de la memoria implícita a corto 
plazo del hemisferio derecho al sistema explícito o narrativo y a largo plazo del hemisferio izquierdo 
(van der Kolk et al., 1996)”, LEEDS, ANDREW M. Op. cit., p. 54.     
167 Haciendo referencia a los eventos en los que se es testigo de la violencia que se comete en el 
cuerpo y/o la vida de otras personas, y no en una sino en varias ocasiones, los autores mencionan 
la profunda percepción de indefensión y la culpa como dos posibles respuestas: “there can develop 
a sense that the trauma experience is unending and that the world is a chaotic place in which a person 
is essentially helpless to keep bad things from happening. Along with this may come guilt. When 
others are injured or perish, the survivor naturally will wonder why. The need to believe in a ‘just 
universe’ may be so great that, rather than abandon that belief, the individual will judge himself or 
herself as having in some way ‘cheated’ and thereby survived”, SILVER, STEVEN M. AND ROGERS, 
SUSAN. Op. cit., p. 16. 
comportamientos autodestructivos168 y/o al bien conocido síntoma del trastorno de 
estrés postraumático169.  
 
Todas ellas consecuencias incapacitantes que no son desconocidas para quienes 
desde la psicología han estudiado los impactos de los hechos y las circunstancias 
que anteceden al desplazamiento forzado interno en Colombia170: las dinámicas de 
la guerra; así como del desplazamiento mismo, considerado también como un 
evento traumático171. Además de eso, los efectos, tanto de la migración forzada 
como de las agresiones con las que se produce, se acumulan unos a otros, 
complejizando cada vez más la situación emocional, afectiva y psicológica y las 
posibilidades relacionales de todos los individuos sometidos a tales niveles de 
violencia y persecución. 
 
Dicho esto, precisemos la connotación particular y agravada que adquiere la 
exposición a experiencias traumatizantes durante la infancia o la adolescencia172. 
                                                          
168 “Hiperactivación; estrechamiento de la memoria; reducción de la capacidad para discriminar 
estímulos; re experimentación de los recuerdos estado dependientes; evitación, embotamiento, 
afrontamiento disociativo, abuso de sustancias; pérdida del significado o razón de ser”, son los 
efectos del trauma en el procesamiento de la información que señala LEEDS, ANDREW M. Op. cit., p. 
60.   
169 “Post-traumatic stress disorder (PTSD). A syndrome characterized by a triad of symptoms: 
intrusive re-experiencing of a traumatic event, avoidance, and hyperarousal. Formally recognized in 
children since the 1980’s. Symptoms variable in young children, but similar to adult pattern in older 
children”, KUPFER, David J, et al. (Eds.). Oxford American Handbook of Psychiatry. USA: Oxford 
University Press, 2008, p. 750.  
170 “Los eventos estresantes como las amenazas de los actores del conflicto provocan respuestas 
de pánico, temor, incertidumbre y miedo que desencadena en relaciones disfuncionales 
intrafamiliares. De igual forma, los diferentes tipos de amenazas como boleteo y secuestro que 
ejecutan los actores del conflicto causan en las víctimas de la violencia miedo y se ven enfrentados 
a huir por defender a sus hijos y a ellos mismos, al llegar al sitio de asentamiento se ve reflejado, en 
el temor de confiar en personas extrañas y en situaciones diferentes y novedosas para ellos, además 
que sus ciclos de vigilia y sueño se ven alterados”, LOZANO A, MARTHA CECILIA; GÓMEZ G, MARTHA 
LUCIA & UNIVERSIDAD CATÓLICA DE COLOMBIA. Aspectos psicológicos, sociales y jurídicos del 
desplazamiento forzoso en Colombia. En: Acta colombiana de psicología 12, p. 117-118.  
171 “Podemos considerar al desplazamiento como un acontecimiento estresor (“traumático”) que pone 
a prueba la estabilidad personal y la solidez del núcleo familiar o social”, CAMILO, GLORIA AMPARO. 
Impacto psicológico del desplazamiento forzoso: estrategia de intervención. En: BELLO, Martha 
Nubia; CARDINAL, Elena Martín & ARIAS, Fernando Jiovani. (eds.). Efectos psicosociales y culturales 
del desplazamiento. Santafé de Bogotá D. C.: Universidad Nacional de Colombia, Corporación Avre 
& Fundación Dos Mundos, 2000, p. 22. 
172 “All children, but especially infants and the very young, show symptoms that are distinctively 
different from those of adults. His is due to a combination of factors including brain development, level 
of reasoning and perceptual development, incomplete personality formation and dependency, as well 
Particularidad que tienen que ver: primero, con el estado de desarrollo de la persona 
expuesta a una situación altamente estresante; segundo, con las posibilidades de 
respuesta que desde esa corta edad se pueden esperar; tercero y relacionado con 
todo lo anterior, con los procesos que se interrumpen o con los que interfiere la 
dificultad emocional y anímicas que produce la experiencia traumática; y, cuarto, 
con las perspectivas problemáticas a futuro que los problemas de salud mental 
derivados de la guerra permiten anticipar.   
 
En primer lugar, la principal diferencia entre la adultez y la niñez, de cara a las 
experiencias altamente impactantes, radica en el nivel de desarrollo físico, 
psicológico e intelectual173; incluido el estado de maduración del sistema nervioso. 
Precisamente este sistema tiene unos estadios de desarrollo que van a la par del 
crecimiento, así como cada una de sus partes unas funciones específicas –por 
ejemplo la de la regulación de las emociones, la de la medida de la actividad y la 
energía y la del control del análisis–, las cuales se desarrollan dentro de 
determinadas franjas etarias. 
 
Si a eso se suma que el trauma afecta principalmente el sistema nervioso del ser 
humano174 tenemos como resultado que, cuando se trata de niños y niñas, ese 
puede impactar negativamente no solo la estructura del sistema nervioso sino 
también las funciones que compete a partes específicas del mismo; en ocasiones 
de forma permanente. Así, un niño o niña que vivencia un evento de guerra puede 
                                                          
as attachment to their adult caregivers. Together with restricted motor and languages skills, children 
have limited capacities to respond or cope”, LEVINE, PETER A. & KLINE, MAGGIE. Op. cit., p. 40. 
173 Desde el punto de vista intelectual, por ejemplo, tratándose de niños o niñas, su estadio de 
desarrollo no es suficiente para comprender las causas y los efectos de los hechos que han 
testimoniado, llegando incluso a atribuirse fácilmente responsabilidad sobre los mismos: “just as they 
do in peacetime, children in war situations may develop irrational beliefs that their behavior plays a 
role in negative events that are actually beyond their control”, SILVER, STEVEN M. AND ROGERS, SUSAN. 
Op. cit., p. 161. O asumiendo la irritabilidad e introversión de los padres como causadas por ellos: 
“children may suffer from the secondary effects of their parents’ traumatization. Parents may be 
unable to provide their children with their usual level of attention because of their own symptoms. 
Children may take parents’ irritability and social withdrawal personally”, Ibíd., p. 161.  
174 “It has been commonly believed that traumatic symptoms are the result of and equivalent to the 
type and enormity of an external event. While the magnitude of the stressor is clearly an important 
factor, it does not define trauma. That is because ‘trauma is not in the event itself; rather, trauma 
resides in the nervous system’”, LEVINE, PETER A. & KLINE, MAGGIE. OP. CIT., p. 4.    
quedar desregulado de forma permanente y demostrarlo, entre otras, no 
pudiéndose tranquilizar fácilmente o por sí mismo, no pudiendo controlar su 
agresividad o no pudiendo crear foco, atención o seguir con éxito un proceso de 
aprendizaje175.  
 
De manera que, más allá de las características del evento traumático, buena parte 
del alcance de los efectos del mismo dependen de la vulnerabilidad del sistema 
nervioso que debe contrarrestarlos. Fragilidad que en el caso de los niños y las 
niñas depende del no haberse completado todos sus estadios de desarrollo. En 
conclusión, el impacto de las experiencias de violencia es relativo a los niveles de 
maduración, entre otros, del sistema nervioso, lo que hace más vulnerables al 
trauma a los niños y las niñas, precisamente porque dicha red no ha completado su 
total maduración.  
 
En segundo lugar, la especificidad del trauma cuando se trata de niños o niñas –
esto es, cuando las vivencias que lo producen tienen lugar durante la infancia y la 
adolescencia– depende también de factores como la manera misma de estas 
personas de responder al evento estresor. Así, por ejemplo, en los individuos más 
pequeños prevalecerán las manifestaciones comportamentales176, más allá de la 
capacidad de verbalizar lo vivido. Y son precisamente esos comportamientos los 
que preocupen y demuestren la capacidad perturbadora de la experiencia 
traumática cuando ocurre durante la infancia o la adolescencia177.    
 
En tercer lugar, la violencia que genera el conflicto armado interno –que son la 
causa del desplazamiento forzado interno– y sus efectos traumáticos interrumpen 
                                                          
175 Es por esta razón que, se afirma que una experiencia traumática tiene la potencialidad de bloquear 
el sistema nervioso. Y en mayor o menor medida si se trata de una persona en desarrollo o no, es 
decir, si se trata de una vivencia ocurrida durante los primeros años de vida. 
176 “It is commonly observed that children are more likely to manifest their distress behaviorally than 
are adults. Severely traumatized children may repeatedly act out aspects of the traumatic experience 
rather than talking about them”, SILVER, STEVEN M. AND ROGERS, SUSAN. Op. cit., p. 161. 
177 Perturbaciones del sueño, pesadillas, dificultades para concentrarse, irritabilidad e introversión 
son solo algunos de los comportamientos que dicha experiencia puede desencadenar en los niños 
y las niñas, Ibíd., p. 161. 
procesos de vital importancia que tienen lugar durante la infancia y la adolescencia, 
tales como la educación, la recreación, la socialización, entre otros; 
comprometiendo otros estadios de su desarrollo como el cognitivo y algunas 
competencias como las relacionales o las que tienen que ver con la edificación de 
la confianza y la seguridad178.      
 
Se hace referencia a sentimientos, sensaciones, comportamientos y actitudes 
negativas que afectan sus vidas, su tranquilidad, su sueño y que interfieren 
principalmente en los procesos de formación y aprendizaje. De todo ello se ha dado 
cuenta en los informes del Centro Nacional de Memoria Histórica en los que se 
mencionan “problemas de concentración, memoria y aprendizaje; episodios de 
pánico repentinos, alteraciones graves del sueño, dificultades de lenguaje y 
comunicación, agresividad e hiperactividad (…) condiciones de dependencia, 
apego, vulnerabilidad y sensación de abandono”179, como ejemplos del impacto 
traumático de la guerra en los niños, las niñas, los adolescentes y los jóvenes, 
llegando incluso a vincularse esas consecuencias al futuro de toda una 
generación180.      
 
En cuarto lugar, los efectos a mediano y largo plazo del trauma ocurrido durante la 
niñez, en los casos en que dichas personas no cuenten con la ayuda suficiente para 
superarlos –como por ejemplo la intervención psicosocial– permiten suponer 
nuevas problemáticas como los ya mencionados problemas de adicción, violencia y 
repetición a futuro. Además esos niños y niñas de los que hablamos hoy van a ser 
los padres y las madres de otros niños y niñas mañana, susceptibles de reproducir 
                                                          
178 “Los jóvenes describen escenas dantescas –el suplicio de los cuerpos, el olor de la sangre– que 
han quedado inscritas en su memoria, atormentándolos en los sueños y alterando su capacidad de 
atención, concentración, memoria y aprendizaje. Estas experiencias lesionaron las bases de 
confianza y de protección que requerían para su desarrollo personal”, GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA 
¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 315. 
179 Ibíd., p. 321. 
180 “El miedo intenso, la alteración del sueño, la apatía, la rebeldía, la rabia y los sentimientos de 
venganza son solo algunos de los impactos que más reiteran padres, madres y docentes, quienes, 
como en el caso del municipio de San Carlos, Antioquia, no dudan en afirmar que la guerra les 
arrebató el futuro y los sueños a toda una generación”, Ibíd., p. 317. 
transgeneracionalmente un malestar, especialmente cuando no hay intervenciones 
que lo impidan. 
 
De manera que, el potencial efecto traumático de la guerra y del desplazamiento 
forzado interno para la parte de la población de la menor edad es tan relevante no 
solo si se quiere pensar en el ser humano del hoy, niño o niña, en sus posibilidades 
de disfrutar de una vida plena y desarrollar todas sus capacidades hoy, sino también 
en el adulto, el padre, la madre y el ciudadano del mañana. Surge la pregunta, 
entonces, acerca de las herramientas con las que habrán de contar estas personas 
en los roles apenas mencionados, para desempeñarse de la mejor manera y en total 
libertad de la experiencia perturbadora que ha vivido.  
 
En otras palabras, es un tema de tal importancia que aun desde el análisis 
económico del Derecho se debería afrontar ya que el niño y la niña desprotegidos 
hoy son adultos que probablemente demandarán mañana importantes recursos del 
sistema de salud, por no mencionar el pensional, el penal y el de bienestar familia; 
gracias a todas las problemáticas que pueden desencadenarse de los traumas 
sufridos durante la infancia y/o la adolescencia como consecuencia de la guerra y/o 
del desplazamiento forzado interno.    
 
Pero aún si se quiere abandonar el escenario especifico y concreto de los efectos 
traumáticos de las vivencias de violencia que preceden y acompañan la 
problemática que nos ocupa, restan unas consideraciones más generales, relativas 
al impacto psicológico de la situación de desplazamiento forzado interno. En efecto, 
se trata de una experiencia atravesada por el sufrimiento emocional y la 
concurrencia de sentimientos negativos antes, durante y después de la huida. Es 
decir, se hace referencia a “las consecuencias que la violencia y el desplazamiento 
pueden tener en el bienestar emocional de las personas”181. 
 
                                                          
181BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 121. 
El constreñimiento a huir por medio de la intimidación y el terror, primero; la renuncia 
y el abandono forzado del proyecto de vida, segundo; y las carencias y, en general, 
las condiciones difíciles de la vida que los individuos y las familias deben enfrentar 
una vez desplazadas, tercero, son fuentes de estrés, miedo182, sentimiento de 
pérdida183, temor, dolor, angustia, impotencia, “incertidumbre, desconcierto”184, 
“rabia, malestar emocional, tristeza, desconfianza”185, frustración, nostalgia, culpa, 
incomprensión, entre otros.    
 
Y no obstante se puedan identificar unos padecimientos emocionales específicos e 
importantes antes del destierro –como la tensión, la angustia y el miedo186– y 
durante la huida –zozobra e impotencia frente a la agresión o la amenaza que 
motiva el desplazamiento y la incertidumbre ante un futuro incierto y no 
programado–, sin duda las nuevas condiciones de vida y los obstáculos que deben 
enfrentar las familias en situación de desplazamiento traen consigo el mayor número 
de impactos psicológicos.    
 
                                                          
182 Los miedos no solo obedecen a las amenazas y violencias sufridas y presenciadas con 
anterioridad al desplazamiento forzado, y que lo desencadenan, sino que también se deben a la 
inseguridad que los aqueja y a la desprotección en la que se encuentran. Temores que acompañan 
a las personas obligadas a migrar dentro del país en los lugares a los que llegan y que muchas veces 
les impide, por ejemplo, solicitar las ayudas del gobierno, requerir la inscripción en el registro de la 
población desplazada o denunciar los hechos de los que fueron víctimas, DALTO, MARZIA. Fears and 
expectations of Colombian displaced people. En: nova et vetera. Políticas Públicas y Derechos 
Humanos. Enero-diciembre, 2010, vol. 19, no. 63. p. 21-31. 
183 “Las personas que se ven obligadas a dejar su medio lo hacen como una forma de proteger su 
vida o la de sus familiares. Esta huida supone la renuncia a una serie de condiciones a partir de las 
cuales se había construido un proyecto de vida personal, familiar y, en algunos casos, comunitario. 
Además tienen que vivir unas condiciones nuevas, generalmente difíciles y llenas de carencias que 
los someten a un nivel elevado de estrés. En términos generales, la persona desplazada se ve 
enfrentada a dos situaciones emocionales desagradables: el miedo y las distintas pérdidas”, CAMILO, 
GLORIA AMPARO. Op. cit., p. 22.    
184 “Tanto los hechos violentos que lo generaron como el desplazamiento mismo colocan a la persona 
en una situación de incertidumbre y desconcierto. No es capaz de explicarse o, por lo menos, no 
cabalmente, la razón por la cual tuvo que renunciar a su mundo y se encuentra temerosa e indecisa 
sobre como reaccionar frente a la circunstancia”, Ibíd., p. 22.    
185 En esa “situación de crisis” (p. 23) son naturales respuestas tales como la rabia, el malestar 
emocional, el miedo, la tristeza, la desconfianza, entre otras. Ibíd., p. 22-23.     
186 “La salida está precedida de periodos de tensión, angustia, padecimientos y miedo intenso, que 
en algunos casos son los que llevan a tomar la determinación de huir”, GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA 
¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 296.                    
Buena parte de ellos tienen que ver con el duelo y el dolor que produce la pérdida 
de los seres queridos que murieron o se quedaron, de las raíces, de los elementos 
identitarios187, de todo lo que representaba el propio territorio188, el clima, la música, 
las tradiciones, los bienes, los lugares, los sitios sagrados, el modo de vida, el 
estatus precedente. Vacíos que se hacen más evidentes cuando se llega a un nuevo 
lugar en el que al sufrimiento que produce la pérdida cultural se suma la angustia 
del proceso de adaptación a un nuevo contexto, distinto y desconocido189, y la 
tensión que producen todas las decisiones que han de tomarse190.   
 
Los cambios en los roles también son fuente de sentimientos negativos como 
angustia, inutilidad, impotencia, etc. Por ejemplo, para los hombres que deben 
enfrentar la imposibilidad de continuar con su rol de proveedores, ya que en las 
ciudades –lugares habituales de llegada– las mujeres encuentran con mayor 
                                                          
187 “Este limbo [sensación que se deriva de la impresión de encontrarse en un estado transitorio, 
intermedio entre uno estable antes y otro definitivo después] que deja el desplazamiento entre 
quienes lo sufren se debe, principalmente, a que el espacio habitado no solo funciona como lugar de 
desarrollo social, sino como lugar de desarrollo identitario. Según lo documentó el trabajo del CNMH 
[Centro Nacional de Memoria Histórica] sobre el desplazamiento en San Carlos, se […] ‘desdibujan 
o trastocan las coordenadas espacio temporales y los sistemas de orientación sobre las cuales de 
edifica la identidad de los afectados. Y por supuesto, no son solo las coordenadas físicas las que se 
alteran con el desplazamiento a otra localidad, a otro municipio o a la ciudad, sino también las 
coordenadas sociales y de sentido que estructuran la conducta diaria de los sujetos (…) para el 
desplazado, el impacto de su experiencia es tal que al enfrentar un contexto distinto al de su esquema 
habitual, se ve impedido de alguna manera a reconfigurar su identidad personal. En últimas, el 
desplazamiento es el despojo de la vida propia”, Ibíd., p. 298-299. 
188 “Los contrastes entre las características de su paisaje, generalmente rural, y la calidad de vida de 
sus lugares de origen y los de llegada, los sume en un sentimiento nostálgico y de gran añoranza”, 
Ibíd., p. 298.  
189 “En el caso de llegar a un lugar totalmente extraño, las personas desplazadas experimentan 
tensión al verse presionadas a establecer comunicación y entablar nuevas relaciones con personas 
extrañas”, CAMILO, GLORIA AMPARO. Op. cit., p. 25.     
190 “Las distintas emociones, posibilidades e interpretaciones hacen que decisiones como la salida, 
el lugar de destino, la permanencia e incluso las posibilidades de retorno sean complejas y no 
necesariamente consensuadas. Todo ello aumenta la tensión y el sufrimiento emocional y hace que 
las posibilidades de crisis, rupturas y conflicto dentro de las familias sean mayores”, GRUPO DE 
MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 297. 
facilidad empleo que ellos191. También la indefensión192 y la incertidumbre193 han 
sido identificadas en las investigaciones como sentimientos recurrentes en la 
población en situación de desplazamiento; lo que no resulta extraño si se tiene en 
cuenta que se trata precisamente de unas condiciones de vida impuestas a partir 
del ejercicio desproporcionado de la violencia.   
 
Así mismo, con relación a los niños, las niñas, los adolescentes y los jóvenes se ha 
destacado, además de los traumas, los sufrimientos y los daños psicológicos de la 
guerra194 y la migración forzada interna. No solo porque también ellos deben 
soportar el temor, las pérdidas, la tristeza, la incertidumbre, las carencias y los 
cambios, sino también la disminución de las capacidades afectivas de los padres195 
al ser los receptores indefensos de las emociones y angustias de estos. 
 
De manera que, no solo el posible trauma causado por los hechos que dieron lugar 
al desplazamiento forzado interno o anteriores al mismo y producidos por los actores 
armados será un factor de sufrimiento y congoja emocional, también el desarraigo, 
las nuevas condiciones de vida y los cambios en la composición y dinámicas 
                                                          
191 “El desplazamiento ocasiona una transformación abrupta y por lo general difícil de roles y 
posiciones tanto en el hogar como en el ámbito laboral y social”, Ibíd., p. 297 
192 “Los resultados mostraron cómo en la población desplazada se percibe una sensación de 
indefensión frente a su situación actual”, LOZANO A, MARTHA CECILIA; GÓMEZ G, MARTHA LUCIA & 
UNIVERSIDAD CATÓLICA DE COLOMBIA. LOZANO, GÓMEZ & UNIVERSIDAD CATÓLICA DE COLOMBIA. Op. cit., 
p. 113. 
193 “La proyección de un futuro próximo y lejano por parte de las familias víctimas del desplazamiento 
es visto como algo cargado de incertidumbre”. Ibíd., p. 114. “La incertidumbre a la que se ven 
abocadas las víctimas de la violencia es muy alta con respecto a sus actividades laborales, 
educativas y relaciones familiares. Se genera un desequilibrio de expectativas positivas en su vida 
futura”. Ibíd., p. 117. 
194 “El impacto más notable de la guerra tiene que ver con los daños que causó en sus cuerpos y con 
los traumas, sufrimientos y daños psicológicos y emocionales resultantes de las victimizaciones 
padecidas”, GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. 
cit.GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA. Op. cit., p. 314.  
195 “También el auto concepto de las personas desplazadas forzosamente se afecta por la 
incapacidad percibida por ellos para auto sostenerse como lo hacían habitualmente en sus zonas de 
origen. La angustia y el miedo constante por la seguridad de sus vidas y de sus familias y la escasez 
de recursos de alimentación, techo y estabilidad económica generan en estas personas pérdida del 
sueño, baja en el peso, déficit en el comportamiento de auto cuidado e incluso ideas suicidas y 
homicidas hacia los miembros de la familia. Las expresiones de afecto hacia los miembros de la 
familia cambian con el desplazamiento; pierden los espacios tanto físicos como sociales donde 
expresaban los sentimientos de aprecio y valor que se tienen”, LOZANO A, MARTHA CECILIA; GÓMEZ 
G, MARTHA LUCIA & UNIVERSIDAD CATÓLICA DE COLOMBIA. Op. cit., p. 114. 
familiares que se desprenden del mismo hecho van a ser fuente de dolor para los 
padres196 y los hijos, debiendo estos últimos no solo ser testigos impotentes de las 
dificultades de los mayores, sino también sujetos pasivos de la confusión, la 
incertidumbre y las limitaciones que lleva consigo un cambio tan exabrupto en las 
condiciones físicas, familiares197 y sociales que la nueva vida como desplazados 
exige.   
 
Las críticas al enfoque clínico: el impacto psicosocial del desplazamiento forzado 
interno 
 
No obstante la relevancia de las implicaciones a mediano y largo plazo de los 
efectos traumatizantes que los graves hechos que preceden y suscitan el 
desplazamiento forzado interno pueden producir en la infancia, esa perspectiva, 
entendida como la “lectura ‘clínica’ de la guerra y sus efectos”198 ha sido criticada y 
relegada para dar mayor relevancia al enfoque psicosocial de los impactos de la 
migración forzada al interior del país. En efecto, aun cuando no se desconoce y no 
se controvierte  el “punto de vista fundamentalmente psicológico o psiquiátrico”199, 
en el análisis del problema que nos ocupa ha prevalecido el estudio de sus 
consecuencias psicosociales, las cuales también son privilegiadas en la principal 
investigación mencionada sobre los impactos del desplazamiento en niños y niñas 
en el marco del conflicto armado interno. 
 
                                                          
196 “En las familias con jefatura femenina, por desaparición o muerte de los esposos, el papel que 
desempeña la mujer es agobiante; su cotidianidad se trastorna porque ya no puede cuidar a sus 
hijos y buscar el sustento diario en un mismo espacio como lo hacía en el campo. El no estar, como 
antes, al tanto de sus hijos e hijas le genera sentimientos de culpabilidad”, BELLO, M. N, et al. Op. 
cit., p. 135-136. 
197 Con relación a la familia, esta sufre “la desestructuración y reconstrucción de las tradicionales 
relaciones familiares”, Ibíd., p. 136. Tanto los padres como los niños y niñas deben asumir nuevos 
roles, como por ejemplo cuidar a los hermanos menores mientras los padres buscan el sustento 
económico.  Estos y otros cambios implican una profunda transformación para las familias y sus 
miembros: “debido a los cambios en los papeles, este proceso obliga a sumir nuevas formas de 
actuar en la cotidianidad y exige nuevas relaciones, lo cual altera los parámetros de poder 
aprendidos, dificulta la comunicación y recompone los órdenes de jerarquía existentes”, Ibíd., p. 136.   
198 Ibíd., p. 121.  
199 Ibíd., p. 121. 
Dicho enfoque pone en evidencia la importancia del contexto200, del entorno familiar 
y social; superando la perspectiva que se centra en el individuo y su experiencia 
emocional. Aspectos estos que no solo aseguran lo indispensable para la 
supervivencia sino también para el proceso de socialización y que adquieren 
especial relevancia cuando se trata de un individuo que atraviesa la etapa de 
crecimiento y/o el periodo más importante de su desarrollo personal. Es por eso que 
se afirma que, además de su carácter complejo, el enfoque psicosocial también es 
el que mejor pone en evidencia la especificidad de los impactos del desplazamiento 
forzado interno en los niños y las niñas, así como el efecto multiplicador o 
permanente de esas consecuencias en dichos sujetos. 
 
Pero, antes de explicar el alcance de los efectos psicosociales del desplazamiento 
forzado interno en la vida presente y futura de los niños y las niñas que han sido 
sus víctimas, conviene mencionar algunas de las razones que han llevado a 
desestimar el enfoque “fundamentalmente psicológico o psiquiátrico”201. Es así 
como, las críticas a dicho enfoque pretenden evitar que las víctimas de graves 
violaciones a los derechos humanos sean convertidas en “enfermos” o sean objeto 
de estigmatizaciones reduccionistas; así mismo, ir más allá de los daños 
psicológicos que hechos dramáticos puedan causar en las personas, permite 
evidenciar la efectividad de la respuesta del Estado, como garante de la vida e 
integridad de todas las personas.             
 
En primer lugar, aun sin desconocer la posibilidad de que hechos atroces –como los 
que en la mayoría de los casos dan lugar al desplazamiento– produzcan trastornos 
mentales, quienes proponen el enfoque psicosocial consideran que las señales de 
afectación emocional son comprensibles ante estímulos de tal magnitud como las 
graves violaciones a los derechos humanos, pero no por ello equiparables 
necesariamente a enfermedades mentales202. En segundo lugar, el punto de vista 
                                                          
200 Ibíd., p. 121. 
201 Ibíd., p. 25.  
202 Es fundamental abstenerse de patologizar la respuesta natural de los seres humanos ante las 
crisis y diferenciar los casos de verdaderos trastornos o enfermedades mentales de los síntomas 
del trauma como consecuencia inevitable del desplazamiento forzado interno es 
altamente estigmatizante y desconoce los recursos comunitarios, familiares e 
individuales demostrados por las personas que han atravesado esa situación así 
como su capacidad de resiliencia, como veremos. 
 
He aquí un ejemplo del encuadramiento insuperable que dichas posturas proponen 
y que hemos denominado estigmatizante203. Para empezar “enraizar en la 
existencia” de un individuo la adversidad que sufre es completar su identidad a partir 
del sufrimiento que padece lo cual, sin duda, es desmedido. Y aun cuando el trauma 
no es solo una posibilidad sino también una realidad para muchas de las víctimas 
de esta violencia, resulta insostenible llegar a la conclusión de que todas ellas lo 
padecen. Por otra parte, la amplia literatura sobre el desplazamiento forzado en 
Colombia incluye también claros ejemplos de resiliencia y superación de las 
dificultades que rodean al desplazamiento y que difieren del trauma como único 
desenlace posible una vez ha tenido lugar la migración forzada interna204.    
 
Uno de esas investigaciones, parte del cuestionamiento a la perspectiva de la 
psicología “de déficit”205 que da mayor relevancia a los “fracasos”206 y a las 
                                                          
aislados o manifestaciones de malestar emocional que no constituyen un trastorno como tal”, Ibíd., 
p. 142. 
203 “Las familias desplazadas por efecto de la violencia se ven obligadas a transitar de un lugar a otro 
«migrando internamente» acompañados de una historia traumática-colectiva de violaciones, 
desarraigo y humillación que se enraíza en su existir a modo de estigma; quizá por ello afirmar 
abiertamente que el desplazamiento es un estado de temporalidad o una condición transitoria, es 
evadir el hecho de que la guerra tiene un trasfondo traumático, que permea el sistema de relaciones 
comunitarias tornándolas agresivas, desconfiadas e inseguras, lo anterior puede traducirse como 
una negación defensiva de algunos actores sociales, de la realidad psicológica de las víctimas, 
misma que se ve relegada a su elaboración y se reprime a través del olvido forzado, la negación, el 
aislamiento o la represión, aumentando el grado de vulnerabilidad psicosocial de las madres, niños, 
niñas y adolescentes principalmente”, ANDRADE SALAZAR, JOSÉ ALONSO. Mujeres, niños y niñas, 
víctimas mayoritarias del desplazamiento forzado. En: ORBIS. Revista Científica Electrónica de 
Ciencias Humanas. 16 (5), p. 32-33. 
204 Un ejemplo es el de la amplia actividad judicial reivindicativa de las personas en situación de 
desplazamiento, que no solo pone en evidencia las precarias condiciones de vida y la desprotección 
por parte del Estado, sino también su vitalidad y sus capacidades de agencia de sus intereses y 
derechos y de resistencia ante la agresión y el abandono estatal.  
205 GONZÁLEZ VIVEROS, CONSTANZA. Transformación y resiliencia en familias desplazadas por la 
violencia hacia Bogotá. En: Revista de Estudios Sociales. Agosto, 2004. no. 18, p. 123. 
206 Ibíd., p. 123. 
“deficiencias”207 de los individuos y los grupos. Punto de vista que, según la autora, 
es muy común en el estudio de la situación de las personas en situación de 
desplazamiento forzado interno. La investigación, por el contrario, se interesó en 
“las fortalezas”208 y la resiliencia de los individuos y las familias víctimas de ese 
flagelo, concibiendo el trauma como una posibilidad, y no como un obstáculo 
insuperable, y evidenciando las transformaciones positivas que se pueden dar a 
partir de la situación de migración forzada interna.  
 
Por ejemplo, se destaca la asunción de nuevos roles por parte de las mujeres, 
distintos de los anteriores estrictamente ligados al cuidado de la casa y de los hijos. 
Así pues, para la mujer que llega del campo a la ciudad, trabajar y ser cabeza de 
familia puede ser concebido como parte de su empoderamiento, en un contexto 
patriarcal que en muchos casos niega esa posibilidad. Otros aprendizajes referidos 
en el estudio tienen que ver con otros aspectos, más ligados a nuevas destrezas y 
habilidades intelectuales, comunicativas y organizacionales que las personas en 
situación de desplazamiento forzado interno desarrollan209.  
  
Finalmente, otra de las objeciones que amerita el enfoque estrictamente clínico en 
el estudio de los impactos de la migración interna por coacción en las personas, en 
general, y en los niños y las niñas, en especial, tiene que ver con la invisibilización 
de varios de los daños y mayores preocupaciones que emergen de sus narraciones 
y que dicho enfoque no considera, a diferencia de la perspectiva psicosocial. Se 
hace alusión, entre otras consecuencias, a las pérdidas culturales, los daños 
políticos y la respuesta insuficiente por parte del Estado frente a la violación de la 
cual han sido víctimas y que los coloca en una situación de mayor vulnerabilidad210. 
                                                          
207 Ibíd., p. 123. 
208 Ibíd., p. 124. 
209 “Los integrantes de las familias en situación de desplazamiento desarrollan habilidades en el 
ámbito de las reflexiones, actitudes y estrategias de comunicación y organización, que les permiten 
sobreponerse y emprender la reconstrucción de sus proyectos de vida”, Ibíd., p. 126.  
210 Resulta una tarea titánica encontrar un relato de desplazamiento forzado interno desprovisto del 
elemento de precariedad en las condiciones de vida y ausencia de respuesta oportuna y efectiva de 
parte de las instituciones públicas. A lo que se suma lo apenas obvio: cada historia de 
desplazamiento es la demostración de la desprotección en la que el Estado ha dejado a su 
En efecto, uno de los elementos más recurrente en los relatos de las personas en 
situación de desplazamiento forzado interno es el sentimiento de abandono e 
injusticia que demuestran frente a las instituciones públicas y la sociedad en 
general211. Aflicción motivada no solamente por la indiferencia de esta última y la 
clara desprotección a la que han sido sometidos por la primera, sino también por las 
difíciles condiciones de vida que enfrentan y los nuevos desafíos que deben encarar 
(pérdidas, pobreza, discriminación, dificultades familiares y sociales, etc.), que no 
tendrían lugar si no hubieran sido obligados a abandonar sus hogares a la fuerza y 
si el Estado no los desatendiera. Desde este punto de vista, la perspectiva 
psicosocial es la que aporta mejores y mayores elementos para la valoración de la 
adecuación constitucional de las actuaciones del Estado. 
 
La perspectiva psicosocial 
 
Tal como se mencionó con anterioridad, el estudio de los efectos del 
desplazamiento forzado interno en los niños y niñas desde el enfoque psicosocial 
pone en evidencia un gran número de situaciones problemáticas que se desprenden 
de esa violación y que la perspectiva del trauma no toma en consideración. En 
efecto, traspasar las fronteras de la afectación clínica significa alcanzar mayores 
niveles de complejidad212 a través de la consideración del amplio espectro de 
necesidades básicas humanas, que van desde la supervivencia misma, pasando 
por el concepto de salud integral, hasta llegar al ámbito relacional, familiar y social.  
 
                                                          
protagonista, en la medida en que no se ha logrado evitar que esa persona sea desplazada de 
manera forzosa dentro del territorio nacional, con ocasión del conflicto armado interno.   
211 “Además, se percibe el conflicto armado más allá de un enfrentamiento de grupos alzados en 
armas con fuerzas del estado, lo ven como el resultado de la falta de compromiso del gobierno con 
la misma comunidad que no ofrece oportunidades de desarrollo, no garantiza el respeto a la vida, 
permitiendo además que los actores en conflicto impongan su ley, constituyéndose en algunos casos 
como la única conocida”, LOZANO A, MARTHA CECILIA; GÓMEZ G, MARTHA LUCIA & UNIVERSIDAD 
CATÓLICA DE COLOMBIA. Op. cit., p. 113-114. 
212 “Cada vez resulta más evidente que las nociones de estrés postraumático o traumatismo, 
prevalecientes en el enfoque ‘clínico’ de la guerra y de sus efectos, no abarcan la amplia gama de 
experiencias y necesidades psicosociales de las personas”, BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 25. 
Por las mismas razones, es una perspectiva que contribuye a justificar un estudio 
centrado en la situación particular (fáctica y jurídica) de los niños y las niñas 
afectadas por la migración forzada al interior del país, ya que pone en evidencia la 
especificidad de sus impactos durante esa etapa de la vida a través de la 
demostración de cómo el desplazamiento coarta las oportunidades de desarrollo 
integral de las personas cuando ocurre durante la infancia o la adolescencia. 
Especificidad que plantea, además, la proyección a futuro de los daños causados 
por la migración forzada interna.  
 
Efectivamente, se ha demostrado una relación causal entre la problemática objeto 
de estudio y el grave deterioro en las condiciones de vida de los niños y las niñas213, 
la afectación de las dinámicas familiares, la ruptura de las redes sociales y la 
exposición de los mismos a nuevos riesgos. Situaciones todas estas claramente 
relacionadas con aspectos como “la salud, [el] bienestar integral y [-en general- con 
las] posibilidades de crecimiento y desarrollo personal”214; los cuales plantean 
problemas no solo en la vida presente de quienes siendo niños son víctimas del 
desplazamiento, sino también más allá de esa etapa vital.   
 
Con relación a los cambios en las condiciones de vida, los relatos sobre el 
desplazamiento forzado interno presentan variaciones que incluyen las 
características particulares de los lugares de donde han sido expulsadas las 
personas, las motivaciones, las circunstancias en las que se da y los autores 
causantes; sin embargo, persiste un elemento común que es la precariedad en las 
nuevas condiciones de vida215, es decir la “imposibilidad para satisfacer 
                                                          
213 “Grave deterioro en la calidad de vida de los individuos y las familias, la dificultad o imposibilidad 
para satisfacer necesidades básicas”, Ibíd., p. 25-26 
214 Ibíd., p. 128 
215 “Las condiciones de vida en las zonas de asentamiento temporal o definitivo están por debajo del 
mínimo requerido para un normal desarrollo humano y social”, BOLETÍN DE LA CONSULTORÍA PARA LOS 
DERECHOS HUMANOS Y EL DESPLAZAMIENTO (CODHES). Esta guerra no es nuestra... y la estamos 
perdiendo. Op. cit., p.170. 
necesidades humanas fundamentales”216 una vez ha tenido lugar la huida del 
hogar217.  
 
Efectivamente, las familias, al verse obligadas a abandonar de manera intempestiva 
su lugar de residencia, pierden los bienes y los recursos que les aseguraban su 
subsistencia, así como los medios de producción de los que vivían. Por otra parte, 
la migración repentina e inesperada, al no haber sido preparada previamente, limita 
las opciones de elección del lugar de destino así como las posibilidades de 
establecerse y de encontrar en poco tiempo nuevas fuentes de ingresos económicos 
y/o medios de subsistencia. Es así como, la vida de las personas bajo la situación 
de desplazamiento forzado interno ha sido ampliamente descrita a partir de la 
inestabilidad, la pobreza y la discriminación que la caracteriza218.  
 
Concretamente, la investigación sobre los impactos del desplazamiento forzado 
interno en niños y niñas describe las condiciones de vida precarias de los mismos 
a partir de las narraciones sobre las características deficientes de sus viviendas, la 
alimentación insuficiente, los problemas que aquejan su estado de salud, los 
obstáculos para el acceso a los servicios de salud y de educación, los limitados 
espacios con los que cuentan para recrearse y divertirse, la inestabilidad que los 
obliga a cambiar recurrentemente de domicilio y la discriminación de la que son 
objeto en los lugares de llegada219. A tal punto que algunos estudios han 
demostrado el efecto perverso de esa precariedad en los futuros imaginados por 
                                                          
216 Ibíd., p. 128. 
217 “De una a otra familia, las historias se repiten. Importa menos el impacto de la violencia en las 
familias de los desplazados o en los sobrevivientes de las víctimas, que el trauma producido por el 
desplazamiento. Casi siempre del mismo orden: emocional y económico. Todas estas familias pasan 
de la pobreza rural –humanamente sostenible– a una supervivencia que desemboca pronto en la 
miseria”, COLLAZOS, ÓSCAR. Desplazados del futuro. Bogotá: Intermedio Editores, 2003, p. 13. El 
autor está introduciendo algunos de los relatos que recogió en el Barrio Nelson Mandela de 
Cartagena de Indias.  
218 “A la salida le siguen, por lo general, largos y difíciles procesos en los que las personas intentan 
estabilizar sus vidas, pero que en la mayoría de los casos son descritos como experiencias 
caracterizadas por la penuria económica, el hacinamiento, la estigmatización, el rechazo y el 
maltrato”, GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. 
cit., p. 296.    
219 BELLO, M. N, et al. Op. cit., pp. 128-134. 
esos niños y niñas, casi siempre percibidos negativamente y muy lejanos de sus 
aspiraciones positivas (irrealizables)220.    
 
Respecto a las dinámicas familiares, desde la perspectiva psicosocial se han 
evidenciado los cambios drásticos que sufre la vida familiar a partir del 
desplazamiento forzado interno, y que afecta su permanencia, estabilidad, armonía 
y, en general, la calidad de sus relaciones221. Las pérdidas, las fragmentaciones y 
la reasignación de roles son solo algunas de las transformaciones que golpean a 
las familias creando tensiones, inestabilidad y, en los perores casos, violencia 
intrafamiliar y maltrato infantil. Todas ellas situaciones que afectan ulterior y 
negativamente a los niños y a las niñas.        
 
Para empezar, muchas familias sufren antes del desplazamiento forzado pérdidas 
por la muerte o la desaparición de algunos de sus integrantes. Otras rupturas tienen 
lugar una vez ha tenido lugar el desplazamiento, cuando las dificultades económicas 
obligan a algunos padres a buscar suerte en otros lugares lejos del resto de la 
familia. También la simple situación de crisis y tensión puede desencadenar en una 
separación, máxime si se tiene en cuenta que el conflicto armado y la migración 
forzada interna imponen a las familias una situación extrema de estrés por la 
violencia, las condiciones en que se da la huida y las pérdidas materiales e 
inmateriales que conllevan. 
 
Dichas situaciones repercuten significativamente en la vida de los miembros más 
pequeños de las familias pues su suerte depende, en buena medida, del afecto, la 
atención y la protección que los suyos les puedan brindar y que disminuye por la 
                                                          
220 “De otra parte, las historias creadas por los niños participantes reflejaban su vida real, su 
cotidianidad, su barrio y su forma de vivir en la pobreza de una zona de desplazados. Sus narraciones 
expresaron las ganas de salir adelante pero no se proyectaron a futuro debido a las condiciones de 
pobreza en las que viven, y sólo ven sus deseos como simples sueños y no realidades que puedan 
llegar a cumplir como satisfacción personal”, RUBIANO-DAZA, Henry & ARGÜELLO-GUZMÁN, Luis 
Alfonso. Recepción televisiva de la audiencia infantil con características de desplazamiento forzado. 
En: Palabra Clave. Diciembre, 2010. vol. 13, no. 2, p. 320. 
221 “El desplazamiento está invariablemente asociado con fragmentación, destrucción y 
recomposición de las redes familiares y sociales de apoyo”, BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 134. 
fragmentación familiar o la perdida misma –generalmente de los padres–. A eso se 
suma la redistribución de los roles familiares que casi siempre implica la asunción 
de la jefatura familiar por parte de la madre222; precisamente porque los hombres 
son las principales víctimas de los homicidios, los asesinatos o las desapariciones 
mientras las mujeres y los menores de edad son los más victimizados por el 
desplazamiento forzado interno.  
 
En dichos casos, que la madre ejerza el rol de proveedora del hogar, con la ausencia 
del padre, implica que deba trabajar y en algunos casos dejar a sus hijos solos en 
casa o bajo el cuidado de extraños o de los hermanos más grandes. Esa realidad 
genera nuevos riesgos para los niños y las niñas no solo al interior del hogar, sino 
también cuando los mismo se ven expuestos a los peligros de la calle. Es lo que la 
Corte Constitucional ha denominado la “pérdida o desgaste de las capacidades 
efectivas de protección de las familias o cuidadores”, que compromete la posibilidad 
de evitar que factores externos causantes de daño lesionen a los hijos223. 
 
Además, esa redistribución de las funciones y tareas familiares también puede traer 
consecuencias en las capacidades afectivas224 y ocasionar violencia intrafamiliar o 
                                                          
222 “Las circunstancias son más complejas cuando se trata de mujeres jefas de hogares en situación 
de desplazamiento. Se calcula que en el 35% del total de hogares desplazados por la violencia la 
mujer es cabeza de familia, por lo tanto asume la responsabilidad de la crianza y manutención de 
los hijos, lo cual sin duda genera tensiones y conflictos en el interior del núcleo familiar”, BOLETÍN DE 
LA CONSULTORÍA PARA LOS DERECHOS HUMANOS Y EL DESPLAZAMIENTO (CODHES). Esta guerra no es 
nuestra... y la estamos perdiendo. Op. cit., p. 182.  
223 “Todos los grupos familiares y de cuidadores de menores de edad en situación de desplazamiento 
sufren la pérdida o el desgaste serio de sus capacidades, competencias y condiciones básicas para 
desempeñarse adecuadamente como cuidadores de los niños, niñas y adolescentes que les integran 
(…) En consecuencia, las diversas dificultades planteadas por el desplazamiento impiden que los 
grupos familiares o de cuidadores protejan adecuadamente a los menores de edad frente a los 
diversos riesgos que se ciernen sobre ellos, provean dignamente por sus necesidades materiales y 
contribuyan a garantizar su desarrollo integral”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA 
DE REVISIÓN. Auto 251 de 2008. (6 de octubre de 2008). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José 
Cepeda Espinosa.   
224 “La reorganización de los roles familiares y culturales generan un cambio en las expresiones y 
manifestaciones afectivas; además, estas expresiones tienen connotaciones desadaptativas y 
adicionalmente su percepción respecto a las personas que los rodean cambia significativamente, ya 
que desarrollan un sentimiento de desconfianza con quienes no son de su región, mientras que frente 
a las personas que son de la misma región o de regiones cercanas generan un mecanismo de 
defensa para evitar ser agredidos o discriminados”, LOZANO A, MARTHA CECILIA; GÓMEZ G, MARTHA 
LUCIA & UNIVERSIDAD CATÓLICA DE COLOMBIA. Op. cit., p. 118. 
nuevos conflictos al interior de la familia225. Y son precisamente estos últimos los 
que nos interesa destacar en la medida en que son mencionados recurrentemente 
en los estudios sobre los impactos del desplazamiento forzado interno en las 
familias, así como por las implicaciones que el maltrato o el ser testigos de los 
conflictos y/o agresiones entre los demás miembros de su familia puede tener en el 
bienestar presente y futuro de los niños y las niñas.  
 
En efecto, varios factores asociados a la situación de desplazamiento forzado 
interno minan la posibilidad de asegurar a los hijos menores de edad afecto, 
protección y una convivencia armónica y pacífica al interior de la familia. La violencia 
sufrida, las pérdidas y las condiciones en las que se emprende una nueva vida 
favorecen conflictos y maltrato intrafamiliar226. Se mencionan como ejemplos la 
trascendencia o complejidad de las decisiones que acompañan la situación de 
desplazamiento227, las condiciones de hacinamiento en las que viven la mayoría de 
las familias en situación de desplazamiento228 y el proceso de adaptación a las 
nuevas realidades culturales229.  
 
                                                          
225 Asociados a múltiples factores detonantes, como en el caso de la reasignación de roles al interior 
de la familia por el  cambio cultural que conlleva, por ejemplo, el inicio de la vida laboral para las 
mujeres y, consecuentemente, una mayor independencia. “Para muchos hombres acostumbrados a 
una mujer pasiva y dependiente, la nueva condición de sus esposas e hijas representa una amenaza. 
El conflicto puede empeorar relaciones conyugales ya deterioradas o convertirse en una nueva 
fuente de discordia o violencia intrafamiliar”, BELLO, M. N, et al. Op. cit., pp. 134-135. 
226 “Por otra parte, algunas de las familias en épocas de crisis no han sobrellevado la situación, por 
ese motivo las relaciones con sus familiares son tensas y ha llevado a separaciones de sus miembros 
y en algunos casos a comportamientos violentos sobre todo entre cónyuges”, LOZANO A, MARTHA 
CECILIA; GÓMEZ G, MARTHA LUCIA & UNIVERSIDAD CATÓLICA DE COLOMBIA. Op. cit., p. 115. 
227 “Tanto el impacto causado por las pérdidas como los cambios abruptos producen en las personas 
afectadas situaciones que tienden a acrecentar o crear conflictos de pareja, filiales, familiares y 
comunitarios, dependiendo de la experiencia particular y del significado de las pérdidas, de sus 
recursos personales y de las posibilidades de integración al nuevo lugar en cada uno de los casos. 
Las distintas emociones, posibilidades e interpretaciones hacen que decisiones como la salida, el 
lugar de destino, la permanencia e incluso las posibilidades de retorno sean complejas y no 
necesariamente consensuadas. Todo ello aumenta la tensión y el sufrimiento emocional y hace que 
las posibilidades de crisis, rupturas y conflicto dentro de las familias sean mayores”, GRUPO DE 
MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 297. 
228 BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 129. 
229 “Este proceso simultáneo de duelo cultural y asimilación de nuevos valores y costumbres puede 
constituir una fuente adicional de tensión individual y conflicto en las relaciones interpersonales, 
dentro y fuera de la familia”, Ibíd., p. 139. 
Otras de las facetas que la perspectiva psicosocial resalta cuando se habla de 
desplazamiento forzado interno es la de la ruptura de las redes y lazos sociales de 
los que se beneficiaban antes de la migración forzada las familias y sus miembros 
y que se pierden con la huida del lugar de origen. Perdidas a las que se suman las 
dificultades que se desprenden de la situación de desplazamiento y que impiden la 
reconstrucción de nuevas relaciones sociales sólidas y duraderas en los lugares a 
los que llegan las familias y personas desplazadas, definitiva o transitoriamente230.  
    
Efectivamente, el lugar en el que las familias han escogido libremente vivir es un 
territorio conformado, antes que nada, por las relaciones sociales que allí se tejen y 
que proveen espacios de socialización, afecto, identidad, solidaridad, entre otros 
beneficios. Y es, a su vez, lo que el desplazamiento forzado interno destruye cuando 
disgrega, separa o dispersa a quienes integraban ese territorio y que en el caso de 
las personas de menor edad representa además de un referente identitario, también 
uno afectivo231 y protector.   
 
Es así como, los niños y las niñas en situación de desplazamiento forzado interno 
extrañan, en sus relatos, la fraternidad que caracterizaba sus entornos232 y que no 
se  experimenta en los sitios de llegada. Sin duda una gran pérdida pues antes las 
redes de apoyo social contribuían no solo a suplir las necesidades materiales sino 
también a edificar afectos y apoyos morales en las situaciones de dificultad. En 
efecto, el alcance de este tipo de ruptura se entiende mejor si es leído desde la 
comprensión del tipo de “vínculo vecinal” anterior al desplazamiento, narrado por 
                                                          
230 Además de la discriminación de la que son objeto muchas personas desplazadas por la violencia, 
las condiciones en las que se vive el desplazamiento, el miedo, la extrañeza y, en algunos casos, la 
inminencia de las amenazas y riesgos que persiguen a las personas que se vieron obligadas a 
marcharse hasta los lugares de llegada, imposibilitan o retrasan la reconstrucción de lazos sociales 
y nuevos afectos: “Con frecuencia las familias en situación de desplazamiento que llegan a las 
grandes ciudades se convierten en nómadas en busca de oportunidades de subsistencia; otras 
deben seguir huyendo porque quienes los expulsaron aún los persiguen o porque aparecen nuevas 
razones para temer por su vida o su integridad”, Ibíd., p. 132-133. 
231 “La crudeza de la guerra obligó en muchos casos a los niños y niñas a abandonar sus estudios y 
a huir, con lo que perdieron los nexos y relaciones con lugares y personas significativas y amadas”, 
GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 318. 
232 BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 137. 
las personas obligadas a desplazarse como fuerte, estructurado y caracterizado por 
una gran solidaridad.      
 
Por otra parte, una vez las personas se ven obligadas a establecerse en lugares 
nuevos y desconocidos se presentan ulteriores dificultades en el mantenimiento y 
la reconstrucción de nuevos lazos sociales y afectos debido a los “cambios 
frecuentes de domicilio, de colegio, y de las personas con quienes se convive, en 
especial de los adultos responsables de brindar afecto y protección”233. Movilidad 
que es común encontrar en las familias desplazadas precisamente por la necesidad 
de buscar mejores oportunidades o por las razones de seguridad que los obligan a 
seguir huyendo234. 
 
Así mismo, la importancia de las redes sociales también ha sido evidenciada en el 
estudio de los impactos del desplazamiento forzado interno en niños y niñas al ser 
identificada como uno de los factores protectores en una situación de crisis como la 
que nos ocupa235; es decir, contar con apoyo social se convierte en un elemento 
protector ante los efectos adversos de la guerra y del desplazamiento forzado. Es 
esta la razón que lleva a reiterar que su afectación no solo constituye una pérdida 
sino también una variable que contribuye a acrecentar la vulnerabilidad de los niños 
y las niñas frente a otros riesgos y situaciones problemáticas236. 
 
Y es precisamente esa mayor vulnerabilidad la que pone en evidencia la perspectiva 
de los efectos psicosociales del desplazamiento forzado interno en Colombia, a 
través de la demostración de unos nuevos riesgos a los que se ven expuestos los 
                                                          
233 Ibíd., p. 132. 
234 “Desde la perspectiva social, la ruptura de los vínculos vecinales es quizás la condición de mayor 
impacto en la situación actual de las familias por sus implicaciones en las expresiones de solidaridad, 
sentido de pertenencia y arraigo geográfico en los contextos campesinos. Las nuevas redes sociales 
se tornan débiles y escasamente estructuradas, por lo que no permiten una reconstrucción 
satisfactoria de las vinculaciones previas”, PADILLA, ERNESTO MARTÍN & SARMIENTO, BRIANDA. Mitos y 
rituales familiares en familias desplazadas reubicadas en Bogotá. En: Revista colombiana de 
psicología. 2007. no. 16, p. 118. 
235 BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 149. 
236 Piénsese, por ejemplo, al cuidado físico de los niños y las niñas que en muchas comunidades 
rurales es delegado a amigos o parientes vecinos mientras los padres desempeñan sus labores fuera 
de casa. 
niños y las niñas como consecuencia del desplazamiento y que tienen que ver con 
las condiciones de vida, deterioradas como vimos; con las características socio 
económicas de los barrios que habitan la mayoría de personas en situación de 
desplazamiento; con la relación entre la etapa del desarrollo que se atraviesa y los 
desafíos que el desplazamiento impone; y con la cadena de afectaciones que se 
desprenden de los efectos ya mencionados de la migración forzada.    
 
Para empezar, se entiende por factores de riesgo las circunstancias que favorecen 
la ocurrencia de daños en la persona humana237 y que las personas que han debido 
abandonar sus hogares y buscar donde reconstruir su proyecto de vida deben 
afrontar. Es el desplazamiento en sí mismo un factor de riesgo pues expone a las 
personas de la menor edad a una multiplicidad de situaciones problemáticas con el 
potencial suficiente para perjudicarlos ulteriormente. Son de diversa naturaleza, 
como los físicos que dependen de los limitados espacios de sus viviendas238 y/o de 
las condiciones insalubres de las mismas y que favorecen el surgimiento de 
enfermedades y la ocurrencia de accidentes dentro de las casas.   
 
Dichos riesgos surgen por las condiciones precarias de existencia de la población 
en situación de desplazamiento. La misma vulnerabilidad económica que los obliga 
a habitar barrios marginados de grandes y medianas ciudades en los que las 
familias, los niños y las niñas deberán enfrentarse a las ya bien conocidas 
problemáticas sociales que caracterizan dichos lugares239. Se trata del comercio y 
                                                          
237 “Los factores de riesgo se refieren a cualquier característica, cualidad o circunstancia de una 
persona o comunidad que se sabe está relacionada con una mayor probabilidad de ocasionar efectos 
negativos en su salud o bienestar”, Ibíd., p. 146.    
238 Refiriéndose a los niños, las niñas, los adolescentes y los jóvenes, el informe Basta ya identifica 
como afectaciones específicas producidas por el desplazamiento forzado interno en esta parte de la 
población lo siguiente: “también sufren los rigores del hacinamiento y del encierro en contraposición 
a los espacios abiertos de los paisajes rurales a los que estaban habituados, además de sufrir los 
riesgos que entraña la vida urbana y sus nuevas formas de exclusión y discriminación”, GRUPO DE 
MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 298.     
239 “Si bien, estos son riesgos que corren por igual los jóvenes en situación de desplazamiento y los 
que no lo están, la diferencia es que el joven que ha crecido en su propio contexto tiene elementos 
para diferir, escoger, criticar, oponerse y crear frente a ese contexto que ya conoce y maneja. Los 
jóvenes en situación de desplazamiento no. Sus valores, expectativas y elementos de formación son 
distintos, como lo veíamos anteriormente, y por ello no tienen mucha capacidad de resistencia, de 
uso de drogas y alcohol y de la inseguridad urbana240, principalmente. Todas ellas 
problemáticas para las que las personas en crecimiento y formación, ya de por si 
inmersos en una situación de crisis emocional y desarraigo, no están preparados y 
que superan muchas veces sus propias herramientas para resistirse o 
salvaguardarse de esos nuevas alternativas negativas o simplemente nuevos 
peligros.           
    
Finalmente, dos aspectos relacionados a las nuevas contingencias negativas que 
tienen lugar durante la situación de desplazamiento forzado interno con relación a 
los niños y a las niñas. La primera tiene que ver con las particularidades de cada 
etapa del desarrollo infantil y las necesidades que de la misma se desprenden y que 
el desplazamiento impide satisfacer. Así por ejemplo, los jóvenes en razón de  la 
ruptura con sus referentes sociales precedentes en una etapa de la vida en la que 
los mismos resultan particularmente relevante, se van a ver sujetos a nuevos 
riesgos psicosociales241. 
 
La segunda cuestión, sugiere que los impactos que la migración forzada causa en 
la vida y desarrollo de los niños y niñas pueden desencadenar, a su vez, en nuevas 
afectaciones negativas; consideradas por el presente informe como riesgos que el 
desplazamiento plantea. De esta forma, el haber sido obligado a huir del sitio de 
habitación habitual tiene unos efectos que además de dañinos son potencialmente 
capaces de causar nuevos perjuicios, reduciendo las posibilidades de pleno 
desarrollo de las personas, no solo durante la infancia sino también a futuro. Un 
ejemplo de ello son los riesgos de desnutrición que la situación de pobreza, 
ocasionada por el desplazamiento, puede causar. La cual, como es bien sabido, 
                                                          
opinión, crítica o cambio de ese medio”, ARIAS M., FERNANDO JIOVANI Y RUIZ CEBALLOS, SANDRA. Op. 
cit., p. 257.      
240 “El alcoholismo, el consumo de sustancias psicoactivas, el ingreso a pandillas y la delincuencia 
son algunos de los problemas psicosociales prevalecientes en los barrios pobres en los que vive la 
mayoría de desplazados”, BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 139. 
241 “Como ya se mencionó, constituyen un grupo [los jóvenes] particularmente vulnerable por los 
cambios que deben enfrentar en forma simultánea. La estructura social en la que ha debido 
producirse la etapa de transición hacía la vida adulta ha desaparecido por lo cual los jóvenes pueden 
sentirse viviendo en el vacío social, en especial si carecen de orientación y apoyo de los padres; la 
circunstancia del desplazamiento los expone a factores de riesgo psicosocial”, Ibíd., p. 145.   
limita posibilidades tales como un crecimiento óptimo y el mejor desempeño 
escolar242. 
 
Finalmente, para concluir este capítulo dedicado a las consecuencias psicosociales 
del desplazamiento forzado interno en los niños y las niñas, en sus familias y en sus 
comunidades –los cuales complementan las consideraciones hechas sobre el 
impacto específico de los efectos traumáticos asociados al desplazamiento o, en 
general, de la afectación psicológica que acompaña esta situación– destaquemos 
que los aportes del enfoque privilegiado (el psicosocial) confirman lo reiterado en 
otros estudios sobre desplazamiento; esto es la mayor  vulnerabilidad en la que la 
migración forzada interna deja a sus víctimas243 y que en el caso de las personas 
de menor edad adquiere particulares connotaciones.    
 
Se considera entonces que, tanto la huella psicológica y/o emocional de los hechos 
violentos que circundan el destierro como el empeoramiento de las condiciones de 
vida de las personas en situación de desplazamiento; las rupturas familiares y 
sociales; y los nuevos riesgos a los que se ven expuestos, una vez ha tenido lugar 
la migración forzada interna, explican la alta vulnerabilidad que caracteriza a esta 
población244 y que en el caso de las personas de menor edad se considera un 
limitado acceso a las oportunidades de crecimiento y desarrollo integral; lo cual no 
es nada más que una de las más importantes justificaciones del marco normativo –
internacional y nacional– de protección especial de la infancia: precisamente, la 
                                                          
242 “La desnutrición puede originar retrasos en el crecimiento y desarrollo infantil, aumentar la 
susceptibilidad de los niños a las infecciones e impedir que se beneficien de la escolaridad por falta 
de atención y concentración y por ausentismo frecuente”, Ibíd., p. 130. 
243 Desde los estudios de la migración se ha identificado la mayor vulnerabilidad de los desplazados 
internos, si comparados con otro tipo de migrantes; así como la relación entre dicha vulnerabilidad y 
la respuesta estatal: “las consecuencias derivadas en uno y otro caso [hacen referencia a las 
migraciones forzadas o desplazamientos forzados] convierten a las personas afectadas y obligadas 
a desplazarse en el grupo más vulnerable dentro de los movimientos migratorios en general (Van 
Hear, 1994). La situación de vulnerabilidad se agrava cuando dichas personas no encuentran la 
respuesta adecuada a todas las carencias derivadas de un movimiento no planificado (…). Todas 
estas circunstancias pueden empeorar aún más cuando se trata de individuos desplazados dentro 
de su propio país”, EGEA JIMÉNEZ, CARMEN & SOLEDAD SUESCÚN, JAVIER IVÁN, Op. cit., pp. 210-211.      
244 “Esta forma de violencia quebranta la integridad física y psíquica de las personas amenazadas 
porque la faceta de destrucción, miedo e incertidumbre que conlleva convierte a sus víctimas en 
seres altamente vulnerables”, BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 43. 
garantía de las condiciones para el desarrollo pleno de las capacidades de cada ser 
humano.       
 
Posibilidad individual de crecer física, intelectual y moralmente que para los niños y 
las niñas en situación de desplazamiento forzado interno se ve obstaculizada desde 
el momento en que deben soportar situaciones superiores a sus propias 
capacidades físicas y mentales (la grave violencia que antecede y muchas veces 
persigue hasta los lugares de paso y llegada a las personas desplazadas); a lo que 
se suman pérdidas, duelos, fragmentación familiar y social, deterioro de la calidad 
de vida245, disminución de las posibilidades afectivas, discriminación, nuevos 
riesgos, entre otros. Todas ellas circunstancias que completan un cuadro/panorama 
de “adversidades acumuladas”246 que difieren y superan, por ejemplo, las que debe 
soportar un niño o una niña en condición de pobreza y exclusión.   
     
El desarraigo identitario y el daño cultural  
 
El destierro obliga al abandono forzado de objetos, personas, significaciones y 
relaciones asociadas al territorio que se deja. Sobre esos elementos, como ya se 
dijo, los niños y las niñas han construido afectos247 y ellos han sido la base sobre la 
cual, además, han edificado su identidad. Razones estas que llevan a algunos 
autores a definir los lugares de origen como los “espacios vitales”248 de los niños y 
                                                          
245 Por ejemplo, las condiciones de pobreza y los demás obstáculos que muchos niños, niñas y 
jóvenes han encontrado para continuar y culminar con éxito sus procesos educativos, los han llevado 
a incursionar en la vida laboral a temprana edad, exponiéndolos a situaciones de explotación laboral 
o de actividades ilícitas. Ibíd., p. 131.    
246 Parte de la vulnerabilidad que caracteriza la nueva condición, una vez ha tenido lugar el 
desplazamiento forzado, está asociada a la pobreza y a la falta de oportunidades de las que se 
derivan, además, nuevas afectaciones como las relacionales, afectivas y sociales. Las autoras hacen 
referencia al “efecto acumulativo de la adversidad”, que hace más difícil para un niño o niña vencer 
las dificultades. Ibíd., p. 129.  
247 Con relación a los afectos, por ejemplo, emerge de los relatos de muchos niños y niñas en 
situación de desplazamiento el recuerdo nostálgico de la cicla o del animal que dejaron en el 
momento de la migración forzada, por la necesidad imperiosa de huir, que no da espera al traslado 
de lo que se quiere y se debe abandonar a la fuerza. Esos objetos, como se evidencia, no son solo 
pertenencias materiales, sino que además están envestidos de un valor simbólico y afectivo, 
inmaterial. 
248 Los espacios vitales son identificados como “los lugares en los que han construido sus formas 
particulares de moverse, de usar el tiempo y, en general, de relacionarse con el entorno. Los 
las niñas que han sido desplazados forzosamente, pues son estos los que han 
determinado desde su forma de ver la vida y relacionarse con el mundo exterior, 
como lo explican las autoras citadas, hasta su acento.  
 
En efecto, la casa, las pertenencias, el pueblo, los vecinos, la comunidad, las 
rutinas, las expresiones artísticas, las creencias, las costumbres y las tradiciones 
adquiridas en el lugar de origen no solo conforman el patrimonio de una persona e 
involucran su emotividad, sino que también son elementos constitutivos del auto 
reconocimiento como individuo perteneciente a una realidad socio cultural 
determinada, ubicada en un espacio físico-temporal específico. En consecuencia, 
abandonar todos estos elementos por la coacción externa, obliga a hablar del 
desarraigo, desde dos dimensiones que se ven afectadas con la situación de 
desplazamiento forzado –y antes por la situación de conflicto armado interno249–, 
bien porque se pierden o bien porque sufren rupturas y reconfiguraciones forzadas. 
 
La primera de ellas es de carácter individual y tiene que ver con las afectaciones en 
la identidad personal, mientras la segunda es de carácter colectivo y es reconocida 
como el daño cultural, según la definición que desde la memoria histórica se ha 
acuñado en Colombia recientemente. Respecto a la primera, el niño o la niña que 
es obligado a migrar forzosamente con su familia ve afectado su sentido de 
pertenencia al lugar en el cual ha crecido y del cual es arrancado a la fuerza250. 
Además, mientras en ese lugar sus formas de comportarse e interpretar el mundo 
exterior coincidían con las de las demás personas que lo habitaban, en su nueva 
                                                          
animales (que revisten un significado especial para los niños), los ríos y las plantas hacen parte de 
su espacio vital, con ellos tejen relaciones y afectos”, Ibíd., p. 126. 
249 “La presencia de los armados quebranta las certezas y rutinas que sustentan la cotidianidad 
conocida de las víctimas”, GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra 
y dignidad. Op. cit., p. 296.  
250 Los autores suelen asociar la pérdida del sentido de pertenencia a los procesos de discriminación 
y exclusión que afectan a muchos niños y niñas en situación de desplazamiento: “los niños y niñas 
en situación de desplazamiento pierden sus referencia colectivas, la ciudad destruye el sentido de 
pertenencia, construido con relación a la vereda o el pueblo, que les permitió identificarse como parte 
‘de’ y decantar la noción del ‘nosotros’. En su nueva condición son señalados como los negros, los 
del hablado feo, los de la vestimenta distinta, los extraños, los nuevos. En la ciudad son objeto de 
discriminaciones y señalamientos, son rechazados por su color de piel, por su apariencia y por la 
condición que afrontan”, BELLO, M. N, et al. Op. cit., pp. 133-134.  
realidad, es decir una vez desplazado, todo le es distinto, su cultura es distinta y es 
visto por los demás como un extraño251.  
 
Lo anterior explica porque algunos autores han identificado la situación de 
desplazamiento forzado interno como “una transformación radical que puede afectar 
la identidad de los niños, niñas y jóvenes en tanto plantea una incoherencia entre la 
realidad subjetiva y la realidad objetiva”252. Y lo es en la medida en que la mayoría 
de personas que se desplazan forzosamente al interior del país lo hacen del campo 
hacía las ciudades. De manera que, sus referentes, los hasta ahora aprendidos, son 
diametralmente distintos a los de las personas que habitan el lugar de llegada, que 
es ajeno a los valores y dinámicas rurales.  
 
Con relación al contraste campo/ciudad y a su impacto en la identidad de los niños 
y las niñas, llama la atención, por ejemplo, la identificación del “consumo” como uno 
de los nuevos valores que estas personas encontrarán en la ciudad y que facilitará 
o impedirá su proceso de adaptación al nuevo territorio253. También la multiplicidad 
de pautas de comportamiento será uno de los desafíos que deberán enfrentar los 
niños en la ciudad, desde el punto de vista identitario, ya que el espacio urbano no 
solo muta permanentemente y con mayor rapidez que el rural, sino que también 
incluye un amplio número de referentes comportamentales, valores y costumbres 
que difieren de lo propio254.   
                                                          
251 “Esta pérdidas y rupturas que inducen los nuevos contextos deshacen, confrontan y rehacen los 
referentes sociales y simbólicos construidos y aprendidos como formas y estilos tradicionales de 
vida, prácticas, creencias y valores socialmente aceptados y dados por supuestos en las formas de 
hacer y hacer de cada uno de los sujetos individuales –niños, niñas, jóvenes, mujeres, hombres, 
ancianos y ancianas– y colectivos”, Ibíd., pp. 137-138. 
252 Ibíd., p. 141. 
253 “Los niños y jóvenes en situación de desplazamiento, en su mayoría de origen campesino y 
despojados de muchos de los elementos que les conferían identidad, deben aprender a sobrevivir a 
las atracciones y espejismos de la sociedad de consumo típica de las grandes ciudades, casi siempre 
inalcanzables para ellos. El consumo, además de satisfacer un deseo, brinda la posibilidad de 
acceder a espacios de reconocimiento grupal; por lo tanto, no consumir, en ocasiones, significa la 
exclusión social”, Ibíd., p. 138. 
254 “En la ciudad se multiplican los referentes simbólicos y culturales, se transforman los roles y se 
observan nuevas y variadas pautas de comportamiento. De la norma y la pauta se pasa a las norma 
y las pautas, de la religión a las religiones, del deber ser de hombre, mujer, niño, niña, a las múltiples 
posibilidades de ser. En la ciudad el mundo dado por supuesto es cuestionado e interpretado a la 
luz de las nuevas realidades”, Ibíd., p. 130-140. 
Será esta situación la que justifique, además, la “sensación de extrañamiento” que 
caracteriza el desarraigo y que hace que para las personas en situación de 
desplazamiento “ni los paisajes ni las costumbres ni los sonidos ni los colores ni los 
olores les resultan familiares”255. A ello se suma la impresión de sentirse en un limbo. 
Lo cual también tiene que ver con la relación entre espacio físico e identidad pues 
al perderse los referentes espacio-temporales también se van a ver afectados los 
referentes sociales ligados a ese espacio; llegando a afirmarse que el 
desplazamiento “es el despojo de la vida propia”256. 
 
Además de la identidad personal, el desplazamiento forzado interno lesiona las 
identidades colectivas, de las cuales también hacen parte los niños y las niñas, y la 
posibilidad de conservar íntegramente la diversidad cultural de la nación257. Se hace 
referencia al daño cultural –segunda dimensión del desarraigo– definido por el 
informe de memoria histórica como “las lesiones y alteraciones producidas en los 
vínculos y relaciones sociales [que] incluyen la vulneración de las creencias, 
                                                          
255 GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 
298.    
256 “Este limbo [impresión de encontrarse en un estado transitorio, intermedio entre uno estable, 
antes, y otro definitivo, después] que deja el desplazamiento entre quienes lo sufren se debe, 
principalmente, a que el espacio habitado no solo funciona como lugar de desarrollo social, sino 
como lugar de desarrollo identitario. Según lo documentó el trabajo del CNMH [Centro Nacional de 
Memoria Histórica] sobre el desplazamiento en San Carlos, se […] ‘desdibujan o trastocan las 
coordenadas espacio temporales y los sistemas de orientación sobre las cuales de edifica la 
identidad de los afectados. Y por supuesto, no son solo las coordenadas físicas las que se alteran 
con el desplazamiento a otra localidad, a otro municipio o a la ciudad, sino también las coordenadas 
sociales y de sentido que estructuran la conducta diaria de los sujetos (…) para el desplazado, el 
impacto de su experiencia es tal que al enfrentar un contexto distinto al de su esquema habitual, se 
ve impedido de alguna manera a reconfigurar su identidad personal. En últimas, el desplazamiento 
es el despojo de la vida propia”, Ibíd., pp. 298-299. 
257 “Teniendo en cuenta las características emocionales y sociales que deja en los menores la 
situación de desplazamiento, es comprensible que se rompa todo vínculo con la comunidad de 
origen, desde la participación comunitaria hasta los sentimientos que apegan a una determinada 
región. Se pierden los referentes geográficos, afectivos y simbólicos que atan al pueblo o al campo. 
En este sentido, la estructura que fundamenta la vida personal, familiar y social sufre un fuerte 
impacto de desestructuración, toda vez que el desplazamiento forzado rompe con la cotidianidad de 
cada sujeto social y del contexto en el cual participa”, BOLETÍN DE LA CONSULTORÍA PARA LOS 
DERECHOS HUMANOS Y EL DESPLAZAMIENTO (CODHES). Esta guerra no es nuestra... y la estamos 
perdiendo. Op. cit., p. 177. 
prácticas sociales y modos de vivir de las comunidades”258, que el conflicto armado, 
primero259, y la migración forzada, después, ocasionan.    
 
En efecto, las rutinas, las creencias, las expresiones artísticas, las festividades, las 
costumbres y las tradiciones aprehendidas en el lugar de origen no solo conforman 
el patrimonio de una persona e involucran su emotividad, sino que también son los 
elementos que permiten el reconocimiento de esa individuo como perteneciente a 
una realidad socio cultural determinada, ubicada en un espacio físico-temporal 
específico. Aquel que se abandona a la fuerza, con la consecuente separación 
abrupta y forzada de esos referentes culturales.  
 
Además de la identidad compartida por las colectividades, la posibilidad de 
“creación, apropiación y trasmisión de la cultura”260 también se ve fuertemente 
obstaculizada por el desplazamiento forzado interno ya que la desintegración de las 
comunidades por la huida, el desarraigo que conlleva y las reconfiguraciones 
culturales a las que se ven  forzadas las personas impiden la posibilidad de 
mantener y transferir los elementos ligados a la cultura de origen. Aspecto que 
adquiere especial relevancia si se tiene en cuenta que el legado cultural tiene lugar 
a través de canales intergeneracionales.  
  
Un ejemplo de ello lo da un estudio sobre los mitos y los rituales familiares en 
familias desplazadas, el cual demuestra cómo la situación de desplazamiento 
forzado interno imposibilita su continuidad por el cambio radical del entorno y las 
                                                          
258 El Informe define los daños socioculturales causados por el conflicto armado como “las lesiones 
y alteraciones producidas en los vínculos y relaciones sociales. Las agresiones incluyen la 
vulneración de las creencias, prácticas sociales y modos de vivir de las comunidades. Estos daños, 
que afectan colectivamente las comunidades, son consecuencia de la prohibición explícita o del 
impedimento y las dificultades que experimentaron las personas y las comunidades para mantener 
sus relaciones, vínculos e intercambios, con los cuales participaban de la construcción de la identidad 
grupal y colectiva”, Ibíd., p. 272. 
259 “La presencia de los armados quebranta las certezas y rutinas que sustentan la cotidianidad 
conocida de las víctimas”, Ibíd., p. 296.  
260 “El desplazamiento rompe el tejido social y menoscaba los valores y las formas tradicionales de 
creación, apropiación y transmisión de la cultura”, BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 137. 
dificultades económicas, geográficas y sociales que conlleva el destierro261. Y, no 
obstante las autoras del estudio lo aborden desde la perspectiva de las afectaciones 
que sufren las familias con ocasión del desplazamiento, se prefiere circunscribir 
estas afectaciones al ámbito del daño cultural, destacando la ruptura cultural que 
los niños, las niñas y los jóvenes sufren por la imposibilidad de aprehender y 
conservar elementos estructurales de su cultura, como lo son los mitos y los rituales.   
 
No solo la comprobación empírica de las transformaciones en las expresiones 
culturales de las familias desplazadas confirma la huella del desplazamiento en el 
ámbito cultural, sino también las exigencias mismas de la migración que más allá 
de la simple adaptación a las nuevas condiciones de vida pareciera exigir la 
aniquilación de los referentes identitarios colectivos en aras de la adaptación262. Es 
lo que se conoce como la asimilación de los elementos socioculturales del lugar de 
llegada, a costa del abandono de los propios263. Con el agravante de que son 
precisamente los más pequeños los más propensos a ignorar, en busca de 
aceptación, su identidad cultural de origen.    
    
                                                          
261 “Como se mencionó, la situación de desplazamiento desde la perspectiva de las familias 
entrevistadas desemboca en  una dramática pérdida de los elementos contextuales característicos 
del sitio de origen, ocasionando cambios significativos en los mitos y prácticas rituales que se vienen 
a desarrollar en el sitio actual. Por esto, es necesario recalcar aspectos que dificultan el proceso de 
reacomodación a un centro urbano como lo es Bogotá, tales como el arraigo y sentido de pertenencia 
al lugar de origen, y la gran diversidad de influencias derivadas del nuevo contexto de tipo económico 
(pérdida de las fuentes de abastecimiento  familiar o  el  abandono de  la morada  familiar), geográfico  
(desconocimiento generalizado  de  ubicaciones  estratégicas  como  entidades  del  gobierno,  
instituciones educativas y de salud, etc.) y social (ruptura de vínculos vecinales previos, ausencia de 
redes  solidarias), que  impactan con gran notoriedad  las prácticas  rituales y  algunos elementos 
constitutivos de los mitos, construidos por la familia en el sitio de origen”, PADILLA, ERNESTO MARTÍN 
& SARMIENTO, BRIANDA. Op. cit., p. 117.  
262 “Las familias que se desplazan con todos sus miembros sólo sobreviven en los sitios de llegada 
si aprenden a movilizarse y actuar en el espacio nuevo y si reacomodan los roles y los procesos de 
socialización e identidad a las nuevas exigencias”, BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 138. 
263 “Ante este contexto, el desplazado entra en un proceso de Adaptación – Asimilación. En el primero 
reconoce su tradición, reconoce su realidad y decide intervenir sobre la dinámica del presente. En el 
segundo caso, la vida anterior desaparece, se borra o se invisibiliza, para dar paso al modo de vida 
citadino. Es importante destacar una mayor tendencia a la asimilación por parte de las generaciones 
más jóvenes –que en el caso en estudio representan el 30% de la población– mientras que los 
adultos tienden a adaptarse forzosamente, a este tipo de posturas de los hijos”,  
JIMÉNEZ OCAMPO, Sandro; ABELLO LLANOS, Raimundo & PALACIO SAÑUDO, Jorge. Identidad social y 
restablecimiento urbano de población exiliada internamente en Colombia. Primeros resultados de un 
estudio de caso. En: Investigación y desarrollo. 2003, vol. 11, no. 2, pp. 336-337.  
Es esa la razón por la cual se considera que aquella pretensión del constituyente de 
proteger una de las grandes riquezas del país, la diversidad cultural264, termina 
viéndose afectada por la situación de desplazamiento interno a la que son llevadas 
las familias y sus hijos por el conflicto, en la medida en que las nuevas condiciones 
de vida y las características mismas de la migración imposibilitan la conservación 
de las tradiciones, costumbres y demás componentes de la cultura, impidiendo que 
muchos niños y niñas se apropien de sus referentes culturales y los transmitan en 
el tiempo. 
 
El daño a la democracia  
 
Hasta ahora se ha hecho referencia al carácter particular de las consecuencias que 
se desprenden del desplazamiento forzado interno en el marco del conflicto armado 
interno cuando las personas que lo padecen son niños o niñas. Especificidad que 
se concreta en el impacto negativo de la migración forzada en el acceso a las 
oportunidades de sano crecimiento y desarrollo, así como en la posibilidad de 
disfrutar libremente de sus capacidades y, a futuro también, todas sus 
potencialidades. Todo ello a partir de la mayor vulnerabilidad que produce el efecto 
traumatizante de las graves violaciones de los derechos humanos que los obligaron 
a huir junto con sus familias, los daños psicosociales y las implicaciones 
socioculturales del destierro.  
 
Pero, ¿qué implica/conlleva/significa crecer en medio del conflicto armado interno? 
Se han identificado como huellas que la guerra ha dejado en los niños y niñas en 
situación de desplazamiento, no solo el aprendizaje de las estrategias que permiten 
sobrevivir en ella265 –no siempre positivas si se piensa por ejemplo en la mentira y 
la desconfianza–, sino también la aceptación y la adopción de actitudes, valores y 
                                                          
264 Reconocida y protegida en el artículo 7 de la Constitución Política de Colombia: “el Estado 
reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana”. 
265 Desconfiar, guardar silencio y mentir son algunas de las pocas opciones que deja la guerra y que 
son documentadas en el estudio de Bello, así mismo esconderse y huir. BELLO, M. N, et al. Op. cit., 
p. 125. 
visiones abiertamente negativas266 que se desprenden del actuar de los actores 
armados y del Estado, que además son asumidos y asimilados por los menores de 
edad no como una realidad posible sino como “la realidad”. Consecuencias que 
superan el ámbito individual y familiar y confirman la preocupación del juez 
constitucional acerca del futuro de la nación. 
 
Es así como, algunos autores explican la incidencia de la generalización y la 
duración de la violencia y la barbarie, en primer lugar, en la “visión polarizada de la 
realidad”267, que desde la perspectiva de la niña del niño inmerso en la situación de 
conflicto no permite ver más allá de los buenos y los malos, invisibilizando las zonas 
grises y las razones estructurales del conflicto. En segundo lugar, “la legitimación 
del autoritarismo, la fuerza y la arbitrariedad” resulta otra constante ligada a la 
naturalidad con la que es asumida una guerra que no cesa y frente a la cual ni la 
sociedad en general ni el mismo Estado pareciera oponerse, no obstante su 
crueldad. En tercer lugar y en relación con lo anterior, la pasividad de las 
instituciones268 –léase desprotección de la sociedad civil frente a los efectos de la 
guerra– es identificada por las autoras como otro de los factores que incide en la 
legitimación que los niños y las niñas demuestran frente a la “justicia por la propia 
mano”269.    
  
                                                          
266 “De cualquier forma, niños, niñas y jóvenes han sido socializados en medio de la guerra. Además 
de las consecuencias psicológicas inmediatas que causa el conflicto armado en los menores, es 
triste constatar que muchos niños y jóvenes desplazados asumen actitudes y comportamientos 
fundamentados en la violencia, la fuerza y la imposición, incentivados por deseos conscientes o 
inconscientes de venganza. La negación de los demás como seres humanos sujetos de derechos, 
la utilización de armas como instrumento de poder para someter o eliminar al otro y manifestaciones 
de resentimiento social y familiar, son algunos de los impactos de mediano y largo plazo que pueden 
generar la violencia y el desplazamiento y que requieren de programas de atención especializada en 
el marco de soluciones integrales”, BOLETÍN DE LA CONSULTORÍA PARA LOS DERECHOS HUMANOS Y EL 
DESPLAZAMIENTO (CODHES). Esta guerra no es nuestra... y la estamos perdiendo. Op. cit., p. 176. 
267 Ibíd., p. 125. 
268 A lo que se debería agregar su complicidad en los casos de crímenes cometidos por agentes del 
Estado. 
269 “La ausencia de mediaciones institucionales en la resolución de los conflictos por lo cual se apela 
a la aplicación de justicia por la propia mano. La impunidad anima sentimientos de venganza”, Ibíd., 
p. 125. 
Pero lo que más preocupa de las conclusiones de las autoras es la aceptación que 
las niñas y los niños entrevistados demuestran del conflicto armado interno y sus 
dinámicas de terror270, realidad asumida por ellos como la forma de vida normal271. 
Y no sorprende si se tiene en cuenta la manera usual de ver y entender la vida que 
viven, y que refuerza la perspectiva diferencial de los daños causados por la guerra 
y el desplazamiento forzado interno a la infancia. Naturalización de la violencia que 
se refuerza si se piensa que muchos de ellos no han conocido otra realidad ni han 
sido testigos de una oposición contundente por parte del Estado frente a sus 
afectaciones, ni tanto menos se han beneficiado de una actitud solidaria por parte 
de los demás sectores de la sociedad.  
 
Todos los anteriores son vestigios que el conflicto armado ha dejado en las víctimas 
más pequeñas del desplazamiento forzado interno y que emergen de los relatos 
documentados en la investigación mencionada. Huellas que adquieren especial 
relevancia si se piensa en las reales posibilidades para esos colombianos de no 
repetir la misma violencia, de asegurar su convivencia pacífica y de fortalecer la 
democracia. Razón ésta que lleva también al Grupo de Memoria Histórica a 
cuestionarse acerca de “la estructuración tanto de la identidad y de la vida cotidiana 
de una sociedad, como de los procesos de aprendizaje social o de repetición de 
contextos de muerte y guerra”272, precisamente en el capítulo de los impactos y 
daños del conflicto armado en los menores de edad.     
                                                          
270 Aceptación que en muchos casos llega incluso a ser admiración: “los niños y jóvenes resultan ser 
la población más vulnerable a los símbolos que la guerra trae consigo. Un hombre o mujer armado 
índice, además de miedo, respeto y admiración; también es muestra de poder, libertad y autonomía. 
En general, los actores del conflicto llegan a imponer su ley en las zonas, son jueces, verdugos y 
moralizadores, deciden sobre la vida de las personas y las dinámicas de relación. Así, por ejemplo, 
dan advertencias y matan a hombres que tienen dos mujeres. Es decir, el poder dado por las armas 
se constituye en el símbolo, en el valor más importante para alcanzar. Los jóvenes pueden verse 
seducidos por este ‘nuevo espejo que traen otros conquistadores’”, ARIAS M., FERNANDO JIOVANI Y 
RUIZ CEBALLOS, SANDRA. Op. cit., p. 247-248. 
271 “Los enfrentamientos armados, el porte de arma, la eliminación del ‘contrario’, la ausencia de 
mediación de la justicia estatal y la resolución violenta de los conflictos, entre otras, son vistas como 
‘las formas naturales’ de ser de una realidad aceptada sin cuestionamiento. Esta realidad social que 
rodea al niño significa para él ‘la única realidad’, o ‘realidad por excelencia’. ‘El niño no internaliza el 
mundo de sus otros significantes como uno de los tantos mundos posibles: lo internaliza como el 
mundo, el único que existe y que se puede concebir’”, Ibíd., p. 126. 
272 “No se establecen aquí las repercusiones causadas por la violencia experimentada durante el 
conflicto armado que en la vida adulta puedan tener los daños ocasionados en la infancia, 
Esto último nos conduce a plantearnos una última cuestión, la de los presupuestos 
del mantenimiento de la paz y la democracia. En efecto, es frente a esa realidad 
vivida por los niños y las niñas víctimas de desplazamiento forzado interno que 
resulta ineludible la pregunta que lanzan las autoras de la investigación Relatos de 
la violencia: “más allá de las reacciones emocionales inmediatas, lo más 
preocupante es preguntarse por las consecuencias de que tantos niños y niñas 
colombianas estén creciendo en esta cultura de la violencia, donde la sevicia y la 
barbarie son formas cotidianas de resolver los conflictos. ¿Cuál será, entonces, el 
efecto sobre las futuras generaciones?”273. 
 
Cuestión que insertamos dentro del capítulo de los daños a la democracia, 
producidos por el conflicto armado interno, en general, y por el desplazamiento 
forzado interno, en especial, en cuanto resulta relevante, en este contexto, la 
violencia como mecanismo organizador de la vida política y social y determinador 
de los valores a seguir. A lo que se sumará la persecución de las ideologías políticas 
y sociales distintas y la destrucción de cualquier iniciativa organizativa. Con relación 
a lo primero, se señala, por ejemplo, la desafortunada idealización que algunos 
niños y niñas en situación de desplazamiento forzado interno hacen de la guerra, y 
que emerge de sus relatos274. 
 
                                                          
adolescencia y juventud. Sin embargo, es menester señalar que la muerte de niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes, así como la destrucción de sus referentes y expectativas de vida y de sus 
espacios de formación y socialización, tienen relación con un asunto de mayor alcance: la 
estructuración tanto de la identidad y de la vida cotidiana de una sociedad, como de los procesos de 
aprendizaje social o de repetición de contextos de muerte y guerra”, GRUPO DE MEMORIA HISTÓRICA 
¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 321. 
273 BELLO, M. N, et al. Op. cit., pp. 26 y 153. 
274 “Los niños, niñas y jóvenes sometidos a este proceso de socialización en el conflicto armado 
interno, introyectan símbolos, valores y medios particulares, se adaptan al conflicto cultivando una 
disposición a participar en él, se convierten en multiplicadores de una ‘cultura bélica donde prolifera 
la conciencia de que las armas dan respeto, poder y seguridad y ven en ellas la posibilidad de obtener 
identidad, el estatus y la protección que la familia, la comunidad, y el Estado no les han brindado”, 
Ibíd., p. 54. 
Respecto a la posibilidad de participar y organizarse libremente, silenciar o 
estigmatizar275, dividir o generar desconfianza, estas son dinámicas que han tenido 
lugar en el contexto de guerra en Colombia, precisamente con la finalidad de destruir 
cualquier semilla organizativa, participativa, deliberativa o de disidencia u 
oposición276 y que han impactado también a las personas que han sido desplazadas 
forzosamente en el país. Así, desde la memoria histórica se ha definido el daño 
político como aquel dirigido a “impedir, silenciar o exterminar prácticas, 
mecanismos, organizaciones, movimientos, partidos, liderazgos e idearios políticos 
calificados como opuestos y percibidos como peligrosos o contrarios a sus 
propósitos e intereses [los de los actores armados]”277. 
 
En efecto, las agresiones, la estigmatización y, en general, la violación de los 
derechos humanos de los defensores de los derechos humanos, los líderes 
sociales, los líderes de la población desplazada278, los sindicalistas, los miembros 
de partidos políticos de izquierda279 y aquellos que representan ideales distintos a 
                                                          
275 “Las expresiones de protesta, de movilización social y de pensamiento crítico han sido asociadas 
a subversión o terrorismo y condenadas a la criminalización y la persecución”, GRUPO DE MEMORIA 
HISTÓRICA ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Op. cit., p. 281. 
276 Los actores armados también han ejercido la intimidación y la violencia no solo como medio para 
eliminar la oposición política sino también para asegurar, en algunos casos, la elección de los 
políticos a ellos cercanos: “la brutal reacción contra la irrupción de nuevas fuerzas políticas 
alternativas como la Unión Patriótica – UP, la Unión Nacional Obrera – UNO, el Movimiento Obrero 
Independiente Revolucionario – MOIR y el Movimiento Esperanza, Paz y Libertad, provocó un 
profundo impacto sobre los votantes y la población en general. Muchos temieron las consecuencias 
de la participación cívica, los procesos electorales y la participación política. A partir de estos hechos, 
quienes decidieron el resultado de las elecciones y la naturaleza de los participantes en la vida 
política en algunas localidades del país, fueron los actores de la guerra: la insurgencia armada, los 
grupos de autodefensa y paramilitares, y la Fuerza Pública”, Ibíd., p. 282. 
277 Ibíd., p. 281. Dicho informe menciona como daño a la democracia: los asesinatos e intimidaciones 
sufridas por los funcionarios judiciales con distintas finalidades (p. 285), la incidencia de los actores 
armados en las iniciativas políticas y sociales (p. 285), la violencia ejercida contra líderes y 
organizaciones cívicas, comunitarias, religiosas, humanitarias, juveniles (p. 285), la cooptación o la 
utilización de muchas organizaciones y líderes por parte de aquellos (p. 286), los daños producidos 
a la institucionalidad por la complicidad o participación en graves violaciones a los derechos humanos 
(p. 287) y el desplazamiento como una de las modalidades utilizadas por los actores armados para 
aniquilar las iniciativas de participación política y veeduría ciudadana (p. 282) o cualquier forma de 
asociación comunitaria (pp. 285-286).  
278 Ver Sentencia T-496 de 2008 y Autos 219 de 2011, 173 de 2012, 008 de 2013, 098 de 2013 y 
073 de 2014, de la Corte Constitucional colombiana. 
279 Los esfuerzos hechos hasta ahora por develar el origen, las dinámicas y los daños ocasionados 
por el conflicto armado interno en Colombia han revelado el carácter sistemático y crónico de la 
persecución de la izquierda colombiana. Sin que se desconozca que los dos grandes partidos 
los hegemónicos, han desestimulado nuevas propuestas organizativas y asociativas 
y han obstaculizado el ejercicio de todos los derechos políticos, desde el deber de 
ejercer control y vigilancia de la dirección del Estado hasta el derecho al voto. 
 
Particularmente, la población en situación de desplazamiento forzado interno ha 
visto afectada su identidad colectiva280 y con ella la cohesión y solidaridad que 
caracterizaba sus entornos comunitarios. Efectivamente, no solamente el sentido 
de pertenencia a una realidad cultural se ve vulnerada con el desplazamiento sino 
también la conexión que se tenía con la demás población del territorio al cual se 
pertenecía281. Destrucción de “las experiencias de cohesión social” y de 
“solidaridad”282, cuyo impacto se cree sobrepasa los linderos de la identidad cultural 
y afecta directamente los presupuestos de la organización y la democracia, sin 
hacer siquiera mención al aislamiento y la polarización283. 
 
A esa desintegración se suma la desconfianza y el silenciamiento284 que genera la 
persecución y la estigmatización que emplean los actores armados antes, durante 
y después de desplazar forzosamente. Así, el temor a opinar y a participar, por la 
evidente situación de inseguridad que se vive, golpea a las familias y personas en 
situación de desplazamiento, impidiendo que las mismas hagan parte de 
                                                          
políticos de Colombia y sus miembros también han sido otras víctimas más de la guerra. Ibíd., p. 
282. 
280 La afectación de la identidad colectiva identificada en el estudio de los impactos del DF en niños 
y niñas, hace referencia a la desintegración de las comunidades y a la ruptura de la cohesión social 
que ello implica. BELLO, M. N, et al. Op. cit., p. 137. 
281 Consideración que puede no tener relevancia en contextos urbanos donde la identidad entre unos 
y otros es menos evidente, pero sí entre la población víctima de desplazamiento forzado cuya 
caracterización socio cultural corresponde casi siempre a la de población campesina, indígena y 
afrocolombiana: “los efectos del desplazamiento son más profundos en la medida que involucra  
grupos sociales y culturales específicos (indígenas, negros, campesinos, sindicalistas, etc.) porque 
al romperse los lazos de pertenencia social, cultural, afectiva y territorial se desestructura el tejido 
social regional y nacional”, Ibíd., p. 137. 
282 Ibíd., p. 137. 
283 “La socialización en y para la violencia, el clima de terror y el peligro constante destruyen los 
sentimientos de solidaridad entre la gente y desestructuran las redes sociales produciendo un 
aislamiento progresivo y con ello un ‘efecto polarizante’ que ubica a todos en uno u otro bando”, Ibíd., 
p. 54. 
284 “Las familias desplazadas son silenciosas, tratan de no hacerse notar sobretodo porque 
desconocen la procedencia de quienes ya se encuentran habitando los barrios. El temor a que la 
persecución llegue hasta estos lugares los obliga a hablar poco y, en ocasiones, a inventar historias 
que esconden los motivos de su desplazamiento”, Ibíd., p. 110. 
experiencias organizativas y de asociación precisamente porque su condición de 
perseguido o el simple hecho de ser testigos de la persecución de quienes 
discreparon o intentaron ser veedores de lo público, les impide ejercer sus derechos 
de asociación y participación285.    
 
Ese silenciamiento ha impactado también a los niños y a las niñas, quienes han 
visto frustrada la posibilidad de crearse una opinión propia y transmitirla, así como 
la oportunidad de organizarse y participar286, en un contexto de guerra que suele no 
distinguir entre actores armados y no armados y que asocia las opiniones contrarias 
a la actividad subversiva. En este contexto muchos niños, niñas y jóvenes han 
perdido la oportunidad de participar y de identificar el valor que para la democracia 
y el ejercicio de sus derechos representa la organización colectiva y el ejercicio de 
la palabra.   
      
En conclusión, y compartiendo la preocupación de las autoras de la investigación 
sobre los impactos del desplazamiento forzado en la niñez y la juventud, la violencia 
y la arbitrariedad que caracterizan al desplazamiento forzado interno en Colombia y 
al conflicto que lo reproduce lesionan la democracia, de un lado, al impedir que los 
presupuestos fundamentales de la convivencia pacífica, como lo son la tolerancia y 
el respeto, sean aprehendidos por los niños y las niñas y, de otro, al negarles a los 
                                                          
285 Haciendo referencia a los lugares de llegada y a las condiciones de vida de las personas en 
situación de desplazamiento forzado interno en los mismos, las autoras consideran que “es posible 
que no encuentren, o no se les facilite construir, espacios de participación o articulación definidos y 
permanentes. Pueden ser, como la mayoría de las personas, pobladores de paso que no hallan las 
condiciones mínimas para ‘reiniciar’ sus vidas y establecerse y que, en consecuencia, asumen una 
posición silenciosa y poco protagónica (hay que tener en cuenta que la experiencia vivida y la 
incertidumbre y extrañeza que produce lo nuevo disminuye las posibilidades de integración social)”, 
Ibíd., p. 111.  
286 “El temor a organizarse, cada día más generalizado, ‘impide a los niños y jóvenes ejercer su 
derecho a opinar y participar libremente en cuestiones de carácter social y político, lo cual pone en 
peligro las perspectivas de construir una democracia participativa. Desde temprana edad los 
menores aprenden a desconfiar y no opinar para evitar señalamientos por las posiciones o 
tendencias políticas de sus padres quienes, por temor, imponen a sus hijos un régimen de silencio”, 
Ibíd., p. 54.  
mismos la oportunidad de formarse una opinión autónoma y expresarla libremente 
a través de la organización colectiva287. 
 
Es así como, damos por terminada la sección dedicada a los impactos del 
desplazamiento forzado interno en las condiciones de vida y las oportunidades de 
los niños y las niñas que lo han debido padecer, no sin antes insistir en que ese 
específico desplazamiento puede ser posicionado como un problema de 
(des)igualdad en la medida que los daños psicológicos, psicosociales, culturales y 
a la democracia que causa la migración forzada interna de la infancia y la 
adolescencia pueden representarles una importante pérdida de capacidades, 
especialmente cuando la respuesta del Estado no tiene en cuenta el verdadero 
alcance de ese específico problema. Perspectiva que se explicará en el Num. 4/Sec. 
C/Cap. III. 
 
C. Desplazamiento forzado interno y Corte Constitucional colombiana 
 
Para la comprensión del alcance que ha tenido el desplazamiento forzado interno 
en Colombia, resulta indispensable, en general288, examinar la intervención de la 
Corte Constitucional colombiana. Tal es su importancia que es casi imposible 
referirse a dicho fenómeno sin hacer alusión a las decisiones que el juez 
constitucional ha proferido frente al drama de las personas obligadas a huir al 
interior de la nación. Así, por ejemplo, mientras para algunos los avances en las 
políticas públicas sobre desplazamiento forzado interno que existen en Colombia se 
deben, principalmente, a la intervención de la Corte289, para otros la comprensión 
                                                          
287  “Bajo el imperio de la fuerza se destruyen los valores organizados de la vida, la tolerancia y el 
respeto por el otro. Es evidente que en este contexto de violencia, en donde se niega la diferencia y 
la posibilidad de expresar lo que se piensa, las posibilidades de construcción de la democracia están 
muy lejos”, Ibíd., p 42. 
288 En general, ya que concretamente este trabajo centra su interés en la decisión más importante 
del juez constitucional colombiano sobre los derechos fundamentales de los niños y las niñas en 
situación de desplazamiento forzado interno. De manera que, su relevancia para nosotros es más 
que obvia.  
289 “Las políticas sobre el desplazamiento forzado en Colombia han sido diseñadas e implementadas, 
en buena medida, como resultado del impulso que le ha dado la Corte Constitucional a la protección 
de los derechos de la población desplazada”, RODRÍGUEZ GARAVITO, CÉSAR & RODRÍGUEZ FRANCO, 
misma del fenómeno del desplazamiento está sujeta al estudio de las contribuciones 
de la jurisprudencia constitucional en la materia290. A esto se suma la trascendencia 
de los hallazgos de los efectos de la sentencia T-025 de 2004 de Rodríguez & 
Rodríguez291, a los que nos referiremos en la Sección B del Capítulo III.   
   
Precisamente, ese es el pronunciamiento de la Corte más relevante. La sentencia 
T-025 de 2004 fue proferida por el juez constitucional con ocasión de la revisión de 
108 decisiones de tutela interpuestas por personas en situación de 
desplazamiento292. En ella la Corte Constitucional definió el alcance de los derechos 
de toda la población desplazada293 y declaró que su situación constituía un Estado 
de Cosas Inconstitucional, debido a la contrariedad entre la magnitud de la 
                                                          
DIANA. 1. El contexto: el desplazamiento forzado y la intervención de la Corte Constitucional (1995-
2009). Op. cit., p. 15.  
290 “Per quanto nell’immagine stereotipata della Colombia ci siano altri elementi più visibili -la coca, 
la corruzione e la violenza generalizzata - il fattore decisivo per la comprensione delle dinamiche 
delle migrazioni forzate intramuros è quello dello studio dell’apporto della giurisprudenza 
costituzionale. Questa ricerca intende porre l’accento sul contributo della Corte costituzionale e della 
sua funzione come vero motore delle politiche pubbliche”, DALTO, MARZIA. ll giudice costituzionale 
colombiano di fronte allo sfollamento interno. Tesi di dottorato in cotutela Università Sorbonne 
Nouvelle - Paris 3, Università degli Studi di Trento per ottenere il titolo di Dottore di ricerca in studi 
giuridici comparati ed europei. Presentata e sostenuta il 17 luglio 2010, p. 30.  
291 RODRÍGUEZ GARAVITO, Cesar & RODRÍGUEZ FRANCO, Diana. Cortes y cambio social. Op. cit. 
292 Es esa la razón por la cual dicha providencia ha sido definida como una “macrosentencia”, Ibíd., 
p. 14. De esa manera, corresponde a dicha sentencia el expediente T-653010 con el cual se resolvió 
la tutela interpuesta por Abel Antonio Jaramillo, Adela Polanía Montaño, Agripina María Nuñez y 
otros y al que se acumularon “otros 108 expedientes, correspondientes a igual número de acciones 
de tutela interpuestas por 1150 núcleos familiares, todos pertenecientes a la población desplazada, 
con un promedio de 4 personas por núcleo”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE 
REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José 
Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y acumulados. Pero más allá de eso, su verdadera 
dimensión se mide en virtud del número de destinatarios o beneficiarios de la decisión, que no son 
solo los apenas mencionados sino también la totalidad de las personas en situación de 
desplazamiento forzado interno del país. 
293 “La Sala circunscribirá el análisis constitucional de la situación presentada por los desplazados 
en las acciones de tutela objeto de revisión en el presente proceso a los problemas jurídicos 
anteriormente señalados, y no a la totalidad de cuestiones que pudieran surgir de los hechos 
presentados por los actores. Dado el carácter eventual de la revisión constitucional de las sentencias 
de tutela, la Corte puede, tal como lo ha reiterado en numerosas ocasiones,293  delimitar el ámbito 
de la controversia que analizará, esto con el fin de cumplir su responsabilidad como corporación 
judicial que tiene la misión de definir los alcances de los derechos, en este caso de los desplazados”, 
Ibíd.  
vulneración de sus derechos y el esfuerzo financiero e institucional del Estado para 
garantizarlos294.  
 
En el fallo, de más de 130 páginas, el juez constitucional constató la violación 
masiva, prolongada y reiterada de los derechos “a una vida digna, a la integridad 
personal, a la igualdad, de petición, al trabajo, a la salud, a la seguridad social, a la 
educación, al mínimo vital y a la protección especial debida a las personas de la 
tercera edad, a la mujer cabeza de familia y a los niños [las cursivas se agregaron] 
(apartados 5 y 6)”295 de los tutelantes y, en general, de toda la población 
desplazada, como consecuencia, de un lado, de la vulnerabilidad extrema que 
caracterizaba -y, aún hoy, caracteriza- el desplazamiento forzado interno y, de otro, 
de la recurrente falta de atención “oportuna y efectiva por parte de las distintas 
autoridades encargadas de su atención”296.  
 
En adición, la Corte consideró que se trataba de un problema estructural, que no 
competía a una sola institución del Estado, sino que comprometía la responsabilidad 
de todas las autoridades que intervenían –o debían intervenir– en la asistencia y la 
atención de las personas en situación de desplazamiento, en todos los niveles del 
Estado297. Consecuentemente, además de dictar órdenes precisas con relación a 
las tutelas que revisó y a algunos problemas concretos de la atención y de conminar 
                                                          
294 La Corte Constitucional resuelve “DECLARAR la existencia de un estado de cosas 
inconstitucional en la situación de la población desplazada debido a la falta de concordancia entre la 
gravedad de la afectación de los derechos reconocidos constitucionalmente y desarrollados por la 
ley, de un lado, y el volumen de recursos efectivamente destinado a asegurar el goce efectivo de 
tales derechos y la capacidad institucional para implementar los correspondientes mandatos 
constitucionales y legales, de otro lado”, Ibíd.  
295 Ibíd.  
296 Ibíd. 
297 “A pesar de que en el año 2003 el número de nuevos desplazados disminuyó y que respecto de 
la población desplazada las autoridades han identificado la urgencia de atender adecuadamente su 
situación, han diseñado una política para su protección y han desarrollado múltiples instrumentos 
para su ejecución, las acciones que efectivamente llevan a cabo las autoridades para garantizar los 
derechos de la población desplazada (apartado 6.1 y 6.2) y los recursos efectivamente destinados a 
satisfacer estos derechos (apartado 6.3.2), no resultan acordes con los mandatos de la Ley 387 de 
1997 que desarrollaron los derechos constitucionales respecto de los desplazados, ni con los 
decretos que el propio Ejecutivo ha dictado sobre la materia, ni con las previsiones que el CONPES 
había efectuado al estimar los recursos necesarios para atender tales derechos (apartado 6 y Anexo 
5)”, Ibíd. 
al Estado para que destinara los recursos necesarios para garantizar los derechos 
de la población desplazada298, ordenó al Consejo Nacional para la Atención Integral 
a la Población Desplazada por la Violencia299 implementar un plan de acción dirigido 
a superar ese Estado de Cosas Inconstitucional. Así mismo, exigió al Ministerio del 
Interior y de Justicia promover la asunción de las responsabilidades constitucionales 
y legales, referidas a la población desplazada, por parte de las autoridades 
gubernamentales y municipales.  
Antes de referirnos a los aspectos más relevantes –para nuestros fines– de dicho 
pronunciamiento judicial (esto es: a la perspectiva de derechos adoptada por la 
Corte en la sentencia T-025 de 2004; a los antecedentes más importantes del 
enfoque diferencial etario que se pueden extraer de dicha decisión; a las etapas de 
seguimiento del cumplimiento de las órdenes impartidas en la misma; y al Auto 251 
de 2008 en el que la Corte constata la falta de inclusión del enfoque diferencial etario 
en la política pública sobre desplazamiento forzado interno y la ordena), hagamos 
algunas precisiones con relación a la figura del Estado de Cosas Inconstitucional 
(ECI).   
 
El ECI ha sido reconocido como una de las contribuciones más relevantes de la 
Corte Constitucional colombiana al debate internacional sobre las garantías de los 
derechos300. Ello no significa, sin embargo, que se trate de un mecanismo 
                                                          
298 Con relación al alcance de la decisión, algunos autores se refieren a tres órdenes principales 
contenidas en la T-025: “1) La creación de un plan de acción para superar el estado de cosas 
inconstitucional (…) 2) La realización de todos los esfuerzos posibles para conseguir el presupuesto 
requerido para atender a los desplazados (…) 3) La garantía del goce efectivo del contenido esencial 
de los derechos básicos de la población desplazada”, RODRÍGUEZ GARAVITO, CÉSAR & RODRÍGUEZ 
FRANCO, DIANA. 1. El contexto: el desplazamiento forzado y la intervención de la Corte Constitucional 
(1995-2009). Op. cit., pp. 28-29.  
299 Integrado, entonces, por los Ministros del Interior, de Hacienda y Crédito Público, de Defensa 
Nacional, de Salud, de Agricultura y Desarrollo Rural, de Desarrollo Económico, el director del 
Departamento Nacional de Planeación, el Defensor del Pueblo, un representante del Presidente de 
la República, el gerente de la Red de Solidaridad Social, entre otros (Artículo 6 de la Ley 387 de 
1997. Por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, 
protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la 
violencia en la República de Colombia).  
300 Rodríguez Garavito, César. 8. ¿Cuándo cesa el estado de cosas inconstitucional del 
desplazamiento? Más allá del desplazamiento, o cómo superar un estado de cosas inconstitucional. 
En: Rodríguez Garavito, César (Coord.). Más allá del desplazamiento. Políticas, derechos y 
superación del desplazamiento forzado en Colombia. Bogotá: Universidad de los Andes, Facultad 
de Derecho, Ediciones Uniandes, 2009, p. 435. (Colección Estudios CIJUS).    
jurisprudencial exento de críticas, ni tanto menos de una figura completamente 
acabada o cuyo origen se pueda situar exclusivamente en este país. Por el 
contrario, sus antecedentes se remontan a la doctrina de la dimensión objetiva de 
los derechos fundamentales301 y su utilización se inscribe “en una tendencia 
internacional hacia el protagonismo de los jueces constitucionales en la realización 
de los derechos en casos estructurales”302. 
 
Con relación a la primera, esto es a la doctrina de la dimensión objetiva de los 
derechos fundamentales, Vargas Hernández303, de un lado, menciona a autores 
tales como Alexy y Böckenforde, al fallo Lüth del Tribunal Federal Alemán de 1958 
y a otros del Tribunal Constitucional español304 y, de otro lado, se refiere a la doctrina 
estadounidense de los “structural remedies”, al “asunto Brown II” y  a otros fallos 
estadounidenses tales como “Swann vs. Charlotte-Mecklenburg Board of Education 
y Pitts vs. Cherry”305. Respecto de lo segundo, es decir, de la actuación de algunos 
jueces de cara a problemas estructurales con serias implicaciones en la realización 
de los derechos,  Rodríguez Garavito hace referencia a jurisprudencia similar que 
se ha emitido en países como la India, Sudáfrica, Argentina y, de nuevo, Estados 
Unidos306.     
   
                                                          
301 Según Vargas Hernández el ECI representa la ampliación del rol del juez constitucional en la 
democracia constitucional, abarcando no sólo la garantía de la dimensión subjetiva de los derechos 
fundamentales, sino también la dimensión objetiva de los mismos. Esto es concebir esos derechos 
no solo como derechos subjetivos, sino también como “principios constitucionales que imponen 
deberes de actuación a las autoridades públicas”, VARGAS HERNÁNDEZ, CLARA INÉS. La garantía de 
la dimensión objetiva de los derechos fundamentales y labor del juez constitucional colombiano en 
sede de acción de tutela: el llamado “estado de cosas inconstitucional”. En: Estudios 
Constitucionales. 2003, año 1, n.° 1, p. 314.  
302 Rodríguez Garavito, César. 8. ¿Cuándo cesa el estado de cosas inconstitucional del 
desplazamiento? Más allá del desplazamiento, o cómo superar un estado de cosas inconstitucional. 
Op. cit., p. 436.    
303 VARGAS HERNÁNDEZ, CLARA INÉS. Op. cit., p. 207. 
304 Ibíd., pp. 208-209. 
305 Ibíd., p. 210. 
306 Rodríguez Garavito, César. 8. ¿Cuándo cesa el estado de cosas inconstitucional del 
desplazamiento? Más allá del desplazamiento, o cómo superar un estado de cosas 
inconstitucional. Op. cit., p. 436. 
En Colombia, el juez constitucional ha declarado ocho veces307 la existencia de un 
ECI frente a situaciones de vulneración reiterada de derechos fundamentales, 
siendo la última –la de la sentencia T-025 de 2004– la más grave, la que ha afectado 
a un número mayor de personas308– y la única que ha tenido un seguimiento 
detallado y prologado en el tiempo309. La primera vez, por ejemplo, lo hizo en 
1997310 al decidir las tutelas interpuestas por varios empleados públicos del sector 
educativo de dos municipios del país por no haber sido afiliados por su empleador 
–el municipio– a algún fondo de seguridad social, no obstante haber hecho los 
aportes correspondientes. Al analizar más allá la situación la Corte llegó a la 
conclusión de que tal incumplimiento encontraba una explicación en la desigualdad 
estructural que para entonces debían soportar muchos departamentos del país 
                                                          
307 “La Corte ha declarado en siete ocasiones la existencia de un estado de cosas inconstitucional. 
La primera vez, lo hizo ante la omisión de dos municipios en afiliar a los docentes a su cargo al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a pesar de que se les hacían los descuentos para 
pensiones y prestaciones sociales previstos en la ley (SU-559 de 1997, MP: Eduardo Cifuentes 
Muñoz). Con posterioridad a esta sentencia, la Corte ha declarado un estado de cosas 
inconstitucional en seis ocasiones más: 1) por la situación de violación continua de los derechos de 
sindicados y procesados detenidos en las distintas cárceles del país (Corte Constitucional, Sentencia 
T-153 de 1998, MP: Eduardo Cifuentes Muñoz); 2) debido a la falta de un sistema de seguridad 
social en salud para los sindicados y reclusos (Corte Constitucional, Sentencias T-606 y T-607 de 
1998, MP: José Gregorio Hernández Galindo); 3) por la mora habitual en el pago de mesadas 
pensionales, durante un período prolongado de tiempo, en los departamentos del Bolívar (Corte 
Constitucional, Sentencia T-525 de 1999, MP: Carlos Gaviria Díaz) y 4) de Chocó (Corte 
Constitucional, Sentencia SU-090 de 2000, MP: Alejandro Martínez Caballero); 5) por omisiones en 
la protección de la vida de defensores de derechos humanos (Corte Constitucional, Sentencia T-590 
de 1998, MP: Alejandro Martínez Caballero) y 6) por la omisión en la convocatoria de un concurso 
de méritos para el nombramiento de notarios (Corte Constitucional, Sentencias SU-250 de 1998, 
MP: Alejandro Martínez Caballero; T-1695 de 2000, MP: Marta Victoria Sáchica Méndez)”, COLOMBIA. 
CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de enero de 
2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y 
acumulados.  
308  Tal como lo precisó la Corte en esa ocasión: “teniendo en cuenta estos elementos, la Corte ha 
declarado la existencia de varios estados de cosas inconstitucionales. A continuación se alude a 
algunas de esas sentencias tanto para ilustrar los alcances de este concepto como para mostrar que 
dicho estado ha sido declarado ante situaciones de vulneración repetida de derechos que eran 
menos graves que la constatada por esta Sala respecto del desplazamiento interno y que abarcaban 
a un número menor de personas”, Ibíd.  
309 Con la aclaración de que después de la Sentencia T-025 de 2004 la Corte Constitucional volvió a 
declarar el Estado de Cosas Inconstitucional con relación al sistema penitenciario y carcelario del 
país, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PRIMERA DE REVISIÓN. Sentencia T-388 de 2013. (28 
de junio de 2013). Magistrada Ponente: María Victoria Calle Correa. 
310 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-559 de 1997. (6 de noviembre de 1997). 
Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz.  
como consecuencia de la discriminación negativa injustificada en los auxilios 
educativos que la nación transfería a los departamentos.    
 
Los demás casos, por su parte, han estado referidos: a los derechos de las personas 
privadas de la libertad en Colombia, al retraso en los pagos de las mesadas 
pensionales en algunos departamentos del país, a los derechos a la vida y la 
seguridad personal de los defensores de derechos humanos, al incumplimiento del  
deber constitucional de convocar a un concurso público para nombrar a los 
notarios311 y a los derechos de la población en situación de desplazamiento forzado 
interno. Se comprende entonces que, frente al amplio número de  casos de tutela 
que ha revisado la Corte y que ha fallado protegiendo exclusivamente la dimensión 
subjetiva de los derechos fundamentales, resulta exiguo el uso de la figura del 
ECI312. Situaciones todas ellas en las que, como quiera que sea, se ha dado una 
violación de derechos subjetivos313. 
 
Hemos dicho anteriormente que la figura del ECI no está plenamente acabada. Ello 
en la medida que hay diferencias en todos los casos en los que la Corte la ha 
empleado. Discrepancias que no sólo atañen a las causas que han motivado tal 
declaración y a los efectos que se han desprendido de la misma, sino también a los 
criterios a partir de los cuales se ha definido un problema como un Estado de Cosas 
Inconstitucional. No obstante esas diferencias, la sentencia T-025 de 2004, siendo 
                                                          
311 Ver pie de página 306.  
312 “Como respuesta a estas situaciones estructurales, el juez constitucional colombiano elaboró la 
figura del ‘estado de cosas inconstitucional’, a la cual ha apelado en algunos casos aunque, es 
pertinente aclarar que la inmensa mayoría de los procesos de tutela han sido resueltos 
exclusivamente la clásica esfera de la dimensión subjetiva de los derechos fundamentales”, VARGAS 
HERNÁNDEZ, CLARA INÉS. Op. cit., p. 211.   
313 “Ineficacia e ineficiencia administrativas, disfuncionalidades de determinados sistemas (vgr. 
carcelario y penitenciario, de seguridad social, etcétera), falta de planeación de las entidades 
territoriales, indiferencia del Estado frente a grupos de personas amenazadas, entre otras. 
Problemas todos ellos que si bien pertenecen a la dimensión objetiva de los derechos fundamentales 
terminan lesionando día a día el disfrute de los derechos subjetivos de la persona, es decir, la 
dimensión subjetiva de los mismos, y cuya solución depende de la puesta en marcha de acciones 
de Estado a largo plazo y debidamente coordinadas entre entidades de decisión política (…) junto a 
aquellas de carácter administrativo”, Ibíd., pp. 225-226.    
la última, ha precisado los principales factores a partir de los cuales la Corte ha 
definido una situación como un ECI: 
       
“Dentro de los factores valorados por la Corte para definir si existe un estado de 
cosas inconstitucional, cabe destacar los siguientes: (i) la vulneración masiva y 
generalizada de varios derechos constitucionales que afecta a un número 
significativo de personas; (ii) la prolongada omisión de las autoridades en el 
cumplimiento de sus obligaciones para garantizar los derechos; (ii) la adopción de 
prácticas inconstitucionales, como la incorporación de la acción de tutela como parte 
del procedimiento para garantizar el derecho conculcado; (iii) la no expedición de 
medidas legislativas, administrativas o presupuestales necesarias para evitar la 
vulneración de los derechos; (iv) la existencia de un problema social cuya solución 
compromete la intervención de varias entidades, requiere la adopción de un 
conjunto complejo y coordinado de acciones y exige un nivel de recursos que 
demanda un esfuerzo presupuestal adicional importante; (v) si todas las personas 
afectadas por el mismo problema acudieran a la acción de tutela para obtener la 
protección de sus derechos, se produciría una mayor congestión judicial”314.  
 
Además de lo anterior, se quiere destacar lo que se considera más relevante del 
Estado de Cosas Inconstitucional y que concierne el contexto ético, jurídico, y 
democrático dentro del que se inscribe la utilización de esta figura y, en general, el 
carácter funcional del juez que la profiere, es decir, el rol que ejerce de cara a las 
situaciones apenas descritas. Con relación a lo primero, tal como lo afirma Vargas 
Hernández315, el ECI es la obra de un juez constitucional con un excepcional 
compromiso ético con aquellos a los que históricamente se les ha desconocido su 
dignidad. Un juez que no da la espalda a las graves injusticias que aquejan el 
                                                          
314 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de 
enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y 
acumulados. De esta cita textual se han quitado los pies de página de la fuente original. 
315 “[las reglas y subreglas constitucionales creadas para solucionar un caso concreto] responden a 
un compromiso ético del juez constitucional por no permanecer indiferente e inmóvil frente a diversas 
situaciones estructurales, que se interrelacionan entre sí lesionando de manera grave, permanente 
y continua numerosos derechos inherentes al ser humano”, VARGAS HERNÁNDEZ, CLARA INÉS. Op. 
cit., p. 206.    
contexto en el que funciona, que indaga honestamente en las causas de los graves 
problemas sociales que conoce y que se compromete humanamente con los más 
débiles. En últimas, un juez que no se contenta con decisiones superficiales que 
más allá de solucionar el problema lo que lograrían sería profundizar la 
desconfianza en la justicia y en la Constitución.  
 
Desde el punto de vista jurídico, a través del ECI, el juez constitucional recuerda a 
las demás autoridades del poder público el carácter normativo de la Constitución316, 
especialmente en lo que concierne a aquellas de sus funciones que implican una 
acción determinada –más que una simple abstención– del ius del Derecho. De 
manera que, dicha figura no podría ser entendida si no se valora el esfuerzo del juez 
constitucional por garantizar un mínimo de Constitución a sectores históricamente 
excluidos del país en un contexto de grave y prolongado desconocimiento de sus 
derechos; como lo evidencia el caso del desplazamiento forzado interno en 
Colombia. 
 
Respecto del contexto democrático dentro del que tiene lugar la declaración del ECI, 
el juez constitucional colombiano coincide con la concepción de Democracia 
Constitucional que explicaremos más adelante, siguiendo los Principia Iuris de 
Ferrajoli, así como con el papel de los derechos fundamentales, dentro de dicho 
modelo de Estado, de poderes y contrapoderes de todos y todas que, 
especialmente, los más débiles pueden anteponer ante las mayorías o ante quienes 
detentan el poder. Así lo sintetiza Vargas Hernández al recordar la prevalencia de 
la parte sustancial de la Constitución317 y así lo precisó la Corte Constitucional 
                                                          
316 “Otro aspecto destacable de la sentencia T-525 de 1999 consiste en que para el juez 
constitucional la declaratoria del ‘estado de cosas inconstitucional’ no termina siendo otra cosa que 
un llamado a las autoridades públicas para que cumplan con sus deberes constitucionales. En otros 
términos, no se les está exigiendo nada distinto a que ejecuten unos mandatos constitucionales”, 
Ibíd., p. 226. E, incluso, recuerda mandatos legales como en el caso del desplazamiento forzado 
interno en el que previa a la declaratoria del ECI existía un marco legal y de política pública que no 
se había ejecutado plenamente. 
317 “Desde una aproximación estrictamente de derecho procesal constitucional, no se puede negar 
que la figura de ‘estado de cosas inconstitucional’ rompe con los esquemas tradicionales de los 
efectos interpartes que caracterizan a la acción de tutela. No obstante, los fines que persigue esta 
técnica judicial, aunado a la prevalencia de los sustancial sobre lo instrumental, justifican estas 
cuando declaró el ECI del sistema penitenciario colombiano en 1998 al recordar la 
función de los derechos fundamentales de límites al juego de las mayorías318. 
  
1. La sentencia T-025 y la perspectiva del goce efectivo de derechos 
 
La sentencia T-025 de 2004, en general, demuestra el empeño del juez 
constitucional colombiano en dotar de efectividad esos poderes y contrapoderes 
que la Constitución atribuye a todas las personas319 y, en especial, representa el 
intento más determinado320 por contribuir a la garantía efectiva de los derechos 
fundamentales de las personas afectadas por la situación de desplazamiento 
forzado interno en Colombia321. Esta última es la llamada perspectiva de goce 
efectivo de los derechos de las víctimas del desplazamiento, desarrollada por la 
Corte Constitucional desde el momento en que decide traducir un discurso 
preminentemente humanitario al lenguaje de los derechos fundamentales 
constitucionales.   
 
El juez constitucional, en efecto, entiende el desplazamiento como una vulneración 
de derechos fundamentales y no como una consecuencia inevitable de la guerra, 
cuya responsabilidad incumbe única y exclusivamente a los actores armados. 
Perspectiva que poco a poco se ha ido consolidando gracias a la demostración 
jurisprudencial de que esa afectación de derechos no se da únicamente en el 
                                                          
excepciones a la regla que por lo demás, dado el escaso número de fallos en los cuales se ha 
aplicado, terminan confirmando la vigencia de la misma”, Ibíd., p. 227.   
318 “La racionalidad constitucional es diferente de la de las mayorías. Los derechos fundamentales 
son precisamente una limitación al principio de las mayorías, con el ánimo de garantizar los derechos 
de las minorías y de los individuos. El juez constitucional está obligado a asumir la vocería de las 
minorías olvidadas, es decir de aquellos grupos que difícilmente tienen acceso a los organismos 
políticos. Por esta razón, la Corte Constitucional  está llamada a actuar en ocasiones como la 
presente, llamando la atención sobre el estado de cosas inconstitucional que se presenta en el 
sistema penitenciario colombiano y que exige la toma de medidas por parte de las distintas ramas y 
órganos del poder, con miras a poner solución al estado de cosas que se advierte reina en las 
cárceles colombianas”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-
153 de 1998. (28 de abril de 1998). Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ. 
Referencia: Expedientes acumulados T-137.001 y 143.950.  
319 Y, de manera prevalente, a los niños y a las niñas. 
320 La sentencia T-025 no es la primera providencia que profiere la Corte Constitucional en esta 
materia. Antes lo había hecho, al menos, en 17 ocasiones. 
321  Con especial atención a la infancia y la adolescencia. 
momento y como consecuencia del acto de desplazar a la fuerza, sino también 
antes y después del desplazamiento: por el grado de desprotección de los civiles en 
medio del conflicto armado interno322, por la vulnerabilidad previa de ciertas 
poblaciones –principalmente pueblos indígenas, campesinos, afrocolombianos, 
mujeres  y niños– por el incremento de la vulnerabilidad como consecuencia de la 
falta de atención del desplazamiento por parte del Estado.  
 
Consecuentemente, desde el momento en que declaró el Estado de Cosas 
Inconstitucional (ECI) y más recientemente, la Corte Constitucional ha insistido en 
la necesidad de diseñar, ejecutar y evaluar las políticas públicas sobre 
desplazamiento forzado interno desde la óptica del disfrute efectivo de los derechos 
fundamentales. Ello significa, entre otras cosas, que no basta con destinar recursos 
ni con hacer cambios institucionales, si los mismos no se traducen en goce efectivo 
de derechos de parte de la población en situación de desplazamiento323.            
 
Esta perspectiva la vamos a ilustrar a partir de los siguientes aspectos desarrollados 
por el juez constitucional en la decisión T-025: 1) la identificación de los derechos 
vulnerados con el desplazamiento y 2) la atribución del carácter fundamental a 
                                                          
322 Respecto de este aspecto la Corte ha recordado insistentemente las obligaciones que el DIH 
atribuye a los estados para garantizar un mínimo de protección a la población civil y, dentro de esta, 
una muy especial a los grupos poblacionales más vulnerables, como los niños y las niñas.    
323 “En lo concerniente al concepto del goce efectivo de los derechos, en la sentencia T-025 se 
expuso que dicho concepto debe ser el eje alrededor del cual se tiene que superar la distancia entre 
los compromisos adquiridos de manera legal y reglamentaria a favor de la población desplazada, de 
un lado y, del otro, los recursos realmente asignados y la capacidad institucional adecuada para 
atenderla. En esa medida, el goce efectivo de los derechos de la población desplazada por la 
violencia es un elemento central para la superación del estado de cosas inconstitucional (…) En 
efecto, la Corte Constitucional ha enfatizado en que la superación del estado de cosas 
inconstitucional no se puede medir únicamente a través de un determinado aumento presupuestal ni 
a partir de determinadas correcciones institucionales en la política pública sin que lo anterior se 
materialice en una mejora en el goce efectivo de los derechos de las personas desplazadas: ‘no 
podría admitirse que una política pública es idónea y eficaz en la protección de la población 
desplazada, si por otro lado no conduce a un goce efectivo de derechos; de igual modo, no podría 
considerarse que el esfuerzo y el manejo presupuestal es el adecuado, si por otro lado resulta 
insuficiente para asegurar los derechos constitucionales de la población afectada; y a la inversa, 
únicamente puede entenderse que existe un desbloqueo institucional y unas asignaciones 
presupuestales adecuadas, cuando tanto lo uno como lo otro se traducen y materializan en la 
garantía de derechos’ (Auto 385 de 2010)”, CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Proceso de 
seguimiento 10 años. Op. cit.  
derechos de contenido prestacional, tratándose de personas desplazadas324. Con 
relación a lo primero, se puede decir que lo mencionado en las secciones anteriores 
de este capítulo la Corte lo traduce al lenguaje constitucional. Concretamente, los 
elementos de la definición del desplazamiento –el coactivo y el contextual–, así 
como a los impactos que tiene, en términos sociológicos, en la vida presente y futura 
de los niños y las niñas,  es analizado por la Corte desde la óptica de los derechos 
fundamentales constitucionales. 
 
1) En efecto, la sentencia T-025 reúne, identifica y precisa, por primera vez en la 
misma sentencia, todos los derechos constitucionales fundamentales considerados 
por la Corte como amenazados o vulnerados por el desplazamiento forzado interno 
y como consecuencia de la desprotección estatal, una vez ha ocurrido dicha 
migración. Frente a cada uno la Corte, además, relacionó el principio rector del 
desplazamiento forzado correspondiente, para efectos de su interpretación. Así 
mismo, de la identificación y análisis de esos derechos es que se desprende la 
conclusión de que el desplazamiento forzado interno conlleva la vulneración 
múltiple, masiva y continua de derechos fundamentales. 
 
En este mismo orden y sin clasificarlos la Corte señaló: el derecho a la vida en 
condiciones de dignidad; los derechos de los niños, de las mujeres cabeza de 
familia, de los discapacitados y de las personas de tercera edad, y de otros grupos 
especialmente protegidos; el derecho a escoger su lugar de domicilio; los derechos 
al libre desarrollo de la personalidad, a la libertad de expresión y de asociación; los 
derechos económicos, sociales y culturales; el derecho a la unidad familiar y a la 
                                                          
324 En virtud de su condición de sujetos de especial protección constitucional, la cual a su vez se 
deriva de su extrema vulnerabilidad, hasta algunos derechos prestacionales son fundamentales: “los 
sujetos de especial protección son titulares de derechos fundamentales especiales (…) También se 
ha sostenido el carácter jusfundamental de los derechos prestacionales de la población desplazada 
[las cursivas se agregaron] y de las personas privadas de la libertad, estas últimas con fundamento 
en la relación de especial sujeción que tienen con el Estado colombiano”, JULIO ESTRADA, ALEXEI. 
Los derechos fundamentales como objeto protegido de la acción de tutela. Una aproximación a la 
luz de la jurisprudencia constitucional colombiana. En: Ferrer Mac-Gregor, Eduardo & Zaldívar Lelo 
de Larrea, Arturo (Coordinadores). La ciencia del derecho procesal constitucional. Estudios en 
homenaje a Héctor Fix-Zamudio en sus cincuenta años como investigador del derecho. México: 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2008, pp. 365-
366. (Tomo IV. Derechos fundamentales y tutela constitucional) 
protección integral de la familia; el derecho a la salud, en conexidad con el derecho 
a la vida; el derecho a la integridad personal; el derecho a la seguridad personal; la 
libertad de circulación por el territorio nacional y el derecho a permanecer en el sitio 
escogido para vivir; el derecho al trabajo y la libertad de escoger profesión u oficio; 
el derecho a una alimentación mínima; el derecho a la educación; el derecho a una 
vivienda digna; el derecho a la paz; el derecho a la personalidad jurídica; y el 
derecho a la igualdad. 
 
Como se puede constatar, en dicha lista el juez constitucional reunió derechos, 
libertades, principios y/o valores y protecciones especiales que se desprenden de 
la Constitución, catalogándolos todos como derechos fundamentales. Dichos 
derechos, además, abarcan distintas clases y cubren las tres generaciones de 
derechos llegando incluso a la tercera, como en el caso del derecho a la paz –y no 
obstante su limitada eficacia jurídica325–. Así mismo, muchos de esos derechos 
corresponden a libertades específicas que se desprenden de la cláusula general de 
la libertad consagrada en el artículo 16 de la Constitución326 y otros hacen referencia 
a los grupos especialmente protegidos por la carta fundamental como los niños, las 
mujeres cabeza de familia, los discapacitados y las personas de la tercera edad. 
 
No obstante esa identificación indistinta de derechos hecha por la Corte, a 
continuación vamos a hacer referencia a cada uno de ellos distinguiendo dos 
momentos separados que conllevan, cada uno, la violación de derechos distintos: 
el momento mismo del desplazamiento y las vulneraciones que deben sufrir los 
desplazados como consecuencia del desplazamiento pero una vez este ha ocurrido 
y generalmente en los lugares de tránsito o de llegada. En el primer caso, se hará 
referencia a los derechos violados por la sola coacción externa o la violencia que 
                                                          
325 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-8 de 1992. (18 de mayo de 1992). Magistrado 
Ponente: Fabio Morón Díaz. 
326 Como el derecho a escoger su lugar de domicilio; los derechos al libre desarrollo de la 
personalidad y a la libertad de expresión; la libertad de circulación por el territorio nacional y el 
derecho a permanecer en el sitio escogido para vivir; y, por último, la libertad de escoger profesión 
u oficio.  
obliga al cambio intempestivo e involuntario del lugar de habitación o residencia 
habitual.  
 
En el segundo caso, se expondrán las vulnerabilidades y/o las violaciones 
posteriores al desplazamiento que se desprenden de la precariedad de las 
condiciones de vida que deben afrontar los desplazados en los lugares a los que se 
dirigen en busca de refugio o escondite. Es evidente que quien debe migrar sin 
contar con el tiempo y la posibilidad de asegurar que sus condiciones futuras sean 
las esperadas se encuentra, en cambio, a la deriva y a la merced de la suerte o del 
auxilio que las autoridades o un particular les quiera brindar327. Es por esta razón 
que este segundo grupo de derechos vulnerados involucra principalmente al Estado 
y, más concretamente, a su incapacidad de brindar asistencia a quien no ha 
salvaguardado previamente de los efectos de la guerra y la persecución.       
 
Con relación al primer grupo de derechos afectados, por las características mismas 
del desplazamiento, que implican el abandono forzoso del lugar que se ha escogido 
libremente para vivir, este conlleva una interferencia en el ámbito propio de la 
libertad de establecerse y de moverse libremente donde, cuando y como se prefiera, 
dentro de los límites de la ley y en el espacio territorial que reconozca tal libertad. 
Se hace referencia, a la libertad de locomoción y movimiento o libertad de 
circulación consagrada en el artículo 24 de la Constitución Política de Colombia328, 
en virtud de la cual todo colombiano o persona legalmente en este país puede 
circular libremente por todo el territorio nacional, pudiendo además permanecer y 
residenciarse en el mismo.  
 
Es así como, el desplazamiento forzado, superando la concepción tradicional de las 
vulneraciones a las que se veía expuesto este derecho ‒consagrado en la 
                                                          
327 Se está haciendo referencia a la “situación de vulnerabilidad” que caracteriza la condición de 
desplazamiento forzado interno, asimilable a la de los refugiados pero con la diferencia de que en el 
primer caso no se abandona el país de origen, sino una región del mismo.   
328 Constitución Política de Colombia, Artículo 24. Todo colombiano, con las limitaciones que 
establezca la ley, tiene derecho a circular libremente por el territorio nacional, a entrar y salir de él, y 
a permanecer y residenciarse en Colombia. 
Declaración universal de derechos humanos (artículo 13), en la Convención 
americana sobre derechos humanos329 (artículo 22) y en el Pacto internacional de 
derechos civiles y políticos330 (artículo 12)‒ consistentes en límites arbitrarios al 
tránsito y movimiento de las personas331, obliga a la migración forzada, 
comprometiendo el derecho a la circulación, ya no impidiéndola sino forzándola332. 
En efecto, si en un primer momento esta protección pretendía evitar que la autoridad 
estatal limitara el libre desplazamiento de las personas dentro de un territorio, ahora 
se trata de proteger a quienes quieren permanecer en una parte del mismo para 
que puedan hacerlo. 
 
Pero más allá de la vulneración del derecho específico a moverse o a detenerse por 
un largo periodo en un lugar determinado dentro del país, el desplazamiento forzado 
interno lesiona, tal como lo mencionó la Corte333, el derecho al libre desarrollo de la 
personalidad. Es así como, se puede afirmar que con el solo hecho de desplazar a 
una persona forzosamente se afecta la “autonomía personal (…) cuya finalidad es 
comprender aquellos aspectos de la autodeterminación del individuo, no 
garantizados en forma especial por otros derechos, de tal manera que la persona 
                                                          
329 Ley 16 de 1972. 
330 Ley 74 de 1968. 
331 “El derecho que ahora nos ocupa es fundamental en consideración a la libertad —inherente a la 
condición humana— cuyo sentido más elemental radica en la posibilidad de transitar o desplazarse 
de un lugar a otro dentro del territorio del propio país, especialmente si se trata de las vías y los 
espacios públicos. La libre locomoción está consagrada en varios convenios y pactos 
internacionales, entre ellos la Declaración Universal de los Derechos Humanos (Naciones Unidas, 
1948), cuyo artículo 13 señala que ‘toda persona tiene derecho a circular libremente (...) en el 
territorio de un Estado’, y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por la Ley 
74 de 1968, que en su artículo 12 indica: ‘Toda persona que se halle legalmente en el territorio de 
un Estado tendrá derecho a circular libremente por él...’. Añade esta última declaración que el 
enunciado derecho y los que con él se relacionan ‘no podrán ser objeto de restricciones salvo cuando 
éstas se hallen previstas en la ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden 
público, la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de terceros, y sean compatibles con 
los demás derechos reconocidos en el presente pacto’. Aunque, desde luego, no se trata de un 
derecho absoluto sino susceptible de restricciones como las que indica la norma citada, o como las 
provenientes de la aplicación de sanciones penales previo proceso judicial, mientras no haya un 
motivo legal tiene que ser respetado por autoridades y particulares”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL. Sentencia T-518 de 1992. (16 de septiembre de 1992). Magistrado Ponente: José 
Gregorio Hernández Galindo. 
332 La Corte Constitucional cita las Sentencias T-1635 de 2000, T-327 de 2001, T-1346 de 2001 y T-
268 de 2003, con relación a este derecho, Ibíd. 
333 Ver pie de página 325.  
goce de una protección constitucional para tomar, sin intromisiones ni presiones, las 
decisiones que estime importantes en su propia vida”334; en este caso referidas al 
lugar donde se vive y a los proyectos de vida335 que se vinculan a ese lugar. 
 
Y no obstante el libre desarrollo de la personalidad abarque todos los aspectos de 
la autonomía personal no contenidos en derechos o libertades específicas, la Corte 
destacó tres derechos más que parecieran hacer parte de ese amplio ámbito de 
libertad personal, pero que por su estrecha relación con el desplazamiento forzado 
merecen una especial atención. Se trata de la posibilidad de decidir libremente el 
lugar donde vivir y las actividades a desarrollar para encontrar el sustento.  
Derechos que no encuentran una definición específica en la Constitución pero a los 
que la Corte ha reconocido el carácter de fundamentales para las personas en 
situación de desplazamiento forzado.  
 
Es así como, en la Sentencia T-025 de 2004 la Corte Constitucional ha considerado 
como derechos vulnerados con el desplazamiento forzado el de escoger su lugar 
de domicilio y el de permanecer en el sitio escogido para vivir336. Derechos estos 
que, según lo planteado en la clasificación propuesta, se afectan por el sólo hecho 
de verse obligado a escapar de su lugar habitual de residencia; en la medida que, 
                                                          
334 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-542 de 1992. (25 de septiembre de 1992). 
Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero. 
335 “Entre los derechos constitucionales fundamentales que resultan amenazados o vulnerados por 
las situaciones de desplazamiento forzoso, la jurisprudencia de esta Corte ha señalado los 
siguientes: (…) Los derechos al libre desarrollo de la personalidad (…) [dadas] las consecuencias 
que dichas migraciones surten sobre la materialización de los proyectos de vida de los afectados, 
que necesariamente deberán acoplarse a sus nuevas circunstancias de desposeimiento”, COLOMBIA. 
CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de enero de 
2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y 
acumulados. 
336 Tanto en la Sentencia T-025 de 2004 como en las demás que recogen la misma lista de derechos 
afectados con el desplazamiento, la Corte retoma lo dicho con anterioridad sobre estos dos derechos 
en la sentencia T-227 de 1997, MP: Alejandro Martínez Caballero: “era un  derecho de esas personas 
a permanecer en paz en su propio hogar, en su propia tierra, algo que ha sido reconocido por las 
Naciones Unidas en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. (....) Sólo el legislador 
puede restringir ese derecho de las personas a permanecer o a circular y la restricción sólo puede 
tener los objetivos allí señalados, es decir, que la ley restrictiva no puede alejarse de los parámetros 
fijados en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. (...) Esta doble faz, permanecer y circular, y la única posibilidad restrictiva: 
Limitación establecida por la Ley, está también recogida en nuestra Constitución Política”, Ibíd. 
tal como se afirmara en la sentencia T-025 de 2004, “la definición misma de 
desplazamiento forzado presupone el carácter no voluntario de la migración a otro 
punto geográfico para allí establecer un nuevo lugar de residencia”337. 
 
Relacionada con los dos anteriores derechos, otra de las potestades violadas con 
el solo hecho del desplazamiento: la libertad de escoger profesión u oficio. La Corte 
lo menciona dando especial relevancia a la situación de la población agrícola338 que 
ve pisoteada la posibilidad de seguir ocupándose de sus actividades campesinas, 
desde el momento en que es obligada a dejar el campo y dirigirse a medianas o 
grandes ciudades donde la escasa oferta laboral no incluye el aprovechamiento de 
sus saberes rurales. Consideración relevante si se tiene en cuenta, como vimos, 
que la migración forzada afecta principalmente a población rural. 
 
                                                          
337 Ibíd. 
338 “Entre los derechos constitucionales fundamentales que resultan amenazados o vulnerados por 
las situaciones de desplazamiento forzoso, la jurisprudencia de esta Corte ha señalado los 
siguientes: (…) El derecho al trabajo y la libertad de escoger profesión u oficio, especialmente en el 
caso de los agricultores que se ven forzados a migrar a las ciudades y, en consecuencia, abandonar 
sus actividades habituales”, Ibíd. No sorprende la especial referencia a este grupo poblacional si se 
tienen en cuenta los resultados de la I, II y III Encuesta Nacional de Verificación (ENV) con relación 
al área de expulsión. Según la primera indagación: “el 54,2% de los grupos familiares registrados en 
el RUPD ha sido expulsado de una zona rural (vereda o campo)”, COMISIÓN DE SEGUIMIENTO A LA 
POLÍTICA PÚBLICA SOBRE DESPLAZAMIENTO FORZADO. Verificando el cumplimiento de los derechos. 
Primer informe de verificación presentado a la Corte Constitucional. Bogotá: Comisión de 
Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado y Consultoría para los Derechos 
Humanos y el Desplazamiento (CODHES), 2008, p. 50. Resultados confirmados por la segunda 
encuesta: “el 63% de los grupos familiares de población desplazada incluida en el RUPD han sido 
expulsados de zonas rurales”, COMISIÓN DE SEGUIMIENTO A LA POLÍTICA PÚBLICA SOBRE 
DESPLAZAMIENTO FORZADO. El reto ante la tragedia humanitaria del desplazamiento forzado (vol. 2). 
Garantizar la observancia de los derechos de la población desplazada. Colombia: Comisión de 
Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado y Consultoría para los Derechos 
Humanos y el Desplazamiento (CODHES), 2009, p. 50. Así como ratificados por la III ENV: “el 60% 
de los grupos familiares de población desplazada incluida en el RUPD han sido expulsados de zonas 
rurales” COMISIÓN DE SEGUIMIENTO A LA POLÍTICA PÚBLICA SOBRE DESPLAZAMIENTO FORZADO. El reto 
ante la tragedia humanitaria del desplazamiento forzado (vol. 9). Garantizar la observancia de los 
derechos de la población desplazada II. Colombia: Comisión de Seguimiento a la Política Pública 
sobre Desplazamiento Forzado y Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento 
(CODHES), 2011, p. 43. Con el Auto 109 de 2007 la Corte Constitucional pidió a la Comisión de 
Seguimiento la “verificación en terreno de la información sobre la aplicación de los indicadores 
adoptados y sobre el proceso general de goce efectivo de los derechos de la población desplazada”, 
COMISIÓN DE SEGUIMIENTO A LA POLÍTICA PÚBLICA SOBRE DESPLAZAMIENTO FORZADO. Verificando el 
cumplimiento de los derechos. Op. cit., p. 12. Parte de los resultados de ese encargo están 
representados en esas tres encuestas.     
Finalmente, dentro de los derechos fundamentales identificados por la Corte 
Constitucional como vulnerados por el solo hecho del desplazamiento sobresalen el 
derecho a la vida en condiciones de dignidad y el derecho a la paz339. Con relación 
al primero de ellos, la Corte ha dicho que “las circunstancias infrahumanas 
asociadas a su movilización y a su permanencia en el lugar provisional de 
llegada”340 son las circunstancias que hacen del desplazamiento una afrenta contra 
el derecho a la vida en condiciones de dignidad. Como se puede apreciar, el juez 
constitucional al justificar la violación del derecho a la vida en esas condiciones 
vincula ambos momentos, tanto el de la movilización forzada como el tiempo que 
viene después de la misma.  
 
En ese orden de ideas, aún sin considerar las penurias (léase desde el Derecho 
violación de derechos fundamentales) que se desprenden de la situación de 
vulnerabilidad en la que el desplazamiento coloca a las personas una vez ha tenido 
lugar, dicha conducta representa por sí solo una afrenta a la vida digna en la medida 
que implica el uso de la violencia, el imperio de la arbitrariedad y el triunfo de la 
injusticia. Precisamente todas ellas, situaciones y abusos que la dignidad como 
valor fundante del Estado pretende contrarrestar, según interpretación histórica 
empleada por el juez constitucional341. Razón por la cual se incluye la dignidad entre 
los derechos vulnerados por el simple hecho del desplazamiento forzado interno.   
 
                                                          
339 Constitución política de Colombia. Artículo 22. La paz es un derecho y un deber de obligatorio 
cumplimiento. 
340 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de 
enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y 
acumulados. 
341 “El principio fundamental de la dignidad humana no sólo es una declaración ética sino una norma 
jurídica de carácter vinculante para todas las autoridades (C.N., art. 1º). Su consagración como valor 
fundante y constitutivo del orden jurídico obedeció a la necesidad histórica de reaccionar contra la 
violencia, la arbitrariedad y la injusticia, en búsqueda de un nuevo consenso que comprometiera a 
todos los sectores sociales en la defensa y respeto de los derechos fundamentales”, COLOMBIA. 
CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-499 de 1992. (21 de agosto de 1992). Magistrado Ponente: 
Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Menos evidente resulta, en cambio, la fundamentalidad del derecho a la paz si se 
piensa en su escasa o nula efectividad como derecho de aplicación inmediata342. 
No obstante ello, en el 2004, cuando la Corte decide de manera estructural sobre la 
realidad del desplazamiento forzado interno en Colombia, lo incluye como uno de 
los derechos constitucionales fundamentales afectado por el desplazamiento 
forzado interno. Y lo hace atribuyendo al mismo el núcleo esencial de “la garantía 
personal de no sufrir, en lo posible, los efectos de la guerra, y mucho menos cuando 
el conflicto desborda los cauces trazados por el derecho internacional humanitario”. 
 
Desde ese punto de vista, en efecto, el desplazamiento forzado interno en Colombia 
representa precisamente el desbordamiento del principio de distinción entre 
población civil y combatientes en el contexto de conflicto armado interno en la 
medida que la mayor parte de la población afectada por el mismo ostenta la calidad 
de personas protegidas por el Derecho Internacional Humanitario343. Reflexiones 
estas que sustentan el principal reclamo hecho al Estado con relación a este 
problemática y que consiste en la falta a su “deber básico de preservar las 
condiciones mínimas de orden público necesarias para prevenir el desplazamiento 
forzado de personas y garantizar la seguridad personal de los asociados”344, lo que 
significa incumplir los principales fines esenciales para los que ha sido instituido. 
                                                          
342 Así lo ha entendido el juez constitucional de 1992 al atribuirle una naturaleza concursal y solidaria 
en la medida en que para su realización efectiva requiere de la concurrencia de otros derechos, que 
lo preceden en el orden de aparición histórica como derecho y que se constituyen en presupuesto 
indispensable: “el artículo 22 de la Constitución Nacional, contiene el derecho a la paz y el deber de 
su obligatorio cumplimiento, derecho este que por su propia naturaleza pertenece a los derechos de 
la tercera generación, y requiere el concurso para su logro de los más variados factores sociales, 
políticos, económicos e ideológicos que, recíprocamente se le pueden exigir sin que se haga realidad 
por su naturaleza concursal o solidaria. Esta interpretación encuentra fundamento adicional en lo 
preceptuado en el artículo 88 de la Constitución Nacional que consagra las acciones populares como 
mecanismo especializado “para la protección de los derechos e intereses colectivos relacionados 
con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad pública (...)” y otros de similar naturaleza 
que definen en ella. Así lo entendió el legislador al expedir el Decreto 2591 cuando señaló la 
improcedencia de la acción de tutela para proteger derechos colectivos como la paz y los demás 
contemplados en el artículo 88 de la Constitución Nacional”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. 
Sentencia T-8 de 1992. (18 de mayo de 1992). Magistrado Ponente: Fabio Morón Díaz. 
343 Baste pensar a la representación numérica de las personas menores de edad víctimas de este 
flagelo.  
344 “Además de encontrar soporte en el artículo 13 de la Carta, el deber estatal que se señala [a un 
trato preferente] encuentra su fundamento último, según la jurisprudencia constitucional, en la 
inhabilidad del Estado para cumplir con su deber básico de preservar las condiciones mínimas de 
orden público necesarias para prevenir el desplazamiento forzado de personas y garantizar la 
Consideración que nos lleva al importante derecho, mencionado por la Corte desde 
antes de la sentencia T-025 de 2004345, que en últimas resulta siendo el principal 
derecho afectado con la migración forzada interno: aquel a no ser desplazado, es 
decir el derecho a la protección contra el desplazamiento forzado interno que el 
Estado debe evitar a toda costa. El mismo derecho que permite hacer énfasis en el 
Estado como sujeto obligado a crear las condiciones o las estrategias que sean 
necesarias para salvaguardar la vida, la integridad y la libertad de todas y cada una 
de las personas, evitando especialmente las violaciones de los derechos humanos 
aún en situaciones de guerra o de violencia generalizada, catástrofes provocadas 
por otros, disturbios, tensiones interiores o alteraciones en el orden público-
económico interno  
 
En una posición intermedia entre la primera categoría –derechos vulnerados por la 
acción de desplazar a la fuerza– y la segunda –derechos violados después del 
desplazamiento forzado interno– se encuentra el derecho al trabajo, también 
mencionado por la Corte. Punto medio en la medida que la posibilidad de acceder 
a una ocupación u oficio en principio no estaría necesariamente anulada por el solo 
hecho de la migración forzada interna346. No obstante ello, se ha demostrado que el 
                                                          
seguridad personal de los asociados”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE 
REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José 
Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y acumulados. 
345 “Ahora bien, esta Corporación ha considerado que al Estado le compete impedir que el 
desplazamiento se produzca, porque las autoridades han sido establecidas para respetar y hacer 
respetar la vida, honra y bienes de los asociados”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Octava 
de Revisión. Sentencia T-721 de 2003. (20 de agosto de 2003). Magistrado Ponente: Dr. Álvaro Tafur 
Galvis.  
346 En efecto, tanto la I Encuesta Nacional de Verificación como la III demuestran que la población 
en situación de desplazamiento no es necesariamente una población desocupada. I ENV: “como se 
puede apreciar en el Cuadro 58, de acuerdo con los resultados de la ENV-2007, un 45,2% de las 
personas desplazadas en edad de trabajar (12 años o más) incluidas en el RUPD se encuentra 
ocupada (trabajando) y solo un 4,8% está desocupada (buscando trabajo), lo que significa que el 
50,0% de la población desplazada se mantiene económicamente activa (y que, por lo tanto, una 
proporción igual está inactiva)”,  COMISIÓN DE SEGUIMIENTO A LA POLÍTICA PÚBLICA SOBRE 
DESPLAZAMIENTO FORZADO. Verificando el cumplimiento de los derechos. Primer informe de 
verificación presentado a la Corte Constitucional. Op. cit., p. 141. III ENV: “la III ENV-2010 permite 
establecer que del total de personas de 12 años o más de edad, desplazadas e incluidas en el RUPD, 
un 43,4% (46,4% en 2008) se encontraba trabajando”, COMISIÓN DE SEGUIMIENTO A LA POLÍTICA 
PÚBLICA SOBRE DESPLAZAMIENTO FORZADO. El reto ante la tragedia humanitaria del desplazamiento 
forzado (vol. 9). Garantizar la observancia de los derechos de la población desplazada II. Op. cit., 
pp. 177-178.  
desplazamiento forzado interno coloca a las personas –por las circunstancias en las 
que se da el traslado, por las condiciones en las que son recibidos en los lugares 
de llegada y por la limitada asistencia y atención que el Estado les presta– en una 
situación de (mayor) vulnerabilidad que casi siempre se traduce en la violación del 
derecho al trabajo347.        
 
Así lo ha demostrado la I Encuesta Nacional de Verificación al comparar entre la 
población desplazada y la no desplazada, a partir de los siguientes aspectos: el de 
las diferencias entre hombres y mujeres para acceder al mercado del trabajo348, el 
de las condiciones desfavorables de los trabajos a los que tiene acceso dicha parte 
de la población349 y el de la mayor dependencia económica de esas familias frente 
a quien ejerce la jefatura de las mismas350, en comparación con otros grupos 
vulnerables del país. Circunstancias, todas ellas, que llevaron a incluir a la población 
desplazada dentro de la categoría de “informalidad de supervivencia o de 
subsistencia, caracterizada por condiciones laborales precarias, remuneraciones 
muy bajas, poca o nula relación contractual y carencia de prestaciones sociales”351. 
 
                                                          
347 Determinante para la realización efectiva de otros intereses fundamentales que, además, 
trascienden la esfera personal de su titular hasta/para llegar, incluso, a incidir en los derechos 
fundamentales de los hijos-niños y las hijas-niñas, sujetos dependientes económica y socialmente 
de la condición (incluida la laboral) de sus padres. “Del acceso al mercado laboral que tengan las 
personas se desprende buena parte de las condiciones económicas y de vida”, Ibíd, p. 176. 
348 “Se aprecia una diferencia importante en términos del acceso al mercado de trabajo en el caso 
de las mujeres desplazadas en edad de trabajar incluidas en el RUPD, para las cuales sobresale 
una tasa de ocupación de casi la mitad de la de los varones, y, en complemento, una proporción de 
personas inactivas de casi el doble respecto a la del género masculino”, COMISIÓN DE SEGUIMIENTO A 
LA POLÍTICA PÚBLICA SOBRE DESPLAZAMIENTO FORZADO. Verificando el cumplimiento de los derechos. 
Primer informe de verificación presentado a la Corte Constitucional. Op. cit., p. 141.      
349 El informe da cuenta de “varios indicadores de calidad del empleo de la población desplazada 
incluida en el RUPD”, Ibíd, p. 144, tales como la jornada laboral, la existencia o no de un contrato de 
trabajo escrito, la indefinibilidad o menos de dicho contrato, la afiliación a la seguridad laboral 
(Administradoras de Riesgos Profesionales) y a la seguridad social (Entidades Promotoras de Salud 
y Fondos de Pensiones), el lugar de trabajo y la remuneración, Ibíd., pp. 144-152.   
350 “En el Cuadro 59 se puede apreciar que el mayor acceso relativo al mercado laboral lo tienen los 
jefes del hogar, que logran una tasa de ocupación del 74,8% y un desempleo de apenas un 5,4%. 
En el caso del resto de miembros del hogar la ocupación no supera el 40,0%, lo cual evidencia que 
los hogares desplazados tienen una amplia dependencia económica de su jefe respectivo”, Ibíd., p. 
142. 
351 Ibíd., p. 150. 
Diagnóstico complementado 3 años después, en la III Encuesta Nacional de 
Verificación, bajo la categoría de análisis “derecho a la generación de ingresos”352, 
a partir de la cual se pudo constatar el mayor número de personas dependientes 
económicamente dentro de los hogares desplazados, muchas de las cuáles 
menores de edad, frente a un escaso número de personas económicamente activas 
dentro de los mismos. Y si bien, las tasas de ocupación no eran para entonces 
necesariamente bajas para los jefes del hogar353, si lo eran las condiciones laborales 
que impidieron dar por garantizado el derecho mencionado354 y que se pueden 
constatar a partir del análisis de las actividades económicas que desempeñaban la 
mayoría de quienes, dentro de la población en situación de desplazamiento, estaban 
ocupados355.   
 
En fin, las características particulares que preceden o acompañan situaciones 
concretas de desplazamiento forzado interno generalmente comprometer otras 
libertades, facultades, intereses y poderes fundamentales. Esto teniendo en cuenta 
que, como vimos, el acto de desplazar se lleva a cabo a partir o a través de otras 
violaciones de derechos. Es el caso, por ejemplo, del derecho al buen nombre que 
se ve afectado cuando la migración forzada está precedida de acusaciones a la 
persona que se quiere desplazar de ser colaborador o hacer parte de uno de los 
grupos armados legales o ilegales. 
 
                                                          
352 COMISIÓN DE SEGUIMIENTO A LA POLÍTICA PÚBLICA SOBRE DESPLAZAMIENTO FORZADO. El reto ante la 
tragedia humanitaria del desplazamiento forzado (vol. 9). Garantizar la observancia de los derechos 
de la población desplazada II. Op. cit., pp. 175-201. 
353 “El 71,1% de los jefes de los hogares desplazados inscritos en el RUPD declararon estar 
ocupados la semana anterior a la encuesta”, Ibíd., p. 179. 
354 “De lo anterior, se constata con todo rigor estadístico que las condiciones laborales de la población 
desplazada son extremadamente precarias. Se está muy lejos de alcanzar un nivel adecuado en los 
indicadores establecidos por la Corte Constitucional. No se cumplen condiciones de formalización 
de la relación laboral, de acceso a la seguridad social común al conjunto de trabajadores, de 
cumplimiento de jornadas laborales o de remuneraciones mínimas. Quienes laboran, y son la 
mayoría, lo hacen como independientes y están más lejos aún de alcanzar alguna de estas 
garantías”, Ibíd., p. 197. 
355 “La precariedad de la vinculación de las personas en situación de desplazamiento forzado con el 
mercado laboral se pone de presente en el alto porcentaje de ocupados que se desempeñan como 
trabajadores independientes (48,5%, en los hogares RUPD), empleados domésticos (28,4% de las 
mujeres ocupadas inscritas en el RUPD) y jornaleros y peones (15,6% de los hombres)”, Ibíd., p. 
181. 
A continuación, el segundo grupo de derechos, estos son los que la Corte y las 
encuestas de verificación han constatado como vulnerados  una vez la persona ha 
abandonado su casa en virtud del desplazamiento forzado interno, es decir, en los 
espacios y los tiempos en los que las personas en situación de desplazamiento se 
ven obligadas a comenzar una nueva vida de manera involuntaria y violenta, por el 
alto grado de “debilidad, vulnerabilidad e indefensión en la que se encuentran los 
desplazados”356 y como consecuencia de las limitadas actuaciones administrativas 
efectivas frente a su realidad. 
 
En efecto, desde antes de la sentencia del estado de cosas inconstitucional la Corte 
le había recordado al Estado colombiano que de la falta a su deber de protección, 
materializado en la comisión del desplazamiento, surgía un deber de atención 
prioritaria mirado a facilitar la reconstrucción de las vidas de las persona 
afectadas357. No obstante estos reiterados llamados, el juez constitucional concluyó 
en el 2004, a partir de “(i) los datos acerca de la cobertura de cada uno de los 
componentes de la atención, y (ii) el grado de satisfacción de la población 
desplazada”358, que el Estado colombiano había omitido el cumplimiento de ese 
deber en no pocas ocasiones, a causa de fallas estructurales no imputables a una 
sola autoridad y relacionadas con la baja destinación de recursos y la incapacidad 
institucional359. Omisión constitutiva de vulneraciones reiteradas de otros derechos 
fundamentales.   
                                                          
356 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de 
enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y 
acumulados. 
357 “Según se sintetizó en la sentencia T-721 de 2003, ‘esta Corporación ha considerado que al 
Estado le compete impedir que el desplazamiento se produzca, porque las autoridades han sido 
establecidas para respetar y hacer respetar la vida, honra y bienes de los asociados’, pero también 
ha dicho que si ‘no fue capaz de impedir que sus asociados fueran expulsados de sus lugares de 
origen, tiene por lo menos que garantizarle  a los cientos de miles de colombianos que han tenido 
que abandonar sus hogares y afrontar condiciones extremas de existencia la atención necesaria 
para reconstruir sus vidas’. Lo anterior comporta que la situación de cada una de las personas y 
familias desplazadas por la violencia deba ser un asunto prioritario de las autoridades”, Ibíd. Ver 
también Sentencia SU- 1150 de 2000. 
358 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de 
enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y 
acumulados. 
359 “En la sentencia T-025 de 2004, la Sala Tercera de Revisión de la Corte Constitucional subrayó 
las condiciones de vulnerabilidad extrema en las cuales se encuentra la población desplazada, así 
Concretamente, una vez tiene lugar el desplazamiento se ven afectados derechos 
tales como: los de algunos grupos especialmente protegidos por la Constitución; el 
derecho a la libertad de expresión y de asociación; los derechos económicos, 
sociales y culturales; el derecho a la unidad familiar y a la protección integral de la 
familia; el derecho a la salud, en conexidad con el derecho a la vida; el derecho a la 
integridad personal; el derecho a la seguridad personal; el derecho a una 
alimentación mínima; el derecho a la educación; el derecho a una vivienda digna; el 
derecho a la personalidad jurídica y el derecho a la igualdad. Todos ellos incluidos 
en la Sentencia T-025 de 2004 como derechos constitucionales fundamentales 
vulnerados por la situación de desplazamiento.  
 
A pesar de que se trata de derechos de la mayor relevancia, algunos de ellos 
revisten mayor importancia para los fines del presente escrito, es decir para el 
estudio del  desplazamiento forzado interno de la infancia. Es por ello que entre los 
derechos mencionados se dedicará, a continuación, mayor atención a aquellos cuya 
vulneración compromete especialmente a la infancia víctima de ese flagelo, una vez 
ha ocurrido el desplazamiento. Y así lo ha entendido la Corte Constitucional en el 
2004 al mencionar, inmediatamente después del derecho a la vida en condiciones 
de dignidad, “los derechos de los niños, de las mujeres cabeza de familia, los 
discapacitados y las personas de tercera edad, y de otros grupos especialmente 
protegidos”360. 
 
                                                          
como hizo hincapié en el conjunto de omisiones en las que han incurrido, de manera reiterada, las 
entidades estatales, lo que ha impedido brindarle a la población desplazada una protección oportuna 
y efectiva. En general, consideró la Sala que con la falta de reacción por parte de las entidades 
estatales frente a la tragedia del desplazamiento forzado se desconocía un cúmulo de derechos. 
Este desconocimiento masivo de derechos constitucionales fundamentales, recordó la Corte, ha 
ocurrido ‘de manera masiva, prolongada y reiterada y no es imputable a una única autoridad, sino 
que obedece a un problema estructural que afecta a toda la política de atención diseñada por el 
Estado, y a sus distintos componentes, en razón a la insuficiencia de recursos destinados a financiar 
dicha política y a la precaria capacidad institucional para implementarla. Tal situación’ insistió, 
constituye un estado de cosas inconstitucional’”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA OCTAVA DE 
REVISIÓN. Sentencia T-1105 de 2008. (6 de noviembre de 2008). Magistrado Ponente: Dr. Humberto 
Antonio Sierra Porto. Expediente T-1.979.460. 
360 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de 
enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y 
acumulados. 
Llama la atención, con relación a esos grupos poblacionales, que la Corte consideró 
vulnerados todos sus derechos y no solo algunos de ellos y lo justificó tomando en 
consideración las dificultades que deben padecer los desplazados, y que catalogó 
como “condiciones precarias”361. Circunstancias que el juez constitucional 
ejemplifica a través de dos pronunciamientos precedentes en los que se tutelaron, 
precisamente, derechos de niños y niñas en situación de desplazamiento. En el 
primero de ellos se revisa la tutela instaurada a favor de 14 niños y niñas en 
situación de desplazamiento que viven en la ciudad de Medellín y a los que se les 
ha negado el acceso a una institución educativa pública de dicha ciudad 
argumentando “razones de extra edad, ausencia de cupos disponibles e 
imposibilidad de asumir los costos generados”362. 
 
El caso en cuestión, es demostrativo de la negligencia demostrada por el Estado 
durante muchos años con relación al derecho a la educación; hoy, en cambio, se 
puede afirmar que se trata de uno de los derechos en los que más ha avanzado la 
política pública. Para empezar, llama la atención que el juez de conocimiento 
hubiera negado la tutela dando razón a quienes se negaban a garantizar el derecho 
a la educación de varios niños y niñas en situación de desplazamiento363 
argumentando las razones que siguen. 
 
                                                          
361 “Entre los derechos constitucionales fundamentales que resultan amenazados o vulnerados por 
las situaciones de desplazamiento forzoso, la jurisprudencia de esta Corte ha señalado los 
siguientes: (…) 2. Los derechos de los niños, de las mujeres cabeza de familia, los discapacitados y 
las personas de tercera edad, y de otros grupos especialmente protegidos ‘en razón de las precarias 
condiciones que deben afrontar las personas que son obligadas a desplazarse’”, Ibíd. 
362 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA CUARTA DE REVISIÓN. Sentencia T-215 de 2002. (21 de 
marzo de 2002). Magistrado Ponente: Dr. Jaime Córdoba Triviño. 
363 La petición contenida en la tutela fue dirigida a las siguientes entidades en los siguientes términos: 
“los agentes oficiosos solicitaron que se ordene al rector del Colegio Sol de Oriente otorgar los cupos 
para los grados escolares a cursar sin discriminarlos en razón de la edad; que se ordene al Alcalde 
Municipal y al Secretario de Educación de Medellín la creación de los cupos necesarios para los 
niños desplazados y la garantía de la gratuidad de ese servicio; que se ordene al Ministerio de 
Educación Nacional y al Fondo de Inversión social el traslado de los recursos requeridos para ese 
efecto por la Gobernación de Antioquia y el Municipio de Medellín y que se ordene a la Red de 
Solidaridad Social la inscripción de los menores en el censo de población desplazada y el suministro 
de la información requerida para que accedan a los programas educativos”, Ibíd.  
a) El Ministerio de Educación Nacional alegó no ser la entidad 
competente para dar respuesta a los requerimientos de los peticionarios e 
informó que eran las secretarías de educación departamentales, distritales y 
municipales las encargadas de atender ese tipo de solicitudes 
b) La institución que subsumió a la anterior FIS –la Financiera de 
Desarrollo Territorial– argumentó no contar con los recursos del presupuesto 
nacional que le permitieran transferir recursos al departamento y municipio 
correspondientes para que estos aseguraran el derecho a la educación de 
todos los niños y las niñas que se hubieran desplazado a esos territorios de 
manera forzada. 
c) La Red de Seguridad Social –para entonces, encargada de la 
coordinación del sistema nacional de atención a la población desplazada por 
la violencia– se defendió trasladando la responsabilidad sobre la prestación 
del servicio de educación a la entidad territorial competente. 
d) La Secretaría de Educación y Cultura de Medellín sostuvo que su 
función no era la de asegurar el acceso de los niños y las niñas a una 
específica institución educativa y que ya habían aumentado los cupos en otros 
establecimientos educativos destinados a desplazados.      
e) Finalmente, el Rector del Colegio presentó unos argumentos 
contradictorios confirmando, no obstante, dar prioridad para la matricula a los 
menores de 14 años y exigir la demostración de la calidad de desplazado 
forzado para la obtención de los beneficios para ellos dispuestos. 
 
De cara a esas actuaciones, la Corte Constitucional en dicha sentencia  –en la que 
se ordena tutelar los derechos de los menores de edad a la educación, a la 
recreación y a la cultura (estos dos últimos “por estar, en este caso, 
inescindiblemente vinculados con el derecho a la educación”364)–, además de 
recapitular la línea jurisprudencial frente al desplazamiento forzado, especialmente 
en lo referente al reconocimiento estatal de tal condición365, reitera el carácter 
                                                          
364 Ibíd. 
365 “Criterios para determinar el ingreso al registro único de población desplazada por la violencia”, 
Ibíd. 
fundamental del derecho a la educación de los niños y las niñas, su alcance y las 
potencialidades que adquiere cuando se trata de amparar el derecho de un menor 
de edad en situación de desplazamiento forzado interno.     
 
Con relación a lo primero, el juez constitucional recuerda la fundamentalidad del 
derecho a la educación de dichos sujetos y diferencia tal circunstancia de la de los 
adultos, en la medida que si se trata de menores de edad dicho derecho es de 
aplicación inmediata, directamente exigible al Estado y susceptible de acción de 
tutela. Mientras en el caso de los adultos recuerda que “la educación es un derecho 
de carácter prestacional que no resulta tutelable”366. Respecto al alcance de este 
derecho, en la sentencia se especifica su contenido (un año de educación 
preescolar y nueve de educación básica); lo que implica negar el acceso a la 
educación (significa, según el juez constitucional, negar la “valía como persona”367 
y el “acceso a un futuro viable”368) y la imposibilidad de considerar la edad como un 
criterio para limitar el acceso de un menor de edad al sistema educativo. 
   
Pero lo que definitivamente resulta más relevante de esta providencia, son las 
consideraciones especialísimas sobre el derecho a la educación de los niños y niñas 
en situación de desplazamiento forzado interno, que parten de reconocer una 
realidad dramática como lo es el traslado intempestivo de un lugar a otro y la cual 
implica casi siempre la interrupción de los estudios y el cambio de institución 
educativa. En estas circunstancias, no le sorprende al juez constitucional que los 
estudiantes que han debido atravesar esa lamentable situación superen la edad 
promedio de los correspondientes grados escolares369, precisando que ello no 
puede traducirse en la limitación del derecho en cuestión.   
 
                                                          
366 Ibíd.  
367 Ibíd. 
368 Ibíd. 
369 “Es más, tratándose de niños desplazados por el conflicto interno, obligados a trasladarse de un 
lugar a otro, a iniciar su año lectivo y luego a suspenderlo para, si es posible, reiniciarlo en otro centro 
educativo, es normal que sobrepasen la edad en la que ordinariamente se accede a los grados 
escolares.  Pero la superación de esos límites temporales no tiene por qué conllevar su exclusión 
del sistema educativo”, Ibíd. 
La constatación de esa realidad, que parecieran no ver muchas autoridades 
administrativas entonces –como las que han impedido el goce efectivo del derecho 
a la educación de los niños y las niñas cuyos derechos se tutelaron en la 
sentencia370, es lo que permite a la Corte Constitucional confirmar el estado de 
indefensión en el que se encuentra esa parte de la población. En consecuencia, en 
el sentir de la Corte y desde su perspectiva de derechos, de cara a esa 
vulnerabilidad tanto el juez constitucional como el Estado deben potencializar la 
protección de dicho derecho371. 
 
Adicionalmente a la vulneración del derecho a la educación se suman otras que 
comprometen seriamente el normal y equilibrado desarrollo de las niñas y los niños 
afectados con el desplazamiento, y que en términos de derechos, como lo ha 
señalado la Corte Constitucional, abarcaría la totalidad del catálogo a ellos 
destinado372. Específicamente, en la Sentencia de declaratoria del estado de cosas 
inconstitucional373 se mencionan: el derecho a la personalidad jurídica –puerta de 
acceso a otros derechos374–; el derecho a la unidad familiar; unos derechos que se 
refieren a las condiciones de vida de los migrantes forzados al interior del país –el 
derecho a una alimentación mínima, el derecho a la salud y los demás derechos 
                                                          
370 Dicha limitación, en el 2004, podía extenderse al conjunto de la población infantil en situación de 
desplazamiento si se considera lo dicho por uno de los informes citados en la sentencia T-025 de 
2004: “en relación con el grado de acceso a la educación de la población escolar desplazada, se 
observa que el 25% de los niños y niñas entre 6 y 9 años no asiste a un establecimiento escolar, 
mientras que esta proporción para las personas entre 10 y 25 años es de 54%”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de enero de 2004). 
Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y acumulados. 
371 “Ahora bien, el carácter de fundamental del derecho a la educación se potencia mucho más en el 
caso de los niños desplazados por el conflicto armado pues el intempestivo abandono de su lugar 
de residencia les obliga a interrumpir sus ciclos de formación educativa.  De allí que el Estado se 
encuentre obligado a solucionar el conflicto suscitado facilitando a tales menores su acceso al 
sistema educativo en aquellos lugares en los que se radiquen para que no interrumpan su formación”, 
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA CUARTA DE REVISIÓN. Sentencia T-215 de 2002. (21 de 
marzo de 2002). Magistrado Ponente: Dr. Jaime Córdoba Triviño.  
372 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de 
enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y 
acumulados. 
373 Ibíd. 
374 Se hace referencia al derecho a la identidad que implica contar con un registro civil de nacimiento 
y demás documentos que acreditan la identidad, la edad, la procedencia (tarjeta de identidad de los 
7 a los 18 años de edad y cédula de ciudadanía a partir de esta edad) y que son prerrequisito para 
el acceso a todos los servicios del Estado.  
económicos, sociales y culturales–; y, finalmente, un derecho comprometido por los 
efectos del desplazamiento en las personas menor edad375: el derecho a la 
integridad personal.  
 
Respecto del primero de los derechos mencionados: el derecho a la personalidad 
jurídica, la Corte Constitucional ha recordado que el desplazamiento acarrea la 
pérdida de documentos de identidad; situación comprensible si se tienen en cuenta 
las circunstancias de apremio en las que se da el desplazamiento y que impiden el 
traslado de todos los bienes y los documentos personales. En el caso de los 
menores de edad separados de sus familias, el no contar con los medios físicos 
para acreditar la identidad se convierte en un obstáculo de la reunificación familiar 
por las dificultades para identificar a los padres; siguiendo las consideraciones de la 
sentencia376. Lo que nos conecta con el siguiente derecho mencionado por el juez 
constitucional: el de la unidad familiar.        
 
Efectivamente, según la I Encuesta Nacional de Verificación “en el 43,7% de los 
grupos familiares incluidos en el RUPD no viven o residen juntas todas las personas 
que conformaban el hogar antes del desplazamiento. El 23,4% de los grupos 
familiares en los que ya no viven juntas todas las personas que lo constituían antes 
del desplazamiento se encuentra en esa situación debido a que alguno o algunos 
de sus miembros se quedaron en el lugar de origen o expulsión o porque se 
desplazaron hacia otro municipio, y el 76,6% restante como resultado de eventos 
posteriores al desplazamiento (formaron otro hogar, retornaron, murieron, etc.)”377.     
 
                                                          
375 Que, como veremos más adelante, tienen un impacto diferencial en el caso de las personas en 
formación y desarrollo, pues varían con relación a los de los de los adultos.  
376 “Entre los derechos constitucionales fundamentales que resultan amenazados o vulnerados por 
las situaciones de desplazamiento forzoso, la jurisprudencia de esta Corte ha señalado los 
siguientes: (…) 16. El derecho a la personalidad jurídica, puesto que por el hecho del desplazamiento 
la pérdida de los documentos de identidad dificulta su registro como desplazados y el acceso a las 
distintas ayudas, así como la identificación de los representantes legales, cuando se trata de 
menores de edad que son separados de sus familias”, Ibíd. 
377 COMISIÓN DE SEGUIMIENTO A LA POLÍTICA PÚBLICA SOBRE DESPLAZAMIENTO FORZADO. Verificando el 
cumplimiento de los derechos. Primer informe de verificación presentado a la Corte Constitucional. 
Op. cit., p. 77. 
Esas cifras demuestran la magnitud de la afectación que el desplazamiento forzado 
interno causa en la vida familiar de quienes, por causas extrañas a su voluntad, casi 
siempre trágicas, se ven obligados a abandonar sus hogares, disgregándolos y 
rompiendo con las dinámicas afectivas que surgen del compartir la cotidianidad. 
Integridad familiar ampliamente tutelada en el ordenamiento jurídico colombiano 
cuando se trata de los niños y las niñas a través del derecho fundamental a tener 
una familia y a no ser separado de ella. Derecho cuya importancia incluye la garantía 
de “la atención física, la protección, el bienestar emocional y el apoyo económico de 
las personas afectadas y de sus comunidades”378, tal como lo mencionan los 
responsables del análisis de los resultados de la I ENV de 2008.  
 
Otro grupo de derechos vulnerados con el desplazamiento, que tienen particular 
importancia cuando su titular es una persona menor de 18 años son los relacionados 
con las condiciones de vida de las personas en situación de desplazamiento. Se 
hace referencia a la concurrencia de las dificultades de la adaptación forzosa en un 
lugar nuevo, la nostalgia de lo dejado atrás, los recuerdos traumáticos de la(s) 
violencia(s) sufridas y la desprotección del Estado. Dichos derechos se ven 
afectados por la situación de vulnerabilidad apenas descrita, en la medida que las 
personas en situación de desplazamiento se enfrentan a múltiples obstáculos que 
impiden el acceso a una sana alimentación, a la salud y a los demás derechos 
económicos, sociales y culturales. 
 
De esa realidad han dado cuenta, entre otras379, las tres Encuestas Nacionales de 
Verificación, las cuales a través de indagaciones directas con un número 
representativo de personas y familias en situación desplazamiento forzado interno 
han logrado cuantificar el estado de cumplimiento de varios derechos 
fundamentales de las personas víctimas de ese delito. La conclusión confirma la 
mayor vulnerabilidad en la que insiste la Corte Constitucional –mayor para los 
                                                          
378 Ibíd., p. 77. 
379 Moreno, G. A., Monsalve, J. C., Tabima, D. y Escobar, J. I. Apreciaciones de la población en 
condición de desplazamiento forzado sobre los servicios de salud en algunos municipios de 
Colombia. En: Revista Facultad Nacional de Salud Pública. 2009. vol. 27, n.° 2, pp. 131-141. 
desplazados en comparación con el resto de la población vulnerable del país–, así 
como la limitada protección del Estado.     
 
Específicamente, respecto al derecho a una alimentación mínima la Corte 
Constitucional lo incluyó entre los derechos vulnerados por el desplazamiento 
resaltando, de un lado, su importancia frente a la realización de los derechos a la 
vida, a la integridad personal y a la salud y, de otro, enfatizando la especial y grave 
situación que se da cuando el titular del derecho desconocido es en niño o una 
niña380. Pero, ¿por qué se habla de la vulneración de este derecho? La última 
Encuesta Nacional de Verificación proporcionó algunos indicios de las limitaciones 
que en materia alimentaria debe afrontar la población en situación de 
desplazamiento forzado de menor edad, reflejo de la situación que apremia a todo 
el grupo en general381.  
                                                          
380 “Entre los derechos constitucionales fundamentales que resultan amenazados o vulnerados por 
las situaciones de desplazamiento forzoso, la jurisprudencia de esta Corte ha señalado los 
siguientes: (…) 12. El derecho a una alimentación mínima, que resulta insatisfecho en un gran 
número de casos por los altísimos niveles de pobreza extrema a los que llegan numerosas personas 
desplazadas, que les impiden satisfacer sus necesidades biológicas más esenciales y repercuten, 
por ende, sobre el disfrute cabal de todos sus demás derechos fundamentales, en particular sobre 
los derechos a la vida, a la integridad personal y a la salud. Ello es especialmente grave cuando el 
afectado es un menor de edad”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. 
Sentencia T-025 de 2004. (22 de enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda 
Espinosa. Expedientes T-653010 y acumulados.  
380 COMISIÓN DE SEGUIMIENTO A LA POLÍTICA PÚBLICA SOBRE DESPLAZAMIENTO FORZADO. Verificando el 
cumplimiento de los derechos. Primer informe de verificación presentado a la Corte Constitucional. 
Op. cit., p. 77. 
381 “Como se observa en el Cuadro 45, el porcentaje de la población desplazada inscrita en el RUPD 
que sufrió algún síntoma de insuficiencia alimentaria se situó en el 65,2% y el de la no inscrita, en el 
65,8% (...) En efecto, la población perteneciente al registro oficial está afectada por la presencia de 
síntomas de insuficiencia alimentaria en el año 2010 en una mayor proporción en comparación con 
la situación de 2007 (65,2% vs. 59,1%, respectivamente). En segundo término, conviene señalar que 
al igual que en el año 2008 en 2010 la población no inscrita registra en una mayor proporción 
síntomas de insuficiencia alimentaria en comparación con la población inscrita (65,2% vs. 65,8%, en 
su orden)”, COMISIÓN DE SEGUIMIENTO A LA POLÍTICA PÚBLICA SOBRE DESPLAZAMIENTO FORZADO. El reto 
ante la tragedia humanitaria del desplazamiento forzado (vol. 9). Garantizar la observancia de los 
derechos de la población desplazada II. Op. cit., p. 138. Asimismo, la Corte Constitucional, con base 
en un informe del Programa Mundial de Alimentos (PMA) concluyó: “en cuanto a la situación 
alimentaria de la población desplazada, se concluye que la “brecha en calorías” de los hogares 
desplazados es del 57%, es decir, que sólo consumen el 43% de los niveles recomendados por el 
PMA. Igualmente se encontró que el 23% de los niños y niñas menores de seis años desplazados 
están por debajo del estándar alimenticio mínimo. A su vez, las insuficiencias alimenticias 
mencionadas se traducen en un estado desnutrición que tiene como consecuencias, entre otras, 
retraso de la talla para el peso y del peso para la edad, déficit en atención escolar, predisposición a 
las infecciones respiratorias y a la diarrea, disminución de la visión, y aumento de la morbilidad 
Es así como, el 52,0% y el 53,1% de los niños y las niñas entre los 0 y los 4 años 
inscritos y no inscritos en el RUPD, respectivamente, presentaron síntomas de 
insuficiencia alimentaria, no obstante parecieran ser los que mejor se alimentan382. 
Y mientras más de la mitad de los más pequeños soportan esas dificultades, el 
66,6% (inscritos en el RUPD) y el 68,5% (no inscritos en el RUPD) de las personas 
de la franja etaria de 5 a 17 años pasan por la misma situación, sin que haya 
mejorado la situación respecto al año 2007, periodo en el que se realizó la primera 
encuesta383.     
 
Otros resultados de la misma encuesta ilustran, por otra parte, el estado de 
satisfacción del derecho a la salud de la población en situación de desplazamiento; 
tanto de aquella inscrita en el registro institucional como de la que no figura en el 
mismo. Y dentro de estos resultados extraemos, a continuación, los que se refieren 
a los niños y las niñas y que demuestran, primero, la mayor vulnerabilidad de la 
población en situación de desplazamiento si comparada con el resto de la población 
colombiana; segundo, la existencia de situaciones concretas de afectación de la 
salud de los niños y las niñas desplazados y; tercero, la presencia de importantes 
factores de riesgo para los mismos sujetos en esa materia.    
 
En primer lugar, entre las razones que diferencian a la población infantil desplazada 
del resto de la población, desde el punto de vista del derecho a la salud, se 
encuentran la menor proporción de niños que son llevados a los controles de 
crecimiento y desarrollo, así como el suministro de vacunas de vital importancia –
tales como la triple viral y la pentavalente– y el embarazo de las adolescentes. En 
efecto, mientras “el 76% de las niñas y niños menores de 5 años son llevados a 
                                                          
infantil”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. 
(22 de enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-
653010 y acumulados. 
382 COMISIÓN DE SEGUIMIENTO A LA POLÍTICA PÚBLICA SOBRE DESPLAZAMIENTO FORZADO. El reto ante la 
tragedia humanitaria del desplazamiento forzado (vol. 9). Garantizar la observancia de los derechos 
de la población desplazada II. Op. cit., p. 140. 
383 “Además, debe señalarse que para ningún grupo de edad de la población inscrita en el RUPD ha 
mejorado la situación con respecto al año 2007. Los porcentajes de personas afectados [sic] por 
algún síntoma de insuficiencia alimentaria se elevaron en 1,4 puntos porcentuales para el grupo de 
edad de 0 a 4 años, en 6,7 puntos porcentuales para el grupo de edad de 5 a 17 años”, Ibíd., p. 141.        
control de crecimiento y desarrollo en todo el territorio nacional”384, para el 2010 solo 
el 71,6% y el 68,4%, de los niños y las niñas en situación de desplazamiento, 
inscritos en el RUPD y no inscritos respectivamente, podían ostentar tal privilegio385.  
 
También el suministro de las vacunas triple viral y pentavalente demuestran que 
existen diferencias que sitúan a las niñas y los niños desplazados en situación de 
desventaja frente a todos los demás del país. Ello en la medida que la cobertura de 
las mismas es menor cuando se trata de población desplazada386 en comparación 
con la media nacional. Algo parecido ocurre también con la proporción de 
embarazos durante la adolescencia; de hecho, mientras dentro de toda la población 
sólo el 16% de las mujeres entre los 15 y los19 años estaban embarazadas o habían 
sido madres en el 2005, para la población en situación de desplazamiento el 
porcentaje asciende al 25% de madres durante la adolescencia387.    
                                                          
384 Ibíd., p. 105 
385 “El porcentaje de niñas y niños que son llevados a este control [de crecimiento y desarrollo] 
disminuyó en 2010: un 71,6% de los inscritos en el RUPD, frente al 75,9% reportado en 2008. Las 
niñas y niños de los hogares no inscritos en el RUPD son llevados en menor medida: solo un 68,4%, 
diferencia estadísticamente significativa. Estas cifras son inferiores a las reportadas para el conjunto 
de la población colombiana por la Encuesta de Calidad de Vida 2008, según la cual el 76% de las 
niñas y niños menores de 5 años son llevados a control de crecimiento y desarrollo en todo el 
territorio nacional”, Ibíd., pp. 104-105. 
386 “De las niñas y niños de 1 a menos de 5 años de edad, de la población inscrita en el RUPD, sólo 
un 82% tiene la primera dosis de la vacuna triple viral, cifra que está por debajo de los umbrales 
útiles de vacunación. Las coberturas son más bajas para las niñas y niños de la población no inscrita, 
con sólo el 79,6%, y la diferencia entre los dos grupos de población es estadísticamente significativa. 
Los niveles de cobertura son más bajos que los reportados en 2008, porque la incertidumbre es 
mayor: en la II ENV, el 6% de la población inscrita en el RUPD no sabía si tenía aplicada la acuna. 
En 2010 este porcentaje aumenta a 12,4% (Cuadro 30) (…) La cifra reportada por el Ministerio de 
Protección Social para 2009 es de una cobertura del 95% para la vacuna triple viral en niños de un 
año, con diferencias muy fuertes por Departamento: En Atlántico la cobertura el del 99,5% y en 
Casanare o Córdoba es superior al 100% (¡!), mientras que en Nariño es del 75%. La cobertura de 
la población desplazada estaría entonces entre las más bajas”, Ibíd., p. 102. “En cuanto a la vacuna 
pentavalente, la situación es similar: 80,3% de las niñas y niños desplazados inscritos en el RUPD 
han recibido las tres dosis de inmunización, mientras que entre los inscritos el porcentaje llega al 
77,9%, de modo que son estadísticamente significativas las diferencias. El grado de ausencia de 
recordación también es alto, pues alcanza el 15,1% y el 16,5% para los dos grupos, respectivamente. 
El Ministerio en referencia no reporta la cobertura de la pentavalente como tal. Reporta DPT (difteria, 
tosferina y tétanos), con una cobertura del 92,2%; hepatitis B, con el 90,2% y HIB, con el 92%, todas 
con muy altas variaciones entre departamentos. Aunque no ha llegado al nivel de cobertura útil a 
nivel nacional, la cobertura para los niños desplazados es inferior a la del conjunto de niños y niñas 
(Cuadro 31)”, Ibíd., p. 103. 
387 “El porcentaje de mujeres entre los 12 y los 14 años que se encontraba en embarazo en el 
momento de la encuesta es bajo, de cuatro por cada mil mujeres. Sin embargo, para el grupo de 15 
a 19 años, este porcentaje se dispara, y llega casi a 4,7 por cada cien mujeres desplazadas inscritas 
En segundo lugar, con relación al estado de salud de las niñas y los niños 
desplazados internos, resultan significativas, de un lado, la tasa de hospitalización 
que, siendo una de las dos más altas dentro del conjunto de esa población, es del 
11,4% para los menores de 5 años388 y, de otro, la incidencia de la enfermedad 
diarreica aguda que fue del 25,3% para los niños inscritos en el RUPD y del 27,6% 
para los no inscritos389. Es así como, la última ENV arroja resultados concretos 
sobre el estado de cumplimiento del derecho a la salud de las personas víctimas de 
desplazamiento de menor edad, sin que las conclusiones habiliten a hablar de cabal 
realización del derecho en cuestión.    
 
En tercer lugar, una situación que se suma a lo apenas mencionado, que 
compromete el bienestar de este segmento de la población desplazada y que, 
además, se relaciona con otro de los derechos mencionados, es la que tiene que 
ver con la limitada alimentación de la infancia en situación de desplazamiento. 
Problema denominado por los realizadores de la III ENV: los problemas de bajo 
peso. Se trata de una situación diagnosticada al “34% de las niñas y niños inscritos 
en el RUPD llevados a control”390 y que se agrava si se tiene en cuenta que de esos 
pequeños solo el 51,9% recibió un tratamiento, según la misma fuente.        
 
Es así como, se puede afirmar, sin temor a equivocarse y teniendo en cuenta los 
resultados de la confrontación con la realidad que la encuesta proporciona, que el 
derecho a la salud de la población infantil en situación de desplazamiento forzado 
se ha visto afectado por dicha situación bien sea por la mayor vulnerabilidad en la 
                                                          
en el RUPD y a 4,3% entre las no inscritas. Sin embargo, al indagar por hijos tenidos durante los 
últimos cinco años, el 1% de las mujeres que hoy tienen entre 12 y 14 años y el 20,1% de las que 
tienen entre 15 y 19 años han tenido hijos en ese periodo. De manera que si se suman las que han 
sido madres con las que están actualmente embarazadas, cerca del 1,5% de las adolescentes de 
12 a 14 años y cerca del 25% de las de 15 a 19 han sido madres o están embarazadas. Este último 
porcentaje se compara muy negativamente con la proporción de adolescentes entre 15 y 19 años 
que la Encuesta Nacional de Demografía y Salud de 2005 reportaba (16%)”, Ibíd., pp. 112-113. 
388 Ibíd., p. 99. 
389  “En 2010 los porcentajes fueron algo más bajos en los dos grupos de población: 25,3% para los 
niños inscritos y 27,6% para los no inscritos. La mayor parte de los episodios [de enfermedad 
diarreica aguda] tuvo una duración de tres días o menos (57% de los casos en los grupos familiares 
RUPD y 58,3% en los no inscritos) (Gráfica 22)”, Ibíd., p. 106. 
390 Ibíd., p. 105. 
que quedan sumidos, como por las enfermedades o afectaciones concretas que 
padecen, pasando por los riesgos a los que son expuestos a causa de la deficiente 
alimentación. De manera que, no sorprende que la Corte Constitucional haya 
incluido el derecho a la salud en su lista del 2004 como un derecho –conexo al de 
la vida– afectado por el desplazamiento forzado interno391 en la medida que se ha 
demostrado que las condiciones que caracterizan esa problemática ponen en riesgo 
el bienestar de las personas por las dificultades en el acceso a los servicios de salud 
que deben soportar los desplazados392.     
  
Todo lo anterior, entonces, da cuenta de las precarias condiciones de vida393 de los 
niños y las niñas, como consecuencia del desplazamiento y de la desprotección del 
Estado. Diagnostico que explica porque la Corte Constitucional considera que todos 
los derechos económicos, sociales y culturales se ven “fuertemente afectados”394 
por la situación de desplazamiento forzado interno.  Tanto las dificultades para 
acceder y permanecer dentro del sistema educativo, como la insuficiencia 
                                                          
391 En efecto, dentro de la “identificación de las acciones u omisiones estatales que configuran una 
violación de los derechos constitucionales de los desplazados” la Corte Constitucional ha 
documentado con relación al derecho a la salud lo siguiente: “específicamente, para los menores de 
12 años la tasa de mortalidad es de 3.32 por cada mil, mientras que dicha proporción es de 2.0. para 
el promedio nacional; la tasa es de 24.28 para los desplazados entre los 12 y los 25 años, en tanto 
que asciende a 2.0 para el promedio nacional; y de 53.42 para los mayores de 25 años, mientras 
que dicho índice es de 6.8 para el promedio nacional”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA 
TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. 
Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y acumulados. 
392 “Entre los derechos constitucionales fundamentales que resultan amenazados o vulnerados por 
las situaciones de desplazamiento forzoso, la jurisprudencia de esta Corte ha señalado los 
siguientes: (…) 7. El derecho a la salud, en conexidad con el derecho a la vida, no sólo porque el 
acceso de las personas desplazadas a los servicios esenciales de salud se ve sustancialmente 
dificultado por el hecho de su desplazamiento, sino porque las deplorables condiciones de vida que 
se ven forzados a aceptar tienen un altísimo potencial para minar su estado de salud o agravar sus 
enfermedades, heridas o afecciones preexistentes”, Ibíd. 
393 Con base en un informe del Programa Mundial de Alimentos la Corte Constitucional constató que 
“las condiciones básicas de vida de dichas personas distan mucho de satisfacer los derechos 
reconocidos nacional e internacionalmente. El 92% de la población desplazada presenta 
necesidades básicas insatisfechas (NBI), y el 80% se encuentra en situación de indigencia. 
Igualmente, el 63.5% de la población desplazada tiene una vivienda inadecuada, y el 49% no cuenta 
con servicios idóneos”, Ibíd. 
394 “Entre los derechos constitucionales fundamentales que resultan amenazados o vulnerados por 
las situaciones de desplazamiento forzoso, la jurisprudencia de esta Corte ha señalado los 
siguientes: (…) 5. Por las características propias del desplazamiento, quienes lo sufren ven sus 
derechos económicos, sociales y culturales fuertemente afectados”, Ibíd. 
alimentaria y los problemas de salud que aquejan a una buena proporción de niños 
y niñas, lo demuestra.  
 
Por último, con relación a la violencia ejercida contra las personas, familias y 
comunidades enteras con la finalidad de que abandonen sus casas, pueblos y 
territorios, la Corte Constitucional, en la sentencia T-025 de 2004395, hizo referencia 
al derecho a la integridad personal como uno de los bienes superiores afectados 
por los hechos y circunstancias que rodean y caracterizan el desplazamiento 
forzado interno. Afectación que tratándose de las personas de la menor edad tiene 
unas consecuencias particulares, como hemos visto, es decir unas secuelas que 
trascienden el periodo de vida concreto por el que atraviesan esos niños y esas 
niñas y que además difieren de las consecuencias en los adultos. 
 
2) Siguiendo con la perspectiva del goce efectivo de los derechos de los 
desplazados de la Corte, el segundo aspecto. Esto es la excepción que hace la 
Corte frente a las personas desplazadas al atribuir el carácter fundamental a 
derechos que en principio no lo son por su contenido prestacional –es decir por 
requerir un desarrollo progresivo–, en la sentencia T-025 de 2004 el juez 
constitucional exigió al Estado asegurar al menos un mínimo de derechos 
constitucionales a dichos sujetos, independientemente de que algunos de ellos 
tengan un carácter prestacional396. Para definir los criterios a partir de los cuales 
establecer ese mínimo, la Corte combina la teoría del “núcleo esencial” de los 
derechos fundamentales -el cual “en ningún caso puede ser desconocido por el 
Estado- y la debida garantía de aquellos derechos que “guardan una conexidad 
estrecha con la preservación de la vida en circunstancias elementales de dignidad 
                                                          
395 “Entre los derechos constitucionales fundamentales que resultan amenazados o vulnerados por 
las situaciones de desplazamiento forzoso, la jurisprudencia de esta Corte ha señalado los 
siguientes: (…) 8. El derecho a la integridad personal , que resulta amenazado tanto por los riesgos 
que se ciernen sobre la salud de las personas desplazadas, como por el alto riesgo de ataques al 
que están expuestos por su condición misma de desposeimiento”, Ibíd. 
396 “QUINTO.- ORDENAR al Consejo Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada, que 
en un plazo máximo de 6 meses, contados a partir de la comunicación de la presente sentencia, 
concluya las acciones encaminadas a que todos los desplazados gocen efectivamente del mínimo 
de protección de sus derechos a que se hizo referencia en el apartado 9 de esta sentencia”, Ibíd. 
como seres humanos distintos y autónomos (artículos 1, 11, 12, 13, 14, 16 y 17 
C.P.)”397. 
 
Concretamente, la Corte enumeró los derechos que integraban el mínimo 
prestacional que el Estado debía asegurar a la población desplazada, reservando 
una atención especial a la situación y a las necesidades de los niños y las niñas, 
como se verá a continuación. Estos derechos fueron: el derecho a la vida (artículo 
11 C.P. y Principio 10); los derechos a la dignidad y a la integridad física, psicológica 
y moral (artículos 1 y 12 C.P. y Principio 11); el derecho a la familia y a la unidad 
familiar (artículos 42 y 44 CP y Principio 17); el derecho a una subsistencia mínima 
como expresión del derecho fundamental al mínimo vital (Principios 18 y 24 a 27); 
el derecho a la salud (artículos 44, 49 y 50 C.P. y Principio 19); el derecho a la 
protección (artículo 13 C.P. y Principio 22) ; el derecho a la educación básica hasta 
los quince años (artículo 67 C.P. y Principio 23); la provisión de apoyo para el 
autosostenimiento (artículo 16 C.P. y Principios 1, 3, 4, 11 y 18); y el derecho al 
retorno y al restablecimiento. 
 
2. La sentencia T-025 y el enfoque diferencial etario  
 
Siendo esa es la perspectiva –la de goce efectivo de derechos– que adoptó la Corte 
Constitucional al poner de relieve los problemas estructurales que impedían al 
Estado, en el 2004, atender el problema del desplazamiento forzado interno 
conforme a la Constitución, no sorprende que dicha corte haya incorporado también, 
en la misma decisión, la doctrina jurisprudencial de la infancia y la adolescencia 
como sujetos de especial protección constitucional. En efecto, la sentencia T-025 
de dicho año reserva una atención especial a las necesidades y a la situación 
(jurídica y fáctica) de los niños y las niñas desplazados. Y lo hace no sólo cuando 
constata cuáles derechos se vulneran con el desplazamiento, sino también al 
enunciar el mínimo prestacional que el Estado debía asegurar a la población 
desplazada.  
                                                          
397 Ibíd. 
Con relación a esto último, el juez constitucional, en primer lugar, destacó la 
relevancia del derecho a la familia cuando la misma está integrada por sujetos de 
especial protección constitucional como los niños y las niñas398. En segundo lugar, 
respecto del derecho a una subsistencia mínima, incorporó una excepción399 a la 
limitación en el tiempo que caracteriza la asistencia humanitaria de emergencia. Así, 
mientras la ley prevé un tiempo límite para que las personas en situación de 
desplazamiento puedan beneficiarse de la ayuda humanitaria de emergencia, la 
Corte consideró que, tratándose de niños o niñas solos o de madres con niños bajo 
su cuidado, entre otros, dicha ayuda se debía extender por un tiempo mayor400. 
Específicamente, hasta que se haya superado la etapa de emergencia o hasta que 
la persona cuente con los medios adecuados de subsistencia, debiéndose evaluar 
cada caso en concreto.  
 
En tercer lugar, recordó el carácter fundamental del derecho a la salud de los niños 
y las niñas401, diferenciándolo del de los adultos, a quienes se les debía garantizar 
dicho derecho “cuando la prestación del servicio correspondiente sea urgente e 
                                                          
398 “Los siguientes derechos mínimos encuadran bajo esta definición y, por ende, integran el mínimo 
prestacional que siempre debe ser satisfecho por el Estado: (…) 3. El derecho a la familia y a la 
unidad familiar consagrado en los artículos 42 y 44 CP y precisado para estos casos en el Principio 
17, especialmente aunque sin restringirse a ellos, en los casos de familias conformadas por sujetos 
de especial protección constitucional -niños, personas de la tercera edad, disminuidos físicos, o 
mujeres cabeza de familia -, quienes tienen derecho a reencontrase con sus familiares”, Ibíd. 
399 Otra excepción que incorporó la Corte, en la decisión T-025, a favor de los niños y las niñas fue 
la posibilidad de modificar el registro de población desplazada cuando hay una reunificación familiar 
posterior al primer registro y la familia en cuestión está conformada por niños o niñas. Ello en la 
medida que, en principio, las declaraciones iniciales de los desplazados sobre su situación de 
desplazamiento no pueden ser modificadas posteriormente, por los mismos.  
400 “Existen dos tipos de personas desplazadas que, por sus condiciones particulares, son titulares 
de un derecho mínimo a recibir ayuda humanitaria de emergencia durante un período de tiempo 
mayor al que fijó la ley: se trata de (a) quienes estén en situación de urgencia extraordinaria, y (b) 
quienes no estén en condiciones de asumir su autosostenimiento a través de un proyecto de 
estabilización o restablecimiento socio económica,  como es el caso de los niños que no tengan 
acudientes y las personas de la tercera edad quienes por razón de su avanzada edad o de sus 
condiciones de salud no están en capacidad de generar ingresos; o las mujeres cabeza de familia 
que deban dedicar todo su tiempo y esfuerzos a cuidar a niños menores o adultos mayores bajo su 
responsabilidad. En estos dos tipos de situación, se justifica que el Estado continúe proveyendo la 
ayuda humanitaria requerida para la subsistencia digna de los afectados, hasta el momento en el 
cual la circunstancia en cuestión se haya superado –es decir, hasta que la urgencia extraordinaria 
haya cesado, o hasta que los sujetos que no estén en posibilidad de cubrir su propio sustento 
adquieran las condiciones para ello-. Ello deberá evaluarse, necesariamente, en cada caso 
individual”, Ibíd. 
401 Artículo 44 de la Constitución Política de Colombia. 
indispensable para preservar la vida y la integridad de la persona ante situaciones 
de enfermedad o heridas que les amenacen directamente y prevenir las 
enfermedades contagiosas e infecciosas”402. Así mismo, aludió al artículo 50 de la 
Constitución el cual dispone la atención gratuita, en las instituciones de salud que 
reciban aportes del Estado, de que todo niño menor de un año de edad que no 
cuente con algún tipo de protección en salud.  
 
En cuarto lugar, en la lista de derechos mínimos que la Corte elaboró y que se debía 
asegurar a las personas desplazadas, dicha autoridad dedicó amplio espacio al 
derecho a la educación y al contenido mínimo que el Estado debe garantizar. 
Superando las previsiones de los Principios rectores de los desplazamientos 
internos, los cuales hacen mención a la obligatoriedad de la educación “básica 
primaria” para la población desplazada, el juez constitucional prefirió hablar de un 
mínimo de educación hasta los quince años de edad, de conformidad con la 
Constitución colombiana. Derecho en cuya observancia deben concurrir los padres 
o acudientes, los menores de edad y el Estado a partir de la provisión de cupos, es 
decir, garantizando al menos el acceso a la educación403.     
 
                                                          
402 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de 
enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y 
acumulados. 
403 “Los siguientes derechos mínimos encuadran bajo esta definición y, por ende, integran el mínimo 
prestacional que siempre debe ser satisfecho por el Estado: (…) 7. Para el caso de los niños en 
situación de desplazamiento, el derecho a la educación básica hasta los quince años (artículo 67, 
inciso 3, C.P.). Precisa la Sala que, si bien el Principio 23 establece como deber del Estado proveer 
la educación básica primaria a la población desplazada, el alcance de la obligación internacional que 
allí se enuncia resulta ampliado por virtud del artículo 67 Superior, en virtud del cual la educación 
será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad, y debe comprender como mínimo un año 
de preescolar y nueve de educación básica. También en virtud de lo dispuesto por la Carta Política, 
no es el Estado el único obligado a garantizar la provisión del servicio educativo en los niveles y a 
los grupos de edad referidos; también esta obligación cobija a los padres de familia o acudientes –
quienes no pueden impedir el acceso de sus hijos a la educación en su lugar de desplazamiento- y 
a los menores –que están obligados a asistir a los planteles educativos correspondientes -. Por su 
parte, el Estado está obligado, como mínimo, a garantizar la provisión de un cupo escolar a cada 
niño desplazado en edad de educación obligatoria, en un establecimiento educativo público. Es decir, 
la obligación mínima del Estado en relación con la educación de los niños desplazados es la de 
garantizar su acceso a la educación a través de la provisión de los cupos que sean necesarios en 
entidades públicas o privadas de la zona”, Ibíd. 
Además de las anteriores consideraciones, dos aspectos adicionales merecen ser 
mencionados con relación a la sentencia T-025 de 2004 y a la doctrina 
jurisprudencial de los niños y las niñas como sujetos de especial protección 
constitucional, la cual es antecedente y fundamento de lo que se conocería después 
como el enfoque diferencial etario de la política pública sobre desplazamiento 
forzado interno. La primera tiene que ver con una serie de evaluaciones dirigidas a 
poner en evidencia la grave situación de la niñez desplazada y la segunda referida 
al derecho a la igualdad y a las obligaciones que se desprenden de su configuración 
constitucional para que sea real y efectiva.   
 
Para empezar, la Corte Constitucional valoró la precaria situación alimentaria404 y 
educativa 405 de los niños y las niñas en situación de desplazamiento y, así mismo, 
destacó, dentro de las deficiencias institucionales identificadas en la decisión T-025, 
el desarrollo insuficiente de algunas de las políticas de atención a dicha población. 
Concretamente, en el numeral f explicó: “no han sido reglamentadas las políticas 
que faciliten el acceso a la oferta institucional a los grupos desplazados en situación 
de mayor debilidad, tales como las mujeres cabeza de familia, los niños, o los 
grupos étnicos. No existen programas especiales que respondan a las 
especificidades de los problemas [las negritas se agregaron] que aquejan a 
dichos grupos”406.  
 
Para terminar, el juez constitucional al determinar la gravedad de la situación del 
desplazamiento forzado interno en Colombia a partir del número de derechos 
fundamentales que resultan comprometidos, así como la frecuencia con que se da 
                                                          
404 “En cuanto a la situación alimentaria de la población desplazada, se concluye que la ‘brecha en 
calorías’ de los hogares desplazados es del 57%, es decir, que sólo consumen el 43% de los niveles 
recomendados por el PMA. Igualmente se encontró que el 23% de los niños y niñas menores de seis 
años desplazados están por debajo del estándar alimenticio mínimo. A su vez, las insuficiencias 
alimenticias mencionadas se traducen en un estado desnutrición que tiene como consecuencias, 
entre otras, retraso de la talla para el peso y del peso para la edad, déficit en atención escolar, 
predisposición a las infecciones respiratorias y a la diarrea, disminución de la visión, y aumento de 
la morbilidad infantil”, Ibíd. 
405 “En relación con el grado de acceso a la educación de la población escolar desplazada, se 
observa que el 25% de los niños y niñas entre 6 y 9 años no asiste a un establecimiento escolar, 
mientras que esta proporción para las personas entre 10 y 25 años es de 54%”, Ibíd. 
406 Ibíd. 
tal vulneración  consideró que, como consecuencia de lo anterior, también se viola 
el derecho a la igualdad de las personas en situación de desplazamiento; también 
en consideración a la discriminación de la que son objeto dichas personas tanto 
antes como después de esta violencia407.   
 
Posteriormente a esa constatación, el juez se refirió a las medidas afirmativas que 
el Estado debía tomar a favor de quienes estaban en una posición de desventaja 
como los desplazados, distinguiendo dentro de los mismos los que debían superar 
mayores dificultades408. De manera que, el juez constitucional reconoció el derecho 
de las víctimas de desplazamiento a recibir un trato preferente de parte del Estado, 
en razón a la vulneración múltiple de sus derechos fundamentales, a la “especial 
debilidad, vulnerabilidad e indefensión en la que se encuentran” y a la igualdad 
como diferenciación contenida en el artículo 13 de la Constitución colombiana409. 
Cuestión que sería desarrollada más adelante, precisamente con relación a los 
grupos de especial protección constitucional a partir del mandato del enfoque 
diferencial.       
                                                          
407 “17. El derecho a la igualdad, dado que (i) a pesar de que la única circunstancia que diferencia a 
la población desplazada de los demás habitantes del territorio colombiano es precisamente su 
situación de desplazamiento, en virtud de ésta condición se ven expuestos a todas las violaciones 
de los derechos fundamentales que se acaban de reseñar, y también a discriminación y (ii) en no 
pocas oportunidades, el hecho del desplazamiento se produce por la pertenencia de la persona 
afectada a determinada agrupación o comunidad a la cual se le atribuye cierta orientación respecto 
de los actores en el conflicto armado y por sus opiniones políticas, criterios todos proscritos como 
factores de diferenciación por el artículo 13 de la Carta”, Ibíd. 
408 “Lo anterior no excluye, como se ha visto, la adopción de medidas de acción afirmativa a favor de 
quienes se encuentren en condiciones de desplazamiento, lo cual de hecho constituye una de las 
principales obligaciones reconocidas por la jurisprudencia constitucional en cabeza del Estado. Los 
alcances de este derecho han sido definidos por los Principios 1 a 4, 6, 9 y 22, que prohíben la 
discriminación a la población desplazada, recomiendan la adopción de medidas afirmativas a favor 
de grupos especiales dentro de la población desplazada y resaltan la importancia de que a los 
desplazados se les garantice un trato igualitario”, Ibíd. 
409 Con relación a este punto, la Corte recuerda pronunciamientos anteriores, como los de las 
sentencias T-602 de 2003, T-268 de 2003 y T-669 de 2003: “Este punto fue reafirmado en la 
sentencia T-602 de 2003, en la cual se dijo que ‘si bien el legislador y las entidades gubernamentales 
deben tratar de igual modo a todas las personas, pues así lo estipula el artículo 13 de la Constitución, 
las víctimas del fenómeno del desplazamiento forzado interno sí merecen atención diferencial’. Este 
derecho al trato preferente constituye, en términos de la Corte, el ‘punto de apoyo para proteger a 
quienes se hallan en situación de indefensión por el desplazamiento forzado interno’, y debe 
caracterizarse, ante todo, por la prontitud en la atención a las necesidades de estas personas, ya 
que ‘de otra manera se estaría permitiendo que la vulneración de derechos fundamentales se 
perpetuara, y en muchas situaciones, se agravara’”, Ibíd. 
En el mismo sentido, la Corte Constitucional justificó las órdenes de política pública 
en las implicaciones que conlleva el principio del Estado Social de Derecho. 
Resumidamente, en los deberes que se desprenden de la dimensión prestacional 
de los derechos, propia de ese diseño constitucional. Así, en virtud de los artículos 
2410, 13411, 334412, 366413 de la Constitución “y de manera general, en las múltiples 
disposiciones constitucionales que protegen los derechos fundamentales, los 
                                                          
410 Constitución Política de Colombia, Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los 
afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la 
vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas 
las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares 
411 Constitución Política de Colombia, Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la 
ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o 
familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que 
la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o 
mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos 
que contra ellas se cometan 
412 Constitución Política de Colombia, Artículo 334. La dirección general de la economía estará a 
cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos 
naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y 
en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir en el plano 
nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de 
los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la 
preservación de un ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal deberá fungir como 
instrumento para alcanzar de manera progresiva los objetivos del Estado Social de Derecho. En 
cualquier caso el gasto público social será prioritario. El Estado, de manera especial, intervendrá 
para dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar, de manera progresiva, que todas las 
personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo al conjunto de los bienes y 
servicios básicos. También para promover la productividad y competitividad y el desarrollo armónico 
de las regiones. La sostenibilidad fiscal debe orientar a las Ramas y Órganos del Poder Público, 
dentro de sus competencias, en un marco de colaboración armónica. El Procurador General de la 
Nación o uno de los Ministros del Gobierno, una vez proferida la sentencia por cualquiera de las 
máximas corporaciones judiciales, podrán solicitar la apertura de un Incidente de Impacto Fiscal, 
cuyo trámite será obligatorio. Se oirán las explicaciones de los proponentes sobre las consecuencias 
de la sentencia en las finanzas públicas, así como el plan concreto para su cumplimiento y se decidirá 
si procede modular, modificar o diferir los efectos de la misma, con el objeto de evitar alteraciones 
serias de la sostenibilidad fiscal. En ningún caso se afectará el núcleo esencial de los derechos 
fundamentales. Parágrafo. Al interpretar el presente artículo, bajo ninguna circunstancia, autoridad 
alguna de naturaleza administrativa, legislativa o judicial, podrá invocar la sostenibilidad fiscal para 
menoscabar Los derechos fundamentales, restringir su alcance o negar su protección efectiva. 
413 Constitución Política de Colombia, Artículo 366. El bienestar general y el mejoramiento de la 
calidad de vida de la población son finalidades sociales del Estado. Será objetivo fundamental de su 
actividad la solución de las necesidades insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento 
ambiental y de agua potable. Para tales efectos, en los planes y presupuestos de la Nación y de las 
entidades territoriales, el gasto público social tendrá prioridad sobre cualquier otra asignación. 
derechos económicos, sociales y culturales y los derechos colectivos de las 
personas, como concreción amplia del principio de la dignidad humana y de la 
solidaridad (artículo 1, C.P.)”, el juez constitucional precisó el deber de las 
autoridades de corregir las desigualdades, promover la participación e inclusión de 
las poblaciones más vulnerables y propiciar el mejoramiento progresivo de sus 
condiciones de vida414. 
 
En suma, los anteriores son los principales antecedentes del enfoque diferencial 
etario –exigido por la Corte Constitucional con relación a los niños y las niñas y a 
otros grupos de especial protección constitucional– que se pueden recabar en la 
sentencia T-025. Dichos antecedentes guardan relación general con la perspectiva 
de goce efectivo de derechos adoptada por la Corte en materia de desplazamiento 
y especial con la tutela de los sujetos de especial protección constitucional, el 
derecho a la igualdad y el carácter social del Estado de Derecho. Razón por la cual, 
creemos que el enfoque diferencial etario es la consecuencia ineludible de esa 
perspectiva, de esa tutela y de dicho tipo de organización jurídico política. Con la 
precisión adicional de que mientras en el ámbito estrictamente jurisdiccional se hace 
referencia a la doctrina de los sujetos de especial protección constitucional, en el 
ámbito de las políticas públicas se habla de enfoque diferencial.  
 
3. El proceso de seguimiento de la sentencia T-025 y los autos  
 
Una vez proferida la sentencia T-025 empieza lo que ha sido entendido como el 
proceso de seguimiento de la misma. Dicho proceso, ha consistido en la valoración 
del cumplimiento de las órdenes impartidas –sujetas a plazos– y, en general, en la 
evaluación de las actuaciones del Estado que permitan a la Corte dar por superado 
                                                          
414 “Lo anterior implica que las autoridades están obligadas -por los medios que estimen conducentes 
– a corregir las visibles desigualdades sociales, a facilitar la inclusión y participación de sectores 
débiles, marginados y vulnerables de la población en la vida económica y social de la nación, y a 
estimular un mejoramiento progresivo de las condiciones materiales de existencia de los sectores 
más deprimidos de la sociedad”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. 
Sentencia T-025 de 2004. (22 de enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda 
Espinosa. Expedientes T-653010 y acumulados. 
el Estado de Cosas Inconstitucional (ECI) declarado en la T-025. Valga precisar que 
la reglamentación de la acción de tutela prevé la posibilidad del juez de mantener la 
competencia “hasta que esté completamente restablecido el derecho o eliminadas 
las causas de la amenaza”415. Y es esto, precisamente, lo que ha hecho el juez 
constitucional al declarar el ECI con relación a la población en situación de 
desplazamiento forzado interno, conservar la competencia.   
 
Antes de hacer referencia al tipo de seguimiento efectuado por la Corte 
Constitucional y a las decisiones proferidas desde el 2004 hasta ahora, precisemos 
que si bien la declaración del ECI frente al desplazamiento no ha sido la primera en 
el país, sí ha sido la única sucedida por un minucioso y, sobre todo, participativo 
proceso de seguimiento. De hecho se trata de un proceso identificado por la misma 
Corte como el rasgo que diferencia la decisión T-025 de las demás decisiones en 
las que también se declaró un Estado de Cosas Inconstitucional416. En adición, 
gracias a dicho proceso la sentencia en cuestión se ha beneficiado de una relativa 
eficacia, así como de una incuestionable vigencia417 más de diez años después.    
 
Los mismos autores han identificado dos mecanismos a través de los cuales la 
Corte ha hecho el seguimiento a la superación del ECI declarado en la sentencia T-
025 de 2004: el de las audiencias públicas –a las que nos referiremos cuando 
hablemos del fundamento democrático del enfoque diferencial etario– y el de los 
autos de seguimiento418. Anticipemos de las audiencias que, previo a los principales 
                                                          
415 Artículo 27 del Decreto 2591 de 1991. Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada 
en el artículo 86 de la Constitución Política.  
416 “En el marco de lo anterior, la sentencia T-025 de 2004 -por medio de la cual se declaró que la 
población desplazada por la violencia se encuentra afectada por un estado de cosas inconstitucional-
, se caracteriza porque introdujo un proceso de seguimiento continuo al cumplimiento de las órdenes 
dictadas en esa ocasión”, CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Proceso de seguimiento 10 años. 
Op. cit. 
417 “Proceso de seguimiento periódico, público y participativo, que ha garantizado la vigencia y 
eficacia de las órdenes de la Corte”, RODRÍGUEZ GARAVITO, CÉSAR & RODRÍGUEZ FRANCO, DIANA. 1. El 
contexto: el desplazamiento forzado y la intervención de la Corte Constitucional (1995-2009). Op. 
cit., p. 30.  
418 Ibíd., pp. 30-31. 
pronunciamiento sobre los “avances, estancamientos y retrocesos”419 del Estado en 
las políticas públicas para la prevención y la atención de la población en situación 
de desplazamiento, la Corte ha pedido informes precisos a las autoridades públicas, 
a los órganos de control y a observadores privilegiados tales como organismos 
internacionales que acompañan a los desplazados u organizaciones de la sociedad 
civil como la Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento 
Forzado420. 
 
Una vez recibidos dichos informes, la Corte ha convocado a una audiencia pública 
donde escucha a los representantes del Estado, de los órganos de control, de las 
organizaciones sociales, de los organismos internacionales –como ACNUR–, a 
expertos o académicos que previamente han solicitado un espacio para intervenir 
y/o a representantes de la población desplazada. Y, con base en estas 
intervenciones, en el estudio de los informes escritos, así como con fundamento en 
la Constitución, en la legislación y en la nutrida jurisprudencia en la que ha delineado 
los parámetros para la superación del Estado de Cosas Inconstitucional, el juez 
constitucional se pronuncia.   
   
                                                          
419 “En el marco de este proceso de seguimiento la Corte Constitucional ha profundizado en algunos 
de los aspectos señalados en aquella ocasión y delineó y delimitó con más precisión las fallas 
detectadas en esa sentencia. Así mismo, a lo largo del proceso de seguimiento la Corte ha analizado 
los avances, estancamientos y retrocesos en la superación del estado de cosas inconstitucional y ha 
adoptado las medidas que ha considerado pertinentes para lograr el goce efectivo de los derechos 
de la población desplazada”, CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Proceso de seguimiento 10 años. 
Op. cit.  
420 “En esta Comisión participan el Ex Defensor del Pueblo y ex Presidente de la Corte Constitucional, 
Eduardo Cifuentes, la periodista Patricia Lara, el Director Nacional de Pastoral Social de la Iglesia 
Católica colombiana Monseñor Héctor Fabio Henao, el economista Luís Jorge Garay, el Rector de 
la Universidad Jorge Tadeo Lozano Dr. José Fernando Isaza, el Director del Centro de Estudios de 
Derecho, Justicia y Sociedad - DEJUSTICIA Rodrigo Uprimny Yepes, el Presidente de la 
Organización Nacional Indígena de Colombia Luis Evelis Andrade, la dirigente Rosalba Castillo de 
la organización Afro América XXI, el Profesor de la Universidad Nacional de Colombia Orlando Fals 
Borda (q.e.p.d.), el Presidente de la Corporación Viva la Ciudadanía Pedro Santana, y el profesor de 
la Universidad Nacional y Presidente de CODHES, Marco Romero. La Comisión cuenta con el 
acompañamiento internacional de la Premio Nobel de Paz Rigoberta Menchu, la Organización Plan 
Internacional y el ex representante de ACNUR en Colombia Roberto Meier”, Consultoría para los 
Derechos Humanos y el Desplazamiento (CODHES) ¿Qué es la Comisión? Consultado el 14 de abril 
de 2015. Disponible en  http://www.codhes.org/index.php/comision-de-seguimiento 
La segunda estrategia, esta es la de los autos de seguimiento, ha tenido, según 
Rodríguez y Rodríguez tres etapas421. La primera dedicada a una evaluación 
general de la política pública sobre desplazamiento forzado interno422, la segunda 
al diseño de indicadores precisos a través de los cuales medir los avances y/o 
retrocesos de dicha política423 y la tercera consistente en un seguimiento más 
preciso por puntos problemáticos o por poblaciones424. La Corte Constitucional, por 
su parte, ha identificado tres fases del proceso de seguimiento de la sentencia T-
025 de 2004; empezando por la del momento mismo de esta decisión; pasando por 
el periodo comprendido entre el 2004 y el 2011; y terminando con los 
pronunciamientos que se refieren a la Ley de víctimas y de restitución de tierras425.    
 
Este estudio opta, en cambio, por distinguir dos tipos de decisiones –tomadas a 
través de autos– que ha tomado la Corte Constitucional en el marco del seguimiento 
                                                          
421 RODRÍGUEZ GARAVITO, CÉSAR & RODRÍGUEZ FRANCO, DIANA. 1. El contexto: el desplazamiento 
forzado y la intervención de la Corte Constitucional (1995-2009). Op. cit., p. 30. 
422 “La primera comprende desde finales de 2004 hasta 2006 y se caracterizó por ser un juicio a la 
política pública”, Ibíd., p. 30.  
423 “Entre comienzos de ese año [2007] y mediados de 2008, la Corte se concentró en desarrollar 
mecanismos de evaluación que permitieran medir de manera permanente el avance, estancamiento 
o retroceso del programa o la atención a cargo de cada entidad del SNAIP, por un lado, y el goce 
efectivo de los derechos de la población desplazada, por el otro”, Ibíd., p. 31.  
424 “La tercera fase del proceso, que comenzó hacia mediados de 2008 con el Auto 092, ha estado 
marcada por dos características que implican un giro hacia una vigilancia más cercana de la 
actuación del Gobierno, ante la evidencia de las fallas persistentes de la política pública y la 
continuación de la emergencia humanitaria de la población desplazada. De un lado, los autos de 
este período han incrementado la exigencia de resultados concretos e insistido en la urgencia de 
alcanzarlos (…)De otro lado, la Corte hizo más específicos sus diagnósticos y sus órdenes mediante 
una serie de autos importantes sobre la situación de los grupos desplazados más vulnerables”, Ibíd., 
pp. 31-34.  
425 La Corte, en efecto, ha reconocido tres momentos del seguimiento a las decisiones contenidas 
en la sentencia T-025 de 2004: “(I) la expedición de la sentencia T-025; (II) el proceso de seguimiento 
realizado hasta el 2011, cuyos avances, estancamientos y retrocesos quedan recogidos en el auto 
219 de 2011 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva); y (III) la expedición y entrada en vigencia de la Ley 
1448 de 2011 (Ley de Víctimas y Restitución de Tierras) y el respectivo seguimiento que esta 
Corporación ha realizado a su implementación”, CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Proceso de 
seguimiento 10 años. Op. cit. Con relación a esta última etapa, se pueden señalar los Autos 219 de 
2011, “medidas para garantizar la continuidad de la protección de los derechos fundamentales de la 
población desplazada de cara al nuevo marco institucional” (COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA 
ESPECIAL DE SEGUIMIENTO A LA SENTENCIA T-025 DE 2009 Y SUS AUTOS DE CUMPLIMIENTO. Autos 219 de 
2011. (13 de octubre de 2011). Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva) y 099 de 2013, 
“ayuda humanitaria para la población desplazada en el nuevo marco institucional de la ley 1448 de 
2011” (COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA ESPECIAL DE SEGUIMIENTO A LA SENTENCIA T-025 DE 
2004 Y SUS AUTOS DE CUMPLIMIENTO. Auto 099 de 2013. (21 de mayo de 2013). Magistrado Ponente: 
Luis Ernesto Vargas Silva). 
a la sentencia T-025 de 2004, sin que cada uno de estos corresponda a un 
determinado periodo de tiempo. El primer tipo de decisiones corresponde a autos 
generales, concernientes al seguimiento de la política pública sobre desplazamiento 
forzado interno y a la superación del ECI, teniendo presente que el criterio máximo 
de dicha evaluación ha sido siempre el del goce efectivo de derechos de parte de la 
población en situación de desplazamiento.  
 
Ejemplos de estas decisiones son los autos: 185 de 2004426 (evaluación de los 
niveles de  cumplimiento de las ordenes relativa a los mínimos de atención a la 
población desplazada),  Auto 008 de 2009427 (persistencia del estado de cosas 
inconstitucional en materia de desplazamiento interno) y 119 de 2013428 
(seguimiento a las acciones adelantadas por el Gobierno Nacional, para la 
superación del estado de cosas inconstitucional, en relación con el componente de 
registro y se dictan medidas para mejorar la atención a la población desplazada). 
 
El segundo tipo de decisiones han sido medidas puntuales de protección de la 
población en situación de desplazamiento, bien por poblaciones o bien combinando 
temática y grupo poblacional. Así, por ejemplo, los siguientes autos han estado 
dirigidos a proteger los derechos de grupos especialmente protegidos por la 
Constitución, bien sea de manera general o especifica. De manera general, los 
Autos 092 de 2008429 (medidas de protección a los derechos fundamentales de las 
mujeres víctimas de desplazamiento forzado), 004 de 2009430 (protección de los 
derechos fundamentales de las personas y pueblos indígenas desplazados o en 
                                                          
426 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Auto 185 de 2004. (10 de 
diciembre de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
427 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL,  Sala Segunda de Revisión. Auto 008 de 2009. (26 de enero 
de 2009). Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa. 
428 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA ESPECIAL DE SEGUIMIENTO A LA SENTENCIA T-025 DE 2004 
Y SUS AUTOS DE CUMPLIMIENTO. Auto 119 de 2013. (24 de junio de 2013). Magistrado Ponente: Luis 
Ernesto Vargas Silva. 
429 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 092 de 2008. (14 de abril de 
2008). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
430 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL,  SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 004 de 2009. (26 de enero 
de 2009). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
riesgo de desplazamiento), 005 de 2009431 (protección de los derechos 
fundamentales de las comunidades afrocolombianas) y 006 de 2009432 (medidas de 
protección de los derechos fundamentales de las personas con discapacidad 
afectadas por el desplazamiento forzado). 
 
De manera específica, los Autos 174 de 2011433 (medidas de protección de la 
comunidad indígena Awá de los departamentos de Nariño y Putumayo) y 073 de 
2014434 (medidas de prevención, protección y atención de las comunidades 
afrodescendientes de la región pacífica del departamento de Nariño en riesgo y 
víctimas de desplazamiento forzado, en el marco del estado de cosas 
inconstitucional declarado en la sentencia T-025 de 2004 y de las medidas 
específicas ordenadas en el auto 005 de 2009). 
 
Así mismo, dentro del primer tipo de decisiones que ha tomado la Corte para dar 
seguimiento a la decisión T-025, también han habido autos que combinan la 
protección que la Constitución garantiza a ciertos grupos de población con 
problemas concretos que los aquejan. Este es el caso del Auto 200 de 2007435 el 
cual se refiere, al mismo tiempo, a los líderes de la población desplazada y al tema 
de la seguridad personal. También el Auto 299 de 2012436 referido a las 
comunidades afrocolombianas de las cuencas de los ríos Curvaradó y Jiguamiandó 
                                                          
431 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL,  SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 005 de 2009. (26 de enero 
de 2009). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
432 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL,  SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 006 de 2009. (26 de enero 
de 2009). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
433 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA ESPECIAL DE SEGUIMIENTO A LA SENTENCIA T-025 DE 2009 
Y SUS AUTOS DE CUMPLIMIENTO. Auto 174 de 2011. (9 de agosto de 2011). Magistrado Ponente: Luis 
Ernesto Vargas Silva. 
434 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA ESPECIAL DE SEGUIMIENTO A LA SENTENCIA T-025 DE 2004. 
Auto 073 de 2014. (27 de marzo de 2014). Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva. 
435 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 200 de 2007. (13 de agosto 
de 2007). Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa. Protección a líderes y representantes 
de la población desplazada. 
436 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA ESPECIAL DE SEGUIMIENTO A LA SENTENCIA T-025 DE 2004 
Y SUS AUTOS DE CUMPLIMIENTO. Auto 299 de 2012. (18 de diciembre de 2012). Magistrado Ponente: 
Luis Ernesto Vargas Silva. Medidas encaminadas a proteger el proceso de restitución y retorno de 
los territorios colectivos de las comunidades afrocolombianas de las cuencas de los ríos Curvaradó 
y Jiguamiandó en el departamento del Chocó. 
y a los temas de restitución y retorno. En fin, el Auto 009 de 2015437 el cual integra 
la tutela constitucional especial de las mujeres con la protección contra la violencia 
sexual.  
 
Justamente, el auto  251 de 2008, objeto de estudio, hace parte del segundo tipo de 
decisiones que ha proferido la Corte Constitucional en su tarea de hacer 
seguimiento a las órdenes dictadas en la sentencia T-025 de 2004. Concretamente, 
se trata de una medida puntual de protección de la población desplazada, desde un 
enfoque poblacional (la infancia y la adolescencia) general (todos los que hacen 
parte de ese grupo), con la que la Corte ha querido tutelar los derechos 
fundamentales de todos los niños y las niñas en situación de desplazamiento 
forzado interno o en riesgo de estarlo.  
 
Finalmente con relación al enfoque diferencial mencionemos que dos años después 
de la declaración del Estado de Cosas Inconstitucional (ECI) con relación a la 
población desplazada de manera forzada al interior del país, la Corte 
Constitucional438 analizó las medidas adoptadas con posterioridad al 2004 llegando 
a la conclusión de que aún no se había logrado superar el ECI declarado en la 
sentencia T-025 de 2004. Dentro de sus consideraciones sobresale, de un lado, 
aquella dirigida a constatar que las políticas y programas aún no prestaban atención 
a las especificidades de ciertos grupos de población desplazada y, de otro, la 
reiteración de la necesidad de adoptar un enfoque diferencial que diera cuenta de 
las diferencias de las consecuencias del desplazamiento en virtud de la edad y el 
género. Consecuentemente, recordó el carácter de sujetos de especial protección 
constitucional de los niños y las niñas, entre otros, y la afectación aguda que 
padecen como consecuencia de los riesgos que los afectan de manera diferencial, 
así como por “la especificidad de sus vulnerabilidades, sus necesidades de 
                                                          
437 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA ESPECIAL DE SEGUIMIENTO A LA SENTENCIA T-025 DE 2004. 
(27 de enero de 2015). Auto 009 de 2015. Magistrado Ponente: Dr. Luis Ernesto Vargas Silva. 
Protección a las víctimas de violencia sexual perpetrada por actores armados. 
438 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Auto 218 de 2006 (11 de agosto 
de 2006). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
protección y de atención, y las posibilidades que tienen de reconstruir sus proyectos 
de vida digna”439. 
 
Diagnostico que se repitió al año siguiente cuando la Corte Constitucional440 se 
pronunció sobre los indicadores de resultado de goce efectivo de los derechos de 
los desplazados441. En esta ocasión la Corte ordenó a los responsables de la política 
pública sobre desplazamiento forzado interno, de nuevo, indicar, con posterioridad 
y dentro del plazo establecido, los indicadores que habrían de dar cuenta de la 
incorporación del enfoque diferencial en la atención de los sujetos de especial 
protección constitucional. Indicadores de goce efectivo de los derechos de los niños 
y las niñas, complementarios y sectoriales asociados cuya adopción de dio, 
finalmente, en el 2008 a partir de la propuesta que presentó la Comisión de 
Seguimiento a la Política Pública de Atención a la Población Desplazada442.     
 
Si ese es el contexto en el que tiene lugar el desplazamiento, esas las 
características que ha tenido en Colombia, esos los impactos en la vida presente y 
futura de los niños y las niñas a los que ha golpeado –que pueden ser leídos en 
términos de disminución de las capacidades–, ¿con fundamento en qué diseño 
constitucional la Corte Constitucional colombiana ha proferido las ordenes que 
hemos acabamos de describir?, ¿con base en qué desarrollos históricos, en qué 
doctrina y en qué tutela jurídico positiva la Corte ha ordenado incorporar el enfoque 
diferencial etario en la política pública sobre desplazamiento forzado interno? Las 
respuestas a estas preguntas son el objeto de los siguientes capítulos.   
                                                          
439 Ibíd. 
440 “Respecto de todos los derechos, el gobierno no ha introducido de manera sistemática el enfoque 
diferencial respecto de los sujetos de especial protección constitucional, tales como las mujeres, los 
niños, los ancianos, las personas con discapacidad, los indígenas y los afrocolombianos”, COLOMBIA. 
CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 109 de 2007. (4 de mayo de 2007). 
Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
441 Ibíd. 
442 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 116 de 2008. (13 de mayo 
de 2008). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
III. LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y LA DEMOCRACIA  
CONSTITUCIONAL 
 
Una vez establecido el contexto dentro del cual tiene lugar, en Colombia, el 
desplazamiento forzado interno: el conflicto armado interno (Cap. I); explicado en 
qué consiste dicho problema (Sec. A/Cap. II); precisada la verdadera especificidad 
del mismo cuando afecta a niños y niñas (Sec. B/Cap. II); y señalado el alcance de 
la intervención de la Corte Constitucional frente a la migración forzada interna 
corresponde, a continuación, aclarar qué se entiende por democracia constitucional, 
describir la trascendencia de la justicia y del juez constitucional dentro de dicha 
forma (y contenido) de Estado e indicar algunas de las funciones que, dentro de la 
misma, cumplen los derechos fundamentales. Ello con la finalidad de fijar los 
cimientos teóricos y, en parte, ético políticos que sirven de fundamento al enfoque 
diferencial etario exigido por el juez constitucional en el auto 251 de 2008.  
 
Así mismo, las secciones C2 y C3 de este capítulo tienen la finalidad de demostrar 
que las garantías constitucionales y legislativas de la democracia constitucional han 
sido insuficientes en Colombia para garantizar, efectivamente, los derechos 
fundamentales y la especial protección constitucional de los niños y las niñas en 
situación de desplazamiento forzado interno. Lo cual explica por qué el juez 
constitucional colombiano –en su firme determinación: de llevar a cabo la razón de 
ser del Estado y sus instituciones y de perseguir la igualdad real y efectiva–ordena 
una política pública garante de esos derechos y de esa especial protección.  
 
Antes de ello, sin embargo una premisa dirigida a precisar que este discurso se 
inserta en un objeto del conocimiento más amplio, el Derecho. Punto de partida de 
la presente disertación que también ha de ser enunciado desde una finalidad. Es 
así como, se privilegia el objeto implícito en las reflexiones de Bobbio cuando 
identifica al Derecho como la transformación que de su mundo hace el ser humano 
para asegurar su propia supervivencia en condiciones de armonía1. Al respecto, 
                                                          
1 BOBBIO, Norberto. L’età dei diritti. Torino: Giulio Einaudi Editore, 1990, p. 53. 
señala el autor que el punto de partida es la toma de conciencia “dello stato di 
sofferenza, d’indigenza, di penuria, di miseria, in genere d’infelicità in cui versa 
l’uomo nel mondo, e al [il] sentimento della insopportabilità di questo stato”2.  
 
A partir de allí, según el autor italiano, el hombre se empecinará en transformar los 
objetos que lo rodean y sus propias conductas para lograr su supervivencia y la 
convivencia pacífica con los demás. Y para lograr lo segundo echará mano de las 
normas de conducta, como afirma Bobbio, para dar nacimiento a lo que conocemos 
hoy como Derecho3. De manera que, si de un lado la posibilidad misma de la 
existencia humana estará condicionada por el uso y aprovechamiento que el 
hombre haga de lo que el entorno y el espacio en el que se sitúa le ofrecen, de otro, 
el entendimiento entre seres de esa misma especie dependerá del canal a través 
del cual se encauzarán las relaciones y los conflictos que surgirán entre ellos: las 
reglas o pautas de comportamiento.    
 
Esa aproximación coincide con la “filosofia hobbesiana” a la que alude Baccelli4 ‒ya 
superada puesto que ella limitaba la función de garantía de los mismos derechos y 
partía de la concepción natural del conflicto de Hobbes‒ en la medida que ambas 
atribuyen al Derecho el poder de neutralizar el conflicto persistente entre los 
hombres. Y aun cuando la experiencia haya demostrado que el Derecho es 
insuficiente frente a todas las pugnas entre las personas, resulta difícil negar que 
muchas de las mismas son contenidas gracias a las normas de conducta a las que 
la mayoría de los hombres y las mujeres occidentales parecemos adherir5.   
                                                          
2  BOBBIO, Norberto. Op. cit., p. 51. 
3 “A questo insieme di sforzi che l’uomo fa per trasformare il mondo che lo circonda e renderlo meno 
ostile, appartengono tanto le tecniche produttrici di strumenti, che sono ricolte alla trasformazione del 
mondo materiale, quanto le regole di condotta che sono rivolte alla modificazione dei rapporti 
interindividuali per rendere possibile una convivenza pacifica e la stessa sopravvivenza del gruppo”, 
Ibíd., p. 53.          
4 “La filosofia hobbesiana é l’espressione paradigmatica di un altro approccio, che afferma la 
naturalità del conflitto ma vede la politica e il diritto come strumenti per neutralizzarlo”, BACCELLI, 
Luca. I diritti dei popoli. Universalismo e differenze culturali. Bari: Editori Laterza, 2009, p. 109. 
5 «El Derecho prescindible» podría ser el título de una disertación que diferenciara entre «el derecho» 
de occidente –si acordamos que existe– y «el no derecho» de realidades culturales que no han 
necesitado de pautas de comportamiento expresadas a través de códigos de conducta escritos para 
Por otra parte, se destaca del alcance que Bobbio le atribuye al Derecho, además 
del normativo: el pacifista. Muy oportuno para una reflexión de derechos 
fundamentales que parte de la constatación de un «estado de conflicto», 
precisamente el más extremo: el del conflicto armado. Es en este contexto en el que 
se insistirá en el apego al Derecho como instrumento regulador de las diferencias y 
los desequilibrios que motivan y sostienen la guerra y como marco de referencia 
procesal y sustancial de los mecanismos de arreglo del mismo y de sus efectos.  
 
Si bien se ha mencionado, hasta ahora, una función del Derecho que pone en 
relación los sufrimientos a los que se ve el ser humano expuesto, el juicio negativo 
que el hombre hace de los mismos y la alternativa que las normas de conducta 
ofrecen como solución de los primeros, no se ha dicho nada acerca de las infinitas 
posibilidades de entender e imponer dichas normas del comportamiento. En efecto, 
puede ser igualmente válido y cumplir la misma función el Derecho de aquel reino 
en el que una sola persona encarna las atribuciones legislativas, administrativas y 
judiciales, así como el del Estado de Derecho que separa esos poderes pero no les 
impone, a los mismos, límites más allá del contenido literal de la ley, siempre que 
esa se haya dado bajo las formas pre-establecidas.     
 
De manera que, no basta con atribuir una función al Derecho si la misma sigue 
siendo abstracta e indeterminada, en la medida en que no delimita los extremos 
dentro de los cuales han de conseguirse la armonía y la supervivencia perseguidas, 
habilitando cualquier medio -aún el más injusto e inhumano- para la obtención de 
esos fines. Así mismo, también la “supervivencia” es una finalidad etérea e 
insuficiente, que no dice nada, por ejemplo, acerca de quiénes –o quién– han –o 
ha– de sobrevivir, pudiendo ser solamente el más fuerte o el más apto6. 
                                                          
asegurar la autonomía, la supervivencia y el «equilibrio» propio, con otros y con el entorno; sustitutivo 
del preferido en occidente: «desarrollo».   
6 “La pregunta es, sin embargo, si una buena sociedad requiere algún concepto del bien común. Sin 
ese concepto, todo lo que queda es un individualismo rampante, legitimado, como señala LAYARD 
(2005, p. 92), por una interpretación chapucera de las ideas de la mano invisible de SMITH (1776) y 
la selección natural de DARWIN (1859). De acuerdo con esa interpretación chapucera, la mano 
invisible de SMITH (1776) legitimaría el egoísmo, porque eso sería bueno para la sociedad, y la 
selección natural de DARWIN (1859) legitimaría un darwinismo social en el cual, si hay ganadores y 
Situación esa que se paragonaría a las leyes que rigen la naturaleza y que, en 
efecto, determinan la supervivencia y la evolución de las especies que se logran 
imponer sobre y servir de otras. En contraposición, las leyes de los hombres se 
guían por la búsqueda del necesario equilibrio entre los extremos de una balanza 
que tiende siempre a inclinarse hacia el más poderoso, en razón a su capacidad 
física, a su posición política, a sus privilegios sociales, a las ventajas económicas o 
a la posibilidad y la determinación de hacer uso de la fuerza o de la artimaña para 
someter a los demás7. 
 
Y es allí donde encontramos la principal función que el Derecho, resultado de la 
“experiencia histórica del constitucionalismo”8, está llamado a cumplir. Servir, 
precisamente, de límite al poder del más fuerte, el cual se expresa casi siempre en 
detrimento de su antagonista: el más débil9, es decir, el principal beneficiario de 
dicha función. Labor que, valga decir, encuentra su fundamento en las enseñanzas 
de los tiempos –las cuales han demostrado la imposibilidad de un “poder bueno” y 
la tendencia a los absolutismos de parte de quienes lo ejercen– y que es conferida, 
en un primer momento, a la legislación y, en un segundo momento, como tarea de 
la Constitución10.  
                                                          
perdedores, ricos y pobres, poderosos y débiles, eso no sería más que la ‘natural’ expresión de la 
‘ley’ de la sobrevivencia de los más aptos”, CASTELLANOS GARCÍA, Daniel. ¿Qué es la justicia? 
Una defensa del bien común desde la teoría económica de la justicia distributiva. Bogotá D. C.: 
Universidad Externado de Colombia, 2006, p. 53.    
7 “El derecho a la vida y a la integridad personal es por antonomasia la ley del más débil contra la ley 
de quien es más fuerte físicamente. Lo son igualmente los derechos de libertad, contra la 
arbitrariedad y la opresión de quien es más fuerte políticamente. Lo son también los derechos 
sociales, que son derechos a la supervivencia que compensan la ley de quien es más fuerte social 
y económicamente. Lo son los derechos políticos, que protegen a la mayoría de los débiles contra 
los abusos políticos de las élites o los dictadores. Lo son, en fin, los mismos derechos civiles, que 
tutelan la propiedad de los bienes contra la fuerza de quien podría apoderarse de ellos por la violencia 
(...) Valen, en concreto, para tutelar a la mujer frente al padre o el marido, al menor frente a los 
padres y, en general, a los oprimidos frente a sus culturas opresivas”, FERRAJOLI, Luigi. Principia 
iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 59.  
8 Ibíd., p. 58.    
9 “Y este límite es precisamente el derecho, el cual se configura, en su modelo de justificación 
racional, como ley del más débil contra la ley del más fuerte que es propia del estado de naturaleza”, 
Ibíd., p. 45. 
10 “En el rechazo de la idea misma de un «poder bueno» y en la contención del tendencial 
absolutismo de cualquier poder está el papel conferido por la razón jurídica moderna primero a la 
legislación y después a la constitución (…) Y este límite es precisamente el derecho, el cual se 
Tanto la ley como la Constitución son la expresión y están motivados, al menos en 
el plano racional como lo menciona Ferrajoli, por el otorgamiento de poderes a los 
más débiles –formales y sustanciales– para contraponer al más fuerte y evitar así 
la tiranía de la desigualdad. Y se hace una distinción entre la formalidad de la ley y 
la sustancialidad de la Constitución para hacer referencia a los dos modelos de 
Estado de Derecho que menciona el mismo autor –el estado legislativo de derecho 
y el estado constitucional de derecho– precisamente para ubicar dentro del segundo 
a los derechos fundamentales y su función de regla, límite y vínculo de los poderes 
públicos –legítimamente constituidos y expresión de la mayoría– para la protección 
de las minorías y la oposición11, sin ignorar los intereses de esa.  
 
Se hace referencia al paradigma de la democracia constitucional que, siguiendo el 
trayecto de los Principia Iuris, constituye el mejoramiento de los anteriores 
paradigmas12 a través de la restitución de “una dimensión normativa y una 
racionalidad sustancial a toda la producción jurídica”13. A través de la sujeción de 
todos los poderes públicos y la ley a los derechos fundamentales (Núm. 1/Sec. C), 
del establecimiento de garantías de esos derechos (Núm. 2/Sec. C), de la 
imposición de obligaciones de actuación de esos derechos (Núm. 3/Sec. C) y a partir 
de la consideración de que dichos imperativos “de no hacer y de hacer” -que son 
                                                          
configura, en su modelo de justificación racional, como ley del más débil contra la ley del más fuerte 
que es propia del estado de naturaleza”, Ibíd., p. 45. 
11  “Bastaría esta su función de reglas, límites y vínculos impuestos a los poderes públicos, incluso 
mayoritarios, como garantía de los derechos de todos para excluir que las constituciones sean 
normas igual que las demás, a disposición de la mayoría misma, y para reconocer su naturaleza de 
pactos fundadores dirigidos a asegurar la paz y la convivencia civil. Si son el conjunto de las reglas 
del juego, que garantizan su corrección y legitimidad estos pactos no pueden dejar de ser garantía 
para todos los jugadores, incluso para las minorías y las oposiciones. Si tienen por destinatarios a 
los poderes constituidos por ellos, no pueden ser modificados, derogados o debilitados por esos 
mismos poderes, sino sólo ampliados y reforzados. En fin, si la mayor parte de sus normas 
sustanciales se identifica con los derechos fundamentales, éstas pertenecen a todos nosotros, que 
somos los titulares de los derechos fundamentales. Se comprende por eso cómo la forma 
constitucional de la democracia vale para superar todas las aporías que afligen, como se dijo al 
comienzo de este capítulo, al paradigma puramente político o formal”, Ibíd., p. 47. 
12 Mejoramiento que para la teoría de la constitución como cultura será entendido, precisamente, 
como “avance cultural”, HÄBERLE, Peter. El significado de las constituciones en la perspectiva de las 
ciencias culturales. Traducción de Jesús Gualdrón. En: Pensamiento Jurídico. Mayo-agosto, 2010, 
n.° 28, p. 19. 
13 FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 43. 
derecho, en el sentido pleno del término- plantean un horizonte inacabable de 
justicia (Núm. 4/Sec. C)14.        
 
Antes de precisar el alcance de cada una de las anteriores características de ese 
preciso modelo de democracia (Sec. C) se indicarán, en primer lugar, sus 
presupuestos (Sec. A), los cuales son, a su vez, antecedente, fundamento y 
justificación de la labor que se atribuye a los derechos fundamentales. Y, en 
segundo lugar, se precisará el rol de la justicia constitucional (Sec. B) en un estudio 
que ve como principal actor del paradigma democrático al juez constitucional, tal 
como demostrado en el caso colombiano de la protección de los derechos 
fundamentales de los niños y las niñas víctimas de desplazamiento forzado interno, 
en el marco del conflicto armado interno.   
 
A. El paradigma de la democracia constitucional: presupuestos 
 
Esta primera parte se descompondrá, a su vez, en tres partes: a) la primera referida 
a las razones que hacen de la democracia constitucional el resultado de la 
superación de las limitaciones de los demás modelos de democracia; b) la segunda 
constituida por el posicionamiento de la constitución en ese contexto; y, c) la tercera 
consistente en la razón de ser del Estado y sus instituciones. De esa manera, 
descomponiendo la democracia constitucional en las partes que componen su 
nombre, hablaremos de las premisas o puntos de partida desde los que se 
construye el nuevo paradigma del poder popular; de cómo determinado tipo de 
constitución transforma la “soberanía popular” de una ficción insuficiente, a una 
verdadera atribución de poderes en cabeza de todos, todas y cada una de las 
personas; y de la principal consecuencia que se desprende de lo anterior y que tiene 
que ver con la función esencial de los poderes públicos dentro del diseño 
institucional señalado.  
                                                          
14 “Expresan [las constituciones de este paradigma], por así decirlo, utopías de derecho positivo que, 
aun cuando nunca perfectamente realizables, establecen sin embargo, como derecho sobre el 
derecho, las perspectivas de transformación del derecho mismo en dirección a la paz y a la igualdad 
en los derechos fundamentales”, Ibíd., p. 50. 
a. El punto de partida no podía ser otro distinto al propósito de limitar ulteriormente 
los poderes absolutos que están siendo ejercidos por el arbitrio de las mayorías. Si 
bien es intolerable la autoridad despótica en cabeza de una sola persona no será 
otra la situación si se trata de una parte de la totalidad la que decide autónoma e 
ilimitadamente, pudiendo fácilmente desconocer al resto no representado y/o 
excluido del juego de las mayorías. De esta manera, se tiene como primer 
presupuesto de la democracia constitucional la imposibilidad “de poderes soberanos 
o absolutos”15 aun cuando esos correspondan a “la mayoría del pueblo o de sus 
representantes”16.  
 
Relacionado con lo anterior, otro presupuesto que corresponde a la constatación de 
los límites de la forma de las mayorías y la representación como medio idóneo para 
asegurar que los intereses de todos sean tenidos en cuenta, tal como lo menciona 
Ferrajoli. Cuando las decisiones públicas cubren amplios espectros de la vida de 
tantas personas el poder conferido por gran parte de ellas no resulta suficiente para 
abarcar las necesidades de unos pocos frente a los cuales el representante no 
guarda ninguna afinidad y de los cuales no ha recibido ningún tipo de mandato. Aún 
si se trata de necesidades de vital importancia, si no existe una obligación que 
incluya a los no electores o a la minoría electoral dentro de las consideraciones de 
los asignados por la mayoría, nada impedirá que esos sean ignorados17.    
     
Es de esa manera como se llega a un concepto de soberanía popular totalmente 
inclusivo y ligado inescindiblemente al concepto de derechos fundamentales. Y lo 
es en la medida en que esa pertenece no solo a todos –como una representación 
abstracta de la totalidad de los intereses– sino también y sobre todo a cada una de 
las personas que componen la entidad política determinada, precisamente en la 
medida en que la soberanía popular está conformada por “la suma de aquellos 
                                                          
15 Ibíd., p. 13. 
16 Ibíd., p. 14.  
17 “Para que un sistema político pueda considerarse expresión, siquiera sea aproximativa, del «poder 
del pueblo», no menos importante que sus formas representativas es que en él se garanticen, 
además del poder de la mayoría de sus representantes, esos contrapoderes de todos que son los 
derechos fundamentales”, Ibíd., p. 13. 
poderes y contrapoderes –los derechos políticos, los derechos civiles, los derechos 
de libertad y los derechos sociales– que son los derechos fundamentales 
constitucionalmente establecidos”18. 
 
A través de esos poderes y contrapoderes19 todas las personas toman parte real de 
la soberanía popular en virtud de su atribución indistinta “a todos”, o como lo llama 
Ferrajoli gracias a su carácter universal e importancia –son expectativas y 
necesidades vitales20– y a su origen en una asamblea constituyente expresión del 
pueblo soberano21 a la que bien se le puede aplicar la ficción rawlseniana que 
recuerda el mismo autor y que hace referencia a lo ajenos que resultan los intereses 
particulares a las constituciones22, al menos en las partes en las que atribuyen los 
mismos derechos a todos y a todas23.  
                                                          
18 Ibíd., p. 14. 
19 “Equivalen, en otras palabras, a otros tantos fragmentos de soberanía popular correspondientes a 
todos y a cada ciudadano”, Ibíd., p. 14. 
20 “Corresponden, conforme a su forma universal, a expectativas y a necesidades vitales de todos y 
pertenecen por tanto, como poderes y contrapoderes, al pueblo en el sentido más pleno de la 
palabra: como totalidad de sus componentes”, Ibíd., p. 18. 
21 En su jurisprudencia el juez constitucional ha precisado que “el acto de soberanía por excelencia 
es el acto constituyente”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia. C-1200 de 2003. (9 de 
diciembre de 2003). Magistrados Ponentes: Manuel José Cepeda Espinosa y Rodrigo Escobar Gil. 
También el carácter de “poder comisionado del pueblo soberano” de la Asamblea Nacional 
Constituyente que dio origen a la Constitución Política de Colombia de 1991, así como las 
características de dicho poder: “soberano, absoluto, ilimitado, permanente, sin límites y sin control 
jurisdiccional”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-544 de 1992. (1 de octubre de 1992). 
Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero y COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia. 
C-1200 de 2003. (9 de diciembre de 2003). Magistrados Ponentes: Manuel José Cepeda Espinosa 
y Rodrigo Escobar Gil. 
22 “Los derechos fundamentales, aun limitando y vinculando a las contingentes voluntades de las 
mayorías, son siempre una expresión de la democracia considerada en su propia dimensión política. 
También estos derechos, en tanto que están estipulados en normas constitucionales producidas por 
asambleas representativas, son en realidad fruto de la voluntad popular tal y como se ha expresado 
en forma mayoritaria y solemne en los respectivos actos constituyentes, asistidos por lo general por 
lo que con la célebre fórmula de John Rawls bien podemos llamar el «velo de la ignorancia» sobre 
los contingentes intereses de parte”, FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. 
cit., p. 18. 
23 La Carta Constitucional Colombiana es un ejemplo de voluntad plural inclusiva precisamente por 
haber sido el resultado de la participación efectiva de sectores antes excluidos del debate público o, 
en otras palabras, de la posibilidad de incidir en su propia suerte. Por esa misma razón, gran parte 
de su justificación y alcance es la búsqueda de la igualdad real y efectiva. “La Constitución de 1991 
surgió como una esperanza en medio de la más aguda crisis. Su proceso de elaboración fue el 
primero de índole democrática en la historia republicana de Colombia. Era la primera constitución 
que no había sido impuesta por un partido vencedor en una batalla y la primera redactada con 
participación de representantes de los grupos más emblemáticos del muy heteróclito tejido social 
colombiano”, BERNAL PULIDO, Carlos.  Relación entre el control de constitucionalidad y el control 
En fin, si la soberanía popular es el resultado de la suma de sus fragmentos, 
representados en los derechos fundamentales en cabeza de cada una de las 
personas que la componen24, se desprende una función de (auto) garantía de ese 
modelo de democracia constitucional. De un lado, como medio de tutela del método 
democrático mismo, ya que en defecto de esos poderes y contrapoderes lo único 
que importaría sería que quien ejerce la autonomía pública lo hiciera siguiendo las 
formas prestablecidas para la toma de decisiones, con lo cual no se impediría la 
supresión de esas mismas formas y, de otro, como mecanismo de inalterabilidad de 
los derechos fundamentales que al ser de todos no pueden ser modificados solo por 
unos pocos25.     
 
b. La segunda parte de la caracterización general de la democracia constitucional 
hace referencia a la adjetivación que la cualifica y que consiste, principalmente, en 
la presencia de una constitución que se posiciona en el vértice del ordenamiento 
jurídico y que otorga un lugar privilegiado a todas y cada una de las personas, 
convirtiéndolas en cotitulares de la misma carta. Se trata, además, de una 
constitución rígida en la que estará consagrada, a su vez, su razón de ser, la del 
Estado y la de sus instituciones: precisamente la realización de los derechos 
fundamentales. 
 
En primer lugar, el constituyente colombiano de 1991 enalteció la Constitución 
definiéndola norma de normas en el artículo cuarto26. Caracterización ésta que se 
                                                          
político: el caso de Colombia. Consultado el 9 de mayo de 2011. Disponible en 
http://history.thiscenturysreview.com/article.html?&no_cache=1&L=3&tx_ttnews%5Btt_news%5D=1
7&tx_ttnews%5BbackPid%5D=17&cHash=ade67fdba4 
24 Según Häberle el pueblo es la suma seres humanos caracterizados por poseer, cada uno, una 
“dignidad propia”, de ahí se desprende que la dignidad humana sea la razón de ser de la soberanía 
popular. Cfr. HÄBERLE, Peter. Constitución como cultura (Artículos seleccionados para Colombia). 
Traducido por Ana María Montoya. Bogotá: Instituto de Estudios Constitucionales Carlos Restrepo 
Piedrahita, 2002, p. 27. 
25 “Si es cierto, como se ha mostrado ampliamente, que los derechos fundamentales son la base de 
la igualdad y se imputan a todos y cada uno como fragmentos de soberanía y límites y vínculos a los 
poderes políticos de mayoría, ninguna mayoría debería tener el poder de reducirlos o suprimirlos, 
dado que (…) no pertenecen, como se ha dicho, a la mayoría sino a las personas naturales que son 
sus titulares”, FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., pp. 89-90.    
26 Constitución Política de Colombia, Artículo 4. La Constitución es norma de normas. En todo caso 
de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
desprende de su eficacia –al ser directamente aplicable por todos los poderes 
públicos y al posibilitar la inaplicación, en el caso concreto, de las normas inferiores 
que contradigan sus postulados27– y que impone a todos los “miembros de la 
comunidad y a la totalidad del sistema jurídico político”28 la actuación y el respeto 
de sus contenidos. Además de delimitar las formas de creación de las normas 
jurídicas, ser norma de normas significa contener los límites y los espacios, de un 
lado, de decisión en la actuación de los derechos por parte de las instituciones 
públicas y, de otro, de acción por parte de los particulares. 
  
Esos límites y espacios, que son precisamente los derechos constitucionales 
fundamentales, son los que van a posicionar a las personas en un lugar privilegiado, 
a partir de su colocación “supraordenada” frente a los poderes públicos y la 
autonomía privada de los demás y gracias a la titularidad universal que confieren. 
Justamente, los derechos fundamentales, al estar consagrados en la norma de 
normas, están en la cima de la jerarquía normativa y todos los estamentos y las 
normas jurídicas de menor jerarquía están a ellos subordinados, lo que comporta la 
                                                          
constitucionales. Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución 
y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades. 
27 “Esta [control de constitucionalidad e improcedencia de sentencia inhibitoria] es la consecuencia 
lógica y natural del principio de la eficacia de la Constitución como norma directamente aplicable, 
que obliga a todos los órganos del poder público dentro de nuestro estado de derecho, y habilita a 
los jueces ordinarios, dentro del marco de lo dispuesto por el artículo 4º de la Carta Fundamental, de 
remoto origen y larga tradición nacional, para no aplicar la ley en los casos concretos en los que se 
plantee la contradicción entre la legislación anterior y la nueva Constitución. La regulación 
constitucional sobre el tema del procedimiento a seguir para la elaboración de la ley, no se aplica 
retroactivamente, salvo mención expresa de la Carta”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia 
C-434 de 1992. (25 de junio de 1992). Magistrado Ponente: Fabio Morón Díaz.  
28 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO, SALA PLENA. Sentencia de 1 de abril de 1997. Magistrado Ponente: 
Juan de Dios Montes Hernández. Expediente S-590: “definir la Constitución como “norma de normas” 
genera consecuencias de suma importancia. Por lo menos las que enseguida precisa la Sala: Vincula 
o afecta a los miembros de la comunidad y a la totalidad del sistema jurídico político. Por esto, el 
juicio jurídico de razonabilidad jerárquica ha de hacerse comparando, no solamente la ley con la 
Constitución como sucedía antes de 1991, sino las demás normas jurídicas con ella, para decidir su 
aplicación preferente, si aquellas desconocen sus preceptos y principios fundamentales. La 
Constitución reafirmó la jerarquización del ordenamiento jurídico, del cual se desprende, como 
corolario lógico, el principio de que una norma superior señala el contenido, la competencia y el 
procedimiento para la creación de otras normas jurídicas. Son, en otros términos, los principios de 
validez y eficacia de la norma. Tal actividad puede multiplicarse en el desarrollo de las funciones 
inherentes a los órganos de la estructura estatal, hasta llegar a una sentencia, norma jurídica que 
cierra el sistema, como manifestación de la seguridad jurídica. De modo que, cuando una norma 
inferior riñe con la Constitución, ésta tendrá preferencia, y, por consiguiente, la primera es inaplicable 
para el caso. Este fue el axioma que orientó, ab initio, la revisión de las leyes por parte de los jueces". 
misma ordenación para sus titulares; es decir, esos derechos asignan “a todos los 
ciudadanos y a todas las personas a las que están conferidos una colocación a su 
vez supraordenada al conjunto de los poderes, públicos y privados”29.  
 
En concreto y en confirmación de lo enunciado, la constitución colombiana, en su 
artículo 5°30, establece la primacía de los derechos inalienables de la persona 
confirmando, de esta manera, no solo la superioridad y preponderancia de los 
derechos fundamentales, sino también la de sus titulares: para todas y cada una de 
las personas en virtud de su universalidad, la cual en el preciso artículo está 
expresada a partir del criterio de la inalienabilidad. En adición, el artículo 93 de la 
Constitución dispone la prevalencia en el orden interno de los tratados y convenios 
internacionales que protegen los derechos humanos31, estableciendo además que 
los mismos son parámetros para la interpretación de los derechos y deberes 
constitucionales.  
 
Con relación al criterio universal apenas enunciado, según Ferrajoli es precisamente 
gracias a él que se habla de “la común titularidad de la Constitución”32 ya que la 
asignación indistinta a todas y cada una de las personas de todos y cada uno de los 
derechos vitales, a través de la constitucionalización de los mismos, es lo que hace 
de sus beneficiarios los titulares de esa misma carta en la que han sido 
consignados. Además de ello, la universalidad reafirma la perspectiva garantista 
                                                          
29 “Por otro lado, la constitucionalización de los derechos fundamentales, al elevar tales derechos a 
normas del ordenamiento supraordenadas a todas las demás, asigna a todos los ciudadanos y a 
todas las personas a las que están conferidos una colocación a su vez supraordenada al conjunto 
de los poderes, públicos y privados, que están vinculados y dirigidos al respeto y la garantía de los 
derechos. Es en esta común titularidad de la constitución, consiguiente a la titularidad de todos y 
cada uno de tales derechos, donde reside, como se ha dicho, el significado positivo de la «soberanía 
popular»”, FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., pp. 47-48. 
30 Constitución Política de Colombia, Artículo 5. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la 
primacía de los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de 
la sociedad. 
31 Constitución Política de Colombia, Artículo 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados 
por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados 
de excepción, prevalecen en el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, 
se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados 
por Colombia. 
32 Ver pie de página 29. 
que los derechos fundamentales otorgan al principio de la soberanía popular pues 
es en esa atribución –a todos y a todas de (todos) los derechos que revisten la 
mayor importancia– donde cobra vida el poder del pueblo.  
  
En segundo lugar, se ha dicho que la carta política de la democracia constitucional 
es rígida. Se podría decir, recordando la función de garantía de los derechos 
fundamentales como poderes y contrapoderes que conforman la soberanía popular, 
que el endurecimiento de la norma de normas está dirigido, entre otras cosas, a 
asegurar que los principios y derechos consagrados en la Constitución no sean 
presa fácil de las mayorías políticas ni tanto menos de quien está llamado a 
actuarlos: el ejecutivo. No obstante, más allá de las finalidades que se le puedan 
atribuir, se debe precisar que se trata, para empezar, del carácter que distingue a la 
carta política del resto de las normas que componen el ordenamiento jurídico y que 
confirma la sujeción de las segundas a la primera, en razón a su posicionamiento 
supraordenado33.  
 
En adición a lo anterior, el concepto de la rigidez constitucional nos conecta con dos 
de las características que se han señalado como rasgos distintivos del paradigma 
de la democracia constitucional y que, junto con las otras dos peculiaridades 
mencionadas34, determinan que dicho modelo sea considerado un paso adelante 
respecto de las anteriores formas de organización y funcionamiento del estado. Se 
hace referencia a la relación entre rigidez o estabilidad de todos o algunos preceptos 
constitucionales, de un lado, y el dinamismo que la constitución garantiza dentro del 
ordenamiento, de otro. 
 
                                                          
33 “En pocas palabras, la rigidez se identifica con el grado de las normas constitucionales 
supraordenado al de todas las demás fuentes del ordenamiento, es decir, con la normatividad de las 
primeras respecto de las segundas”, FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. 
cit., p. 85. 
34 “La sujeción de todos los poderes públicos y la ley a los derechos fundamentales (Núm. 1/Sec. C), 
(…) y a partir de la consideración de que dichos imperativos “de no hacer y de hacer” -que son 
derecho, en el sentido pleno del término- plantean un horizonte inacabable de justicia (Núm. 4/Sec. 
C)”, ver página 187. 
En efecto el concepto de rigidez constitucional, tal como lo precisa Ferrajoli, es una 
noción compleja que abarca las “garantías constitucionales”35 (Num. 2/Sec. C) y 
aquellas “legales”36 (Num. 3/Sec. C) consistentes, las primeras, en la predisposición 
de mecanismos dirigidos a evitar la lesión de la Constitución a través de su 
modificación o alteración o como resultado de la incompatibilidad de otras normas 
con sus preceptos. Y, las segundas, relativas a las obligaciones “de actuación”37 de 
los principios y derechos que las constituciones rígidas imponen a las autoridades 
de un estado democrático. Tanto de unas como de otras vamos a hablar en este 
mismo capítulo, no sin antes mencionar otra de las dimensiones de la Constitución 
que refleja mejor que ninguna otra la realidad constitucional y la cual resulta útil para 
el entendimiento de la actuación de quien está llamado a protegerla: el juez 
constitucional38.  
 
Esa es la Constitución como cultura39. Definición que, partiendo de la experiencia 
constitucional europea40, sobrepasa las fronteras del carácter meramente normativo 
de la Constitución y reconoce la necesaria “concepción constitucional mixta”41; para 
lo que refiere unas renovadas funciones atribuibles a las cartas políticas42, así como 
su objeto fundamental: la cultura. Desde esa perspectiva, la Constitución es un 
documento vivo43 en el que se incorporan no solo los aspectos relevantes para un 
                                                          
35 FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., pp. 88-92. 
36 Ibíd., pp. 92-96.  
37 Ibíd., p. 93. 
38 Un ejemplo de esa realidad son los “procesos culturales de recepción” (HÄBERLE, Peter. 
Constitución como cultura (Artículos seleccionados para Colombia). Op. cit., p. 102) que realizan las 
constituciones y de los que da cuenta esta perspectiva. En efecto, las constituciones reflejan las 
maneras en que el conocimiento traspasa las fronteras nacionales/continentales y se transforma en 
intercambio cultural, como lo demuestra la recepción de la justicia constitucional europea de parte 
del constituyente colombiano de 1991.  
39 Ibíd. 
40 “Europa como espacio flexible, de fronteras abiertas, ha de pensarse, en lo que hace relación con 
el contenido y cultura, en tanto ‘plena’ jurídica y culturalmente. Determinados principios jurídicos, 
valores fundamentales y contenidos culturales son los que literalmente ‘han hecho’ a Europa o los 
que aún hoy la ‘hacen’ y la ‘harán’ en el futuro”, Ibíd., p. 55. 
41 HÄBERLE, Peter. El significado de las constituciones en la perspectiva de las ciencias culturales. 
Op. cit., p. 23. 
42 Funciones que pueden ser políticas, organizativas o culturales. Ibíd., pp. 17-42. 
43 “Las Constituciones vivientes en tanto obra de todos los intérpretes constitucionales de la sociedad 
abierta, son, por su forma y su contenido, en mucho mayor grado expresión y transmisión de cultura, 
marco de la (re)producción y recepción culturales, y memoria de las “informaciones”, experiencias, 
vivencias, y sabiduría culturales tradicionales”, HÄBERLE, Peter & KOTZUR, Markus. De la soberanía 
pueblo44, sino también los elementos de la identidad común del mismo. Refleja su 
grado de desarrollo (artístico, científico, industrial, cultural45, etc.) y expresa parte 
de las costumbres y las concepciones espirituales y materiales de esa realidad 
nacional. Es, entonces, “expresión y transmisión de cultura”46, fuente de apropiación 
cultural47.  
 
Tan cultural es el proceso que le ha dado origen48, como las esperanzas que en ella 
se plasman y el desarrollo que de ella –de la constitución– se desprende. Y es 
precisamente esta faceta de la concepción de constitución como cultura la que nos 
interesa destacar, la del carácter proyectivo de los contenidos constitucionales49, la 
de guía para los ciudadanos y las instituciones. La Constitución, al ser cultura, no 
solo encuentra su origen en las relaciones socioculturales, sino que también está 
dirigida hacía todas las personas, es el “fundamento de sus esperanzas”50 y su 
fuerza normativa aspira proyectarse también a nivel cultural51.  
 
                                                          
al derecho constitucional común: palabras clave para un diálogo Europeo-Latinoamericano. 
Traducción de Héctor Fix-Fierro. México: Universidad Nacional Autónoma de México, 2003, p. 6. 
(Serie Ensayos Jurídicos del Instituto de Investigaciones Jurídicas; no. 12).      
44 “Estos países [todos] están marcados por su propia historia constitucional, por sus heridas y 
traumas, por sus éxitos y festividades; por eso convierten en tema constitucional lo que es importante 
para ellos”, Ibíd., p. 8.   
45 HÄBERLE, Peter. Constitución como cultura (Artículos seleccionados para Colombia). Op. cit., p. 
71. 
46 Ver pie de página 43. 
47 “El marco para la (re)producción y la recepción cultural”, HÄBERLE, Peter. El Estado constitucional 
europeo. En: Cuestiones Constitucionales. Enero-junio, 2000, n.°. 2, p. 89. 
48 Los procesos constituyentes se explican también a partir de su trasfondo cultural, Cfr. HÄBERLE, 
Peter. Constitución como cultura (Artículos seleccionados para Colombia). Op. cit., pp. 100-101.  
49 Verbi gracia, “la dimensión ‘vertical’, ‘ideal’, si se quiere, ‘platónica’”, HÄBERLE, Peter. El 
significado de las constituciones en la perspectiva de las ciencias culturales. Op. cit., p. 35. 
50 HÄBERLE, Peter. El Estado constitucional europeo. Op. cit., p. 89.      
51 “La fuerza reguladora y la voluntad reguladora, ‘la fuerza normativa de la Constitución’ (K. HESSE) 
se proyecta sobre la cultura: ideales, metas educativas y, desde luego, también la protección jurídica 
para los ciudadanos, gracias a los derechos fundamentales y a la independencia de la jurisdicción”, 
HÄBERLE, Peter. Constitución como cultura (Artículos seleccionados para Colombia). Op. cit., p. 76. 
Desde ese punto de vista, la Constitución se presenta como la hoja de ruta no solo 
institucional, sino también cultural52. Es, en virtud de su dimensión temporal53, la 
proyección a futuro de las grandes aspiraciones que un pueblo se ha propuesto. 
Pero no una proyección ingenua, desprovista de los mecanismos para alcanzar 
dichos objetivos; en ella se contienen “las esperanzas para el futuro, así como las 
posibilidades de configurarlo y las pautas para ello”54. La Constitución, la práctica 
de la Constitución mueve, impulsa, orienta, lleva hacía el nivel de desarrollo cultural 
querido, representa en palabras de Häberle “determinantes culturales”55 que buscan 
incidir en el presente y el futuro de una nación.  
 
Además de eso, a partir de esa idea de Constitución, se confirma la posición 
privilegiada de las personas respecto del Estado. Ello en la medida que estas 
anteceden, junto con la Constitución, al Estado como institución, son su “premisa 
antropológica y cultural”56. No es el Estado el que le da una Constitución a sus 
ciudadanos, sino todo lo contrario; por lo mismo el origen y el destino del poder son 
ellos mismos57, es su dignidad la que conduce a la forma democrática del Estado58. 
Esas serán las razones que lleven a afirmar que la Constitución como cultura se 
convierte en la definición más actual59 y renovada de Constitución.  
 
                                                          
52 “La Constitución es, en este sentido, reflejo de la cosa pública y de la realidad. Pero no es sólo 
reflejo, ella también es fuente de luz, si es que se puede utilizar esta comparación algo gráfica. Tiene 
la función de orientación”, Ibíd., p. 131. 
53 “Una de las primeras funciones de los constituyentes es vertir [sic] en los textos constitucionales, 
de manera formal, lo que ellos consideran como lo ‘más relevante políticamente’ en la dimensión 
temporal, es decir, a partir del pasado, del presente o del futuro (el carácter de orden fundamental 
de la Constitución). Esto que se ha preservado en la experiencia histórica debe relacionarse con el 
‘espíritu del tiempo’, ante todo con la realidad, de tal suerte que también tengan expresión en los 
textos constitucionales las esperanzas para el futuro, así como las posibilidades de configurarlo y las 
pautas para ello”, Ibíd., p. 104. 
54 Ibíd. 
55 Ibíd., p. 97. 
56 “En el Estado constitucional democrático, los ciudadanos y las personas, su dignidad humana, son 
la ‘premisa antropológica y cultural’. Ellos mismos se ‘dan’ la Constitución, como señalan, con mucho 
acierto, algunos de los nuevos textos constitucionales de Alemania oriental”, HÄBERLE, Peter. El 
Estado constitucional europeo. Op. cit., p. 88.  
57 “En el Estado constitucional, el poder constituido del Estado vuelve a los ciudadanos, de los que 
procede”, Ibíd., p. 92. 
58 “La democracia es la consecuencia organizativa de la dignidad del hombre”, Ibíd., p. 93.  
59 Ibíd., p. 90.  
De manera que, a la Constitución entendida como norma de normas, límite a los 
poderes de los más fuertes y pacto de convivencia se suma su carácter de 
documento cultural –y no solamente acto normativo–, frente al que cabe 
preguntarse ¿si este refleja suficientemente determinada cultura, determinada 
realidad social? Y ¿si el mismo da cuenta de la relación cultura/Constitución? Así, 
con relación a lo primero, ha de proponerse, para el caso colombiano, una respuesta 
afirmativa, especialmente en lo tocante a la segunda perspectiva, la apenas 
enunciada. Esta es la Constitución como proyecto cultural a realizar, como 
desarrollo cultural que no admite vuelta atrás, como expresión de las grandes 
preocupaciones de nuestra sociedad. Son sus disposiciones las metas que 
culturalmente nos hemos propuesto y que constitucionalmente se han vuelto 
exigibles. 
 
Con relación a lo segundo, también la Constitución colombiana da cuenta del 
vínculo entre Constitución y cultura60. Y lo hace, entre otros: al establecer como uno 
de los fines del Estado y las instituciones la garantía de la participación de todos en 
la vida cultural y la protección de las “creencias”61; al incluir la diversidad étnica y 
cultural como uno de los bienes a proteger62; al considerar la cultura como una de 
las riquezas de la nación63; y al identificar la educación como un medio para acceder 
y mejorar los aspectos culturales64. Asimismo, la Constitución colombiana incluye 
                                                          
60 “Derecho constitucional cultural”, HÄBERLE, Peter. El significado de las constituciones en la 
perspectiva de las ciencias culturales. Op. cit. p. 29. 
61 Constitución Política de Colombia, Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los 
afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la 
vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas 
las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 
62 Constitución Política de Colombia, Artículo 7. El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y 
cultural de la Nación colombiana.  
63 Constitución Política de Colombia, Artículo 8. Es obligación del Estado y de las personas proteger 
las riquezas culturales y naturales de la Nación. 
64 Constitución Política de Colombia, Artículo 67. La educación es un derecho de la persona y un 
servicio público que tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, 
a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. La educación formará al colombiano en el 
respeto a los derechos humanos, a la paz y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la 
dentro del catálogo de los derechos de todas y todos los culturales y los refuerza 
tratándose de los niños y las niñas al introducir, nuevamente, en el artículo 44 el 
derecho a la cultura65, ya consagrado previa e indistintamente para todos y todas.   
 
c) Para terminar, la no menos relevante razón de ser del Estado y sus instituciones 
dentro de un modelo de democracia que, como se ha dicho hasta ahora, surge de 
la necesidad de evitar cualquier apertura al ejercicio del poder ilimitado, que deje 
desprotegidos a grupos particulares y/o personas que la democracia meramente 
formal o sustentada en el poder de las mayorías y la representación no logra 
beneficiar. De esa manera, la soberanía popular supera los alcances de las formas 
de la democracia, las cuales delegan en unos pocos la protección y la puesta en 
marcha de los intereses de todas y cada una de las personas, siendo en cambio 
esas necesidades vitales de todos la sustancia de la soberanía popular o, en otras 
palabras, la expresión de esa voluntad general. 
 
Y si ese es el contenido de la soberanía –los poderes y las expectativas de todos y 
cada uno– el resultado final de la construcción artificial que de esa voluntad surja 
no puede ser otro distinto que el libre ejercicio de esas potestades y la realización 
de esos intereses. Se trata en últimas de un Estado, resultado de la expresión de la 
voluntad de todas y todos, puesto al servicio de las personas que lo componen. Lo 
que Ferrajoli llama la “concepción utilitarista y contractualista del Estado: entendido, 
precisamente, como instrumento para finalidades externas a él, como son la 
                                                          
recreación, para el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente 
(…). 
65 Constitución Política de Colombia, Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, 
la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y 
nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la 
cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de 
abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica 
y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en 
las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia. La familia, la sociedad y el Estado 
tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el 
ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su 
cumplimiento y la sanción de los infractores. Los derechos de los niños prevalecen sobre los 
derechos de los demás. 
garantía de la paz y de los derechos fundamentales”66. En efecto, el Estado desde 
esta perspectiva no puede ser considerado como un fin en sí mismo, sino como un 
medio para la realización de unos fines superiores, todos ellos ligados a la dignidad 
humana y determinados a partir del ejercicio de la libre autodeterminación de cada 
pueblo. 
 
Dentro de esa concepción utilitarista se inscribe la Constitución Política de 
Colombia, precisamente en la determinación de los fines del estado y sus 
instituciones y en el esclarecimiento de los propósitos del ejercicio de la voluntad 
constituyente a través del cual se promulgó la carta política. Es así como, la garantía 
efectiva de los principios, derechos y deberes constitucionales se consideran fines 
esenciales del estado, mientras la protección de los mismos y el cumplimiento de 
los deberes sociales públicos y privados son la justificación de la existencia de las 
autoridades públicas67. Así, a cada uno de esos poderes son atribuidas unas 
funciones específicas conforme al diseño institucional armónico y colaborativo que 
la asamblea constituyente ha predispuesto, a su vez, “con el fin de fortalecer la 
unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, 
la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz”68.    
 
La determinación constitucional del segundo artículo de la Carta Política confirma, 
entonces, el modelo de relación que rige entre el Estado –democrático 
                                                          
66 FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 21. 
67 Constitución Política de Colombia, Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los 
afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la 
vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas 
las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares 
68 Constitución Política de Colombia, Preámbulo. El pueblo de Colombia, en ejercicio de su poder 
soberano, representado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la 
protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la 
vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de 
un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social 
justo, y comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona 
y promulga la siguiente constitución. 
constitucional–, sus instituciones y las personas que lo conforman, poniendo las dos 
primeras al servicio de los intereses de las segundas69. Así, son el estado y quienes 
lo representan medios para la obtención de unos propósitos que se reducen al goce 
efectivo de derechos70 no solo en la parte en la que expresamente –junto con los 
principios y deberes– son enunciado como fines del estado, sino también en todas 
las demás expresiones del mencionado artículo, cuyo alcance no es otro distinto al 
de los intereses y las expectativas fundamentales de las personas. Se hace 
referencia a: “servicio a la comunidad”, “prosperidad general”, “participación”, 
“convivencia pacífica” y “orden justo”, todos ellos traducibles en ejercicio efectivo de 
derechos.    
 
Es de esta manera como, se confirma la “primacía de los derechos fundamentales 
sobre los poderes públicos, de las personas físicas sobre las máquinas políticas, de 
sus necesidades y voluntades sobre cualquier posible razón de estado, donde 
residen el significado profundo de la democracia y el papel profundo de las 
constituciones democráticas como pactos de convivencia”71. Pactos de 
                                                          
69 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-251 de 2002. (11 de abril de 2002).  Magistrados 
Ponentes: Eduardo Montealegre Lynett y Clara Inés Vargas Hernández: “la Carta de 1991, que es 
esencialmente personalista y no estatalista, hace de la dignidad y los derechos de la persona la base 
del Estado, y por ello, en vez de poner al individuo al servicio del Estado, pone a las autoridades al 
servicio de la comunidad y de las personas (C.N., arts. 1º, 2º y 5º). ‘El sujeto, razón y fin de la 
Constitución de 1991 es la persona humana’, ha reiterado esta Corte desde sus primeras decisiones 
(Sentencia T-2 de 1992)”. 
70 Como ha llamado el juez constitucional colombiano el criterio a partir del cual valorar la respuesta 
del Estado al problema del desplazamiento forzado interno.  
71 FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 48. 
convivencia72 de carácter normativo73 que, en términos de relevancia en el mundo 
del Derecho, sustituyen a la ley, subordinándola y diferenciándose de ella74; 
conforme al paso del estado legislativo de derecho al estado constitucional de 
derecho o, mejor, estado constitucional de derechos, tal como lo llama 
Zagrebelsky75 y como se ha querido insistir hasta ahora. 
 
Ese papel profundo de las constituciones democráticas –y junto a él, como se verá, 
el rol preponderante de la autoridad en quien se delega su defensa– se justifica, 
precisamente, en el remplazo de una autoridad pre constituida, diferenciable de los 
individuos que conforman el Estado, que propende por la uniformidad y hace caso 
omiso de las diferencias; por la autonomía de las sociedades pluralistas de 
autorregularse a través de una constitución76. Voluntad plural que confía a la carta 
política la garantía de la convivencia pacífica o, como lo dice Zagrebelsky “la 
                                                          
72 Pactos cuya finalidad corresponde actuar a las instituciones políticas en las que se delega la 
actuación de los intereses del Estado [Constitución Política de Colombia, artículo 209. La función 
administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante 
la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. Las autoridades 
administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del 
Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá 
en los términos que señale la ley], que no es nada distinto a la realización de lo que Ferrajoli llama 
la “razón social” del Estado y sus representantes: “las garantías de tales derechos –del derecho a la 
vida a los derechos de libertad y a los derechos sociales– son los «fines» externos y por tanto la 
«razón social» de aquellos artificios que son el Estado y las demás instituciones políticas”, Ibíd., p. 
48. Es decir, la garantía de los derechos fundamentales.    
73 “Cioè come criterio per la risoluzione di concrete controversie di natura costituzionale”, 
ZAGREBELSKY, GUSTAVO & MARCENÒ, VALERIA. Giustizia Costituzionale. Editore Il Mulino (collana 
Strumenti). 2012, p. 67. 
74 “La primera de las grandes tareas de las constituciones contemporáneas consiste en distinguir 
claramente entre la ley, como regla establecida por el legislador, y los derechos humanos, como 
pretensiones subjetivas absolutas, válidas por sí mismas con independencia de la ley”, ZAGREBELSKY, 
GUSTAVO. El derecho dúctil. Ley, derechos, justicia. Traducción de Marina Gascón. 9 ed. Madrid: 
Editorial Trotta, 2009, p. 47.  
75 “Aunque no siempre con un significado perfectamente coincidente, es indudable que en la ciencia 
constitucional actual el lenguaje de los derechos ha tomado la delantera a cualquier otro lenguaje. 
Hasta tal punto es así que, para establecer una diferencia con el «Estado de derecho» decimonónico, 
hoy se habla a veces de «Estado de derechos». En el plano del derecho constitucional, este punto 
de llegada puede considerarse como la consecuencia de fenómenos más generales que sacuden 
completamente el campo de la experiencia política y ética contemporánea”, Ibíd., p. 65. 
76 “La nozione di dogma, che evoca la forza e la garanzia di un’autorità pre-posta, è incompatibile 
con lo Stato costituzionale, cioè con lo Stato che si costruisce dal basso, e dal basso trae la forza 
della sua autorità attraverso dialogo e compromesso”, ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. 
Op. cit., p. 97. 
garanzia dello stare insieme”77, a partir del reconocimiento de la diferencia, de la 
protección de las minorías78 y del dialogo y el compromiso permanentes.  
 
Esta última función, llamémosla función dialógica del derecho constitucional, que no 
está desprovista de dificultades, se guía por valores y principios que representan “lo 
esencial” en contraposición a “lo efímero”79; valores que deben ser salvaguardados 
del arbitrio de las mayorías para la consecución del –nada fácil– fin de la 
convivencia. Y es precisamente esta función de garantía de lo esencial la que está 
en el origen de la justicia constitucional y la que, a la par con el lugar que ocupa la 
Constitución en la democracia constitucional, va a posicionar al juez constitucional 
en un lugar privilegiado dentro de la organización y el funcionamiento del Estado80.      
 
Se aludirá, a continuación, a la justicia constitucional no solo por la relevancia que 
adquiere dentro del paradigma de la democracia constitucional, sino también por 
ser ésta el marco de referencia dentro del cual se inserta la presente investigación, 
                                                          
77 “Il problema politico fondamentale, in ogni tempo e in ogni tipo di società, è, in generale, la garanzia 
dello stare insieme, in qualche forma di unità. Che lo si risolva attraverso l’esclusione di coloro che si 
considerano non <<integrabili>> in un’identità sociale chiusa, assunta a priori (di cultura, di religione, 
di razza ecc.) oppure attraverso l’inclusione in una vita comune destinata a produrre relazioni sociali 
aperte e interazioni costruttive fra le sue diverse componenti; che lo si risolva, cioè, attraverso atti di 
inimicizia oppure di amicizia sociale, questo è il problema dei problemi. Negli stati costituzionali 
odierni, caratterizzati in senso pluralistico, l’unità si compie nella, e per mezzo della, costituzione e la 
costituzione, come si detto più volte, è il massimo atto di inclusione, di amicizia, Questa è l’essenza 
del costituzionalismo. La giustizia costituzionale ne è funzione e garanzia: applicando la costituzione 
alle controversie costituzionali, le Corti costituzionali sono organi dell’unità”, Ibíd., pp. 117-118. 
78 “Oggi, la democrazia chi si è diffusa nel mondo non abbraccia più questa sua visione rozza, 
semplificata. È una «democrazia costituzionale»: formula densa di significato, al di là del suo 
semplice avere una costituzione. Essa si preoccupa dei diritti delle minoranze, politiche e sociali, e 
della tutela di valori politici fondamentali che non possono essere rimessi alla volontà totalitaria di 
nessuna maggioranza e devono poter convivere, armonizzandosi nella vita pratica, pur nella loro 
diversità di principio. Il pluralismo è la sua base e la sua preoccupazione”, Ibíd., p. 63.  
79 Se hace referencia a la vocación que Zagrebelsky atribuye a la justicia constitucional: “conservare 
l’essenziale contro l’efimero”, Ibíd., p. 17.  
80 Así lo ha entendido el juez constitucional colombiano al valorar el derecho constitucional y el lugar 
que, dentro del mismo, ocupan los principios básicos de la organización política: “estas 
características [pérdida de la importancia sacramental del texto legal entendido como emanación de 
la voluntad popular y mayor preocupación por la justicia material y por el logro de soluciones que 
consulten la especificidad de los hechos] adquieren una relevancia especial en el campo del derecho 
constitucional, debido a la generalidad de sus textos y a la consagración que allí se hace de los 
principios básicos de la organización política. De aquí la enorme importancia que adquiere el juez 
constitucional en el Estado social de derecho”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Primera de 
Revisión. Sentencia T-406 de 1992. (5 de junio de 1992). Magistrado ponente: Ciro Angarita Barón. 
Ref. Expediente n.° T-778. 
a partir del papel fundamental que ha tenido el juez constitucional colombiano en la 
interpretación del fenómeno del desplazamiento forzado interno de los niños y las 
niñas en Colombia y, consecuentemente, en la exigencia de garantía efectiva de 
sus derechos fundamentales de parte de las autoridades a quienes compete esa 
función. Fundamental en la medida que ha sido la Corte Constitucional colombiana 
la que ha defendido una lectura del fenómeno ajustada a la constitución, a los retos 
del constitucionalismo de los países del Cono Sur –petrificados por profundas 
desigualdades–, al carácter histórico de los derechos fundamentales y a las 
constataciones empíricas de los efectos del desarraigo en los niños y las niñas.   
 
B. Justicia y juez constitucional 
 
A continuación y sin carácter exhaustivo, se harán unas precisiones acerca de la 
justicia constitucional y el juez constitucional. Respecto a la primera, se mencionará 
la idea de constitución que está en su origen y que determina su naturaleza 
jurisdiccional, su definición, el debate que se remonta a los orígenes de la justicia 
constitucional en Europa y que tiene como protagonistas a Hans Kelsen y Carl 
Schmitt, la vigencia de esa discusión a propósito de la principal decisión de la Corte 
Constitucional colombiana sobre desplazamiento forzado interno y la recepción de 
la expansión de ese instituto que hace el ordenamiento jurídico colombiano, 
destacando su alcance y una función que le es atribuida en Colombia en virtud de 
la acción de tutela y que la diferencia de otros tribunales constitucionales. 
 
Con relación al segundo, es decir al juez constitucional o la autoridad que ha sido 
encargada de la función de garantía constitucional o defensa de los postulados 
constitucionales dentro de la democracia constitucional, se mencionará, también a 
grandes rasgos, cuál es el alcance de la función que le ha impuesto este nuevo 
paradigma de Estado y, si se pueden llamar así, algunos de los parámetros que 
guían su labor de interpretación constitucional y que servirán para el entendimiento 
del enfoque diferencial etario puntualizado en el auto 251 de 2008. Premisa para el 
entendimiento de esta sección es el reto ante el cual se enfrenta el juez 
constitucional colombiano de contribuir para que los derechos fundamentales de los 
niños y niñas en situación de desplazamiento –especialmente los sociales–  sean 
efectivamente garantizados ante la ausencia –no de actuación legislativa81– sino de 




Valga diferenciar, para empezar y siguiendo a Zagrebelsky82, la defensa de la 
Constitución de la justicia constitucional. La primera tan antigua como los tiempos 
de Platón83 y la segunda como una construcción relativamente reciente que resulta 
del encuentro de una finalidad política –garantizar la continuidad de la vida 
colectiva– con los medios jurídicos para alcanzarla –la confrontación entre normas–
84. Dos componentes que a lo largo de la historia, como acentúa el autor italiano, 
van a tener mayor o menor relevancia y que constituyen tanto el dato político como 
el dato jurídico de la garantía de la Constitución85.  
 
Esa distinción, además, proviene de la idea que se tenga de constitución y 
condiciona la naturaleza y la principal tarea asignada al órgano encargado de 
defender la ley fundamental de “lo efímero”86: o bien la defensa política o bien la 
defensa neutral. Así, la carta fundamental puede entenderse como situación –
“situazione politica costituzionale”87– o como norma –“diritto costituzionale 
                                                          
81 “Dei diritti sociali si è sovente detto che la loro garanzia a livello costituzionale rischia di essere 
vana in assenza di una attuazione legislativa mediante la quale si individuino le prestazioni esigibili 
e le risorse materiali destinate al soddisfacimento dei bisogni”, BIANCHI, PAOLO. Introduzione. En: 
Bianchi, Paolo (a cura di). La garanzia dei diritti sociali nel dialogo tra legislatori e Corte costituzionale. 
Pisa: Edizioni Plus – Pisa University Press, 2003, p. 5.  
82 ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. Op. cit., pp. 15-24. 
83 “La giustizia costituzionale è un’acquisizione recente, un’acquisizione del nostro tempo. Eppure 
l’esigenza e i tentativi di difesa della costituzione sono antichi come la riflessione sui problemi della 
convivenza politica. Possiamo assumere come archetipo le considerazioni di Platone sui custodi delle 
leggi fondamentali, dei nómoi della città, ch’egli considerava non come strumenti del potere dei più 
forti (secondo la concezione dei sofisti), ma come scienza e filosofia applicate alla societá bene 
ordinata”, Ibíd., p. 15. 
84 Ibíd., p. 19. 
85 Ibíd., p. 19. 
86 Ver pie de página 79. 
87 Ibíd., p. 19. 
astratto”88–, lo que implica que casi siempre se designe, en el primer caso, a 
órganos políticamente comprometidos para la defensa de las relaciones político 
constitucionales, de las amenazas internas o externas89; mientras, en el segundo 
caso, se prefiera instancias neutrales contra los abusos que puedan cometer los 
sujetos de la constitución90.        
 
Así, no resulta difícil identificar el tipo de garantía constitucional que se ha 
privilegiado con el tiempo, más si se tiene en cuenta lo dicho inicialmente y que 
respecta al carácter normativo de la constitución del estado democrático. Sin 
embargo, omitiendo el análisis de las “épocas constitucionales”91, precisemos desde 
ya qué entendemos por justicia constitucional: “si parla di giustizia costituzionale 
come di un tipo particolare di difesa della costituzione, riservando questa 
denominazione alla risoluzione giudiziaria secondo norme giuridiche costituzionali 
positive delle più alte controversie politiche. Queste controversie possono essere di 
tre tipi, vertendo su atti giuridici, su rapporti di diritto costituzionale e su 
comportamenti portatori di minacce per la costituzione”92. 
  
Justicia constitucional cuyos orígenes en Europa pueden identificarse en el debate 
que tuvo lugar entre Hans Kelsen y Carl Schmitt93, el cual constituye uno de los hitos 
más relevantes del iter que condujo a la atribución de la función de garantía de la 
constitución a un órgano jurisdiccional independiente de las autoridades políticas y 
representativas del Estado y que giró en torno a las consecuencias de atribuir a un 
juez la solución de las controversias constitucionales94. Especialmente, a la 
acusación del segundo de politizar la justicia y/o judicializar la política al instituir una 
                                                          
88 Ibíd., p. 19. 
89 Ibíd., p. 19. 
90 Ibíd., p. 19. 
91 Ibíd., p. 24. 
92 Ibíd., pp. 23-24. 
93 Denominado por Zagrebelsky “un dibattito all’origine della giustizia costituzionale in Europa”, Ibíd., 
p. 52. 
94 “Quel dibattito epocale, che sta all’origine della diffusione della giustizia costituzionale in Europa, 
si incentrò sulla questione cruciale se sia possibile una «giustizia» in materia costituzionale; se essa 
non costituisca un assurdo e velleitario tentativo di «giuridicizzare la politica» che si tradurrebbe 
inevitabilmente nella «politicizzazione della giustizia»”, Ibíd., p. 52.  
función de garantía constitucional de carácter judicial. A esa controversia se hará 
referencia, a continuación, por su pertinencia y actualidad y, concretamente, por el 
alcance político de las decisiones del juez constitucional colombiano en materia de 
desplazamiento forzado interno.  
 
Dicha crítica partía de la separación tajante entre función legislativa y función 
jurisdicional, entendiendo la segunda como el mero acto de “«sussunzione 
conforme alla fattispecie legale» del fatto materiale”95. Surgía entonces, de cara a 
normas constitucionales indeterminadas, la pregunta de cómo el juez constitucional 
pudiera ejercer actividad jurisdiccional sin llevar a cabo aquella labor de subsunción 
para la que había sido creado96. Interrogante que tiene su origen en una concepción 
monista del Derecho, que equipara lex a ius y que atribuye, a todo lo que se 
encuentra por fuera de lo que se entiende por ley, el carácter de político97.          
 
Así, mientras el dualismo jurídico ve en el Derecho forma y materia, lex y ius, el 
monismo jurídico equipara la ley al Derecho y la concibe exclusivamente bajo 
aquella estructura que permite la aplicación del derecho como subsunción, es decir 
la combinación “se.. allora…”98. De esa manera, desde la dualidad se admiten 
normas indeterminadas que no por ello dejan de ser Derecho y que hoy se 
encuentran en las constituciones en forma de principios, dando vida a un derecho 
material que no corresponde a la creación del legislador99.              
 
De las respuestas que Kelsen dió a las críticas de su antagonista, y que Zagrebelsky 
puntualiza, valga resaltar aquellas que permiten comprender los alcances de la 
función judicial. Además de reprochar a Schmitt la construcción de una definición 
                                                          
95 Ibíd., p. 53. 
96 “Se il giudice non dispone di norme di diritto sufficientemente precise non vi potrebbe essere, 
nonostante le forme e le apparenze, alcuna attività davvero giurisdizionale poicché nessuna 
sussunzione è realmente possibile in norme generiche”, Ibíd., p. 53. 
97 Ibíd., pp. 547-548.  
98 Ibíd., p. 547. 
99 “Dove manca la legge, può esserci politica, la politica che, fisiologicamente, è destinata a elaborarsi 
in legge, ma ci può anche essere diritto non legislativo, cioè diritto materiale. Questo diritto materiale 
trova oggi espressione nella costitucione la quale, a sua volta, è un insieme di principi che operano 
rinvii e ricezioni a un diritto materiale pre-positivo”, Ibíd., p. 548.  
conveniente a los fines perseguidos100, Kelsen desmiente la función mecanicista 
atribuida a los jueces –según la definición de jurisdicción de su antagonista– 
consistente en la “operación lógica” de deducir de la norma la decisión judicial, sin 
que se pueda siquiera suponer la existencia de vacíos, que el juez debe llenar101.  
 
Contrario a ello, aclara Kelsen, la función jurisdiccional consiste precisamente en lo 
opuesto, es decir, en la solución de las dudas interpretativas que surgen de las 
normas. La cual es la labor que en realidad ocupa a los jueces y que justifica su 
existencia: “la giurisdizione comincia di solito proprio nel momento in cui il contenuto 
delle norme diventa dubbio e controverso, giacché altrimenti vi sarebbero solo 
controversie su fatti e mai controversie giuridiche”102. Además de ello, Kelsen 
recuerda la necesaria independencia que ha de ser garantizada al juez 
constitucional, separándolo de los intereses del parlamento y del gobierno103, para 
salvarla de intervenciones políticas.  
 
Vistos desde el presente, los cuestionamientos a la jurisdicción constitucional 
pueden parecer superados, al menos en la medida que se fundamentan en la idea 
de constitución como “unità sostanziale, sociale e política”104 a la cual no se pueden 
anteponer intereses de grupos que se distingan de los de esa unidad, so pena de 
disolver el Estado. Idea de carta magna que se considera inviable, de un lado, ya 
que propone como solución a sus ataques el estado totalitario, el único capaz de 
                                                          
100 “Kelsen replica, osservando essere troppo facile costruire concetti a proprio uso, per orientarli 
verso la soluzione voluta per altre ragioni (per ragioni come si vedrà, non di tecnica ma di politica 
costituzionale)”, Ibíd., p. 54.  
101 Ibíd., p. 54. 
102 Kelsen, La giustizia costituzionale. Citado por ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. Op. 
cit., p. 55. 
103 “Non deriva nulla che impedisca di affidare l’indicata funzione a un organo collegiale ai cui membri, 
comunque nominati, sia garantita la piena indipendenza: un’indipendenza nei riguardi del parlamento 
e del governo”, Kelsen, La giustizia costituzionale. Citado por ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, 
Valeria. Op. cit., p 54. 
104 “Per Schmitt, tutto ciò che attenta alla costituzione, intesa come unità sostanziale, sociale e 
politica, è segno del disfacimento dello Stato, in quanto negazione della premessa di qualunque 
concezione «positiva» di costituzione: questa premessa è la sovranità, da intendersi come forza 
reale, decisiva in tutti i casi costituzionali controversi”, Citado por ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, 
Valeria. Op. cit., p. 56. 
mantener la unidad política105. Y, de otro, ya que a la par con el carácter de norma 
de la constitución, se afianzó el reconocimiento de la sociedad pluralista106, que en 
países como Colombia es evidente, desde el punto de vista de su composición socio 
cultural107.     
 
Sin embargo, como veremos, el fantasma de Schmitt reaparece, y con gran fuerza, 
de la mano de argumentos que de nuevo apelan a la intervención política del juez 
constitucional108. Este es el caso de las críticas dirigidas a la Corte Constitucional 
colombiana con ocasión de la sentencia T-025 de 2004, la cual fue considerada 
como un ejemplo de activismo judicial109, forma de control político110 y, en general, 
de propiciar una ruptura del principio de división de los poderes públicos al invadir 
                                                          
105 “La risposta alla dissoluzione pluralistica dello Stato deve essere invece, per Schmitt, non la 
ricerca di procedure di compromesso, come quelle che si attuano negli organi parlamentari, ma la 
proposizione dello «Stato totale», in cui l’abolizione della distinzione tra Stato e società, a tutto favore 
dello Stato, permetta di sospingere indietro le forze sociali a esso ostili e di offrire la garanzia ultima 
dell’unità politica del popolo”, Citado por ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. Op. cit., p. 56. 
Estas son las que Zagrebelsky llama las razones de política constitucional que se esconden detrás 
de las críticas “técnicas” de Schmitt a Kelsen, Ibíd., p. 54. 
106 “La garanzia giudiziaria del diritto costituzionale che andiamo a considerare si afferma 
storicamente quando si realizzano due condizioni, entrambe necessarie, nessuna delle due 
sufficiente: l’una di carattere formale, riguardante la costituzione come norma giuridica; l’altra di 
natura politico sociale, riguardante la connotazione pluralistica della societá che la costituzione 
organizza e la sua disponibilitá ad assoggetarsi a decisioni giudiziarie in materia costituzionale”, Ibíd., 
p. 24.  
107 Cfr. Anexo. Colombia: una realidad desconocida.  
108 Tal como lo recuerda el juez del Salvamento de voto de la sentencia C-1040 de 05: “el uso de 
parámetros de control abiertos e indeterminados, de alto contenido valorativo conduce a una 
argumentación de naturaleza política. Ahora bien, como es sabido gran parte de la doctrina actual 
ha puesto de manifiesto el uso de argumentos morales, de conveniencia y políticos en las decisiones 
judiciales, sobre todo en aquellas de los jueces constitucionales”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, 
SALA PLENA. Salvamento parcial de voto del Magistrado Humberto Antonio Sierra Porto a la 
Sentencia C-1040 de 2005. (19 de octubre de 2005). Magistrados Ponentes: Dr. Manuel José 
Cepeda Espinosa, Dr. Rodrigo Escobar Gil, Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra, Dr. Humberto Antonio 
Sierra Porto, Dr. Álvaro Tafur Galvis y Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 
109 Dos son los extremos que menciona Mezzanotte, contrarios al necesario equilibrio entre 
«immanenza» y «trascendenza» constitucional: “il primo (judicial activism), a cui è connaturata l’idea 
di un’irresistibile forza a priori dell’orizzonte del valore, ed una cieca fiducia nella capacità delle 
ideologie di plasmare il mondo, slitta pericolosamente verso un eccesso di immanenza, e giunge alla 
rimozione teorica della reale pluralità delle concezioni del mondo; il secondo (self restraint), al al [sic] 
quale sono connaturati l’idea del « silenzio costituzionale » o dell’ « appagamento legislativo », ed un 
freddo, nichilistico distacco nei confronti del valore, è altrettanto pericolosamente orientato verso un 
eccesso di trascendenza, e giunge alla negazione dell’istanza di unificazione ideologica”, 
MEZZANOTTE, Carlo. Corte Costituzionale e legittimazione politica. Roma: Tipografia Veneziana, 
1984, p. 135.       
110 BERNAL PULIDO, Carlos.  Op. cit. 
competencias políticas siendo un órgano judicial. Pero, sin detenernos en este 
momento en esas críticas y sus respuestas –pues se hará más delante–, 
terminemos el capítulo Kelsen-Schmitt precisando la más importante diferencia que 
se esconde detrás de la divergencia entre los dos autores. 
 
La «constitución como norma jurídica fundamental» y la «constitución como 
situación de unidad concreta del pueblo» son los términos de la diferencia que 
separa ambas concepciones de constitución y, consecuentemente, de la garantía 
de la misma111. Pues mientras que para Schmitt la constitución es la “situazione 
concreta del popolo, concepito come tutt’uno, non come somma di divisioni”112, es 
decir, una unidad indivisible en múltiples intereses que para coexistir deben estar 
inmersos en una interminable búsqueda de compromisos; para Kelsen la 
constitución es precisamente eso, la aceptación de las diferencias a través de una 
concepción pluralista de la democracia y de la constitución113. 
 
Divergencia en la naturaleza y el alcance atribuido a la constitución que se traslada 
a la discusión acerca de las funciones y los órganos encargados de defenderla y 
que se puede sintetizar en los términos de Kelsen, citados por Zagrebelsky114, de 
su justicia constitucional Vs. el “guardián de la Constitución”115 de Schmitt. Valga, 
sin embargo, precisar que aquella justicia y aquel guardián estaban siendo 
pensados por cada uno de los autores para situaciones y con finalidades distintas116, 
pues mientras Schmitt pretendía contrarrestar ataques que desde afuera 
amenazaban la unidad del Estado y constituían una emergencia117, Kelsen llamaba 
                                                          
111 ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. Op. cit., p. 57. 
112 Ibíd., p. 56.  
113 “L’importanza di questa funzione [la funzione indipendente di garanzia di regole di diritto 
costituzionale] risiede, per Kelsen, nella regolazione del compromesso, cioè nella ricezione del 
pluralismo tramite la sua razionalizzazione giuridica, nel quadro dell’organizzazione statale”, Ibíd., p. 
57.  
114 Ibíd., p. 58.  
115 Nombre dado por Schmitt a una de sus obras y, además, una de las expresiones que inmortalizó 
el debate más importante en torno a la justicia constitucional.   
116 “Le due funzioni e i due organi, però, non si negano a vicenda perché operano insituazioni storiche 
diverse e sono chiamati a compiti che non coincidono”, Ibíd., p. 58.  
117 Ibíd., p. 58. 
la atención sobre la defensa de la regularidad constitucional al interior del Estado, 
puesta en riesgo por los actos contrarios a la constitución118.       
 
De manera que, si de un lado se defiende una situación concreta (la unidad), de 
otro se pretende mantener una vida constitucional regular, consolidar la constitución 
y defender a las minorías contra el poder de las mayorías119. La propuesta será para 
Schmitt la de atribuir al jefe del estado plenos poderes para afrontar la crisis del 
estado, en la medida que es él el titular de poderes excepcionales120; mientras la 
solución de Kelsen consistirá, contrariamente, en la vida conforme a la constitución, 
a lo que llama “le garanzie della regolarità delle funzioni statali”121.        
 
De lo dicho hasta ahora y de lo que Zagrebelsky denomina la “diffusione 
mondiale”122 de la justicia constitucional, se colige lo que ha quedado vigente de 
aquel debate: de un lado, la prevalencia del carácter judicial de la garantía 
constitucional –resultado de la concepción de la Constitución como norma jurídica 
y realidad constitucional plural123– y, de otro, la sospecha de politización de la 
justicia o, mejor, de judicialización de la política. Como cuando el juez constitucional 
colombiano recuerda a otras autoridades públicas su deber de actuación de aquella 
parte material de la Constitución –el ius–; ese es el caso de la sentencia T-025 de 
2004 y del auto 251 de 2008.   
                                                          
118 “Per lui, si potrebbe dire così, la giustizia costituzionale è chiamata a svolgere un ruolo di routine, 
cioè non di difesa contro la minaccia all’esistenza stessa dell’unità costituzionale come situazione 
concreta, ma di controllo sulla costituzionalità o «conformità alla costituzione» 
(Verfassungsmässigkeit) degli atti in cui si sviluppa quotidianemente la vita costituzionale”, Ibíd., p. 
58.   
119 “Per Kelsen, la costituzione si difende organizzando la vita costituzionale in modo regulare, 
consolidandola e rendendo sopportabile alla minoranza il potere della maggioranza”, Ibíd., p. 58.  
120 “Per Schmitt si tratta di investire un organo dei pieni poteri, per consentirgli di affrontare il caso di 
crisi della costituzione, cioè combattere i nemici dell’unità del popolo, con mezzi tempestivi e adeguati 
agli avvenimenti, quindi con poteri illimitati (…). L’organo chiamato a questo compito doveva essere, 
sempre secondo Schmitt, del tutto naturalmente, il capo dello Stato plebiscitato dal popolo e dotato 
di poteri eccezionali”, Ibíd., p. 57. 
121 Ibíd., p. 58. 
122 Ibíd., pp. 62-63. 
123 “L’intreccio fra la costituzione, come norma giuridica, e la costituzione come realtà costituzionale 
materiale plurale determina dunque le condizioni di possibilità di una funzione di garanzia assegnata 
a un organo «terzo», rispetto alle parti politiche, con riguardo alla legge e alla sua posizione 
nell’insieme del diritto”, Ibíd., p. 52.       
Antes de hablar de la decisión T-025, reconozcamos que hasta ahora se ha apenas 
mencionado la vigencia del debate Kelsen/Schmitt, a propósito del tema que nos 
ocupa, sin hacer referencia a Colombia, como uno de los países que acogió la 
tendencia expansionista de la justicia constitucional gracias a la difusión universal 
de la constitucionalización de las democracias124. Propagación que es recibida en 
Colombia con la función de control de constitucionalidad a las leyes ejercida por la 
Corte Suprema de Justicia hasta 1991 –y por 80 años125– y, a partir de la 
Constitución de ese año, con la creación de la Corte Constitucional colombiana.  
 
Es así como, desde 1991 existe en Colombia una Corte Constitucional126 
conformada por nueve magistrados, elegidos por el Senado de la República, para 
un solo periodo de ocho años y a partir de ternas presentadas por el Presidente de 
la República, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado127. Corte a la que 
se ha confiado “la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución”128 a 
partir de unas funciones precisas, la mayoría de las cuales referidas al “giudizio sulle 
leggi”129, al que se hará referencia más adelante (Num. 2/Sec. C). Pero no solo, ya 
que también hace parte de sus competencias “revisar, en la forma que determine la 
ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de tutela de los derechos 
constitucionales”130.   
                                                          
124 En efecto, para autores como Zagrebelsky, el carácter constitucional de lo que hoy llamamos 
democracia es el origen de la difusión de la justicia constitucional fuera de Europa, Ibíd., p. 62. 
125 RODRÍGUEZ PEÑARANDA, María Luisa. Minorías, acción pública de inconstitucionalidad y 
democracia deliberativa. Bogotá D. C.: Universidad Externado de Colombia, 2005, p. 334. 
126 La cual goza de una importante legitimidad e independencia, como se ha demostrado con relación 
a los límites de la libertad de configuración normativa en materia penal: “la Constitución prevé un 
sistema institucional relativamente eficaz de independencia judicial y de control constitucional, que 
permite asegurar una cierta eficacia a la garantía de los derechos y a los límites constitucionales a 
la política criminal. En efecto, la existencia de una importante tradición de independencia judicial y 
de un control constitucional vigoroso permiten que los anteriores límites no sean puramente teóricos 
y abstractos sino que tengan una cierta eficacia práctica, como lo ha mostrado, por ejemplo, a nivel 
general, la declaratoria de inexequibilidad de definiciones de delitos y penas que desbordaban ese 
marco constitucional”, Comisión Asesora de Política Criminal, Op. cit., p. 45. 
127 Artículo 239 de la Constitución Política de Colombia y Artículo 44 de la Ley 270 de 1996 “Ley 
Estatutaria de la Administración de Justicia”. 
128 Artículo 241 de la Constitución Política de Colombia y Artículo 43 de la Ley 270 de 1996 “Ley 
Estatutaria de la Administración de Justicia”. 
129 ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. Op. cit., pp. 165-418 (Prima sezione della Seconda 
parte).  
130 Numeral 9 del Artículo 241 de la Constitución Política de Colombia. 
Función de revisión que tiene un carácter integrador y unificador de la 
jurisprudencia131, con especial relevancia cuando se trata de la interpretación de 
derechos fundamentales132. También por ello, los fallos que se profieren en 
cumplimiento de esa función constituyen doctrina constitucional vinculante para 
todos los jueces que decidan casos similares, en ausencia de disposición legal 
expresa133. Además, con la revisión de las sentencias de tutela se, “busca 
específicamente preservar el genuino alcance de la Carta Política en materia de 
derechos fundamentales”134, tal como lo ha entendido el juez constitucional 
colombiano y conforme a la principal tarea que se le ha asignado: la defensa de la 
Constitución.  
 
Y es precisamente en ese contexto dentro del cual el juez constitucional colombiano 
profiere la sentencia T-025 de 2004 y, en virtud del artículo 27 del Decreto 2591 de 
1991 con el cual se reglamentó la acción de tutela135 (mantenimiento de la 
                                                          
131 Se hace referencia al carácter objetivo de esas sentencias: “tales sentencias tienen un doble 
aspecto, con consecuencias jurídicas distintas: uno subjetivo, circunscrito y limitado al caso concreto, 
bien que se confirme lo resuelto en instancia, ya sea que se revoque o modifique (D. 2591/91, art. 
36. y L. 270/96, art. 48), y otro objetivo, con consecuencias generales, que implica el establecimiento 
de jurisprudencia, merced a la decantación de criterios jurídicos y a su reiteración en el tiempo, y 
que, cuando plasma la interpretación de normas constitucionales, definiendo el alcance y el sentido 
en que se las debe entender y aplicar —lo cual no siempre ocurre—, puede comportar también la 
creación de doctrina constitucional, vinculante para los jueces en casos cuyos fundamentos fácticos 
encajen en el arquetipo objeto del análisis constitucional efectuado, siempre que tales eventos no 
estén regulados de manera expresa por normas legales imperativas”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL. Sentencia T-175 de 1997. (8 de abril de 1997). Magistrado. Ponente: José Gregorio 
Hernández Galindo. 
132 “Como aspectos comunes se resaltan la necesidad de acatar la jurisprudencia constitucional para 
garantizar el carácter normativo de la Constitución y la relevancia de la interpretación autorizada que 
hace la Corte del texto superior como guardiana de la integridad y supremacía de la Carta, de 
acuerdo con la posición y misión institucional que le confiere el artículo 241 de la norma fundamental. 
El papel de homogeneizar la interpretación de la Constitución es especialmente relevante en materia 
de derechos fundamentales que, como se sabe, son consagrados en cláusulas especialmente 
abiertas e indeterminadas”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T- 482 de 2011. (3 de junio 
de 2011). Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva. 
133 Cfr. COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-175 de 1997. (8 de abril de 1997). 
Magistrado. Ponente: José Gregorio Hernández Galindo. 
134 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-175 de 1997. (8 de abril de 1997). Magistrado. 
Ponente: José Gregorio Hernández Galindo. 
135 Artículo 27 del Decreto 2591 de 1991. Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada 
en el artículo 86 de la Constitución Política. “Cumplimiento del fallo. Proferido el fallo que concede la 
tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirla sin demora. Si no lo hiciere dentro de 
las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y le requerirá para 
que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél. Pasadas 
otras cuarenta y ocho horas, ordenara abrir proceso contra el superior que no hubiere procedido 
competencia de parte del juez hasta que no se haya restablecido el derecho o 
eliminado las causas de amenaza), el Auto 251 de 2008. En la primera, como vimos, 
la Corte declaró un Estado de Cosas Inconstitucional con relación a la situación de 
la población desplazada forzosamente al interior del país después de revisar 108 
decisiones de tutela interpuestas por personas en dicha situación. Y a través del 
segundo, el juez constitucional realizó un estudio minucioso del cumplimiento de los 
derechos fundamentales de la población infantil desplazada, como parte del 
seguimiento a las órdenes impartidas en la sentencia T-025 de 2004. Por esta razón, 
a continuación, se hará referencia a la acción de tutela, antes de dar paso a algunas 
de las características de la labor del juez constitucional dentro del Estado 
democrático y a algunas reflexiones sobre la T-025.   
 
En el ordenamiento jurídico colombiano la acción de tutela136 –también conocido 
como recurso de amparo en otros países137– habilita a cualquier persona a 
“reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 
preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección 
inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que 
éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier 
autoridad pública”138. 
                                                          
conforme a lo ordenado y adoptará directamente todas las medidas para el cabal cumplimiento del 
mismo. El juez podrá sancionar por desacato al responsable y al superior hasta que cumplan su 
sentencia. Lo anterior sin perjuicio de la responsabilidad penal del funcionario en su caso. En todo 
caso, el juez establecerá los demás efectos del fallo para el caso concreto y mantendrá la 
competencia hasta que esté completamente restablecido el derecho o eliminadas las causas 
de la amenaza (las negritas se agregaron)”. 
136 Uno de los rasgos distintivos de la cultura jurídica latinoamericana, según Häberle: “hay que 
mencionar aquí la cultura jurídica, altamente diferenciada, del habeas corpus (por ejemplo, el artículo 
48 de la Constitución de Costa Rica) y del juicio de amparo (por ejemplo, el artículo 265 de la 
Constitución de Guatemala de 1985, el artículo 183 de la Constitución de Honduras de 1982-1994, 
el artículo 134 de la Constitución de Paraguay de 1992), la que constituye una aportación especial 
en el continente americano, [que] (…) desde el punto de vista de su contenido se encuentra próximo 
al “Estado de derecho europeo”, HÄBERLE, Peter & KOTZUR, Markus. Op. cit., pp. 63-64.      
137 Para una reflexión crítica acerca de dicho instituto en España ver: BIANCHI, PAOLO. La creazione 
giurisprudenziale delle tecniche di selezione dei casi. Torino: G. Giappichelli editore, 2000, 363 p.    
138 Constitución Política de Colombia, Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para 
reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, 
por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 
constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la 
acción o la omisión de cualquier autoridad pública. La protección consistirá en una orden para que 
aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de 
Es así como, se puede afirmar que la protección de derechos fundamentales 
perseguida con dicho instituto se consigue a través de una decisión judicial que de 
manera expedita139 imparte órdenes concretas dirigidas a hacer cesar o evitar la 
violación de tales derechos en una situación concreta140. Decisión dotada de 
mecanismos adicionales de cumplimiento141 y pensada como el resultado de un 
recurso de fácil acceso para las personas del común142. 
                                                          
inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, esté lo remitirá 
a la Corte Constitucional para su eventual revisión. Esta acción sólo procederá cuando el afectado 
no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En ningún caso podrán transcurrir más de diez días 
entre la solicitud de tutela y su resolución. La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela 
procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta 
afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en 
estado de subordinación o indefensión. 
139 Además de poderse interponer ante cualquier juez, la celeridad es otra de las características 
distintivas de la decisión de tutela, convirtiéndola en “la acción más rápida del país” después del 
habeas corpus, tal como lo precisa QUINCHE RAMÍREZ, Manuel Fernando. Derecho constitucional 
colombiano. De la Carta de 1991 y sus reformas. 4 ed. Bogotá D.C.: Ediciones Doctrina y Ley Ltda, 
2010, p. 358. Ello en virtud de la perentoriedad e improrogabilidad del plazo de diez días para decidir, 
establecidos en el Artículo 15 del Decreto 2591 de 1991. Para ello, el mismo decreto ordena la 
prelación del trámite de tutela respecto de los demás asuntos del despacho. 
140 Constitución Política de Colombia, Artículo 86. “(…) La protección consistirá en una orden para 
que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo (…)”. 
141 El incumplimiento del fallo de tutela puede ser contrarrestado con diferentes acciones: de oficio o 
a petición de parte el juez puede solicitar, al superior de la autoridad contra la cual se dirige la tutela, 
que cumpla con las órdenes impartidas y abra un proceso disciplinario contra el funcionario renuente; 
puede, así mismo, ordenar iniciar un proceso disciplinario contra el superior que no ha procedido en 
modo tal de hacer cumplir el fallo; o adoptar “directamente todas las medidas para el cabal 
cumplimiento del fallo” (artículo 27 del Decreto 2591 de 1991). Además de eso, la persona tutelada 
tiene la posibilidad de iniciar un incidente de desacato que puede desencadenar una sanción de 
arresto y multa, QUINCHE RAMÍREZ, Manuel Fernando. Op. cit., pp. 360-361. 
142 Desde la definición constitucional la acción de tutela ha sido pensada para que todas las personas, 
sin cualificación alguna, puedan interponerla directamente, sin la asistencia de abogados (“toda 
persona… en todo momento y lugar… por sí misma o por quien actúe a su nombre”) y sin 
formalismos que obstaculicen su uso. De hecho, son mínimas las exigencias de la petición, solo 
debe contener “la acción u omisión que la motiva, la individualización del agresor y el nombre y lugar 
de residencia del solicitante”, Ibíd., p. 358. Además, el juez está obligado a tutelar todos los derechos 
que, según las pruebas, resulten vulnerados, aun cuando el solicitante no los haya invocado: 
“informalidad: en la solicitud de tutela se expresará, con la mayor claridad posible, la acción o la 
omisión que la motiva, el derecho que se considera violado o amenazado, el nombre de la autoridad 
pública, si fuere posible, o del órgano autor de la amenaza o del agravio, y la descripción de las 
demás circunstancias relevantes para decidir la solicitud. También contendrá el nombre y el lugar de 
residencia del solicitante. No será indispensable citar la norma constitucional infringida, siempre que 
se determine claramente el derecho violado o amenazado. La acción podrá ser ejercida, sin ninguna 
formalidad o autenticación, por memorial, telegrama u otro medio de comunicación que se manifieste 
por escrito, para lo cual se gozará de franquicia. No será necesario actuar por medio de apoderado”, 
artículo 14 del Decreto 2591 de 1991. Por otra parte, el mismo artículo también contempla la 
posibilidad de la interposición de la acción de tutela de parte de un menor de edad, caso en el cual 
la solicitud puede ser hecha verbalmente: “en caso de urgencia o cuando el solicitante no sepa 
escribir o sea menor de edad, la acción podrá ser ejercida verbalmente. El juez deberá atender 
También por esas características, la tutela se ha convertido en la institución judicial 
que más ha dado cumplimiento al principio de la pedagogía constitucional143 y al 
derecho de acceso efectivo a la administración de justicia144. En efecto, se ha 
extendido en nuestro país, desde su incorporación por primera vez en 1991, un 
sentimiento de protección y confianza de parte de personas ajenas al Derecho y 
gracias a una acción que se puede interponer fácilmente y que, en caso de ser 
atendida favorablemente, se traduce en una orden concreta e ineludible de 
protección frente a las vulneraciones de los derechos fundamentales145. Lo que ha 
contribuido, además, al cada vez mayor conocimiento acerca de dichos derechos, 
gracias también a la labor didáctica emprendida por la Corte Constitucional146, 
especialmente en sus decisiones de revisión de tutela.  
 
Además de estos rasgos, valga la pena resaltar dos elementos adicionales de la 
acción de tutela en Colombia: lo que concierne su legitimación pasiva y la 
improcedencia de la acción. La primera hace referencia a la parte demandada, que 
                                                          
inmediatamente al solicitante, pero, sin poner en peligro el goce efectivo del derecho, podrá exigir su 
posterior presentación personal para recoger una declaración que facilite proceder con el trámite de 
la solicitud, u ordenar al secretario levantar el acta correspondiente sin formalismo alguno”.    
143 Constitución Política de Colombia. Artículo 41. En todas las instituciones de educación, oficiales 
o privadas, serán obligatorios el estudio de la Constitución y la instrucción cívica. Así mismo se 
fomentarán prácticas democráticas para el aprendizaje de los principios y valores de la participación 
ciudadana. El Estado divulgará la Constitución.     
144 Constitución Política de Colombia. Artículo 229. Se garantiza el derecho de toda persona para 
acceder a la administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la 
representación de abogado. 
145 En virtud de la disposición constitucional, se puede invocar la acción de tutela tanto en caso de 
vulneración como de amenaza de los derechos fundamentales: “toda persona tendrá acción de tutela 
para reclamar ante los jueces… la protección inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados”, artículo 86 de la 
Constitución Política de Colombia. 
146 “Al tratarse de un órgano nuevo pero que continuaba con funciones ejercidas tradicionalmente 
por otros, la Corte Constitucional se vio en la necesidad de marcar distancia con las formas asociadas 
a sus predecesores y desde sus inicios optó por la implementación de un lenguaje claro, directo y 
sumamente pedagógico, metodología que sin duda ha rendido sus frutos en el sentido de propiciar 
un acercamiento con los ciudadanos y de influir en la opinión pública”, RODRÍGUEZ PEÑARANDA, María 
Luisa. Op. cit., p. 335. “En este sentido y apuntado a lo que ha sido el mayor logro, debe señalarse 
que la acción de tutela ha propiciado que el derecho constitucional se haya acercado a los 
ciudadanos, para ser, desde las prácticas concretas, derecho común, derecho de la gente”, QUINCHE 
RAMÍREZ, Manuel Fernando. Op. cit., p. 341. 
puede ser una autoridad pública147 o un particular148, siempre que éste último preste 
un servicio público, sea un medio de comunicación, maneje información que 
eventualmente pueda afectar el derecho al habeas data o siempre que exista una 
relación de subordinación entre el accionante y el particular149. Respecto de su 
improcedencia, se alude al carácter subsidiario del amparo que, desde la definición 
constitucional, impone el agotamiento previo de todos los mecanismos de defensa 
previstos para esa situación en el ordenamiento jurídico interno150. 
 
Completan la jurisdicción constitucional, además de la Corte, “los jueces y 
corporaciones que deban proferir las decisiones de tutela o resolver acciones o 
recursos previstos para la aplicación de los derechos constitucionales”151 y el 
                                                          
147 Constitución Política de Colombia, Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para 
reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, 
por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 
constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la 
acción o la omisión de cualquier autoridad pública... 
148 Constitución Política de Colombia, Artículo 86. (…) La ley establecerá los casos en los que la 
acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o 
cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante 
se halle en estado de subordinación o indefensión (…). 
149 QUINCHE RAMÍREZ, Manuel Fernando. Op. cit., pp. 347-349. 
150 Constitución Política de Colombia, Artículo 86. “(…) Esta acción sólo procederá cuando el 
afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable (…)”. Para empezar, el juez debe evaluar la existencia 
y la eficacia de los eventuales medios de defensa en cada caso concreto (artículo 6 del Decreto 2591 
de 1991: “la acción de tutela no procederá: 1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa 
judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, 
atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante…) privilegiando la tutela en caso de 
prever que las demás vías previstas no resguarden completamente el derecho fundamental afectado, 
(QUINCHE RAMÍREZ, Manuel Fernando. Op. cit., p. 355). Por otra parte, el uso de la acción de tutela 
como mecanismo transitorio consiste en la procedencia de la misma, no obstante la existencia y el 
no agotamiento previo de los medios ordinarios de defensa, siempre que exista un “perjuicio 
irremediable”, entendido por la jurisprudencia constitucional como un perjuicio “inminente”, que 
obligue a tomar medidas “urgentes”, que en caso de no ser tomadas se prevea un daño “grave” y 
que haga del recurso a la tutela una necesidad, Ibíd., p. 357. Con relación a este último aspecto, 
resulta relevante el recurso recurrente al amparo como mecanismo transitorio siempre que se trata, 
entre otros, de sujetos de especial protección constitucional, Ibíd., p. 357. 
151 Artículo 43 de la Ley Estatutaria 270 de 1996 “Ley Estatutaria de la Administración de Justicia”. 
Y, en palabras de la Corte: “las principales competencias en materia constitucional son conferidas a 
los diferentes órganos judiciales de manera directa por la Constitución. El artículo 241 de la 
Constitución Política confía a la Corte Constitucional la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución y enumera los asuntos de constitucionalidad sobre los cuales debe pronunciarse. El 
artículo 237 de la Constitución Política atribuye al Consejo de Estado el conocimiento de las acciones 
de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno Nacional, cuya 
competencia no corresponda a la Corte Constitucional. De otra parte, según la misma norma, como 
Consejo de Estado, encargado de velar por la constitucionalidad de los decretos 
que profiere la rama ejecutiva, respecto del caso concreto. Con lo que se puede 
concluir que, mientras todas las actuaciones de la Corte corresponden a la 
jurisdicción constitucional, no todos los asuntos de esta jurisdicción son 
competencia de la Corte152.  
 
Pero más allá de la plural conformación orgánica y funcional de la jurisdicción 
constitucional, así como de su alcance en sede de tutela, lo que vale la pena 
destacar es la trascendencia de la garantía constitucional. En efecto, la guarda de 
la integridad y la supremacía de la Constitución adquiere un papel cada vez más 
relevante en un Estado en el que los intereses de las minorías se ven fuertemente 
amenazados por la mayor interferencia del estado en asuntos sociales y 
económicos y por la presión y el poder que sectores de interés ejercen sobre las 
ramas ejecutiva y legislativa del poder público153.   
 
                                                          
Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo, conforme a las reglas que señale la ley, le 
corresponde pronunciarse sobre la constitucionalidad de la actuación administrativa. De conformidad 
con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona tendrá acción para reclamar ante los 
jueces la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales. Con base en lo 
previsto en el artículo 4º de la Constitución Política, en todo caso de incompatibilidad entre la 
Constitución y la ley u otra norma jurídica, los jueces deberán aplicar las disposiciones 
constitucionales”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-6 de 1992. (12 de mayo de 1992). 
Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz. 
152 “La configuración de la jurisdicción constitucional es una tarea que acomete directamente la 
Constitución y lo hace con base en criterios materiales. Todas las competencias de la Corte 
Constitucional integran la jurisdicción constitucional, pero no todos los asuntos que pertenecen a 
esta última se han adscrito a su conocimiento. En todo caso, el ejercicio de las competencias en 
materia de control constitucional, independientemente del órgano judicial que las ejerza, se propone 
de manera inmediata asegurar la primacía e integridad de la Constitución y conforman por ello la 
jurisdicción constitucional”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-6 de 1992. (12 de mayo 
de 1992). Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz. 
153 “El ejercicio de la jurisdicción constitucional, indispensable en el estado de derecho, es hoy 
además crucial a fin de mantener un adecuado equilibrio de poderes y salvaguardar la esfera de la 
libertad y los derechos de grupos y minorías carentes de influencia real en el proceso de toma de 
decisiones. La intervención creciente del Estado en sectores de la vida económica y social, antes 
alejados de su interferencia, ha multiplicado el tamaño y poder de la administración y modificado el 
papel de la ley y la función del Congreso. A lo anterior se suma el grado variable de incidencia de 
los grupos privados organizados sobre las dos ramas que concentran los más importantes recursos 
de poder en la sociedad. La rama judicial, a través de la jurisdicción constitucional, está llamada a 
contrapesar inteligente y responsablemente el crecimiento del legislativo y del ejecutivo modernos. 
El estado de derecho requiere el igual fortalecimiento de las tres ramas del poder público”, COLOMBIA. 
CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-6 de 1992. (12 de mayo de 1992). Magistrado Ponente: 
Eduardo Cifuentes Muñoz. 
La función del juez constitucional 
 
Con relación al juez constitucional o a la autoridad que encarna dicha justicia y que 
ha sido encargada de la función de garantía de los postulados constitucionales 
dentro de la democracia, se dirá que es él quien debe dar cuenta de una de las más 
importante transformación del Estado: el paso del Estado legislativo al Estado 
constitucional. Se explicará, consecuentemente, cuál es el alcance de su función 
referida a la coexistencia de la ley con los derechos y la justicia, así como al 
mantenimiento de la confianza en la Constitución y la renovada relación entre el 
Estado y la sociedad, en la que debe mediar. Todo ello con el ánimo de guiar el 
entendimiento de la decisión más importante de la Corte Constitucional colombiana 
referida a la protección de los derechos fundamentales de los niños y las niñas en 
situación de desplazamiento forzado interno. 
 
Hasta ahora se ha hecho referencia a la justicia constitucional para diferenciarla de 
la defensa de la Constitución, esta última entendida como salvaguardia de la 
realidad política. No obstante eso, también se ha aceptado que es ese tipo de 
justicia en la que recae la solución de las más importantes controversias de ese tipo, 
es decir, políticas. Desafío que se deriva de su principal función: la guardia de la 
Constitución, como norma jurídica que integra valores, principios y derechos. Siendo 
estos últimos su núcleo fundamental.  
 
A ese rasgo de la jurisdicción constitucional, se suman las particulares 
connotaciones de la actuación de su principal actor, el juez constitucional. Es él 
quien debe dar fe, más que nadie, del paso del Estado de Derecho al Estado Social 
de Derecho o democracia constitucional como la hemos venido identificando. Y lo 
hace, en primer lugar, en su calidad de juez y, como tal, garante de la “dúctil 
coexistencia entre/de ley, derechos y justicia”154, otro rasgo fundamental de esta 
particular forma de organización política y social. 
                                                          
154 “Podemos, por tanto, corregir la afirmación con que comenzamos este epígrafe. Hoy, ciertamente, 
los jueces tienen una gran responsabilidad en la vida del derecho desconocida en los ordenamientos 
del Estado de derecho legislativo. Pero los jueces no son los señores del derecho en el mismo 
En efecto, la Constitución del Estado Social de Derecho integra aspiraciones que 
con anterioridad estaban relegadas al terreno de la política155. Se hace referencia a 
los principios de la justicia material, los cuales ligan a los Estados 
comprometiéndolos con cuestiones tales como la vida en sociedad, el medio 
ambiente y las futuras generaciones156. El Estado es entonces garante de 
“condiciones objetivas de orden estructural”157, de “intereses materiales no 
disponibles”158. Exigencias de justicia indisponibles por las mayorías y no 
abandonadas al arbitrio del poder (pues superan la mera suma de los intereses 
individuales159). 
 
Justicia que coexiste con la ley aun cuando con alcances distintos. La ley, en este 
caso, está dirigida a materializar los principios y los valores plasmados en la carta 
política, adaptándolos a las condiciones cambiantes y a las necesidades plurales de 
la sociedad. El Estado no pierde su connotación de Estado de Derecho, sino que 
simplemente confiere a la ley el carácter de “derecho particular y contingente (…) 
derecho que refleja el punto de vista de los sujetos políticos que ocasional y 
temporalmente logran prevalecer en el proceso legislativo en virtud del principio de 
la mayoría”160.       
 
Justicia, ley y derechos hacen del juez “los actuales «señores del derecho»”161 pues 
ellos deben integrar estas tres dimensiones haciéndolas coexistir maleablemente. 
Están sujetos a la ley y deben aplicarla resolviendo las controversias 
razonablemente, anteponiendo los derechos a las soluciones basadas en 
argumentos de menor valor. Además, como se dijo, su actuación se orienta por la 
                                                          
sentido en que lo era el legislador en el pasado siglo. Son más exactamente los garantes de la 
complejidad estructural del derecho en el Estado constitucional, es decir, los garantes de la necesaria 
y dúctil coexistencia entre ley, derechos y justicia”, ZAGREBELSKY, Gustavo. Op. cit., p. 153. 
155 Ibíd., p. 93. 
156 Ibíd., p. 94. 
157 Ibíd., p. 94. 
158 Ibíd., p. 94. 
159 Ibíd., p. 94. 
160 Ibíd., p. 97. 
161 Ibíd., p. 150. 
búsqueda de la justicia sustantiva162, superando la función del juez del Estado 
legislativo, quien  se limitaba a aplicar la ley; aquella que contenía en sí misma la 
justicia y los derechos.    
 
En segundo lugar, ya no simplemente como juez, sino concretamente como juez 
constitucional corresponde a su actuación dos tareas fundamentales: preservar la 
confianza en la Constitución y dar cuenta de las transformaciones de la democracia  
en lo que tiene que ver con la relación entre Estado y sociedad. De un lado, una 
Constitución que tiene como fundamento último de su fuerza normativa la voluntad 
común e inclusiva de organizarse social y políticamente es una Constitución que 
impone al juez constitucional la difícil tarea de preservar esa confianza depositada 
en la ley fundamental163.  
 
Confianza que es denominada por Zagrebelsky “fede e speranza di costituzione”164, 
precisamente para hacer referencia: uno, a las expectativas que genera una 
constitución concebida como norma para el beneficio de todos165 y, dos, al juez 
constitucional como aquel llamado a contribuir en la preservación de esa fe y 
esperanza. De eso se deriva, según el mismo autor, que las cuestiones sometidas 
a su conocimiento deban perder la connotación de confrontación de intereses 
                                                          
162 “Contrariamente a una idea poco elaborada y simplista, sugerida a partir de la Constitución rígida 
y de la relación de supra-sub-ordenación que ésta instituye entre proposiciones constitucionales y 
legislativas, la unificación del derecho en el Estado constitucional tiene poco que ver con una 
actividad de combinación-comparación-selección de textos normativos. La función unificadora de la 
jurisprudencia, por el contrario, no es independiente de las exigencias de justicia sustantiva 
materializadas en los casos que han de ser resueltos jurídicamente. Tan poco independiente es que 
incluso se orienta por ellas”, Ibíd., p. 148. 
163 “La funzione della giustizia costituzionale, come garanzia di una costituzione che non si appoggia 
su un potere sovrano precostituito, ma che trae la sua legittimità dalla convergente e plurale volontà 
di costruire per mezzo suo la convivenza sociale e politica, si svolge al cospetto di ciò che è decisivo 
e che tutto condiziona: preservare la fiducia nella costituzione, come norma benefica in generale… 
La comune speranza riposta nella carta costituzionale, la Wille zur Verfassung o «volontà di 
costituzione», nelle società pluraliste, tiene il posto del comando sovrano, imposto unilateralmente, 
possibile solo nelle società moniste”, ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. Op. cit., p. 99.  
164 Ibíd. 
165 “Nella pratica, se non nella teoria, il compromesso giudiziale costituzionale è avvertito come un 
tentativo di promuovere consenso sulla costituzione, in modo tale che tutti possano aspettarsi 
qualcosa di buono, ciò che, di per sé, è conforme al compito fondamentale della giustizia 
costituzionale: il nutrimento di quella Wille zur Verfassung (supra, p. 99) senza la quale la costituzione 
pluralista è destinata a perire”, Ibíd., p. 110. 
individuales y, en cambio, deban resolverse reforzando la “fiducia in regole eque e 
storicamente adeguate a tenere unito l’insieme”166.  
 
De otro lado, la actividad jurisdiccional en el Estado constitucional se diferencia de 
las visiones positivistas por la importancia que aquella reserva a los fenómenos que 
el Derecho pretende regular. Se dirá entonces, siguiendo a Zagrebelsky, que el juez 
constitucional además de preservar la confianza en la Constitución, sirve de 
intermediario entre el Estado y la sociedad en la medida que interpreta la norma 
conforme al contexto y al significado del caso. Consideraciones estas, que hacen 
referencia al “carácter práctico de la interpretación”167 y esta, a su vez, al carácter 
práctico del Derecho168. 
 
En efecto, solo hasta cuando el juez se ve en la necesidad de conciliar la ley con la 
realidad a la que esta se dirige, solo hasta entonces se tendrán en cuenta exigencias 
distintas a la mera voluntad del legislador. Y lo hará en la medida que el contenido 
de la norma resulta insuficiente para la regulación de los casos, los cuales casi 
siempre desbordan la capacidad previsiva de la ley. De manera que, la 
interpretación sitúa al juez constitucional en el medio de la relación entre “el caso 
real y la norma que debe regularlo”169.      
 
Tanto el uno como el otro han de ser valorados conforme a los principios 
constitucionales, acentuando las tensiones entre los dos extremos de la solución de 
la controversia170. El caso, por su parte, es quien motiva la actuación del juez y lo 
                                                          
166 Reza la continuación de la misma cita: “nulla di più distruttivo è la percezione che la costituzione 
si sia resa parziale, cioè che si sia arresa a prestare servizio a una parte della società e si sia 
dimenticata dell’altra, cioè che abbia rinunciato alla sua «funzione persuasiva»”, Ibíd., p. 99. 
167 ZAGREBELSKY, Gustavo. Op. cit., P. 131. 
168 “Qui basta osservare che in ogno concezione unilaterale dell’interpretazione giuridica, il lato 
pratico del diritto, cioè il suo legame con la realtà della vita da regolare, è semplicemente ignorato. 
L’interpretazione del diritto è funzionale al solo diritto; l’applicazione non sarà altro, poi, che il suo 
«calare» sul fatto. Questa visione unilaterale, tipica negli studi sull’interpretazione giuridica di matrice 
positivistica, orienta verso una visione parziale e riduttiva del compito del giudice, che risulta, alla 
fine, fondamentalmente inesatta, perché inidonea a rispecchiare la realtà pratica del diritto”, 
ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. Op. cit., p. 72.  
169 ZAGREBELSKY, Gustavo. Op. cit., p. 133. 
170 Ibíd., p. 133.  
lleva a consultar el derecho, en busca de la regla más adecuada171. Relación que 
no es unidireccional en la medida que del derecho el juez debe volver al caso en 
aras de componer satisfactoriamente “las exigencias del caso y las pretensiones de 
las reglas jurídicas”172. Esto es, sin violentar ni el uno ni el otro.      
 
Para entender lo anterior, se debe precisar que, a diferencia de otras ciencias, el 
Derecho se ocupa de hechos humanos considerados desde su sentido y su valor y 
no meros hechos a-valorativos173. Es por ello que Zagrebelsky insiste en hablar de 
casos y no simple y llanamente de hechos. Así mismo, la regla jurídica del Derecho 
vivo no contiene en sí misma su propio valor, sino que este viene determinado por 
su capacidad para regular las expectativas que desde afuera le son planteadas. 
Estas son las “aspettative che la dinamica dei rapporti sociali propone, in relazione 
ai casi che sono espressione di tale dinamica”174. 
 
Además de eso, la regla jurídica del Estado pluralista no está dotada de una idea 
abstracta de justicia, sino que ésta ha de ser identificada en virtud de las cambiantes 
necesidades de la convivencia humana175. Transformaciones que tienen incidencia, 
a su vez, en el caso y en el significado que se atribuya al mismo176. Así, justificándolo 
en la propia naturaleza humana, el mismo autor distingue dos actitudes frente a los 
hechos, la que pregunta “«che cosa sta accadendo?»”177 y la que indaga acerca de 
“«che significa ciò che sta accadendo?»”178. Esta última sería la que correspondería 
a las categorías de sentido que cada sociedad posee y a partir de las cuales valora 
los sucesos que la atraviesan.        
                                                          
171 ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. Op. cit., p. 90.  
172 Ibíd., p. 134. 
173 “Il diritto ha a che fare con «fatti umani», comprensibili in tutt’altro modo, cioè secondo categorie 
di senso e di valore. I «fatti umani», intesi nel loro senso e nel loro valore, forniscono all’interprete del 
diritto i «casi» da regolare giuridicamente e questi «casi», come si dirà nel paragrafo che segue, sono 
densi di aspettative normative”, Ibíd., p. 85.         
174 Ibíd., p. 86. 
175 Ibíd., p. 87.  
176 “Quando in diritto, per come anteriormente interpretato, non risulta più idoneo a questo fine, il caso 
nuovo preme attraverso l’interpretazione, affinché nell’ordinamento si ricerchi una norma nuova e più 
adeguata”, Ibíd., p. 87. 
177 Ibíd., p. 88. 
178 Ibíd., p. 88. 
Dicha atribución de sentido, sin embargo, no es univoca ni está desprovista de 
contraposiciones en el estado pluralista. Razón por la cual no sorprende, por 
ejemplo, que el legislador atribuya significados distintos a los que la sociedad 
confiere a ciertos hechos179. Fuera de la ley, en cambio, la controversia acerca del 
sentido se convierte en una controversia sobre la interpretación “secondo la 
concezione di questa come ricerca della norma adeguata al caso”180 y el resultado 
de esa controversia va a condicionar, a su vez,  el valor que se le dé al caso ya que 
la “comprensión del significado” condiciona también la “comprensión de valor”181.  
 
Son precisamente esos los puntos de partida del juez en el proceso interpretativo 
ya que, antes de buscar en el Derecho las respuestas jurídicas al caso, interfiere la 
atribución de sentido y de valor que se asigne a la controversia que ha dado origen 
al caso. Sin embargo, eso no significa que el juez este abandonado a sus propias 
concepciones de valor y sentido frente a las cuestiones que se le presentan. Su 
actuar encuentra unos límites; primero que todo, como dijimos, en “parámetros 
jurídicos objetivos”182 contenidos en la Constitución, la cual cumple la función de 
“orientare univocamente l’interpretazione della legge, sottraendola all’arbitrio delle 
visioni di senso e di valore proprie dell’interprete, se fosse lasciato solo con se 
stesso”183. 
 
De manera que, el juez constitucional se encuentra, como cualquier otra autoridad 
del Estado, sujeto a parámetros constitucionales que guían y limitan su actuación; 
reglas no negociables184 que proporcionan los confines formales y materiales de la 
                                                          
179 “Quando si determina uno scarto o una contradizione tra l’assunzione di senso da parte del 
legislatore e il significato di cui il fatto è dotato socialmente, questa è un’ipotesi di legge inadeguata 
al caso, nel linguaggio della nostra Corte costituzionale”, Ibíd., p. 89. 
180 Ibíd., p. 90.  
181 Ibíd., p. 91.  
182 Ibíd., p. 95.  
183 Ibíd., p. 97.  
184 “È stato detto che compito fondamentale della giurisdizione costituzionale in un contesto pluralista 
è di <<moderare i conflitti sociali>>. Ciò è giusto, purché si precisi: con i mezzi e i criteri del diritto 
costituzionale, cioè attraverso la difesa di una sfera di regole non negoziabili. Solo così è possibile 
mantenere intatta la garanzia costituzionale, contro i rischi della riduzione della vita pubblica a grande 
mercato, un mercato anche di norme, nel quale le posizioni di fatto più deboli sarebbero destinate a 
decisión185 y que escapan de una actividad meramente conciliadora que podría 
terminar favoreciendo a quienes de hecho ocupan posiciones privilegiadas; siendo, 
por el contrario, los más débiles “le più meritevoli di protezione secondo il diritto 
costituzionale”186.  
 
Pero más que hacer referencia a los límites de la labor del juez constitucional, 
resulta relevante recalcar la importancia de su actuación a partir de su rol de 
intermediario entre el Estado y la sociedad. Ya sea porque su atención va más allá 
del texto de la norma que interpreta187, dando relevancia a las realidades que intenta 
regular y tomando en consideración el contexto y el alcance social del caso, o en 
razón a su toma de conciencia frente a las expectativas sociales188, lo cierto es que 
esta jurisdicción, más que ninguna otra, sirve de puente de comunicación entre las 
expectativas y necesidades de los individuos y el poder político y legislativo189. 
Posición de intermediación que en las acciones de tutela dirigidas contra 
autoridades públicas es muy evidente.  
 
Consecuencia de ello es, entonces, la consideración que el juez constitucional debe 
tener de los destinatarios de sus decisiones. No solo desde el punto de vista de la 
anticipación del grado de recepción (se comprende y convence) de sus 
                                                          
soccombere, proprio quando esse sarebbero le più meritevoli di protezione secondo il diritto 
costituzionale”, Ibíd., p. 111.  
185 “Il pluralismo costituzionale, cioè la forma attuale dello Stato costituzionale, è quello in cui la 
competizione si svolge nell’ambito di norme obiettive e intangibili, le quali ne determinano le 
condizioni formali e materiali sottraendole alla disponibilità dei contendenti e collocandole in una sfera 
«neutralizzata» e, perciò, attribuibile alla giurisdizione di un organo super partes come la Corte 
Costituzionale”, Ibíd., p. 111.  
186 Ver pie de página 184. 
187 “Un estudio del derecho y, peor aún, una jurisprudencia completamente encerrados en las 
formulaciones jurídicas, sin conciencia alguna de los fenómenos a los que éstas dirigen su fuerza 
normativa, serían obras extravagantes de «juristas puros» (como existen no pocos, orgullosos e 
inútiles), que no deberían interesas a nadie”, ZAGREBELSKY, Gustavo. Op. cit., p. 133.     
188 Se hace referencia a la cultura como uno de los criterios de interpretación de las normas: “questo 
ricorso alla cultura in quanto contesto del diritto significa, in certo modo, ammettere le attese sociali 
come fattore dell´interpretazione giuridica”, ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. Op. cit., p. 
94-95. 
189 “El punto sobre el que es preciso insistir es la posición dual que necesariamente corresponde a 
la magistratura en el Estado constitucional: una especialísima y dificilísima posición de 
intermediación entre el Estado (como poder político-legislativo) y la sociedad (como sede de los 
casos que plantean pretensiones en nombre de los principios constitucionales), que no tiene paralelo 
en ningún otro tipo de funcionarios públicos”, ZAGREBELSKY, Gustavo. Op. cit., p. 149.     
decisiones190, sino también cuando decide provocar a los destinatarios de las 
mismas e ir en contravía de las expectativas191. La misma atención cuya ausencia 
ha sido el origen de las críticas de algunos autores a la judicatura de la Europa 
continental, conocedora de tecnicismos jurídicos pero a veces ignorante de los 
desafíos que la coexistencia de ley, derechos y justicia plantea192.   
 
Hasta ahora, la breve lectura sobre el rol del juez constitucional además de dejar 
entrever tal vez un «ingenuo encantamiento» acerca de su función no ha dado 
justicia a esa parte de las críticas dirigidas a la justicia constitucional que se referían 
–y, aún hoy, se refieren– al riesgo de “spostamento di potere”193 de parte de las 
Cortes Constitucionales al tener que decidir con fundamento en principios y valores 
indeterminados y, como tales, susceptibles de ser llenados con elementos tomados 
de una determinada postura ideológica o ampliando sus márgenes de competencia.  
 
Dichas críticas se remontan, en su origen, a la defensa kelseniana de la jurisdicción 
constitucional a partir de la despolitización de la misma, auspiciada por Kelsen a 
través de la eliminación de la Constitución de las normas indeterminadas194, a las 
cuales se acusa de estar por fuera del mundo jurídico y por lo tanto por fuera de la 
legalidad; ampliando márgenes de  discrecionalidad, es decir, de arbitrariedad195. 
Es precisamente en este escenario en el que surgen las sospechas frente al juez 
constitucional de estar asumiendo decisiones políticas contrarias a su función de 
                                                          
190 “L´interprete è vincolato al testo, ma è gravato anche da un altro vincolo, che gli proviene dai 
destinatari del messaggio: deve essere comprensibile, anzi convincente, ciò che significa il dover 
<<tenere conto>> del contesto culturale in cui si svolge la ricezione”, ZAGREBELSKY, Gustavo & 
MARCENÒ, Valeria. Op. cit., p. 75. 
191 “Egli deve dunque assegnare rilevanza anche al suo pubblico, non necessariamente per adularlo 
o assecondarlo conformisticamente, ma anche per provocarlo, incalzarlo, perfino irritarlo o 
terrorizzarlo. È questa la radice delle sue <<scelte interpretative>> e tutto ciò è compreso nel 
<<tenere conto>>”, Ibíd., p. 75. 
192 “Los jueces continúan cultivando una idea anacrónica de sí mismos, como depositarios de 
conocimientos eminentemente técnico-jurídicos válidos en cuanto tales, alejándose así de las 
expectativas que la sociedad pone en ellos sin recibir respuesta”, ZAGREBELSKY, Gustavo. Op. cit., p. 
150. 
193 ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. Op. cit., p. 545. 
194 Ibíd., p. 546. 
195 Ibíd., p. 547 
juez (aplicación del derecho entendida como subsunción), concretamente, de 
“appropriazione indebita di compiti legislativi da parte dei giudici costituzionali”196.    
 
Antes de traer a la actualidad esas críticas, específicamente, con relación a la 
sentencia que declaró un Estado de Cosas Inconstitucional respecto de la situación 
de las personas desplazadas en Colombia –la misma en cuyo seguimiento ex 
proferido el auto 251–, recordemos que dichos reproches correspondían a la visión 
monista del Derecho, que lo equiparaba a lex y que desconocía aquella parte 
material del Derecho (ius) hoy presente en las constituciones precisamente bajo la 
forma de normas indeterminadas. En efecto, al acogerse la visión dualista del 
Derecho197 –o, como dijimos, al coexistir “ley, derechos y justicia”198 – pierde 
vigencia la aspiración keleseniana de constituciones más parecidas a códigos que 
a lo que hoy son en realidad y se supera –en parte– la tesis del “spostamento di 
potere”, en la medida que el juez constitucional como intérprete de la Constitución 
está legitimado para interpretar, también, aquella parte material de la carta 
política199.  
 
Y se ha dicho “en parte” pues aunque el juez constitucional pueda o, mejor, deba 
decidir con base en normas indeterminadas sin que ello signifique, necesariamente, 
invadir los espacios de decisión política reservada a otras autoridades, sí es en ese 
escenario en el que suelen desplegarse con mayor facilidad ejercicios de activismo 
judicial; esto es cuando las cortes deciden sobre principios, valores o derechos, por 
naturaleza inciertos. Así, para el caso colombiano caben las mismas observaciones 
de Mezzanotte acerca del carácter sustancial de su Constitución200 y del activismo 
de la Corte que de ello se ha derivado201. También en la Constitución colombiana 
                                                          
196 Ibíd., p. 547. 
197 Ibíd., p. 547. 
198 ZAGREBELSKY, Gustavo. Op. cit., 156 p. 
199 “Le norme costituzionali indeterminate non «spostano» nulla, non aprono impropriamente alla 
politica, all’ispirazione soggettiva, all’arbitrio dell’interprete, ma chiedono al giudice di confrontarsi col 
diritto, non amputato della sua dimensione materiale”, ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. 
Op. cit., p. 548.  
200 Observaciones que demuestran la toma de distancia del modelo kelseniano. 
201 “Le diversità del nostro sistema di giustizia costituzionale rispetto al modello kelseniano dipendono 
in larga misura del fatto che la Costituzione italiana non fu vista come un insieme di limiti formali 
abundan principios y valores con contenidos vagos y/o abstractos, plus un generoso 
catálogo de derechos cuya actuación ha sido el escenario propicio para un marcado 
activismo de parte de la Corte Constitucional. 
 
Este es el caso de la sentencia T-025 de 2004, en la cual la Corte Constitucional 
colombiana, además de resolver (revocando, confirmando y/o modificando las 
decisiones de instancia) cada uno de los casos de tutela revisados y acumulados 
en esta decisión, declaró que la situación de las personas en situación de 
desplazamiento forzado interno en Colombia constituía un Estado de Cosas 
Inconstitucional (ECI) y, consecuentemente, ordenó al Consejo Nacional para la 
Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia el diseño y la 
implementación de un plan de acción para superar dicho ECI, plus otras ordenes 
encaminadas a la adopción de planes, programas o actuaciones de parte de las 
autoridades públicas de conformidad con el goce efectivo de derechos de la 
población desplazada.  
  
Con tal alcance de la decisión T-025 no sorprende, entonces, que la Corte que la 
profirió haya sido objeto de críticas tales como la que consideró que dicha sentencia 
era un claro ejemplo de “control político”202 de parte del juez constitucional respecto 
del poder ejecutivo y sus actuaciones203, precisamente en “el ámbito en el que el 
                                                          
imposti all’attività del legislatore ordinario, ma come un sistema compiuto di valori sostanziali, la cui 
interpretazione non avrebbe potuto essere ridotta ad un’operazione di semplice tecnica giuridica. Che 
questo fondamentale elemento di diversità abbia comportato un progresso o un regresso, è questione 
di punti vista. Certo è che la crescita di ruolo della Corte Costituzionale italiana, e le sue non 
infrequenti punte di attivismo, hanno avuto come sfondo una costituzione lunga di valori: sicuramente 
diversa da quella nella quale (…) Kelsen pensava di inserire il suo Tribunale”, MEZZANOTTE, Carlo. 
Op. cit., pp. 12-13. 
202 BERNAL PULIDO, Carlos.  Op. cit. 
203 Bernal Pulido expone varios escenarios en los que la Corte Constitucional colombiana ha asumido 
la función de control político tanto del legislador como del ejecutivo. Y lo explica a partir de las 
contradicciones entre las características del sistema político y económico colombiano (tales como el 
clientelismo, la ineficacia del control político que compete al legislador, el “hiperpresidencialismo” y 
la liberalización económica) y de la Constitución misma (“un extenso catálogo de derechos sociales 
con fuerza vinculante”): “este escenario ha llevado a que la Corte Constitucional haya asumido, con 
gran legitimidad y respaldo popular, un papel que en principio no le correspondía, y se haya erigido 
a sí misma en una instancia de control político tanto del Ejecutivo como del Legislativo cuando ha 
sido demasiado aquiescente con el gobierno. En este sentido, la prominencia del 
hiperpresidencialismo y el déficit de control parlamentario se han intentado mitigar con la ampliación 
quizás incluso inadmisible del control de constitucionalidad. Este control, que en principio fue ideado 
ejercicio de control político por parte de la Corte Constitucional ha sido más notable 
(…) el de los derechos sociales”204. Acusación que supone la (auto) atribución de 
una función que no le había sido asignada; en otras palabras, la ampliación de su 
poder o “lo spostamento dello stesso”, invadiendo ya no las competencias del 
legislador, sino las de la rama ejecutiva.    
 
No siendo la superación de dichas críticas el objeto de este trabajo, no se pretende 
abarcarlas plenamente; sin embargo, en la medida que el Auto 251 –que sí lo es– 
hace parte del proceso de seguimiento a dicha sentencia, a continuación se harán 
algunas precisiones que permiten diferenciar el activismo que se pueda dar en Italia 
–o, en general, en la mayoría de países de Europa– de aquel que se ha 
materializado con la sentencia T-025 de 2004, en Colombia. Pero, sobre todo, se 
va a poner el acento en la perspectiva de los efectos de Rodríguez & Rodríguez205. 
Quienes, además de contribuir a la actualización del debate sobre el activismo 
judicial, estudiaron ampliamente los efectos de la sentencia T-025 de 2004 
concordando con una de las conclusiones de Mezzanotte acerca de la legitimación 
política de la Corte Constitucional: la evaluación de los resultados y la búsqueda de 
equilibrio. 
 
Antes de ello, tratemos la cuestión en su justa dimensión. Es bien sabido que la 
justicia constitucional no ha encontrado todavía una posición definitiva dentro de la 
arquitectura del Estado206; así, no sorprende que su rol, especialmente frente a la 
justicia y los derechos, no sea totalmente comprendido y/o aceptado. Razón por la 
cual, los cuestionamientos a sus decisiones deben ser recibidos más que con 
extrañeza o perplejidad, con normalidad y cautela ya que la naturaleza de su 
                                                          
como un control jurídico objetivo, fundado en técnicas interpretativas elaboradas por la metodología 
constitucional y la dogmática de los derechos fundamentales, se ha transformado en un control con 
claros tintes políticos, en donde ya no se discute acerca del contraste entre la ley y la Constitución 
sino sobre la conveniencia o coherencia de ciertas políticas públicas”, BERNAL PULIDO, Carlos.  Op. 
cit. 
204 Ibíd. 
205 RODRÍGUEZ GARAVITO, Cesar & RODRÍGUEZ FRANCO, Diana. Cortes y cambio social. Op. cit.      
206 ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. Op. cit., p. 563. 
función207 la hace –y es posible que así siga siendo por mucho tiempo– blanco 
predilecto de las críticas que desde una perspectiva democrática formal puedan 
suscitar sus decisiones.   
 
Ahora sí las precisiones. En primer lugar, es de nuestra opinión que tanto las 
descalificaciones al activismo de la sentencia T-025 de 2004 como los antecedentes 
de la misma contienen implícito un elemento de legitimación del actuar de la Corte 
Constitucional colombiana. De un lado, los cuestionamientos reconocen que el juez 
constitucional ha sido activo como consecuencia del incumplimiento del Estado –
reiterado y caprichoso– en la garantía de los derechos fundamentales. Es decir, más 
que el deseo de imponer una política determinada de lo que se ha tratado es de la 
firme determinación de hacer vinculante la parte material de la Constitución208.  
Desde este punto de vista, las razones de su decisión quedan por fuera del terreno 
ideológico o de la imposición política.      
 
De otro lado, la decisión estructural de la Corte frente al tema del desplazamiento 
no consistió en la asignación de un deber inexistente, sino en la conminación a que 
se cumplieran las definiciones legislativas209 y ejecutivas210 ya creadas con 
                                                          
207 “Per qualche tempo, può restare quiescente e si può ritenere che la giustizia costituzionale abbia 
messo radici e abbia trovato un suo posto definitivo nell’architettura dello Stato costituzionale odierno. 
Non è così. La sua natura accentuatamente sovrastrutturale, espressione di esigenze che si 
distaccano dall’immediato sentire popolare e dall’interpretazione che ne viene data nelle sedi 
politiche, espone sempre le corti a contestazioni circa la legittimità delle loro pronunce, delle loro 
composizioni e, in caso di acuto contrasto, perfino della loro esistenza”, Ibíd., p. 563.  
208 “Ahora bien, la Corte Constitucional ha cumplido un papel estelar en la solución de esta paradoja 
[una Constitución con muchas promesas y un Estado “sin la posibilidad” de cumplirlas]. Los derechos 
sociales son promesas de prestaciones que la Constitución hace a cada individuo y la Corte 
Constitucional es el garante de su cumplimiento. Por esta razón, no es extraño que la incapacidad 
del Estado para satisfacer los derechos sociales [las cursivas se agregaron] haya llevado a la 
instauración masiva ante la justicia constitucional de acciones de tutela en las que se pide que se 
conmine a la Administración Pública a llevar a cabo las prestaciones que en teoría pueden deducirse 
de los derechos sociales”, BERNAL PULIDO, Carlos.  Op. cit. 
209 Principalmente, Ley 387 de 1997 (Medidas para la prevención, atención, protección y 
estabilización socioeconómica de la población desplazada).  
210 Decreto 2569 de 2000 (Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 387 de 1997 y se dictan 
otras disposiciones) y Decreto 2007 de 2001 (Por el cual se reglamenta parcialmente los artículos 
7°, 17 y 19 de la Ley 387 de 1997, en lo relativo a la oportuna atención a la población rural desplazada 
por la violencia, en el marco del retorno voluntario a su lugar de origen o de su reasentamiento en 
otro lugar y se adoptan medidas tendientes a prevenir esta situación). Respecto de documentos de 
política pública se pueden mencionar los Conpes 2804 de 1995, 2924 de 1997 y 3057 de 1999.  
anterioridad211. Las cuales ordenaban y programaban la actuación del Estado frente 
al drama del desplazamiento forzado interno y cuyo incumplimiento se demostró 
redundaba en la violación de derechos constitucionales. De manera que, el juez 
constitucional no se inventó la necesidad de dictar unas políticas sino que evidenció 
que la manera como se venían actuando las existentes no garantizaba los derechos 
de una población que solicitaba la tutela de los mismos, de manera insistente212. 
 
En segundo lugar, los críticos de la decisión T-025 deben tener en cuenta una 
importante particularidad de carácter funcional. En dicho caso no nos encontramos 
de cara al juez de constitucionalidad, sino frente al juez de tutela. Es así como, la 
sentencia T-025 de 2004 no se da en el escenario –privilegiado por Zagrebelsky213– 
de confrontación entre las leyes y la Constitución, sino que se trata de la valoración 
constitucional de las vulneraciones o amenazas de los derechos fundamentales “por 
la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares”214, en 
virtud de las acciones de tutela que revisó. Es decir, no se trata de la importante 
                                                          
211 Cfr. Num. 3/Sec. C/Cap. III. 
212 “A pesar de que en el año 2003 el número de nuevos desplazados disminuyó y que respecto de 
la población desplazada las autoridades han identificado la urgencia de atender adecuadamente su 
situación, han diseñado una política para su protección y han desarrollado múltiples instrumentos 
para su ejecución, las acciones que efectivamente llevan a cabo las autoridades para garantizar los 
derechos de la población desplazada (apartado 6.1 y 6.2) y los recursos efectivamente destinados a 
satisfacer estos derechos (apartado 6.3.2), no resultan acordes con los mandatos de la Ley 387 de 
1997 que desarrollaron los derechos constitucionales respecto de los desplazados, ni con los 
decretos que el propio Ejecutivo ha dictado sobre la materia, ni con las previsiones que el CONPES 
había efectuado al estimar los recursos necesarios para atender tales derechos (apartado 6 y Anexo 
5)”. COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de 
enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y 
acumulados. 
213 “Leggi, conflitti, delitti: ma è certo che il nucleo della giustizia costituzionale è oggi la garanzia nei 
confronti delle leggi incostituzionali, cioè rispetto al potere essercitato in forma legislativa dalle 
maggioranze politiche”, ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. Op. cit., p. 24.       
214 Artículo 1 del Decreto 2591 de 1991. Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en 
el artículo 86 de la Constitución Política: “toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante 
los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma 
o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la 
omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los casos que señala este decreto. 
Todos los días y horas son hábiles para interponer la acción de tutela. La acción de tutela procederá 
aún bajo los estados de excepción. Cuando la medida excepcional se refiera a derechos, la tutela se 
podrá ejercer por los menos para defender su contenido esencial, sin perjuicio de las limitaciones 
que la Constitución autorice y de lo que establezca la correspondiente ley estatutaria de los estados 
de excepción”. 
relación entre juez constitucional y legislador, sino de la no menos relevante 
comunicación que se da entre dicho juez y el poder ejecutivo, encargado de proteger 
y restablecer en sus derechos a todas las personas.       
 
Y esta diferenciación resulta relevante en la medida que el juez que decide una 
tutela está facultado para ordenar a las instituciones públicas, incluso las de la rama 
ejecutiva, actuar u abstenerse de hacerlo siempre que estén comprometidos 
derechos fundamentales y sin que ello implique invadir competencias o abandonar 
los límites de las propias. Así, las discusiones que surjan a partir de la sentencia T-
025 de 2004 deben circunscribirse al “juez de los derechos” –y no al “juez de las 
leyes”–, porque decide o revisa decisiones de tutela y, como tal, está legitimado 
para ordenar a las autoridades públicas abstenerse de actuar de determinada 
manera o, por el contrario, actuar en la manera más idónea a hacer efectivos los 
derechos cuya protección se ha solicitado.  
 
En consecuencia, el análisis del auto 251 de 2008 también se debe circunscribir al 
ámbito de dicha competencia215 y, sobretodo, en el marco de la función principal de 
“guarda de la integridad y supremacía de la Constitución” atribuida a la Corte 
Constitucional, en concordancia con el mandato de igualdad real y efectiva y con la 
protección especial de los niños y las niñas que la carta fundamental impone. 
Defensa de la Constitución que el juez constitucional ejerce, en ese caso, a través 
de la exigencia del enfoque diferencial etario en la política pública sobre 
desplazamiento forzado, como mecanismo de protección de los derechos 
fundamentales de las niñas y los niños desplazados. Derechos que son, además, el 
núcleo esencial de la carta política y el objeto de protección privilegiada de parte de 
la Corte216.  
                                                          
215 Numeral 9 del Artículo 241 de la Constitución: “a la Corte Constitucional se le confía la guarda de 
la integridad y supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. 
Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: (…) 9. Revisar, en la forma que determine la ley, las 
decisiones judiciales relacionadas con la acción de tutela de los derechos constitucionales”. 
216 “La jurisdicción constitucional está llamada a asegurar la primacía del núcleo esencial de la 
Constitución que corresponde a la consagración de los derechos constitucionales fundamentales de 
las personas. La enunciación de derechos fundamentales sería proclama vacía si no se hubieren 
contemplado vigorosos mecanismos de defensa constitucional de tales derechos. La jurisdicción 
Para terminar esta premisa funcional digamos, asimismo, que el auto 251 tiene el 
carácter de resolución judicial de una controversia referida a “comportamientos 
portadores de amenazas para la Constitución”217, consistentes en este caso en la 
vulneración continúa y la amenaza real de los derechos fundamentales de los niños 
y las niñas en situación de desplazamiento forzado interno, como consecuencia de 
la omisión de las autoridades públicas de prevenir su desplazamiento –o las 
violencias y los riesgos que lo producen–, así como de atenderlo conforme a las 
necesidades y las nuevas vulnerabilidades que la migración interna genera.  
 
Finalmente, valgan algunas de las reflexiones de Mezzanotte, traídas de su Corte 
Costituzionale e legittimazione política, especialmente en lo referente a la 
legitimidad de las decisiones mediadoras y a la perspectiva de los efectos de las 
sentencias. Así, frente a los desafíos que debe enfrentar la Corte Constitucional en 
virtud de la división pluralista del Estado, surge de las reflexiones del autor una 
primera legitimación política de la Corte que se funda en la unidad de los valores 
contenidos en la Constitución218. Legitimación que acepta el pluralismo y busca 
“ricondurlo a un contesto costituzionale comprensivo, e, ad un tempo, unificante”219. 
Eso significa salvar la coherencia formal del modelo constitucional de cara a las 
controversias, es decir, “eludendo però il rischio che ogni intervento riveli il 
compimento di una scelta definitiva tra aspettative diverse che godono tutte di 
eguale legittimazione formale”220.  
 
Al respecto, se considera que tanto la sentencia T-025 como sus autos de 
seguimiento –incluido el 251–, no obstante delimiten los términos en los que las 
políticas frente al desplazamiento forzado deben ser diseñadas, implementadas y 
                                                          
constitucional asume como competencia especialísima la guarda de los derechos fundamentales 
buscando, conforme a la expresa y reiterada intención de todos los constituyentes, la efectividad de 
los mismos y su oponibilidad frente a todos los órganos del poder público”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL. Sentencia T-6 de 1992. (12 de mayo de 1992). Magistrado Ponente: Eduardo 
Cifuentes Muñoz.  
217 Conforme a la definición de justicia constitucional de Zagrebelsky.  
218 MEZZANOTTE, Carlo. Op. cit., p. 133. 
219 Ibíd., p. 133. 
220 Ibíd., p. 134. 
evaluadas, han dejado abierto un amplio margen de acción a las autoridades en 
cuyas cabezas recae esa responsabilidad para que sean ellas las que en ultimas 
decidan los contenidos y las estrategias de esas políticas. En el mismo sentido las 
apreciaciones de Rodríguez & Rodríguez que favorecen el “activismo dialógico”221 
de las decisiones antes mencionadas, activismo de ordenes abiertas, que invitan al 
debate público y que difiere de uno más “vertical y minucioso”222, de decisiones 
cerradas y definitivas.     
 
Mezzanotte reconoce, entonces, el actuar político de la Corte, que no puede ser 
entendido como la politicidad que se da en el seno de las demás ramas del poder, 
sino que se acepta siempre que persiga la unidad a través de la búsqueda del mayor 
equilibrio posible entre el carácter de “trascendenza della Costituzione”223 y su deber 
ser “immanente”224. Así mismo, del análisis que hace de la primera etapa de la 
experiencia de la justicia constitucional italiana, llama la atención la capacidad o el 
efecto de ratificación de la normatividad y veracidad del diseño constitucional que 
atribuye a la asunción, por parte de la Corte Constitucional “del sindacato sulle leggi 
anteriori”225.  
 
Este último aspecto se destaca en la medida que, como se ha dicho, en general la 
declaración del Estado de Cosas Inconstitucional y el posterior seguimiento a la 
superación del mismo –dentro del que se inserta el auto 251– no encuentran 
legitimidad distinta a la de haber ratificado la fuerza normativa vinculante de las 
disposiciones constitucionales referidas a los derechos fundamentales, incluidas las 
que adoptan el proceso de especificación de los mismos en virtud de las 
particularidades de sus titulares más pequeños. Demostrando, además, que al juez 
constitucional colombiano le ha preocupado el disfrute concreto y real de esos 
derechos y, como tal, la superación de los obstáculos de su efectivo ejercicio. 
                                                          
221 RODRÍGUEZ GARAVITO, Cesar & RODRÍGUEZ FRANCO, Diana. Cortes y cambio social. Op. cit., pp. 
54-55.  
222 Ibíd., pp. 54-55. 
223 MEZZANOTTE, Carlo. Op. cit., p. 134. 
224 Ibíd., p. 134. 
225 Ibíd., p. 138. 
Con relación a la segunda etapa de la justicia constitucional, la del momento en que 
escribía Mezzanotte, más problemática en términos de legitimación a raíz de la 
mayor diversificación ideológica y pluralista, se destaca una Corte que se legitima a 
partir de sentencias poco ideologizadas y alejadas de un parámetro constitucional 
fijo, y que está cada vez más llamada a responder a “le esigenze di mobilità e duttilità 
di un modello che non è più tanto chiamato ad attrarre le molteplici aspettative 
all’ipotesi di un disegno di unificazione politico-costituzionale intorno ai valori, quanto 
a dare risposte diversificate e al tempo stesso contingenti al gioco delle sollecitazioni 
incrociate”226. Legitimación que exige cada vez más al juez constitucional la 
valoración de los resultados y la capacidad equilibrante de moderar y mediar los 
conflictos227. 
 
Llegamos así a la que consideramos la mayor fuente de legitimación de la sentencia 
T-025 de 2004, que no obstante operar a posteriori, completa el cuadro de 
razonamientos a partir de los cuales valorar el actuar del juez constitucional frente 
al desplazamiento forzado interno en Colombia. Es así como en la misma dirección 
de Mezzanotte, la investigación Cortes y cambio social228 llama la atención sobre la 
importancia de la etapa de ejecución de las decisiones, especialmente de cara a la 
protección efectiva de los derechos fundamentales, y propone una lectura de la 
decisión T-025 a partir de la valoración de los resultados que ha tenido la misma229. 
                                                          
226 Ibíd., p. 141. 
227 Ibíd., pp. 143-144. 
228 Concebida por los autores como “una cuestión igualmente importante para la protección eficaz 
de los derechos: la implementación de las sentencias, fase en la que se juegan sus efectos 
prácticos”, RODRÍGUEZ GARAVITO, Cesar & RODRÍGUEZ FRANCO, Diana. Cortes y cambio social. Op. 
cit., p. 13. 
229 En efecto, la perspectiva que Rodríguez y Rodríguez proponen es la de “los efectos de la 
sentencia” (Ibíd., p. 13). La cual se diferencia de aquellas que se centran en la “fase de producción 
de los fallos” (Ibíd., p. 13), más cercana a la nuestra en cuanto referida a los fundamentos del auto 
251. Dichos autores encuadran su análisis dentro de los siguientes marcos de referencia: el de la 
cada vez mayor importancia del juez constitucional en la protección efectiva de los derechos, sobre 
todo los sociales (Ibíd., p. 16); el del “’litigio estructural’ o ‘casos estructurales’” (Ibíd., p. 16); el de 
las críticas al esencialismo de los derechos (Ibíd., p. 33); y el del “activismo dialógico” (Ibíd. p. 55) 
que se caracteriza por decisiones abiertas, seguimiento de las decisiones e involucramiento de un 
número mayor de actores (Ibíd., pp. 55-56). Elementos que propician o están acompañados de la 
promoción de espacios de “discusión de alternativas de políticas públicas para solucionar el 
problema estructural detectado en el fallo” (Ibíd., p. 55), como es el caso del proceso de seguimiento 
de la sentencia T-025 de 2004 y que nosotros consideraremos como el fundamento democrático del 
enfoque diferencial etario.  
Partiendo de la consideración de que los efectos de las sentencias pueden ser tanto 
“directos”230 como “indirectos”231, y tanto los unos como los otros instrumentales o 
simbólicos232, Rodríguez & Rodríguez233 atribuyen a la sentencia T-025 de 2004 y 
a su proceso de seguimiento los siguientes efectos: i) el creador, ii) el de desbloqueo 
institucional, iii) el coordinador, iv) el deliberativo, v) el de política pública, y vi) el 
social. Resultados que sin ser absolutos –pues casi todos presentan limitaciones– 
tienen la contundencia suficiente para servir de contestación a las críticas dirigidas 
contra el activismo del juez constitucional de la protección de los derechos de la 
población en situación de desplazamiento forzado interno.  
 
i) El primero de los efectos es “el creador”234, el cual es concebido por los autores 
como el traslado del problema que el juez hace del terreno social al terreno jurídico; 
cambiando, de este modo, la perspectiva a partir de la cual valorarlo. Creación que 
en el caso de la sentencia T-025 de 2004 estuvo determinada, según el estudio, por 
la visibilidad que el desplazamiento adquirió después de la misma, por haber 
insertado el problema dentro del marco de los derechos humanos y por la 
construcción de un “verdadero ‘campo sociojurídico del desplazamiento’”235.  
 
Por un lado, a través de entrevistas con actores institucionales y análisis del 
cubrimiento periodístico del problema, los investigadores lograron demostrar que 
gracias al fallo, de un lado, el desplazamiento ingresó a la agenda pública y de las 
organizaciones, empezando a ser conocido en su real dimensión cuantitativa y 
                                                          
230 Ibíd., p. 21-27. 
231 Ibíd., p. 21-27.  
232 Desde ese enfoque, resulta igualmente relevante el cumplimiento concreto de las órdenes 
impartidas por el juez como el impacto de las mismas en el resto de la población, las instituciones, 
las organizaciones sociales, los medios de comunicación y hasta la manera de concebir el problema. 
233 “Entre los distintos efectos que produjo la expedición de la sentencia T-025 es posible resaltar, a 
grandes rasgos, avances (i) en materia de desbloqueo institucional de la política pública de atención 
a la población desplazada por la violencia; (ii) mayor compromiso presupuestal por parte de las 
entidades responsables; y (iii) la visibilización de la problemática que atraviesa esa población, lo cual 
ha permitido, a su vez, su introducción en la agenda pública y una modificación de su comprensión 
en términos de vulneración de derechos”, CORTE CONSTITUCIONAL. Proceso de seguimiento 10 años. 
Op. cit. 
234 RODRÍGUEZ GARAVITO, Cesar & RODRÍGUEZ FRANCO, Diana. Cortes y cambio social. Op. cit., pp. 
92-126. 
235 Ibíd., p. 94. 
cualitativamente hablando. Asimismo, también aumentó su visibilidad en los medios 
de comunicación, especialmente a partir de los autos de seguimiento que 
sucedieron a la sentencia.      
 
Por otro lado, las personas en situación de desplazamiento dejaron de ser 
consideradas como un efecto secundario de la guerra236, como población vulnerable 
o como simples víctimas de una catástrofe y merecedoras de asistencia237 y 
pasaron a ser víctimas de una violación a los derechos humanos y titulares de 
derechos cuyo disfrute debía ser asegurado por el Estado238. Y aun cuando los 
autores consideran que dicho impacto fue mayor en el sector público que en el 
privado239 el mismo también logra verse reflejado en el cambio del encuadramiento 
mediático de los medios de comunicación240. 
 
Finalmente, con relación al efecto creador, los autores describen el que llaman “el 
campo del desplazamiento”241, es decir, el entramado de actores estatales 
(nacionales e internacionales) y de la sociedad civil (nacionales e internacionales) 
que juegan un rol relevante en el tratamiento del problema, dentro del cual la Corte 
juega un rol central. Una vez identificados todos los actores y sus relaciones, 
Rodríguez y Rodríguez llegan a la conclusión de que el proceso originado con la 
sentencia T-025 de 2004 ha “creado un verdadero campo sociojurídico con actores, 
procedimientos, formas de intervención y posiciones múltiples que han resultado 
                                                          
236 Ibíd., p. 103. 
237 Ibíd., p. 105. 
238 En palabras, citadas por el estudio, de una funcionaria de la principal agencia estatal encargada 
de la atención de los desplazados: “la población desplazada hace cuatro años eran las personas que 
se paraban en los semáforos. Hoy son personas que tienen derechos, son personas a las que el 
Estado tiene que restablecerles todos sus derechos perdidos y esa mentalidad sí ha cambiado y ha 
cambiado mucho”, Ibíd., p. 102. 
239 Ibíd., p. 104. 
240 “Mientras que antes del fallo los medios tendían a hablar del tema en términos de fallas intrínsecas 
del aparato estatal (por ejemplo, la burocracia o la falta de presupuesto), después de la decisión 
judicial han tendido a tratarlo en términos del diagnóstico que la Corte ha hecho de dichas fallas”, 
Ibíd., p. 109. En el mismo sentido: CAICEDO, J.M., GAVIRIA, A. & MORENO, J. Hechos y palabras: la 
realidad colombiana vista a través de la prensa escrita. En: Revista de Economía Institucional. Primer 
semestre, 2012, vol. 14, n.° 26, pp. 137-168.     
241  RODRÍGUEZ GARAVITO, Cesar & RODRÍGUEZ FRANCO, Diana. Cortes y cambio social. Op. cit., pp. 
111-126. 
decisivos para la suerte de las políticas públicas sobre la crisis del desplazamiento 
en Colombia”242. 
 
ii) El segundo efecto de la sentencia y del proceso de seguimiento identificado por 
los autores es “el efecto de desbloqueo institucional”243. Se trató, según los mismos, 
de una de las consecuencias directas e instrumentales que contrarrestó “la 
dispersión de la responsabilidad sobre el tema y la inactividad de las entidades 
estatales”244 constatada tanto por el juez constitucional como por otros actores, 
antes de la declaración del ECI. Así, tanto la individualización de responsables y la 
precisión con la que la Corte identificó las principales causas de dicha parálisis 
pueden haber contribuido a las cuatro acciones inmediatas desplegadas por el 
Estado en virtud de las órdenes impartidas por la Corte que han facilitado la 
articulación pública245.   
 
iii) Relacionado con el anterior y llamado por los autores como “el intento de la Corte 
por racionalizar la administración pública”246, el tercero de los impactos atribuidos a 
la principal decisión del juez constitucional sobre desplazamiento forzado: “el efecto 
coordinador”247. No obstante se trate de un resultado parcial pues para el momento 
del estudio y según la evidencia referida aún persistían problemas de 
coordinación248 entre las entidades encargadas de la protección y la atención de la 
población en situación de desplazamiento, resulta relevante si se tienen en cuenta 
                                                          
242 Ibíd., p 126. 
243 Ibíd., pp. 128-141. 
244 Ibíd., p. 130. 
245 Estas son: “el aumento del presupuesto dedicado a la atención de la población desplazada, la 
reactivación del órgano coordinador de las políticas sobre el tema (el CNAIPD), la recolección de 
información básica y la creación de algunos programas urgentes”, Ibíd., pp. 132-133.  
246 Ibíd., p. 142. 
247 Ibíd., pp. 142-168. 
248 Tales como la duplicación y la desarticulación de actividades en los distintos niveles del Estado 
que describen los autores. Problemas que aún persisten y han sido ratificados por la Corte 
Constitucional, Cfr. COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA ESPECIAL DE SEGUIMIENTO A LA 
SENTENCIA T-025 DE 2004 Y SUS AUTOS DE CUMPLIMIENTO. Auto 383 de 2010. (10 de diciembre de 
2010) Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva. 
los indicadores que Rodríguez & Rodríguez249 describen y que demuestran los 
avances en términos de articulación entre las instituciones del estado.  
 
iv) El cuarto impacto que la investigación Cortes y cambio social250atribuye a la  T-
025 es “el efecto deliberativo” desencadenado por el seguimiento a la superación 
del ECI. Por un lado, los autores del estudio identifican como efecto deliberativo 
directo la interlocución entre representantes de instituciones del Estado, de 
organizaciones sociales, de organismos internacionales, de organizaciones de 
población desplazada y expertos, que se da en el seno de las audiencias públicas 
convocadas por la Corte. Escenarios que han servido para redefinir y evaluar 
políticas públicas incorporando a sujetos antes no escuchados y garantizando 
mayor publicidad y transparencia251.  
 
Por otro lado, es estudio destaca la reactivación y el surgimiento de otros 
“mecanismos deliberativos” estatales y no estatales252 distintos a las audiencias, 
que también han promovido la participación plural de actores de variada naturaleza 
en escenarios de discusión y proposición de soluciones al problema del 
desplazamiento, así como servido de estímulo para la “formación o el fortalecimiento 
de organizaciones sociales”253. Concretamente, mencionan al Consejo Nacional de 
                                                          
249 “Nuestro análisis muestra que el efecto coordinador ha tenido incidencia sobre dos de las cuatro 
fallas resaltadas por la Corte y expuestas anteriormente. De un lado, ha contribuido a llenar el vacío 
de mecanismos de coordinación, específicamente a través de la creación del Plan Nacional de 
Atención Integral a la Población Desplazada y la formulación de los PIU [Planes Integrales Únicos, 
cuyo alcance es precisamente el de la coordinación y la planeación de la oferta y la intervención]. 
De otro lado, ha logrado un aumento considerable en el número de comités territoriales [encargados 
de la identificación de las necesidades de los desplazados a nivel municipal, departamental y 
regional, así como de la formulación de los PIU], los organismos especializados que, a pesar de 
haber sido ordenados por la Ley 387 de 1997, seguían sin ser conformados en 2004, cuando fue 
expedida la sentencia T-025”, RODRÍGUEZ GARAVITO, Cesar & RODRÍGUEZ FRANCO, Diana. Cortes y 
cambio social. Op. cit., pp. 161-162. 
250 Ibíd., pp. 170-188. 
251 Las siguientes palabras, citadas en el libro mencionado, ilustran claramente el alcance del efecto 
deliberativo señalado por Rodríguez & Rodríguez: “lo que se ha generado es un escenario de 
diálogo, de construcción democrática de una política para unas víctimas. Ninguna otra política 
pública ha tenido un escenario donde en una mesa se puede sentar una persona desplazada, una 
persona de la sociedad civil, una persona del Gobierno y un representante de la rama judicial a 
discutir si efectivamente los ingresos presupuestales que se están dando para la población son 
suficientes”, Ibíd., p. 175.  
252 Ibíd., p. 176. 
253 Ibíd., p. 177. 
Atención Integral a la Población Desplazada, a los comités territoriales de atención 
integral a la población desplazada y a la Comisión de Seguimiento a la Política 
Pública sobre Desplazamiento Forzado254 como resultados del impulso deliberativo 
dado por la Corte.  
 
A los anteriores ejemplos concretos del efecto deliberativo se suman las Mesas de 
Trabajo temáticas que nacieron como consecuencia de los autos de la Corte 
referidos a sujetos especialmente protegidos por la Constitución. Se recuerda, por 
ejemplo, el auto 251 de 2008, el cual conminó a las entidades públicas encargadas 
a “garantizar la participación activa de las organizaciones que promueven los 
derechos de los niños afectados por el conflicto armado” en el diseño de los planes 
y programas que ordenó crear como garantía mínima de los derechos de la infancia 
y la adolescencia desplazada. En consecuencia, tanto las organizaciones 
mencionadas por la Corte como otras conformaron la Mesa de Trabajo del Auto 
251255 dentro de la cual se estudiaron e hicieron propuestas al gobierno y a la Corte 
dirigidas, en general, a mejorar la atención y la prevención del desplazamiento de 
los niños y las niñas y, concretamente, a contribuir en el diseño de los planes y 
programas que ordenó la Corte.   
 
Finalmente, antes de dar paso al quinto efecto de la jurisprudencia constitucional 
sobre desplazamiento forzado, precisemos que los hallazgos sobre el efecto 
deliberativo, apenas mencionados, sirven también de sustento al que hemos 
llamado el fundamento democrático del auto 251 de 2008 precisamente en razón al 
proceso ampliamente participativo que lo ha precedido y sucedido. Proceso que 
posiciona al juez constitucional no solo como promotor del debate democrático256 
sino también como facilitador de «políticas públicas constitucionales» a través de la 
                                                          
254 Dicha comisión reúne a varias organizaciones sociales y a personalidades con conocimientos e 
interés en la garantía de los derechos de las personas en situación de desplazamiento. De sus 
aportes se resalta el de haber conducido varias encuestas sobre las afectaciones que causa el 
desplazamiento y las condiciones de vida de las personas que lo padecen; atendiendo el llamado de 
la Corte a presentar informes técnicos, pero desde una perspectiva de derechos.  
255 De esa mesa hizo parte quien escribe, en el marco de la participación en el proyecto Cátedra 
Unesco de la Universidad Externado de Colombia. 
256 Ibíd., pp. 173-179. 
intermediación entre actores relevantes para la prevención y la atención de la 
infancia desplazada y el reconocimiento del rol protagónico del poder ejecutivo en 
esa tarea.      
  
v) El quinto efecto identificado por Rodríguez y Rodríguez es el “de política pública”. 
Dicho resultado da cuenta de la incidencia de la Corte Constitucional en “el diseño, 
la implementación y la evaluación de los programas sobre desplazamiento 
forzado”257. A partir de ejemplos concretos, los autores demuestran la relación de 
causalidad que se dio entre las decisiones de la Corte, desde la sentencia T-025 de 
2004, y el surgimiento de algunas políticas públicas dirigidas a la población en 
situación de desplazamiento, el mejoramiento de otras ya existentes y la 
incorporación de la perspectiva de derechos -ordenada por la Corte- en los planes 
y programas que sucedieron la T-025258. Impacto que sin ser homogéneo en las tres 
etapas de la política pública en cuestión, las atravesó a todas: el diseño259, la 
implementación260 y la evaluación261 de la respuesta pública al desplazamiento 
forzado interno.   
                                                          
257 Ibíd., p. 190. 
258 Uno de los ejemplos de tal incorporación, señalado por el estudio, es el del Plan Nacional de 
Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia. Dicho plan representa un paso adelante 
no solo desde el punto de vista de la definición de responsabilidades sino también respecto de la 
inclusión del enfoque de derechos, Ibíd., p. 199.     
259 Ibíd., pp. 197-210.   
260 Ibíd., pp. 210-216. “Como se analizó en el Capítulo 4, la Corte impulsó la implementación de la 
política al ejercer presión sobre las entidades estatales para que tomaran acciones concretas y 
superaran, así, el estancamiento que había caracterizado las políticas sobre el tema. Las reacciones 
estatales documentadas en dicho capítulo, tales como la fijación de los recursos necesarios para 
atender a la población desplazada, la reactivación del CNAIPD y la producción de información, hacen 
parte de la primera ola de un proceso de implementación de políticas públicas que se intensificó a 
medida que la Corte reforzó sus labores de monitoreo”, Ibíd., p. 211. 
261 Ibíd., pp. 216- 245. Valga la pena resaltar el proceso participativo y de trabajo conjunto entre la 
Corte Constitucional, el gobierno y la sociedad civil en la adopción de los que fueron llamados por la 
Corte como “indicadores de goce efectivo de derechos” de la población en situación de 
desplazamiento forzado interno [Cfr. COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. 
Auto 176 de 2005. (29 de agosto de 2005). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.  
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Auto 177 de 05. (29 de agosto de 
2005). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, 
SALA TERCERA DE REVISIÓN. Auto 178 de 2005. (29 de agosto de 2005). Magistrado Ponente: Dr. 
Manuel José Cepeda Espinosa. COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Auto 
218 de 06. (11 de agosto de 2006). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Auto 266 de 2006. (25 de septiembre 
de 2006). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Auto 337 de 2006. (27 de noviembre de 2006). 
vi) Desafortunadamente, los hallazgos de los autores no dan cuenta de mejoras 
contundentes en las condiciones de vida de las personas en situación de 
desplazamiento a partir de la sentencia T-025 de 2004 y sus autos de seguimiento. 
Se hace referencia al último efecto identificado por la investigación Cortes y cambio 
social: “el social”262. Justamente, la conclusión a la que llegan los autores después 
de analizar los resultados de la Encuesta Nacional de Verificación referidos a los 
derechos a la salud; a la educación; a la alimentación; a la vivienda; a la subsistencia 
mínima y a la atención humanitaria; a generar y percibir ingresos adecuados; a tener 
un documento de identidad; y a la verdad, la justicia, la reparación y la restitución 
de las tierras despojadas; es que, aunque ha habido avances frente a algunos 
aspectos específicos, la gran mayoría de las personas desplazadas continúa 
viviendo en condiciones de extrema precariedad263 o, como lo ha llamado la Corte, 
de extrema vulnerabilidad.             
 
Ese es el punto de partida de este estudio para insistir en la necesidad de que se 
comprenda, en su verdadera magnitud, una de las exigencias de la Corte más 
importante: la del enfoque diferencial etario. Se cree que buena parte de los 
obstáculos de su inclusión en la política pública sobre desplazamiento forzado 
interno es la escasa o nula comprensión de las razones que llevan al juez 
constitucional a ordenar que las decisiones públicas para solucionar el problema del 
                                                          
Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA 
SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 116 de 2008. (13 de mayo de 2008). Magistrado Ponente: Dr. Manuel 
José Cepeda Espinosa]. Proceso del que da cuenta Rodríguez y Rodríguez: “la Corte adoptó los 
más de cien indicadores de resultado que existen actualmente para medir los avances en políticas 
públicas con respecto a un grupo de veinte derechos. Al analizar la expedición y el seguimiento de 
estas decisiones, nos interesa destacar el proceso participativo y deliberativo mediante el cual fueron 
construidos los indicadores, y la forma como estos terminaron sirviendo como puente conceptual y 
terminológico entre los muy diversos actores estatales y sociales involucrados en el caso”, 
RODRÍGUEZ GARAVITO, Cesar & RODRÍGUEZ FRANCO, Diana. Cortes y cambio social. Op. cit., p. 219. 
Y al que se tuvo la oportunidad de contribuir: CENTRO DE INVESTIGACIÓN EN POLÍTICA CRIMINAL. 
Propuesta de política pública de justicia para las víctimas de desplazamiento forzado y herramientas 
de seguimiento y evaluación. En: Arnaud, André-Jean, et al. Cátedra Unesco. La investigación y la 
gobernanza. Reorientación de políticas públicas sobre desplazamiento forzado y justicia transicional. 
Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2011, pp. 179-213. 
262 RODRÍGUEZ GARAVITO, Cesar & RODRÍGUEZ FRANCO, Diana. Cortes y cambio social. Op. cit., pp. 
246-272. 
263 Ibíd., p. 268. 
desplazamiento tomen en consideración y respondan a las especificidades de la 
condición dela infancia y la adolescencia desplazada.  
 
Volviendo al balance negativo de Rodríguez y Rodríguez, el mismo se atenúa 
parcialmente, gracias al efecto simbólico atribuido a la intervención de la Corte en 
materia de desplazamiento forzado. Al respecto, los autores identificaron tanto la 
apropiación del enfoque de derechos por parte de los líderes de la población 
desplazada, como la participación de algunas de sus organizaciones en “los 
espacios políticos y discursivos que el caso ha abierto”264 como indicadores del 
impacto social simbólico que ha tenido la providencia en cuestión y su seguimiento. 
Efecto positivo que, sin embargo, no han podido constatar en la mayoría de esa 
población –es decir, la que no ejerce liderazgo o no se ha asociado–, dadas las 
dificultades prácticas para constatarlo y las respuestas de los expertos y 
funcionarios entrevistados, quienes en cambio sugirieron el desconocimiento de la 
T-025 de parte de la mayoría de personas desplazadas265.  
  
Hechas las anteriores consideraciones corresponde, a continuación, precisar cuáles 
son las funciones que desde el paradigma de la democracia constitucional se quiere 
atribuir a los derechos fundamentales para, a partir de ellos, identificar algunos de 
los fundamentos del enfoque diferencial etario: parte del fundamento teórico, parte 
del jurídico positivo y el axiológico. También se espera demostrar las limitaciones 
de las garantías constitucionales y legislativas frente al problema del 
desplazamiento forzado interno y la consecuente necesidad de trasladar la garantía 
constitucional al escenario donde en últimas se ven realizados o menos los 
derechos fundamentales: el de las políticas públicas.    
   
 
                                                          
264 Ibíd., p. 269. 
265 Ibíd., p. 271. 
C. La función de los derechos fundamentales y el ordenamiento jurídico 
colombiano 
 
Ahora bien, habiéndose introducido la disertación acerca de la función de los 
derechos fundamentales dentro de un paradigma específico de Derecho y del 
Estado266; una vez señaladas las características generales de esa democracia 
constitucional267; y establecidos algunos de los retos que debe asumir el juez 
constitucional dentro de ese paradigma corresponde, ahora, examinar cuatro 
particularidades de la democracia constitucional268 de las que se desprende una 
nueva “dimensión normativa” y “racionalidad sustancial”269 del ordenamiento 
jurídico, como se ha dicho. Se trata de los derechos fundamentales y su función de: 
1) límite y vínculo de las actuaciones y expresiones de todos los poderes públicos; 
2) defensa de los intereses y las expectativas de las generaciones presentes y 
futuras; 3) perfeccionamiento de las obligaciones del estado, conforme a su razón 
de ser, a través de la complementariedad entre mandatos de no hacer y de hacer; 
y 4) garantía de la igualdad y la convivencia pacífica.             
 
Esos cuatro indicadores de la evolución del estado hacia una democracia de 
derechos son los que van a determinar la relación entre las instituciones públicas, 
sus funciones y las personas que componen el Estado, tal como lo ha entendido el 
juez constitucional colombiano desde sus inicios270. De la misma manera, es a partir 
                                                          
266 A partir del aforismo de la ley del más débil. 
267 Con el ánimo de facilitar la comprensión, la valoración y la justificación de la posición que se ha 
de atribuir a esos intereses y expectativa vitales. 
268 Todavía de la mano de los Principia Iuris  de Ferrajoli. 
269 Ver página 16, pie de página 23. 
270 “La transformación drástica de la teoría del Estado se manifiesta también en la teoría de los 
derechos fundamentales especialmente en tres puntos: (i) En primer lugar, el catálogo de derechos 
de libertad (…) se amplía introduciendo en el discurso jurídico constitucional una serie de derechos 
sociales, económicos y culturales, así como reconociendo, posteriormente los llamados derechos 
colectivos o difusos. (ii) En segundo lugar, el carácter normativo de la Constitución y la introducción 
de nuevas categorías de derechos, obligan al poder público no solo a abstenerse frente a posibles 
violaciones de los derechos de libertad, sino a actuar positivamente para garantizar, de una parte los 
derechos de prestación y de otra, el debido respeto y eficacia de aquellos derechos que en la práctica 
pueden ser vulnerados en las relaciones privadas. (iii) Por último, dado que el Estado adquiere un 
papel activo en la protección de los derechos, se crea un sistema cada vez más completo de 
garantías, que hace cierta y eficaz la responsabilidad del poder público frente a posibles 
vulneraciones. De ahí, la existencia de la justicia constitucional y el establecimiento, en la mayoría 
de ellos que se pretende explicar la función de los derechos fundamentales para 
analizar la exigencia del enfoque diferencial etario en la respuesta del Estado 
colombiano al problema del desplazamiento forzado interno. En otras palabras, se 
pasa ahora a caracterizar las oportunidades que los derechos fundamentales 
proporcionan si son entendidos bajo un criterio funcional frente a esa específica 
vulneración de derechos.  
 
1. Los derechos fundamentales: límites y vínculos de todos los poderes  
   
Para empezar, se destaca del paradigma de la democracia constitucional la 
subordinación de todos los órganos del poder público a los derechos fundamentales 
y no sólo a la forma del derecho; dando, con ello como se verá, un paso adelante 
respecto del canon precedente del estado de derecho. En efecto, que esos poderes 
y contrapoderes sean un límite del actuar estatal es la consecuencia lógica de la 
necesidad de contener cualquier clase de poder absoluto271 a través de exigencias 
sustanciales que superen las deficiencias de los límites formales. Conclusión a la 
que se llega a partir de las trágicas experiencias de la historia que demostraron que 
la legitimación meramente formal de los sujetos y procedimientos de la producción 
jurídica son insuficiente para evitar la deshumanización de las minorías y/o la 
violación de la dignidad humana de las personas272. 
 
Esa función de los derechos fundamentales es garantía del método democrático 
mismo, ya que son los derechos, como límites sustanciales, los que evitan que a 
través de formas válidas sean eliminados los métodos participativos de decisión273. 
Se trata, en efecto, de la garantía de la supervivencia de la democracia a través de 
                                                          
de los regímenes constitucionales, de un recurso de amparo o tutela judicial efectivo”, COLOMBIA. 
CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-587 de 1992. (12 de noviembre de 1992). Magistrado Ponente: 
Ciro Angarita Barón. 
271 Se hace referencia a las dos características de la razón jurídica moderna a las que hace alusión 
Ferrajoli: al rechazo a la idea de un poder bueno y a la contención del tendencial absolutismo de 
cualquier poder. 
272 Se podría afirmar que existe acuerdo frente a la posición de los derechos fundamentales como 
límites “del potere dell’uomo sull’uomo”, BOBBIO, Norberto. OP cit., p. XV. 
273 “Para la supervivencia de cualquier democracia es necesario algún límite sustancial”, FERRAJOLI, 
Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 11. 
la atribución a todas las personas de poderes y contrapoderes exigibles al estado y 
que lo obligan a asegurar la igualdad formal y crear las condiciones para alcanzar 
la igualdad material a través de la consideración de todos y todas en la toma de 
decisiones. De manera que, la sujeción de las instituciones a esos intereses y 
expectativas es la estrategia para blindar el método democrático de la tentación 
absolutista y del uso del poder para intereses de grupos o de parte.        
 
Esa función que cumplen los derechos fundamentales dentro del estado 
constitucional de derecho, como se dijo, representa un avance respecto del 
paradigma precedente, el cual no obstante contener en su génesis la idea de 
limitación de los poderes absolutos a través de la sustitución del poder de los 
hombres por el poder de las leyes274 deja aún abierta la posibilidad a cierto 
absolutismo. Será entonces la ulterior subordinación de la ley a la constitución la 
que cierre las puertas a cualquier posible arbitrariedad275. Y así lo ha recordado el 
juez constitucional colombiano al hablar de la relación de subordinación del 
legislador frente a la constitución sin negar, claro está, el margen de libertad que 
resta en cabeza de él en ejercicio de su potestad legislativa276. 
 
De manera que, el sometimiento de la ley a la constitución, tal como se ha apenas 
mencionado en la anterior nota al pie, es la consecuencia obvia de la posición que 
ocupa la constitución dentro del ordenamiento jurídico colombiano como norma de 
                                                          
274 “Al menos en el plano normativo, con la rígida constitucionalización del poder llega a cumplimiento 
el proceso de su regulación y limitación mediante la progresiva sustitución del gobierno de los 
hombres por el gobierno de las leyes: que es «el gobierno de la razón»”, Ibíd., p. 45. 
275  “La novedad introducida por el constitucionalismo en la estructura de las democracias es, en 
efecto, que conforme a él incluso el supremo poder legislativo está jurídicamente disciplinado y 
limitado no sólo respecto a las formas, predispuestas como garantía de la afirmación de la voluntad 
de la mayoría, sino también en lo relativo a la sustancia de su ejercicio, obligado al respecto de esas 
específicas normas constitucionales que son el principio de igualdad y los derechos fundamentales”, 
Ibíd., p. 10.   
276 “Esto es claro porque el Legislador tiene frente a la Constitución una relación compleja puesto 
que ésta es tanto de libertad como de subordinación. El Legislador no puede desbordar la 
Constitución y está subordinado a ella porque la Carta es norma de normas (CP art. 4). Pero, en 
función del pluralismo y la participación democrática, el Legislador puede tomar diversas opciones 
dentro del marco de la Carta. Esto es lo que la doctrina constitucional comparada ha denominado la 
libertad de formación democrática de la voluntad o la libertad de configuración política del 
Legislador”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-038 de 1995. (9 de febrero de 1995). 
Magistrado Sustanciador: Alejandro Martínez Caballero. 
normas. Ciertamente es el alcance jurídico de la constitución –obliga a todos los 
órganos del poder público y hace inaplicables las normas contrarias– y el lugar 
privilegiado que otorga a los derechos y a sus titulares –Artículos 5° y 93 de la 
Constitución Política de Colombia– lo que determina que también la ley se 
encuentre sujeta a los poderes y las expectativas impuestas por los derechos 
fundamentales277.   
 
Esas potestades y necesidades representan, además, las dos caras de la 
democracia que, desde el punto de vista de la función de los derechos 
fundamentales, están llamadas a servir de límite y mandato de acción de los 
órganos del poder público. Se hace referencia a las dos dimensiones –formal y 
material– de las que Ferrajoli habla y a partir de las cuales se sustenta el orden 
complementario del estado constitucional de derecho. En efecto, gracias a  la 
garantía de la dimensión formal (política y civil) y sustancial (libera y social) de la 
democracia278 es que el estado cumple sus fines, que en palabras de Bobbio no es 
nada más y nada menos que “impedirne i malefici o ottenere i benefici”279 para todas 
y cada una de las personas.   
 
Pero, ¿de qué manera se cumple esa función? Para empezar no existe autoridad 
pública sin funciones delimitadas, abandonada al propio arbitrio o eximida de las 
órdenes y límites impuestos por los derechos fundamentales280. A ello se suman las 
                                                          
277 “Sólo la constitución, en efecto, teniendo grado supraordenado a todas las demás fuentes y 
normas, puede regular –a todos los niveles estatales, infraestatales y supraestatales– las formas y 
contenidos de aquellas: (…) imponer una legislación de realización de tales derechos [los 
fundamentales], apta para colmar las eventuales lagunas primarias y secundarias con la introducción 
de las respectivas garantías; prever controles de constitucionalidad no sólo sobre las leyes sino sobre 
cualquier acto formal lesivo de los principios constitucionales, y no sólo sobre las violaciones de la 
constitución por comisión sino también por omisión”, FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la 
democracia. Op. cit., p. 84. 
278 “El paradigma de la democracia constitucional comporta la garantía de sus dos dimensiones 
formales, la política y la civil, pero también la sujeción de las mismas a límites y vínculos jurídicos en 
garantía de sus dimensiones sustanciales, tanto liberales como sociales”, FERRAJOLI, Luigi. Principia 
iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 28. 
279 BOBBIO, Norberto. Op. cit., p. XV. 
280 Constitución Política de Colombia, Artículo 188. El Presidente de la República simboliza la unidad 
nacional y al jurar el cumplimiento de la Constitución y de las leyes, se obliga a garantizar los 
derechos y libertades de todos los colombianos.  
garantías constitucionales y legales, de las que hablaremos a continuación, cuyo 
objetivo es precisamente asegurar que la función de vínculo y límite de los poderes 
públicos se cumpla. Para terminar, también los ciudadanos y, en general, todas las 
persona están en la obligación de cumplir con los mandatos constitucionales, siendo 
mayor la responsabilidad frente a los derechos fundamentales en la medida en que 
la Carta Superior además de imponer su respeto, impone su defensa y difusión de 
parte de todas las personas281.      
 
2. Los derechos fundamentales y las garantías constitucionales   
 
Se ha apenas dicho que para limitar el ejercicio de los poderes públicos y aquellos 
privados las constituciones cuentan con dos tipos de garantías, cada uno 
correspondiente a un orden distinto: el constitucional y el legal. Garantías, que 
además están relacionadas con el cometido que los derechos fundamentales 
cumplen dentro del estado constitucional de derecho, de contención e impulso al 
mismo tiempo. Las garantías constitucionales, por su parte, cumplen la primera de 
esas funciones al evitar que se deroguen o violen282 los poderes y contrapoderes 
conferidos a todas y cada una de las personas; a través de dos normas distintas: 
aquellas “sobre la revisión constitucional” o “garantías constitucionales primarias”283 
(a) y las que corresponden al “control jurisdiccional de constitucionalidad” o 
“garantías constitucionales secundarias”284 (b).    
 
a) Con relación a las garantías constitucionales primarias, es decir a aquellas 
disposiciones que prohíben o establecen las normas para la modificación de la 
                                                          
281 Constitución Política de Colombia, Artículo 95. La calidad de colombiano enaltece a todos los 
miembros de la comunidad nacional. Todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla. El 
ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades. 
Toda persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes. Son deberes de la persona y del 
ciudadano: (…) 4. Defender y difundir los derechos humanos como fundamento de la convivencia 
pacífica. 
282 FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 85. 
283 Ibíd., p. 87. 
284 Ibíd., p. 87. 
constitución, la colombiana de 1991 establece en su artículo 374285 que es potestad 
del constituyente (Asamblea Constituyente) del pueblo (referendo) o del legislador 
(acto legislativo) reformar la carta política sin más límites que aquellos contenidos 
en dicho título; los cuales, valga decir, son de tipo procedimental pues no incluyen 
consideración alguna respecto de/a los contenidos o las materias de las reformas 
(Título XIII, De la reforma de la Constitución). Según el artículo 379286 la 
inconstitucionalidad de las eventuales modificaciones de la constitución se reduce 
a las posibles violaciones de los requisitos contenidos en dicho título que, como se 
ha apenas dicho, sólo hacen referencia a los trámites que deben seguir los tres tipos 
de mecanismos de alteración de la constitución287. 
                                                          
285 Constitución Política de Colombia, Artículo 374. La Constitución Política podrá ser reformada por 
el Congreso, por una Asamblea Constituyente o por el pueblo mediante referendo. 
286 Constitución Política de Colombia, Artículo 379. Los actos legislativos, la convocatoria a 
referendo, la consulta popular o el acto de convocación de la Asamblea Constituyente, sólo podrán 
ser declarados inconstitucionales cuando se violen los requisitos establecidos en este título. 
La acción pública contra estos actos sólo procederá dentro del año siguiente a su promulgación, con 
observancia de lo dispuesto en el artículo 241 numeral 2º. 
287 Constitución Política de Colombia, Artículo 375. Podrán presentar proyectos de acto legislativo el 
gobierno, diez miembros del Congreso, el veinte por ciento de los concejales o de los diputados y 
los ciudadanos en un número equivalente al menos, al cinco por ciento del censo electoral vigente. 
El trámite del proyecto tendrá lugar en dos períodos ordinarios y consecutivos. Aprobado en el 
primero de ellos por la mayoría de los asistentes, el proyecto será publicado por el gobierno. En el 
segundo período la aprobación requerirá el voto de la mayoría de los miembros de cada cámara. 
En este segundo período sólo podrán debatirse iniciativas presentadas en el primero. 
Constitución Política de Colombia, Artículo 376. Mediante ley aprobada por mayoría de los miembros 
de una y otra cámara, el Congreso podrá disponer que el pueblo en votación popular decida si 
convoca una Asamblea Constituyente con la competencia, el período y la composición que la misma 
ley determine. Se entenderá que el pueblo convoca la asamblea, si así lo aprueba, cuando menos, 
una tercera parte de los integrantes del censo electoral. La asamblea deberá ser elegida por el voto 
directo de los ciudadanos, en acto electoral que no podrá coincidir con otro. A partir de la elección 
quedará en suspenso la facultad ordinaria del Congreso para reformar la Constitución durante el 
término señalado para que la asamblea cumpla sus funciones. La asamblea adoptará su propio 
reglamento. 
Constitución Política de Colombia, Artículo 377. Deberán someterse a referendo las reformas 
constitucionales aprobadas por el Congreso, cuando se refieran a los derechos reconocidos en el 
Capítulo 1 del Título II y a sus garantías, a los procedimientos de participación popular, o al Congreso, 
si así lo solicita, dentro de los seis meses siguientes a la promulgación del acto legislativo, un cinco 
por ciento de los ciudadanos que integren el censo electoral. La reforma se entenderá derogada por 
el voto negativo de la mayoría de los sufragantes, siempre que en la votación hubiere participado al 
menos la cuarta parte del censo electoral. 
Constitución Política de Colombia, Artículo 378. Por iniciativa del Gobierno o de los ciudadanos en 
las condiciones del artículo 155, el Congreso, mediante ley que requiere la aprobación de la mayoría 
de los miembros de ambas cámaras, podrá someter a referendo un proyecto de reforma 
constitucional que el mismo Congreso incorpore a la ley. El referendo será presentado de manera 
que los electores puedan escoger libremente en el temario o articulado qué votan positivamente y 
qué votan negativamente. 
En efecto, el Titulo XIII incorpora en su articulado los legitimados para promover los 
proyectos de reforma, los momentos en los que se han de surtir las discusiones de 
dichos proyectos, la duración de las mismas, las mayorías requeridas para su 
aprobación y otros aspectos que no incluyen, por ejemplo, temas vedados a las 
modificaciones de la constitución. Adicionalmente y como guardiana de la 
constitución, el artículo 241 le asigna a la Corte Constitucional la función de decidir 
acerca de la inconstitucionalidad de los actos reformatorios del texto constitucional 
y de la convocatoria a referendo o asamblea constituyente, y aclara expresamente 
que dicho control sólo será “por vicios de procedimiento en su formación”288. 
Disposición que claramente difiere de la voluntad expresada por el constituyente 
originario con relación al legislador en la medida que la Corte al valorar la 
constitucionalidad de las leyes lo hace “tanto por su contenido material como por 
vicios de procedimiento en su formación”289. 
                                                          
La aprobación de reformas a la Constitución por vía de referendo requiere el voto afirmativo de más 
de la mitad de los sufragantes, y que el número de éstos exceda de la cuarta parte del total de 
ciudadanos que integren el censo electoral. 
288 Constitución Política de Colombia, Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda 
de la integridad y supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. 
Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: 1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad 
que promuevan los ciudadanos contra los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea 
su origen, sólo por vicios de procedimiento en su formación. 2. Decidir, con anterioridad al 
pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a un referendo o a una 
Asamblea Constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. En el mismo sentido el juez constitucional: “a la Corte Constitucional se le ha asignado el 
control de los Actos Legislativos, pero únicamente por vicios de procedimiento en su formación, es 
decir, por violación del trámite exigido para su aprobación por la Constitución y el Reglamento del 
Congreso. El control constitucional recae entonces sobre el procedimiento de reforma y no sobre el 
contenido material del acto reformatorio. Cabe agregar que como el control constitucional de los 
Actos Legislativos no es de carácter oficioso, sino rogado (por demanda ciudadana), la Corporación 
en estos casos tan sólo puede pronunciarse sobre los cargos formulados por los demandantes”,  
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-543 de 1998. (1 de octubre de 1998). Magistrado 
Ponente: Dr. Carlos Gaviria Diaz. “En definitiva, del análisis de los distintos criterios o argumentos 
interpretativos se desprende que el sentido del artículo 241-1 es inequívoco: se delimita 
negativamente la competencia de la Corte Constitucional como poder constituido, en tanto no puede 
entrar a revisar el contenido material de los actos reformatorios de la Constitución”. COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Salvamento parcial de voto del Magistrado Humberto Antonio Sierra 
Porto a la Sentencia C-1040 de 2005. (19 de octubre de 2005). Magistrados Ponentes: Dr. Manuel 
José Cepeda Espinosa, Dr. Rodrigo Escobar Gil, Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra, Dr. Humberto 
Antonio Sierra Porto, Dr. Álvaro Tafur Galvis y Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 
289 Constitución Política de Colombia, Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda 
de la integridad y supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. 
Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: (…) 4. Decidir sobre las demandas de 
inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, tanto por su contenido material 
como por vicios de procedimiento en su formación. 
De manera que, con lo hasta ahora enunciado se podría afirmar que las anteriores 
disposiciones constitucionales, confirman el carácter garantista de la Constitución 
colombiana expresado en su mayor rigidez –en este caso relativa en la medida que 
para su reforma son previstos mecanismos especiales que hacen de las 
modificaciones a la constitución “procedimientos más gravosos que los previstos 
para las leyes ordinarias”290– y sugieren que la Constitución de 1991 se adhiere a 
la “tesis democrática” que Ferrajoli atribuye a Sieyès291 y que privilegia la voluntad 
popular y la decisión política del poder democrático, garantizando así la libertad de 
cada generación de adaptar la constitución a las necesidades cambiantes, sin 
límites materiales oponibles292.  
 
Potestad que privilegian, también, quienes se oponen a la tesis de los límites 
competenciales al poder de reforma de la constitución293 con el argumento de que 
dicha postura “significa una desvalorización del poder de reforma a la Constitución 
y en definitiva puede conducir a una petrificación del ordenamiento constitucional y 
(…) supone alterar el principio de soberanía popular”294. Postura que, además, se 
reafirma si se tiene en cuenta que la Constitución colombiana de 1991 no contiene 
clausulas pétreas o inmodificables295 o “cláusulas expresas de intangibilidad”296.  
                                                          
290 FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 87.  
291 Ibíd., p. 86. 
292 “El argumento principal aducido para sostener esta segunda tesis es que una excesiva rigidez de 
las constituciones equivaldría a limitar los poderes constituyentes de las generaciones futuras y, más 
en general, los principios de la democracia política: a «atarles las manos», según una eficaz 
expresión corriente”, Ibíd., p. 86  
293 Como el Magistrado Sierra Porto en su Salvamento parcial de voto a la Sentencia C-1040 de 
2005, en el que se aparta de la tesis defendida en la misma sentencia, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Salvamento parcial de voto del Magistrado Humberto Antonio Sierra 
Porto a la Sentencia C-1040 de 2005. (19 de octubre de 2005). Magistrados Ponentes: Dr. Manuel 
José Cepeda Espinosa, Dr. Rodrigo Escobar Gil, Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra, Dr. Humberto 
Antonio Sierra Porto, Dr. Álvaro Tafur Galvis y Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 
294 Ibíd. 
295 “Aunque la Constitución de 1991 no establece expresamente ninguna cláusula pétrea o 
inmodificable, esto no significa que el poder de reforma no tenga límites”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-551 de 2003. (9 de julio de 2003). Magistrado Ponente: 
Dr. Eduardo Montealegre Lynett. 
296 “No fue fácil para la Corporación explicar la posición de su planteamiento jurisprudencial acerca 
de una Constitución que como la del 91 no cuenta con cláusulas expresas de intangibilidad”, RAMÍREZ 
CLEVES, G. El control material de las reformas constitucionales mediante acto legislativo. A partir de 
la jurisprudencia establecida en la Sentencia C-551 de 2003. En: Revista Derecho del Estado Junio, 
2006, n.° 18, p. 4.  
No obstante eso y con las dificultades que el autor citado menciona, la Corte 
Constitucional colombiana ha venido sosteniendo desde la sentencia C-551 de 2003 
la tesis de los limites competenciales de la reforma constitucional a partir de la 
distinción entre poder constituyente y poder de reforma (de los poderes 
constituidos)297. Según dicha distinción la posibilidad de modificar la constitución no 
implica la atribución de la competencia propia del poder constituyente y una cosa 
es reformar –que es lo que está permitido en el artículo 374 de la Constitución– y 
otra bien distinta suprimir, cambiar, sustituir o derogar la constitución298. Es así 
como, mientras el constituyente originario detenta el poder de sustitución –tal como 
ocurrió en Colombia en 1991 cuando el constituyente de esa fecha derogó por 
completo la precedente constitución de 1886299–, el constituyente derivado sólo 
puede reformar la constitución sin cambiarla o remplazarla por otra; según los 
argumentos de la mencionada sentencia.   
 
Y es a partir de esa distinción que se ha construido el argumento de los vicios 
procedimentales competenciales que le ha permitido a la Corte declarar la 
inconstitucionalidad de leyes, por las cuales se convoca a un referendo300, y actos 
legislativos301 cuando se ha considerado que los mismos implican un cambio de la 
constitución vigente (como ejemplos se han mencionado el caso hipotético en el 
que se pasa de un régimen democrático a uno totalitario o absoluto302 o cuando se 
cambia por completo la forma de organización política “en otra opuesta (…) o 
                                                          
297 “La técnica de la reforma constitucional le atribuye competencias a dichos órganos [los 
constituidos] para modificar, revisar, enmendar e implementar nuevos aspectos de la Constitución, 
pero dicha competencia se restringe con relación a los elementos básicos o fundamentos esenciales 
de la Constitución y por ende no podrían estos poderes cambiar o destruir la Norma Suprema, ya 
que dichos órganos no serían competentes para hacerlo”, Ibíd., p. 6. 
298 Ibíd., p. 6.  
299 Constitución Política de Colombia, Artículo 380. Queda derogada la Constitución hasta ahora 
vigente con todas sus reformas. Esta Constitución rige a partir del día de su promulgación. 
300 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-551 de 2003. (9 de julio de 2003). 
Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Montealegre Lynett. 
301 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia. C-1200 de 2003. (9 de diciembre de 2003). 
Magistrados Ponentes: Manuel José Cepeda Espinosa y Rodrigo Escobar Gil. 
302 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-551 de 2003. (9 de julio de 2003). 
Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Montealegre Lynett. 
integralmente diferente”303). Pues ello significa, según el juez constitucional, que el 
órgano reformador superó los límites de su competencia al derogar o sustituir el 
texto fundamental estando habilitado solamente para reformarlo304. Es, entonces, 
de esa manera como la Corte ha superado los límites formales del control 
constitucional procedimental de las modificaciones de la constitución, a través del 
análisis de los vicios de competencia305.   
 
Asimismo, en las decisiones en las que la Corte ha ampliado sus potestades de 
control de constitucionalidad de las reformas a la constitución por falta de 
competencia del órgano reformador306 el juez constitucional ha hecho referencia a 
expresiones tales como “los elementos definitorios de la identidad de la Constitución 
de 1991”307, “el concepto de Constitución tal como el mismo se concibe en el 
constitucionalismo contemporáneo”308 y, en general, a principios y valores que 
marcan la diferencia entre reforma y sustitución de la Constitución, permitiéndose la 
modificación de esos más no su reemplazo por unos integralmente distintos. Sin 
embargo, esos conceptos no han sido claramente delimitados “dejando amplias 
potestades para declarar inconstitucional o no una reforma”309.  
                                                          
303 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia. C-1200 de 2003. (9 de diciembre de 2003). 
Magistrados Ponentes: Manuel José Cepeda Espinosa y Rodrigo Escobar Gil. 
304 “La Corte solo tiene competencia para verificar que el poder de reforma, que es constituido, no 
haya adoptado un acto mediante el cual sustituya la Constitución que lo habilitó exclusivamente para 
reformarla”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-1040 de 2005. (19 de 
octubre de 2005). Magistrados Ponentes: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, Dr. Rodrigo Escobar 
Gil, Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra, Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, Dr. Álvaro Tafur Galvis y 
Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 
305 “Por otro lado, ha puntualizado la Corte que cuando la Constitución adjudica a la Corte el control 
de los vicios de procedimiento en la formación de una reforma constitucional no sólo le atribuye el 
conocimiento de la regularidad del trámite como tal, sino que también le confiere la facultad de 
examinar si el Constituyente derivado, al ejercer el poder de reforma, incurrió o no en un vicio de 
competencia… De acuerdo con reiterada jurisprudencia de la Corte, el examen de los llamados vicios 
competenciales se aplica a la consideración conforme a la cual el poder de reforma constitucional 
no comprende la posibilidad de derogar o sustituir la Constitución”, Ibíd. 
306 RAMÍREZ CLEVES, G. Reformas a la Constitución de 1991 y su control de constitucionalidad: entre 
democracia y demagogia. En: Revista Derecho del Estado,  2008, diciembre, n.° 21, p. 147.   
307 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-1040 de 2005. (19 de octubre de 
2005). Magistrados Ponentes: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, Dr. Rodrigo Escobar Gil, Dr. 
Marco Gerardo Monroy Cabra, Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, Dr. Álvaro Tafur Galvis y Dra. 
Clara Inés Vargas Hernández. 
308 Ibíd. 
309 RAMÍREZ CLEVES, G. Reformas a la Constitución de 1991 y su control de constitucionalidad: entre 
democracia y demagogia. Op. cit., p. 147. “No se especifica en la jurisprudencia referida la definición 
Esa indeterminación, aunada a la necesaria respuesta a las objeciones 
democráticas que abogan por la no petrificación de las constituciones y por la 
libertad de las generaciones futuras de darse una constitución propia o distinta sin 
que existan límites que impidan la mutación o adaptación del texto constitucional, 
exigen un ulterior análisis acerca de los argumentos que, de un lado, permitan 
mantener el equilibrio entre la voluntad popular y la rigidez de la constitución y que, 
de otro lado, den claridad acerca de –en el caso de que se acepten– los principios 
o valores que el reformador de la constitución no puede cambiar, especialmente en 
constituciones como la colombiana que no contienen cláusulas de intangibilidad. 
 
Con relación a lo primero, es decir a la tensión entre el alcance del principio 
democrático y la primacía de la constitución, que surge de la eventual imposibilidad 
del primero de expresarse de cara a unos límites que impiden modificar el todo o 
una parte de la constitución, resulta razonable la diferenciación contenida en la 
Aclaración de voto de la sentencia C-572 de 2004 del Magistrado (E) Rodrigo 
Uprimny Yepes, quien parte de la pregunta acerca de si existe una diferencia en el 
alcance de la competencia reformatoria de cada uno de los tres poderes autorizados 
en Colombia para modificar la constitución: el Congreso (mediante acto legislativo), 
el pueblo (a través de referendo) o el constituyente (a partir de una asamblea 
constituyente)310.  
 
Para la época de dicha providencia, como lo resalta el magistrado mencionado, no 
se había establecido diferencia alguna entre las competencias que correspondían a 
                                                          
de dichos valores o la forma en que se deben aplicar dichos principios como restricción de los 
poderes de reforma. Lo mismo sucede con los límites heterónomos o aquellos principios y valores 
que surgen del bloque de constitucionalidad, de lo cual se infiere que la deducción, concreción, 
definición e implementación de los principios y valores limitantes que impidan la sustitución 
corresponderá a la interpretación que realice el juez constitucional en las ulteriores ‘demandas de 
inconstitucionalidad por sustitución’ que en su día se presenten, dejando la concreción y 
estructuración de la teoría para dichos fallos”, RAMÍREZ CLEVES, G. El control material de las reformas 
constitucionales mediante acto legislativo. A partir de la jurisprudencia establecida en la Sentencia 
C-551 de 2003. Op. cit., p. 6.  
310 “¿La competencia del poder de reforma es idéntica cuando es ejercida por la vía del acto 
legislativo que cuando es desarrollada por referendo o por asamblea constituyente?”, COLOMBIA. 
CORTE CONSTITUCIONAL. Aclaración de voto del Magistrado (E) Rodrigo Uprimny Yepes a la Sentencia 
C-572 de 2004. (8 de junio de 2004). Magistrado Ponente (E): Dr. Rodrigo Uprimny Yepes. 
cada uno de esos tres poderes de reforma311. Vacío que se entiende llenar en la 
aclaración de voto a partir, precisamente, de la distinción del alcance democrático y 
participativo de cada uno de esos poderes. Es de esa manera como, se identifican 
distintos grados de competencia del poder de reforma acordes al grado de dificultad 
de los procedimientos de reforma y al nivel de participación ciudadana312. Así, se 
considera mayor la posibilidad de afectación de los contenidos constitucionales en 
la medida en que sea a su vez mayor la participación ciudadana; como cuando es 
ella directamente la que decide, y no a través de sus representantes en el congreso, 
acerca de lo que se ha de cambiar313.         
 
Dentro de los argumentos esbozados se encuentra el de carácter histórico, que 
hace mención a las actas de la Asamblea Constituyente, las cuales dan cuenta de 
la preocupación del constituyente primario de salvaguardar temas transcendentales 
–dentro de los que se resalta, desde ya, “el reconocimiento y la protección de los 
derechos constitucionales”– del poder de las mayorías314; el de la 
“institucionalización parcial del poder constituyente originario” representada en los 
mecanismo de referendo y asamblea constituyente315 y, por supuesto, el de la 
diferencia democrática entre las reformas constitucionales aprobadas por 
                                                          
311 “Las dos sentencias que han estudiado el tema de la competencia del poder de reforma no han 
analizado si dicha competencia es idéntica en las tres vías de reforma constitucional previstas por la 
Carta”, Ibíd.  
312 “El alcance del poder de reforma es distinto según que el procedimiento sea más o menos 
agravado y recurra a mayor o menor participación ciudadana, lo cual explicaría, entre otras cosas, 
que nuestro ordenamiento recurra a distintos mecanismos de reforma constitucional”, Ibíd. 
313 “En efecto, esto sugiere que los asuntos más trascendentales de reforma constitucional quedan 
reservados a los procedimientos y vías que cuenten con una mayor participación directa del pueblo 
(referendo y asamblea constituyente), mientras que las modificaciones de las regulaciones 
constitucionales que no afecten la estructura básica podían ser aprobadas por medio de acto 
legislativo”, Ibíd. 
314 “Esta idea fue retomada en los debates en la Asamblea Constituyente, en donde algunos 
delegatarios plantearon la necesidad de que la reforma constitucional tuviera distintos niveles de 
exigencia, de tal manera que la revisión de los temas esenciales, ligados a los principios 
fundamentales y al reconocimiento y protección de los derechos constitucionales, estuviera sometida 
a un trámite más riguroso y que incluyera la participación ciudadana”, Ibíd. 
315 “Estos procedimientos extraordinarios de reforma, a saber el referendo y la asamblea 
constituyente, implican entonces una cierta positivación o institucionalización parcial del poder 
constituyente originario, que tiene un objetivo preciso: permitir que incluso los cambios más radicales 
de nuestro ordenamiento puedan ser adelantados por medios jurídicos, lo cual es natural en una 
Constitución que no sólo reconoce la soberanía popular sino que, además, establece que la paz es 
un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento”, Ibíd. 
participación directa de los ciudadanos en el referendo y la asamblea constituyente 
y las decisiones que toman unos pocos representantes de todos los ciudadanos a 
través de una limitada mayoría en los actos legislativos316.    
 
De las anteriores consideraciones se deduce, entonces, que los límites al poder de 
reforma han de ser graduales, siendo la competencia del legislador la menor317, 
seguida de aquella que se materializa en el referendo318, que al pasar por la 
aprobación del congreso y terminar con el consenso directo del pueblo es mayor 
que la precedente. Y, finalmente, quien ostenta el mayor grado de competencia de 
reforma son los constituyentes a quienes, como es apenas obvio, les esta incluso 
permitido sustituir la constitución conforme a los términos del artículo 376 de la 
                                                          
316 “La reforma constitucional por vía de acto legislativo aprobado por el Congreso de la República, 
en los términos del artículo 375 de la Constitución, únicamente demanda el concurso de los partidos 
políticos con representación en el Congreso y la mayoría calificada exigida es relativamente baja, en 
términos de derecho comparado, pues basta la mayoría absoluta de los miembros de ambas 
cámaras, mientras que muchos ordenamientos requieren votaciones de dos terceras partes o tres 
cuartas partes de los integrantes de esas corporaciones. Además, este mecanismo no supone la 
participación directa del pueblo sino únicamente de sus representantes. Como quiera que este 
procedimiento implica la menor –en relación con las restantes posibilidades de reforma- 
representación o manifestación del consenso sobre la reforma, ha de entenderse que en tales casos 
es donde la competencia del poder de reforma es menor”, Ibíd. 
317 “Conforme a lo anterior, el límite general al poder de reforma es el respeto a la intangibilidad de 
la estructura básica de la Constitución. Y por ello el Congreso, como poder de reforma “ordinario”, 
que actúa por vía de acto legislativo, sin contar con la participación directa de la ciudadanía, no 
puede entonces alterar la estructura básica ni el contenido esencial de la Constitución; un acto 
legislativo puede variar aquellas regulaciones constitucionales, que no impliquen una alteración de 
la identidad política de la Carta, como un todo considerado”, Ibíd. 
318 “Así, la reforma constitucional por vía de referendo supone una ampliación de la base democrática 
de la reforma. En efecto, tal como lo prevé el artículo 378 de la Carta, no resulta suficiente la 
aprobación por parte de la representación política en el Congreso, sino que, además, el pueblo tiene 
que aprobar directamente la decisión. Pero eso no es todo; la Carta no sólo exige que la modificación 
sea aprobada por más de la mitad de los sufragantes, sino que además establece un umbral mínimo 
de participación, pues señala que la reforma debe haber sido votada por más de la cuarta parte del 
total de ciudadanos que integren el censo electoral. Estas exigencias institucionalizan parcialmente 
el poder constituyente originario, y por ello es posible, por esta vía, modificar la estructura básica de 
la Constitución”, Ibíd. 
Constitución Política de Colombia, de la sentencia C-1040 de 2005319 y de la 
aclaración de voto a la sentencia C-572 de 2004320. 
 
Sin embargo, la posibilidad de que el pueblo empodere a un nuevo constituyente 
para dar origen a una nueva constitución plantea un interrogante adicional frente al 
caso hipotético en el que la asamblea constituyente decida eliminar derechos 
fundamentales o disminuir sus garantías. Situación ligeramente enunciada en la 
aclaración de voto de la que se ha venido hablando321 a partir de las cuestiones de 
derecho internacional que tal situación propiciaría, en la medida que Colombia ha 
asumido importantes obligaciones de protección de los derechos fundamentales a 
través de la ratificación de tratados y convenios internacionales que lo vinculan y lo 
obligan, entre otras cosas, a modificar su ordenamiento jurídico adaptándolo a 
dichos compromisos de protección. Se pregunta, entonces, si de esos acuerdos 
internacionales no surge el posicionamiento de los derechos fundamentales como 
                                                          
319 “El Congreso, aun cuando reforma la Constitución, no es el detentador de la soberanía que “reside 
exclusivamente en el pueblo”, el único que puede crear una nueva Constitución. Adicionalmente, la 
Corte constató que el pueblo puede investir a una Asamblea Constituyente de la competencia para 
expedir una nueva Constitución, posibilidad expresamente permitida en el artículo 376 de la Carta. 
Solo por medio de este mecanismo puede ser sustituida la Constitución vigente por una opuesta o 
integralmente diferente”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-1040 de 
2005. (19 de octubre de 2005). Magistrados Ponentes: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, Dr. 
Rodrigo Escobar Gil, Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra, Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, Dr. 
Álvaro Tafur Galvis y Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 
320 “Finalmente, del trámite fijado en el artículo 376 de la Constitución para la reforma por vía de 
Asamblea Constituyente se deriva que se está en presencia de un sistema que impone la máxima 
base democrática para la reforma constitucional, pues, en realidad, se incorporan los modos 
anteriores (aprobación del Congreso y del pueblo de la convocatoria) y la realización de nuevas 
elecciones, además de la suspensión de la potestad de reforma del Congreso. Fuera de ello, para la 
aprobación de la convocación a la asamblea, ese artículo exige un umbral mayor de participación 
pues se requiere que lo apruebe al menos una tercera parte de los integrantes del censo electoral, 
y no únicamente la cuarta parte, como en el caso del referendo. Finalmente, la Carta establece que 
la ley que es sometida al pueblo para que éste decida si se convoca o no a la correspondiente 
asamblea, determinará la competencia de la misma. En tales circunstancias, si la ley establece que 
la competencia de esa asamblea incluye la revisión total de la Constitución, y el pueblo aprueba la 
convocación de una asamblea con tales poderes, entonces se entiende que dicho cuerpo actuaría 
como poder comisionado del pueblo soberano”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Aclaración de 
voto del Magistrado (E) Rodrigo Uprimny Yepes a la Sentencia C-572 de 2004. (8 de junio de 2004). 
Magistrado Ponente (E): Dr. Rodrigo Uprimny Yepes. 
321 “Considero que por esta vía, la Carta autoriza una verdadera institucionalización de un poder 
constituyente, con plena capacidad de reformar incluso la totalidad de la Constitución, en un 
procedimiento que sería válido frente al derecho constitucional colombiano, aunque pudiera ser 
atacado por desconocer compromisos internacionales del Estado colombiano. Pero esa es otra 
discusión”, Ibíd. 
aquellos límites que debe respetar quien revisa la constitución o quien propone una 
nueva.    
 
Pero más allá de las perspectivas que desde el derecho internacional surgen, lo que 
interesa en este punto es señalar que con la tesis garantista de la rigidez 
constitucional –que aboga por límites absolutos explícitos, tratándose de normas 
fundamentales de la democracia y de los derechos, que impidan la posibilidad de 
su disminución o debilitamiento322– se resguarda: primero, la tutela de aquellos 
valores, principios y derechos universalmente aceptados; segundo, la defensa de la 
dignidad humana en sus múltiples y cambiantes expresiones; y tercero, la 
salvaguarda del método democrático mismo y la preservación de las condiciones 
de dignidad e igualdad de las generaciones futuras.  
 
Con relación a esto último recordemos que se ha dicho, siguiendo a Ferrajoli, que 
los derechos fundamentales son esos poderes y contrapoderes conferidos en 
absoluta igualdad a todas y cada una de las personas constituyéndose, de esa 
manera, en el contenido sustancial de la soberanía popular. Por consiguiente, unos 
pocos no podrían atribuirse la posibilidad de anular una parte de la soberanía que 
no reside en sí mismos sino que comparten con las porciones de autonomía en 
cabeza las demás personas. Es por esa razón que, dar continuidad a esos poderes 
y contrapoderes manteniéndolos vigentes para las generaciones futuras es 
asegurar, además de la igualdad, la posibilidad de participación y decisión de las 
mismas en su propio destino. En consecuencia, admitir disminuir o anular unas 
                                                          
322 “Al tratarse de cuestiones decisivas para el futuro de la democracia, sería sin embargo oportuno 
que todos los límites absolutos implícitos fuesen claramente explícitos a través de su formulación en 
normas mea-constitucionales sobre la sustracción a cualquier poder de revisión de un núcleo duro 
de normas tanto sustanciales como formales: la paz, los derechos de la persona y del ciudadano, la 
igualdad que en ellos se basa, la división de poderes, la representatividad política de las funciones 
de gobierno y la separación de ellos de las funciones de garantía; en pocas palabras, todas aquellas 
normas identificadas en la definición D12.22 como razones sociales y como normas de 
reconocimiento de la democracia constitucional –la que he llamado la esfera de lo indecidible–, de 
las cuales solamente se deberían permitir extensiones y refuerzos”, FERRAJOLI, Luigi. Principia 
iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 89. 
garantías mínimas es comprometer –para mal– la suerte de quienes no pueden 
participar en las decisiones hoy323.  
 
Y es así como se llega al segundo punto de este aparte dirigido a contribuir a llenar 
los vacíos que la tesis de los límites competenciales del poder de reforma ha dejado. 
En efecto, recordemos que el juez constitucional ha hecho referencia a valores y 
principios, a elementos esenciales que identifican la constitución colombiana y a la 
idea de constitución del constitucionalismo contemporáneo. Elementos todos ellos 
que, sin estar definidos o delimitados por el juez constitucional colombiano, el 
reformador no podría sustituir so pena de sobrepasar los marcos de su competencia 
estrictamente modificatoria. Emergen, entonces, los derechos fundamentales como 
unas de esas barreras de la revisión constitucional. 
 
Hemos apenas visto que el carácter garantista de las constituciones, expresado en 
los límites o prohibiciones a la desmejora o eliminación de derechos fundamentales, 
tiene en consideración no solo a los ciudadanos de la constitución de hoy sino 
también a aquellos que en un futuro se regirán por la misma. Además dicha 
situación no significa anular la posibilidad de revisar la constitución sino que se trata, 
por el contrario, de dejar abierta la posibilidad a ampliaciones e reinterpretaciones 
de las facultades y poderes otorgados a las generaciones presentes y futuras 
manteniendo intacta la esencia misma de la constitución como marco de acción de 
los poderes públicos y privados, sometidos al imperio del derecho, pero no de 
cualquier tipo sino aquel propio de la democracia constitucional. 
 
Se hace referencia a la idea de constitución defendida y mencionada de manera 
general por el juez constitucional colombiano que no es otra distinta a la descrita 
por Uprimny como aquella que respondiendo a unas razones históricas y materiales 
reitera la necesidad de sujeción de los poderes a la ley y añade unos valores ligados 
al respeto de la dignidad humana y a la garantía impostergable de los derechos 
                                                          
323 “La rigidez, en otras palabras, ata las manos de las generaciones presentes en cada momento 
para impedir que estas amputen las manos de las generaciones futuras”, Ibíd., p. 86. 
esenciales del ser humano324. Se trata de la función de la constitución que ni 
siquiera un constituyente originario podría desconocer, también en razón de lo 
exigible a todos los estados en el contexto del derecho internacional público325.  
 
En conclusión, los derechos fundamentales son un criterio mínimo que sirve para 
llenar el vacío dejado por la Corte Constitucional colombiana al defender la tesis de 
los límites –materiales– del poder de reforma en razón de la competencia –y, se 
agrega, poder de sustitución conforme a la razón de ser misma de las 
constituciones–. En efecto, los mismos dan contenido a las objeciones planteadas 
por el juez constitucional y se imponen como barricadas superables por el 
reformador solo en la medida de que se aumenten sus garantías o adicionen nuevos 
                                                          
324 “Una razón histórica y material sobre la función del constitucionalismo fortalece también la tesis 
sobre los límites competenciales del poder de reforma. En efecto, la idea de una constitución 
democrática no es únicamente la de una norma de especial jerarquía sino que debe además 
contener ciertos valores mínimos para poder ser calificada materialmente de constitución. Y estos 
valores se encuentran ligados a la idea de un Estado limitado, que se fundamenta en la democracia, 
y garantiza la dignidad y los derechos de la persona. Una Constitución no es entonces cualquier 
texto jurídico que se reconozca como superior, sino que ha de contener ciertos elementos, tales 
como la definición de una estructura del poder, un sistema de derechos constitucionales, el diseño 
de un sistema democrático, la existencia de un control constitucional, el respeto por la dignidad 
humana, etc. Son estos valores y principios los que construyen la esencia de la idea de un poder 
constitucional limitado. La renuncia a tales valores y principios básicos no supone sólo separarse de 
tal tradición sino, aún más, abjurar de la condición de democracia constitucional, pues no será posible 
concebir un poder limitado o, lo que es lo mismo, un Estado organizado por y a partir del derecho. Y 
por ello una reforma constitucional que consagre normas que desconozcan ese piso axiológico 
mínimo de todo régimen constitucional desborda las competencias del poder constituyente derivado, 
no sólo porque subvierte la Constitución de 1991, que está comprometida con esos valores, sino 
además porque desvirtúa la idea misma de régimen constitucional”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL. Aclaración de voto del Magistrado (E) Rodrigo Uprimny Yepes a la Sentencia C-
572 de 2004. (8 de junio de 2004). Magistrado Ponente (E): Dr. Rodrigo Uprimny Yepes. En el mismo 
sentido Ferrajoli: “en suma es la propia noción de constitución, en cuanto estatuto supraordenado a 
cualquier otra norma del ordenamiento y pacto fundante y regulativo de los poderes públicos para la 
garantía de los derechos de todos, la que contiene en sí misma los límites y los espacios del poder 
de revisión”, FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 89. 
325 “Esta función histórica del constitucionalismo ha recibido además una cierta positivación en el 
derecho internacional público. En efecto, es posible identificar un orden público internacional, 
construido a partir de un sistema de valores que les son exigibles a todos los Estados en el planeta. 
Tales valores se reflejan en diversos instrumentos internacionales, como las Cartas de las Naciones 
Unidas y de la Organización de Estados Americanos, o como los tratados de derechos humanos y 
derecho internacional humanitario. Además, muchos de los principios y reglas que amparan esos 
valores ligados a la dignidad humana han adquirido el carácter de normas imperativas de derecho 
público o normas Ius Cogens, que no admiten ninguna normatividad que las vulnere. Una reforma 
constitucional no puede entonces contradecir esos principios imperativos del derecho internacional 
público”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Aclaración de voto del Magistrado (E) Rodrigo Uprimny 
Yepes a la Sentencia C-572 de 2004. (8 de junio de 2004). Magistrado Ponente (E): Dr. Rodrigo 
Uprimny Yepes. 
derechos. Todo ello en la medida que, son la materia prima de la soberanía 
popular326, mecanismos de contención del poder y garantía de igualdad de las 
generaciones presentes y futuras, inevitables en la democracia constitucional 
contemporánea. 
 
Finalmente, y antes de dar paso al segundo tipo de garantías constitucionales, es 
menester mencionar que a la rigidez relativa a la que se ha venido aludiendo se 
puede agregar otro tipo de rigidez contenida también en la Constitución colombiana. 
Se trata de la absoluta genérica –no taxativa– a la que alude Ferrajoli poniendo 
como ejemplo de ésta el artículo 2 de la Constitución italiana que contempla la 
“inviolabilidad” de los derechos del hombre. En el caso colombiano la inviolabilidad 
es también una prescripción de la constitución, frente al derecho a la vida327 y en 
consideración a aquellos derechos a los cuales la constitución ha otorgado un lugar 
especial328; también frente a ellos se predica la inalienabilidad.  
 
b) Con relación a las garantías constitucionales secundarías, estas hacen referencia 
a las normas constitucionales que ordenan la expulsión del ordenamiento jurídico o 
la inaplicación en el caso concreto de aquellas normas contrarias a los contenidos 
de la constitución; se hace referencia al control jurisdiccional de constitucionalidad 
mencionado al comienzo de este apartado citando a Ferrajoli. Control que, en el 
caso colombiano y en el marco de su función de guardiana de la Constitución, se 
ha confiado a la Corte Constitucional329 en virtud del artículo 241 de la carta 
fundamental. 
                                                          
326 “Pero son también límites implícitos los derechos fundamentales, que debido a su universalidad, 
como se ha dicho, pertenecen no ya a la mayoría sino a todos y cada uno, es decir, al pueblo entero, 
como fragmentos de soberanía establecidos en el pacto constitucional como su razón social”. 
FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 89.  
327 Constitución Política de Colombia, Artículo 11. El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena 
de muerte. 
328 Constitución Política de Colombia, Artículo 5. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la 
primacía de los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de 
la sociedad. 
329 En Colombia, dicha corporación está conformada por nueve magistrados, cada uno de los cuales 
debe cumplir un periodo de ocho años, sin la posibilidad de ser reelegido. Su elección está confiada 
al Senado de la República y los candidatos son quienes componen las ternas que presentan el 
Presidente de la República, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado (artículos 239 de 
Según dicho artículo la Corte debe decidir sobre la constitucionalidad o menos: de 
los actos reformatorios de la constitución; de la convocatoria a referendo o a 
asamblea constituyente; de los referendos sobre leyes; de las consultas populares 
y plebiscitos nacionales; de las leyes; de los decretos con fuerza de ley; de los 
decretos legislativos expedidos en virtud de la declaratoria de guerra exterior, de 
estado de conmoción interior o de estado de emergencia; de los proyectos de ley 
que hayan sido objetados por el gobierno como inconstitucionales; de los proyectos 
de leyes estatutarias; de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben330.    
 
                                                          
la Constitución Política de Colombia y 44 de la Ley Estatutaria 270 de 1996). En un país en el que 
solo a partir del último texto constitucional, 1991, se conforma una Corte Constitucional, esta 
“bifurcación en la competencia de nominación y elección en el proceso de integración de la Corte 
Constitucional supone continuar con la senda legitimadora de los T.C. en Europa, donde la elección 
democrática indirecta amortigua las criticas concernientes a la legitimidad de origen de la justicia 
constitucional”, RODRÍGUEZ PEÑARANDA, María Luisa. Op. cit., p. 334.       
330 Constitución Política de Colombia, Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda 
de la integridad y supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. 
Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: 1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad 
que promuevan los ciudadanos contra los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea 
su origen, sólo por vicios de procedimiento en su formación. 2. Decidir, con anterioridad al 
pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a un referendo o a una 
asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas 
populares y plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su 
convocatoria y realización. 4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los 
ciudadanos contra las leyes, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su 
formación. 5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos 
contra los decretos con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 
numeral 10 y 341 de la Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su 
formación. 6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 7. Decidir 
definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno con 
fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 8. Decidir definitivamente sobre la 
constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados por el gobierno como 
inconstitucionales, y de los proyectos de leyes estatutarias, tanto por su contenido material como por 
vicios de procedimiento en su formación. 9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones 
judiciales relacionadas con la acción de tutela de los derechos constitucionales. 10. Decidir 
definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los aprueben. 
Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción de la 
ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la Corte 
los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no serán 
ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles por 
la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 11. Darse su propio reglamento. PAR.— Cuando la Corte 
encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto sujeto a su control, ordenará 
devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende el defecto observado. 
Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto. 
Como resultado del análisis de constitucionalidad, el juez puede declarar la 
inexequibilidad de una disposición o cuerpo normativo, cuando ella o el contradigan 
los postulados de la carta magna, con el efecto de “retiro o desaparición del 
ordenamiento positivo de la disposición o disposiciones violatorias de la 
Constitución”331. Por otra parte, las decisiones que resulten del juicio de 
constitucionalidad tienen efectos erga omnes y hacen tránsito a cosa juzgada 
constitucional332, bien sea de manera absoluta o relativa333. En el primer caso, sin 
que se pueda, en principio, replantear nuevamente la cuestión de constitucionalidad 
frente a la misma norma y, en el segundo caso, pudiéndose impugnar de nuevo su 
constitucionalidad siempre que se aleguen cargos distintos a los ya resueltos. 
 
De las anteriores consideraciones se podría derivar la conclusión de que en 
Colombia existe un control concentrado de constitucionalidad cuyo alcance implica 
                                                          
331 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-1316 de 2000. (26 de septiembre de 2000). 
Magistrado Ponente: Carlos Gaviria Díaz. 
332 Constitución Política de Colombia, Artículo 243. Los fallos que la Corte dicte en ejercicio del 
control jurisdiccional hacen tránsito a cosa juzgada constitucional. Ninguna autoridad podrá 
reproducir el contenido material del acto jurídico declarado inexequible por razones de fondo, 
mientras subsistan en la Carta las disposiciones que sirvieron para hacer la confrontación entre la 
norma ordinaria y la Constitución. 
Artículo 48 de la Ley Estatutaria 270 de 1996. Alcance de las sentencias en el ejercicio del control 
constitucional. Las sentencias proferidas en cumplimiento del control constitucional tienen el 
siguiente efecto: 1) Las de la Corte Constitucional dictadas como resultado del examen de las normas 
legales, ya sea por vía de acción, de revisión previa o con motivo del ejercicio del control automático 
de constitucionalidad, sólo serán de obligatorio cumplimiento y con efecto erga omnes en su parte 
resolutiva. La parte motiva constituirá criterio auxiliar para la actividad judicial y para la aplicación de 
las normas de derecho en general. La interpretación que por vía de autoridad hace tiene carácter 
obligatorio general. 2) Las decisiones judiciales adoptadas en ejercicio de la acción de tutela tienen 
carácter obligatorio únicamente para las partes. Su motivación sólo constituye criterio auxiliar para 
la actividad de los jueces. 
333 “Dichos fallos [los de inexequibilidad] al igual que los de exequibilidad son de carácter general, 
obligatorio, erga omnes y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 243 de la Carta, hacen 
tránsito a cosa juzgada constitucional, la cual puede ser absoluta o relativa, según la decisión que 
adopte este tribunal… La cosa juzgada es absoluta cuando se confronta la disposición demandada 
frente a todo el ordenamiento superior, y es relativa, cuando la confrontación solamente se hace 
respecto de determinadas normas constitucionales o en relación exclusivamente con los cargos 
formulados por el demandante. En el primer evento la norma declarada exequible no podrá 
nuevamente ser acusada, salvo que se hayan modificado las normas constitucionales frente a las 
cuales se hizo la confrontación. En el segundo, esto es, si la cosa juzgada es relativa la norma 
demandada puede ser posteriormente objeto de nuevas impugnaciones por motivos distintos de los 
estudiados por la Corte en la sentencia anterior. Así las cosas, cuando la Corte no señala 
expresamente ni en su parte motiva ni en la resolutiva el alcance de la cosa juzgada, debe 
entenderse que ésta es de carácter absoluto”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-1316 
de 2000. (26 de septiembre de 2000). Magistrado Ponente: Carlos Gaviria Díaz. 
la “anulación de las normas legales inconstitucionales por parte del Tribunal 
Constitucional”334, como hemos apenas visto. No obstante, una precisión adicional 
ha de ser considerada antes de colegir. Y es la que se desprende del contenido del 
artículo 4° de la Constitución colombiana. En él se designa a la Constitución norma 
de normas, como vimos, y se ordena la inaplicación de las leyes que le sean 
contrarias en caso de incompatibilidad335.  
 
Se trata de la introducción de la excepción de inconstitucionalidad o control de 
constitucionalidad por vía de excepción, que ha permitido a la Corte –citando 
doctrina en ese sentido– hablar de un sistema mixto de control de constitucionalidad 
en nuestro país336. En efecto, si en un primer momento se dijo que el análisis de 
constitucionalidad se concentra en la Corte Constitucional, a partir de la disposición 
del artículo 4° constitucional se puede inaplicar una ley o disposición normativa que 
se considere contraria a la Constitución, sin que ello implique la salida de la misma 
del ordenamiento jurídico337. Adicionalmente, esta posibilidad, cuyos efectos no 
                                                          
334 FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 91 
335 Constitución Política de Colombia, Artículo 4. La Constitución es norma de normas. En todo caso 
de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales. Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución 
y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades. 
336 “2.1 La excepción de inconstitucionalidad o el control de constitucionalidad por vía de excepción, 
se fundamenta en la actualidad en el artículo 4º de la Constitución, que establece que  ‘La 
Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u 
otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales…’. Esta norma hace que nuestro 
sistema de control de constitucionalidad sea calificado por la doctrina como un sistema mixto  ya que 
combina un control concentrado en cabeza de la Corte Constitucional y un control difuso de 
constitucionalidad en donde cualquier autoridad puede dejar de aplicar la ley u otra norma jurídica 
por ser contraria a la Constitución”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-
122 de 2011. (1 de marzo de 2011). Magistrado Ponente: Juan Carlos Henao Pérez.  
337 Reciente jurisprudencia se apartó de las disposiciones civiles y de seguridad social pertinentes 
para ordenar la continuidad de una obligación alimentaria –no obstante la muerte del obligado– a 
cargo de un tercero que empezó a beneficiarse de la pensión de sobreviviente. Ello no sólo en virtud 
de los principios de solidaridad y equidad –también exigibles a los particulares–, sino también en 
consideración al artículo 4° de la Constitución, que ordena, según el juez constitucional “la aplicación 
de las normas civiles y de seguridad social, en un caso concreto (…) conforme a los postulados 
constitucionales, derivándose la obligación de los operadores jurídicos de conciliar los mandatos 
superiores con los legales, hasta el punto de inaplicar los segundos cuando no sea posible arribar a 
una interpretación que los articule con los primeros”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA 
TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-203 de 2013. (12 de abril de 2013). Magistrado Ponente: Luis 
Guillermo Guerrero Pérez. 
sobrepasan el caso concreto, reside en cabeza no solo de cualquier autoridad 
judicial sino también administrativa e, incluso, particulares338.        
 
Por otra parte, con relación a los dos principales tipos de control de 
constitucionalidad, Ferrajoli destaca los rasgos más relevantes de los perfiles 
objetivo y subjetivo de los mismos. En el primer caso, se hace referencia a la clase 
de normas sujetas a dicho control y, en el segundo caso, a “los legitimados para 
suscitar la cuestión de inconstitucionalidad”339. Con relación a ambas perspectivas, 
existen particularidades en nuestro país que vale la pena mencionar; dentro de las 
que se destaca lo que concierne al carácter subjetivo de dicho control y a la 
introducción de la acción de tutela que equivale al genéricamente denominado juicio 
de amparo340 y que legitima a cualquier persona para actuar en defensa de los 
derechos fundamentales, como hemos visto.    
 
Desde el punto de vista objetivo del control jurisdiccional de constitucionalidad, 
según el inciso 2° del artículo 237 de la Constitución colombiana, el Consejo de 
Estado, como máxima autoridad judicial de lo contencioso administrativo, debe 
resolver las acciones de nulidad interpuestas en contra de los decretos que emanen 
                                                          
338 “2.2 De otra parte hay que tener en cuenta que el control por vía de excepción lo puede realizar 
cualquier juez, autoridad administrativa e incluso particulares que tengan que aplicar una norma 
jurídica en un caso concreto. Este tipo de control se realiza a solicitud de parte en un proceso judicial 
o ex officio por parte de la autoridad o el particular al momento de aplicar una norma jurídica que 
encuentre contraria a la Constitución. En este caso se debe subrayar que la norma legal o 
reglamentaria que haya sido exceptuada por inconstitucional no desaparece del sistema jurídico y 
continúa siendo válida ya que los efectos del control por vía de excepción son inter partes, solo se 
aplican para el caso concreto y no anulan en forma definitiva la norma que se considera contraria a 
la Constitución. 2.3 Por este hecho una norma que haya sido exceptuada por cualquier autoridad 
judicial, administrativa o por un particular cuando tenga que aplicar una norma, puede ser 
demandada ante la Corte Constitucional que ejercerá el control de constitucionalidad y decidirá en 
forma definitiva, de manera abstracta, general y con efectos erga omnes si la norma exceptuada es 
constitucional o no”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-122 de 2011. (1 
de marzo de 2011). Magistrado Ponente: Juan Carlos Henao Pérez.  
339 FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 91. 
340 Además de las diferencias en la denominación (por ejemplo acción de tutela en Colombia; recurso 
de amparo en Bolivia, Costa Rica, Nicaragua, España, Cabo Verde; recurso de protección en Chile; 
queja constitucional en Croacia y Eslovaquia) (FIX-ZAMUDIO, HÉCTOR & FERRER MAC-GREGOR, 
EDUARDO (Coordinadores). El derecho de amparo en el mundo. México D.F.: Editorial Porrúa, 2006, 
p. 1228), el juicio de amparo varía en cada país en razón al órgano competente que conoce el 
recurso, los legitimados para instaurarlo, los sujetos contra los que procede y los derechos tutelados, 
entre otros, Ibíd.  
del gobierno y que hayan sido acusados de inconstitucionalidad341. Lo anterior 
significa que también los decretos reglamentarios dictados por el gobierno y no 
sujetos al control constitucional de la Corte Constitucional pueden ser objeto de 
nulidad en virtud de su inconstitucionalidad. Es decir, se ha extendido la potestad 
del juicio de inconstitucionalidad a una autoridad distinta a la Corte –en este caso al 
Consejo de Estado–, así como ampliado el rango de disposiciones normativas 
sujetas a dicho control.  
 
Desde el punto de vista subjetivo, a diferencia de lo que sucede en Italia donde los 
legitimados para motivar el análisis de constitucionalidad son los jueces342, en 
Colombia existe la acción pública de inconstitucionalidad en virtud de la cual 
cualquier persona puede presentar una demanda a la Corte Constitucional 
señalando la inconstitucionalidad de una norma y solicitando, en consecuencia, la 
declaración en ese sentido por parte de dicha corporación con el objeto de que la 
disposición salga del ordenamiento jurídico por contrariar el texto fundamental. Su 
incorporación positiva está contenida en la carta política tanto en el artículo 241 de 
manera implícita, como en el artículo 242, explícitamente343.     
 
La acción pública de inconstitucionalidad colombiana reviste una doble condición ya 
que, de un lado, tal como lo señala Rodríguez Peñaranda344, se constituye en un 
derecho político conforme a la enumeración del artículo 40 de la Constitución –
                                                          
341 Constitución Política de Colombia, Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: (…) 2. 
Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
342 FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 91. 
343 Constitución Política de Colombia, Artículo 242. Los procesos que se adelanten ante la Corte 
Constitucional en las materias a que se refiere este título, serán regulados por la ley conforme a las 
siguientes disposiciones: 1. Cualquier ciudadano podrá ejercer las acciones públicas previstas en el 
artículo precedente, e intervenir como impugnador o defensor de las normas sometidas a control en 
los procesos promovidos por otros, así como en aquéllos para los cuales no existe acción pública. 
2. El Procurador General de la Nación deberá intervenir en todos los procesos. 3. Las acciones por 
vicios de forma caducan en el término de un año, contado desde la publicación del respectivo acto. 
4. De ordinario, la Corte dispondrá del término de sesenta días para decidir, y el Procurador General 
de la Nación, de treinta para rendir concepto. 5. En los procesos a que se refiere el numeral 7º del 
artículo anterior, los términos ordinarios se reducirán a una tercera parte y su incumplimiento es 
causal de mala conducta, que será sancionada conforme a la ley. 
344 RODRÍGUEZ PEÑARANDA, María Luisa. Op. cit., p. 181. 
específicamente cuando afirma en su numeral 6 que “interponer acciones públicas 
en defensa de la Constitución y de la ley” es una expresión de la participación en la 
conformación, el ejercicio y el control del poder político– y, de otro, se incorpora 
dentro de los alcances de los deberes constitucionales de toda persona de participar 
en la vida política, cívica y comunitaria y de contribuir en el buen funcionamiento de 
la administración de justicia. Y es precisamente de esta doble dimensión de la que 
se desprende su mayor valor, aquel de revestir a los ciudadanos de una especial 
“capacidad de fiscalización del orden jurídico en aras de proteger el pacto 
fundacional”345.  
 
Desde esa perspectiva, aunada a su relación con la concreción del “derecho 
fundamental a la integridad y primacía de la Constitución”346, la acción pública de 
inconstitucionalidad, se corresponde perfectamente y complementa los rasgos 
característicos del paradigma constitucional acogido en nuestro análisis, 
superandolo. Primero, de conformidad con la condición de la Constitución de norma 
de normas cuya guarda se confía también a los ciudadanos no solo en virtud de sus 
derechos a la participación política sino también como cotitulares de la soberanía 
popular. Segundo, en la medida en que es una expresión de la función que hemos 
atribuido al derecho de servir de límite al poder del más fuerte, ya que permite que 
cualquier persona alce la voz de cara a las decisiones mayoritarias contrarias a sus 
derechos.  
                                                          
345 Ibíd., p. 182.  
346 La Corte Constitucional, haciendo referencia a la jurisdicción constitucional, ha recordado su 
función de garantía de los derechos fundamentales y ha considerado la “integridad y primacía de la 
Constitución” un derecho fundamental de toda persona, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. 
Sentencia T-6 de 1992. (12 de mayo de 1992). Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz: “la 
jurisdicción constitucional sólo establecida del modo indicado, o sea en términos materiales, 
corresponde a la extensión del derecho fundamental de toda persona a la integridad y primacía de 
la Constitución, que exige que en los distintos ámbitos de la vida pública y privada la Constitución 
pueda desplegar en concreto su máxima eficacia ordenadora como suprema condición de la paz 
social y pueda convertirse así en Constitución material, con lo cual satisface su objetivo esta 
jurisdicción (…) La jurisdicción constitucional está llamada a asegurar la primacía del núcleo esencial 
de la Constitución que corresponde a la consagración de los derechos constitucionales 
fundamentales de las personas. La enunciación de derechos fundamentales sería proclama vacía si 
no se hubieren contemplado vigorosos mecanismos de defensa constitucional de tales derechos. La 
jurisdicción constitucional asume como competencia especialísima la guarda de los derechos 
fundamentales buscando, conforme a la expresa y reiterada intención de todos los constituyentes, 
la efectividad de los mismos y su oponibilidad frente a todos los órganos del poder público”. 
Relacionada con la anterior, la tercera característica que hace de la acción pública 
de inconstitucionalidad un elemento adicional de perfeccionamiento de la 
democracia constitucional347 tiene que ver con la perspectiva de transformación del 
derecho hacia la igualdad, a la que haremos referencia más adelante, en la medida 
en que dicha acción habilita un escenario de protección de los derechos para 
aquellos que dentro de la composición social, económica y política del estado 
ostentan una posición de desventaja, ampliando su margen de acción348. En efecto, 
al tratarse de un recurso al cual puede acudir cualquier persona, sin que necesite 
un abogado, para invalidar leyes que resulten contrarias a los postulados 
constitucionales, incluidos los derechos fundamentales constitucionales, se 
empodera jurídicamente al ciudadano cuyos intereses no están siendo 
considerados en las instancias representativas de decisión del Estado349; al menos 
en cuanto mecanismo de contención –no de impulso– de las decisiones legislativas 
contrarias a la Constitución.   
 
Adicionalmente, respecto a los mecanismos que activan la garantía constitucional 
secundaria recordemos que la Constitución Política de Colombia incorpora en su 
artículo 86350 la acción de tutela siguiendo, de esta manera, la tendencia expansiva 
                                                          
347 Haciendo referencia a la acción popular de inconstitucionalidad, Häberle y Kotzur destacan “la 
Constitución de Colombia como una de las más innovadoras y audaces en el ámbito 
latinoamericano”, HÄBERLE, Peter & KOTZUR, Markus. Op. cit., p. 25.      
348 Se hace referencia a la tesis sostenida por Rodríguez Peñaranda, según la cual la acción pública 
de inconstitucional además de enriquecer y matizar el debate en torno a las limitaciones y las criticas 
contramayoritarias de la justicia constitucional, puede “contribuir a menguar los déficits de 
representatividad de ciertos colectivos que, por razones permanentes o coyunturales, son excluidos 
de la toma de decisiones públicas y, en especial, de aquellas que se gestan en el Parlamento”, 
RODRÍGUEZ PEÑARANDA, María Luisa. Op. cit.,p. 35. 
349 “El ejercicio de la jurisdicción constitucional, indispensable en el estado de derecho, es hoy 
además crucial a fin de mantener un adecuado equilibrio de poderes y salvaguardar la esfera de la 
libertad y los derechos de grupos y minorías carentes de influencia real en el proceso de toma de 
decisiones”,  COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-6 de 1992. (12 de mayo de 1992). 
Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz.. 
350 Constitución Política de Colombia, Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para 
reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, 
por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 
constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la 
acción o la omisión de cualquier autoridad pública. La protección consistirá en una orden para que 
aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de 
inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, esté lo remitirá 
a la Corte Constitucional para su eventual revisión. Esta acción sólo procederá cuando el afectado 
demostrada por dicho instituto351 y ampliando las oportunidades de defensa de los 
derechos fundamentales de las personas, ya no a través de la expulsión o 
inaplicación de una norma inconstitucional, sino a partir de  la ampliación de la 
jurisdicción constitucional a las necesidades concretas de los individuos cuyos 
derechos están siendo vulnerados o están en riesgo de serlo. 
 
Con relación al control de constitucional, finalmente, se debe agregar que esta 
función de garantía comparte los rasgos y las características del Estado Social de 
Derecho, superando la visión reduccionista que equipara tal garantía a 
“abstencionismo”352, es decir a la simple y llana eliminación o inaplicación de las 
leyes constitucionales. Contrariamente, la defensa de la integridad y supremacía del 
texto fundamental es proactiva, esto es “interventista”. Lo que significa que muchas 
veces se cumplen los postulados constitucionales cuando se desarrollan 
legislativamente.          
 
Destáquese, para terminar, que la inclusión de las garantías constitucionales en el 
ordenamiento jurídico colombiano –incluso de manera ampliada con la acción de 
tutela y la acción pública de inconstitucionalidad, entre otras disposiciones 
enunciadas en este numeral– han sido insuficientes para garantizar los derechos 
fundamentales de más de cinco millones de personas en el país: la población en 
                                                          
no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En ningún caso podrán transcurrir más de diez días 
entre la solicitud de tutela y su resolución. 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados 
de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés 
colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
351 “No deja de ser significativo que el amparo exhiba una indiscutible fuerza expansiva, y que se 
haya caracterizado como la institución que acompaña los procesos de consolidación de las libertades 
democráticas”, FIX-ZAMUDIO, HÉCTOR & FERRER MAC-GREGOR, EDUARDO (Coordinadores). Op. cit., p. 
XIII. 
352 “Rinviando la trattazione dei rimedi a questa difficoltà, qui si deve notare l’esistenza di un divario, 
di un’incongruenza, tra la giustizia costituzionale, che è stata concepita secondo le coordinate 
costituzionali dello Stato liberale, e la Costituzione, concepita invace secondo le coordinate dello 
Stato sociale. Lo Stato liberale, basato sulla separazione tra lo Stato, regno dell’autorità, e la società, 
regno della libertà, si accontenta della pura e semplice eliminazione delle leggi incostituzionali; lo 
Stato sociale non si accontenta dell’eliminazione delle leggi liberticide. Non è <<astensionista>>, ma 
<<interventista>>. Il rispetto della Costituzione comporta non l’assenza, ma la presenza di leggi. La 
semplice eliminazione delle leggi incostituzionali non è quindi strumento sufficiente”, ZAGREBELSKY, 
Gustavo & MARCENÒ, Valeria. Op. cit., p. 105.  
situación de desplazamiento forzado interno y, con relación a los niños y niñas en 
esa situación, de más de la mitad de dicha cifra.         
 
3. Los derechos fundamentales y las garantías legislativas  
 
El segundo tipo de garantías, implícitas en el concepto de democracia 
constitucional, también se relaciona con la función de límite que los derechos 
fundamentales cumple en nuestro paradigma de democracia, aun cuando ya no de 
forma negativa como las garantías constitucionales sino, por el contrario, de manera 
positiva al consistir en el mandato de actuación de todos y cada uno de los derechos 
fundamentales. Dichas garantías, en contraposición a las constitucionales, están 
dirigidas, principalmente, al legislador; razón por la cual reciben el nombre de 
“garantías legislativas”353.   
 
Son obligaciones positivas que convocan al dinamismo del ordenamiento jurídico, 
en los términos de la Constitución y conforme a los desafíos de una nación, es decir 
según el grado de aplicación de los derechos; teniendo siempre como horizonte la 
efectividad de los mismos o como lo ha llamado el juez constitucional colombiano el 
goce efectivo de los derechos para todos y todas. Es por eso que, se constituyen 
en garantías de impulso y no de contención en la medida en que exigen el desarrollo 
normativo necesario para que los derechos constitucionales no sean letra muerta o 
simples buenas intenciones.  
 
Se derivan de lo que Ferrajoli llama la “normatividad de las constituciones 
rígidas”354, pero no solamente. También se trata, en el caso colombiano y en virtud 
del bloque de constitucionalidad355, de garantías contenidas en los tratados 
internacionales sobre derechos humanos. Es así como, se puede decir que la 
legislación de desarrollo y/o la introducción de garantías legislativas de los derechos 
                                                          
353 FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., pp. 85-88 y pp. 92-96. 
354 Ibíd., p. 93. 
355 Cfr. COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-225 de 1995. (18 de mayo de 1995). 
Magistrado Ponente: Dr. Alejandro Martínez Caballero y Sentencia T-1319 de 2001. 
fundamentales es también una de las obligaciones del Estado impuesta por dichos 
compromisos de derecho internacional. Se hace referencia, por ejemplo, al artículo 
2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos356, al artículo 2 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales357, al artículo 2 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos358 y al artículo 3 de la 
Convención sobre los derechos del niño359.  
 
En términos generales y tal como vimos, dichas disposiciones obligan a los estados 
a tomar todas las medidas necesarias para hacer efectivos los derechos 
garantizados en los tratados de las que hacen parte. Y, específica y expresamente, 
mencionan el deber de los estados parte de adoptar las disposiciones legislativas, 
administrativas y/o de otro orden, necesarias para cumplir con dicha finalidad360. 
                                                          
356 Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) de 1969. Artículo 2. Deber 
de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno. Si el ejercicio de los derechos y libertades 
mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro 
carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter 
que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades (las cursivas se agregaron).  
357 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1976. Artículo 2. 1) Cada 
uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por 
separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas 
y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos 
los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena 
efectividad de los derechos aquí reconocidos (las cursivas se agregaron).   
358 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1976. Artículo 2. 2) Cada Estado Parte se 
compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del 
presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter 
que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no 
estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter (las cursivas se 
agregaron). 
359 Convención sobre los Derechos del Niño de 1990. Artículo 3. 2) Los Estados Partes se 
comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, 
teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de 
él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas (las 
cursivas se agregaron).   
360 Obligación que, a su vez, resulta ser la consecuencia inmediata del principal deber que se 
desprende de dichos tratados, el de respetar –y hacer respetar– los derechos en ellos contenidos: 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) de 1969. Artículo 1.  
Obligación de Respetar los Derechos. 1) Los Estados Partes en esta Convención se comprometen 
a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a 
toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social. Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de 1976. Artículo 2. 2) Los Estados Partes en el presente Pacto 
se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación 
Resáltese, entonces, que se hace referencia no solo a los desarrollos legales, 
necesarios para la efectividad de los derechos, sino también a las medidas 
administrativas y/o “de otro carácter”361 necesarias para concretizar los derechos; 
de lo que se desprende que son ordenes dirigidas no solo a la rama legislativa sino 
también a la rama ejecutiva del poder público362. 
 
Además de su fuente y de los sujetos a los que vinculan, dos aspectos adicionales 
han de ser señalados con relación a las garantías legislativas. El primero de ellos 
tiene que ver con los dos tipos de obligaciones en las que se subdividen, a su vez, 
las garantías legislativas y, el segundo, con las distintas clases de garantismos en 
los que se traducen los desarrollos legislativos según las tipologías de derechos. 
Para empezar, el carácter garantista expresado por las constituciones a través de 
la debida legislación de desarrollo de los derechos fundamentales incluye tanto las 
garantías primarias como las secundarias, las primeras consistentes en 
“prohibiciones de lesión de los derechos individuales y en las obligaciones de 
satisfacción de los derechos sociales”363 y las segundas en los remedios que se 
demuestren más pertinentes para hacer frente al quebrantamiento de las garantías 
del primer nivel.  
 
Como ejemplos de las primeras, Ferrajoli menciona “la prohibición penal del 
homicidio, (…) las garantías procesales de la libertad personal (…) [y] una 
                                                          
alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1976. Artículo 2. 1) Cada uno de los Estados Partes 
en el presente Pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos los individuos que se 
encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el presente 
Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
Convención sobre los Derechos del Niño de 1990. Artículo 2. 1) Los Estados Partes respetarán los 
derechos enunciados en la presente Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su 
jurisdicción, sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la 
religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, 
los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus 
representantes legales. 
361 Ver notas al pie 356 y 358. 
362 Aspecto central en el tema que nos ocupa. 
363 FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 93. 
legislación social en materia de asistencia sanitaria”364, correspondientes, en el 
mismo orden, a los derechos a la vida, al habeas corpus y al derecho a la salud. 
Mientras que las segundas son claramente identificables tratándose de los derechos 
de libertad, pues están representadas, principalmente365, en las acciones y 
procesos penales que se activan cuando se vulnera el derecho primariamente 
protegido mediante la tipificación de su agresión como delito. Con relación a los 
derechos sociales, el autor italiano menciona otros remedios jurisdiccionales como 
garantías secundarias de las expectativas negativas implícitas en ese tipo de 
derechos366.  
 
Relacionado a lo anterior, el segundo aspecto relevante de las garantías legislativas. 
El de los distintos tipos de garantismo, correspondientes a otros tantos tipos de 
derechos fundamentales. Pues bien, la debida legislación de desarrollo al ser 
garantía de efectividad de los derechos debe comprender el amplio espectro de 
derechos constitucionales fundamentales, es decir todos y cada uno de ellos367. Eso 
significa que el ordenamiento jurídico debe integrar en su interior lo que Ferrajoli 
denomina el “garantismo liberal, el garantismo de derecho privado y el garantismo 
social”368, desarrollando, de esa manera, todas las clases de derechos contenidos 
en la constitución.  
 
                                                          
364 Ibíd., p. 93. 
365 Principal más no únicamente ya que existen otras posibilidades de remedio, respuesta y/o 
solución en los casos en los que las garantías primarias no han impedido la violación de un derecho 
fundamental. Se hace referencia a las oportunidades que ofrece la reparación, así como todas las 
formas de resolución alternativa de los conflictos y la alternatividad penal.        
366 “El derecho a la educación incluye no sólo el derecho a recibir enseñanza gratuita, sino también 
el de no ser discriminado en la escuela por motivos de sexo o nacionalidad. Es claro que las 
expectativas negativas incluidas en estos derechos no plantean particulares problemas de garantía, 
primaria ni secundaria. Sus garantías primarias son garantías negativas que consisten en 
prohibiciones, cuyas violaciones integran actos inválidos o actos ilícitos, sancionables o reparables 
mediante las garantías secundarias o jurisdiccionales, al igual que las de los derechos de libertad”, 
Ibíd., p. 385.  
367 “Elaboración e introducción, en cumplimiento de la obligación constitucional de una legislación de 
desarrollo, de los distintos tipos de garantías primarias y secundarias correlativos a los distintos tipos 
de derechos fundamentales establecidos en los distintos niveles del ordenamiento”, Ibíd., p. 87. 
368 Ibíd., p. 87. 
Es así como, además de los desarrollos legislativos, administrativos y de otro orden, 
necesarios para el pleno ejercicio de los “derechos negativos de libertad y de 
autonomía”369, también han de ser contempladas las disposiciones normativas y las 
actuaciones administrativas que hagan posible el goce efectivo de los “derechos-
poder de autonomía privada”370 y de los derechos sociales371. Garantías que deben 
estar, además, en cabeza de instituciones o funcionarios capaces de cumplirlas 
porque dotados de los recursos necesarios para ello. Es decir, de nada sirven los 
desarrollos legales y administrativos, ni las acciones y los recursos judiciales, si no 
están acompañadas de unas institucionales responsables encargadas de hacerlas 
realidad.          
 
Con relación a esas garantías legislativas y al problema en cuestión, llama la 
atención el amplio número de disposiciones normativas en Colombia que incluyen 
el ítem del desplazamiento forzado dentro de sus contenidos, de una u otra 
manera372. Dentro de ellas se destacan, especialmente dos, la Ley 387 de 1997373 
y la Ley 1448 de 2011 o Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. La 387, por su 
parte, fue la que reguló por primera vez la materia por completo a partir de su 
denominación como ley “para la prevención del desplazamiento forzado”. Con ese 
propósito, se definió el desplazamiento374, se reiteraron los derechos de las 
personas víctimas de esta conducta375 -precisando incluso el derecho de los 
colombianos de/a no ser desplazados forzadamente376- y se recordó el deber del 
Estado de “formular las políticas y adoptar las medidas para la prevención del 
                                                          
369 Ibíd., p. 87. 
370 Ibíd., p. 87. 
371 Ibíd., p. 87. 
372 Se han contabilizado más de 500 leyes, decretos, resoluciones, acuerdos en los se identifica la 
palabra “desplazamiento forzado”, MULTILEGIS. Base de datos jurídica. [para subscriptores]. 
“desplazamiento forzado”. [buscado el 24 de enero de 2014]. 
373 Por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, 
protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la 
violencia en la República de Colombia. 
374 Artículo 1 de la Ley 387 de 1997.  
375 Artículo 2 de la Ley 387 de 1997. 
376 Numeral 7 del Artículo 2 de la Ley 387 de 1997. 
desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización 
socioeconómica de los desplazados internos por la violencia”377.           
 
Lo más importante, sin embargo, es la creación de un complejo “Sistema nacional 
de atención integral a la población desplazada por la violencia”378 que, estando 
sustentado en los “principios de subsidiariedad, complementariedad, 
descentralización y concurrencia”379, integró a casi la totalidad de las entidades del 
estado, de todos los órdenes (nacional380, regional381 y local382) -incluyendo incluso 
a las “entidades (…) privadas y comunitarias que [para entonces realizaban] planes, 
programas, proyectos y acciones específicas, tendientes a la atención integral de la 
población desplazada”383- y les asignó responsabilidades y tareas para la 
prevención del desplazamiento forzado y la atención y la asistencia de las personas 
afectadas por el mismo. 
 
La Ley 387 de 1997 también ordenó el diseño del “Plan nacional para la atención 
integral a la población desplazada por la violencia”384 y la creación de la “Red 
nacional de información para la atención a la población desplazada por la 
violencia”385. Asimismo, reguló materias específicas tales como la prevención del 
desplazamiento386; la atención humanitaria de emergencia387, el retorno388 y la 
                                                          
377 Artículo 3 de la Ley 387 de 1997. 
378 Artículo 4 de la Ley 387 de 1997. 
379 Artículo 3 de la Ley 387 de 1997. 
380 A este nivel correspondía el “Consejo nacional para la atención integral a la población desplazada 
por la violencia” integrado por un delegado del Presidente de la República, casi la totalidad de los 
ministros, algunos consejeros presidenciales, el Alto comisionado para la paz, el director del 
Departamento Nacional de Planeación, el Defensor del Pueblo y el gerente de la entonces Red de 
solidaridad social, Artículo 6 de la Ley 387 de 1997.  
381 De este nivel hacían parte los “Comités municipales, distritales y departamentales para la atención 
integral a la población desplazada por la violencia” que, además de dos representantes de la 
población desplazada y algunos representantes de la sociedad civil y uno de las iglesias, convocaba 
a las máximas autoridades administrativas y de seguridad de los departamentos y municipios, 
Artículo 7 de la Ley 387 de 1997.   
382 Ídem. 
383 Artículo 5 de la Ley 387 de 1997. 
384 Artículos 9 y 10 de la Ley 387 de 1997.  
385 Artículos 11, 12 y 13 de la Ley 387 de 1997. 
386 Artículo 14 de la Ley 387 de 1997. 
387 Artículo 15 de la Ley 387 de 1997. 
388 Artículo 16 de la Ley 387 de 1997. 
consolidación y estabilización socioeconómica389 de la población desplazada; la 
cesación de la condición de desplazado forzado390 y un limitado marco de protección 
jurídica concerniente dicha población y su situación militar391, la perturbación de sus 
posesiones392 y unos beneficios ambiguos para cuando hacen parte de procesos 
judiciales y administrativos393.  
 
Finalmente, con relación a la población en situación de desplazamiento menor de 
18 años, la primera ley de desarrollo específico de los derechos fundamentales de 
la población en situación de desplazamiento, la Ley 387 de 1997, contiene escasas 
dos referencias. La primera tiene que ver con uno de los objetivos del Plan nacional 
para la atención integral a la población desplazada por la violencia, precisamente el 
de “brindar atención especial a las mujeres y niños, preferencialmente a las viudas, 
mujeres cabeza de familia y huérfanos”394. La segunda es la que corresponde a la 
tarea que el legislador asigna al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar395 para 
que dé “prelación en sus programas a la atención de los niños lactantes, a los 
menores de edad, especialmente los huérfanos, y a los grupos familiares, 
vinculándolos al proyecto de asistencia social familiar y comunitaria en las zonas de 
asentamiento de los desplazados”396. 
  
Por otra parte, otro importante desarrollo legislativo es el de la Ley 1448 de 2011 o 
Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. Dicho cuerpo normativo, junto con las 
discusiones que se dieron en el seno de su trámite legislativo, marca el punto de 
partida de una nueva aproximación del Estado al fenómeno del conflicto armado 
interno, que incluye, entre otros: su aceptación397, un intento de responder a las 
                                                          
389 Artículo 17 de la Ley 387 de 1997. 
390 Artículo 18 de la Ley 387 de 1997. 
391 Artículo 26 de la Ley 387 de 1997. 
392 Artículo 27 de la Ley 387 de 1997. 
393 Artículo 28 de la Ley 387 de 1997. 
394 Numeral 7 del Artículo 10 de la Ley 387 de 1997. 
395 Máxima autoridad administrativa de bienestar familiar y de protección de la infancia y la 
adolescencia.  
396 Numeral 7 del Artículo 19 de la Ley 387 de 1997. 
397 Recuérdese que durante los dos anteriores periodos de gobierno, la autoridad central se empeñó 
en negar la existencia de un conflicto armado interno, concentrando la atención en el prominente 
discurso internacional de la lucha contra el terrorismo.  
demandas de los principales afectados por el mismo: sus víctimas398, el 
reconocimiento de la incidencia del problema “tierra” en las causas y las dinámicas 
de la guerra y la inclusión de un amplio espectro de medidas de reparación, muchas 
de las cuales habían sido señaladas por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en decisiones precedentes.  
 
Se trata de la primera política integral para las víctimas del conflicto armado interno 
en Colombia que, no obstante ser objeto de críticas399, recoge buena parte de “los 
avances” alcanzados por la población en situación de desplazamiento en Colombia. 
En efecto es notorio el aporte de las dinámicas sociales y los discursos jurídicos 
previos, relacionados con el desplazamiento forzado interno, dentro de la escritura 
de la ley. Definiciones como la de enfoque diferencial400 y capítulos como el de 
restitución de tierras hubieran sido impensables sin el activismo de las víctimas del 
desplazamiento forzado interno y sin la labor pedagógica401 y garantista de la Corte 
                                                          
398 Ya que hasta entonces, salvo escasas y puntuales regulaciones como las del desplazamiento o 
los desaparecidos, la gran mayoría de los desarrollos legislativos relacionados con el conflicto 
armado interno estaban dirigidos a la búsqueda de acuerdos de paz y la generación de beneficios y 
estímulos para la dejación de las armas de parte de los combatientes (amnistías, beneficios 
procesales, desmovilizaciones y reinserciones masivas, entre otros).  
399 Por ejemplo, sigue siendo cauta en relación con los actores del conflicto armado interno en la 
medida en que excluye a los agentes del Estado como posibles victimarios, así como a las nuevas 
estructuras criminales que se forman después de la desmovilización masiva de grupos paramilitares, 
a partir de la Ley de Justicia y Paz.    
400 Ley de víctimas y restitución de tierras. Artículo 13. Enfoque diferencial. El principio de enfoque 
diferencial reconoce que hay poblaciones con características particulares en razón de su edad, 
género, orientación sexual y situación de discapacidad. Por tal razón, las medidas de ayuda 
humanitaria, atención, asistencia y reparación integral que se establecen en la presente ley, contarán 
con dicho enfoque. El Estado ofrecerá especiales garantías y medidas de protección a los grupos 
expuestos a mayor riesgo de las violaciones contempladas en el artículo 3º de la presente ley tales 
como mujeres, jóvenes, niños y niñas, adultos mayores, personas en situación de discapacidad, 
campesinos,líderes sociales, miembros de organizaciones sindicales, defensores de Derechos 
Humanos y víctimas de desplazamiento forzado. Para el efecto, en la ejecución y adopción por parte 
del Gobierno Nacional de políticas de asistencia y reparación en desarrollo de la presente ley, 
deberán adoptarse criterios diferenciales que respondan a las particularidades y grado de 
vulnerabilidad de cada uno de estos grupos poblacionales. Igualmente, el Estado realizará esfuerzos 
encaminados a que las medidas de atención, asistencia y reparación contenidas en la presente ley, 
contribuyan a la eliminación de los esquemas de discriminación y marginación que pudieron ser la 
causa de los hechos victimizantes. 
401 Función que no es extraña a las cortes constitucionales y que corresponde sobre todo a fases 
tempranas de consolidación de las mismas, como fue la etapa inicial del recurso de amparo en 
España: “nelle origini storiche del modello spagnolo si colloca un primo elemento che si rivelerà, 
nell’immediato capace di svolgere una funzione ‘didattica’ e di promozione dei valori costituzionali 
nella società, ma in prospettiva controproducente per lo stesso sviluppo dell’istituto”, BIANCHI, PAOLO. 
La creazione giurisprudenziale delle tecniche di selezione dei casi. Op. cit., p. 120.  
Constitucional en su proceso de seguimiento al Estado de Cosas Inconstitucional, 
declarado en la sentencia T-025 de 2004402.    
 
Pero más allá de eso, lo que interesa destacar es como el garantismo legislativo del 
estado colombiano frente a la población afectada con el desplazamiento forzado 
interno, sigue siendo prolifero sin que ello se traduzca, necesariamente, en la 
garantía efectiva de derechos fundamentales, especialmente para esa parte de la 
población que ostenta unas características particulares por su menor edad. Ese 
objetivo lo intenta alcanzar nuevamente la Ley 1448 de 2011 incluyendo dentro de 
su amplio espectro de destinatarios a todas las víctimas del conflicto armado interno, 
y, dentro de estas, claro está, también a la población en situación de desplazamiento 
forzado interno.   
 
Pero más allá de su amplio catálogo de materias reguladas, se mencionarán a 
continuación las precisas referencias que la ley hace a las víctimas de ese flagelo.  
La primera de ellas es la del artículo 13, en él se reconoce que las personas en 
situación de desplazamiento están expuestas a mayores riesgos de vulneración de 
sus derechos y, por lo tanto, el estado debe ofrecerles “especiales garantías y 
medidas de protección”403.  Además de eso, se destacan las disposiciones que 
tienen que ver con la protección y la restitución de las tierras despojadas a la 
                                                          
402 Las similitudes entre la nueva ley y algunos de los avances alcanzados hasta entonces por las 
personas en situación de desplazamiento también incluyen aspectos negativos. Por ejemplo, se han 
imitado los escenarios de participación que había diseñado el legislador colombiano en la Ley 387 
de 1997 para hablar ahora de “Mesas de participación de víctimas a nivel nacional, departamental y 
municipal”, sin duda muy parecidas a los precedentes “Comités municipales, distritales y 
departamentales para la atención integral a la población desplazada por la violencia”. Se hace 
referencia a ello ya que los primeros espacios se demostraron insuficientes, formalistas y, algunas 
veces, politizados. Ello en la medida en que no llegaron a garantizar la tan anhelada incidencia de 
los principales actores en la toma de decisiones, convirtiéndose, en el mejor de los casos, en 
escenarios de escucha pero no de verdadera concertación o participación, ni tanto menos de registro 
de las opiniones de las víctimas con carácter vinculante. 
403 Artículo 13 de la Ley 1448 de 2011. Esa disposición se complementa con la del artículo 149, que 
ordena al estado colombiano la implementación de medidas de no repetición tales como la 
prevención de nuevas infracciones al Derecho Internacional Humanitario o violaciones graves y 
manifiestas a los derechos humanos, en el contexto del conflicto armado interno. Frente a esa 
específica medida, la norma reitera la mayor vulnerabilidad de la población en situación de 
desplazamiento y, consecuentemente, ordena especiales medidas de prevención para la misma. 
población desplazada404, la orden dirigida a los alcaldes de elaborar un censo 
especial en casos de desplazamientos masivos405, la declaración sobre los hechos 
que configuran la situación del desplazamiento406, las etapas de la atención 
                                                          
404 Capítulo III (Restitución de tierras) del Título IV (Reparación de las víctimas) de la Ley 1448 de 
2011. Además de unas disposiciones generales, en dicho capítulo se crea un procedimiento de 
restitución y protección de derechos de terceros, así como la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, y se dictan normas para las mujeres en los procesos 
de restitución. 
405 Artículo 48 de la Ley 1448 de 2011. Censo. En el evento en que se presenten atentados terroristas 
y desplazamientos masivos la alcaldía municipal a través de la secretaría de gobierno, dependencia, 
funcionario o autoridad que corresponda, con el acompañamiento de la personería municipal, deberá 
elaborar el censo de las personas afectadas en sus derechos fundamentales a la vida, integridad 
personal, libertad personal, libertad de domicilio, residencia, y bienes. Dicho censo deberá contener 
como mínimo la identificación de la víctima, su ubicación y la descripción del hecho, y remitirlo a la 
Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas en un término 
no mayor a ocho (8) días hábiles contados a partir de la ocurrencia del mismo. La información se 
consignará en un formato único de uso obligatorio, que para tales efectos expedirá la Unidad 
Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, y hará parte del 
Registro Único de Víctimas, y reemplazará la declaración a la que hace referencia el artículo 155 en 
lo que respecta a los hechos victimizantes registrados en el censo. PAR.—En el caso de los 
desplazamientos masivos, el censo procederá conforme al artículo 13 del Decreto 2569 de 2000, en 
cuanto exime a las personas que conforman el desplazamiento masivo de rendir una declaración 
individual para solicitar su inscripción en el Registro Único de Víctimas. 
406 Artículo 61 de la Ley 1448 de 2011. La declaración sobre los hechos que configuran la situación 
del desplazamiento. La persona víctima de desplazamiento forzado deberá rendir declaración ante 
cualquiera de las instituciones que integran el Ministerio Público, dentro de los dos (2) años 
siguientes a la ocurrencia del hecho que dio origen al desplazamiento, siempre y cuando estos 
hechos hubiesen ocurrido a partir del 1º de enero de 1985, y no se encuentre registrada en el 
Registro Único de Población Desplazada. La declaración hará parte del Registro Único de Víctimas, 
de acuerdo a lo estipulado en el artículo 155 de la presente ley.  La valoración que realice el 
funcionario encargado de recibir la solicitud de registro debe respetar los principios constitucionales 
de dignidad, buena fe, confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial. PAR. 1º—Se 
establece un plazo de dos (2) años para la reducción del subregistro, periodo en el cual las víctimas 
del desplazamiento de años anteriores podrán declarar los hechos con el fin de que se decida su 
inclusión o no en el registro. Para este efecto, el Gobierno Nacional adelantará una campaña de 
divulgación a nivel nacional a fin de que las víctimas de desplazamiento forzado que no han 
declarado se acerquen al Ministerio Público para rendir su declaración. PAR. 2º—En las 
declaraciones presentadas dos años después de la ocurrencia del hecho que dio lugar al 
desplazamiento forzado, el funcionario del Ministerio Público deberá indagar sobre las razones por 
las cuales no se llevó a cabo con anterioridad dicha declaración, con el fin de determinar si existen 
barreras que dificulten o impidan la accesibilidad de las víctimas a la protección del Estado. 
En cualquier caso, se deberá preguntar sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar que 
generaron su desplazamiento para contar con información precisa que permita decidir sobre la 
inclusión o no del declarante al registro. PAR. 3º—En evento de fuerza mayor que haya impedido a 
la víctima del desplazamiento forzado rendir la declaración en el término establecido en el presente 
artículo, se empezará a contar el mismo desde el momento en que cesen las circunstancias motivo 
de tal impedimento. 
La víctima de desplazamiento forzado deberá informar al funcionario del Ministerio Público, quien 
indagará por dichas circunstancias y enviará la diligencia a la Unidad Administrativa Especial para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas para que realice las acciones pertinentes de acuerdo 
a los eventos aquí mencionados. 
humanitaria y las obligaciones que corresponden al estado en cada una de ellas407, 
el retorno408, la cesación de la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta409, 
algunos alivios financieros durante la época del desplazamiento410, los beneficios 
                                                          
407 Artículos 62 a 65 de la Ley 1448 de 2011. 
408 Ley 1448 de 2011. Artículo 66. Retornos y reubicaciones. Con el propósito de garantizar la 
atención integral a las personas víctimas de desplazamiento forzado que deciden voluntariamente 
retornar o reubicarse, bajo condiciones de seguridad favorables, estas procurarán permanecer en el 
sitio que hayan elegido para que el Estado garantice el goce efectivo de los derechos, a través del 
diseño de esquemas especiales de acompañamiento. Cuando no existan las condiciones de 
seguridad para permanecer en el lugar elegido, las víctimas deberán acercarse al Ministerio Público 
y declarar los hechos que generen o puedan generar su desplazamiento. PAR. 1º—La Unidad 
Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, deberá adelantar las 
acciones pertinentes ante las distintas entidades que conforman el sistema nacional de atención y 
reparación a las víctimas para garantizar la efectiva atención integral a la población retornada o 
reubicada, especialmente en lo relacionado con los derechos mínimos de identificación a cargo de 
la Registraduría Nacional del Estado Civil, salud a cargo del Ministerio de la Protección Social, 
educación a cargo del Ministerio de Educación Nacional, alimentación y reunificación familiar a cargo 
del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, vivienda digna a cargo del Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial cuando se trate de vivienda urbana, y a cargo del Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural cuando se trate de vivienda rural  y orientación ocupacional a cargo 
del Servicio Nacional de Aprendizaje. PAR. 2º—La Unidad Administrativa Especial para la Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas, reglamentará el procedimiento para garantizar que las personas 
víctimas de desplazamiento forzado que se encuentren fuera del territorio nacional con ocasión de 
las violaciones a las que se refiere el artículo 3º de la presente ley, sean incluidas en los programas 
de retorno y reubicación de que trata el presente artículo. 
409 Artículos 67 y 68 de la Ley 1448 de 2011. 
410 Ley 1448 de 2011. Artículo 121. Mecanismos reparativos en relación con los pasivos. En relación 
con los pasivos de las víctimas, generados durante la época del despojo o el desplazamiento, las 
autoridades deberán tener en cuenta como medidas con efecto reparador, las siguientes: 1. Sistemas 
de alivio y/o exoneración de la cartera morosa del impuesto predial u otros impuestos, tasas o 
contribuciones del orden municipal o distrital relacionadas con el predio restituido o formalizado. Para 
estos efectos las entidades territoriales establecerán mecanismos de alivio y/o exoneración de estos 
pasivos a favor de las víctimas del despojo o abandono forzado. 2. La cartera morosa de servicios 
públicos domiciliarios relacionada con la prestación de servicios y las deudas crediticias del sector 
financiero existentes al momento de los hechos a los predios restituidos o formalizados deberá ser 
objeto de un programa de condonación de cartera que podrá estar a cargo del Plan Nacional para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 
para la adquisición de vivienda para esa población411 y una especial modalidad de 
indemnización administrativa para esta clase de víctimas412.     
 
Finalmente, en el Título VII (Protección integral a los niños, niñas y adolescentes 
víctimas) de la Ley 1448 de 2011 se enumeran los derechos de los niños, las niñas 
y los adolescentes víctimas de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o 
graves violaciones a los derechos humanos en el contexto del conflicto armado 
interno. Donde, además de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales, se incluyen los derechos a la verdad, la justicia y la reparación y a recibir 
protección contra todas las formas de violencia, incluido el desplazamiento 
forzado413.  
                                                          
411 Ley 1448 de 2011. Artículo 123. Medidas de restitución en materia de vivienda. Las víctimas cuyas 
viviendas hayan sido afectadas por despojo, abandono, pérdida o menoscabo, tendrán prioridad y 
acceso preferente a programas de subsidios de vivienda en las modalidades de mejoramiento, 
construcción en sitio propio y adquisición de vivienda, establecidos por el Estado. Lo anterior, sin 
perjuicio de que el victimario sea condenado a la construcción, reconstrucción o indemnización. Las 
víctimas podrán acceder al subsidio familiar de vivienda de conformidad con la normatividad vigente 
que regula la materia y a los mecanismos especiales previstos en la Ley 418 de 1997 o las normas 
que la prorrogan, modifican o adicionan. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 
o la entidad que haga sus veces, o el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, o la entidad que 
haga sus veces, según corresponda, ejercerá las funciones que le otorga la normatividad vigente 
que regula la materia con relación al subsidio familiar de vivienda de que trata este capítulo, teniendo 
en cuenta el deber constitucional de proteger a las personas que se encuentren en situación de 
debilidad manifiesta, razón por la cual deberá dar prioridad a las solicitudes que presenten los 
hogares que hayan sido víctimas en los términos de la presente ley. El Gobierno Nacional realizará 
las gestiones necesarias para generar oferta de vivienda con el fin de que los subsidios que se 
asignen, en virtud del presente artículo, tengan aplicación efectiva en soluciones habitacionales. 
PAR. 1º—La población víctima del desplazamiento forzado, accederá a los programas y proyectos 
diseñados por el gobierno, privilegiando a la población mujeres cabeza de familia desplazadas, los 
adultos mayores desplazados y la población discapacitada desplazada. 
PAR. 2º—Se priorizará el acceso a programas de subsidio familiar de vivienda a aquellos hogares 
que decidan retornar a los predios afectados, previa verificación de condiciones de seguridad por 
parte de la autoridad competente. 
412 Ley 1448 de 2011. Artículo 132. Indemnización por vía administrativa, Reglamentación. El 
Gobierno Nacional, reglamentará dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la 
presente ley, el trámite, procedimiento, mecanismos, montos y demás lineamientos para otorgar la 
indemnización individual por la vía administrativa a las víctimas (…) PAR. 3º—La indemnización 
administrativa para la población en situación de desplazamiento se entregará por núcleo familiar, en 
dinero y a través de uno de los siguientes mecanismos, en los montos que para el efecto defina el 
Gobierno Nacional: I. Subsidio integral de tierras; II. Permuta de predios; III. Adquisición y 
adjudicación de tierras; IV. Adjudicación y titulación de baldíos para población desplazada; V. 
Subsidio de vivienda de interés social rural, en la modalidad de mejoramiento de vivienda, 
construcción de vivienda y saneamiento básico, o VI. Subsidio de vivienda de interés social urbano 
en las modalidades de adquisición, mejoramiento o construcción de vivienda nueva. 
413 Ley 1448 de 2011. Artículo 181. Derechos de los niños, niñas y adolescentes víctimas. Para 
efectos de la presente ley se entenderá por niño, niña y adolescente toda persona menor de 18 años. 
Dentro de esos derechos, meramente enunciados, la única novedad la representan 
los derechos a la verdad, la justicia y la reparación, ya que tanto los derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales, culturales de la infancia y la adolescencia, como el 
derecho de todo niño o niña a no ser desplazado forzosamente, estaban ya incluidos 
precedentemente en instrumentos internacionales que hacen parte del 
ordenamiento jurídico colombiano -como la Convención Americana de los DDHH, 
los dos Pactos Internacionales y la Convención de los derechos del niño-, en la Ley 
387 de 1997, en el Código de la Infancia y la Adolescencia414 y, por supuesto, en la 
Constitución Política de Colombia (Artículo 44).      
 
A esos desarrollos legislativos referentes al desplazamiento forzado interno en 
Colombia se suman las prohibiciones penales del mismo. De manera que, tampoco 
es ajena a nuestro régimen penal la garantía primaria de los derechos vulnerados 
con el desplazamiento forzado interno en Colombia representada en su condición 
de delito415. En efecto, en el año de 1998 el Fiscal General de la Nación propuso al 
país un nuevo código penal en el que, entre otras conductas, se tipificó el 
                                                          
Los niños, niñas y adolescentes víctimas de las violaciones contempladas en el artículo 3º de la 
presente ley, gozarán de todos los derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales, con 
el carácter de preferente y adicionalmente tendrán derecho, entre otros: 1. A la verdad, la justicia y 
la reparación integral. 2. Al restablecimiento de sus derechos prevalentes. 3. A la protección contra 
toda forma de violencia, perjuicio o abuso físico o mental, malos tratos o explotación, incluidos el 
reclutamiento ilícito, el desplazamiento forzado, las minas antipersonal y las municiones sin explotar 
y todo tipo de violencia sexual. PAR.—Para los efectos del presente título serán considerados 
también víctimas, los niños, niñas y adolescentes concebidos como consecuencia de una violación 
sexual con ocasión del conflicto armado interno. 
414 Ley 1098 de 2006. 
415 Específicamente, el juez constitucional ha considerado la penalización del delito de 
desplazamiento forzado un desarrollo legislativo conforme a/con la garantía de un orden social justo, 
de la dignidad humana y de la prohibición de torturas, tratos o penas crueles, inhumanas o 
degradantes: “todo lo anterior permite a la Corte considerar que el delito de desplazamiento forzado 
consagrado en el artículo 180 de la Ley 599 de 2000, al que el legislador le señaló una pena principal 
de prisión de seis (6) a doce (12) sin indicar su temporalidad, debe entenderse que se encuentra 
sancionado con la pena principal de prisión de seis (6) a doce (12) años, pues es la única interpretación 
que sin violar el principio de legalidad consigue darle efectividad a la decisión legislativa de tipificar y 
sancionar el delito de desplazamiento forzado, en consonancia con los preceptos superiores que 
garantizan un orden social justo fundado en la dignidad y la solidaridad humanas, en el respeto y la 
primacía  de los derechos inalienables de la persona  y de la familia como institución básica de la 
sociedad,  pues nadie puede ser sometido a desaparición forzada, torturas ni a tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes (CP Preámbulo y artículos 1, 5, 12 y 42)”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL. Sentencia C-232 de 2002. (4 de abril de 2002). Magistrada Ponente: Dra. Clara 
Inés Vargas Hernández.   
desplazamiento forzado416. Después de dos años de trámite legislativo se expidió la 
Ley 599 de 2000 o Código Penal, dentro de cuyo articulado se contemplan dos 
conductas punibles relacionadas con el desplazamiento417: la deportación, 
expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil y el desplazamiento 
forzado a secas, es decir, el no vinculado a la situación de conflicto armado interno. 
Este último agravado cuando se comete en perjuicio de una persona menor de 18 
años418. 
 
En efecto, la primera conducta corresponde a los movimientos forzados que afectan 
a la población civil a causa o como consecuencia de las hostilidades, tal como su 
ubicación dentro del Capítulo Único del Título II “De los delitos contra personas y 
bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario” lo confirma419. Mientras 
que el segundo delito amplía las posibilidades a cualquier tipo de conducta que se 
configure como la expulsión de población de su territorio a través de cualquier tipo 
de violencia, sin que el análisis de tipicidad de la conducta deba incluir el estudio de 
las dinámicas, las causas o las motivaciones de la guerra420. 
                                                          
416 Proyecto radicado con el número 040 de 1998 y publicado en la Gaceta del Congreso No 139 del 
6 de agosto de 1998, Ibíd.  
417 Más allá de los argumentos que en efecto justifican la duplicidad de conductas típicas 
relacionadas con la misma dramática situación, vale la pena recordar que la mayor parte de los 
desplazamientos forzados al interior del país han sido causados por los actores armados. De manera 
que, no se encuentran razones suficientes para tipificar doblemente la misma conducta más allá de 
la que permite intuir que resulta más conveniente para el responsable o presunto responsable del 
delito de desplazamiento ser investigado y, posteriormente, juzgado por los hechos descritos en el 
artículo 180 del Código Penal. Ello en virtud de la diferencia en la duración y los montos de la pena. 
En contraposición, ha de ser mayor el esfuerzo del ente investigador para demostrar que, en efecto, 
la conducta corresponde a la del artículo 159 y no a la del artículo 180.    
418 Numeral 2 del Artículo 181 del Código Penal. 
419 Código Penal, Artículo 159. Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de 
población civil. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado y sin que medie justificación 
militar, deporte, expulse, traslade o desplace forzadamente de su sitio de asentamiento a la población 
civil, incurrirá en prisión de diez (10) a veinte (20) años (hoy ciento sesenta (160) meses a trescientos 
sesenta (360) meses), multa de mil (1.000) a dos mil (2.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes (hoy mil trescientos treinta y tres punto treinta y tres (1.333,33) a tres mil (3.000)), e 
inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de diez (10) a veinte (20) años (hoy 
ciento sesenta (160) meses a trescientos sesenta (360) meses). 
420 Código Penal, Título III “De los delitos contra la libertad individual y otras garantías”, Capítulo 
Quinto “De los delitos contra la autonomía personal”, Artículo 180. Desplazamiento forzado. El que 
de manera arbitraria, mediante violencia u otros actos coactivos dirigidos contra un sector de la 
población, ocasione que uno o varios de sus miembros cambie el lugar de su residencia, incurrirá en 
prisión de seis (6) a doce (12) (hoy noventa y seis (96) meses a doscientos dieciséis (216) meses), 
multa de seiscientos (600) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes (hoy 
Además de eso, el legislador no ha desconocido su condición de violación grave a 
los derechos fundamentales e infracción al DIH, haciendo de su tratamiento penal 
una de las conductas más gravosas. Es así como, tratándose del desplazamiento 
forzado –y otras–, el término de prescripción de la acción penal se aumenta a 30 
años421, mientras la regla general es que la acción prescriba en el mismo tiempo de 
la pena máxima fijada para el delito del cual se trate422. Así mismo, se trata, en 
primer lugar, de una de las conductas que agrava otros tipos penales y, en segundo 
lugar, de uno de los delitos frente a los que existe el deber de denuncia de parte de 
particulares.  
 
En el primer caso, se hace referencia a los delitos de concierto para delinquir423, 
prevaricato por acción424, favorecimiento425 y favorecimiento de la fuga426. En el 
segundo caso, el delito de omisión de denuncia de particular se perfecciona si una 
persona tiene conocimiento de la comisión del desplazamiento y omite sin justa 
causa informar de ello en forma inmediata a la autoridad427. De manera que, no se 
trata de una conducta escasamente tipificada en el Código Penal colombiano, sino 
que, por el contrario, además de contemplar desplazamientos forzados dentro y 
fuera del conflicto armado interno, la ley también ha previsto un castigo adicional 
para quienes participen, favorezcan, encubran u obstaculicen la investigación, el 
                                                          
ochocientos (800) a dos mil doscientos cincuenta (2.250)) y en interdicción de derechos y funciones 
públicas de seis (6) a doce (12) años (hoy noventa y seis (96) meses a doscientos dieciséis (216) 
meses). No se entenderá por desplazamiento forzado el movimiento de población que realice la 
fuerza pública cuando tenga por objeto la seguridad de la población, o en desarrollo de imperiosas 
razones militares, de acuerdo con el derecho internacional. 
421 Inciso 2 del Artículo 83 del Código Penal. 
422 Inciso 1 del Artículo 83 del Código Penal. 
423 Cuando varias personas se concierten para cometer desplazamientos forzosos (Inciso 2°, Artículo 
340 del Código Penal). 
424 Cuando un servidor público profiere una resolución, dictamen o concepto manifiestamente 
contrario a la ley en actuaciones judiciales o administrativas por el delito del desplazamiento forzado 
(Artículo 415 del Código Penal). 
425 Cuando se ayuda a eludir la acción de la autoridad o a entorpecer la investigación de la conducta 
punible de desplazamiento forzoso (Artículo 446 del Código Penal). 
426 Cuando un servidor público o un particular encargado de la vigilancia, custodia o conducción de 
un detenido, capturado o condenado procura o facilita la fuga de un detenido, capturado o condenado 
privado de su libertad por el delito de desplazamiento forzado (Artículo 449 del Código Penal). 
427 Artículo 441 del Código Penal. 
juzgamiento y la sanción de los responsables. Sin hacer siquiera mención a los 
límites mínimos y máximos de las sanciones a imponer428. 
 
Los anteriores esfuerzos legislativos, bien pueden considerarse como la concreción 
de las debidas garantías primarias y secundarias, de ese orden, de los derechos 
fundamentales de las personas afectadas con el desplazamiento. Las primeras, en 
la medida en que prohíben el desplazamiento forzado interno y con ello la lesión de 
todos los derechos individuales involucrados, así como la imposición, en las leyes 
de desarrollo antes mencionadas, de unas obligaciones de satisfacción de los 
derechos sociales de la población afectada por dicha situación. Las segundas, al 
menos con relación a los derechos individuales, ya que coexiste con la legislación 
penal general una procedimental penal que contempla acciones y procesos a 
accionarse, sin que medie denuncia, cuando se cometen infracciones penales de 
desplazamiento forzado429.  
 
Al mencionado garantismo liberal y social se debe agregar, además, la 
institucionalidad creada, entre otras cosas, para hacer frente a las necesidades de 
la población en situación de desplazamiento forzado interno. Se hace referencia a 
dos instituciones del Estado con funciones específicas de asistencia y atención a 
esa población y cuyo ámbito de acción bien puede corresponder al escenario del 
garantismo social y humanitario. La primera, la Agencia Presidencial para la Acción 
Social y la Cooperación Internacional, fue creada mediante el Decreto 2467 de 2005 
y existió entre ese año y el 2011. La segunda, la Unidad Administrativa Especial 
para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, asumió las responsabilidades 
                                                          
428 Que hacen de las consecuencias penales del desplazamiento una de las peores por el tiempo de 
duración de la prisión y la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas (entre 13 
y 30 años o entre 8 y 18 años) y el valor de la multa (USD 406.298 o entre USD 243.840 y USD 
685.799, TRM 1 de febrero de 2014) [ver notas al pie 398 y 399]. 
429 Con relación a la investigación, juzgamiento y sanción del desplazamiento forzado vale la pena 
mencionar que en el año 2011 se creó la Unidad Nacional de la Fiscalía General de la Nación contra 
los Delitos de Desaparición y Desplazamiento Forzados. Es decir, dentro del ente investigador y 
acusador en Colombia existe desde esa fecha un grupo de fiscales encargados de investigar a los 
presuntos responsables del delito de desplazamiento forzado.  
que en materia de desplazamiento forzado venía teniendo Acción Social, y surgió a 
partir de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras.    
 
Específicamente, la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 
Internacional, tenía dentro de sus funciones la de “coordinar el sistema nacional de 
atención integral a la población desplazada por la violencia y ejecutar acciones de 
acompañamiento al retorno, prevención, protección, atención humanitaria y 
reubicación a favor de la población desplazada y en riesgo de desplazamiento, de 
conformidad con las competencias asignadas por la Ley 387 de 1997 y sus decretos 
reglamentarios”430 y para ello contaba con una Subdirección de atención a población 
desplazada, adscrita a la Dirección Red de Solidaridad Social, además de 35 
unidades territoriales que cubrían, prácticamente, la totalidad de los departamentos 
del país431.  
 
Por su parte, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas asumió, entre otras, las funciones de coordinación que se 
habían creado en la Ley 387 de 1997 y es hoy la máxima autoridad de coordinación 
del sistema nacional de atención y reparación a las víctimas, incluidas las personas 
en situación de desplazamiento forzado. Representa, sin duda, un importante 
esfuerzo institucional que al momento de entrar en funcionamiento exigió la creación 
de al menos 800 cargos432 y 20 direcciones territoriales433.      
 
De lo todo lo anterior se podría concluir que frente a la población en situación de 
desplazamiento, y específicamente de cara a la efectividad de sus derechos, se han 
dado suficientes garantías legislativas, primarias y secundarias, representadas en 
importantes desarrollos legislativos que regularon concretamente el problema del 
desplazamiento –desarrollando en buena medida los derechos sociales 
                                                          
430 Numeral 6 del artículo 6 del Decreto 2467 de 2005. 
431 Artículo 3 de la Resolución 2 de 2005 (Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 
Internacional -Acción Social-). 
432 Resolución 002 de 2012(Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a 
las Víctimas). 
433 Ídem. 
involucrados– y en la legislación penal que prohíbe desplazar forzadamente y prevé 
los escenarios judiciales para castigarlo. A lo que se suma, además, que también 
se ha delegado en instituciones específicas el cumplimiento de esas funciones de 
garantía, no obstante tratarse de un Estado que desde 1991 cuenta con suficientes 
entidades e instituciones públicas cuyas funciones cubren el amplio espectro de 
derechos fundamentales constitucionales.  
 
Sin embargo, como se ha venido mencionando, todos los anteriores esfuerzos no 
se han traducido en el ejercicio efectivo de los derechos fundamentales de la 
población en situación de desplazamiento, ni tanto menos en la prevención de 
nuevos hechos delictivos de este tipo. Por el contrario, de un lado, a la delegación 
de funciones de garantía en cabeza de nuevas instituciones públicas se le aplica 
perfectamente la crítica de Ferrajoli a la “tradición jurídica institucional imperante del 
garantismo social”434. De otro lado, se han subestimado e ignorado los obstáculos 
del efectivo acceso a la justicia de la población en situación de desplazamiento, que 
han favorecido la rampante impunidad de dicho delito y, consecuentemente, la 
                                                          
434 De cara a las deficiencias del garantismo social, Ferrajoli distingue entre el modelo del estado de 
bienestar y el disfrute efectivo de los derechos sociales a partir de la concreción de su universalidad 
y de la eficacia de las garantías: “en cuanto al garantismo social se ha desarrollado bastante más en 
las formas burocráticas, contingentes y selectivas del Welfare que en las de un estado de derecho 
basado en el universalismo de los derechos sociales y en el carácter vinculante de sus respectivas 
garantías”, FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., pp. 87-88. El autor 
italiano reconoce que el goce efectivo de los derechos sociales implica la intermediación de sistemas 
burocráticos que arrastran consigo las críticas de la ineficiencia, la corrupción y la diferencia en el 
trato: “las garantías sociales primarias plantean, sobretodo, problemas de carácter económico y 
político, principalmente dos. El primero es que, más que las garantías de los derechos de libertad, 
tienen un coste económico, aunque, en último término, no mayor del que comporta su satisfacción 
de forma paternalista y clientelar. El segundo, vinculado al primero, es que su cumplimiento, por lo 
general, implica una pesada y compleja mediación burocrática, que es fuente de discrecionalidad y 
a veces de corrupción, iniquidad e inefectividad”, Ibíd., p. 385. Y es esto, precisamente, lo que ha 
sucedido, al menos con la primera de las instituciones que se ha creado en Colombia para atender 
el problema de los desplazados. Además de la carga prestacional de un número no despreciable de 
funcionarios públicos con los que contaba, mientras estuvo en funcionamiento no faltaron las criticas 
referentes a los problemas en la atención, que iban desde el mal trato a la población desplazada, 
hasta la no prestación de los servicios y el no otorgamiento de beneficios por no reunir una serie de 
requisitos formales que nunca tuvieron en cuenta la precariedad de la situación de quienes huían 
para salvar su vida o la de sus seres queridos. Este tipo de situaciones se dieron principalmente 
frente a la exigencia de registro de las personas como población desplazada, pero también en el 
suministro de la ayuda humanitaria de emergencia, entre otras.        
escasa capacidad persuasiva de su tipificación –si es que admitimos que el derecho 
penal aun cumple con esa función–. 
 
Esta situación tampoco resulta extraña a Ferrajoli, quien reconoce que el problema 
de las garantías es uno de los puntos más débiles y difíciles de asegurar en las 
democracias actuales, al punto de constituirse en sus palabras “en el principal factor 
de ilegitimidad constitucional”435. Pero no por ello habrá de considerarse desechable 
o desdeñable su estudio, sino que por el contrario, ha de insistirse en la necesidad 
de concretizar los derechos fundamentales436 a través, entre otras, de una política 
pública respetuosa de la razón de ser del Estado y sus instituciones: la garantía de 
los derechos fundamentales.  
 
Entonces, ¿cuáles han de ser los remedios o las posibilidades que han de 
explorarse frente a las limitaciones que se desprenden del escaso o nulo garantismo 
social y de la crisis del mismo garantismo liberal clásico? Ferrajoli indica dos 
posibilidades, la empleada por el juez constitucional italiano y la contenida en las 
constituciones de Portugal y Brasil, también en cabeza del juez constitucional y del 
juez supremo federal, respectivamente. En cuanto a Italia, las sentencias “aditivas, 
agregativas, integrativas, manipulativas o (…) sustitutivas”437 han permitido que en 
un juicio de legitimidad constitucional se señale la inconstitucionalidad de una norma 
en cuanto incompleta o excluyente de los presupuestos que la norma constitucional 
exige, subsanando dicha laguna438. 
                                                          
435 Según el autor italiano, la existencia y efectividad de las garantías primarias y secundarias de los 
derechos son las que determinan la mayor o menor legitimidad de una democracia: “podemos en 
realidad identificar el grado de legitimidad del ordenamiento de una democracia constitucional 
mediante el grado de efectividad primaria o al menos secundaria (…) de las garantías de los 
derechos constitucionalmente establecidos; e identificar su grado de ilegitimidad mediante el grado 
de inefectividad, a su vez primaria y secundaria (…) de las mismas garantías”, Ibíd., p. 94. 
436 “Se trata (…) de una garantía débil a causa de la dificultad de asegurar su efectividad pero no por 
eso jurídicamente no vinculante, al consistir precisamente en la obligación de introducir 
legislativamente las garantías fuertes constituidas por las garantías primarias y secundarias 
directamente correspondientes a los derechos constitucionales establecidos”, Ibíd., p. 93       
437 Ibíd., p. 94.  
438 “Se trata de resoluciones con las que la Corte declara constitucionalmente ilegítima una cierta 
norma ‘en la parte en la que no prevé’, en contraste con la Constitución, que estén sujetos a ella 
determinados supuestos de hecho o determinadas personas, con el efecto de extender a éstas la 
disciplina indebidamente excluida para ellas”, Ibíd., p. 94. 
Respecto de los dos países de habla portuguesa, tanto la Constitución del Portugal 
como la de Brasil prevén la posibilidad del juez y del Supremo Tribunal Federal, 
respectivamente, de señalar la omisión legislativa, cuando falta el desarrollo de un 
precepto constitucional, sin que exista un poder de coerción que haga dicho 
señalamiento vinculante439. Y es así como salta a la vista la principal limitación de 
esta segunda opción –la de la falta de una verdadera garantía primaria–, a la que 
se debe agregar el obstáculo que resulta del hecho de que muchos de los 
desarrollos legislativos requeridos por los derechos no son incompletos sino 
completamente inexistentes; dificultad que torna también insuficiente la solución 
judicial italiana.   
 
Consecuentemente, las opciones de la vía jurisdiccional presentadas no solucionan 
el problema de fondo ni se presentan como opciones trasladables a todos los 
ordenamientos jurídicos. Situación que es afrontada por Ferrajoli, ulteriormente, a 
partir de una solución que el mismo autor presenta como imprescindible, al menos 
para la garantía de los derechos sociales. Se hace referencia a la destinación 
específica de recursos, provenientes del presupuesto nacional, y dirigidos a la 
garantía de esos derechos. Concretamente, sugiere el autor la “introducción en las 
cartas constitucionales de rígidos vínculos presupuestarios en materia de gasto 
social, mediante la estipulación para cada derecho social constitucionalmente 
establecido de la cuota mínima del presupuesto del Estado que debe destinarse a 
su garantía”440. 
 
Sin duda, la anterior solución pone el acento en aspectos tan importantes como la 
universalidad a asegurar y la necesidad de ligar las finalidades del estado a las 
condiciones de su propio funcionamiento. No obstante ello, la garantía de los 
derechos fundamentales demuestra una vez más su complejidad cuando la 
                                                          
439 “Escasamente practicable, aunque en vía de principio obligada conforme al nexo teórico entre 
derechos y garantías varias veces subrayado y al principio metateórico de plenitud, parece en cambio 
la previsión, introducida en la Constitución portuguesa y en la brasileña, de un control jurisdiccional 
sobre la inconstitucionalidad por omisión de legislación, no señalado, sin embargo, como en el caso 
que precede, por la existencia de una norma susceptible de integración”, Ibíd., p. 95.  
440 Ibíd., p. 388. 
inversión económica se muestra también insuficiente. Es este precisamente el caso 
colombiano con relación a las personas víctimas de desplazamiento forzado interno. 
Y lo es en la medida que el presupuesto destinado a la atención de la población 
desplazada se ha mantenido en permanente ascenso, sin que ello se traduzca, 
necesariamente, en el permanente o al menos ascendente mejoramiento de las 
condiciones de vida de las personas a cuya atención están destinados. 
 
Con relación a esa destinación de recursos, fue la Corta Constitucional la primera 
en señalar la necesidad de reservar parte del presupuesto a la atención de la 
población víctima de desplazamiento. Y lo hizo indicando la relación entre gasto 
público, goce efectivo de derechos y superación del Estado de Cosas 
Inconstitucional declarado en la sentencia T-025 de 2004.  Fue a partir de allí que, 
los últimos gobiernos nacionales crearon un nuevo rubro dentro de sus respectivos 
presupuestos nacionales, que hasta hoy siempre se ha mantenido in crescendo.  
 
En efecto, mientras que el Estado invirtió, entre 1998 y 2001, 297.042 millones de 
pesos en la atención de la población desplazada, entre 2002 y 2004 la cifra ascendió 
a 590.413 millones de pesos441. Manteniendo esta tendencia y con un importante 
incremento, el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010 destinó 4,1 billones de pesos 
para la “atención integral de esta población bajo un enfoque de goce de 
derechos”442. Y, finalmente, el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 también 
contempla en su Plan Plurianual de Inversiones la cifra mayor de 7,9 billones de 
pesos para destinar a la “política para la población víctima del desplazamiento 
forzado por la violencia”443.       
 
                                                          
441 Documento CONPES (Consejo Nacional de Política Económica y Social del Departamento 
Nacional de Planeación) 3400 del 28 de noviembre de 2005: “Metas y priorización de recursos 
presupuestales para atender a la población desplazada por la violencia en Colombia”, p. 7. 
442 Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010 “Estado comunitario: desarrollo para todos”. Ley 1151 de 
2007. Llama la atención como, desde ese momento, el lenguaje del gobierno central se enriquece 
gracias a la ya mencionada labor pedagógica de la Corte Constitucional incluyendo, al menos 
formalmente, el concepto de “enfoque de goce de derechos” y cualificando el sustantivo “atención” 
a través del adjetivo “integral”. 
443 Plan Nacional de Desarrollo 2010-1014 “Prosperidad para todos”. Ley 1450 de 16 de junio de 
2011: ver Plan Plurianual de Inversiones 2011-2014.  
Este preciso ejemplo no pretende invalidar ni las imprescindibles garantías 
legislativas, ni tanto menos la necesaria introducción de las instituciones 
encargadas de hacerlas efectivas. Tampoco busca restar valor a la conclusión de 
que el disfrute de los derechos exige la inversión de buena parte de los recursos 
económicos del Estado. Lo que se persigue, en cambio, es poner el acento en la 
complejidad que se esconde detrás del goce efectivo de los derechos 
fundamentales de la población desplazada interna. Complejidad que ha querido ser 
superada por la Corte Constitucional: al posicionar el goce efectivo de derechos 
como el criterio a partir del cual evaluar la respuesta del Estado; al identificar unos 
criterios de racionalidad de la política pública444; y al exigir la especificidad de la 
política tratándose de niños y niñas en situación de desplazamiento e en riesgo de 
estarlo; entre otras exigencias.  
 
4. Los derechos fundamentales: garantías de igualdad  
 
Se ha dicho, siguiendo la trayectoria de los Principia Iuris, que la democracia 
constitucional representa el mejoramiento de los anteriores paradigmas en razón a 
la racionalidad sustancial que incrusta en el mundo del Derecho. Pues bien, ello 
significa, además de los tres aspectos antes mencionados, que también las formas 
de producción del derecho están sometidas a su deber ser, “es en realidad el mismo 
«deber ser» y no sólo su «ser» -su modelo axiológico y no sólo su existencia, las 
opciones y los fines que presiden su producción y no sólo sus formas de producción- 
el que ha sido positivizado como derecho sobre el derecho dirigido a garantizar 
[las negritas se agregaron], contra toda tentación absolutista, la igualdad [las 
negritas se agregaron] y las necesidades vitales de todos”445.  
 
Y es precisamente esa igualdad a la que se quiere hacer referencia -para dar por 
terminada la caracterización de la democracia constitucional- como parte de la razón 
                                                          
444 Cfr. Introducción/El enfoque diferencial etario y el auto 251 de 2008, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 251 de 2008. (6 de octubre de 2008). Magistrado 
Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa 
445 FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 44. 
de ser de los derechos fundamentales: elemento de unidad y cohesión social; fuente 
de legitimidad de las cartas constitucionales; uno de los máximos valores que 
cualifican la democracia y la edifican como la mejor forma –hasta ahora– de 
organización del Estado; e indicador de su progreso o retroceso. La misma igualdad 
cuya relevancia, desde el punto de vista de la realidad social, es mayor en países 
en los que la desigualdad adquiere los tintes de problema estructural; así como 
frente a situaciones o problemas concretos cuyo impacto puede medirse o 
resumirse en términos de incremento de desigualdad, como es el caso del 
desplazamiento forzado interno de la niñez en Colombia. 
 
En primer lugar, la igualdad ha sido considerada, entre otras, como el elemento 
implícito y el resultado de la atribución de poderes y contrapoderes a todas y cada 
una de las personas, indistintamente. Ello en virtud de la universalidad y del carácter 
incluyente de los derechos fundamentales, de los cuales se desprende la 
percepción de unidad de toda la colectividad446. Así, si a todos los individuos es 
otorgado –y, en efecto, concedido– el mismo lugar prominente dentro de la sociedad 
y de cara a las instituciones públicas, ninguno de ellos podrá alegar una posición de 
desventaja frente a los demás, ni ha de sentirse por encima o por debajo de sus 
semejantes, en modo tal de sentirse desunido o separado de la unidad política o de 
querer producir tal ruptura. Contrariamente, si a las personas no se les garantiza la 
igualdad se producen importantes quebrantamientos de la unidad social y política.  
 
Al respecto, resulta paradigmática la desigualdad como factor que explica el origen 
y la continuidad del conflicto armado interno en Colombia dentro del cual tiene lugar 
uno de los mayores desplazamientos forzados internos de la actualidad. En efecto, 
dentro de las explicaciones heterogéneas del conflicto en Colombia vale la pena 
destacar aquellas que lo asocian a la dominación política bipartidista que generó 
                                                          
446 “Toda conquista de derechos fundamentales es el fruto de luchas colectivas que ponen fin al 
sentido de normalidad y naturalidad que ocultaba una precedente opresión y generan por ello 
cohesión, solidaridad e identidad común entre cuantos se afanan en su reivindicación. Es la 
universalidad de tales derechos, bajo este primer aspecto, lo que de tanto en tanto convierte a 
aquéllos en un sujeto colectivo (T3.46), socialmente unificado, precisamente, por el carácter 
universal e incluyente, más que corporativo y excluyente, de sus reivindicaciones”, Ibíd., p. 63.  
violencia y silenció las voces políticas disidentes447. Escasa o nula movilidad política 
colombiana que se constata aún hoy y que puede traducirse en términos de 
desigualdad y exclusión. Y aun cuando no exista acuerdo sobre los orígenes de la 
guerra en este país, el intento más reciente por develarlos448 identifica la 
desigualdad como una constante que justifica la perpetuación de la misma, en otras 
palabras, como factor de ruptura de la unidad.     
 
En segundo lugar, la igualdad es el cimiento sobre el cual reposa la legitimidad de 
las cartas constitucionales449. Su valor y su aceptación residen en la atribución de 
derechos fundamentales a todas las personas en condiciones de igualdad. La 
posición enaltecida de las constituciones se justifica por el contenido igualitario que 
la hace diferente de todos los niveles normativos que de ella se derivan. De manera 
que, son los derechos fundamentales que atribuyen las constituciones desde la 
óptica de la igualdad los que sirven de fundamento a la constitución de una “esfera 
pública democrática”450. 
 
                                                          
447 FALS BORDA, ORLANDO. Prologo para la presente edición. En: Guzmán, G., Fals, O. & Umaña, E. 
La violencia en Colombia. Tomo I. Bogotá, Colombia: Taurus, 2005, p. 17.       
448 El 5 de agosto de 2014 la Mesa de Conversaciones de la Habana -conformada por representantes 
del Gobierno de Colombia y delegados de las FARC y en cuyo seno se llevan a cabo las 
conversaciones de paz con esa guerrilla- acordó la conformación de la Comisión Histórica del 
Conflicto y sus Víctimas integrada por 12 expertos y 2 relatores designados todos equitativamente 
por ambas partes. Seis meses después los dos relatores presentaron el informe “Contribución al 
entendimiento del conflicto armado en Colombia de la Comisión Histórica del conflicto y sus 
víctimas”. De él se destacan las opiniones divergentes de los 12 expertos en torno a los orígenes del 
conflicto, el acuerdo frente al efecto de la desigualdad en la agudización de las desigualdades 
sociales y su incidencia en la prolongación del conflicto: “tanto él [Víctor Moncayo, relator de la 
Comisión Histórica del Conflicto] como Pizarro [Eduardo Pizarro, relator de la Comisión Histórica del 
Conflicto] (…) coincidieron en que la desigualdad explica en parte la prolongación del conflicto”, ‘UN 
RELATO PLURAL DE LA HISTORIA DEL CONFLICTO’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 11 de febrero de 2015. 
Sec. debes saber. P. 4.  
449 “El fundamento de su legitimidad [de las cartas de derechos], a diferencia del de las leyes 
ordinarias y las decisiones de gobierno, no es por ello la forma de su producción cuanto más bien su 
contenido o su sustancia; no el consentimiento de la mayoría, sino un valor todavía más importante 
y prejudicial: la igualdad de todos en las libertades fundamentales y en los derechos sociales, esto 
es, en derechos vitales de todos, estipulados precisamente como límites y vínculos a las decisiones 
de las contingentes mayorías y, a la vez, como factores constitutivos de una esfera pública 
democrática”, FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 55. 
450 Ídem. 
En tercer lugar, uno de los máximos valores que cualifica la democracia y la edifica 
como la mejor forma –hasta ahora– de organización del Estado es la igualdad. En 
este sentido, Häberle responde a la pregunta acerca de las razones que lo llevan a 
considerar la “democracia ciudadana”451 como la forma “menos peor” de Estado 
diciendo que es la democracia la que personifica la libertad y la igualdad humana, 
como queriendo insinuar que es sólo bajo la forma democrática que las personas 
pueden alcanzar todos sus propios propósitos sin desconocer los de los demás. Y, 
como quiera que sea, ligando estos valores a la naturaleza misma de la democracia. 
Algo similar a lo que dirá Ferrajoli desde el punto de vista de la igualdad como metro 
para medir la extensión o la limitación de dicha forma de Estado.     
 
En efecto, en cuarto lugar, el autor italiano posiciona la igualdad como un indicador 
del progreso o del retroceso de la democracia y la paz452. De esta manera, y desde 
una perspectiva histórica, recuerda que los progresos o los retrocesos de esas dos 
han estado acompañados, respectivamente, del aumento o de la restricción de  la 
igualdad. Igualdad, entonces, no solo como factor que completa la definición de la 
democracia, sino también como condición de su fortalecimiento y mantenimiento. 
Desde esta perspectiva, cabrá preguntarse, entonces, acerca de los efectos para la 
democracia de las nuevas situaciones de desventaja creadas por problemas que 
aun cuando no son directamente imputables al Estado se incrementan por la escasa 
respuesta pública frente a los mismos. Este es el caso del desplazamiento forzado 
interno de los más pequeños. 
 
                                                          
451 “Pero, ¿cuáles son los motivos en favor de la tesis de que la democracia concebida como 
“democracia ciudadana”, como democracia pluralista, en la que imperan los principios de división de 
poderes y de Estado de derecho (que cuenta con mecanismos de protección en favor de la oposición, 
de las minorías, de la esfera privada), sería la menos peor entre todas las demás formas de Estado? 
Mi opinión: por una parte, porque ella representa la constitución de la libertad y de la igualdad de los 
seres humanos; por otra parte, por cuanto es ella en primera instancia la que dispones de la 
capacidad de elaborar las transformaciones de la sociedad, de añadir el factor tiempo por medio de 
instrumentos ordinarios y selectos o a través de procedimientos”, HÄBERLE, Peter. Constitución como 
cultura (Artículos seleccionados para Colombia). Op. cit., p. 46.  
452 “Siempre cada progreso de la democracia y de la paz ha venido a través de un crecimiento de la 
igualdad política y, sobre todo, de la igualdad de hecho; mientras que cada desarrollo de las 
desigualdades, de hecho o de derecho, ha sido siempre un signo y un factor de crisis de la 
democracia”, FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría de la democracia. Op. cit., p. 98. 
En quinto lugar, creemos que el tema de la igualdad adquiere mayor relevancia en 
democracias en las que la desigualdad, la exclusión y la marginación de vastos 
sectores de la población es un problema de amplio alcance453, que se acerca a 
niveles insoportables y parece adquirir carácter estructural. De esta manera, aun 
admitiendo que hasta las democracias más avanzadas toleran o conviven con 
ciertos niveles de desigualdad –cada vez más amplios, por cierto–, no es lo mismo 
plantearse un problema de derechos fundamentales frente a realidades sociales y 
políticas en mora de garantizar a la mayoría de individuos un mínimo de derechos 
sociales, económicos y culturales, que hacerlo en sociedades en las que el Estado 
de Bienestar se ha desarrollado suficientemente –aun cuando este 
desmoronándose paulatinamente–.   
 
Más aún, en aquellos contextos marcados por una importante desigualdad inicial, 
los problemas concretos que pueden acrecentar esa inequidad, ulteriormente, 
deben ser considerados con la mayor de las atenciones y de cara a los riesgos que 
para la democracia plantea la posibilidad de que se continúe desmejorando las 
oportunidades de muchas personas, acercándose cada vez más a niveles de 
inequidad intolerables para un Estado que quiera llamarse democrático –en el 
sentido que le hemos dado al término–. Pues bien, a estas dos cuestiones vamos a 
hacer referencia a continuación como parte del fundamento axiológico del enfoque 
diferencial etario. De un lado, hablaremos de Colombia como un país atravesado 
por enormes exclusiones que la Constitución de 1991 ha querido superar y, de otro, 
retomaremos los impactos del desplazamiento forzado interno de los niños y las 
niñas en Colombia para analizarlos desde una de las dimensiones de la igualdad454: 
el enfoque de las capacidades455. Precisamente, porque la desventaja que plantea 
dicha perspectiva se puede verificar en dichos impactos.        
                                                          
453 “En una perspectiva garantista las constituciones han de entenderse, hobbesianamente, como 
pactos de convivencia, es decir, como contratos sociales en forma escrita, tanto más necesarios y 
preciosos cuanto más profundas son las diferencias personales que están llamadas a tutelar, cuanto 
más heterogéneas y conflictivas son las subjetividades políticas cuya convivencia deben garantizar 
y cuanto más vistosas e intolerables son las desigualdades materiales que tienen la tarea de remover 
o reducir”, Ibíd., pp.54-55. 
454 SEN, Amartya. Op. cit., p. 327. 
455 De Amartya Sen, Ibíd. 
Colombia: desigualdad material Vs. igualdad constitucional 
  
Según el método denominado Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI), aplicado 
en el Censo del año 2005 en Colombia, el 27,7% de la población se encontraba, 
entonces, con NBI. Lo cual significaba, comparándolo con años anteriores, 8,1 
menos del Censo del año 1993 (35,8%) y 26,7 puntos menos respecto de resultados 
del Censo de 1985 (54,4%)456. Pero, ¿qué se puede identificar a través del método 
NBI? El NBI se utiliza para identificar la población, a la cual no le han sido 
garantizadas las necesidades básicas, a través de  indicadores457 como: vivienda 
precaria e inadecuada, un estado crítico de hacinamiento en la vivienda, vivienda 
con servicios insuficientes, familias con una alta dependencia económica y familias 
con niños que no asisten a la escuela458. Es decir, el nivel de satisfacción de los 
derechos económicos, sociales y culturales alcanzados por la población 
colombiana. 
 
La tendencia a la disminución gradual de la población que ve limitada la posibilidad 
de desarrollar completamente sus capacidades, porque no tiene acceso a buenas 
condiciones de educación, de trabajo, de salud, vivienda, etc., se mantiene. De 
hecho, si para el año 2005 el índice NBI era de 27,7%, para diciembre del 2011 se 
redujo al 19,6%, según los cálculos del DANE459. A nivel internacional, se puede 
observar también una mejor posición del país en la clasificación del desarrollo 
                                                          
456 DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE ESTADÍSTICA (DANE). Metodología Censo General 
2005 – Diseño.  Colección documentos - Actualización 2009, 86, 23-60. Consultado el 10 de julio de 
2012. Disponible en http://www.dane.gov.co/files/investigaciones/fichas/Censo_2005.pdf 
457 Estos indicadores no son estáticos, son revisados permanentemente, cambiados, se 
complementan, vienen eliminados o se añaden nuevos por diferentes motivos. El hecho de hacer 
visible uno u otros, puede demostrar avances o retrocesos en la lucha contra la pobreza; en la medida 
que el desarrollo humano viene considerado en distintos modos (un ejemplo es la inclusión de la 
igualdad entre hombres y mujeres como medida del desarrollo); o simplemente porque se quieren 
utilizar los indicadores empleados a nivel internacional (PNUD, CEPAL, Banco Mundial, etc.). 
458 Ibíd. 
459 DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE ESTADÍSTICA (DANE). Necesidades Básicas 
Insatisfechas (NBI) por total, cabecera y resto, según departamento y nacional a 31 de diciembre de 
2011. [Archivo de datos]. Consultado el 10 de julio de 2012.  Disponible en 
http://www.dane.gov.co/index.php?option=com_content&view=article&id=231&Itemid=66 
humano, elaborada por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo460. 
Según dicho programa, para el 2011, Colombia contaba con un índice de desarrollo 
humano de 0,710 (IDH)461, formando parte de los países con un alto desarrollo 
humano, ocupando el lugar 87 entre 187 países, alcanzando un lugar por delante 
respecto al año anterior y demostrando una tendencia permanente de mejoría en el 
nivel de desarrollo humano desde 1980462. 
 
A pesar de estos muy buenos resultados en la evaluación general del desarrollo, el 
país refleja  resultados  diferentes al medir el grado de desigualdad en la distribución 
de los ingresos y el consumo de los individuos o familias, así mismo como en la 
propiedad de la tierra. En efecto, según el mismo informe, Colombia tiene un 
coeficiente de Gini de 58.5, donde 0 es la igualdad perfecta y la perfecta desigualdad 
100463. Como algunos han señalado, uno de los países más desiguales del planeta. 
 
En ese mismo sentido, la disgregación de las Necesidades Básicas insatisfechas 
por departamentos464 en el Censo del 2005. Como un ejemplo, mientras que en el 
Departamento del Valle del Cauca el 15,6% de la población vivía en hogares con 
NBI, en Departamentos como el Chocó el porcentaje ascendió a 79,2%. Otro 
ejemplo es la diferencia entre los departamentos de Quindío y La Guajira; el primero 
con sólo el 16,2% de la población en hogares con NBI y el segundo con 65,1% de 
la población en las mismas condiciones465. 
                                                          
460 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL 
DESARROLLO (PNUD). Sostenibilidad y equidad: Un mejor futuro para todos. Informe sobre Desarrollo 
Humano 2011. New York, Estados Unidos: Autor, 2011, 195 p. 
461 Esta clasificación hace distinción entre los países con un desarrollo humano muy alto (del puesto 
número 1 hasta el 47), alto (del puesto 48 hasta el 94), medio (del puesto 95 hasta el 141) y bajo 
(del puesto 142 hasta el 187). 
462 Si en 1980 el IDH era 0,550, en 1990 llegó a 0,594, en el 2000 a 0,652, en el 2005 a 0,675 y en 
el 2010 a 0,707, Ibíd., p. 150. 
463 Ibíd., p. 154. 
464 Geográfica y territorialmente el país está dividido en «regiones», «departamentos», «municipios» 
y «ciudades».   
465 Las cifras en el 2011 no han reflejado cambios significativos muy notables. Valle del Cauca (NBI 
de 24,27%), Choco (NBI de 81,94%), La Guajira (NBI de 40,47%) y Quindío (NBI de 15.28%), 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE ESTADÍSTICA (DANE). Necesidades Básicas 
Insatisfechas (NBI) por total, cabecera y resto, según departamento y nacional a 31 de diciembre de 
2011. Op. cit.  
Cabe señalar, que son precisamente los departamentos con la mayor proporción de 
población indígena o afrocolombiana, entre los ejemplos mencionados, los que se 
ven mayormente afectadas. Así, mientras sólo el 27,50% de la población del Valle 
Cauca hace parte de un grupo étnico, en el Chocó el 84.98% de la población se 
considera parte de un grupo étnico minoritario (especialmente afrocolombianos). 
Igualmente las diferencias entre los departamentos del Quindío –sólo el 2,87% se 
considera parte de un grupo étnico– y la Guajira –el 56,41% de la población hace 
parte de un grupo étnico, siendo la gran mayoría indígenas–. 
 
Por consiguiente, la disparidad entre las poblaciones de distintos Departamentos, 
observados en términos de condiciones de vida (NBI), permiten realizar una primera 
reflexión acerca de la discriminación, la exclusión, la marginación y/o el aumento de 
la vulnerabilidad en la que se sumergen los grupos étnicos y afrocolombianos en 
Colombia. Así mismo, surge una segunda reflexión, que se explicará a continuación, 
sobre la diferencia en las condiciones de vida de la población «urbana» y «rural», 
reforzadas también por factores de subestimación o desprecio de la condición de 
«agricultor»; huella dejada por la sociedad feudal466.   
 
Para entender tal fenómeno, se debe aclarar que para efectos administrativos en 
Colombia Cabecera Municipal significa “el área geográfica que está definida por un 
perímetro urbano, cuyos límites se establecen por acuerdos del Concejo Municipal. 
Corresponde al lugar en donde se ubica la sede administrativa de un Municipio”467. 
Se trata, entonces, de la diferencia entre urbanidad y ruralidad, la primera 
representada por la Cabecera y la segunda por el «resto», siendo el resto los 
                                                          
466 Estas diferencias en las condiciones dignas de existencia entre los departamentos, entre las 
poblaciones que pertenecen a pueblos indígenas o comunidades afrocolombianas y las que no 
pertenecen, entre las poblaciones que viven en los grandes y medianos centros urbanos y la de los   
campos, es lo que ha permitido a diferentes autores hablar de dos colombias, que cohabitan en un 
mismo territorio. 
467 DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE ESTADÍSTICA (DANE). Conceptos básicos. 
Consultado el 20 de julio de 2012. Disponible en 
http://www.dane.gov.co/files/inf_geo/4Ge_ConceptosBasicos.pdf 
lugares que se pueden identificar con el lugar habitado por el «campesinado 
colombiano»468. 
 
La diferencia apenas mencionada se puede entender mejor si se piensa a la ciudad 
principal del país. Bogotá, a pesar de tener el porcentaje más bajo de población en 
NBI (sólo el 9,2%), se caracteriza por mantener una gran diferencia entre la 
población que se encuentra en la cabecera y la que se encuentra fuera de esta. Es 
así como, mientras que en la cabecera sólo el 9,1 de la población se encuentra en 
NBI, el 27,8% de la población fuera de la cabecera hace parte de hogares con NBI. 
Además, excepto un departamento: el Choco, todos los demás se caracterizan por 
tener un porcentaje mayor de población con NBI si se encuentra fuera de la 
cabecera, es decir, principalmente la población campesina. 
 
Esta desigualdad, no superada todavía, obedece a la subestimación del grupo 
compuesto por los agricultores: los campesinos. Dicha desvalorización es menos 
conocida que la experimentada por las poblaciones indígenas469 y se remonta a la 
industrialización, la cual corresponde prevalentemente a la comercialización a gran 
escala y tecnificada como modelo económico predominante, en detrimento de las 
actividades rudimentales y del saber tradicional que encarnan los agricultores. 
 
Aquellos colombianos, que se entienden como la población que “deriva por lo menos 
en parte sus ingresos del trabajo en sus fincas o parcelas”470 y que viven en un 
espacio en el que "predomina la agricultura familiar"471, a pesar de ser la base de la 
construcción cultural del país, así como los actores principales del desarrollo 
agrícola y de la seguridad alimentaria, se han visto muchas veces obligados a dejar 
su condición de agricultores para convertirse en la población pobre de las ciudades, 
                                                          
468 Tales precisiones son para presentar, a continuación, algunas diferencias de NBI entre las 
poblaciones que residen en las «cabeceras» y aquellas que residen en zonas primordialmente 
rurales. 
469 Muy probablemente por la cercanía territorial y cultural con estos. 
470 FORERO ÁLVAREZ, J. Economía campesina, pobreza, tierra y desplazamiento en Colombia. En: 
Forero Álvarez, J. (Editor). El campesino colombiano entre el protagonismo económico y el 
desconocimiento de la sociedad. Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana, 2010, p. 74. 
471 Ibíd.,p. 75. 
con alta precariedad como mano de obra y voz no escuchada en el diseño de las 
políticas oficiales de desarrollo472. 
 
Sin embargo, la situación del campesino ha encontrado recientemente en Colombia 
cierta visibilidad a través de los últimos informes del Programa de Desarrollo 
Humano de las Naciones Unidas dedicados a este tema, así como gracias a muchos 
investigadores que se ocupan de la problemática del desplazamiento forzado 
interno en Colombia. Pero, sobre todo como consecuencia de las movilizaciones 
populares de los campesinos. Algunos de estos estudios hablan de los procesos 
que han posicionado al agricultor como "sujeto social desvalorizado"473 y presa fácil 
de los actores del conflicto, de sus motivaciones y de la dinámica de la guerra, como 
hemos dicho al hablar del desplazamiento. En particular, las víctimas del 
desplazamiento forzado interno, como se observará más adelante. 
 
Este proceso de subestimación del campesinado en Colombia –cuyos factores 
determinantes y etapas incluyen la idea moderna de desarrollo, las nuevas 
tecnologías, los procesos de inseguridad laboral, la desigualdad en la distribución 
de la tierra, el ejercicio del poder conectado a la misma y las características de la 
economía colombiana– ha hecho posible el aumento del desplazamiento forzado 
interno de grandes masas de colombianos que inicialmente se ocupaban de los 
trabajos de la tierra. 
 
Desvalorización que, además, ha pasado por la exclusión de esta parte de la 
población de los procesos productivos –que no consideran idóneo al campesino o 
que le asignan solo el rol de mano de obra barata–, por su condición de prescindible 
en un mercado internacional en el que circulan fácilmente los alimentos y en el que 
predomina el rol del empresario. Desconociéndose, además, su papel de principal 
                                                          
472 Llama la atención, por ejemplo, que el primer punto de la agenda de la Mesa de Conversaciones 
entre el Gobierno de Colombia y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del 
Pueblo (FARC-EP) haya sido precisamente el de la Política de desarrollo agrario integral.    
473 SALGADO ARAMÉNDEZ, C. Op. cit., p. 21 
proveedor de los alimentos que se consumen al interior de la nación así como su 
aporte social y cultural474.                       
        
Además de la discriminación actual de los campesinos, existe la discriminación  
histórica que los indígenas de América tuvieron que sufrir desde la llegada de los 
españoles, así como la de los africanos que fueron traídos a estas tierras475. De 
hecho, los grupos étnicos –tanto aquellos considerados diferentes pero que en 
realidad son la población originaria de América, como también los habitantes del 
continente africano que hicieron de este país su hogar–, tuvieron que soportar la 
invasión española, el exterminio físico, el declive demográfico, la extinción 
cultural476, el control social a través de los «resguardos» (los indígenas) –fuente de 
sucesiva discriminación, exclusión y segregación477–, la trata de personas, la 
esclavitud (los africanos), el trato como una mercancía, controles, amenazas y, en 
general, la dominación478. 
 
                                                          
474 Ibíd. 
475 “Desde el siglo XVI se fue instaurando un régimen social de razas, con grandes restricciones para 
los grupos étnicos inferiores de la sociedad. Los españoles peninsulares y criollos tenían derecho a 
tener casa, armas, caballos, participar en el gobierno y la milicia, acceso a la cultura superior, tener 
tierra y riqueza. Los mestizos no tenían acceso a los cargos importantes y se les prohibió ser 
protectores de indios; los negros no tuvieron ninguna libertad, pues inclusive no podían portar armas, 
ni andar de noche por las ciudades. Los indígenas estuvieron amparados por las encomiendas y los 
resguardos, tenían acceso a las primeras letras, se les prohibía portar armas y tener trato con los 
negros esclavos”, OCAMPO LÓPEZ, JAVIER. Op., cit., p. 91.   
476 “La desaparición cultural del indio que se ve forzado a abandonar sus tradiciones para sobrevivir 
físicamente y la desaparición total de muchos que se mantienen en la trinchera de su indignidad son 
vivencias de tal acontecer. Lo que causa perplejidad es la resistencia y la vitalidad del ser indio que, 
pese a todo, ha logrado llegar a los umbrales del año 2000 con la valentía del jaguar y la vitalidad 
cósmica de la anaconda”, FRIEDEMANN, N. & AROCHA, J. Herederos del jaguar y la anaconda. Bogotá: 
Carlos Valencia Editores, 1985, p. 57. 
477 “Con el resguardo la Corona Española aseguraba el control social sobre la población indígena, 
garantizando su subsistencia y el pago de tributos. Además, desde el punto de vista demográfico, el 
resguardo era un mecanismo de discriminación y de exclusión”, RODRÍGUEZ PALAU, ELSA. Colombia, 
un espacio de vida y encuentro pluricultural. En: Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística (DANE), Dirección de Censos y Demografía. Colombia una nación Multicultural. Su 
diversidad étnica. Bogotá: DANE, 2007, p. 
 13. 
478 En otras ocasiones será la invisibilidad que se ha querido y buscado -para la preservación de las 
propias tradiciones- la que conducirá a ocultarse y en consecuencia a aislarse y olvidarse de lo 
externo: “los controles, las amenazas y las vejaciones a que fueron sometidos por los españoles, los 
pueblos indios, negros y gitanos, que pese a todo ello conservaban vivas sus raíces, las ocultaron y 
las codificaron en sus cantos, danzas, ritos… recurriendo así a la invisibilidad para poder existir”, 
Ibíd., pp. 13-14. 
En cuanto a la situación de los grupos indígenas y las comunidades 
afrocolombianas, es importante destacar que la lucha y la resistencia por la 
supervivencia física y cultural no ha sido en vano ya que todavía existen y han 
logrado obtener de parte de la Constitución Política de 1991 el reconocimiento y la 
tutela de la diversidad cultural479. De hecho, la República se califica, entre otros, 
desde su carácter pluralista480, consagra entre los deberes del Estado y de las 
personas la protección de la riqueza cultural481 y tutela los idiomas y los dialectos 
originarios considerándolos oficiales en los territorios étnicos correspondientes482. 
 
No obstante, el principio-derecho del pluralismo jurídico hubiera podido ser una 
formula vacía si las necesidades concretas de los grupos étnicos no se hubieran 
elevado a problemas jurídicos. Lo que ha dado origen a la interpretación 
constitucional que hoy reconoce a los pueblos indígenas, entre otros, el derecho 
fundamental a la subsistencia, el derecho fundamental a la integridad étnica, cultural 
y social, el derecho a la preservación del hábitat natural,  el derecho a la propiedad 
colectiva, el derecho a configurar sus propias instituciones jurídicas, el derecho a 
                                                          
479 “En 1970 los movimientos indígenas y negros inician una lucha organizada por la defensa de sus 
culturas, de sus tierras, de sus conocimientos y saberes que va a tener sus frutos en la constitución 
de 1991 cuando se incorporan de manera visible a la vida nacional”, Ibíd., p. 16. Estas fueron algunas 
de las razones expuestas por los indígenas en la Asamblea Nacional Constituyente, las cuales se 
refieren a las consecuencias de no tomar en cuenta a los indígenas, nativos: “fue la herramienta para 
romper el progresivo desarrollo demográfico, social, económico, técnico, cultural y político que 
autónomamente veníamos operando, y mantenernos, en cambio, marginados de la evolución 
humana durante siglos. De ahí que cuando los indios nos levantamos a reclamar nuestros derechos, 
no estamos refiriéndonos a un mero ‘reconocimiento’ moral, literario o histórico ni pidiendo limosnas, 
sino reclamando el reconocimiento real, en el texto de la Constitución, de los derechos 
fundamentales que nos corresponden como humanos y como pueblos. Un reconocimiento que tiene 
que ser tan material como nuestra existencia física en el mundo de hoy”, Muelas Hurtado, L. Proyecto 
de Acto Reformatorio de la Constitución Política de Colombia No. 83: Propuesta Indígena de reforma 
constitucional. En: Gaceta Constitucional. 1991. 20 de marzo, 24, p. 14. Constitución Política de 
Colombia de 1991. Título I. Artículo 7. El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural 
de la Nación colombiana. 
480Constitución Política de Colombia de 1991. Título I. Artículo 1. Colombia es un Estado social de 
derecho organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 
entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés 
general. 
481Constitución Política de Colombia de 1991. Título I. Artículo 8. Es obligación del Estado y de las 
personas proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación. 
482Constitución Política de Colombia de 1991. Título I. Artículo 10. El castellano es el idioma oficial 
de Colombia. Las lenguas y dialectos de los grupos étnicos son también oficiales en sus territorios. 
La enseñanza que se imparta en las comunidades con tradiciones lingüísticas propias será bilingüe 
administrar justicia en su territorio y a regirse por sus propias normas y 
procedimientos, el derecho a determinarse por su cosmovisión religiosa y a hacerla 
valer ante terceros, el derecho a participar en la toma de decisiones que puedan 
afectarlos, el derecho a acudir a la justicia como comunidad, el derecho a recibir 
una formación que respete la integridad e identidad cultural, entre otros483. 
 
Sin embargo, para efectos de la reflexión que nos ocupa, estas garantías, las 
disposiciones legales y demás “políticas y programas de inversión dirigidos a la 
población indígena”484, no han producido los efectos esperados, ya que el 
diagnostico sigue siendo el mismo de antes: “la brecha existente entre el desarrollo 
del país y el de este sector de la población Colombia [este era el punto de partida 
del primer documento CONPES adoptado para la población indígena en 1980]”485. 
 
Si en 1980 la diferencia entre el desarrollo humano de pueblos indígenas y el del 
resto de la población era palpable, no pasa algo distinto en pleno siglo XXI, tal como 
se constata en uno de los estudios temáticos específicos que componen el Informe 
de Desarrollo Humano Colombia 2011: “el 63% de la población indígena está 
sumergida en una pobreza estructural, en tanto esta afecta a cerca del 54% de los 
colombianos, y el 47,6% de indígenas se sitúa por debajo de la línea de miseria, 
indicadores altos con respecto al resto de los habitantes del país”486. 
 
Algo parecido sucede con las comunidades afrocolombianas. Su situación socio 
económica demuestra la escasa o nula participación de estas en la riqueza que se 
genera en el país, la falta de oportunidades para su desarrollo y, en últimas, la 
                                                          
483 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL,  SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 004 de 2009. (26 de enero 
de 2009). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa (Protección de los derechos 
fundamentales de las personas y los pueblos indígenas desplazados por el conflicto armado o en 
riesgo de desplazamiento forzado, en el marco de la superación del estado de cosas inconstitucional 
declarado en la sentencia T-025 de 2004, después de la sesión pública de información técnica 
realizada el 21 de septiembre de 2007 ante la Sala Segunda de Revisión).  
484 ARANGO, RAÚL & SÁNCHEZ, ENRIQUE. Los pueblos indígenas de Colombia 1997. Desarrollo y 
territorio. Colombia: TM Editores y Departamento Nacional de Planeación, 1998, p. 57 
485 Ibíd, pp. 57-58. 
486 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL 
DESARROLLO (PNUD). Pueblos indígenas. Diálogo entre culturas. Cuaderno del Informe de Desarrollo 
Humano Colombia 2011. Bogotá, Colombia: Autor, 2012, p. p. 52.  
discriminación latente y vergonzosa de la que son aún víctimas. Para ilustrarlo se 
retomarán dos ejemplos incluidos en el Informe Nacional de Desarrollo Humano 
2011, en el recuadro denominado pobreza y miseria en los territorios colectivos: 
“Colombia se comprometió a bajar la tasa de desnutrición global –bajo peso para la 
edad– para menores de 5 años al 3%, en 2015. El promedio nacional paso de 7 a 
3,4% entre 2005-2010, pero en Chocó, departamento predominantemente afro, está 
2,6% por encima del promedio nacional. O este otro: en 2005, en los 108 municipios 
con población afrocolombiana mayor o igual a 30%, la proporción de pobres por NBI 
(43,1%) casi doblaba el promedio nacional (PNUD, 2011)”487.       
  
Aun cuando no estamos frente al trato de los indígenas como seres inferiores y 
salvajes488, ni mucho menos de cara a la esclavitud de los afrocolombianos, nos 
encontramos de frente a comunidades y pueblos que actualmente se encuentran 
abandonados a sí mismos, ignorados por los gobiernos nacionales y locales, 
privados de servicios de salud necesarios para contrarrestar, entre otras cosas, las 
enfermedades que vienen de otros lugares y aquellas que se generan por las malas 
condiciones de salubridad, con restricciones para garantizar la autosuficiencia 
alimentaria y pocas posibilidades de poner en marcha programas de etno-educación 
489. Sin mencionar la ausencia de infraestructura, que aun los deja sumergidos en 
regiones, que la mayoría de las veces, son inaccesibles. 
 
No se puede olvidar que no es esta la realidad de todos los habitantes del mismo 
Estado. De hecho, la otra cara de la moneda es la parte de la población que vive en 
                                                          
487 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL 
DESARROLLO (PNUD). Colombia rural. Razones para la esperanza.  Informe Nacional de Desarrollo 
Humano 2011. Bogotá, Colombia: Autor, 2011, p.153. 
488 “Se garantizaba la segregación del indígena de la sociedad española en América que lo 
consideraba como un ser inferior y salvaje, pensamiento que imperó hasta los albores del siglo XX, 
aún en plena historia republicana”, RODRÍGUEZ PALAU, ELSA. Op. cit., p. 13. 
489 “De las poblaciones en situación de vulnerabilidad, tal vez los indígenas son los que padecen más 
pobreza y miseria; violación de sus territorios; mayor despojo de tierras; pésimas condiciones de 
salud, nutrición y enfermedades crónicas; muy baja cobertura educativa; y ausencia de una 
alimentación equilibrada y suficiente”, ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (ONU), PROGRAMA DE 
LAS NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO (PNUD). Pueblos indígenas. Diálogo entre culturas. Op. 
cit., pp. 49-50. 
un estado moderno con un “lento pero constante crecimiento económico”490, en 
ciudades con diferentes oportunidades en salud, educación, movilidad, cultura, 
recreación y justicia, entre otros491. Así mismo, las desigualdades económicas, 
sociales, culturales y políticas pueden ser medidas desde muchos otros aspectos 
distintos a los ya mencionados y, lo que es peor, parecen no tender a la baja. Así 
por ejemplo, desde el punto de vista alimentario492, salarial493, de las posibilidades 
de acceso al poder público494, de los niveles de producción regional495, de la 
propiedad de la tierra496, del derecho al descanso y esparcimiento497, del acceso a 
la seguridad social498, de la igualdad de género499, de acceso a la riqueza500, entre 
otros.  
                                                          
490 BUSHNELL, DAVID. Op. cit., p.15. 
491 “Colombia es un país de enorme diversidad regional e institucional, en donde, por ejemplo, la 
presencia institucional del Estado en Bogotá no es idéntica a aquella que éste tiene en regiones 
rurales apartadas. En particular, y a diferencia de otros países, incluso en Latinoamérica como Chile, 
el Estado colombiano nunca ha tenido un control integral del territorio, ni ha logrado detentar el 
monopolio de la violencia legítima. Siempre han existido, desde la colonia, territorios fuera del control 
directo estatal o donde la presencia institucional es precaria y parcial. Esta diversa capacidad 
institucional del Estado ha llevado a algunos autores a hablar de una presencia diferenciada de las 
instituciones del Estado colombiano en el Estado y la sociedad [pie de página en texto original], pues 
hay zonas y aspectos en donde el Estado colombiano funciona en forma moderna, eficiente y 
democrática, pero en otros espacios regionales o sociales, las instituciones prácticamente están 
ausentes, o se reducen a una presencia militar, o deben coexistir en forma compleja con poderes 
locales clientelistas o incluso con actores armados ilegales”, Comisión Asesora de Política Criminal. 
Op. cit., p. 37. 
492 ‘EN COLOMBIA: SUFICIENTES ALIMENTOS, PERO MAL DISTRIBUIDOS’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 28 de 
noviembre de 2014. Sec. debes saber. P. 14. 
493  CORREA, J. ‘Las mujeres sufren maltrato salarial’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 30 de noviembre 
de 2014. Sec. debes saber. P. 25. 
494 ‘LA MAYORÍA DE LOS MINISTROS DEL SIGLO XX FUERON DE LA CAPITAL DE PAÍS’. En: El Tiempo. Bogotá 
D.C. 1 de diciembre de 2014. Sec. debes saber. P. 8. 
495 ‘REFORMAR TRANSFERENCIAS NACIONALES HACIA LAS REGIONES PLANTEA LA OCDE’. En: El Tiempo. 
Bogotá D.C. 8 de julio de 2014. Sec. debes saber. P. 3. 
496 ‘MENOS CAMPESINOS SON PROPIETARIOS DE TIERRA’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 15 de mayo de 
2014. Sec. debes saber. P. 1. 
497 ROSALES, A. ‘La aventura de conocer el mar a los 75 años’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 14 de 
octubre de 2013. Sec. debes leer. P. 18. 
498 ‘COLOMBIA Y ÁFRICA IGUAL EN PENSIONES’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 1 de octubre de 2014. Sec. 
debes saber. P. 3. 
499 AMAT, Y. ‘Una de cada cinco adolescentes está o ha estado embarazada’. En: El Tiempo. Bogotá 
D.C. 9 de septiembre de 2014. Sec. debes leer. P. 2; ‘MUJERES SE REZAGAN DE AVANCES EN POBREZA’. 
En: El Tiempo. Bogotá D.C. 16 de octubre de 2013. Sec. debes saber. P. 10 y ‘EL DESEMPLEO 
FEMENINO SIGUE EN LOS DOS DÍGITOS’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 18 de noviembre de 2013. Sec. 
debes saber. P. 18. 
500 ‘EL 1% ES DUEÑO DE LA MITAD DE LA RIQUEZA’. En: El Espectador. Bogotá D.C. 21 de enero de 2014. 
P. 12 y GALINDO, M. ‘La desigualdad no es como la pintan… es peor’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 18 
de mayo de 2014. Sec. debes saber. P. 29. 
Y ha sido precisamente esa desigualdad –como vimos, causante de la mayor 
vulnerabilidad de vastos sectores de la población frente al conflicto armado interno 
y frente al desplazamiento forzado interno– la que ha motivado la Constitución 
vigente de 1991, considerada por el juez constitucional como una “Constitución 
igualitaria”501. Toda la fuerza inspiradora del contenido constitucional busca, 
precisamente, la superación de las exclusiones y la inclusión de vastos sectores de 
la sociedad, al punto que se puede afirmar que “el valor de la igualdad animó todo 
el proceso constituyente (…), la Asamblea Nacional Constituyente buscó equilibrar 
las relaciones de poder, asegurar una distribución más equitativa de los recursos, 
interpretar las necesidades de las personas y los sectores sociales marginados y 
olvidados, proteger al débil y promover la justicia en nuestra sociedad”502.  
 
Específicamente, el derecho a la igualdad se enriqueció503, se incluyó la obligación 
del Estado de garantizar las condiciones para que dicha igualdad sea real y efectiva, 
se introdujo una discriminación positiva a favor de los más débiles y se insertó dentro 
del catálogo de los derechos fundamentales. El artículo 13 de la Constitución 
Política de Colombia ha sido considerado como “una de las mayores conquistas 
democráticas plasmada en la Carta de Derechos”504, con el que se superó la visión 
formalista que concebía la igualdad como mera igualdad de derechos, libertades y 
oportunidades sin entrar a verificar, por ejemplo, si una ley protegía por igual a todas 
las personas o si, por el contrario, perpetuaba discriminaciones en la práctica505. 
 
Artículo 13 de la Constitución Política de Colombia. Todas las personas 
nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las 
autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades 
                                                          
501 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-371 de 2000. (29 de marzo de 
2000). Magistrado Ponente: Dr. Carlos Gaviria Díaz. Expediente P.E.010. 
502 CEPEDA ESPINOSA, MANUEL JOSÉ. La igualdad en la Constitución de 1991: hacia un nuevo papel 
de la Constitución y los jueces. En: Externado Revista Jurídica. 1992. Julio/diciembre, vol. 6, n.° 2, 
p. 63. 
503 Ibíd. 
504 Ibíd., p. 67. 
505 Ibíd., p. 66. 
sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o 
familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva 
y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad 
manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 
 
Igualdad formal, prohibición de las discriminaciones negativas, igualdad sustancial, 
protección especial de quienes se encuentren en “circunstancia de debilidad 
manifiesta” y sanción de sus victimizaciones son los elementos que componen una 
igualdad reforzada. Los mismos a través de los cuales se intenta superar las 
condiciones y las circunstancia que han favorecido una sociedad profundamente 
excluyente y desigual. Así lo ha entendido el juez constitucional al aplicar el artículo 
13 de la Constitución: exigiendo justificaciones al trato distinto506, poniendo en 
evidencia las categorías sospechosas frente a la exigencia de no discriminación507, 
explicando el alcance de la igualdad sustancial508 y desarrollando la protección 
                                                          
506 “Si bien la igualdad formal no es reacia a que se establezcan diferencias en el trato, pues ella 
debe ser interpretada conforme a la conocida regla de justicia según la cual hay que tratar igual a lo 
igual y desigual a lo desigual, sí supone que todos los individuos, como sujetos de derechos, deben 
ser tratados con la misma consideración y reconocimiento, y que, ante todo, un tratamiento distinto, 
debe justificarse con argumentos de razonabilidad y proporcionalidad”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-371 de 2000. (29 de marzo de 2000). Magistrado 
Ponente: Dr. Carlos Gaviria Díaz. Expediente P.E.010. 
507 “El principio de no discriminación, por su parte, asociado con el perfil negativo de la igualdad, da 
cuenta de ciertos criterios que deben ser irrelevantes a la hora de distinguir situaciones para otorgar 
tratamientos distintos. Estos motivos o criterios que en la Constitución se enuncian, aunque no en 
forma taxativa, aluden a aquellas categorías que se consideran sospechosas, pues su uso ha estado 
históricamente asociado a prácticas que tienden a subvalorar y a colocar en situaciones de 
desventaja a ciertas personas o grupos, vrg. mujeres, negros, homosexuales, indígenas, entre otros”, 
Ibíd. 
508 “Una de las bases del Estado Social de Derecho es la consagración del principio de igualdad 
material, es decir, de igualdad real y efectiva, como expresión del designio del poder público de 
eliminar o reducir las condiciones de inequidad y marginación de las personas o los grupos sociales 
y lograr unas condiciones de vida acordes con la dignidad del ser humano y un orden político, 
económico y social justo”, Sentencia C–044 de 2004. M.P. Jaime Araújo Rentería. “Existe la decisión 
constitucional de remediar situaciones de inferioridad fincadas en estereotipos o prejuicios sociales 
de reconocida persistencia y que a la prohibición de discriminar se suma la voluntad de erradicar 
esas conductas o prácticas arraigadas, que han ubicado a personas o a sectores de la población en 
posiciones desfavorables. Se impone, entonces, el compromiso de impedir el mantenimiento y la 
perpetuación de tales situaciones, por la vía de neutralizar las consecuencias de hecho que de ellas 
especial de los más vulnerables a través de la discriminación positiva509. Ejemplos 
de esta última son las acciones afirmativas, las medidas de discriminación inversa 
o positiva y las medidas de promoción510. 
 
Hoy, más de 20 años después de la promulgación de la Constitución de 1991, se 
puede afirmar que la inclusión y los desarrollos del artículo 13 han permitido la 
superación de muchas discriminaciones aceptadas culturalmente y reforzadas 
jurisprudencialmente hasta antes de la Constitución de 1991511, así como la 
protección del derecho a la diferencia512. Labor en la que ha coadyuvado la Corte 
Constitucional de Colombia, una Corte profundamente igualitaria, como lo 
demuestra la protección de los grupos vulnerables, dentro de los que se destaca la 
                                                          
se derivan", COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-410 de 1994. (15 de septiembre de 
1994). Magistrado Ponente: Carlos Gaviria Díaz. “Este inciso, entonces, alude a la dimensión 
sustancial de la igualdad. "Al compromiso Estatal de remover los obstáculos que en el plano 
económico y social configuran efectivas desigualdades de hecho. La igualdad sustancial revela, 
entonces, un carácter remedial, compensador, emancipatorio, corrector y defensivo de personas y 
de grupos ubicados en condiciones de inferioridad, mediante el impulso de acciones positivas de los 
poderes públicos. Si bien pueden generar una desigualdad, lo hacen como medio para conseguir el 
fin de una sociedad menos inequitativa y más acorde con el propósito consignado en el artículo 2º 
de la Carta, de perseguir un orden justo”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia 
C-371 de 2000. (29 de marzo de 2000). Magistrado Ponente: Dr. Carlos Gaviria Díaz. Expediente 
P.E.010. 
509 “El segundo criterio [además del de la igualdad formal], por su parte, consiste en proteger en 
mayor medida los intereses de ciertas personas o grupos étnicos. Su fundamento se da en razón a 
la interpretación que esta Corporación ha dado a los incisos segundo y tercero del artículo 13 
constitucional, en el sentido de determinar que en ellos se establece, en primer lugar, un deber 
especial del Estado de otorgar un trato preferente a grupos discriminados o marginados y, además, 
un deber de protección especial a grupos determinados, en atención a específicos mandatos 
constitucionales que en conjunción con el mencionado artículo 13, así lo determinan”, COLOMBIA. 
CORTE CONSTITUCIONAL, SALA OCTAVA DE REVISIÓN. Sentencia T-1105 de 2008. (6 de noviembre de 
2008). Magistrado Ponente: Dr. Humberto Antonio Sierra Porto. Expediente T-1.979.460. 
510 Tres tipos de distinciones que, en aras de la igualdad, imponen un tratamiento preferencial con 
fundamento en la vulnerabilidad de ciertos grupos, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. 
Sentencia C-371 de 2000. (29 de marzo de 2000). Magistrado Ponente: Dr. Carlos Gaviria Díaz. 
Referencia: expediente P.E.010. Ejemplo de las primeras son los subsidios en los servicios públicos, 
las becas y las ayudas financieras para estudiantes con recursos escasos o el apoyo económico a 
pequeños productores; de las segundas la menor edad de jubilación de las mujeres; y de las terceras 
la educación en la igualdad de sexos y la promoción de los valores de las mujeres. 
511 Ejemplo de ello es la superación de la diferenciación de derechos entre hijos legítimos e ilegítimos, 
antes aceptada por la Corte Suprema de Justicia, con base en la Constitución de 1886, CEPEDA 
ESPINOSA, MANUEL JOSÉ. Op. cit., p. 64.   
512 La Corte ha dicho que la igualdad es también un derecho a la diferencia, “que excluye una 
uniformidad de los patrones culturales en función de un determinado factor, ya sea político, religioso 
o, incluso, de género”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-371 de 2000. 
(29 de marzo de 2000). Magistrado Ponente: Dr. Carlos Gaviria Díaz. Expediente P.E.010. 
población en situación de desplazamiento forzado interno y, dentro de esta, las 
personas de menor edad.   
 
El enfoque de las capacidades y los impactos del desplazamiento en la niñez 
 
Se ha hecho referencia en la Sección B del Capítulo II a los factores individuales, 
familiares, comunitarios y sociales que hacen del desplazamiento de la infancia y la 
adolescencia un problema diferenciable del de los adultos, con alcances negativos 
incluso en el mantenimiento de los valores democráticos. Partiendo de la lectura 
psicológica, pasando por la sociológica y llegando hasta la perspectiva cultural, se 
han precisado algunas de las consecuencias que hacen de la migración forzada 
interna de la población infantil un problema mayor, con efectos extensibles, 
determinantes en su vida y libertades presentes y futuras.  
 
Pues bien, se va a proponer a continuación el (los) enfoque(s) de las capacidades513 
de Amartya Sen y de Martha Nussbaum para demostrar que las circunstancias que 
preceden y acompañan el desplazamiento de los niños y las niñas en Colombia, y 
que han sido analizados desde la perspectiva de los impactos, son “fuentes de la 
privación de capacidades y de la inequidad”514. Razón por la cual dichos impactos 
deben ser analizados desde la perspectiva de la igualdad en la medida que 
representan un detrimento importante en las “oportunidades reales de la persona”515 
que ha sufrido la situación de desplazamiento forzado interno siendo niña, creando 
unas diferencias sustanciales frente a quienes no han atravesado esa situación. Y, 
en consecuencia, también deben ser resueltos por medio de políticas públicas. 
 
Para empezar, destaquemos de la Idea de la justicia de Sen –de la que se ha 
tomado prestado el enfoque de las capacidades– su profundo interés en la suerte 
real de las personas (más allá de las ideologías, las teorías y las instituciones); la 
aceptación de las limitaciones de su postura y la garantía pluralista –pues deja 
                                                          
513 SEN, Amartya. Op. cit. 
514 Ibíd., p. 292  
515 Ibíd.,, p. 283. 
espacios abiertos no sólo a otras elementos de la justicia sino también a la 
autodeterminación de los pueblos y los individuos, para que sean ellos los que 
determinen lo que resulta relevante y necesario516–; la conexión inescindible entre 
igualdad, libertad y justicia; y la practicidad de sus postulados, los cuales han sido 
aplicados desde la medición del desarrollo517 hasta el diseño de políticas públicas 
para la promoción de la justicia social.    
  
En su propósito de esclarecer “cómo podemos plantearnos la cuestión del 
mejoramiento de la justicia y la superación de la injusticia”518, Sen propone un 
alejamiento parcial de las perspectivas institucionales para centrar su atención en 
“los factores determinantes del comportamiento individual y social”519. De esta 
manera, el autor toma distancia de la búsqueda de las instituciones y las reglas 
justas para identificar dentro de las injusticias sociales algunos de los factores que 
promueven o profundizan la exclusión de vastos sectores de la población, como  es 
el caso de las mujeres en la India, el cual suele usar como ejemplo.      
 
Esos factores son precisamente las capacidades de las personas. Criterios que 
sirven de fundamento a la evaluación de la justicia, sin que deban ser entendidos 
como los únicos relevantes. En efecto, si damos por sentado que lo que resulta 
verdaderamente importante es determinar el contenido de la igualdad –esto es, en 
palabras de Sen, la respuesta a la pregunta “«igualdad de qué»”520– dicho autor va 
a sorprendernos con la aclaración de que la respuesta no es la capacidad. No se 
                                                          
516 La versión del enfoque de las capacidades de Nussbaum también comparte este aspecto cuando 
afirma que su lista de capacidades básicas debe ser especificada por cada sociedad, NUSSBAUM, M. 
C. Las fronteras de la justicia. Op. cit., p. 87.     
517 Ver, por ejemplo, la tercera sección (“Choices and capabilities”) del primer capítulo (“Vulnerability 
and human development”) del Informe de Desarrollo Humano 2014 del PNUD. También la primera 
sección (“Life capabilities and life cycle vulnerabilities—interdependent and cumulative”) del tercer 
capítulo (“Vulnerable people, vulnerable world”) del mismo informe, UNITED NATIONS DEVELOPMENT 
PROGRAMME (UNDP). Human Development Report 2014. Sustaining Human Progress: Reducing 
Vulnerabilities and Building Resilience. New York: UNDP, 2014, p. 226. 
518 SEN, Amartya. Op. cit., p. 13. 
519 SEN, Amartya. Op. cit., p. 16. 
520  “El enfoque de la capacidad (…) se inspira en el entendimiento, discutido antes, de que la 
cuestión realmente crítica es «igualdad de qué» en lugar de si necesitamos igualdad en cualquier 
espacio”, Ibíd., p. 323. 
trata de la igualdad de capacidad ya que ésta no es suficiente para definir el valor  
igualdad521, como tampoco ésta última es suficiente para completar la búsqueda de 
la justicia522. La capacidad es tan solo uno de los elementos de la igualdad que no 
integra, por ejemplo, el proceso o los procedimientos que se empleen para 
conseguir sociedades más justas523.  
 
Sin embargo, aun admitiendo esas limitaciones del enfoque de las capacidades, en 
el caso que nos ocupa son las capacidades –o, mejor, su reducción– las que ponen 
en evidencia el precio de la desatención del desplazamiento forzado interno de la 
infancia en Colombia: la desigualdad. Esa capacidad, que puede ser definida como  
“una perspectiva desde el punto de vista de la cual se pueden evaluar en forma 
razonable las ventajas y desventajas de la persona”524, plantea –o debería hacernos 
plantear como nación– serios interrogantes sobre las limitaciones a las libertades y 
las capacidades que dejan los impactos del desplazamiento forzado interno en los 
niños y las niñas que lo han vivido en este país.  
 
Pero, antes de hacer referencia a ello, valga la pena insistir en el interés del enfoque 
de Sen por la suerte real y efectiva de los individuos, desde el punto de vista de la 
libertad y la posibilidad de que cada contexto avance en términos de justicia social. 
En efecto, se trata de una perspectiva que indaga en la realidad, que va más allá de 
las abstracciones teóricas, que se preocupa por lo que verdaderamente ocurre en 
las vidas de las personas525 y que, por las mismas razones, tiene un valor práctico. 
                                                          
521 “La cuestión central concierne aquí a las múltiples dimensiones en las cuales importa la igualdad, 
que no puede reducirse a un solo espacio, llámese ventaja económica, recursos, utilidades, calidad 
de vida o capacidades”, Ibíd., p. 327. 
522 Ibíd., p. 328. 
523 Ibíd., pp. 325-328. En el mismo sentido Nussbaum: “el enfoque de las capacidades no pretende 
ofrecer una teoría completa de la justicia social. No dice nada, por ejemplo, sobre cuál sería el trato 
justo para las desigualdades que se sitúan por encima del umbral”, NUSSBAUM, M. C. Las fronteras 
de la justicia. Op. cit., p. 87. 
524 SEN, Amartya. Op. cit., pp. 326-327.  Por su parte, Nussbaum define las capacidades humanas 
como “aquello que las personas son efectivamente capaces de hacer y ser, según una idea intuitiva 
de lo que es una vida acorde con la dignidad del ser humano”, NUSSBAUM, M. C. Las fronteras de la 
justicia. Op. cit., p. 83. 
525 “La necesidad de una comprensión de la justicia basada en los logros está relacionada con el 
argumento de que la justicia no puede ser indiferente a las vidas que las personas pueden realmente 
vivir. La importancia de las vidas, experiencias y realizaciones humanas no puede ser suplantada 
Es por esa razón que, se cree que dicho enfoque coincide con el de los impactos 
del desplazamiento forzado interno de la niñez, al que hemos hecho referencia en 
el Capítulo II. Ello en la medida que este último es el resultado de la constatación 
empírica de los daños que dicho desplazamiento causa y del “mundo que realmente 
surge”526 para los niños y las niñas a partir de la vivencia de la migración forzada 
interna. 
 
Haciendo, ahora sí, referencia al enfoque de las capacidades como criterio para 
valorar la igualdad digamos que si debiéramos comparar –con fines de equidad o 
de distribución equitativa– “la ventaja general de un individuo”527 tendríamos, de un 
lado, las instituciones, las reglas, los “esquemas sociales ideales”528, la felicidad, la 
utilidad, la riqueza, los recursos, los ingresos, los gastos y los egresos, incluso la 
libertad de elección y la satisfacción de las necesidades y, de otro lado, la capacidad 
real para razonar, escoger y, en ultimas, hacer lo que se quiere y se ha escogido 
razonablemente. La capacidad es entonces un criterio que toma en consideración 
las aptitudes, los talentos, las cualidades, las oportunidades y/o los medios de los 
que realmente disponen los individuos para hacer algo529, independientemente de 
que lo hagan finalmente530. 
                                                          
por información sobre las instituciones existentes y las reglas operantes. Las instituciones y las reglas 
son, por supuesto, muy importantes por su influencia en lo que sucede y por ser parte esencial del 
mundo real, pero la realidad efectiva va mucho más allá de la imagen organizacional e incluye las 
vidas que la gente es capaz o no de vivir”, SEN, Amartya. Op. cit., p. 50. 
526 Ibíd., p. 52. 
527 Ibíd., p. 261. 
528 Ibíd., p. 50. 
529 “El núcleo del enfoque de la capacidad no es entonces sólo lo que la persona realmente termina 
por hacer, sino también lo que ella es de hecho capaz de hacer, elija o no aprovechar esa 
oportunidad”, Ibíd., p. 265. Si se piensa, por ejemplo, en la posibilidad de un individuo de culminar 
sus estudios, interesa al enfoque de las capacidades más que la inscripción al colegio o la 
universidad, las aptitudes requeridas, los medios exigidos y, en últimas, la oportunidad real y efectiva 
de iniciar y culminar satisfactoriamente los estudios que libremente ha escogido dicho individuo. Por 
ejemplo, algunos autores hacen referencia, con relación al derecho a la educación, a las siguientes 
dimensiones: “asequibilidad”, “accesibilidad”, “adaptabilidad” y “aceptabilidad”, BUITRAGO, J., 
RAMÍREZ, N. & MONROY, B. El contexto de las políticas públicas en educación con grupos en situación 
de desplazamiento forzado: una propuesta hacia la construcción de una pedagogía diferencial. En: 
En Arnaud, A. J., Bartolomé, C. M. M., Borrillo, D., Buitrago, J., Cuervo, J. I., Dornelles, J. R. et. al. 
La investigación y la gobernanza. Reorientación de las políticas públicas sobre desplazamiento 
forzado y justicia transicional. Bogotá D. C.: Universidad Externado de Colombia, 2011, p. 352. 
530 Incluso se es libre para no querer el propio bienestar (“la capacidad de acción abarca todos los 
fines que una persona tiene razón para adoptar, que pueden incluir inter alia fines distintos del 
El enfoque de las capacidades propone identificar y valorar las ventajas o 
desventajas de las que disponen las personas y la intensidad de las segundas531, 
como parámetro para comparar entre grupos de población o individuos y, a partir de 
ello, determinar situaciones de desigualdad o injusticia social532. Desde esa 
perspectiva, se cree que los impactos del desplazamiento forzado interno en la 
infancia y la adolescencia suscitan el problema de la desigualdad en la medida que 
conllevan profundas desventajas para los niños y las niñas que han sufrido tal 
situación, si son comparados con quienes no han debido soportar sus efectos. Así, 
frente a las oportunidades reales y efectivas que tienen y tendrán para vivir sus 
vidas de la manera que razonadamente decidan y quieran hacerlo533, se constatan 
mayores obstáculos y menores oportunidades a partir del desplazamiento y en 
virtud de sus impactos.   
 
En segundo lugar, y tal como ocurre con los efectos del desplazamiento forzado 
interno y como se dirá desde la teoría de los derechos fundamentales respecto del 
proceso de especificación de los mismos en virtud de los titulares, el concepto de la 
“desventaja de la conversión”534 del enfoque de Sen también pone en evidencia las 
especificidades de ciertas personas o, como él las llama, los “varios tipos de 
contingencias”535 que aumentan las desventajas individuales y plantean serias 
                                                          
avance de su propio bienestar”, SEN, Amartya. Op. cit., p. 317). Desde ese punto de vista puede ser 
considerada como una perspectiva libertaria.  
531 Ibíd., p. 314. 
532 Pero no solamente, ya que de las capacidades también se desprende deberes y obligaciones 
para las personas que poseen esos “poderes”: “la relevancia de la capacidad no se reduce sólo a su 
papel de informarnos sobre las ventajas de una persona (es en este papel donde la capacidad puede 
competir con la felicidad), puesto que también tiene implicaciones para los deberes y obligaciones 
personales, al menos en una perspectiva. Como se observó antes, la capacidad es también un poder, 
en un sentido en que la felicidad no lo es”, Ibíd., p. 300. Con un aporte adicional a la cuestión 
fundamental de la justicia social: “si alguien tiene el poder de hacer la diferencia para reducir la 
injusticia en el mundo, entonces hay un fuerte y razonado argumento para hacer justamente eso”, 
Ibíd., p. 301 
533  “Oportunidad real (…) la libertad que una persona realmente tiene para hacer esto o aquello, las 
cosas que le resulta valioso ser o hacer (…) ser libre para determinar qué deseamos, qué valoramos 
y en última instancia qué decidimos escoger. El concepto de capacidad se vincula así muy 
estrechamente al aspecto de oportunidad de la libertad, visto desde la perspectiva de las 
oportunidades «comprehensivas» y no sólo desde el enfoque de lo que sucede con la 
«culminación»”, Ibíd., p. 262. 
534 Ibíd., p. 290. 
535 Ibíd., pp. 285-286. 
diferencias en la posibilidad de transformar los recursos en capacidades536. Así, por 
ejemplo, según el autor “una persona discapacitada o enferma puede necesitar más 
ingreso para hacer las mismas cosas elementales que una persona menos afectada 
con un nivel dado de ingresos. En efecto, algunas desventajas, como las 
discapacidades severas, pueden no ser corregibles del todo incluso con grandes 
gastos en un tratamiento o una prótesis”537.    
 
Junto con la discapacidad, la edad también es una de esas contingencias que hace 
parte de las “heterogeneidades personales”538. Ella supone exigencias distintas 
para los individuos y, en algunos casos, una mayor desventaja de entrada: este es 
el caso de los niños y las niñas. En este punto también concuerda Nussbaum con 
Sen, aun cuando ella aporta más elementos de análisis respecto del criterio 
adicional del funcionamiento. La autora reitera que los recursos no son un criterio 
suficiente para medir la igualdad en la medida en que ni a todos los sujetos les 
alcanzan los mismos recursos para suplir sus necesidades –en virtud de la 
diversidad de estas últimas–, ni todos tienen la misma posibilidad de transformar 
capacidades (oportunidades) en funcionamientos (desarrollo efectivo de esas 
oportunidades)539 y agrega: “algunas de estas diferencias son sencillamente físicas: 
un niño necesita más proteínas que un adulto para alcanzar un nivel similar de 
funcionamiento saludable”540. 
 
                                                          
536 “Personas diferentes (…) pueden tener muy variadas oportunidades para convertir recursos 
generales (como el ingreso y la riqueza) en capacidades: lo que pueden hacer realmente o no”, Ibíd., 
p. 291.  
537 Ibíd., p. 285. 
538 “Heterogeneidades personales: Las personas tienen características físicas dispares en relación 
con la edad, el género, la discapacidad, la morbilidad y otros aspectos, lo cual hace muy diversas 
sus necesidades”, Ibíd., p. 285. 
539 “Los recursos son un índice inadecuado del bienestar, puesto que los seres humanos poseen 
diversas necesidades de recursos, y también diversas capacidades de convertir los recursos en 
funcionamientos”, NUSSBAUM, M. C. Las fronteras de la justicia. Op. cit., p. 87.  
540 NUSSBAUM, M. C. Capacidades como titulaciones fundamentales: Sen y la justicia social. 
Traducción de Everaldo Lamprea Montealegre. Bogotá D.C.: Universidad Externado de Colombia, 
2005, p. 20. (Estudios de Filosofía y Derecho del Centro de Investigación en Filosofía y Derecho; n.° 
9). 
A esa diferencia en las necesidades básicas de los niños y las niñas, si comparados 
con los adultos, se suma la desventaja social que supone su condición541 y, en el 
caso concreto, la inferioridad en las capacidades necesarias para resistir y/o 
sobreponerse a los efectos de la guerra. De un lado, mientras en el plano formal, 
frente a la posición hombre/mujer, no se acepta la desigualdad, en el caso de la 
comparación niño/adulto la diferencia es casi siempre aceptada de entrada. Es 
decir, existe una desventaja valorativa de partida que, como veremos más adelante, 
se nutre de una percepción social desvalorizante o, al cuanto menos, 
desconocedora de su condición de sujeto pleno de derechos542.  
 
Así mismo, otra diferencia, en el caso que nos ocupa, tiene que ver con las 
posibilidades de un niño o una niña de contrarrestar, por si sola, las consecuencias 
del conflicto armado y, dentro de estas, las del desplazamiento forzado interno.  Por 
ejemplo, no será igual la capacidad para resistirse al reclutamiento –siempre forzado 
en el caso de los menores de edad– de un adulto que de un niño, ni tampoco tendrá 
los mismos efectos la alimentación deficiente en la salud de un adulto que en la de 
un bebe en situación de desplazamiento.   
 
Llegamos así al caso concreto, el cual visto desde el enfoque de las capacidades 
suscita razonables interrogantes acerca de las oportunidades que la migración 
forzada compromete, en otras palabras, sobre “la habilidad efectiva (…) para optar 
por vivir diferentes tipos de vidas”543 de los niños y las niñas que han sido sometidos 
                                                          
541 Como se verá más adelante. 
542 Son precisamente estas “limitaciones sociales” las que determinan la relevancia -en general, 
frente a la justicia social y, en nuestro caso, frente a la niñez desplazada- del enfoque de las 
capacidades, tal como lo reconocen Sen y Nussbaum: “Sen insiste también, sin embargo, en que la 
necesidad de centrarse en las capacidades se ve especialmente clara cuando consideramos casos 
en los cuales los individuos se encuentran limitados de formas atípicas por la estructura misma de 
su sociedad. Una cultura que desincentiva tradicionalmente que las mujeres adquieran una 
educación deberá dedicar más recursos a la alfabetización femenina que a la masculina. Aunque 
Sen no lo diga, y aunque tienda a tratar la discapacidad como un caso de asimetría natural, su 
famoso ejemplo de la persona en una silla de ruedas posee una estructura parecida. La razón por la 
cual esta persona está menos capacitada para moverse por el espacio público que la persona 
«normal» es enteramente social: la sociedad no ha previsto un acceso a los espacios públicos 
adaptado a una silla de ruedas”, NUSSBAUM, M. C. Las fronteras de la justicia. Op. cit., p. 172.   
543 SEN, Amartya. Op. cit., p. 267. 
a la violencia, a las limitaciones de los espacios relacionales, al dolor, a la rabia, a 
la indefensión, al miedo, a la persecución, etc. Todas ellas dinámicas de la guerra544 
dentro de la cual tiene lugar el desplazamiento forzado interno y que, como hemos 
visto, han sido verificadas en los relatos de las familias y la infancia desplazada. Así 
mismo, tanto el trauma o, en general, el impacto psicológico; como las afectaciones 
psicosociales; el desarraigo identitario y el daño cultural; y el daño a la democracia 
que produce el desplazamiento permiten suponer justificadamente que la “libertad 
para elegir como vivir”545 se ve y, posiblemente, se va a ver condicionada y/o 
limitada para estos sujetos.  
 
En efecto, el desplazamiento forzado interno de la infancia y la adolescencia en 
Colombia tiene unos impactos con el potencial suficiente para afectar 
negativamente tanto las capacidades cognitivas, emocionales, relacionales, 
culturales, de convivencia; como la posibilidad de pensar, crear y vivir estrategias 
distintas de resolución de los conflictos y gestión de las diferencias. Nos 
preguntamos, por ejemplo, frente a la posibilidad de educarse y/o formarse en 
distintos oficios –la cual requiere, además de la existencia de cupos escolares y 
oportunidades de acceso a la educación, que el individuo en cuestión disponga del 
interés, de la concentración, de la alimentación y de la salud mental suficiente, entre 
otras aptitudes–, ¿de qué “oportunidades sustantivas”546 pueden y podrán gozar 
quienes siendo niños o niñas han debido soportar el entramado de daños que 
conlleva la situación de desplazamiento?  
 
                                                          
544 Para la valoración de las ventajas y/o desventajas individuales también resulta relevante la 
violencia presente en las sociedades en las que se inserta dicho individuo. Dicha violencia va a ser 
determinante para que el mismo pueda transformar recursos en capacidades: “variaciones en el 
clima social: La conversión de recursos personales en actividades también recibe la influencia de las 
condiciones sociales, como la atención médica y epidemiológica pública, los servicios de educación 
pública y la prevalencia o ausencia de crimen y violencia en la localidad [las cursivas se agregaron]. 
Aparte de las facilidades públicas, la naturaleza de las relaciones comunitarias puede ser muy 
importante, como la reciente literatura sobre el «capital social» tiende a subrayar”, Ibíd., p. 285. 
545 Ibíd., p. 268. 
546 “La perspectiva de la capacidad puede ser muy importante para juzgar las oportunidades 
sustantivas de las personas (y resulta mejor, como he sostenido, la evaluación de la equidad en la 
distribución de las oportunidades)”, Ibíd., p. 326. 
Tal vez sea el trauma o, en general, el daño psicológico, al que hemos hecho 
referencia como uno de los tipos de impactos que el desplazamiento genera en los 
niños y las niñas, el que genere más preocupaciones desde el punto de vista de la 
reducción de las capacidades de quienes lo sufren siendo niños. Precisamente 
porque produce unas afectaciones en el comportamiento, las emociones y las 
relaciones que suponen una desventaja superior si comparamos con quienes no 
han sido víctimas de desplazamiento. En efecto, el estrés, el miedo, la pérdida, el 
temor, el dolor, la angustia, la impotencia, la indefensión y la incertidumbre vividos 
en la infancia pueden comprometer amplios espectros de la vida de estos individuos 
y limitar sus elecciones y sus posibilidades de desenvolverse sin condicionamientos, 
ataduras o angustias en el futuro. 
 
Pero no sólo la salud mental resulta siendo un criterio razonable para valorar las 
capacidades de acción y de elección de los niños y las niñas víctimas de 
desplazamiento, también son relevantes los efectos de esas afectaciones 
psicológicas en la salud y el desarrollo físico de los mismos. Al respecto, cualquier 
persona puede dar fe de las sintomatologías fisiológicas que acompañan a las 
dolencias emocionales y los avances en las neurociencias cada vez logran 
demostrar con más veracidad “la relación entre la mente y el cuerpo [que] es como 
una autopista de doble vía, donde lo que ocurre en uno afecta directamente al 
otro”547.  A lo que se suman las condiciones de vida precaria que deben vivir bajo la 
situación de desplazamiento los individuos, las cuales también pueden afectar el 
bienestar físico de los más pequeños y, junto con ello, sus facultades y 
potencialidades.  
                                                          
547 BÄR, Nora. ‘Depresión reduciría los años vividos en plenitud’. En: El Tiempo. Bogotá D.C. 20 de 
octubre de 2014. Sec. debes saber. P. 10. En el mismo sentido el Peritaje de Ana Deutsch, psicóloga 
clínica en psicoterapia transcultural y evaluación y tratamiento de las consecuencias psicológicas del 
trauma: “los efectos emocionales de un trauma de esta naturaleza crean la posibilidad de agravar 
una enfermedad física o mental, dada la naturaleza unitaria del ser humano. Eventos traumáticos 
que desequilibran el sistema psíquico llegan a tener una repercusión en el organismo. Existen 
investigaciones acerca del compromiso neuro-fisiológico y biológico del trauma, que repercute en 
distintas funciones del organismo y que puede generar, producir o despertar una condición nueva o 
latente. Ese es el caso de una diabetes o una psicosis, tenga o no la persona antecedentes familiares 
de esas enfermedades”,  Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77. 
Otro aspecto igualmente relevante desde el enfoque de las capacidades es el de la 
conexión entre los individuos y la comunidad a la que pertenecen. Efectivamente, 
Sen rechaza la separación entre libertad individual y sociedad reconociendo, de esta 
manera, el valor de lo comunitario para los individuos548, así como las “capacidades 
de grupo”549. Dicha interrelación coincide con las preocupaciones implícitas en los 
llamados impactos psicosociales, el desarraigo identitario y el daño cultural que 
produce el desplazamiento forzado de la infancia y la adolescencia y que han sido 
explicados en la Sección B del Capítulo II de este trabajo.  
 
De un lado, las rupturas de las redes y los lazos sociales que produce la huida, así 
como la dificultad para construir nuevos vínculos en los lugares de llegada anula las 
oportunidades de seguir haciendo parte de las comunidades a las que pertenecían 
los niños y las niñas desplazados y disminuye las capacidades de grupo. De otro 
lado, el despojo de la vida propia –expresión que simboliza la pérdida del sentido 
de pertenencia, propia del desarraigo identitario–, junto con la imposibilidad de 
apropiarse, conservar y/o transmitir la identidad colectiva –la cual abandonan los 
niños y las niñas al escapar con sus familias y al tener que adaptarse a nuevas 
realidades culturales (daño cultural)– truncan la libertad y la capacidad de 
salvaguardar su cultura, la misma que valoran y tienen razón para considerar 
importante550. 
 
Aún más, la relación entre los daños que provoca el desplazamiento en los más 
pequeños y la reducción de sus capacidades (es decir, incremento de las 
condiciones de desigualdad) es aún más evidente si contrastamos esos impactos 
                                                          
548 “El enfoque de la capacidad no sólo no asume tal separación [entre pensamiento, elección y 
acción individuales y sociedad], sino que su preocupación por la habilidad de las personas para vivir 
las clases de vidas que tienen razón para valorar aporta influencias sociales tanto desde el punto de 
vista de lo que ellas valoran (por ejemplo, «tomar parte en la vida de la comunidad») cuanto desde 
el punto de vista de las influencias que actúan sobre sus valores (por ejemplo, la relevancia del 
razonamiento público en la evaluación individual)”, SEN, Amartya. Op. cit., pp. 274-275. 
549 Ibíd., p. 276. 
550 “Sostener los niveles de vida no es lo mismo que sostener la libertad y la capacidad de las 
personas para tener –y salvaguardar– lo que valoran y lo que tienen razón para considerar 
importante”, Ibíd., p. 281. 
con la lista de capacidades humanas básicas de Nussbaum551. En efecto, la autora 
propone una lista a partir de la cual considerar una sociedad como “mínimamente 
justa”552, paragonándola a los derechos de las cartas constitucionales553. De ellas 
queremos destacar tres –salud corporal, emociones y afiliación– que adquieren 
especial relevancia en un estudio que propone la desatención del desplazamiento 
forzado de la infancia como una realidad con el potencial suficiente para profundizar 
una desigualdad que desde antes del desplazamiento es ya excesiva554.  
 
En primer lugar, si pensamos en la precariedad de las condiciones de vida de los 
niños y las niñas en situación de desplazamiento –es decir, en la mayor pobreza y 
la insuficiencia alimentaria, solo por mencionar dos de las características 
enunciadas en la sección de los efectos del desplazamiento en sus vidas–, surge a 
la mente la posibilidad de “estar capacitado para tener una buena salud, incluyendo 
la salud reproductiva; estar alimentado adecuadamente; contar con un resguardo 
adecuado”555.  Esta es la salud corporal, la segunda de las capacidades que 
propone Nussbaum. 
 
En segundo lugar, si se tienen presentes las consideraciones acerca del trauma y, 
en general, del daño psicológico de las que dan cuenta las investigaciones sobre el 
desplazamiento forzado interno de la infancia, viene a la mente la oportunidad para 
                                                          
551 Aun cuando Nussbaum se inscribe en la perspectiva de Sen (NUSSBAUM, M. C. Las fronteras de 
la justicia. Op. cit., p. 171), difiere con él no solo desde el punto de vista de la disciplina desde la cual 
aborda el enfoque –una desde la Filosofía y el otro desde la economía (Ibíd., p. 82-83.)–, sino 
también en la necesidad de proponer una lista de capacidades básicas –aunque sea general– que 
jugarían el mismo papel de los derechos fundamentales (“Todas las capacidades son derechos 
fundamentales de los ciudadanos, todas son necesarias para una vida humana digna y decente”, 
Ibíd., p. 173). Así, mientras Sen se resiste a proponer esta lista, Nussbaum lo hace y afirma que no 
hacerlo dificulta la definición de una teoría de la justicia basada en el enfoque de las capacidades 
(Ibíd., p. 172).     
552 Ibíd., p. 163.     
553 Se trata de las siguientes 10 capacidades: vida; salud corporal; integridad corporal; sentidos, 
imaginación y pensamiento; emociones; razón práctica; afiliación; otras especies; recreación; y 
control sobre el entorno propio (político y material), Cfr. NUSSBAUM, M. C. Capacidades como 
titulaciones fundamentales: Sen y la justicia social. Op. cit., pp. 31-33.  
554 Y aunque sólo se mencionen tres de las capacidades de Nussbaum, creemos que la migración 
forzada y sus efectos en los niños y niñas tienen el potencial suficiente para afectar negativamente 
las 10 capacidades básicas que propone la autora estadounidense.   
555 Ibíd., p. 31 
estos niños y niñas de “estar capacitado para tener vínculos con cosas y personas 
fuera de nosotros mismos; amar a aquellos que nos aman y se preocupan por 
nosotros, sufrir ante su ausencia; en general, amar, sufrir, experimentar nostalgia, 
gratitud y rabia justificada. No ver obstaculizado el desarrollado emocional propio 
por el temor y la ansiedad”556. Es decir la capacidad denominada emociones. 
 
En tercer lugar, resulta justificado suponer la afectación de la capacidad llamada  
por Nussbaum afiliación si se piensa en los rasgos de lo que se ha denominado 
como el daño a la democracia, tales como la aceptación y la adopción, por parte de 
los niños que han vivenciado la guerra y el desplazamiento, de valores y visiones 
negativas propias de los actores armados o, peor aún, la naturalización que algunos 
de los mismos hacen de la violencia; la legitimación de la fuerza, el autoritarismo y 
la arbitrariedad; y la justificación de la justicia “por mano propia” ante la 
desprotección del Estado . Ello en la medida que tal facultad hace referencia, entre 
otras, al “estar capacitado para vivir con y ante otros, para reconocer y mostrar 
preocupación por otros seres humanos, para involucrarse en formas de interacción 
social; estar capacitado para imaginar la situación de otro”557. 
 
De manera que, con fundamento en el enfoque de las capacidades, el cual se basa 
en la justicia social entendida como distribución equitativa de capacidades de ser y 
hacer, el desplazamiento forzado interno de la infancia y la adolescencia en 
Colombia puede ser entendido como un problema de desigualdad, ¿qué 
desigualdad? Una desigualdad incapacitante, tal como demostrado a partir de la 
relación fáctica entre desplazamiento y mengua de las capacidades de esos 
individuos. Pero, además de proponer esa lectura, nos interesa, antes de finalizar 
esta sección, destacar de la perspectiva de Nussbaum el uso de las capacidades 
como criterios para “justificar una actuación positiva del Estado”558. Cuestión que 
                                                          
556 Ibíd., p. 32.  
557 Ibíd., pp. 32-33.  
558 ARANGO, R. Presentación, En: NUSSBAUM, M. C. Capacidades como titulaciones fundamentales: 
Sen y la justicia social. Traducción de Everaldo Lamprea Montealegre. Bogotá D.C.: Universidad 
Externado de Colombia, 2005, p. 10. (Estudios de Filosofía y Derecho del Centro de Investigación 
en Filosofía y Derecho; n.° 9).  
coincide con la exigencia de una respuesta estatal al problema de la migración 
forzada interna de los niños y las niñas en términos de política pública.       
 
Nussbaum atribuye al enfoque de Sen un impacto en la política pública. Siguiendo  
al autor indio la autora afirma que un Estado que persiga la igualdad debe aceptar 
que la mejor manera de lograrla es considerando las capacidades de los 
individuos559. Las capacidades, en efecto, tienen la ventaja de evidenciar lo que de 
hecho produce desigualdad y se manifiesta en el no ser y el no hacer de muchas 
personas. Así, más allá de las enunciaciones normativas lo que efectivamente 
garantiza la igualdad es la posibilidad real de elegir y actuar conforme a lo que se 
considera razonablemente importante.         
 
Una vez aceptada la relación entre igualdad y capacidades, las sociedades se ven 
en la necesidad de actuar conforme a la valoración que resulte de las capacidades, 
especialmente frente a quienes requieren más asistencia o han sido marginados560, 
es decir, quienes representan la desigualdad. Basándose en una idea del hombre 
que integra en su racionalidad y en su sociabilidad la necesidad de asistencia, el 
enfoque de Nusbbaum incorpora los elementos de vulnerabilidad y asistencia, a 
partir de los cuales justifica una perspectiva de la justicia en la que el Estado debe 
propiciar las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, es decir, para que 
los individuos que más la requieren desarrollen el máximo de sus capacidades de 
ser y hacer.  
 
De ahí que se pueda concluir que cualquier condición especial invita a aumentar la 
actuación activa del Estado en aras de “ofrecer a todos los ciudadanos las 
(condiciones sociales para las) capacidades, hasta un nivel mínimo adecuado”561, 
                                                          
559 “Los argumentos de Sen sobre la igualdad parecen tener el siguiente impacto sobre asuntos de 
justicia social y de políticas públicas: en la medida en que una sociedad valore la igualdad de las 
personas y busque alcanzarla entre sus objetivos sociales, la igualdad de capacidades parecería ser 
el tipo más relevante de igualdad que se debería buscar”, NUSSBAUM, M. C. Capacidades como 
titulaciones fundamentales: Sen y la justicia social. Op. cit., p. 21.  
560 “El Estado debe tomar acciones si se quiere que los grupos tradicionalmente marginados 
alcancen plena igualdad”, Ibíd., p. 27.  
561 NUSSBAUM, M. C. Las fronteras de la justicia. Op. cit., pp. 186-187. 
Con relación al caso específico, nos atrevemos a aseverar que, tal como afirma 
Nussbaum respecto de las personas discapacitadas, los niños y las niñas que han 
vivido una situación de desplazamiento muy posiblemente viven “vidas más difíciles 
que las demás (…) encuentran obstáculos fuera de lo común para su realización 
personal”562. Por eso requieren mayor asistencia.       
 
Y si hablamos de actuar, de asistencia y pensamos en los distintos niveles del 
Estado, la política pública emerge como aquella más idónea para asegurar 
capacidades, precisamente por la naturaleza de la categoría “capacidad”. Las 
capacidades, desde el enfoque de Martha, son objetivos políticos563 de la mayor 
importancia que exigen, más allá de un diseño normativo suficiente, un Estado 
consciente de “los requisitos materiales e institucionales de la genuina libertad”564 y 
de los verdaderos obstáculos de la igualdad. Las capacidades, parangonables a los 
derechos según Nussbaum, exigen implementación legislativa, judicial565 y una 
política pública, la única capaz de responder a las exigencias de las capacidades.  
 
Con relación a la actuación judicial, valga la pena mencionar algunas 
consideraciones de los fallos a los que se refiere la autora cuando hace referencia 
a las políticas públicas, la educación y la inclusión de los niños y las niñas con 
deficiencias mentales atípicas en Estados Unidos. Concretamente y en 
contraposición a la estigmatización de dichos niños como “ineducables”566, su 
segregación y/o su rechazo por parte de las escuelas públicas, sobresalen los casos 
Pennsylvania Association for Retarded Children v. Pennsylvania567, Mills v. Board 
of Education568 y Goldberg v. Kelly569. 
                                                          
562 Ibíd., p. 224. 
563 Ibíd., p. 219. 
564 Ibíd., p. 219. 
565 “Una forma de concebir la lista de capacidades es como una lista de garantías constitucionales, 
análoga a la sección de Derechos Fundamentales de la Constitución india, o a la Carta de Derechos 
(más corta) de la Constitución estadounidense. Tales derechos deberían implementarse luego a 
través de la acción legislativa y judicial”, Ibíd., p. 163. 
566 Ibíd., p. 203. 
567 Ibíd., p. 203. 
568 Ibíd., p. 204. 
569 Ibíd., p. 205 
En el primero, se exige al Estado garantizar a los niños con deficiencias mentales 
la educación requerida, previa solicitud de los demandantes al sistema educativo de 
demostrar las razones para excluir “legítimamente” a los niños con esas 
discapacidades. En el segundo caso, el tribunal consideró como una “violación de 
la igualdad de protección”570 el no acceso a las escuelas públicas por parte de los 
niños con discapacidades mentales. Así mismo, afirmó que las deficiencias 
financieras o administrativas no podían pesar sobre estos niños, más que sobre los 
demás. En el tercero, se exigió una asistencia con base en la igualdad y se 
reconoció que “existen fuerzas que escapan al control de los pobres que contribuyen 
a su miseria […] Al satisfacer las demandas básicas de la subsistencia, la asistencia 
social puede contribuir a poner al alcance de los pobres las mismas oportunidades 
de las que disfrutan otros para participar de un modo significativo en la vida de la 
comunidad”571.   
 
Se desprende, entonces, de la naturaleza de las capacidades su estrecha relación 
con las políticas públicas, las únicas capaces de garantizarlas. Hablar de 
posibilidades es sin duda hacer referencia a escenarios distintos a los de la creación 
de la norma ya que las normas no crean realidades sin la intermediación de 
condiciones que hagan posible la aplicación efectiva de la misma. Creemos 
entonces que “la capacidad” exige políticas, más allá de leyes que las pretendan 
favorecer. En efecto, la capacidad al ser “aptitud, talento, cualidad que dispone a 
alguien para el buen ejercicio de algo”572 implica efectividad y no simple aspiración 
de algo, es, por así decirlo, la eficacia latente de un derecho en la medida en que 
significa que las condiciones de su ejercicio están dadas y solo falta la libre 
determinación del sujeto para que dicho derecho se haga realidad, se ejerza.  
 
                                                          
570 Ibíd., p. 204. 
571 Ibíd., p. 205. 
572 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. Diccionario de la lengua española. [en línea]. 22.ª ed. “Capacidad”. 
[citado el 26 de febrero de 2015]. Disponible en http://lema.rae.es/drae/ 
Consecuentemente, Nussbaum considera que la mejor manera de garantizar los 
derechos fundamentales es razonando en términos de capacidades573. Un lenguaje 
que va más allá del de los derechos en la medida que no entiende un derecho como 
realmente otorgado hasta tanto no se hayan implementado todas las medidas que 
efectivamente lo hagan posible574. De manera que, la simple no interferencia pública 
resulta insuficiente ya que el Estado “debe diseñar el material y el ambiente 
institucional, de modo que se brinde el requerido apoyo afirmativo para todas las 
capacidades relevantes” 575. Y nada mejor que una política coherente con esas 
capacidades para lograrlo.  
 
Desde ese punto de vista, el enfoque de las capacidades coincide, de un lado, con 
la enunciación afirmativa de los derechos de la Constitución colombiana, los cuales 
implican acciones más que simples limitaciones de parte del Estado y sus 
instituciones. De otro, con el alcance positivo de la igualdad del artículo 13, 
específicamente con la igualdad sustancial y la protección especial de quienes se 
encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta, que dicha norma incorpora y 
que ha servido de fundamento para el desarrollo de las acciones afirmativas. Dos 
características que Nussbaum defiende576 y que define como la forma en la que 
deben ser entendidas las titulaciones fundamentales, identificables con las 
capacidades.        
                                                          
573 “En lo que se refiere a los derechos fundamentales, argumentaré que la mejor forma de abordar 
lo que significa garantizarlos, es pensar en los términos de capacidades”, NUSSBAUM, M. C. 
Capacidades como titulaciones fundamentales: Sen y la justicia social. Op. cit., p. 25,  
574 “Pero al definir la garantía de los derechos en términos de capacidades, estamos aclarando que 
las personas en el país C no tienen realmente un derecho efectivo a la participación política, esto es, 
un derecho que resulte relevante para juzgar si una sociedad es justa, debido simplemente a que 
este lenguaje existe únicamente en el papel: a las personas solo se les habría dado un derecho 
cuando existen medidas efectivas para hacerlas verdaderamente capaces en el ejercicio político”, 
Ibíd., p. 26  
575 Ibíd., p. 57.   
576 “La Constitución de la India enuncia los derechos en forma afirmativa (…) Aún más: la 
Constitución de a India es completamente explícita cuando establece que los programas de acción 
afirmativa destinados a ayudar a las castas bajas y a las mujeres, no sólo no son incompatibles con 
las garantías constitucionales, sino que hacen parte de su espíritu. Tal aproximación resulta muy 
importante para la justicia de género: el Estado debe tomar acciones si se quiere que los grupos 
tradicionalmente marginados alcancen plena igualdad. Ya sea que una nación cuente con una 
Constitución escrita o no, debe entender las titulaciones fundamentales de esta forma”, Ibíd., pp. 27-
28.  
De manera que, la desatención del desplazamiento forzado interno de la infancia y 
la adolescencia debe plantearse en términos de desigualdad y exige una solución a 
través de una política pública, la única capaz de contrarrestar la desventaja que en 
términos de capacidades conlleva el desplazamiento. Si se quieren considerar los 
derechos fundamentales de las personas desplazadas menores de edad como 
realmente asignados, más allá de verificar la existencia de la norma, se debe 
corroborar la implementación de las “medidas efectivas para hacerlas 
verdaderamente capaces”577 en el ejercicio de esos derechos. Medidas, acciones o 
actuaciones que escapan de la órbita del legislador y del juez (a quien, como en los 
casos señalados, sólo le resta recordar al ejecutivo su deber de asistencia) y 





                                                          
577 Ver pie de página 573. 
IV. LA ESPECIFICACIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES EN RAZÓN 
DE LA MENOR EDAD DE SUS TITULARES  
 
¿Por qué la Corte Constitucional colombiana profiere una decisión específicamente 
referida a los derechos fundamentales de los niños y las niñas en situación de 
desplazamiento diferenciándolos del resto de la población desplazada? ¿Por qué 
no basta con una perspectiva general de derechos fundamentales para resolver el 
problema del desplazamiento forzado interno? ¿Por qué no es suficiente con la 
decisión estructural de la sentencia T-025 de 2004? Una parte de la respuesta tiene 
que ver, como acabamos de ver, con la diferencia en los efectos, los impactos y las 
consecuencias que tiene el desplazamiento forzado interno en la infancia y la 
adolescencia, que afecta su desarrollo personal, sus oportunidades reales de ser y 
hacer y las posibilidades para el país de consolidar la democracia y que se traducen 
en el empeoramiento de las condiciones de desigualdad previas al desplazamiento 
o aun sin considerarlo. 
 
La otra parte de la respuesta está determinada por lo que desde la doctrina se ha 
entendido como el proceso de perfeccionamiento de los derechos fundamentales1, 
desde el punto de vista de la especificación de sus titulares. Según esa perspectiva, 
los principios y los valores más caros al ser humano, que se han consensuado en 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos, no representan un punto de 
llegada sino, por el contrario, un punto de partida y de direccionamiento hacia 
nuevos derechos y/o nuevas maneras de concebirlos, así como hacía garantías 
eficaces de los mismos. Dentro de estas últimas, la especificidad de los beneficiarios 
de los derechos fundamentales, en razón de la menor edad, emerge para restar 
                                                          
1 “La Dichiarazione universale rappresenta la coscienza storica che l’umanità ha dei propri valori 
fondamentali nella seconda metà del secolo ventesimo. È una sintesi del passato e un’ispirazione 
per l’avvenire; ma le sue tavole non sono state una volta per sempre scolpite. Con questo voglio dire 
che la comunità internazionale si trova oggi di fronte non solo al problema di apprestare valide 
garanzie a quei diritti, ma anche a quello di perfezionare continuamente il contenuto della 
Dichiarazione, articolandolo, specificandolo, aggiornandolo, in modo da non lasciarlo cristallizzare e 
irrigidire in formule tanto più solenni quanto più vuote (…) [si tratta] della necessità di tenerlo in vita 
facendolo crescere dall’interno. Si tratta di un vero e proprio sviluppo o fors’anche di una graduale 
maturazione della Dichiarazione, che ha generato e sta per generare altri documenti interpretativi o 
addirittura integrativi del documento iniziale”, BOBBIO, Norberto. Op. cit., pp. 28-29. 
solemnidad y dar contenido2 a esas prerrogativas generales; las cuales, en virtud 
de su abstracción y su distanciamiento de las condiciones reales de ejercicio, 
resultan las más de las veces inalcanzables.      
 
Perspectiva esta, la del desarrollo progresivo de los derechos, que se aborda a la 
luz de una más general: la del carácter histórico de los derechos fundamentales. 
Así, la tesis esbozada supone que no se puede entender el enfoque diferencial 
etario exigido por el juez constitucional sin una aproximación que dé cuenta de la 
estrecha relación entre (formas de) Estado-Derecho-derechos y los 
acontecimientos, los sucesos y los hechos que han determinado una realidad 
nacional y, si se quiere, también internacional. Así mismo, se sostendrá que a la 
concepción que se tenga de los derechos fundamentales va aparejada el uso que 
el juez constitucional haga de ese material jurídico; es decir, también de la 
jurisdicción constitucional se va a predicar su carácter histórico.   
 
De manera que, en primer lugar, haremos una breve referencia al Estado, al 
Derecho y a los derechos fundamentales como productos históricos para, en un 
segundo momento, explicar desde ese enfoque dos posturas que dan cuenta del 
proceso de especificación de los derechos, desde el punto de vista de quienes se 
benefician de ellos. Concretamente, del iter seguido por ellos, que les ha permitido 
evolucionar de un titular abstracto e indeterminado a uno concreto y determinado.  
En tercer lugar, se hará énfasis en la recepción que de ese proceso ha hecho la 
Constitución y el juez constitucional colombiano respecto de los niños, las niñas y 
los adolescentes.  
 
A. El carácter histórico de los derechos fundamentales  
 
Para empezar, se ha dicho en precedencia que el Estado constitucional de derecho, 
o como se ha llamado en la Constitución colombiana el Estado social de derecho, 
representa un progreso respecto del precedente Estado legislativo de derecho o 
                                                          
2 Empleando las mismas palabras que usa Bobbio.  
Estado de derecho3. Así, desde un enfoque histórico, dicho avance no puede ser 
entendido en plenitud si no es leído a partir de la evolución de las ideas, los cambios 
sociales y, en general, los acontecimientos que determinaron, por ejemplo, el 
cambio de la relación entre los estados y sus ciudadanos4, así como la introducción 
de vastos catálogos de derechos en los textos constitucionales que cubren desde 
las libertades individuales hasta los derechos de las generaciones futuras5. 
 
Es precisamente esa la perspectiva que ha adoptado el juez constitucional de 1991 
al valorar el alcance de la adjetivación “social” del Estado colombiano contenida en 
el artículo primero de la Constitución6. Concretamente, dicho juez ha dado cuenta 
de las “trasformaciones institucionales”7, sociales y económicas que tuvieron lugar 
en “las principales democracias constitucionales del mundo”8 y a las cuales se debe 
la nueva connotación del Estado, la social. La misma que la Corte considera como 
la respuesta “jurídico-política”9 al desarrollo de los estados de bienestar10.   
                                                          
3 El Estado, la forma que adquiere y los contenidos que lo cualifican, son el resultado de procesos 
históricos. Acontecimientos, fortunas e infortunios producto de las relaciones entre sujetos 
individuales y colectivos son los que han determinado la organización de los pueblos en Estados y 
la cualificación de los mismos en virtud de su forma democrática. 
4 CASSESE, Antonio. I diritti umani oggi. Roma-Bari: Editori Laterza, 2005, p. 143. 
5 Una de estas perspectivas históricas es la de los componentes –civil, político y social– de la 
ciudadanía de Marshall; cada uno de los cuales representa, a su vez, una categoría de derechos con 
el mismo nombre, MARSHALL, T. H. & BOTTOMORE, Tom. Ciudadanía y clase social. Traducido 
por Antonio Bonanno. Buenos Aires: Editorial Losada, 1998, pp.24-36.     
6 Constitución Política de Colombia, Artículo 1. Colombia es un Estado social de derecho organizado 
en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y 
la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
7 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA, Sala Primera de Revisión. Sentencia T-406 de 
1992. (5 de junio de 1992). Magistrado ponente: Ciro Angarita Barón. Ref. Expediente n.° T-778. 
8 Ibíd. 
9 Ibíd. 
10 Resáltese de esas consideraciones la consecuencia cualitativa de la configuración del Estado 
como Estado social de derecho, que el juez recuerda: “estos cambios han producido en el derecho 
no sólo una transformación cuantitativa debida al aumento de la creación jurídica, sino también un 
cambio cualitativo, debido al surgimiento de una nueva manera de interpretar el derecho, cuyo 
concepto clave puede ser resumido de la siguiente manera: pérdida de la importancia sacramental 
del texto legal entendido como emanación de la voluntad popular y mayor preocupación por la justicia 
material y por el logro de soluciones que consulten la especificidad de los hechos”, Ibíd. 
Por otra parte, no solo el tipo de Estado por el que opte un pueblo sino también la 
Constitución que se dé el mismo son el resultado de su historia11. Así, la “selección” 
de lo relevante12 (los contenidos constitucionales) guarda correspondencia tanto 
con los desarrollos culturales constitucionales alcanzados hasta ahora13, como con 
las tragedias y las buenaventuras que han acompañado a una nación con el paso 
del tiempo. Este es el carácter histórico de una Constitución que hemos llamado no 
solo acto normativo sino también cultura. El mismo a partir del cual se ha querido 
resaltar la relevancia del valor de la igualdad dentro de la Constitución Política de 
Colombia; como uno de los derechos cuya historicidad y evolución se ha propuesto.    
 
De manera que, se sostiene que los derechos fundamentales son, ante todo, 
derechos históricos14; es decir, son el resultado de las relaciones de poder de una 
sociedad determinada en una época determinada, así como de los desequilibrios y 
las reivindicaciones que surgen de ellas. Las mismas que han resultado 
determinantes para la transformación de intereses y expectativas vagas en 
derechos concretos. Pero no solo eso, los derechos (su identificación, su 
denominación, su alcance, sus titulares, etc.) también reflejan el entendimiento de 
la condición humana, los cambios en la sociedad, en el conocimiento y la relación 
que se tenga con el espacio que habita el hombre.  
 
De ese carácter histórico de los derechos fundamentales se deriva, antes que nada, 
la permanente transformación de los mismos. Como lo ha dicho Bobbio, no son ni 
serán los mismos hoy y mañana, ni su fundamentalidad debe contraponerse a su 
                                                          
11 Y Häberle agregaría: “y su contexto”. “Para la ciencia cultural, en cambio, las normas 
constitucionales surgen y se entienden como procesos culturales, y se explican a partir de los textos 
y los contextos”, HÄBERLE, Peter & KOTZUR, Markus. Op. cit., p. 5.      
12 “Una de las primeras funciones de los constituyentes es vertir [sic] en los textos constitucionales, 
de manera formal, lo que ellos consideran como lo ‘más relevante políticamente’ en la dimensión 
temporal, es decir, a partir del pasado, del presente o del futuro (el carácter de orden fundamental 
de la Constitución)”, HÄBERLE, Peter. Constitución como cultura (Artículos seleccionados para 
Colombia). Op. cit., p. 104. 
13 Ibíd., 212 p. 
14 “I diritti dell’uomo per fondamentali che siano, sono diritti storici, cioè nati in certe circostanze, 
contrassegnate da lotte per la difesa di nuove libertà contro vecchi poteri, gradualmente, non tutti in 
una volta per sempre”, BOBBIO, Norberto. Op. cit., p. XIII. 
historicidad15. Así, es evidente que las prerrogativas que desde el Derecho se 
reconocen a las personas cambian, evolucionan, se transforman, se expanden y se 
contraen, se multiplican y se reducen16. Y es precisamente dentro de la fase de 
propagación de los derechos –no acabada, sobra decirlo– que vamos a hacer 
referencia al proceso de especificación de los mismos en razón a las 
particularidades de los titulares. 
 
Antes de ello, sin embargo hagamos una breve alusión a la historicidad no solo de 
los derechos sino también de las garantías que se han dispuesto para su igualitario 
y pleno ejercicio, así como de su vida practica y dentro de esta de la aplicación que 
de ellos hace el juez constitucional. Con relación a la primera, se dirá, entonces, 
que lo jurídicamente relevante cambia –de acuerdo a las circunstancias sociales, 
económicas, políticas, intelectuales, etc.– tanto como su tutela, y la justicia 
constitucional es un testigo de ello. Así, entre la época constitucional del Antico  
Regime y la de la difusión de la justicia constitucional, de las que da cuenta 
Zagrebelsky17, hay un espacio que se puede medir en tiempo, en acontecimientos, 
en tragedias –como la II Guerra Mundial– o en evolución de las ideas y las teorías.       
 
Este carácter histórico de las garantías de los derechos fundamentales resulta 
relevante para comprender el traslado que el juez constitucional colombiano hace 
de un discurso de derechos al terreno de la política pública, precisamente en las 
decisiones sobre desplazamiento forzado interno18. Y lo es en la medida que, si se 
presta atención a las condiciones reales de los desplazados, solo a partir de una 
                                                          
15 “I diritti dell’uomo per fondamentali che siano, sono diritti storici, cioè nati in certe circostanze, 
contrassegnate da lotte per la difesa di nuove libertà contro vecchi poteri, gradualmente, non tutti in 
una volta per sempre”, Ibíd., p. XIII. 
16 El enfoque de las capacidades también acepta la mutabilidad de la lista de capacidades básicas 
(equiparables a la lista de derechos fundamentales), en virtud del respeto al pluralismo: “considero 
la lista abierta y sujeta a una revisión y un replanteamiento constantes, del mismo modo que la 
descripción de los derechos más fundamentales en cualquier sociedad está siempre sujeta a 
añadidos (o eliminaciones)”, NUSSBAUM, M. C. Las fronteras de la justicia. Consideraciones sobre la 
exclusión. Op. cit., p. 90. 
17 ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. Op. cit. 
18 Este es el mismo efecto creador que Rodríguez & Rodríguez han atribuido a la sentencia T-025 
de 2004 y a su proceso de seguimiento, RODRÍGUEZ GARAVITO, CESAR & RODRÍGUEZ FRANCO, DIANA. 
Cortes y cambio social. Op. cit. 
política pública es posible garantizar el ejercicio de sus derechos. Esta nueva 
perspectiva, es decir, la de la política pública como una de las garantías de los 
derechos fundamentales corresponde, según nuestro criterio, al carácter histórico 
de los derechos que hace imposible frenar la tendencia expansiva de sus 
instrumentos de tutela. 
 
Evolución de los mecanismos de protección que es inevitable ante la constatación 
de las limitaciones que pesan sobre las garantías constitucionales y legislativas de 
los derechos fundamentales, tal como vimos en los Numerales 2 y 3 de la Sección 
C del Capítulo III de esta investigación. Dichos obstáculos  han hecho de los 
derechos promesas vacías y desprovistas de carácter vinculante para una parte 
importante de los poderes públicos: la rama ejecutiva. La cual, como en el caso del 
desplazamiento forzado interno en Colombia, suele ignorar la insuficiencia de los 
remedios con los que hasta ahora se ha pretendido asegurar el ejercicio efectivo de 
los derechos, librándose de la exigibilidad de los mismos. En efecto, la 
administración pública en Colombia durante muchos años ignoró la insuficiencia de 
las garantías legislativas primarias y secundarias para asegurar a las personas 
desplazadas un mínimo de Constitución, situación que motiva al juez constitucional 
a trasladar las garantías de los derechos al espacio denominado “política pública”. 
 
Con relación a la segunda, esto es al carácter histórico de la práctica de los 
derechos fundamentales19, y relacionado con lo apenas dicho, tanto el material con 
el cual trabaja el juez constitucional como el alcance de su función dan cuenta de la 
incidencia que tiene en su actuar el momento histórico y social que atraviesa la 
realidad nacional dentro de la cual opera. Creemos así que, dicho juez no es –y no 
debe serlo/no se encuentran razones válidas para que lo sea– inmune/ajeno a las 
necesidades, los reclamos, las relaciones de fuerza y, en general, a todos los 
                                                          
19 Las transformaciones históricas determinan para Bobbio la evolución no solo de la teoría sino 
también de la práctica de los derechos: “il che significa che il nesso tra mutamento sociale e 
mutamento nella teoria e nella prassi dei diritti fondamentali è sempre esistito, e che la nascita dei 
diritti sociali l’ha reso soltanto più evidente, tanto evidente che ora è impossibile trascurarlo”, BOBBIO, 
Norberto. Op. cit., p. 78.  
factores que inciden en la garantía de los derechos cuya guarda le ha sido 
encomendada. 
 
Es por esa razón que, la sustancia con la que el juez constitucional debe decidir 
está dispuesta en modo tal de adaptarse a los cambios sociales y políticos que la 
sociedad pluralista propone20. Es esta la justificación de normas constitucionales 
abiertas, que aseguran su vocación de permanencia precisamente a partir de su 
capacidad para acomodarse a las necesidades que las transformaciones sociales 
proponen. De ahí se desprende, en parte, la condición histórica de la jurisprudencia 
constitucional; la misma que lleva a Zagrebelsky a justificar la posición kelseniana 
sobre la garantía constitucional21. 
 
Del mismo modo, el alcance de la función del juez constitucional colombiano frente 
al desplazamiento forzado interno. Su actuación refleja tanto los contenidos 
constitucionales como los desafíos del constitucionalismo en un país del Cono Sur, 
dentro de los que la igualdad y unos mínimos prestacionales que la aseguren se 
posicionan como prioridad. Y es en ese contexto dentro del cual la Corte 
Constitucional colombiana ha desarrollado ampliamente el enfoque diferencial 
etario. El cual tiene por finalidad, precisamente, la de poner en evidencia la relación 
entre violación de los derechos fundamentales –léase desplazamiento–, 
desprotección del Estado –léase ausencia de políticas públicas– y empeoramiento 
de las condiciones de desigualdad que afectan a la población más vulnerable –la 
que es golpeada por la migración forzada–.       
 
 
                                                          
20 “Le norme costituzionali aperte sono, infatti, caratteristiche inevitabili delle costituzioni in quanto 
documenti normativi «comprensivi», adatti a situazioni politiche e sociali pluraliste, destinati a valere 
nel tempo e inseriti in un movimento ideale che travalica i limiti degli stati nazionali. Queste norme 
sono tali da richiedere necessariamente un’opera di concretizzazione, non interamente 
predeterminata nei suoi contenuti”, ZAGREBELSKY, Gustavo & MARCENÒ, Valeria. Op. cit., p. 547. 
21 “Le teorie kelseniane sulla funzione della Corte costituzionale (…) riflettono i motivi propri di una 
fase storica del costituzionalismo europeo che difficilmente potrebbero essere riproposti tali e quali”, 
Ibíd., pp. 13-14.   
B. El proceso de perfeccionamiento de los derechos fundamentales desde 
el punto de vista de sus titulares    
 
Hecho el anterior encuadramiento relativo al carácter histórico de los derechos 
fundamentales y, antes y después de ellos, también del tipo de Estado, de la 
Constitución y de la actuación del juez constitucional. Y con el ánimo de precisar el 
contexto, los fundamentos y el alcance de la diferenciación que tanto el derecho 
internacional como los singulares ordenamientos jurídicos hacen de los titulares de 
los derechos, se hará ahora referencia a “la universalización y la multiplicación” de 
Bobbio22 y a “las líneas de evolución de los derechos fundamentales”23 de Peces-
Barba para entender por qué el juez constitucional colombiano profiere el auto 251 
de 2008 y por qué, desde antes del mismo, habla de enfoque diferencial etario en 
la política del Estado para prevenir y atender el desplazamiento forzado interno.   
 
Hemos insertado ambas teorías dentro del proceso inacabado de 
perfeccionamiento de los derechos fundamentales en virtud del cual la Declaración 
universal de los derechos humanos constituye el punto de partida de largos 
desarrollos que incluyen no solo el de universalización y positivización de los 
derechos fundamentales24 sino también el de alargamiento de los intereses a 
tutelar25 y, dentro de este, el de especificación y ulterior clasificación de los 
derechos. Justamente, como ejemplo de este proceso de perfeccionamiento del 
contenido de la Declaración Bobbio menciona la Declaración de los derechos del 
niño de 1959, en la que la solución al “problema dei diritti del fanciullo”26 se entiende 
como parte integrante de la solución a un problema más generalizado como lo es 
“el problema de los derechos humanos”27.  
 
                                                          
22 BOBBIO, Norberto. Op. cit., pp. 66-85.  
23 PECES-BARBA, Gregorio (Con la colaboración de Rafael De Asís Roig, Carlos R. Fernández Liesa 
& Ángel Llamas Cascón). Op. cit., pp. 154-199. 
24 BOBBIO, Norberto. Op. cit., p. 23. 
25 Ibíd., p. 28. 
26 Ibíd., p. 29. 
27 Ibíd., p. 29. 
Problema a cuya solución pareciera llegarse, en ese ejemplo, a través del criterio 
de la menor edad de los sujetos tutelados, que implica individualizar dentro de la 
categoría general “personas” un grupo concreto –niños y niñas– con características 
e intereses particulares, agrupados en virtud de sus condiciones específicas dentro 
de las que, dígase desde ya, va a tener especial relevancia –al menos en 
Latinoamérica– el no haber sido considerados por mucho tiempo titulares de 
derechos. Otros criterios de especificación, además del basado en la (menor) edad 
de los sujetos, serán los que distingan entre clases de violaciones, discriminaciones, 
violencias o simplemente materias. 
 
Digamos también, desde ya, que la especificación de los derechos humanos de los 
niños y las niñas –primero a nivel universal como declaraciones de principios, 
después como tratados internacionales vinculantes y, finalmente, como derechos 
subjetivos dentro de las constituciones nacionales– impulsará, a su vez, el proceso 
de especialización del Derecho, promoviendo la separación del Derecho de Familia 
de las cuestiones relativas al infante como individuo titular de derechos y no 
solamente como sujeto dependiente de otro, relevante en el mundo jurídico solo en 
consideración de los padres, tutores o curadores. Nacerá, así, el Derecho de la 
infancia y la adolescencia y, dentro de este, otras sub-disciplinas como lo son el 
derecho penal del adolescente28, el derecho laboral del adolescente29, el derecho 
internacional humanitario de protección de los niños y las niñas frente a los efectos 
de la guerra y el derecho de las víctimas menores de edad30, entre otros.       
 
Antes de ello, sin embargo, fue el derecho internacional el que empezó a distinguir 
entre los genéricos “seres humanos”, “personas”, “hombres”, “individuos”, 
                                                          
28 Libro II del Código de la Infancia y la Adolescencia (Ley 1098 de 2006): “Sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes y procedimientos especiales para cuando los niños, las 
niñas o los adolescentes son víctimas de delitos”. 
29 Artículo 35 del Código de la Infancia y la Adolescencia (Ley 1098 de 2006): “Protección al 
trabajador menor de edad”.  
30 Título VII de la Ley de víctimas y restitución de tierras (Ley 1448 de 2011): “Protección integral a 
los niños, niñas y adolescentes víctimas”. 
“todos/nadie” de la Declaración universal de derechos humanos de 194831 y sujetos 
y/o cuestiones particulares tales como la discriminación racial32, la mujer33, el niño34, 
los pueblos indígenas y tribales35, los trabajadores migrantes36, las minorías étnicas, 
religiosas y lingüísticas37, las personas diversamente hábiles38 y otros (los 
afrodescendientes, la orientación sexual e identidad de género distinta, los 
refugiados, los desplazados y los apátridas, etc.). 
 
De ese(os) proceso(s) dan cuenta Bobbio y Peces-Barba, el primero evidenciando 
el cambio que se dio del momento de universalización de los derechos humanos al 
de especificación de los mismos39 y el segundo describiendo cuatro etapas que se 
entrecruzan y demuestran la permanente transformación de los derechos 
fundamentales y de su aplicación: la de positivización, la de generalización, la de 
internacionalización y la de especificación40. Tal como se puede constatar de lo 
apenas dicho, tanto el uno como el otro identifican la especificación de los derechos 
fundamentales –en razón a su materia o a sus titulares–. Difieren, en cambio, 
respecto de las razones que justifican la distinción por el segundo de los criterios 
apenas mencionados.   
 
                                                          
31 No sorprende que para entonces no se distinguiera pues a la base de la Declaración está el repudio 
de la deshumanización de grupos e individuos fundada, justamente, en la diferenciación o distinción 
entre seres humanos. Sin embargo, ese momento histórico se superara con el tiempo para volver a 
la diferenciación basada en el valor único e inquebrantable de la dignidad humana para todos y 
todas, sin distinción alguna. O, mejor, con distinción fundamentada, ya no en la deshumanización 
sino, por el contrario, en el valor de la igualdad de todos los seres humanos. Igualdad como 
diferenciación necesaria para subsanar las diferencias que por razones sociales o culturales existen 
y que están a la base de las distinciones de hecho que justifican el desconocimiento de los derechos. 
32 Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial 
de1965 
33 Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer de 1979. 
34 Convención Internacional sobre los Derechos del Niño de 1989. 
35 Convenio sobre pueblos indígenas y tribales de 1989. 
36 Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios 
y de sus familiares 1990. 
37 Declaración sobre los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, 
religiosas y lingüísticas de 1992. 
38 Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad de 2006. 
39 BOBBIO, Norberto. Op. cit., pp. 66-85.  
40 PECES-BARBA, Gregorio (Con la colaboración de Rafael De Asís Roig, Carlos R. Fernández Liesa 
& Ángel Llamas Cascón). Op. cit., pp. 154-199. 
En primer lugar, Bobbio hace referencia al desarrollo de la teoría y la práctica de los 
derechos humanos desde el final de la II Guerra Mundial hasta hoy –ya que se trata 
de un proceso inconcluso, según el mismo– con el objetivo de destacar el 
“alargamiento del ámbito de los derechos humanos”41 que ha sido el resultado del 
emerger del hombre concreto, en contraposición a su antecesor el hombre 
abstracto. Concretamente, son dos los derroteros que siguen los derechos, según 
el autor italiano, los cuales explican su expansión y su posterior acercamiento a las 
condiciones concretas de su efectivo ejercicio: el de la titularidad universal y el de 
la individualización de sus beneficiarios, acorde con sus particularidades.     
  
La universalización de los derechos que describe Bobbio tiene como principal 
protagonista la Declaración universal de los derechos humanos. Históricamente a 
está la antecede una guerra que puso en evidencia la crueldad a la que pueden 
llegar los hombres en perjuicio de sus semejantes. Barbarie de la que fueron 
testigos los pueblos europeos42 y frente a la que surgió un consenso acerca de lo 
jamás tolerable y de la necesidad de que el derecho internacional protegiera a las 
personas en virtud de su valor como seres humanos y aun en contra de sus propios 
estados43.   
 
La Declaración universal de los derechos humanos representa el más importante 
de los consensos en torno a los valores a tutelar por parte de todas las naciones y 
respecto de todos los individuos44 –y, como tal, parte de la solución al problema de 
los fundamentos, según Bobbio45–, en virtud de la homogenización que hace de 
                                                          
41 BOBBIO, Norberto. Op. cit., p. IX. 
42 Cassese menciona el cambio radical que se dió a partir de la II Guerra Mundial y que se justifica 
por “uno scenario drammatico, che aveva reso i popoli europei testimoni di veri e propri atti di 
barbarie”, CASSESE, Antonio. Op. cit., p. 25. 
43 BOBBIO, Norberto. Op. cit., p. 67. 
44 “Con la dichiarazione del 1848 ha inizio una terza ed ultima fase in cui l’affermazione dei diritti è 
insieme universale e positiva: universale nel senso che i destinatari dei principi ivi contenuti non sono 
più soltanto i cittadini di questo o quello stato ma tutti gli uomini; positiva nel senso che essa pone in 
moto un processo alla fine del quale i diritti dell’uomo dovrebbero essere non più soltanto proclamati 
o soltanto idealmente riconosciuti ma effettivamente protetti anche contro lo stesso stato che li ha 
violati”, Ibíd., pp. 23-24. 
45 “Certo, si tratta di un fondamento storico e come tale non assoluto: ma e l’unico fondamento, quello 
storico del consenso, che può essere fattualmente provato. Ebbene, la Dichiarazione universale dei 
todas las personas de la especie humana a las que se dirige46 y de la “renovada 
concepción iusnaturtalista”47 de la dignidad humana, que otorga al individuo un lugar 
superior al de los mismos Estados, fin en sí mismo y valor intrínseco insustituible48. 
Se tiene, entonces, una titularidad universal de todos los derechos contenidos en la 
Declaración, así como el punto de partida de la protección internacional de los 
valores afirmados por ese gran consenso, que al ser universalmente aceptados van 
a dotar a las normas consuetudinarias de protección de los derechos humanos de 
la fuerza propia del ius cogens49.   
  
Hemos dicho antes que el iter (viaje, camino, marcha, ruta) que sigue la teoría y la 
práctica de los derechos humanos lleva de la universalización apenas vista a la 
multiplicación de esos derechos. Pues bien, esa multiplicación es otro de los 
ejemplos de los que se vale Bobbio para insistir en la relación estrecha que subsiste 
entre derechos humanos y sociedad50 -o devenir histórico, como se señaló- y es 
también en el contexto de la misma en la que se lleva a cabo el proceso de 
                                                          
diritti dell’uomo più essere accolta come la più grande prova storica, che mai sia stata data, del 
«consensus omnium gentium» circa un determinato sistema di valori”, Ibíd., p. 20. 
46 Incluso la “comunità futura di tutti gli uomini”, Ibíd., pp. 21. 
47 “I diritti umani sono connaturali ali individui, sono un elemento intrinseco della ‘qualità di persona 
umana’, e dunque precedono ogni struttura statale e devono essere rispettati dai governi”, CASSESE, 
Antonio. Op. cit., p. 62. 
48 Con el mismo alcance en la Constitución Política de Colombia. Artículo 1. Colombia es un Estado 
social de derecho organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de 
sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés 
general”. Con relación al mismo artículo ha dicho la Corte: “además, en ese tipo de sociedades 
[estados totalitarios] las personas estaban al servicio del Estado, que era considerado un fin en sí 
mismo. En radical oposición a ese tipo de filosofías políticas, la Carta de 1991, que es esencialmente 
personalista y no estatalista, hace de la dignidad y los derechos de la persona la base del Estado, y 
por ello, en vez de poner al individuo al servicio del Estado, pone a las autoridades al servicio de la 
comunidad y de las personas (C.N., arts. 1º, 2º y 5º). ‘El sujeto, razón y fin de la Constitución de 1991 
es la persona humana’, ha reiterado esta Corte desde sus primeras decisiones (14). Y por 
consiguiente, es claro que están proscritas de nuestro ordenamiento constitucional las políticas que 
permitan una absorción de la sociedad por el Estado, o la instrumentación de las personas en 
beneficio del simple engrandecimiento y glorificación del Estado", COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. 
Sentencia C-251 de 2002. (11 de abril de 2002).  Magistrados Ponentes: Eduardo Montealegre Lynett 
y Clara Inés Vargas Hernández.  
49 “Le norme consuetudinarie a tutela dei diritti umani (…) hanno assunto lo status di diritto cogente 
(jus cogens), ovvero sono dotate di una particolare resistenza giuridica (…) Ciò significa che queste 
norme hanno un rango più elevato di tutte le altre norme ordinarie del diritto internazionale, in quanto 
esprimono valori fondamentali per la comunità internazionale nel suo insieme, che come tali devono 
primeggiare su qualsiasi altro valore o esigenza nazionale”, CASSESE, Antonio. Op. cit., pp. 49-50. 
50 BOBBIO, Norberto. Op. cit., p. 67. 
especificación de los titulares de los derechos fundamentales. Pero, antes de 
referirnos a ese específico desarrollo, veamos en general que entiende Bobbio por 
multiplicación de los derechos. 
  
Para el autor italiano, dicha proliferación se da en virtud de la identificación de 
nuevos objetos y sujetos a tutelar. Para empezar, aumentan los bienes objeto de 
tutela51; segundo, se atribuyen derechos a entidades diversas del hombre52 y; 
tercero, –el que nos interesa–, “l’uomo stesso non è piú [sic] stato considerato come 
ente generico, o uomo in astratto, ma è stato visto nella specificità o nella 
concretezza delle sue diverse maniere di essere nella società, come infante, come 
vecchio, come malato ecc.”53.   
 
Es esta tercera manera en la que tiene lugar la multiplicación la que Bobbio define 
como especificación, precisamente porque con ello se alude a la acción y al efecto 
de explicar o declarar con individualidad y precisión lo que es propio y caracteriza a 
ciertos sujetos titulares de los derechos, que resulta relevante para distinguirlos de 
los demás. En otras palabras, el derecho acepta que todos los sujetos de los 
derechos no son iguales, acepta las particularidades de los mismos y justifica los 
derechos desde esas especificidades, necesidades, intereses, cualidades y/o 
condiciones concretas54. 
 
En suma, “el sujeto de derechos desde su especificidad, en concreto, desde sus 
distintas maneras de ser dentro de la sociedad”55 es, según Bobbio, el resultado del 
paso de los titulares universales de los derechos de la Declaración, personas de la 
especie humana, a los individuos específicos beneficiarios de los derechos: mujer, 
niño, anciano, diversamente hábil, etc. Especificación que se da con base en tres 
                                                          
51 Ya no serán resguardadas solamente las libertades individuales, sino también las garantías 
económicas, sociales y culturales, por ejemplo.   
52 Bobbio pone como ejemplos la familia, las minorías étnicas o religiosas, las generaciones futuras, 
los animales y la naturaleza, BOBBIO, Norberto. Op. cit., p. 67.   
53 Ibíd., p. 67.    
54 Ibíd.p. 66. 
55 Ibíd., p. 67. 
criterios de diferenciación que el mismo autor señala, que son relevantes a la hora 
de atribuir derechos y que son suficientes para exigir un trato y una protección 
distintos56: el sexo, la edad y las condiciones físicas. 
 
En segundo lugar, también Peces-Barba hace referencia al proceso de 
especificación de los derechos fundamentales, dentro de su análisis de “las líneas 
de evolución”57 de los mismos. Estas son: la positivización, la generalización, la 
internacionalización y la especificación de esas prerrogativas. Cuatro fases que, a 
partir de una perspectiva histórica, dan cuenta de los rasgos más relevantes de los 
derechos fundamentales, así como de dos constantes que atraviesan todo el 
desarrollo de los mismos: de un lado, la contrariedad entre su reconocimiento y el 
disfrute efectivo de ellos y, de otro, el permanente proceso de inclusión/exclusión 
de sujetos y/o derechos. 
  
Con relación a la contrariedad mencionada, en efecto, el iter seguido por los 
derechos fundamentales ha estado acompañado de la  contradicción entre deber 
ser y ser. Así, de la lectura de las líneas de evolución de Peces-Barba emerge, de 
un lado, la permanente ampliación de las expectativas (positivas y negativas) de los 
individuos frente a su Estado, los semejantes y los demás estados; el aumento de 
los esfuerzos declarativos; y los avances en el proceso que los lleva a alcanzar la 
condición de derechos constitucionales. De otro lado, se constatan realidades que 
avanzan al ritmo y conforme a los intereses (políticos, económicos y de otros tipos) 
de pocos grupos, lejanos a esas grandes aspiraciones de igualdad y libertad para 
todos, que se anidan en el discurso de los derechos fundamentales.  Los derechos 
se positivizaron, se generalizaron, se internacionalizaron y se especificaron pero su 
eficacia y sus garantías restan siendo su mayor problema58.  
                                                          
56 “Rispetto al terzo processo, il passaggio è avvenuto dall’uomo generico, dall’uomo in quanto uomo, 
all’uomo specifico, ovvero nella specificità dei suoi diversi status sociali, in base a diversi criteri di 
differenziazione, il sesso, l’età, le condizioni fisiche, ognuno dei quali rivela differenze specifiche, che 
non consentono eguale trattamento ed eguale protezione”, Ibíd., pp. 68-69. 
57 PECES-BARBA, Gregorio (Con la colaboración de Rafael De Asís Roig, Carlos R. Fernández Liesa 
& Ángel Llamas Cascón). Op. cit., pp. 154-199. 
58 Y no es para menos si se tiene en cuenta que el discurso de los derechos fundamentales es el 
discurso de la igualdad y la libertad, que va por un camino distinto al del no-discurso de las dinámicas 
Con relación al proceso de inclusión/exclusión de contenidos y sujetos, en la medida 
en que se atraviesan las etapas de evolución de los derechos fundamentales –de la 
mano de la historia, como lo hace Peces-Barba– se introducen y se descartan tanto 
derechos como nuevos sujetos titulares de los mismos. Ejemplo de lo primero, son 
los derechos de asociación y de sufragio que sólo hasta la etapa de la 
generalización serán tenidos en cuenta en las declaraciones de derechos –aun 
cuando en la práctica seguirán siendo promesas vacías–59; así como los derechos 
que el proceso de especificación, desde el punto de vista de su contenido, ha 
aportado. Ejemplo de lo segundo, son los niños y las niñas, sujetos de derechos 
fundamentales cuya especificidad constituye el objeto principal de este análisis. 
 
La primera línea de evolución de Peces-Barba es la del proceso60 de positivización 
de los derechos fundamentales. Desarrollo que atraviesa distintas fases de la 
historia del Derecho, desde el Estado absoluto61 hasta nuestros días62. En virtud de 
dicho progreso se dota de juridicidad a unos derechos que antes eran solo 
naturales. Lo que significa, tal como lo afirma el mismo autor, que los valores son 
asumidos por el poder63 y que los límites de los derechos y los contenidos de las 
obligaciones son establecidos, desde entonces, solamente en virtud de la ley. 
 
La segunda línea de evolución, esta es el proceso de generalización, se 
corresponde con el “paso del Estado Liberal al Estado Social”64. A ella se debe que 
                                                          
sociales y económicas. Con relación a la primera etapa de positivización, dice Peces-Barba: “se ven 
claramente los valores a los que se refiere, que son la propiedad (…) pero no de los derechos 
fundamentales”, Ibíd., p. 156. Respecto de la etapa de generalización dirá: “considerándose [la 
burguesía] expresión de todo el género humano, impulsó una formulación general y abstracta, válida 
para todos los tiempos, que se correspondía con un goce, excluyente en la realidad, de amplías 
categorías de ciudadanos”, Ibíd., p. 161.  
59 Ibíd., p.162-164 
60 Valga la pena resaltar que cada fase de desarrollo de los derechos fundamentales es entendida 
por Peces-Barba como un proceso en sí mismo. 
61 Ibíd., p. 156. 
62 Así por ejemplo, a partir del siglo XIX el carácter positivo de los derechos será condición 
indispensable de su “eficacia social” (Ibíd., p. 159) y en el siglo XX el derecho judicial complementa 
su proceso de positivización a través “de la relación, creación, interpretación, aplicación de los 
derechos” (Ibíd., p. 159)  plus la convicción de que son los jueces los que deben garantizarlos. 
63 Ibíd., p. 157. 
64 Ibíd., p. 168. 
todos los seres humanos sean considerados titulares de los derechos naturales en 
condiciones de igualdad; es decir, parte de la universalidad de Bobbio. 
Ideológicamente, según Peces-Barba, es el resultado del acercamiento entre el 
liberalismo y el socialismo a través de la apertura de cada uno de ellos a los ideales 
del otro65. Lo que traerá como consecuencia la cada vez mayor participación política 
de las clases obreras en el debate público y, consecuentemente, el surgimiento de 
nuevos derechos (económicos, sociales y culturales)66 y el nacimiento de la función 
promocional del Derecho67. 
 
La tercera línea de evolución corresponde al proceso de internacionalización de los 
derechos fundamentales que, al igual que la anterior, se corresponde con lo que 
Bobbio denomina como la universalización de los mismos. Como su nombre lo 
indica y tal como lo sugiere Peces-Barba68, nos encontramos en el ámbito jurídico 
de la comunidad internacional, que ha dado vida al cada vez más prominente 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos y dentro del cual ha habido una 
verdadera efervescencia declarativa y convencional de los derechos 
fundamentales69 que ha tenido importantes efectos en la protección de esos 
derechos70.   
 
                                                          
65 Ibíd., pp. 164-168. Un ejemplo de ello es el del liberalismo que se abre a la posibilidad de la vía 
parlamentaria para la inclusión de los intereses socialistas de la clase trabajadora. Otro, el de la 
aceptación del socialismo de la democracia –de origen liberal– como vía de acceso a sus ideales 
socialistas.    
66 “Se trata de satisfacer una serie de necesidades básicas que la burguesía tiene resueltas por sus 
propios medios y que los trabajadores no pueden resolver por sí mismos sin el apoyo de los poderes 
públicos”, Ibíd., p. 170.   
67 Ibíd., p. 169. 
68 Ibíd., p. 173. 
69 “Después de la segunda guerra mundial se va a producir una importante eclosión de la tarea 
convencional internacional en orden a la protección de los Derechos humanos, reflejada en multitud 
de tratados sectoriales sobre reconocimiento y protección internacional de Derechos 
fundamentales”, Ibíd., p. 174. 
70 Además de la Declaración universal de los derechos humanos, de los textos regionales de alcance 
similar (Declaración americana de los derechos y deberes del hombre de 1948 y Convención 
americana sobre derechos humanos de 1970) y de los dos Pactos internacionales de derechos 
civiles y políticos y económicos, sociales y culturales de 1966, también se destacaran un sin número 
de convenciones sobre temáticas tan variadas como la discriminación, las minorías, la tortura, el 
terrorismo, los refugiados, los trabajadores, entre otras. 
La cuarta línea de evolución de Peces-Barba es el proceso de especificación de los 
derechos fundamentales. Según él, y de manera similar a como lo dice Bobbio, la 
amplia lista de derechos que, aunque de diversa naturaleza, no distingue más allá 
del género humano, genérico y abstracto, se empieza a atribuir de manera 
individualiza a sujetos específicos o a clasificarse conforme a materias particulares. 
Es decir, un proceso que se da respecto de los titulares de los derechos y también 
respecto de los contenidos de los mismos71. Así, frente a los beneficiaros de los 
derechos se pasa de los genéricos “hombre” o “ciudadano” al específico “niño y 
niña”, “mujer”, “mayor adulto”, “diversamente hábil”, etc.; destinatarios de derechos 
especiales o de los mismos derechos de todos pero bajo unas consideraciones 
particulares.      
 
Pero más allá de eso, lo que nos interesa del razonamiento de Peces-Barba es la 
identificación que hace del fundamento fáctico y axiológico de la distinción, así como 
del aspecto relacional que justifica dar una importancia mayor a ciertos sujetos y, 
en consecuencia, pensar en un tratamiento diferencial de ellos respecto de los 
demás. De esta suerte, la especificación que se da a través de la identificación de 
unas “circunstancias o situaciones” particulares72 del genérico “ser humano” se 
explica cuando éste es visto o pensado en su vida en relación o como lo califica 
Peces-Barba a partir de sus “status sociales”73.  
  
En efecto esas circunstancias o situaciones no tendrían relevancia si la persona que 
las vive es vista únicamente desde su individualidad. Ellas, por el contrario, 
adquieren importancia cuando se considera ese sujeto dentro de una sociedad 
determinada y respecto del trato que recibe de la misma. Específicamente, al valorar 
los obstáculos del acceso efectivo al disfrute de los derechos que surgen desde 
afuera y que tienen como origen las particularidades mencionadas. De manera que, 
                                                          
71 Como nos interesa la especificación de los titulares y a él vamos a dedicar mayor atención, 
mencionemos algunos ejemplos que da Peces- Barba sobre la especificación de los derechos 
fundamentales en relación con sus contenidos: los derechos relativos al medio ambiente, el derecho 
al desarrollo y el derecho a la paz, Ibíd., pp. 182-196. 
72 O como las califica Peces-Barba “status sociales”, Ibíd., p. 182.  
73 Ibíd., p. 182. 
son las relaciones entre géneros y generaciones, por ejemplo, las que motivan el 
surgimiento de un catálogo específico de derechos para las mujeres (a diferencia 
de los hombres) y para los niños y las niñas (a diferencia de los adultos en general), 
así como mecanismos de protección de los mismos.     
 
Siguiendo la clasificación y tomando los ejemplos de Peces-Barba74, se puede 
hablar de un fundamento fáctico de la especificación consistente en una situación 
de desventaja75, que resulta de comparar, por ejemplo, entre hombre y mujer o entre 
niño/niña y adulto. Es el desequilibrio, la desigualdad, la discriminación, la exclusión 
o la segregación en la que se encuentran ciertas personas –no todas, o no todas en 
la misma proporción–  en razón o como consecuencia, según Peces-Barba, de: a) 
“una condición social o cultural”76 (mujeres, emigrantes); b) “una condición física” 
general77 (niños/niñas, adultos mayores) o específica78 (minusvalía física o 
psicológica); o, c) una situación concreta en la que se ve inmerso el ser humano 
genérico79 (derechos del consumidor, derechos del usuario). Fundamento que se 
convierte en la barrera a superar, a través de la protección especial y “reforzada”80. 
Es decir, el objeto de la especificación.  
 
                                                          
74 Ibíd., pp. 181-182. 
75 “Que exige[n] un tratamiento especial y que no se resuelve[n] desde ese «homo iuridicus»” (Ibíd., 
p. 181) abstracto e indeterminado: ser humano, persona, individuo, todos/nadie.  
76 “Son circunstancias o situaciones cuya relevancia deriva: a) De una condición social o cultural de 
personas que se encuentran en situación de inferioridad en las relaciones sociales y que necesitan 
una protección especial, una garantía o una promoción para superar la discriminación, el 
desequilibrio o la desigualdad”, Ibíd., p. 181.    
77 “Afectan a todos los hombres durante algún tiempo”, Ibíd., p. 181. 
78 “Afectan a algunos hombres durante todo el tiempo, en algunos casos, o sólo algún tiempo, en 
otros casos”, Ibíd., p. 181. 
79 “Se refiere a los genéricos «hombres» o «ciudadanos» cuando se encuentran en una circunstancia 
concreta, son derechos del hombre «situado» cuando la otra parte de la relación tiene un papel 
preponderante, hegemónico o de superioridad, que exige equilibrar a sus correlativos por medio de 
una protección reforzada”, Ibíd., p. 182. Consideramos que Peces-Barba se equivoca al incluir dentro 
de la especificación aquella que corresponde más a los límites de los derechos o a la potestad 
reguladora del Estado que ciertamente debe incluir correctivos para el ejercicio de las actividades 
económicas, comerciales, de comunicación o, en general, todas en las que hay desequilibrio sin que 
ello implique, en la práctica, equiparar la posición de las mujeres –respecto de los hombres– con la 
relación entre consumidores y productores o vendedores, por ejemplo.      
80 Ibíd., p. 182. 
Respecto del fundamento fáctico del criterio que nos interesa: una condición física 
cuando es general, es decir, aquella que “afecta[n] a todos los hombres durante 
algún tiempo”81, no se comparte plenamente que la desventaja que atañe a los niños 
y a las niñas se les llame de esa manera ya que no se trata tanto de una condición 
física general del infante o adolescente, cuanto de una condición social o cultural, 
en la medida que la categoría niño/niña encierra una precisa concepción social de 
esa etapa de la vida. Es decir, se es niño no solo por criterios «objetivos » (físicos, 
biológicos) como la edad, sino sobre todo por criterios subjetivos como son los 
significados que socialmente el adulto atribuye a esa condición –de los que no 
participa el mismo niño o niña– que van a determinar, primero, los contenidos de la 
definición misma y, segundo, la mayor o menor posibilidad para esos sujetos de 
disfrutar de unos derechos universales o generales e internacionales, como 
veremos en seguida.     
 
Además de ese fundamento fáctico, no llamado así por el autor pero implícito en su 
discurso, Peces-Barba menciona unos valores ligados a la especificación, que 
nosotros denominaremos el fundamento axiológico a la base de esa distinción y del 
enfoque diferencial etario, del cual habla la Corte. Se trata, de un lado, de la igualdad 
y, de otro, de la solidaridad; con base en los cuales se va a justificar la creación de 
catálogos especiales de derechos dirigidos a personas que por determinada 
condición –o circunstancia o situación, como afirma Peces-Barba– van a tener unos 
derechos especiales y, consecuentemente, unos mecanismos especiales de 
protección de los mismos. Al primer (el de las condiciones sociales y culturales) y al 
tercer criterio de diferenciación (el de las situaciones concretas del genérico ser 
humano) Peces-Barba atribuye la igualdad como fundamento de la especificación, 
mientras en el segundo caso (el de las condiciones físicas generales o especificas) 
considera que son la solidaridad y la fraternidad las que permiten especificar82.  
  
                                                          
81 Ibíd., p. 181. 
82 “b) De una condición física de personas que por alguna razón se encuentran en una situación de 
inferioridad en las relaciones sociales. Obligan a una protección especial, pero no vinculada al valor 
de la igualdad, sino al de la solidaridad o fraternidad”, Ibíd., p. 181. 
Concretamente, respecto de los derechos de los niños y las niñas Peces-Barba dirá: 
“en el supuesto de condiciones relevantes generales, estamos ante los derechos 
del niño, que exigen una protección especial, fraterna y solidaria, antes su debilidad, 
inferioridad física, intelectual y social, e incluso a veces ante su abandono”83. Frente  
a eso digamos que, desafortunadamente, ha sido esa “fraternidad y solidaridad”, 
derivada de la idea que el adulto de la sociedad occidental –o, mejor, euro centrista– 
se hace del niño propio como “débil e inferior física, intelectual y socialmente” y del 
niño ajeno casi siempre “abandonado” y miserable, la que ha justificado por décadas 
en América Latina una serie de legislaciones y (no) políticas públicas sustentadas 
en la doctrina que ha sido llamada de la Situación Irregular, es decir, un no-
derecho84.    
  
Sin embargo, antes de hacer referencia a esa doctrina, anticipemos que es, en 
cambio, la igualdad la que consideramos el fundamento de la especificación de los 
derechos fundamentales de las personas menores de edad. Igualdad que, tal como 
lo considera Peces-Barba, se emplea como estrategia para superar las barreras que 
justifican la posición de desventaja que afecta a dichos sujetos y a la cual nos 
referiremos en seguida: “la técnica de la igualdad como diferenciación, 
considerándose titulares solo a quienes tienen la carencia y no a todos, (a diferencia 
de los clásicos derechos del hombre y del ciudadano que parten de la igualdad como 
equiparación y son derechos de todos). En este caso la equiparación es una meta 
y la diferenciación una técnica para alcanzar esa equiparación”85.  
 
Cuando se hace referencia a la doctrina de la Situación Irregular (de ahora en 
adelante: “SI”) se alude al nombre con el que fueron identificadas en Latino América 
las prácticas legislativas, administrativas, judiciales y, ante todo, sociales anteriores 
                                                          
83 Ibíd., p. 181. 
84 “La protección de un supuesto ‘menor delincuente-abandonado’ constituye la materia prima sobre 
la cual se apoya una endeble pero persistente construcción que sirvió y todavía hoy sirve de base al 
(no) derecho de ‘menores’ latinoamericano. Un no derecho que corresponde perfectamente a una 
no infancia”, GARCÍA, Emilio. Infancia. De los derechos y de la justicia. Buenos Aires: Editores del 
Puerto, 1998, p. 158. 
85 PECES-BARBA, Gregorio (Con la colaboración de Rafael De Asís Roig, Carlos R. Fernández Liesa 
& Ángel Llamas Cascón). Op. cit., p. 182. 
a la Convención de los Derechos del Niño (y la Niña) de 1989. Y también 
posteriores, siempre que contrarias a los postulados de la Protección Integral (de 
ahora en adelante: “PI”) que la Convención promueve y que, como tal, resultan 
antagonistas de los de la SI. Doctrinas o paradigmas86 cuya explicación resulta 
relevante para evidenciar las razones por las que se privilegia la igualdad como 
justificación de la especificación de los derechos fundamentales en razón de la 
menor edad y evidenciar uno de los principales obstáculos del ejercicio efectivo de 
los derechos fundamentales de los niños y las niñas que el juez constitucional 
también constató en el caso del desplazamiento forzado interno.      
 
Antes de diferenciar ambas doctrinas anticipemos que el juez constitucional 
colombiano de 2008, de un lado, consideró que la causa de la no incorporación del 
enfoque diferencial etario en la política pública sobre desplazamiento forzado 
interno era la falta de reconocimiento de los niños y las niñas como “sujetos titulares 
de derechos fundamentales prevalecientes”87 y, de otro, concluyó que la 
contradicción entre el mundo del derecho y el mundo de la realidad vivida por la 
infancia y la adolescencia víctima de desplazamiento forzado interno, se explicaba, 
también, por el desconocimiento que el Estado y la sociedad demostraban de la 
posición jurídica de la infancia como sujetos de especial protección constitucional, 
esto es, como sujetos de derecho, titulares de derechos prevalecientes y de 
aplicación inmediata88. De esa manera, el juez constitucional puso en evidencia el 
                                                          
86 Cada uno de los cuales es la materialización jurídica de las percepciones y visiones 
preponderantes cultivadas por el adulto frente a la infancia y la adolescencia, que corresponden a 
un contexto histórico determinado. En efecto, ese imaginario es absorbido por el derecho, pero antes 
de ello, por la sociedad representando uno de los principales obstáculos para el ejercicio pleno de 
derechos de estas personas: la idea descalificadora que se ha creado de los mismos dentro de uno 
de esos paradigmas. 
87 “En ausencia de un reconocimiento sustantivo de su carácter de sujetos titulares de derechos 
fundamentales prevalecientes, es imposible incorporar un enfoque diferencial etáreo dentro de la 
política pública de atención a la población desplazada, ya que tal incorporación de un enfoque 
diferencial presupone una labor decidida de autoridades, familias, cuidadores y otros actores 
sociales en el sentido de identificar dichos riesgos, necesidades, vulnerabilidades y potencialidades, 
y responder oportuna y efectivamente a los mismos”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA 
SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 251 de 2008. (6 de octubre de 2008). Magistrado Ponente: Dr. Manuel 
José Cepeda Espinosa. 
88 “El desfase protuberante que existe, así, entre el ámbito del derecho y el ámbito de la realidad 
fáctica, se nutre a su vez de una falencia social y estatal que ha sido igualmente identificada por la 
Corte, a saber, el hecho de que los menores de edad en situación de desplazamiento forzado en el 
principal obstáculo que a través de la historia ha acompañado la irrupción y la 
permanencia de la infancia en el mundo del Derecho.  
 
Para diferenciar ambas doctrinas o formas de entender la infancia y la adolescencia 
valga la pena el siguiente paralelo. Para empezar, mientras la SI los llama 
“menores”, los considera especialmente “desamparados o desventurados” y, como 
tales, objeto de protección89; la PI los designa “niños, niñas y adolescentes”, los 
estima titulares de derechos y, en consecuencia, sujetos de derechos90. En segundo 
lugar, mientras la SI contempla “declarativamente” derechos, sociales, económicos 
y culturales; la PI habla de integralidad y complementariedad de derechos (derechos 
económicos, sociales y culturales plus derechos civiles y políticos91) e incluye dentro 
de los derechos negativos la obligación de todos los actores públicos y privados de 
superar los contenidos de la SI92. 
 
                                                          
país no son tratados en la práctica como sujetos de derechos en sí mismos, ni por las autoridades 
ni por los demás actores sociales y familiares,  mucho menos como sujetos de especial protección 
constitucional titulares de derechos prevalecientes y de aplicación inmediata. Por el contrario – el 
tratamiento del que comprobadamente son objeto, revela que a los niños, niñas y adolescentes en 
situación de desplazamiento se les visualiza en general como meros “dependientes”, “beneficiarios”, 
“receptores”, “cargas” o “accesorios” de uno o más sujetos de derecho adultos dentro de cada núcleo 
familiar en situación de desplazamiento”, Ibíd. 
89 De “caridad-filantropía-asistencialismo”, GARCÍA, Emilio & PILOTTI, Francisco. Introducción. En: 
Derecho a tener derecho. Infancia, Derecho y Políticas Sociales en América Latina. Tomo I. 
Venezuela: UNICEF, s.f., p. XX. 
90 “Sujeto pleno de derechos”, GARCÍA, Emilio. Op. cit., p. 13. 
91 Si se comparan, de un lado, los Pactos Internacionales de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales y Civiles y Políticos y, de otro, la Convención sobre los Derechos del Niño (y la Niña) en 
principio contienen los mismos derechos, salvo pequeñas excepciones como los derechos 
estrictamente políticos que no contempla la Convención pero que, en su reemplazo, son sustituidos 
por el derecho a la participación y a ser oído junto plus los derechos económicos, sociales y culturales 
(especialmente el derecho a la educación), los cuales resultan siendo presupuestos necesarios de 
los derechos políticos. Otra diferencia son las derechos que se predican exclusivamente de los niños 
y las niñas como, por ejemplo, los derechos de carácter afectivo y relacional que sí contiene la 
Convención y no los dos Pactos.  
92 “Los derechos negativos se refieren tanto a la remoción de obstáculos discriminatorios, más 
específicamente a aquello que el Estado, la sociedad o la familia no pueden hacer con la infancia, 
ya no percibida como un mero objeto de compasión-represión, sino como un verdadero sujeto de 
derechos”, Ibíd., p. 208.     
Por su parte, la definición “menor” ha sido ampliamente criticada por la doctrina de 
la PI por ser la concretización lingüística93 y la “materia prima”94 de la SI. Esto es, 
por servir de contexto dentro del cual objetivizar95 a algunos niños y niñas96 y, en la 
práctica, desconocer los derechos de la población infantil. Especialmente, de parte 
del Estado, quien durante mucho tiempo ha confundido protección con asistencia o 
represión97, así como subvalorado las clausulas constitucionales de protección 
especial de la infancia y la adolescencia y su condición de sujetos titulares de 
derechos. En suma, los niños y las niñas son, en la praxis, “menores” porque 
menores son sus posibilidades para disfrutar de los derechos atribuidos a todos 
universal y generalmente y a ellos específicamente.  
 
Respecto del paradigma de la PI, no menos relevante resulta el carácter de 
obligatoriedad de los derechos de la infancia y la adolescencia98 y la 
                                                          
93 En español, “menor” denota, antes que menor edad, inferioridad en términos de “cantidad, 
intensidad o calidad”, así como menos importancia, REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. Diccionario de la 
lengua española. [en línea]. 22.ª ed. “Menor”. [citado el 26 de febrero de 2015]. Disponible en 
http://lema.rae.es/drae/ 
94 GARCÍA, Emilio. Op. cit., p. 158. 
95 “Menor como un mero objeto del derecho y las políticas sociales”, Ibíd., p. 196. O, mejor, de las 
políticas asistenciales. 
96 “La nueva ley debe ser para el conjunto de la infancia-adolescencia y no sólo para aquellas 
categorías más vulnerables. Debe evitarse, en consecuencia, el uso del término ‘menor’, cargado de 
contenidos estigmatizantes”, Ibíd., p. 138. Desde ese punto de vista resulta desafortunada la 
siguiente consideración estigmatizante del juez constitucional, quien no obstante estar hablando de 
las mismas prácticas sociales descalificantes que pesan sobre las mujeres, cae en las mismas, 
precisamente con relación a los niños y las niñas: “no obstante, reconoce que la intervención del 
Estado es necesaria para remover los mayores obstáculos que históricamente han tenido que 
enfrentar [las mujeres] para acceder a ellos [a los derechos]. En últimas, se trata de un mecanismo 
dirigido a corregir las prácticas sociales que generan condiciones de inequidad, y no una medida de 
paternalismo estatal, que trata a las mujeres como si fueran ‘menores de edad’”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-371 de 2000. (29 de marzo de 2000). Magistrado 
Ponente: Dr. Carlos Gaviria Díaz. Expediente P.E.010. 
97 “Como era el caso, antes del Código de la Infancia y la Adolescencia y bajo la vigencia del Código 
del Menor (Decreto 2737 de 1989), de quienes siendo menores de edad cometían delitos y carecían 
de garantías propias del proceso penal de las que sí gozaban los adultos. Por ejemplo, el artículo 
que incorporaba el derecho de defensa y que no exigía la asistencia de apoderado del adolescente 
que cometía delitos durante el proceso y que solo hasta 1999 fue declarado inexequible en aquella 
parte. Código del Menor, Artículo 166. ‘El menor infractor de doce (12) a dieciocho (18) años deberá 
estar asistido durante el proceso por el defensor de familia y por su apoderado si lo tuviere [las 
negritas se agregaron para destacar la parte que fue declarada inconstitucional]’”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-817 de 1999. (20 de octubre de 1999). Magistrado 
Ponente: Dr. Carlos Gaviria Díaz.  
98 Se establecen obligaciones y se identifican responsables tales como las autoridades encargadas 
de las políticas públicas de infancia y adolescencia. Código de la Infancia y la Adolescencia, Artículo 
corresponsabilidad del Estado, la sociedad, la familia99 y el/la mismo/a niño/a 
en/para asegurar el ejercicio de los mismos; a diferencia de la buena voluntad, la 
caridad, el paternalismo100 o la simple enunciación de derechos sin mecanismos de 
garantía, propios de la SI101. Otras consecuencias de la doctrina de la PI han sido, 
de un lado, la creación de un organismo internacional independiente encargado de 
monitorear la implementación de la Convención por los estados parte, este es el 
Comité de los Derechos del Niño102. De otro, el creciente interés académico en el 
ámbito del Derecho frente al tema infancia, a diferencia de lo que pasaba antes 
cuando ni siquiera era considerada una materia distinta del Derecho de Familia.     
 
Así las cosas, la Convención de los Derechos del Niño (y la Niña) de 1989 (de ahora 
en adelante “la Convención”) marca un punto de ruptura –al menos desde el punto 
de vista enunciativo– y de impulso a nuevas legislaciones, políticas y prácticas. Y 
                                                          
204. Son responsables del diseño, la ejecución y la evaluación de las políticas públicas de infancia 
y adolescencia en los ámbitos nacional, departamental, distrital y municipal, el Presidente de la 
República, los gobernadores y los alcaldes. Su incumplimiento será sancionado disciplinariamente 
como causal de mala conducta. La responsabilidad es indelegable y conlleva a la rendición pública 
de cuentas. En el nivel territorial se deberá contar con una política pública diferencial y prioritaria de 
infancia y adolescencia que propicie la articulación entre los concejos municipales, asambleas y 
Congreso Nacional, para garantizar la definición y asignación de los recursos para la ejecución de la 
política pública propuesta. El Departamento Nacional de Planeación, el Ministerio de la Protección 
Social y el Ministerio de Educación, con la asesoría técnica del ICBF deberá diseñar los lineamientos 
técnicos mínimos que deberán contener los planes de desarrollo, en materia de infancia y 
adolescencia teniendo en cuenta el ciclo de vida, el enfoque de garantía y restablecimiento de 
derechos. El gobernador y el alcalde, dentro de los primeros cuatro (4) meses de su mandato, 
realizarán el diagnóstico de la situación de la niñez y la adolescencia en su departamento y municipio, 
con el fin de establecer las problemáticas prioritarias que deberán atender en su plan de desarrollo, 
así como determinar las estrategias a corto, mediano y largo plazo que se implementarán para ello. 
Las asambleas y concejos para aprobar el plan de desarrollo e inversión deberán verificar que este 
se corresponda con los resultados del diagnóstico realizado. Para esto requerirán al gobernador y al 
alcalde, para que lo den a conocer antes del debate de aprobación del plan de desarrollo. PAR.—La 
totalidad de los excedentes financieros derivados de la gestión del ICBF se aplicará a la financiación 
de las políticas públicas de Infancia y Adolescencia definidas en esta ley. 
99 Código de la Infancia y la Adolescencia. Artículo 38. De las obligaciones de la familia, la sociedad 
y el Estado. Además de lo señalado en la Constitución Política y en otras disposiciones legales, 
serán obligaciones de la familia, la sociedad y el Estado en sus niveles nacional, departamental, 
distrital y municipal el conjunto de disposiciones que contempla el presente código.  
100 Ejemplificativo resulta el criterio del “buen padre de familia” que debía seguir el Juez de Menores 
para decidir sobre la suerte de los “menores” en Situación Irregular. 
101 “Se desvinculan las situaciones de mayor riesgo, de patologías de carácter individual, 
posibilitando que las deficiencias más agudas sean percibidas como omisiones de las políticas 
sociales básicas. No es más el niño o el adolescente quien se encuentra en situación irregular, sino 
la persona o institución responsable por la acción u omisión”, GARCÍA, Emilio. Op. cit., p. 13. 
102 Cfr. sitio web oficial: http://www.ohchr.org/EN/HRBodies/CRC/Pages/CRCIndex.aspx  
se hace referencia desde la experiencia en Latino América y el cambio que trajo en 
la manera de concebir la infancia y la adolescencia. Ella parte, en efecto, de 
reconocer que “la niñez”, al igual que el género103, es una definición valorativa 
construida a partir de criterios sociales y culturales104, que no obstante apoyarse en 
datos «objetivos» como la edad, no dependen de los mismos sino, sobre todo, de 
lo que de ellos se hace o de cómo se interpretan. Y que, sobra decir, corresponden 
a un momento y a un lugar determinado105.* 
 
La Convención recoge las preocupaciones precedentes de la comunidad 
internacional con relación a la infancia y la adolescencia106; reconoce al niño y la 
niña desde su verdadera especificidad sin que ello signifique necesariamente 
desvalorarlo; y, lo más importante, lo posiciona como “sujeto de derecho en sentido 
pleno, y no solamente, entonces como persona incapaz representada por los 
adultos a los que pertenece la competencia y el deber de cuidarlos. Esto significa, 
con la sola limitación sustancial debida a las fases diferentes del desarrollo de su 
                                                          
103 “El género es una definición social que se construye sobre los cuerpos sexuados. Hace alusión 
al significado, a la valoración que la sociedad le otorga al hecho de ser hombre o mujer y la manera 
como esto determina las oportunidades, roles, responsabilidades y relaciones de una persona”. CASA 
DE LA MUJER DEL MAGDALENA CENTRO & CERCAPAZ GIZ. Derechos, violencias y construcción de paz 
desde las mujeres del Magdalena Centro. Herramientas conceptuales y metodológicas para realizar 
talleres de sensibilización y capacitación a mujeres. Bogotá: los autores, 2011, p. 11.  
104 “La Convención demanda la superación de visiones parciales de la realidad de la infancia, para 
lo cual se torna imprescindible considerar a la ‘niñez’ como una construcción social, cuyas 
especificidades históricas sólo pueden entenderse haciendo referencia al cambio social y cultural”, 
GARCÍA, Emilio & PILOTTI, Francisco. Op. cit., p. XX. 
105 Así, por ejemplo, mientras en América Latina –bloque compuesto por realidades nacionales 
bastante cercanas– la doctrina de la Situación Irregular fue una constante en todos los países que 
la conforman hasta la adopción de legislaciones más acordes con el paradigma de la Protección 
Integral, en Europa occidental las políticas de protección de la infancia y la adolescencia son solo 
uno de los principales desarrollos o vertientes del Estado de Bienestar. Esto sirve, evidentemente, 
para insistir en que la construcción del paradigma de la infancia va a ser diferente de acuerdo a las 
experiencias históricas y a las características sociales y económicas de cada nación, región o 
continente.  
106 Declaración de Ginebra sobre los Derechos del Niño de 1924, Declaración Universal de Derechos 
Humanos de 1948 (Artículo 25), Declaración Americana de los Derechos del Hombre de 1948 
(Artículo VII), Declaración Internacional sobre los Derechos del Niño de 1959, Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966 (Artículo 10), Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos de 1966 (Artículo 24), Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 
(Artículo 19), Protocolo adicional a la Convención Americana sobre derechos humanos en materia 
de derechos económicos, sociales y culturales “Protocolo de San Salvador” (Artículo 16) y 
Declaración sobre la protección de la mujer y el niño en estados de emergencia o de conflicto armado 
de 1974. 
competencia expresiva y lingüística, que el niño es respetado como portador de una 
percepción autónoma de sus necesidades, de su situación y de la situación 
alrededor de él, portador de pensamiento, conciencia y religión; como sujeto del 
cual depende libremente la comunicación y la asociación con otros sujetos”107. 
 
De la lectura de la Convención y de las declaraciones que la antecedieron se puede 
deducir que la  especificidad de los derechos de la infancia –que lo posesiona como 
un verdadero “ciudadano privilegiado”108– se justifica por: el sentido de 
humanidad109; las expectativas que genera la vida futura de los niños y las niñas; el 
valor de toda persona humana (su dignidad); la proscripción de la discriminación; la 
(presunta) inmadurez o desventaja personal derivada de menor edad; un imaginario 
idealista casi romántico de una infancia plenamente feliz110; la aspiración del goce 
efectivo de los derechos; y, finalmente, en virtud de una particular protección o 
atención especial que merecen y que no requiere mayores justificaciones. 
 
Además de esos, y de la incesante búsqueda de la igualdad, vamos a hacer 
hincapié en tres fundamentos de la especificación de los derechos fundamentales 
de los niños y las niñas que consideramos de la mayor relevancia. Primero, unas 
particularidades propias de su condición; segundo, unos problemas específicos que 
los aquejan; y, tercero, la(s) específica(s) etapa(s) del desarrollo humano que 
atraviesan y las necesidades que de ella(s) se desprenden. Con relación a lo 
primero, a las particularidades de esa etapa de la vida, menciónese como ejemplo 
la (co) responsabilidades de los padres, cuidadores y el Estado; el problema de los 
niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar; la adopción; el 
                                                          
107 BARATTA, Alessandro. La situación de la protección del niño en América Latina. En: Derecho a 
tener derecho. Infancia, Derecho y Políticas Sociales en América Latina. Tomo I. Venezuela: 
UNICEF, s.f., p. 53. 
108 GARCÍA, Emilio & PILOTTI, Francisco. Op. cit., p. XIX. 
109 Que se preocupa por la suerte del que sufre, exacerbada en este caso por la posición de 
indefensión y vulnerabilidad de los niños y las niñas.  
110 Casi romántico de una infancia plenamente feliz. Y estoy pensando, por ejemplo, en esa pequeña 
dosis de dificultades que se requiere para desarrollar herramientas de resiliencia, tolerancia a la 
frustración, etc.     
tratamiento especial que merecen cuando intentan obtener el estatuto de refugiado; 
y la prevención del uso ilícito de los estupefacientes y las sustancias sicotrópicas111. 
 
Respecto de los problemas específicos, la comunidad internacional, a la luz de la 
conciencia universal sobre lo intolerable de la injusticia, especialmente cuando se 
traduce en agresiones contra los más indefensos, ha reconocido algunas violencias 
concretas, frente a las cuales los niños y las niñas son muy vulnerables y las cuales 
afectan significativamente este grupo de personas. Problemas tales como la 
explotación económica, la trata, los traslados ilícitos al extranjero, el maltrato, el 
descuido, los castigos físicos en las escuelas, la explotación y el abuso sexual, el 
reclutamiento forzado etc.112 han sido incluidos en la Convención, así como en 
tratados internacionales dedicados a esos temas específicamente. 
 
En lo que atañe a la concreta etapa del desarrollo personal conocida como la 
infancia y la adolescencia, así como a las necesidades que de ella se desprenden 
y que miran a la realización plena de las capacidades de cada individuo, la 
Convención valoriza los presupuestos necesarios para el ejercicio futuro de la 
libertad y para el pleno desarrollo de la personalidad (desarrollo pleno de las 
capacidades) y reconoce tanto unas aspiraciones concernientes al derecho al 
                                                          
111 Esta última cuestión también podría hacer parte de las dos siguientes razones de la 
especificación. 
112 Convención sobre los Derechos del Niño(a), Preámbulo. Reconociendo que en todos los países 
del mundo hay niños que viven en condiciones excepcionalmente difíciles y que esos niños necesitan 
especial consideración.  
Artículo 19. 1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales 
y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, 
descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se 
encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que 
lo tenga a su cargo.  
2. Esas medidas de protección deberían comprender, según corresponda, procedimientos eficaces 
para el establecimiento de programas sociales con objeto de proporcionar la asistencia necesaria al 
niño y a quienes cuidan de él, así como para otras formas de prevención y para la identificación, 
notificación, remisión a una institución, investigación, tratamiento y observación ulterior de los casos 
antes descritos de malos tratos al niño y, según corresponda, la intervención judicial. 
Artículo 35. Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter nacional, bilateral y 
multilateral que sean necesarias para impedir el secuestro, la venta o la trata de niños para cualquier 
fin o en cualquier forma.  
Artículo 36. Los Estados Partes protegerán al niño contra todas las demás formas de explotación 
que sean perjudiciales para cualquier aspecto de su bienestar. 
desarrollo, como unos derechos afectivos y/o relacionales de los niños y las niñas. 
Todos los cuales se encuentran estrechamente ligados a la importancia que 
adquiere el desarrollo humano dentro del ámbito internacional, así como a la idea 
renovada que se tiene de la justicia y los derechos humanos “que requiere de una 
interpretación de las necesidades del hombre y de los grupos humanos como 
posibilidades”113. 
 
Ejemplos de los que hemos denominado derechos afectivos o de relación son el 
fundamental derecho a crecer en el seno de una familia “en un ambiente de 
felicidad, amor y comprensión”114, los derechos a conocer a los padres y ser cuidado 
por ellos115, a la preservación de las relaciones familiares116 y a mantener relaciones 
y contacto directo con ambos padres en caso de separación de los mismos117. 
Respecto de los derechos al desarrollo piense, tanto en los artículos que 
explícitamente consagran el derecho al desarrollo pleno118 como en aquellos que 
se refieren a la preparación para la “vida independiente en sociedad”119; al acceso 
a la información cuya finalidad sea la promoción de “su bienestar social, espiritual y 
moral”120; a la responsabilidad conjunta de los padres “en lo que respecta a la 
crianza y el desarrollo del niño”121; a la salud y a la educación122. 
 
                                                          
113 BARATTA, Alessandro. Op. cit., p. 51. 
114 Convención sobre los Derechos del Niño(a), Preámbulo. 
115 Convención sobre los Derechos del Niño(a), Artículos 7 y 9. 
116 Convención sobre los Derechos del Niño(a), Artículos 8 y 10. 
117 Convención sobre los Derechos del Niño(a), Artículo 9. 
118 Convención sobre los Derechos del Niño(a), Artículo 6. (…) 2. Los Estados Partes garantizarán 
en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño. 
Artículo 27. 1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado 
para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social.  
2. A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad primordial de 
proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida que sean 
necesarias para el desarrollo del niño. 
119 Convención sobre los Derechos del Niño(a), Preámbulo. 
120 Convención sobre los Derechos del Niño(a), Artículo 17. 
121 Convención sobre los Derechos del Niño(a), Artículo 18. 
122 Convención sobre los Derechos del Niño(a), Artículo 29. 1. Los Estados Partes convienen en que 
la educación del niño deberá estar encaminada a: a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la 
capacidad mental y física del niño hasta el máximo de sus posibilidades.  
De manera que, son las anteriores razones, particularidades, problemáticas e 
intereses del mayor valor los que, junto con la igualdad, justifican la especificación 
de los derechos fundamentales en virtud de la menor edad de sus titulares. Es por 
eso que, no se comparte el fundamento axiológico que Peces-Barba atribuye a los 
derechos específicos de la infancia y la adolescencia: la solidaridad. Ello en la 
medida en que dicho valor desconoce los anteriores criterios y está cimentado sobre 
la presunta “debilidad, inferioridad y abandono” de unos sujetos que, al menos en 
Latino América, han debido soportar el peso de una construcción social123 “de una 
cultura que no sabe, no quiere o no puede prescindir de declarar alguna forma de 
segregación e incapacidad como requisito previo e imprescindible para otorgar 
algún tipo de protección a la infancia”124. Debilidad, inferioridad y abandono a la 
base del desconocimiento de su condición de sujetos de derecho(s). 
 
En contraposición, se privilegiara la igualdad –con su especial relevancia, en 
general, dentro del paradigma democrático, y, en especial, dentro del ordenamiento 
jurídico colombiano,– como fundamento axiológico de la especificad de los 
derechos fundamentales de la infancia y la adolescencia. Es ella la solución 
específica que, desde la perspectiva de la infancia, se da a los problemas que 
prevén los derechos humanos. En últimas, como concreción de la máxima de 
Ulpiano que recuerda Bobbio: “suum cuique tribuere”125 y con la expectativa de 
lograr una de las finalidades que persigue la Convención: “el niño debe estar 
                                                          
123 “La historia del control social formal de la niñez como estrategia específica, constituye un ejemplo 
paradigmático de construcción de una categoría de sujetos débiles para quienes la protección, 
mucho más que constituir un derecho, resulta una imposición”, GARCÍA, Emilio. Op. cit., p. 25. 
124 Ibíd., p. 79. “Esta negación formal de los derechos fundamentales –incluyendo explícitamente las 
más elementales garantías constitucionales– es causa y consecuencia de una cultura de la 
incapacidad social, sobre la cual luego la incapacidad jurídica se asienta consensual y 
hegemónicamente”, Ibíd., p. 142. 
125 “Mi limito a fare qualche esempio: la Dichiarazione dei diritti del fanciullo, adottata dall’Assemblea 
generale il 20 novembre 1959, si riferisce nel suo preambolo alla Dichiarazione universale, ma subito 
dopo questo riferimento presenta il problema dei diritti del fanciullo come una specificazione della 
soluzione data al problema dei diritti dell’uomo. Là dove si dice che «il fanciullo, a causa della sua 
immaturità fisica e intellettuale, ha bisogno di una particolare protezione e di cure speciali», è chiaro 
che i diritti del fanciullo vengono considerati come in ius singulare rispetto a un ius commune: il rilievo 
che ad essi vien dato attraverso il nuovo documento deriva da un processo di specificazione del 
generico, in cui si realizza il rispetto della massima suum cuique tribuere”, BOBBIO, Norberto. Op. cit., 
pp. 29-30.  
plenamente preparado para una vida independiente en sociedad y ser educado en 
el espíritu de los ideales proclamados en la Carta de las Naciones Unidas y, en 
particular, en un espíritu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y 
solidaridad”126. 
 
C. Los niños y las niñas: sujetos de especial protección constitucional en 
Colombia 
 
El proceso de identificación de las necesidades, las características particulares y las 
condiciones de desventaja de algunos titulares de los derechos fundamentales y, 
consecuentemente, la asignación de unos privilegios o trato distinto –es decir, lo 
que la doctrina ha denominado la “especificación” de los derechos fundamentales– 
es adoptado por la Constitución Política de Colombia de 1991 respecto de varios 
grupos de población, dentro de los que se destaca la infancia y la adolescencia. De 
ellos se predica su posición de “sujetos de protección constitucional imperativa y 
prioritaria”127 o “sujetos de especial protección constitucional”128 en virtud, primero, 
de la cláusula general de garantía del ejercicio efectivo de los derechos 
fundamentales para todos y todas en condiciones de igualdad, así como, segundo, 
de las disposiciones que explícitamente adoptan la protección especial e integral de 
los niños, las niñas y los adolescentes en el país.  
 
Antes de hacer referencia a ello digamos que, en concordancia con la Constitución 
y gracias a la misma, a nivel legislativo y ejecutivo129 también se ha desarrollado la 
                                                          
126 Convención Internacional de los Derechos del Niño, Preámbulo. 
127 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 251 de 2008. (6 de octubre 
de 2008). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
128 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Plena. Sentencia C-240 de 2009. (1 de abril de 2009). 
Magistrado Ponente: Dr. Mauricio González Cuervo. O “el lugar preeminente que el niño y sus 
derechos ocupan en la Constitución”/“sujeto privilegiado de la sociedad”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-041 DE 1994. (3 de febrero de 1994). Magistrado Ponente: 
Eduardo Cifuentes Muñoz. 
129 Son varias las referencias legislativas y ejecutivas que regulan de manera especial materias 
atinentes a la infancia y la adolescencia. De un lado, por ejemplo, las disposiciones penales que 
prevén agravantes en el caso de delitos cometidos en contra de niños y niñas, así como el título VI 
del Libro Segundo que señala los delitos contra la familia, entre ellos: la mendicidad, la adopción 
irregular, la asistencia alimentaria, el incesto y la supresión, alteración o suposición del estado civil 
tutela especial de la infancia y la adolescencia –a veces más desde el punto de vista 
formal/enunciativo que sustancial/efectivo– que va desde la Ley 12 de 1991130 hasta 
el Código de la Infancia y la Adolescencia131 cuya principal finalidad fue, 
precisamente, la de armonizar el derecho interno con los postulados de la 
Convención de los derechos del niño y la niña. De manera que, primero el 
constituyente y después el legislador han reconocido que estas personas tienen 
unas necesidades particulares diferenciables de las de los adultos, así como unas 
características especiales en principio físico generales132, determinadas por la 
menor edad, pero que terminan siendo también de carácter socio cultural en virtud 
de la subvaloración que pesa sobre quien es menor de edad y que, como vimos, le 
dificulta su acceso a los derechos. 
 
De esos niveles –constitucional, legislativo y ejecutivo– valga la pena precisar que 
mientras en unos hay avances, en otros subsisten límites y retos por superar 
respecto del proceso –inacabado– de perfeccionamiento de los derechos 
fundamentales133 de la infancia y la adolescencia en Colombia. Respecto de los 
                                                          
(Ley 599 de 2000 Código Penal). También a nivel legislativo, se mencionan: la Ley 294 de 1996 “Por 
la cual se desarrolla el artículo 42 de la Constitución Política y se dictan normas para prevenir, 
remediar y sancionar la violencia intrafamiliar”; la Ley 670 de 2001 “Por medio de la cual se desarrolla 
parcialmente el artículo 44 de la Constitución Política para garantizar la vida, la integridad física y la 
recreación del niño expuesto al riesgo por el manejo de artículos pirotécnicos o explosivos”; la Ley 
679 de 2001 “Por medio de la cual se expide un estatuto para prevenir y contrarrestar la explotación, 
la pornografía y el turismo sexual con menores, en desarrollo del artículo 44 de la Constitución”; la 
Ley 1146 de 2007 “Por medio de la cual se expiden normas para la prevención de la violencia sexual 
y atención integral de los niños, niñas y adolescentes abusados sexualmente”; la Ley 1335 de 2009 
“Disposiciones por medio de las cuales se previenen daños a la salud de los menores de edad, la 
población no fumadora y se estipulan políticas públicas para la prevención del consumo del tabaco 
y el abandono de la dependencia del tabaco del fumador y sus derivados en la población 
colombiana”; y la Ley General de Protección de Datos Personales (Ley 1581 de 2012) en la medida 
que prevé una protección especial para los niños y las niñas. De otro lado, a nivel ejecutivo, el 
Decreto 19 de 2012 “Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, 
procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública” incluye en su artículo 
12 la prelación en el turno de las solicitudes, quejas o reclamos que presenten los niños, las niñas o 
los adolescentes; las cuales, además, no requieren de intermediarios o representantes para ser 
presentadas. Finalmente, en el mismo nivel, el Decreto 975 de 2014 “Por el cual se reglamentan los 
casos, contenido, forma  y presentación de la publicidad dirigida a los niños, niñas y adolescentes 
en su calidad de consumidores”. 
130 Por medio de la cual se aprueba la Convención sobre los Derechos del Niño adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989. 
131 Ley 1098 de 2006. 
132 Siguiendo la clasificación de Peces-Barba. 
133 Como diría Bobbio.  
progresos, somos de la creencia que es justamente la doctrina constitucional del 
enfoque diferencial etario la que más ha avanzado en dicho proceso, al insistir en la 
necesidad de que el diseño, la ejecución y la evaluación de las políticas públicas 
tengan en cuenta las necesidades y las características que imposibilitan (o que 
facilitan) a dichos sujetos el acceso efectivo a los derechos que se pretenden 
garantizar a través de políticas. Contrariamente, las mayores limitaciones están en 
el entendimiento de parte de muchos administradores de la necesidad de dicha 
especificación.  
 
Pero no solo, ya que también hay limitaciones de tipo constitucional como las que 
sugieren algunos constitucionalistas como Osuna, Upegui & Silva, quienes hablan 
de las perplejidades del artículo 44 de la Constitución con relación a las cláusulas 
del interés superior del niño y la niña y la prevalencia de sus derechos, incluidas en 
dicho artículo, en razón al uso jurisprudencial diferenciado que hasta ahora se ha 
hecho de las mismas134. En fin, un reto está constituido en la tarea pendiente de 
identificar los efectos de los autos que ordenaron la inclusión del enfoque diferencial 
en la política pública para el desplazamiento forzado interno en Colombia. 
Consecuencias dentro de las que se puede anticipar el efecto pedagógico de esas 
decisiones, cuyo lenguaje permeo los posteriores diseños legislativos y, en general, 
los discursos públicos sobre el desplazamiento forzado interno y las demás 
violaciones cometidas en el marco del conflicto armado interno135.  
                                                          
134 OSUNA, Néstor, UPEGUI, Juan Carlos & SILVA, Valeria. El régimen constitucional de la infancia: 
perplejidades del artículo 44 de la Constitución Política de Colombia. En: Assy, Bethania, et al. 
Cátedra Unesco y Cátedra Infancia. Derechos humanos y políticas públicas. Bogotá D.C.: 
Universidad Externado de Colombia, 2013, pp. 343-374.        
135 Ejemplo de ello es el artículo 13 de la Ley de víctimas y de restitución de tierras que adopta 
legislativamente el enfoque diferencial exigido por la Corte Constitucional. Ley de víctimas y de 
restitución de tierras, Artículo 13. Enfoque diferencial. El principio de enfoque diferencial reconoce 
que hay poblaciones con características particulares en razón de su edad, género, orientación sexual 
y situación de discapacidad. Por tal razón, las medidas de ayuda humanitaria, atención, asistencia y 
reparación integral que se establecen en la presente ley, contarán con dicho enfoque. El Estado 
ofrecerá especiales garantías y medidas de protección a los grupos expuestos a mayor riesgo de las 
violaciones contempladas en el artículo 3º de la presente ley tales como mujeres, jóvenes, niños y 
niñas, adultos mayores, personas en situación de discapacidad, campesinos,líderes sociales, 
miembros de organizaciones sindicales, defensores de Derechos Humanos y víctimas de 
desplazamiento forzado. Para el efecto, en la ejecución y adopción por parte del Gobierno Nacional 
de políticas de asistencia y reparación en desarrollo de la presente ley, deberán adoptarse criterios 
diferenciales que respondan a las particularidades y grado de vulnerabilidad de cada uno de estos 
Ahora sí, en primer lugar, en concordancia con la concepción de la Constitución 
propia del paradigma de democracia constitucional, el constituyente de 1991 
consagró en varios artículos la garantía del efectivo ejercicio de los derechos 
fundamentales para todas las personas –incluidos, obviamente, los niños y las 
niñas–  en condiciones de igualdad. Expresión de la posición privilegiada de los 
individuos dentro del Estado y del otorgamiento de poderes a los más débiles para 
que estos puedan contraponerlos ante quienes, siendo más fuertes, violenten o 
ignoren las prerrogativas de las que son titulares. De esta suerte, no solo la 
cualificación del Estado como Social de Derecho136 mira a la realización efectiva de 
los derechos de todos y todas sin importar la edad, sino que expresamente en los 
artículos 2 y 5 se consagran como fines del Estado y sus instituciones la efectividad 
de los mismos137, así como su primacía138.   
 
A ello se suma, la constitucionalización de los tratados internacionales de derechos 
humanos, la inclusión del principio pro homine o cláusula de favorabilidad en la 
interpretación de los derechos humanos139 -en virtud del artículo 93 de la 
Constitución140, también llamado bloque de constitucionalidad- y la incorporación de 
                                                          
grupos poblacionales. Igualmente, el Estado realizará esfuerzos encaminados a que las medidas de 
atención, asistencia y reparación contenidas en la presente ley, contribuyan a la eliminación de los 
esquemas de discriminación y marginación que pudieron ser la causa de los hechos victimizantes. 
136 Constitución Política de Colombia. Artículo 1. Colombia es un Estado social de derecho 
organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades 
territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en 
el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
137 Constitución Política de Colombia. Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los 
afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la 
vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas 
las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 
138 Constitución Política de Colombia. Artículo 5. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la 
primacía de los derechos inalienables de la persona  y ampara a la familia como institución básica 
de la sociedad. 
139 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA OCTAVA DE REVISIÓN. Sentencia T-284 de 2006. (5 de 
abril de 2006).  Magistrada Ponente: Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 
140 Constitución Política de Colombia. Artículo 93. Los tratados y convenios internacionales 
ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en 
los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en 
otros derechos que siendo más favorables no hagan parte de la Constitución o del 
bloque141. Finalmente, con relación a la firme determinación del constituyente de 
hacer de los derechos realidades para todos y todas y no simples promesas vacías, 
completa esta primera parte del fundamento jurídico de derecho positivo de la 
especificación de los derechos de la infancia y la adolescencia, el derecho a la 
igualdad presente en el preámbulo142 de la Constitución y en el artículo 13 de la 
misma143. 
 
Primordialmente, este último artículo en la medida que, como vimos, se trata de una 
igualdad enriquecida que incluye –junto a la igualdad formal, la prohibición de las 
discriminaciones negativas y la igualdad sustancial– la protección especial de 
quienes “por su condición económica, física o mental, se encuentren en 
circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra 
ellas se cometan”144. Tercer inciso del artículo 13 de la Constitución que se justifica, 
precisamente, por la intención del constituyente de proteger a quienes en 
condiciones de desigualdad están inmersos en una situación de desventaja frente 
a los demás o a quienes han sido privilegiados por mandato constitucional 
                                                          
esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos 
humanos ratificados por Colombia.  
141 Constitución Política de Colombia. Artículo 94. La enunciación de los derechos y garantías 
contenidos en la Constitución y en los convenios internacionales vigentes, no debe entenderse como 
negación de otros que, siendo inherentes a la persona humana, no figuren expresamente en ellos. 
142 Constitución Política de Colombia. Preámbulo. El pueblo de Colombia, en ejercicio de su poder 
soberano, representado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la 
protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la 
vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de 
un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social 
justo, y comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona 
y promulga la siguiente Constitución Política de Colombia. 
143 Constitución Política de Colombia. Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la 
ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o 
familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que 
la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o 
mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos 
que contra ellas se cometan. 
144 Constitución Política de Colombia. Artículo 13. 
explícito145. Como sucede respecto de la infancia y la adolescencia, como veremos 
en seguida.  
 
En segundo lugar, la Constitución explícitamente ha querido privilegiar a la infancia 
y la adolescencia. Y lo ha hecho incluyendo dentro de su articulado la protección 
especial de los niños y las niñas de los artículos 44 y 45 plus otras garantías 
específicas que los conciernen y que se refieren a derechos concretos. Respecto 
del primero, el artículo 44 destaca la fundamentalidad de algunos146 de los derechos 
de la infancia y la adolescencia –incluso menciona su derecho al cuidado y al amor–
; los protege contra toda forma de violencia; les atribuye todos los demás derechos 
–hasta los de los tratados internacionales ratificados por Colombia–; consagra la 
corresponsabilidad de la familia, la sociedad y el Estado en el goce efectivo de los 
mismos; habilita  a cualquier persona para exigir el cumplimiento de sus derechos; 
y va más allá de la Convención al incorporar la prevalencia de los derechos de los 
niños y las niñas o regla pro infans147.           
 
Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad 
física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y 
nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, 
la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán 
                                                          
145 “El segundo criterio [además del de la igualdad formal], por su parte, consiste en proteger en 
mayor medida los intereses de ciertas personas o grupos étnicos. Su fundamento se da en razón a 
la interpretación que esta Corporación ha dado a los incisos segundo y tercero del artículo 13 
constitucional, en el sentido de determinar que en ellos se establece, en primer lugar, un deber 
especial del Estado de otorgar un trato preferente a grupos discriminados o marginados y, además, 
un deber de protección especial a grupos determinados, en atención a específicos mandatos 
constitucionales que en conjunción con el mencionado artículo 13, así lo determinan”, CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA OCTAVA DE REVISIÓN. Sentencia T-1105 de 2008. (6 de noviembre de 2008). 
Magistrado Ponente: Dr. Humberto Antonio Sierra Porto. Expediente T-1.979.460. 
146 “El artículo propuesto (…) Incluye, además, una síntesis de dichos derechos destinados a facilitar 
al niño la comprensión y el ejercicio de los mismos, durante la enseñanza curricular, de acuerdo con 
su grado de desarrollo y sus capacidades”, en Gaceta Constitucional Nº 85, Informe-Ponencia para 
Primer Debate en Plenaria, "Derechos de la Familia, el Niño, el Joven, la Mujer, la Tercera Edad y 
Minusválidos", p. 6 y 7), citada en COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-041 
DE 1994. (3 de febrero de 1994). Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz. 
147 “La coordinación de derechos y la regulación de los conflictos que entre éstos se presenten en el 
caso de que se vea comprometido el de un menor, debe resolverse según la regla pro infans (CP 
art. 44)”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-041 DE 1994. (3 de febrero de 
1994). Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz. 
protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, 
venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. 
Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en 
las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia. 
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al 
niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de 
sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su 
cumplimiento y la sanción de los infractores. 
Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás. 
 
El artículo 45, por su parte, hace especial referencia a la etapa del desarrollo 
humano comprendida entre los 12 y los 18 años de edad y conocida como la 
adolescencia148. Para quienes la atraviesan, la Constitución establece el derecho a 
la protección y formación integral, así como la garantía de la participación activa de 
los jóvenes en los organismos que trabajen temas que les concierne y sin importar 
si su naturaleza es pública o privada.         
 
Artículo 45. El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación 
integral. 
El Estado y la sociedad garantizan la participación activa de los jóvenes en los 
organismos públicos y privados que tengan a cargo la protección, educación y 
progreso de la juventud. 
 
Se trata, entonces, de la protección reforzada que la Constitución ha querido 
asegurar a la infancia y la adolescencia y para la cual el constituyente no ha 
escatimado en esfuerzos, que van desde la reiteración de derechos ya consagrados 
para todos y todas hasta la incorporación de la regla pro infans. En otras palabras, 
más que de la fundamentalidad de sus derechos se va a hablar de la 
fundamentalidad de su propia condición: “el compromiso que la Constitución 
establece con el bienestar físico y espiritual del menor y con el pleno y armonioso 
                                                          
148 Código de la Infancia y la Adolescencia, Artículo 3.  
desarrollo de su personalidad, no se ha limitado a configurar derechos 
fundamentales a partir de sus pretensiones básicas de protección, sino que su 
persona como tal ha sido elevada a la categoría de sujeto fundamental merecedor 
de un tratamiento especial y prioritario por parte de la familia, la sociedad y el 
estado”149.  
 
Además de eso, como se dijo antes, la Constitución complementa la protección 
especial, explícita y robustecida, del artículo 44 con la inclusión de la perspectiva de 
los derechos de la infancia en otros artículos que hacen referencia a derechos que 
no les conciernen exclusivamente a los niños y a las niñas pero que tienen una 
especial relevancia para ellos. Así, por ejemplo, cuando hace referencia a la 
protección integral de la familia, incorpora el deber para los padres de sostenerlos 
y educarlos150; establece el derecho de toda persona menor de un año de ser 
atendido en las instituciones de salud que reciban cualquier aporte del Estado151; al 
delimitar los principios mínimos que deben guiar el estatuto del trabajo protege 
especialmente a quien no habiendo alcanzado los 18 años trabaje152; atribuye al 
                                                          
149 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-041 DE 1994. (3 de febrero de 1994). 
Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz. 
150 Constitución Política de Colombia, Artículo 42. La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. 
Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de 
contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla. El Estado y la sociedad garantizan 
la protección integral de la familia. La ley podrá determinar el patrimonio familiar inalienable e 
inembargable. La honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolables. Las relaciones 
familiares se basan en la igualdad de derechos y deberes de la pareja y en el respeto recíproco entre 
todos sus integrantes. Cualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de su 
armonía y unidad, y será sancionada conforme a la ley. Los hijos habidos en el matrimonio o fuera 
de él, adoptados o procreados naturalmente o con asistencia científica, tienen iguales derechos y 
deberes. La ley reglamentará la progenitura responsable. La pareja tiene derecho a decidir libre y 
responsablemente el número de sus hijos, y deberá sostenerlos y educarlos mientras sean menores 
o impedidos. Las formas del matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los deberes y derechos 
de los cónyuges, su separación y la disolución del vínculo, se rigen por la ley civil. Los matrimonios 
religiosos tendrán efectos civiles en los términos que establezca la ley. Los efectos civiles de todo 
matrimonio cesarán por divorcio con arreglo a la ley civil. También tendrán efectos civiles las 
sentencias de nulidad de los matrimonios religiosos dictadas por las autoridades de la respectiva 
religión, en los términos que establezca la ley. La ley determinará lo relativo al estado civil de las 
personas y los consiguientes derechos y deberes. 
151 Constitución Política de Colombia, Artículo 50. Todo niño menor de un año que no esté cubierto 
por algún tipo de protección o de seguridad social, tendrá derecho a recibir atención gratuita en todas 
las instituciones de salud que reciban aportes del Estado. La ley reglamentará la materia. 
152 Constitución Política de Colombia, Artículo 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La 
ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: 
Estado, a la sociedad y a la familia el deber de garantizar la educación obligatoria 
de los niños y las niñas entre los cinco y los quince años de edad y al Estado el 
deber de asegurarles el acceso y la permanencia en el sistema educativo153; y 
promueve la participación de los jóvenes en las asociaciones154.   
 
En tercer lugar, la tutela privilegiada que la Constitución colombiana asigna a la 
infancia y la adolescencia de manera explícita y también especializada por materia 
debe complementarse con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el 
Derecho Internacional Humanitario155 relativo a la protección específica de los niños 
                                                          
Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a 
la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos 
establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y 
discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación 
de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los 
sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento 
y el descanso necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de 
edad. El Estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones 
legales. Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la 
legislación interna. La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar 
la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores 
153 Constitución Política de Colombia, Artículo 67. La educación es un derecho de la persona y un 
servicio público que tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, 
a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. La educación formará al colombiano en el 
respeto a los derechos humanos, a la paz y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la 
recreación, para el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente. 
El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, que será obligatoria entre los 
cinco y los quince años de edad y que comprenderá como mínimo, un año de preescolar y nueve de 
educación básica. La educación será gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio del cobro 
de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos. Corresponde al Estado regular y ejercer la 
suprema inspección y vigilancia de la educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento 
de sus fines y por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos; garantizar el 
adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las condiciones necesarias para su 
acceso y permanencia en el sistema educativo. La Nación y las entidades territoriales participarán 
en la dirección, financiación y administración de los servicios educativos estatales, en los términos 
que señalen la Constitución y la ley. 
154 Constitución Política de Colombia, Artículo 103. Son mecanismos de participación del pueblo en 
ejercicio de su soberanía: el voto, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, 
la iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato. La ley los reglamentará. El Estado contribuirá a 
la organización, promoción y capacitación de las asociaciones profesionales, cívicas, sindicales, 
comunitarias, juveniles, benéficas o de utilidad común no gubernamentales, sin detrimento de su 
autonomía con el objeto de que constituyan mecanismos democráticos de representación en las 
diferentes instancias de participación, concertación, control y vigilancia de la gestión pública que se 
establezcan.  
155 Con relación a las normas que integran el Derecho Internacional Humanitario, ha dicho la Corte 
Constitucional que, dada su naturaleza de ius cogens, esas “hacen parte, en sentido genérico, del 
corpus normativo de los derechos humanos” (COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-225 
de 1995. (18 de mayo de 1995). Magistrado Ponente: Dr. Alejandro Martínez Caballero). A ello se 
suma la incorporación constitucional de dichas normas del inciso segundo del artículo 214 de la 
y las niñas. Ello en la medida que, los mismos hacen parte de la Constitución en 
virtud del artículo 93 y constituyen, además, “deberes especialmente fuertes del 
Estado en relación con la protección especial a la cual tienen derecho”156 dichos 
sujetos. En consecuencia, tanto los tratados internacionales que antecedieron a la 
Convención157 como los que la han sucedido158 confirman la posición de la infancia 
y la adolescencia como sujetos de especial protección constitucional.  
 
De la misma manera, las normas de Derecho Internacional Humanitario reservan a 
la infancia y la adolescencia una tutela especial que empieza con la proscripción de 
cualquier tipo de vinculación en el  conflicto armado, pasa por el principio de 
distinción entre combatientes y población civil y llega a la expresa protección 
especial de los niños y las niñas frente a los efectos de la guerra, la cual hace parte 
del principio de trato humanitario que debe regirla159. Así, por ejemplo, el artículo 38 
                                                          
Constitución, según el cual durante los estados de excepción “se respetarán las reglas del derecho 
internacional humanitario”. También con relación a la tutela especial de la infancia y la adolescencia: 
“la  Constitución (…) reconoce  plenos efectos jurídicos a los tratados y convenios de derechos 
humanos debidamente ratificados por Colombia (art. 93), entre los que se incluyen los relacionados 
con la protección de la niñez. En ese sentido, el bloque de constitucionalidad no solamente está 
integrado por las normas protectoras de los derechos humanos, sino también en los casos de 
conflicto interno o externo, por aquellas que componen el llamado Derecho Internacional Humanitario 
(DIH), por lo que la figura  ha logrado conciliar en nuestro sistema jurídico el principio de la 
supremacía de la Constitución (art. 4) con el reconocimiento de la prelación en el orden interno de 
los tratados internacionales referidos (art. 93 C.P.)”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Plena. 
Sentencia C-240 de 2009. (1 de abril de 2009). Magistrado Ponente: Dr. Mauricio González Cuervo. 
156 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 251 de 2008. (6 de octubre 
de 2008). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
157 Ver Supra. 
158 Entre otros: Convenio relativo a la protección del niño y a la cooperación en materia de adopción 
internacional, suscrito en La Haya el 29 de mayo de 1993 (Ley 265 de 1996); Convención 
Interamericana sobre conflicto de leyes en materia de adopción de menores (Decreto 971 de 1994); 
Convención Interamericana sobre obligaciones alimentarias, hecha en Montevideo (Ley 449 de 
1998); Acuerdo sobre asistencia a la niñez entre la República de Colombia y la República de Chile 
(Ley 468 de 1998); Convenio 182 sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la 
acción inmediata para su eliminación, adoptado por la Octogésima Séptima Reunión de la 
Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, Ginebra (Suiza), el 17 de junio de 
1999 (Ley 704 de 2001); y, Protocolo facultativo de la Convención sobre los derechos del niño relativo 
a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de los niños en la pornografía, adoptado en 
Nueva York, el 25 de mayo de 2000 (Ley 765 de 2002). 
159 “Ya que una de las garantías fundamentales de la persona constitutivas de este principio de trato 
humanitario es, precisamente, el respeto por los derechos especiales de los niños afectados por 
conflictos armados”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 251 de 
2008. (6 de octubre de 2008). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
de la Convención160; el Protocolo facultativo de la Convención sobre los derechos 
del niño relativo a la participación de niños en los conflictos armados161; los artículos 
14, 17, 23, 24162, 27, 38, 50, 68, 76, 82, 85, 89, 94, 119, 132 del IV Convenio de 
Ginebra de 1949163; los artículos 8, 76, 77, 78 del Protocolo I adicional a los 
Convenios de Ginebra164; y los artículos 4165 y 6 del Protocolo II adicional a los 
Convenios de Ginebra166. 
 
En suma, se puede afirmar sin temor a equivocarse que la condición de los niños y 
las niñas de sujetos de especial protección constitucional es visible gracias a la 
                                                          
160 Convención Internacional de los Derechos del Niño y la Niña, Artículo 38. 1. Los Estados Partes 
se comprometen a respetar y velar por que se respeten las normas del derecho internacional 
humanitario que les sean aplicables en los conflictos armados y que sean pertinentes para el niño. 
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para asegurar que las personas que 
aún no hayan cumplido los 15 años de edad no participen directamente en las hostilidades. 3. Los 
Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas armadas a las personas que no hayan 
cumplido los 15 años de edad. Si reclutan personas que hayan cumplido 15 años, pero que sean 
menores de 18, los Estados Partes procurarán dar prioridad a los de más edad. 4. De conformidad 
con las obligaciones dimanadas del derecho internacional humanitario de proteger a la población 
civil durante los conflictos armados, los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para 
asegurar la protección y el cuidado de los niños afectados por un conflicto armado. 
161 Adoptado en Nueva York, el 25 de mayo de 2000 (Ley 833 de 2003). 
162 Artículo 24. Medidas especiales en favor de la infancia. Las Partes en conflicto tomarán las 
oportunas medidas para que los niños menores de quince años que hayan quedado huérfanos o que 
estén separados de su familia a causa de la guerra no queden abandonados, y para que se les 
procuren, en todas las circunstancias, la manutención, la práctica de su religión y la educación; ésta 
será confiada, si es posible, a personas de la misma tradición cultural. Las Partes en conflicto 
favorecerán la acogida de esos niños en país neutral mientras dure el conflicto, con el consentimiento 
de la Potencia protectora, si la hubiere, y si tienen garantías de que serán respetados los principios 
enunciados en el párrafo primero. Además, harán lo posible por tomar las oportunas medidas para 
que todos los niños menores de doce años puedan ser identificados, mediante una placa de identidad 
de la que sean portadores, o por cualquier otro medio. 
163 Relativo a la protección debida a los civiles en tiempo de guerra. 
164 Relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales. 
165 Artículo 4. Garantías fundamentales. (…) 3. Se proporcionarán a los niños los cuidados y la ayuda 
que necesiten y, en particular: a) recibirán una educación, incluida la educación religiosa o moral, 
conforme a los deseos de los padres o, a falta de éstos, de las personas que tengan la guarda de 
ellos; b) se tomarán las medidas oportunas para facilitar la reunión de las familias temporalmente 
separadas; c) los niños menores de quince años no serán reclutados en las fuerzas o grupos 
armados y no se permitirá que participen en las hostilidades; d) la protección especial prevista en 
este artículo para los niños menores de quince años seguirá aplicándose a ellos si, no obstante las 
disposiciones del apartado c), han participado directamente en las hostilidades y han sido 
capturados; e) se tomarán medidas, si procede, y siempre que sea posible con el consentimiento de 
los padres o de las personas que, en virtud de la ley o la costumbre, tengan en primer lugar la guarda 
de ellos, para trasladar temporalmente a los niños de la zona en que tengan lugar las hostilidades a 
una zona del país más segura y para que vayan acompañados de personas que velen por su 
seguridad y bienestar. 
166 Relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional. 
relevancia que ha alcanzado la cuestión a nivel constitucional e internacional. 
Posición que se traduce en un deber reforzado de protección, en consideración a 
los obstáculos de su condición de menor edad que dificultan el efectivo acceso a 
sus derechos y los cuales de no ser atendidos terminarían por afectar el derecho a 
la igualdad: “la condición física y mental del menor convoca la protección especial 
del Estado y le concede validez a las acciones y medidas ordenadas a mitigar su 
situación de debilidad que, de otro modo, serían violatorias del principio de igualdad 
(CP art. 13) (…) Se observa que el trato especial que se dispensa al niño, lejos de 
ser un intento de conferirle protagonismo, no es otra cosa que un ensayo de 
igualación que realiza el mismo Constituyente”167. 
 
Consecuentemente con ese posicionamiento privilegiado a nivel constitucional la 
Corte Constitucional colombiana ha protegido la infancia a nivel jurisprudencial 
otorgando a la misma la condición de criterio para la determinación de la 
fundamentalidad de los derechos. En efecto, la evolución jurisprudencial 
constitucional dirigida a determinar si un derecho es o no fundamental ha 
atravesado en Colombia esfuerzos de definición, llegando al establecimiento de 
criterios168 dentro de los que se sitúa a la infancia como una de las condiciones que 
sirve a determinar la fundamentalidad de derechos que a priori no lo serían.  
 
Expliquemos, siguiendo a Alexei169, las posturas dentro de las que ha oscilado la 
Corte Constitucional a la hora de tutear derechos en razón de su carácter 
fundamental170. El punto de partida es la “indeterminación estructural y normativa 
                                                          
167 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Sentencia C-041 DE 1994. (3 de febrero de 1994). 
Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz. 
168 JULIO ESTRADA, ALEXEI. Op. cit. 
169 Ibíd. 
170 El ejercicio de la acción de tutela, mecanismo expresamente destinado a la protección de 
derechos fundamentales, es considerado por autores como Alexei como el escenario en el que se 
desarrolló el debate constitucional en torno a una posible definición de los derechos fundamentales. 
Intento por lo demás complejo que terminará mostrando sus limitaciones en razón a las “deficiencias 
en cuanto a su precisión” (Ibíd., p. 359). Y es también ese autor el que reconoce que ante la 
inexistencia de definiciones omnicomprensivas –quizás imposibles en un terreno no apto para ese 
tipo de pretensiones– que puedan dar claridad acerca de aquellos derechos a los cuales poder llamar 
fundamentales, es el criterio de los sujetos de especial protección constitucional –como los niños y 
de las disposiciones de derechos fundamentales”171 dentro de la Constitución, plus 
la decisión del juez constitucional de no guiarse, en la designación de esos 
derechos, por la denominación del Capítulo II del Título I de la Constitución Política 
de Colombia “De los derechos fundamentales” que pareciera sugerir que son sólo 
los allí contemplados los que ostentan esa calificación. Es así como, se considera, 
desde la primera jurisprudencia, que también pueden ser fundamentales otros 
derechos distintos a los allí contenidos172.  
 
Con esas premisas y en su intento de definir “derecho fundamental” la jurisprudencia 
constitucional ha considerado razonamientos tales como la esencialidad de un 
derecho para la persona humana173; las particularidades del caso concreto174; la 
concurrencia de los siguientes tres requisitos: “a) conexidad directa con los 
principios fundamentales definidos en la Constitución, b) eficacia directa, y c) 
contenido esencial”175; la identificación como derecho subjetivo176; el concepto del 
mínimo vital177; el criterio de la conexidad178 que extendió la tutela a derechos de 
                                                          
las niñas– uno de los que facilitará la asignación de ese carácter en razón al lugar que dentro de la 
Constitución ocupan dichos sujetos.          
171 Ibíd., p. 367. 
172 “El criterio formal, entendido como el argumento a rubrica o sedes materiae, sigue siendo 
relevante, pues a pesar de haberse rechazado que sea el único válido para definir el carácter 
fundamental de un derecho sólo excepcionalmente niega tal carácter a los derechos contenidos en 
el capítulo titulado ‘De los derechos fundamentales’, y generalmente entiende que los derechos 
enunciados en el artículo 85 como de aplicación inmediata son derechos fundamentales”, Ibíd., p. 
363.  
173 Ibíd., p. 352. 
174 Ibíd., p. 354. 
175 Ibíd., p. 354. 
176 Ibíd., pp. 355-356. 
177 Ibíd., p. 357. “Atendiendo lo anterior, para la Corte es innegable que la Constitución Política 
protege de manera categórica, además de los otros derechos fundamentales reconocidos en la 
Carta, el derecho al mínimo vital de los menores, con el fin de evitar que aquellos se vean reducidos 
en su valor intrínseco como seres humanos, debido a que no cuentan con las condiciones materiales 
que les permitan llevar una existencia digna (…) De esta manera, cuando un menor ve afectados 
sus derechos fundamentales, y en especial, carece de las condiciones materiales necesarias para 
llevar una vida digna, la acción de tutela constituye el mecanismo judicial de defensa definitivo para 
conjurar tal situación, incluso a pesar de la existencia de otros medios ordinarios de defensa, debido 
a su especial condición y a que la satisfacción de este derecho está inescindiblemente relacionada 
con el respeto a la vida en condiciones dignas”,  Corte Constitucional de Colombia, Sala Quinta de 
Revisión. (2010, 27 de julio). Sentencia T-582 de 2010. Magistrado Ponente: Dr. Jorge Iván Palacio 
Palacio. Referencia: Expediente T-2601994. 
178 Cfr. Sentencia SU-067 de 1993 y SU-111 de 1997. 
carácter prestacional que en principio estarían excluidos de la misma, a partir de su 
relación con la vida digna; entre otros.       
 
Esa primera etapa es superada por otra fase más reciente en la que prevalecen dos 
líneas argumentativas, según el mismo autor. La primera privilegia los derechos de 
libertad para atribuir sólo a estos el carácter de fundamentales y la segunda, que es 
la que nos interesa, resulta siendo una tesis flexible que sujeta la fundamentalidad 
de un derecho a su configuración como derecho subjetivo, con la novedad de que 
una de las razones que lo permite es la presencia de intereses de sujetos de 
especial protección constitucional, como los niños y las niñas: “todos los derechos 
constitucionales (…) tienen diversas facetas, (…), en esa medida sólo algunas 
manifestaciones de los derechos serían susceptibles de protección en sede de 
tutela, aquellas que puedan ser configuradas como un derecho subjetivo bien sea 
por la índole de la discusión planteada, porque la prestación reclamada ha sido 
configurada legal o reglamentariamente, o porque resultan afectados sujetos de 
especial protección constitucional [las negritas se agregaron]”179.    
 
Y aun cuando esa postura no deja de presentar inconvenientes en la medida que 
desconoce la especificidad de los derechos fundamentales180, con ella nos 
acercamos a la niñez –sujetos de especial protección constitucional– como uno de 
los criterios relevantes a la hora de determinar si un derecho puede ser objeto de 
tutela en virtud de su carácter fundamental; tal como se menciona en la sentencia 
T-433 de 2007, que el autor cita como ejemplo. En ella al derecho a la salud le es 
negada la protección, prima facie, por vía de tutela al recocerse su carácter 
estrictamente prestacional y el necesario concurso de los recursos del Estado para 
garantizarlo. No obstante ello, se ordena asegurar su ejercicio en aquellos casos en 
                                                          
179 JULIO ESTRADA, ALEXEI. Op. cit., p. 360. 
180 “La cuestión regresa entonces a un planteamiento teórico claro: todos los derechos 
constitucionales son fundamentales, pero su protección por medio de la acción de tutela no siempre 
es procedente. Ahora bien, esta superación de las restricciones impuestas inicialmente por la propia 
jurisprudencia constitucional no deja de presentar algunos inconvenientes; por una parte, desvaloriza 
el concepto mismo de derecho fundamental al asimilarlo a la categoría de derecho constitucional, lo 
que en definitiva supone un desconocimiento del texto constitucional, el cual en todo caso distingue 
entre las distintas categorías de derechos en cuanto a su naturaleza y régimen jurídico”, Ibíd., p. 362. 
los que se persiga una prestación concreta, aun cuando no establecida legal o 
reglamentariamente, a favor de un sujeto de especial protección constitucional181.  
 
Pero más allá de las críticas que esta segunda postura pueda suscitar, lo que resulta 
relevante es el posicionamiento de dichos sujetos cuya condición –etaria– es de tal 
importancia en el debate constitucional, que determina la fundamentalidad de un 
derecho. Relevancia que en el caso de los niños y las niñas es mayor, por no decir 
la más notable entre las notables182. En efecto, fue la expresa voluntad del 
constituyente la que le otorgó el valor de fundamental a derechos que tratándose de 
adultos no tendrían ese carácter autónomamente183. Se hace referencia al artículo 
44 de la Constitución Política de Colombia, antes mencionado.  
                                                          
181 “Con todo, se ha explicado por parte de este Tribunal Constitucional que el mencionado derecho 
a la salud, no es un derecho cuya protección se pueda brindar prima facie por vía de tutela. La 
garantía de este derecho implica el reconocimiento de que su faceta prestacional obliga al Estado a 
racionalizar la asignación de inversión suficiente para que su garantía tenga un alcance integral, 
frente a la necesidad de sostenimiento que tiene también la garantía de otros derechos. Y esto dentro 
de un contexto de recursos escasos como el colombiano. Además, por consagrarse el derecho a la 
salud en normas constitucionales de la forma principios generales, tal como la mayoría de los 
derechos fundamentales, se hace necesario determinar su contenido mediante la configuración de 
las prestaciones que lo definen, es decir, se debe llenar de contenido. En este escenario, se debe 
por ello racionalizar igualmente su prestación satisfactoria a cargo de los recursos que conforman el 
sistema de salud en Colombia, sólo en casos en que su falta de reconocimiento se pregone de: (i) 
prestaciones concretas incluidas en los planes obligatorios siempre que su negativa no se haya 
fundamentado en un criterio estrictamente médico y, (ii) situaciones en las que su contenido no 
puede ser identificado con las prestaciones de los planes obligatorios, porque se refiere a la 
incapacidad económica de asumir una prestación excluida de dichos planes junto con la necesidad 
de garantizarla en razón a, por un lado, que se trate de un sujeto de especial protección constitucional 
(menores, población carcelaria, tercera edad, pacientes que padecen enfermedades catastróficas, 
entre otros), o por otro, que se trate de una situación en la que se puedan presentar argumentos 
válidos y suficientes de relevancia constitucional, que permitan concluir que la falta de garantía del 
derecho a la salud implique un desmedro o amenaza de otros derechos fundamentales de la 
persona, o un evento manifiestamente contrario a la idea de un Estado constitucional de derecho. 
Así, el derecho a la salud debe ser protegido por el juez de tutela cuando se verifiquen los anteriores 
criterios”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SÉPTIMA DE REVISIÓN. Sentencia T-433 de 2007. 
(29 de mayo de2007). Magistrado Ponente: Dr. Humberto Antonio Sierra Porto. Referencia: 
expedientes acumulados T-1522549, T-1522607, T-1526359 y T-1524333.  
182 “La Constitución en un único caso, concretamente en el artículo 44, determinó en forma expresa 
unos derechos fundamentales, al referirse a los niños, así: ‘Son derechos fundamentos de los niños: 
la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social (...) En ningún otro artículo se encuentra tal 
referencia tan precisa y por lo mismo no ofrece dificultad en su interpretación, como se observará en 
el punto 2.2 ordinal d), denominado ‘los derechos fundamentales por su ubicación y denominación’”, 
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA  CUARTA DE REVISIÓN. Sentencia T-002 de 1992. (8 de mayo 
de 1992). Magistrado Ponente: Alejandro Martinez Caballero. Referencia: expediente T-644. 
183 Sin que medie disposición legal o administrativa que establezca el alcance de las prestaciones y 
la autoridad responsable. Alexei cita las sentenciasT-207 de 1995 y T-348 de 1997, JULIO ESTRADA, 
ALEXEI. Op. cit. 
De manera que, si frente al resto de la sociedad –los adultos– la fundamentalidad 
de derechos constitucionales tales como la salud, la seguridad social la alimentación 
equilibrada o la educación ha sido condicionada, en el caso de los niños y las niñas 
el régimen constitucional de la infancia en Colombia hace que el margen de 
controversia sea escaso o nulo frente a los mismos184. Ello en virtud de la intención 
del constituyente originario de hacer realidad los intereses de la infancia a través de 
un posicionamiento especial dentro del ordenamiento jurídico, en este caso 
consistente en la caracterización expresa como fundamentales de derechos que por 
su carácter estrictamente prestacional impedirían a un juez –en otras circunstancia– 
ordenar su tutela sin que mediara la conexidad con otro derecho, éste sí 
fundamental. 
 
Es así como, en incontables ocasiones y en ejercicio de la acción de tutela se han 
protegido las necesidades alimentarias, educativas, recreativas, en salud, entre 
otras, de muchos niños y niñas colombianos en virtud de su condición de derecho 
fundamental, es decir, de su posibilidad de aplicación inmediata, de la importancia 
que reviste y del poder que confiere a sus titulares. Y es precisamente esto lo que 
recordó el juez constitucional de 1998 al referirse a los derechos fundamentales de 
los niños, de conformidad con el artículo 44 de la Constitución, calificándolos como 
“verdaderos poderes en cabeza de los menores” y ordenando, en ese caso 
concreto, la vacunación contra la meningitis de varios niños y niñas en condición de 
                                                          
184 “En efecto, la caracterización de los derechos de los niños como derechos fundamentales, 
inclusive algunos derechos de marcado carácter prestacional, los libró de la disputa ideológica sobre 
la fundamentalidad de los derechos de carácter prestacional que marcó los debates constitucionales 
de los tres primeros lustros de la jurisprudencia constitucional.  Así, hasta antes de que se superara 
la tesis de la conexidad para sustentar el carácter fundamental de los derechos de carácter 
prestacional, la salud y la educación eran derechos fundamentales autónomos únicamente cuando 
los titulares eran niños-niñas. En el caso del derecho a la salud, su inclusión en el artículo 44 como 
derecho fundamental de los niños significó la aplicación de un régimen diferente al de los adultos 
cuando la Corte Constitucional utilizaba la doctrina de la conexidad. Así, por ejemplo, en la Sentencia 
T-965 de 2005 en la que una madre solicitaba ser exonerada de copago para la práctica de una 
cirugía para su hijo, la Corte resolvió de forma favorable las pretensiones de la actora bajo el 
argumento de que ‘mientras los derechos prestacionales a la seguridad social y a la salud de las 
personas adultas, no son en principio derechos fundamentales, para el caso de los niños y dado el 
trato preferencial de que habla la Constitución Política, tales derechos sí adquieren automáticamente 
tal categoría’”, OSUNA, NÉSTOR, UPEGUI, JUAN CARLOS & SILVA, VALERIA. Op. cit., pp. 362-363.    
pobreza y exclusión social185, no obstante no existiese para entonces un programa 
de vacunación previamente reglamentado. 
 
También se debe mencionar que la fundamentalidad de los derechos de los niños 
ha sido declarada por la Corte Constitucional no solo en virtud o con fundamento en 
el primer inciso del artículo 44 de la Constitución186, en el que se enumera una lista 
de “derechos fundamentales”187, sino que también en jurisprudencia constitucional 
se ha hecho referencia a la “protección constitucional especial”188 de la que son 
titulares, al “principio del interés superior”189 y a la “cláusula de la prevalencia”190, 
                                                          
185 “Los derechos fundamentales son aquellos que se encuentran reconocidos - directa o 
indirectamente - en el texto constitucional como derechos subjetivos de aplicación inmediata. En 
otras palabras, se trata de derechos de tal magnitud para el orden constitucional, que su vigencia no 
puede depender de decisiones políticas de los representantes de las mayorías (…) Por esta razón, 
la mencionada norma dispone que los derechos allí consagrados son derechos fundamentales, vale 
decir, verdaderos poderes en cabeza de los menores, que pueden ser gestionados en su defensa 
por cualquier persona, contra las acciones u omisiones de las autoridades públicas y de los particular 
(…) Se trata entonces de derechos que tienen un contenido esencial de aplicación inmediata que 
limita la discrecionalidad de los órganos políticos y que cuenta con un mecanismo judicial reforzado 
para su protección: la acción de tutela”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA.  (20 de 
mayo de 1998). Sentencia SU-225 de 1998. Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Referencia: Expediente T-140800. 
186 “Para abordar el tema referente a la protección de los derechos de que son titulares los niños y 
niñas colombianas, es necesario poner de presente que esta población es sujeto de una especial 
protección constitucional y que en virtud del artículo 44 de la Constitución, sus garantías 
constitucionales tienen el carácter de fundamentales”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL DE 
COLOMBIA, SALA SÉPTIMA DE REVISIÓN DE TUTELAS. (30 de noviembre de 2010). Sentencia T-974 de 
2010. Magistrado Ponente: Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
187 Constitución Política de Colombia. Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, 
la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y 
nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la 
cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión.  
188 “Del mismo modo, y con el fin de asegurar el cumplimiento de la garantía que obra en favor de 
los menores, se ha considerado mediante abundante jurisprudencia de esta Corporación, que los 
niños son sujetos acreedores de una especial y acentuada protección constitucional y, por tanto, sus 
derechos ostentan la calidad de fundamentales”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA, 
SALA CUARTA DE REVISIÓN. Sentencia T-022 de 2012. (23 de enero de 2012). Magistrado Ponente: 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. Referencia: Expediente T-3.178.892.  
189 “Sobre el particular, la Sala Plena de esta Corporación manifestó, en la sentencia C-149 de 2009, 
que dicho principio [el de interés superior] se concretaba en los siguientes postulados básicos: (…) 
2. El principio general en virtud del cual los derechos de los niños prevalecerán sobre los derechos 
de los demás y que serán considerados fundamentales para todos los efectos, exigiendo privilegiar 
y asegurar su ejercicio y goce con total plenitud”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA QUINTA DE 
REVISIÓN. (27 de julio de 2010,). Sentencia T-582 de 2010. Magistrado Ponente: Dr. Jorge Iván 
Palacio Palacio. Referencia: Expediente T-2601994. 
190 Es el caso de las siguientes sentencias. “Especial mención merece la expresión "Derechos 
Fundamentales de los Niños" que trae la norma; el predicado: "de los niños", le da una connotación 
especial a la primera parte de la frase. En primer término, ésta debe interpretarse en concordancia 
con la última del artículo: "los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás". 
contemplada en el mismo artículo en el último inciso191, como aquellos de los que 
se deriva dicho carácter fundamental. Precisamente, es esa la función que algunos 
autores192 le atribuyen a la prevalencia, la de dotar de mayor valor a derechos que 
solo en virtud de la posición privilegiada de sus titulares dentro del ordenamiento 
jurídico alcanzan tal condición.  
 
Sin embargo, frente al carácter fundamental de todos los derechos de los niños no 
se puede predicar la convicción homogénea del juez constitucional pues no todos 
los derechos constitucionales han sido considerados siempre fundamentales, de 
cara a esos destinatarios, incluso tratándose de los derechos mencionados en el 
inciso primero del artículo 44 de la Constitución, categóricamente definidos 
fundamentales por el constituyente.   
 
                                                          
Así pues, los derechos de los niños tienen en ese sentido, una primacía reconocida por el 
Constituyente frente a los derechos de las demás personas”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. 
Sentencia T-8 de 1992. (18 de mayo de 1992). Magistrado Ponente: Fabio Morón Díaz. “No obstante, 
en la Constitución ha sido señalado de manera expresa el caso de los niños, cuyo derecho a la 
seguridad social es fundamental y susceptible, por tanto, de ser reclamado, mediante el ejercicio de 
la acción de tutela, de manera inmediata aunque no incondicional. Ello es así por cuanto el artículo 
44 de la Carta enuncia este derecho entre los que se reconocen a los niños con carácter prevalente, 
a la par que el 48 supedita la prestación del correspondiente servicio público a los términos y forma 
que determine la ley”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA, SALA QUINTA DE REVISIÓN. 
Sentencia T-001 de 1995. (16 de enero de 1995). Magistrado Ponente: Dr. José Gregorio Hernández 
Galindo. Referencia: Expediente T-46271. “Consecuencia directa de esta protección es que muchos 
de los derechos sociales, económicos y culturales que no son fundamentales sino por conexidad, 
adquieren esta categoría cuando su titular es un menor de edad. Tal sucede, por ejemplo, con los 
derechos prestacionales a la seguridad social y a la salud: para las personas adultas, éstos no son 
derechos fundamentales, a menos que se pruebe por conexidad que su vulneración afecta uno de 
estos últimos; sin embargo, en los niños, por virtud de esa aludida prevalencia y protección especial 
de que habla la Carta Política, sí adquieren tal categoría”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL DE 
COLOMBIA, SALA NOVENA DE REVISIÓN. Sentencia T- 223 de 1998. (18 de mayo de 1998). Magistrado 
Ponente: Dr. Vladimiro Naranjo Mesa. Referencia: Expediente T-150.960.  
191 Constitución Política de Colombia. Artículo 44. (…) Los derechos de los niños prevalecen sobre 
los derechos de los demás.   
192 “Por último, en la Sentencia C-738 de 2008 el mandato de prevalencia funge como dispositivo 
que cualifica algunos derechos como derechos fundamentales, y pone de relieve la juridificación de 
‘aspectos centrales’ para el desarrollo de niños y niñas.  Sobre el punto la Corte consideró: ‘…el 
artículo 44 de la Constitución Política establece que los derechos de los niños tienen prevalencia 
sobre los derechos de los demás. Esa prevalencia le confiere carácter fundamental a derechos que 
en el caso de los adultos no gozan de tal categoría. Además, le concede importancia a aspectos 
centrales de su formación como la pertenencia a una familia, alimentación equilibrada, cuidado, 
amor, educación y cultura’”, OSUNA, NÉSTOR, UPEGUI, JUAN CARLOS & SILVA, VALERIA. Op. cit., p. 361. 
Ese es el caso de la sentencia T-008 de 1992 en la que se diferencian los derechos 
que el constituyente consideró como fundamentales con relación a la infancia, 
trasladando a éste ámbito las discusiones en torno a la posibilidad de tutela de 
ciertos derechos. En este caso el juez propone una distinción entre los derechos 
inalienables –que derivan de la condición humana, tales como el derecho a la vida 
y la integridad física– y los derechos asistenciales, negando a estos últimos el valor 
otorgado en la Constitución cuando su titular es un niño193. Así mismo, los 
magistrados constitucionales que salvaron su voto en la sentencia SU-225 de 1998, 
donde claramente afirmaron que no se puede otorgar la tutela de todos los derechos 
de la infancia en razón al carácter prestacional de algunos de ellos194. 
 
No obstante esas decisiones, prevalece la jurisprudencia que hace referencia de 
manera genérica e indiferenciada a los “derechos fundamentales de los niños y las 
                                                          
193 “Esos derechos a pesar de ser tratados globalmente por la norma, admiten una distinción: 
Aquellos que provienen de su condición humana, como la vida, la integridad física, el nombre, la 
salud, la alimentación equilibrada y todos los que se pueden incluír [sic] dentro del concepto de 
asistencia, y de lo que el Código Civil denomina ‘una congrua subsistencia’, que al tiempo con los 
demás derechos fundamentales de los adultos, deben ser protegidos en los niños con este último 
carácter de fundamentales, por su propia naturaleza, mientras que los demás que enuncia la norma, 
tienen el carácter de asistenciales, por lo cual su protección se encuentra deferida a la Ley y al 
desarrollo institucional que los haga realidades concretas. Entre tanto, estos derechos asistenciales 
pertenecen a la especie de los proclamatorios y finalísticos en la medida en que fijan objetivos 
prioritarios a la Ley y al Estado para su concreción (...) Lo anterior lleva a la Sala a precisar que sobre 
‘los derechos fundamentales’, en sentido material, de entre los relacionados en el artículo 44 de la 
C.N., procede la acción de tutela”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-8 de 1992. (18 
de mayo de 1992). Magistrado Ponente: Fabio Morón Díaz.  
194 “De otra parte, cabe preguntar: ¿qué significa que los derechos de los niños prevalecen sobre los 
derechos de los demás? Es plausible afirmar que esa prevalencia indica que, en caso de conflicto 
de los derechos de los menores con los de los mayores, el juez de tutela debe hacer que aquéllos 
priven sobre éstos; pero no puede significar, como se desprende del fallo del que nos apartamos, 
que todos los derechos de los menores -incluidos los colectivos y prestacionales-, sean 
inmediatamente exigibles”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Salvamento de los magistrados 
Carlos Gaviria Díaz y José Gregorio Hernández Galindo a la Sentencia SU-225 de 1998. (20 de 
mayo de 1998). Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. Referencia: Expediente T-
140800. 
niñas”195, sugiriendo que son todos sus derechos los que ostentan esa calidad196. Y 
junto a esa, sentencias que insisten en el carácter no exhaustivo del artículo 44197, 
es decir, decisiones en las que se precisa que esos derechos de los niños 
consagrados en la Constitución como fundamentales no son los únicos y que junto 
a ellos se deben considerar todos los demás derechos, aún los legales, 
conservando la misma calidad de los mencionados enunciativamente en la carta 
política198.    
                                                          
195 “Como se mencionó –y así también lo indicaron varios de los intervinientes–, en numerosas 
sentencias ha dicho la Corte que el descanso por motivo de la maternidad significa a un mismo 
tiempo aplicar el mandato de protección superior de la niñez y, en desarrollo de tal mandato, amparar 
sus derechos constitucionales fundamentales [las cursivas se agregaron], especialmente, facilitar 
que los niños, las niñas y los adolescentes reciban ‘cuidado y amor’”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-543 de 2010. (30 de junio de 2010). Magistrado Ponente: 
Dr. Mauricio González Cuervo. Referencia: Expediente D-7971. “No obstante, antes de abordar el 
desarrollo de los puntos referidos, esta Sala Plena considera pertinente aclarar que la doctrina sobre 
derechos fundamentales de los niños y niñas [las cursivas se agregaron], aboga en la actualidad por 
erradicar el uso de las expresiones “menor” y “menores de edad”, bajo el argumento de que dichas 
expresiones pueden confundirse con una categorización de inferioridad de los sujetos que designa”, 
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. (8 de julio de 2009). Sentencia C-442 de 2009. 
Magistrado Ponente: Dr. Humberto Antonio Sierra Porto. Referencia: Expediente D-7444. 
196 También el Código de la Infancia y la Adolescencia adopta el término de “derechos 
fundamentales” sin distinguir cuáles ostentan esa cualidad y cuáles no, y lo hace precisamente en el 
artículo dedicado a la prevalencia de los derechos de los niños frente a los de los adultos. Artículo 
9. Prevalencia de los derechos. En todo acto, decisión o medida administrativa, judicial o de cualquier 
naturaleza que deba adoptarse en relación con los niños, las niñas y los adolescentes, prevalecerán 
los derechos de estos, en especial si existe conflicto entre sus derechos fundamentales [las negritas 
se agregaron] con los de cualquier otra persona. En caso de conflicto entre dos o más disposiciones 
legales, administrativas o disciplinarias, se aplicará la norma más favorable al interés superior del 
niño, niña o adolescente. 
197 Constitución Política de Colombia. Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, 
la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y 
nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la 
cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de 
abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica 
y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en 
las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia.  
198 “La Constitución Política en su artículo 44, consagra como derechos fundamentales de los niños 
la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y 
nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la 
cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión, la protección contra toda forma de abandono, 
violencia física o moral, secuestro, abuso sexual, explotación laboral o económica y/o trabajos 
riesgosos, además de los derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y tratados 
internacionales ratificados por Colombia”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA, SALA 
SÉPTIMA DE REVISIÓN. Sentencia T-1045 de 2004. (21 de octubre de 2004). Magistrado Ponente: Dr. 
Humberto Antonio Sierra Porto. Referencia: Expediente T-935478. “El artículo 44, enumera como 
derechos fundamentales de los niños [las cursivas se agregaron], la vida, la integridad física, la salud 
y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no 
ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión 
de su opinión, la protección contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, 
Por otra parte, afirmar que los derechos de los niños y las niñas son fundamentales 
–en virtud de lo cual se justifica el estudio de la respuesta del Estado a la situación 
de desplazamiento forzado interno de muchos de esos sujetos dentro de ese marco 
conceptual– se explica en el contexto de las garantías constitucionales establecidas 
a favor de la infancia199 que incluyen, además de la cláusula de la prevalencia y del 
principio del interés superior del niño y la niña, la designación de unos sujetos 
específicos obligados y comprometidos con el sano y pleno desarrollo de la 
infancia200; todo ello consagrado con la finalidad de hacer realidad el disfrute pleno 
de los derechos por esa parte de la población en Colombia201.    
 
En efecto, tanto el principio del supremo interés como la designación de unos 
responsables en la garantía de los derechos de los niños y las niñas fungen como 
dispositivos dirigidos a dotar de eficacia las prerrogativas a ellos destinadas202. El 
                                                          
abuso sexual, explotación laboral o económica y/o trabajos riesgosos, además de los derechos 
consagrados en la Constitución, en las leyes y Tratados Internacionales ratificados por Colombia [las 
cursivas se agregaron]”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-8 de 1992. (18 de mayo de 
1992). Magistrado Ponente: Fabio Morón Díaz. 
199 Suma de lo que resulta la doctrina de la protección integral de la niñez, adoptada en Colombia 
desde 1991 constitucional y legalmente (Ley 12 de 1991, “Por medio de la cual se aprueba la 
Convención sobre los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
el 20 de noviembre de 1989”).  
200 Constitución Política de Colombia. Artículo 44. (…) La familia, la sociedad y el Estado tienen la 
obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio 
pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento 
y la sanción de los infractores. 
201 “En este orden de ideas, de acuerdo con el artículo 44 de la Carta, son derechos fundamentales 
de los niños (entre otros): la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social. Para 
garantizarlos, la norma constitucional instituye la obligación jurídica en cabeza de la familia, la 
sociedad y el Estado de asistir y proteger a los y las menores en todo momento para garantizar su 
desarrollo armónico e integral y el ejercicio de sus derechos. Es por esta razón que el mencionado 
artículo establece que ‘(…) [c]ualquier persona puede exigir de la autoridad competente su 
cumplimiento y la sanción de los infractores (…)’”,  COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA, 
SALA PRIMERA DE REVISIÓN. Sentencia T-966 de 2008. (7 de octubre de 2008). Magistrado Ponente: 
Dr. Jaime Araújo Rentería. Referencia: Expediente T-1.959.962. 
202 “La ordenación constitucional sobre niños y adolescentes, se encuentra determinada tanto por la 
propia Carta de 1991, como por Tratados internacionales que hacen parte del bloque de 
constitucionalidad, a más de otras previsiones normativas reconocidas por la jurisprudencia como 
parámetros de constitucionalidad en esta materia. Se alude, por una parte, al artículo 44 
constitucional, en el cual se consagran con carácter iusfundamental expreso, los derechos de los 
niños, la máxima pluralidad de sujetos obligados a la asistencia y protección del niño (familia, 
sociedad, Estado), la exigibilidad de las posiciones jurídicas de los derechos consagradas, y, 
finalmente, su carácter prevaleciente respecto de los derechos de los demás”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA, SALA PLENA. Sentencia C-055 de 2010. (3 de febrero de 2010). 
Magistrado Ponente: Dr. Juan Carlos Henao Pérez. Referencia: Expediente D-7807. 
primero, al cumplir su función de “mandato de ‘satisfacción integral’ de todos los 
derechos de los niños-niñas”203 y/o criterio para “la preservación de las condiciones 
necesarias para el pleno ejercicio de derechos”204 y, la segunda, ya que tanto las 
funciones de la familia como las del Estado han sido establecidas precisamente con 
ese fin205.  
 
Además de eso y para terminar, el mismo juez constitucional ha entendido la 
fundamentalidad de los derechos de estas personas, junto con la prevalencia, como 
“características que les fueron otorgadas para propender la efectividad de dichas 
garantías”206. De manera que, otorgar el valor de fundamentales a los derechos de 
los niños y las niñas no tiene otra finalidad distinta a aquella dirigida a hacer realidad 
todas las prerrogativas, las expectativas y los mandatos de optimización convenidos 
a su favor. Propósito fragante y reiteradamente desconocido cuando hacemos 
referencia a la población infantil  desplazada de manera forzada al interior del país; 
por parte del Estado antes del desplazamiento –al faltar, entre otros, a su deber 
fundamental de protección– y después de ello de nuevo por el Estado al dejar 
desprotegidos a quienes a causa del desplazamiento no pueden acceder al disfrute 
de sus derechos.  
    
                                                          
203 OSUNA, Néstor, UPEGUI, Juan Carlos & SILVA, Valeria. Op. cit., p. 348. Los autores citan también 
la sentencia C-442 de 2009, en la que el juez constitucional otorga ese alcance al principio 
mencionado: “el principio del interés superior del menor se refiere a que todas las personas deben 
tomar aquellas medidas o aplicar aquellas normas, que produzcan mayor beneficio y garantía más 
efectiva a los derechos de niños y niñas”,  Ibíd., p. 349. 
204 Ibíd., p. 355. 
205 “La propia Constitución y la ley le imponen a la mencionada institución [la familia] la obligación 
imperiosa de asistir y proteger al menor a fin de garantizarle el ejercicio pleno de sus derechos”, 
sentencia T-523 de 1992 citada por OSUNA, Néstor, UPEGUI, Juan Carlos & SILVA, Valeria, p. 365. 
Todas las autoridades del Estado en sus actuaciones deben tener en cuenta que “habrá de tomarse 
aquella medida que asegure la máxima satisfacción de los derechos de los niños que sea posible y 
la menor restricción de los mismos, no sólo considerando el número de derechos afectados sino 
también su importancia relativa”, extracto de la sentencia T-772 de 2008 citada por los mismos 
autores, Ibíd., p. 360. 
206 “Tercero, los derechos de los niños son fundamentales y prevalentes, características que les 
fueron otorgadas para propender la efectividad de dichas garantías”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA, SALA PLENA. Sentencia C-157 de 2002. (5 de marzo de 2002). 
Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Referencia: Expediente D-3663. 
V. LA CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA, EL PARADIGMA DE LA 
DEMOCRACIA CONSTITUCIONAL, LOS SUJETOS DE ESPECIAL 
PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL Y DESPLAZAMIENTO DE LA INFANCIA: “EL 
ENFOQUE DIFERENCIAL ETARIO” 
 
El auto 251 de 20081 constituye, respecto de los niños y las niñas víctimas de 
desplazamiento forzado interno, un esfuerzo del juez constitucional por: materializar 
la democracia constitucional y concretizar el proceso de especificación de los 
derechos fundamentales desde el punto de vista de sus titulares. Realización de la 
democracia constitucional que el juez persigue a través de la protección de la 
posición que los individuos ocupan respecto del Estado –en el caso de los niños y 
las niñas, de manera especial y privilegiada–; de la función de vínculo de los 
derechos fundamentales y del valor de la igualdad dentro de dicho paradigma.  
 
De un lado, en el problema que nos ocupa se identifican claramente: un poder 
contrario a la Constitución, una parte débil y una parte fuerte de una relación cuyo 
equilibrio se pretende tutelar a partir del establecimiento, en la democracia 
constitucional, de los derechos fundamentales como poderes de los más débiles 
para anteponer ante quienes ocupan una posición dominante. Concretamente, la 
rama ejecutiva del poder público con su potestad de actuación de los derechos de 
las niñas y los niños desplazados desempeña el rol del más fuerte. El poder está 
representado en la desvinculación de ese órgano de la obligación que le compete 
de evitar y de resolver dicho desplazamiento. Poder que, además, se presenta 
ilimitado en la medida que el ejecutivo es absolutamente pasivo e indiferente ante 
los vínculos que lo sujetan y lo obligan a actuar, incluso desconociendo el carácter 
especial y reforzado de la protección de la infancia. En fin, una parte débil que no 
ha participado en el juego de las mayorías y cuya porción de la soberanía popular 
está siendo desconocida porque no actuada: los niños y las niñas desplazados. 
 
                                                          
1 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 251 de 2008. (6 de octubre 
de 2008). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
En ese escenario es en el que irrumpe la decisión de la Corte Constitucional que 
ordena a la rama ejecutiva del poder público una política pública sobre 
desplazamiento forzado interno con enfoque diferencial etario, cuya finalidad, en 
términos del modelo democrático, es la defensa de esa parte de la soberanía 
popular que no está siendo reconocida (los derechos fundamentales de los niños y 
las niñas víctimas de desplazamiento). Los mismos a los que hemos atribuido la 
razón de ser del Estado y sus instituciones y que al estar referidos a unos sujetos 
concretos y diferenciables dan cuenta de una parte de la evolución histórica que 
han tenido esas prerrogativas.  
 
De otro lado, el juez constitucional del auto 251 de 2008 impone la protección de los 
derechos fundamentales de los niños y las niñas afectadas con la migración forzada 
interna demostrando su vulneración y ampliando la tutela de los mismos al ámbito 
de la política pública. Ello como consecuencia: de la insuficiencia de las garantías 
constitucionales y legislativas; del conocimiento que tiene de las razones que 
impiden el ejercicio efectivo de esos derechos; y de la verificación de los efectos, en 
términos de desigualdad, que tiene la desvinculación del poder ejecutivo del vínculo 
–reforzado– que representan los derechos fundamentales de la infancia y la 
adolescencia en situación de desplazamiento.  
 
En efecto, la Corte concibe al Estado como un medio para la realización de unos 
fines y ella misma se incluye dentro de esa finalidad: medio para la realización de 
los máximos valores constitucionales2. Asumiendo, además, una actitud especial 
frente a aquellos que efectivamente gozan de la protección especial del artículo 13 
de la Constitución, así como de una protección constitucional reforzada. De manera 
                                                          
2 “Los mandatos de la Carta Política exigen de la Corte, en este contexto, la adopción de decisiones 
de mayor alcance para lograr que el reconocimiento de los menores de edad como sujetos de 
derechos prevalecientes sea más que una vaga abstracción del discurso jurídico. Es necesario 
asegurar que las garantías constitucionales de la infancia y adolescencia en situación de 
desplazamiento trasciendan el ámbito del lenguaje normativo, para permear la realidad y 
materializar, en la vida cotidiana de estos niños, niñas y adolescentes, los diversos reconocimientos 
y salvaguardas jurídicos de los que son titulares y que hasta ahora, por diversas y complejas razones, 
no han recibido la valoración ni tenido la trascendencia que constitucionalmente merecen”, 
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA DE REVISIÓN. Auto 251 de 2008. (6 de octubre de 
2008). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. De ahora en adelante “el auto”. 
que, la Corte Constitucional persigue con el enfoque diferencial etario nada distinto 
al cumplimiento de los deberes que justifican la existencia de las autoridades 
públicas así como la primacía de los derechos fundamentales sobre los poderes 
públicos. Exigir a la rama ejecutiva del poder público vincularse a los derechos de 
los niños y las niñas en situación de desplazamiento forzado interno significa 
posicionar sus necesidades y derechos sobre cualquier posible razón de estado. 
Desde otra perspectiva, materializar la subordinación de todos los órganos del poder 
público a los derechos fundamentales. 
 
Así mismo, el estudio del diseño constitucional colombiano ha querido demostrar 
que no solo el ordenamiento jurídico colombiano contiene todas las garantías que 
desde la doctrina se identifican para la defensa de los intereses de todos y todas, 
incluso de las generaciones futuras. Además, se ha ido más allá al incluir, por 
ejemplo, la acción de tutela y la acción pública de inconstitucionalidad, las cuales 
demuestran esa gran preocupación primero cultural –y como tal social- y luego 
constitucional de garantizar los derechos fundamentales de quienes no han tenido 
espacio en el juego de las mayorías, los cuales se corresponden claramente con la 
población vulnerable a la que alude la Corte y que en nuestro caso está 
representada por las personas víctimas de desplazamiento.  
 
Sin embargo, ese diseño constitucional ha sido insuficiente para garantizar los 
derechos de la población desplazada de la menor edad. En efecto, sus garantías 
son limitadas frente a una potestad de reglamentación que se contenta con 
actuaciones desarticuladas, desprovistas de recursos o de la coordinación 
suficiente entre autoridades, así como indiferente ante los desplazamientos 
forzados internos que puede prevenir y frente a los impactos que generan esos 
desplazamientos y que desde una perspectiva de las capacidades incrementa una 
situación de desigualdad y exclusión ya de entrada altísima.  
 
Los derechos además de su positivización y del establecimiento de las demás 
garantías que acompañan esa inclusión dentro del ordenamiento jurídico, están 
diseñados para ser respetados por todos los poderes (públicos y privados) y para 
ser desarrollados por las autoridades públicas. Es ahí donde encuentran su real 
desarrollo y a la vez sus mayores obstáculos. Es allí donde residen los principales 
vacíos que el juez constitucional identifica y enfrenta no solo a través de la tutela 
inmediata de derechos fundamentales, en ejercicio de su función de revisión de las 
mismas, sino también a través de la aplicación directa de la Constitución y del 
recurso a la decisión estructural. Siendo esta la única posibilidad frente a un 
problema que le es presentado en dimensiones que superan el análisis del caso 
concreto. 
 
Es así como, para entender plenamente el sentido del auto 251 es necesario partir 
del presupuesto de que es contrario a la Constitución la actuación del ejecutivo que 
se desliga de los vínculos que representan aquellos derechos fundamentales de los 
niños y las niñas en situación de desplazamiento que implican actuación más que 
abstención. Así como indiscutible el entendimiento de la Constitución como proyecto 
a desarrollar social y culturalmente, como meta de llegada que hace necesario un 
poder ejecutivo que impulse ese proceso. Es ese el punto de partida del juez 
constitucional que ordena una política pública con enfoque diferencial etario y que 
habla de igualdad, recordando aquella gran pretensión que dio origen a la 
Constitución y que se pone en riesgo como consecuencia de ese específico 
desplazamiento forzado.  
 
De esta manera y en la medida que el principal actor del enfoque diferencial etario 
es el juez constitucional, vamos a hacer referencia, a continuación, al contexto 
dentro del cual éste lleva a cabo su función de defensa de la Constitución a través 
de la protección de los derechos de las niñas y los niños víctimas de desplazamiento 
forzado interno (A), así como a la manera como en su decisión se ven reflejados los 
fundamentos que se han propuesto en los capítulos anteriores (B). 
    
A) El juez constitucional que defiende la Constitución en Colombia, lo hace 
asumiendo un reto que no comparte con los jueces constitucionales de todo el 
mundo, al menos no con aquellos en los que la mayoría de las personas acceden a 
la Constitución gracias a un Estado que les garantiza un mínimo de condiciones 
igualitarias y en los que no existe una situación de vulneración masiva de derechos 
fundamentales con la potencialidad suficiente de incrementar la desigualdad. El reto 
ha consistido en intentar garantizar lo esencial de  la Constitución –el disfrute 
efectivo de los derechos fundamentales– ante una situación coyuntural –el conflicto 
armado y el desplazamiento forzado interno en Colombia de los niños y las niñas– 
que empeora aspectos estructurales del Estado: la desigualdad. 
 
Si bien el problema del desplazamiento forzado interno en Colombia puede 
plantearse como una controversia política, cuando la Corte Constitucional lo analiza 
estructuralmente el mismo es valorado desde las reglas constitucionales: 
básicamente desde la constatación de la vulneración de derechos fundamentales 
que surge de la falta de prevención y posterior desprotección del Estado de un gran 
número de personas, y desde los problemas de desigualdad que propone el 
desplazamiento. Es por esta última razón que la Corte exige la aplicación de 
acciones afirmativas a favor de los más vulnerables dentro de la población 
desplazada consistentes en la aplicación de la regla diferenciar para equiparar.  
 
Así mismo, la solución estructural3 –sentencia T-025 de 2004, en el marco de cuyo 
seguimiento es proferido el auto 251–, de un problema estructural –vulneración 
masiva y generalizada de derechos fundamentales, omisión prolongada de las 
autoridades, problema social cuya solución compromete la intervención de varias 
entidades, entre otros rasgos del mismo– debe ser analizada desde la importante 
tarea que le es atribuida al juez constitucional de preservar la confianza en la 
Constitución. Confianza necesaria para el mantenimiento de la unidad que estaba 
                                                          
3 La decisión estructural –primero frente al desplazamiento, en general y, después, frente a todos los 
niños y las niñas en situación de desplazamiento o en riesgo de estarlo– se corresponde, además, 
con los cambios que en otras disciplinas se han dado en la misma dirección. Se hace referencia a la 
visión predominante del desarrollo también desde una lectura estructural que se contrapone, por 
ejemplo, a la concepción de la pobreza como escases de ingresos y propone, en cambio, la falta de 
capital social como su explicación, incluyendo criterios tales como la educación, la salud integral, la 
cultura y otros elementos que la visione liberal no considera. 
siendo puesta en riesgo como consecuencia de la indiferencia estatal ante el drama 
de la población desplazada y de sus efectos devastadores, así como por el 
desconocimiento de la protección especial debida a la infancia. Junto a esa tarea, 
también dijimos que es el juez constitucional el garante de la dúctil coexistencia de 
la ley, los derechos y la justicia. Relación de la que pareciera estar excluida la rama 
ejecutiva del poder público frente a las causas y las consecuencias del 
desplazamiento forzado interno de los niños y las niñas en Colombia. Esto también 
lo recuerda, implícitamente, la Corte Constitucional al ejecutivo, al verificar que se 
han desplegado las garantías legislativas y aquel continua siendo ajeno a la justicia 
sustantiva que exige el drama de los desplazados de menor edad.  
 
Por otra parte, en un contexto en el que la labor del juez constitucional debe estar 
precedida y mediada de la verificación de criterios que lo alejen de posturas 
ideológicas y que lo acerquen a la objetividad en el ejercicio de su función, la 
defensa de sectores vulnerables (como los niños y las niñas), blinda de legitimidad 
las decisiones de un juez que están muy lejos de corresponder a posturas 
ideológicas o a intervenciones estrictamente políticas. Así, más que el deseo de 
imponer una política determinada de lo que se ha tratado, con el enfoque diferencial 
etario, es de la firme determinación de hacer vinculante, respecto del ejecutivo, la 
parte material de la Constitución, la cual lleva aparejada la evolución histórica de los 
derechos fundamentales que obliga a diferenciar entre sus titulares, en aras de la 
igualdad. 
 
Finalmente, la Corte Constitucional colombiana atribuyó un sentido bien preciso a 
la situación de la infancia y la adolescencia en situación de desplazamiento forzado 
como consecuencia del conflicto armado interno. Dijo, concretamente, que su 
“situación [era] constitucionalmente inadmisible y apremiante”4. Con ello la Corte 
demostró que en su labor el juez constitucional atribuye un sentido y un valor a la 
problemática que analiza, conforme al alcance que pueda tener dentro de la 
sociedad en la que funciona y que en el caso de la infancia y la adolescencia 
                                                          
4 El auto. 
desplazada en Colombia hace bien en medir en términos de incremento de la 
desigualdad.    
 
B) Los fundamentos a los que se ha hecho referencia a lo largo del presente trabajo 
pueden recabarse en el auto 251 de 2008. Antes de explicarlo, precisemos que la 
Corte Constitucional colombiana al analizar el goce efectivo de los derechos de las 
niñas y los niños en situación de desplazamiento forzado interno, ha indagado no 
sólo en las normas que los regulan, sino también en los hechos y las circunstancias 
que los hacen más o menos efectivos. Ese es su gran mérito, el mismo que lo llevó 
a concluir que la única forma para ver realizada la posición jurídica especial de la 
infancia era a través de una política pública garante de esa condición jurídica y 
conocedora de las particularidades que caracterizan la menor edad en situación de 
desplazamiento y, antes de ello, de su posición en medio del conflicto armado 
interno.  
 
Esa perspectiva, coincide con la convicción de que el Derecho, los derechos y 
quienes los actúan antes que preocuparse del derecho formal, de principios, 
valores, normas, teorías, ideologías, etc. deben interesarse por la suerte concreta 
de las personas a las cuales han de servir esos derechos o por las cuales dichas 
normas resultan relevantes. Una labor que debe propiciar ulteriores reflexiones y 
análisis y que ha sido subvalorada por la doctrina, no obstante sea el derecho en 
acto –el derecho vivo– aquel que determina la realización efectiva de esas 
importantes pretensiones morales y legales cuya protección se confía al juez 
constitucional colombiano en sede de tutela. Desde ese punto de vista, la presente 
investigación propone una apertura del Derecho a las ciencias sociales, 
concretamente, a la realidad de quienes han padecido el desplazamiento forzado 
durante su infancia o su adolescencia, que merece ulteriores reflexiones. 
 
Para empezar la búsqueda de los fundamentos en el auto 251, el juez constitucional 
colombiano reconoce el momento histórico que atraviesa el país y los retos que 
impone. Conoce la realidad cultural, social, política y económica en la que opera y 
no es indiferente a los contextos y a las causas profundas que subyacen a cada 
reclamo de las tutelas que revisa. Desde ese punto de vista es un juez influenciado 
por una realidad concreta que toca profundamente a cada colombiano y que tiene 
un impacto importante en los casos que decide: el conflicto armado interno. Aun 
estando en un lugar privilegiado –la capital del país–, la Corte Constitucional 
colombiana ha reconocido el conflicto armado interno que victimiza a millones de 
connacionales5. De él ha tenido conocimiento gracias, especialmente, a las tutelas 
que han interpuesto miles de personas afirmando haber sido expulsadas de sus 
hogares y territorios por los distintos actores armados. 
 
Es así como en el auto 251 de 2008, el juez constitucional dio cuenta de la guerra 
dentro de la que se desplaza a los niños y las niñas dentro del país y lo hizo: 
denominando su auto: “de protección de los derechos fundamentales de los niños, 
niñas y adolescentes desplazados por el conflicto armado [las cursivas se 
agregaron”6; describiendo los factores que explican por qué más de la mitad de las 
personas víctimas de desplazamiento son menores de edad7 –todas las cuales 
están asociadas a las dinámicas de victimización de la población civil por parte de 
los actores armados–; y confrontando esa realidad con el marco jurídico de 
protección de los civiles, en general, y de los niños y las niñas, en especial, del 
Derecho Internacional Humanitario.  
 
En segundo lugar, con relación a los presupuestos de la democracia constitucional, 
la Corte Constitucional colombiana recuerda a la rama ejecutiva la razón de ser del 
Estado y sus instituciones: la garantía de los derechos fundamentales de todos y 
todas8. Concretamente, la Corte evaluó los informes que las distintas entidades del 
                                                          
5 Ejemplos de ese conocimiento son los pronunciamientos de la Corte, referidos en este trabajo, 
acerca del carácter cambiante de la guerra, de la definición de desplazamiento forzado interno y la 
interpretación constitucional que ha servido para recocer a los perjudicados por las «nuevas» bandas 
criminales –aquellas que encarnan las más recientes mutaciones de viejas partes del conflicto 
armado– como víctimas del conflicto armado interno. 
6 El auto. 
7 Cfr. III Sección de la parte motiva del auto: “III. Causas del impacto cuantitativamente 
desproporcionado del desplazamiento forzado sobre los menores de edad colombianos. enfoque 
diferencial de prevención”. 
8 Cfr. pie de página 1. 
Estado encargadas de la protección de los niños y niñas desplazados le habían 
entregado y, como consecuencia de esa valoración, llegó a la conclusión de que la 
respuesta estatal al problema del desplazamiento infantil era insuficiente por siete 
razones muy precisas y sustentadas9. La misma conclusión que es resumida por la 
Corte como la no inclusión del enfoque diferencial etario en la política sobre 
desplazamiento forzado interno. Adicionalmente, atribuyó a esa actuación el 
siguiente alcance: “ello constituye, en criterio de la Sala, un incumplimiento de uno 
de los fines esenciales establecidos por el artículo 2º Superior para las autoridades 
estatales, a saber, el de proteger los derechos de las personas y garantizar su 
efectividad”.  
 
En tercer lugar, con relación al valor de la igualdad dentro del paradigma de la 
democracia constitucional, conforme a nuestra realidad social y según el alcance 
que la igualdad tiene dentro de la Constitución colombiana, el enfoque diferencial 
exigido por la Corte ha estado siempre sustentado, precisamente, en la igualdad 
real y efectiva que persigue la carta política y en la protección de quienes se 
encuentran “en circunstancia de debilidad manifiesta” del artículo 13. Fue así como 
lo entendió en el 200410 y desde antes. En la sentencia T-958 de 2001 dijo la Corte 
                                                          
9 “Según se ha demostrado a la Corte, la respuesta estatal a esta situación ha sido insuficiente por 
siete razones concretas: (i) es una respuesta puntual en determinados aspectos de la política y hacia 
ciertos grupos de edad, y no sistemática ni integral, (ii) no  ha sido una respuesta específica para los 
menores de edad desplazados, sino una mera facilitación formal de su acceso a los programas 
gubernamentales ordinarios ya existentes para la población vulnerable, (iii) ha sido una respuesta 
fragmentada y desorganizada, en la cual brilla por su ausencia un centro coordinador y unificador de 
las acciones realizadas, (iv) la respuesta ha sido tardía, carente de la asignación de recursos 
específicos para menores desplazados y de los funcionarios requeridos para materializarla 
debidamente, (v) en gran parte ha sido una reacción jurídico-formal a través de planes de acción y 
declaraciones de buena voluntad, (vi) ha sido desnaturalizada por sus resultados reales; y (vii) carece 
de un enfoque de prevención específico frente a las causas concretas del impacto desproporcionado 
del desplazamiento forzado sobre niños, niñas y adolescentes”, el auto. 
10 “Por las circunstancias que rodean el desplazamiento interno, las personas –en su mayor parte 
mujeres cabeza de familia, niños y personas de la tercera edad - que se ven obligadas ‘a abandonar 
intempestivamente su lugar de residencia y sus actividades económicas habituales, debiendo migrar 
a otro lugar dentro de las fronteras del territorio nacional’  para huir de la violencia generada por el 
conflicto armado interno y por el desconocimiento sistemático de los derechos humanos o del 
derecho internacional humanitario, quedan expuestas a un nivel mucho mayor de vulnerabilidad, que 
implica una violación grave, masiva y sistemática de sus derechos fundamentales10 y, por lo mismo, 
amerita el otorgamiento de una especial atención por las autoridades”, COLOMBIA. CORTE 
CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de enero de 2004). 
Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y acumulados. 
que el Estado debía asegurar un “trato especial”11 a las personas en situación de 
desplazamiento con la finalidad de remover o disminuir las causas que sumían a 
dicha población en una posición de debilidad12.  
   
Posteriormente, en la primera sentencia en la que la Corte habló de la necesidad de 
una “atención diferencial”13 para los desplazados, califico dicha atención una “suerte 
de acción afirmativa” sustentada en los incisos 2 y 3 del artículo 13 y en la 
jurisprudencia sobre el mínimo vital, en la que también había mencionado la 
“igualdad de oportunidades y trato favorable a los débiles”14. Recordó que el juez 
de 1992 había considerado que el derecho al mínimo vital implicaba no sólo la 
neutralización de las violaciones a la dignidad humana, sino “sobre todo”15 la 
garantía de la igualdad de oportunidades y la búsqueda de equilibrio en una realidad 
social “históricamente injusta y desigual”16. Concluyó, en esa ocasión, respecto de 
las personas en situación de desplazamiento que la Constitución obligaba a 
desplegar acciones afirmativas a su favor.     
 
En lo que respecta al auto 251 de 2008, en esta ocasión la Corte constató que el 
desplazamiento forzado interno aumentaba la indefensión y la vulnerabilidad de los 
niños y las niñas al ser víctimas de desplazamiento forzado interno y, lo que es más 
importante, manifestó que de ello se derivaba la obligación de especial protección 
del artículo 13 de la Constitución, según la cual “el Estado protegerá especialmente 
a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren 
                                                          
11 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SÉPTIMA DE REVISIÓN. Sentencia T-958 de 2001. (6 de 
septiembre de 2001). Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Montealegre Lynett. Referencia: Expediente 
T-448888. 
12 Debilidad que justificó al calificarlas como “víctimas de situaciones sociales extremas”. 
Concretamente dijo la Corte en aquella ocasión: “las personas víctimas de situaciones sociales 
extremas o de los embates de la naturaleza, constituyen, entre el espectro de personas en situación 
de debilidad manifiesta, aquellas que los sufren en mayor medida, por razón del desarraigo, 
destrucción de la base material que sustenta su proyecto de vida, así como por la grave afectación 
del tejido social al cual pertenecen”, Ibíd. 
13 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PRIMERA DE REVISIÓN. Sentencia T-602 de 2003. (23 de 
julio de 2003). Magistrado ponente: Dr. Jaime Araújo Rentería. 
14 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEGUNDA DE REVISIÓN.  Sentencia T-426 de 1992. (24 de 
junio de 1992).  Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. Referencia: Expediente T-824. 
15 Ibíd. 
16 Ibíd. 
en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que 
contra ellas se cometan”. En últimas, el juez constitucional colombiano reafirmó su 
compromiso con la cláusula de igualdad sustancial del artículo 13 de la Constitución 
al incorporar y desarrollar el enfoque diferencial etario frente al desplazamiento 
forzado interno de los niños y las niñas, enfoque que solo puede ser entendido si se 
toma en consideración el papel de la igualdad en la Constitución y su conformidad 
con los problemas sociales que entiende resolver el constituyente y que el conflicto 
armado exacerba, tanto como la desprotección de parte del Estado de los niños y 
las niñas en situación de desplazamiento forzado interno.   
 
En cuarto lugar, el auto 251 de 2008 es el ejercicio jurisprudencial que mejor 
desarrolla lo que hemos llamado el proceso de perfeccionamiento de los derechos 
fundamentales en virtud de la especificación de sus titulares de menor edad17. Y lo 
es en la medida que todas las consideraciones y decisiones del auto dan cuenta –y 
exigen que así lo hagan las demás autoridades públicas– de la especificidad y de 
las particularidades de los niños y las niñas en una situación precisa: la de 
desplazamiento forzado interno, así como de sus necesidades concretas y de sus 
derechos especiales y prevalentes. Dicha decisión cumple la función principal de 
distinguir el desplazamiento forzado interno de niños, niñas y adolescentes del 
problema general del desplazamiento de todas las personas a las que afecta, 
indistintamente.  
 
No obstante reconocer que existen unos límites al ejercicio de los derechos que no 
solo están por fuera de los cauces del derecho, sino también dentro de sus 
limitaciones intrínsecas, se habló de perfeccionamiento de los derechos 
fundamentales haciendo referencia al proceso que de la universalización condujo a 
                                                          
17 Cfr. las siguientes secciones del auto: “I.5. Los niños, niñas y adolescentes desplazados por el 
conflicto armado son sujetos de protección constitucional imperativa y prioritaria, en virtud de los 
mandatos de la Carta Política y de las obligaciones internacionales del Estado colombiano en materia 
de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario”; “I.5. [sic] Obligación constitucional e 
internacional de adoptar un enfoque diferencial estricto de prevención del desplazamiento interno y 
su impacto desproporcionado sobre niños, niñas y adolescentes” y “C. Subvaloración de las 
clausulas constitucionales de protección especial de la niñez y la adolescencia, y del carácter 
prevaleciente de sus derechos fundamentales”.  
la especialización de los derechos en virtud de sus titulares, en la medida en que la 
perdida de abstracción de los derechos permite identificar aquellos obstáculos 
concretos que han imposibilitado el acceso a los derechos a específicos grupos de 
población. Es por eso que se cree que, el problema de la especificación de los 
sujetos titulares de los derechos fundamentales debe acompañar las garantías de 
los derechos fundamentales y, consecuentemente, la política pública como tercer 
eslabón de garantías de esos derechos por parte del estado.  Desde ese punto de 
vista, el juez constitucional del auto 251 va al ritmo de la evolución histórica de los 
derechos, toma nota de los mismos y aporta nuevos elementos de garantía 
trasladando el proceso de especificación de los derechos desde el punto de vista 
de los titulares a la política pública.    
 
No menos importante resulta, la posición de desventaja de esos individuos que 
demuestra ampliamente la Corte en el auto 251, la cual en virtud de la desprotección 
del Estado se incrementa sustancialmente18 comprometiendo amplios espectros de 
la vida presente y futura de quienes han sido desplazados siendo menores de edad 
(sus capacidades), así como la preocupación de la doctrina latinoamericana de los 
derechos de la infancia y la adolescencia que renueva la Corte19 y que consiste en 
la contrariedad entre reconcomiendo formal (Convención internacional de los 
derechos del niño [y la niña] y Código de la infancia y la adolescencia) y material 
(políticas públicas) de los derechos de la infancia y la adolescencia. Al respecto, 
valga la pena destacar que el reproche que surge del desconocimiento de esa 
posición jurídica no ha de ser el mismo si quien desconoce es un actor ilegal o si es 
en cambio el Estado. Es por esta razón que si bien es al menos imaginable que en 
el curso de una guerra los actores armados ilegales desconozcan dicho marco 
                                                          
18 “Más aún, se ha comprobado ante la Corte que las distintas falencias en la respuesta estatal de 
hecho empeoran la situación, al conjugarse con las fallas en el ámbito de las familias y cuidadores 
de los menores desplazados para producir un peligroso ciclo de factores de desprotección y riesgo 
que penden sobre los menores de edad en situación de desplazamiento, resultando en los diversos 
problemas transversales diferenciados que se identifican en la presente providencia”, el auto. 
19 Cfr. la siguiente sección del auto: “D. Invisibilidad de la situación de los menores de edad en 
situación de desplazamiento, y de sus reales dimensiones fácticas” y “e. insuficiencia de la respuesta 
estatal a la situación. ausencia de un enfoque diferencial de edad en la política pública de atención 
a la población desplazada”. 
normativo, no lo es, en cambio, si la omisión de protección o la falta de medidas de 
protección especial son atribuible a las autoridades públicas. 
 
Respecto del fundamento sociológico, este se ve reflejado a lo largo la decisión de 
la Corte Constitucional no solo al hacer referencia a la etapa de desarrollo particular 
de los niños y las niñas en situación de desplazamiento20, sino  también y, 
sobretodo, cuando se refiere a la vulnerabilidad que caracteriza a la población en 
dicha situación –siendo los niños y las niñas los más vulnerables21– y a los impactos  
del desplazamiento forzado en sus vidas. En efecto la Corte ha acogido el concepto 
–de las ciencias sociales– de vulnerabilidad22 desde antes de la sentencia T-025 de 
2004. Es así como, en el 2003, hablo de dicho término para significar con ello el 
grave deterioro que sufren las condiciones personales, familiares, económicas, 
sociales, culturales, políticas y jurídicas de las personas desplazadas como 
consecuencia de las violencias que anteceden y acompañan el desplazamiento plus 
la desprotección del Estado23.        
 
Desde entonces, la Corte ha insistido en la “extrema vulnerabilidad de la población 
desplazada”24, también en virtud de la composición poblacional que caracteriza este 
                                                          
20 Cfr. en la sección IV del auto (Impacto cualitativamente diferencial y desproporcionado del 
desplazamiento forzado sobre los niños, niñas y adolescentes.  problemas transversales a la niñez 
y adolescencia en situación de desplazamiento; ámbitos críticos de intensificación) el primer numeral: 
“Afectación diferencial por el paso del tiempo durante etapas críticas del desarrollo”. 
21 Dijo la Corte que se trataba de “víctimas más débiles e indefensas del conjunto de la población 
desplazada”, así como hizo referencia a su especial vulnerabilidad, Cfr. el auto. 
22 “En relación con los factores de empobrecimiento, Michael M. Cernea, científico social del Banco 
Mundial, destaca (i) la pérdida de la tierra y de la vivienda, (ii) el desempleo, (iii) la pérdida del hogar, 
(iv) la marginación, (v) el incremento de la enfermedad y de la mortalidad, (vi) la inseguridad 
alimentaria, (vii) la pérdida del acceso a la propiedad entre comuneros, y (viii) la desarticulación 
social. A ellos agrega Robert Muggah, científico social del Institute of Development Studies de 
Londres, que el desplazamiento forzoso se traduce en (ix) la pérdida del acceso a la educación, 
principalmente en el caso de los niños desplazados, y en (x) la carencia de participación política”, 
COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PRIMERA DE REVISIÓN. Sentencia T-602 de 2003. (23 de julio 
de 2003). Magistrado ponente: Dr. Jaime Araújo Rentería. 
23 “Científicos sociales, organismos de cooperación, entidades gubernamentales y jueces, han 
acogido el concepto de vulnerabilidad, con el cual se quiere significar que la población en situación 
de desplazamiento sufre un dramático proceso de empobrecimiento, pérdida de libertades, lesión de 
derechos sociales y carencia de participación política”, Ibíd. 
24 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025 de 2004. (22 de 
enero de 2004). Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Expedientes T-653010 y 
acumulados. 
grupo25 y que hace más gravosa esta situación –como es el caso de la niñez 
desplazada–, así como en la protección especial y preferente que se desprende de 
esa vulnerabilidad26. Específicamente, en el Auto 251 de 2008 el juez constitucional 
evidenció la especial vulnerabilidad de la infancia y la adolescencia víctima de 
desplazamiento forzado interno que se desprende de la violación reiterada de sus 
derechos fundamentales y constató que, no obstante ello, el Estado no ha 
respondido consecuentemente27.       
 
Valga anotar, además, que el concepto de vulnerabilidad desarrollado por la Corte 
y cuya inclusión constitucional se puede verificar en el tercer inciso del artículo 13 
de la Constitución -“El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por 
su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de 
debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se 
cometan”- hace énfasis en los obstáculos externos a los individuos que los hacen 
más vulnerables: “esta circunstancia [situación o estado de vulnerabilidad], para 
algunos autores, tiene que ver con las barreras sociales, económicas, políticas y 
culturales que le son impuestas al individuo desde afuera y que le impiden 
propender por su propio desarrollo y/o por el de su núcleo familiar. Bajo esta línea 
argumental, se resalta que el estado de vulnerabilidad va más allá de la situación 
                                                          
25 “Dada la condición de extrema vulnerabilidad de la población desplazada, no sólo por el hecho 
mismo del desplazamiento, sino también porque en la mayor parte de los casos se trata de personas 
especialmente protegidas por la Constitución –tales como mujeres cabeza de familia, menores de 
edad, minorías étnicas y personas de la tercera edad -, la exigencia de presentar directamente o a 
través de abogado las acciones de tutela para la protección de sus derechos, resulta excesivamente 
onerosa para estas personas”, Ibíd. 
26 “La atención que debe brindar el Estado a la población desplazada consiste en un trato que, de 
acuerdo con la especial situación de vulnerabilidad en la que se encuentra esa población, debe ser 
urgente y preferente. Se trata, en consecuencia, de un tratamiento que es distinto de aquél que está 
dirigido al resto de la población”, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA ESPECIAL DE SEGUIMIENTO 
A LA SENTENCIA T-025 DE 2004 Y SUS AUTOS DE CUMPLIMIENTO. Auto 119 de 2013. (24 de junio de 2013). 
Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva. 
27 Cfr. la siguiente sección del auto: “I.3. Identificación previa, por el juez constitucional, de la especial 
vulnerabilidad de los niños, niñas y adolescentes desplazados por la violencia y la violación grave y 
sistemática de sus derechos fundamentales, así como de la ausencia de un enfoque diferencial 
sensible a sus necesidades específicas”. 
de debilidad manifiesta y se centra en las causas externas que le impiden a un 
individuo desarrollar con libertad y autonomía su proyecto de vida”28. 
 
Respecto de los impactos del desplazamiento en los niños y las niñas, la Corte 
Constitucional desarrolla mejor que nadie dicha perspectiva29, al punto que el auto 
251 puede ser válidamente considerado como el documento más completo acerca 
de las consecuencias del desplazamiento forzado interno en la vida de esos sujetos. 
Es así como, el auto señala los riesgos a los que se ven expuestos una vez 
desplazados, la precariedad en sus condiciones de vida, las afectaciones en la salud 
(incluida la salud mental), en las relaciones familiares, en sus condiciones de vida, 
en el acceso y la permanencia al sistema educativo, en el disfrute del derecho a la 
recreación, entre otros30. También  resalta que hay seis momentos o circunstancias 
bajo las cuales se incrementa la vulnerabilidad de dicha infancia31 y evidencia “la 
conjunción de (a) graves falencias en la respuesta estatal a su situación (…) y (b) 
                                                          
28 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SÉPTIMA DE REVISIÓN. Sentencia T-244 de 2012. (26 de 
marzo de 2012). Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. Referencia: Expediente  T- 
3.066.621. Cfr. COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, SALA SEXTA DE REVISIÓN. Sentencia T-563 de 
2005. (26 de mayo de 2005). Magistrado Ponente: Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra. Referencia: 
Expediente: T-1062375. 
29 Cfr. la siguiente sección del auto: “IV. Impacto cualitativamente diferencial y desproporcionado del 
desplazamiento forzado sobre los niños, niñas y adolescentes.  problemas transversales a la niñez 
y adolescencia en situación de desplazamiento; ámbitos críticos de intensificación”. 
30 “Los problemas transversales que afectan a la totalidad de los niños, niñas y adolescentes 
desplazados son los siguientes: (a) problemas graves de desprotección física frente a diversos 
riesgos y peligros que amenazan directamente sus derechos en las esferas del maltrato; la violencia; 
la explotación; la trata; la mendicidad y la vida en la calle; la utilización en comercios ilícitos; el control 
social por los actores armados ilegales; y la presencia de pandillas y grupos delincuenciales en sus 
lugares de asentamiento; (b) problemas graves de hambre y desnutrición; (c) problemas graves y 
mayormente prevenibles en el campo de la salud, derivados tanto de los problemas de alimentación 
que sufren, como de sus condiciones insalubres de existencia y de la precariedad en la respuesta 
estatal; (d) problemas graves en el campo de la educación, principalmente en los ámbitos de 
cobertura y acceso, permanencia, flexibilidad y adaptabilidad del sistema; (e) problemas graves de 
índole  psicosocial; (f) problemas graves en el campo de la recreación; (g) problemas  graves en los 
campos de la participación y la organización; y (h) problemas graves de discriminación en ámbitos 
extraescolares, es decir, en espacios institucionales, sociales y comunitarios; y (i) problemas graves 
en el ejercicio de sus derechos como víctimas particularmente indefensas del conflicto armado y del 
delito”, el auto. 
31 “Ante la Sala se ha demostrado que existen seis ámbitos críticos dentro de los cuales los 
problemas transversales a la niñez y adolescencia en situación de desplazamiento se intensifican y 
confluyen de maneras particularmente agudas, a saber: la etapa de emergencia del desplazamiento; 
la primera infancia; la adolescencia; el género; la etnia; y la discapacidad”, Ibíd. 
graves falencias en el entorno de sus grupos familiares y sus cuidadores”32, la cual 
explica en buena parte el panorama anterior. 
 
Finalmente, el último de los fundamentos del enfoque diferencial etario, al cual no 
se ha hecho explícita referencia, es el fundamento democrático. Se habló del cuarto 
efecto de la sentencia T-025 de 2004, identificado por Rodríguez y Rodríguez33, -el 
“efecto deliberativo”-, así como de las audiencias públicas que antecedieron y 
sirvieron de cimiento a los autos más importantes de seguimiento a la superación 
del Estado de Cosas Inconstitucional declarado en la T-025, incluido el 251. Pues 
bien, esas audiencias han sido escenarios de discusión y participación de todos los 
actores involucrados en el problema del desplazamiento –incluidas las víctimas de 
este flagelo–, promovidos por la Corte y los cuales blindan de legitimidad adicional 
a las exigencias posteriores del juez constitucional, como es el caso de la orden de 
inclusión del enfoque diferencial. 
 
Concretamente, la audiencia pública del 28 de junio de 2007 realizada ante la Sala 
Segunda de Revisión, con fundamento en la cual la Corte profirió el auto 25134 es, 
desde nuestro punto de vista, el fundamento democrático del enfoque diferencial 
etario exigido en dicho auto. En aquella ocasión, la Corte Constitucional dio la 
palabra a representantes del Estado, de los órganos de control, de organizaciones 
internacionales y nacionales y, lo más importante, escuchó a varios niños y niñas 
en situación de desplazamiento favoreciendo, con ello, un verdadero espacio de 
gobernanza, participación y ejercicio del derecho a ser oído35. Siendo un espacio 
                                                          
32 “Referentes a (i) la dispersión y reunificación familiar, (ii) la unidad familiar y (iii) las capacidades 
efectivas de protección de sus familias o cuidadores”, Ibíd. 
33 RODRÍGUEZ GARAVITO, CESAR & RODRÍGUEZ FRANCO, DIANA. Cortes y cambio social. Op. cit. 
34 Cfr. la siguiente sección del auto: “I.8. La sesión técnica de información sobre la adopción de un 
enfoque diferencial específico frente a los menores de edad en la política pública de atención al 
desplazamiento, como foro principal para la obtención información por la Corte”. 
35 Convención sobre los Derechos del Niño de 1989. Artículo 12. 1. Los Estados partes garantizarán 
al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión 
libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones 
del niño, en función de la edad y madurez del niño. 2. Con tal fin, se dará en particular al niño 
oportunidad de ser escuchado en todo procedimiento judicial o administrativo que afecte al niño, ya 
sea directamente o por medio de un representante o de un órgano apropiado, en consonancia con 
las normas de procedimiento de la ley nacional. 
abierto de debate público puede válidamente ser considerado fundamento 
democrático del enfoque diferencial etario en la medida que esa decisión de la Corte 
estuvo precedida y determinada por la información, las voces recogidas y en general 
por la discusión participativa que se llevó a cabo en el seno de dicha audiencia.   
 
A ello debe agregarse que el auto 251 es una decisión ampliamente argumentada 
y fundamentada en las tutelas, peticiones, reclamos, etc. de los directamente 
involucrados, en informes de organismos de la sociedad civil, de las mismas 
instituciones del estado y de observadores internacionales de los derechos 
humanos. Todo lo cual ha servido de base a la Corte para proteger los derechos 
fundamentales de los niños y las niñas en situación de desplazamiento de cara a un 
problema que exige para su solución un amplio conocimiento de la realidad y la 
participación de todos los actores involucrados; confirmando con dicho actuar el 
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ANEXO. COLOMBIA: UNA REALIDAD DESCONOCIDA 
 
Ubicata nel subcontinente dell’America del sud, Colombia è il quinto paese in 
estensione territoriale dopo Brasile, Messico, Argentina e Peru e il terzo in 
popolazione dopo Brasile e Messico (Gran atlas y geografía de Colombia, 2004, p. 
12)1. Con una popolazione calcolata nel 2005 in 41'468.384 di persone, Colombia 
ha una densità di popolazione inferiore a quella del Messico, di quasi tutti i paesi 
centroamericani e di molte delle isole dei Caraibi, in tutta Latino America, nonostante 
avere la maggiore densità dopo l’Ecuador in Sudamerica (p. 12). 
 
Il 29% del territorio terrestre è costituito da montagne e il restante 71% da “llanuras 
bajas” (Gran atlas y geografía de Colombia, 2004, p. 24) poco popolate, in 
contrapposizione alla regione andina montagnosa e popolata. E sono queste 
differenze d’altitudine quelle che determinano il clima delle diverse regioni, così 
come l’ubicazione del paese nella zona intertropicale, la quale fa che sia poca la 
variazione della temperatura media mensile: meno di 3 °C (p. 28). Più precisamente, 
sotto i 500 metri d’altitudine la temperatura media annuale è superiore ai 25 °C, 
mentre può discendere sotto 0 °C dopo i 4.500 metri d’altitudine. Temperature 
intermedie si trovano tra i 2.300 e 3.300 metri d’altitudine con variazioni che vanno 
dai 14 ai 9 °C (p. 31).     
 
Le precipitazioni invece variano di più. Infatti ci sono due periodi stagionali, dissimili 
tra di loro per la maggiore o minore presenza delle piogge: i mesi secchi (le state) e 
i mesi umidi e delle piogge (l’inverno). Sebbene i cambiamenti climatici abbiano fatto 
il paese più sensibile a lunghi e inaspettati periodi di precipitazioni, “para sitios 
localizados a igual altura sobre el nivel del mar, es la lluvia o precipitación la que 
                                                          
1 Efectivamente, según las estadísticas de CEPALSTAT (Bases de datos y Publicaciones 
Estadísticas de la CEPAL), la población total de estos tres países era la siguiente en 2010: Brasil, 
195’153.000; México, 112’364.000; Colombia, 46’448.000. CEPALSTAT [Archivo de datos]. 
Disponible en el sitio web de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), 
http://www.eclac.org/estadisticas/ 
permite distinguir los climas respectivos” (Gran atlas y geografía de Colombia, 2004, 
p. 28). 
 
L’altitudine sarà anche decisiva nella variegata e ricca vegetazione di Colombia che 
comprende 20 tipi di formazioni vegetali: selva ombrófila siempre verde; più di 10 
tipi di bosques2, matorral espinoso; cardonales y dunas; páramos y superpáramos; 
e più di sei tipi di sabana3 (Gran atlas y geografía de Colombia, 2004, p. 34-35), tra 
le quali si può rilevare la selva amazzonica.    
 
Durante veinticuatro meses Julián, Alejandro, Borrachito y cincuenta 
indígenas habían despejado noventa kilómetros de selva. Eso no me lo creía 
nadie. Conociendo esta manigua de millones de años, cerrada como un 
fuerte, hermética, uno sabe que se trata de algo casi sobrehumano. A 
nosotros los bosques europeos o los del norte de América nos parecen 
bosquecillos. Sí. Allí hay florestas de una sola variedad, millones de árboles, 
sí. Aquí en sólo cien metros se aglomeran miles de variedades y uno puede 
caminar hasta un mes sin ver la fisionomía de las nubes porque anda bajo un 
manto de vegetación colgante, ríos colosales y una noche que comienza 
antes de la noche del mundo. Esto-quiere-decir-selva. (Castro, 2007, p. 191) 
          
Questa variegata natura favorisce la ricchezza faunistica del paese e lo colloca al 
primo posto per il numero di specie di uccelli e anfibi, al terzo posto per i rettili e al 
quinto per i mammiferi, in tutto il mondo (Elbers, 2011, p. 131). Infatti, insieme a 
Brasile e Indonesia, Colombia è uno dei tre paesi con la “maggiore diversità 
biologica del pianeta” al albergare più del 10% delle specie viventi del mondo 
                                                          
2 Bosque caducifolio;  bosque espinoso; bosque subandino; bosques y matorrales espinosos 
subandinos y andinos; bosque andino; bosque altoandino; bosques inundables y várzeas 
amazónicas, bosques de galería y morichales; bosques de catival, natal y otros; bosques y 
vegetación de ciénagas y pantanos; y bosques de manglar. 
3 Sabanas arboladas, bosques escleromórficos y sabanas casmófitas de la Amazonia y de la 
transición a la Orinoquia; sabanas intraandias, del piedemonte llanero y de la llanura del Caribe; 
sabanas de la altillanura plana; sabanas de la altillanura disectada y del borde orinoqués; sabanas 
inundables de la llanura eólica; mosaico de sabanas inundables y bosques de la Orinoquia. 
 
occupando soltanto l’1% del totale della superficie che sommano tutti i continenti (p. 
131).  
 
Ricchezza che, da un lato, è stata riconosciuta a livello internazionale; infatti in 
Colombia si trovano due siti naturali considerati “Patrimonio Mundial”, cinque 
“reservas de biosfera” e sei siti Ramsar, oppure “humedales de importancia 
internacional” (Elbers, 2011, p. 25). E, dall’altro, fa siche in Colombia le privazioni 
ambientali siano poche, in un contesto mondiale nel quale al meno 6 di 10 persone 
sopporta al meno una privazione ambientale4 (Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo [PNUD], 2011, p. 50). 
 
Queste caratteristiche geografiche e climatiche, nonostante collocare la nazione in 
un posto privilegiato in confronto con le altre, influiscono negativamente nella 
situazione di conflitto armato interno che colpisce al paese da più di 50 anni. Si fa 
riferimento alle ampie zone del paese coperte di selva e boschi densi e a come 
queste caratteristiche hanno favorito l’isolamento e i rischi che devono sopportare le 
popolazioni che abitano questi territori al trovarsi di fronte a gruppi armati illegali che 
lì trovano rifugio.  
 
Infatti, i territori inospiti hanno attirato l’attenzione dei narcotrafficanti e dei gruppi 
guerriglieri non soltanto grazie al suo isolamento e alla scarsa o nulla presenza dello 
Stato, ma anche grazie alle opportunità che queste zone offrono per l’occultamento 
delle attività illecite e tante volte degli ostaggi5. Circostanza che ha contribuito, 
inoltre, all’impossibilità della vittoria militare da parte dello Stato. 
                                                          
4 Secondo il rapporto di sviluppo umano del 2011, elaborato per il PNUD, Colombia è tra i 10 paesi 
con la più bassa percentuale di privazioni ambientali tra i poveri multidimensionali (PNUD, 2011, p. 
53). 
5 È anche noto che la selva colombiana è stata il luogo prediletto delle guerriglie per il movimento e 
l’occultamento degli ostaggi: “así mismo, aunque la víctima fuera raptada en cualquier lugar del país, 
el cautiverio se concentraba en regiones específicas de sectores rurales y selváticos [se está 
haciendo referencia  a los años 90]; actualmente y relacionado con el aumento del secuestro 
perpetrado por delincuencia común, las zonas urbanas también incluyen un alto porcentaje de los 
lugares de cautiverio” (Fundación País Libre, 2011, p. 5). A continuazione alcuni frammenti di ex-
ostaggi della guerriglia che fanno riferimento ai luoghi dove sono stati occulti: “nos despedimos de 
los que se quedaban y salimos. No sabíamos en qué dirección íbamos, pues el único medio de 
orientación era el sol y éste no se veía por la espesura de la selva” (Kalli, 2000, p. 21). “Era culpa 
In quanto riguarda la lotta contro il narcotraffico -motore finanziario della guerra, 
origine di strutture criminali con ampia capacità di corruzione e causa diretta di molte 
aggressioni alla popolazione civile- essa si è riscontrata anche con le caratteristiche 
della geografia nazionale. Si fa riferimento alle barriere che la selva e le zone 
boscose e inospite rappresentano per l’identificazione e la eradicazione dei coltivi 
illeciti.   
 
Estas cifras [de producción de cocaína] no están exentas de problemas que 
van desde las condiciones geográficas y climáticas que dificultan el 
monitoreo aéreo de ciertas zonas claves del país*, hasta los ajustes 
metodológicos que se hacen de cara a cambios en las estrategias de los 
cultivadores. (Comisión Asesora de Política Criminal, 2012, p. 70) 
 
Un hecho adicional que dificulta el control de actividades ilegales como el 
narcotráfico y la minería ilegal en el departamento del Chocó es su difícil 
acceso y sus condiciones climáticas, que impiden operaciones militares y el 
monitoreo satelital por parte de las autoridades. (Comisión Asesora de 
Política Criminal, 2012, p. 72) 
 
Finalmente, questi territori inospiti di solito sono abitati da popolazioni vulnerabili 
(indigeni, afrocolombiani e campesinos6)7 che oltre alle limitazioni strutturali per la 
sua sopravvivenza devono subire la presenza e la pressione che su di loro 
esercitano i diversi attori del conflitto armato, specialmente quelli illegali, che lì hanno 
cercato nascondino oppure il luogo prediletto per svolgere clandestinamente le sue 
attività illecite come quelle legate alla produzione dei narcotici.    
                                                          
mía por estar tan nerviosa, los había puesto en alerta. Mañana nos encerrarían en una cárcel de 
alambre de púas y yo no saldría de aquella selva en 20 años. Temblaba, con las manos húmedas, 
vencida por las náuseas. Me puse a llorar” (Betancourt, 2010, p. 527). 
6 Contadini. 
7 “Hubo que esperar tres décadas para que en el año de 1852 el presidente José Hilario López, 
declarara libres a todos los esclavos que existían en el territorio de la República de Colombia, sin 
que con ello se lograra efectivamente su libertad y bienestar puesto que, los antes cautivos, debieron 
recluirse en tierras lejanas e inhóspitas donde se vieron obligados a emprender la lucha por su 
sobrevivencia” (Rodríguez, 2007, p. 15). 
In modo tale che, le caratteristiche geografiche-naturali hanno favorito la mai finita 
guerra, così come il narcotraffico –allo stesso tempo motore della guerra–, nella 
misura in cui hanno attirato agli attori armati illegali precisamente per i vantaggi 
strategici che questi posti lontani e agresti offrono. Con l’aggravante che questi 
territori sono abitati da gruppi non protetti dallo Stato, che prima hanno dovuto 
resistere le aggressioni e dopo il “destierro”8.        
   
Riguardo le caratteristiche demografiche della Colombia, secondo l’ultimo Censo9, 
realizzato nel 2005, la popolazione colombiana raggiungeva allora i 41'468.384 di 
persone, rappresentando le donne il 50.96% di quella cifra (21'132.267) e gli uomini 
il 49.04% (20,336,117)10. Per l’anno in cui si scriveva questo capitolo (2012), la 
popolazione si calcolava in 46’581.823 di persone -22’997.087 uomini (49.36%) e 
23’584.736 donne (50.63%)- secondo proiezioni che partirono dai medesimi risultati 
del 2005 e dalla conciliazione dei censi fatti tra il 1985 e il 2005, così come dalle 
analisi sul comportamento delle variabili che confliggono nell’evoluzione 
demografica, le sue ipotesi e alcuni commenti dei risultati11.  
 
In quanto alla popolazione infantile nel 2005 s’identificarono 15’945.778 persone tra 
lo zero e i 18 anni, ivi compressi, ciò equivaleva al 38,46% della popolazione12, 
mentre per il 2012 si considerava che questa faccia della popolazione arrivava ai 
                                                          
8 Quando a qualcuno viene tolta la sua terra.  
9 Il Censo è la procedura statistica mediante la quale lo stato colombiano raccoglie e classifica 
l’informazione sul volume e la composizione della popolazione, delle famiglie (“hogares”) e delle 
abitazioni, così come altra informazione sulle attività economiche e agricole (Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística [DANE], 2009, p. 23). 
10 Censo General 2005, Sistema de Consulta Información Censal [Archivo di datos]. Disponible en el 
sitio web del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), 
http://190.25.231.242/cgibin/RpWebEngine.exe/PortalAction?&MODE=MAIN&BASE=CG2005BASI
CO&MAIN=WebServerMain.inl  
11 Estimación y proyección de población nacional, departamental y municipal por sexo, grupos 
quinquenales de edad y edades simples de 0 a 26 años 1985-2020 [Archivo de datos]. Disponible 
en el sitio web del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), 
http://www.dane.gov.co/index.php?option=com_content&view=article&id=75&Itemid=72  
12 Censo General 2005, Sistema de Consulta Información Censal [Archivo di datos]. Disponible en el 
sitio web del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), 
http://190.25.231.242/cgibin/RpWebEngine.exe/PortalAction?&MODE=MAIN&BASE=CG2005BASI
CO&MAIN=WebServerMain.inl 
16’454.604, ossia il 35,32% mostrando una leve diminuzione del numero dei 
minorenni oppure un invecchiamento della popolazione in 3,14%13. 
 
Queste caratteristiche demografiche si arricchiscono se si prende in considerazione 
la variegata e ricca composizione culturale del popolo colombiano, risultato di una 
delle più “grandi trasformazioni culturali dell’umanità” (DANE, 2007, p. 9), prodotta 
dall’incrocio tra le culture amerindie e ispaniche, anche queste frutto di altre 
ibridazioni.  
 
Hoy, 514 años después, el país es reconocido como pluricultural y 
multilingüe, dada la existencia de 87 etnias indígenas, 3 grupos diferenciados 
de población afrocolombiana y el pueblo ROM o gitano; se hablan 64 lenguas 
amerindias, el bandé, lengua de los raizales del Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina, el palenquero, lengua criolla de las 
comunidades de San Basilio de Palenque,-primer pueblo libre de América, 
declarado por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura (UNESCO) como obra maestra del patrimonio oral e 
inmaterial de la humanidad- y el Romaní o Romanés lengua Rom. (DANE, 
2007, p. 9) 
 
Si tratta di una molteplicità di conoscenze ancestrali e ricchezze culturali che hanno 
resistito il paso del tempo, la penetrazione culturale, la povertà e la guerra. Popoli 
che possiedono profondi sapere sulla sopravvivenza dell’uomo in relazione con la 
natura e la cui semplice esistenza rappresenta un’alternativa equilibrata a la visione 




                                                          
13 Estimación y proyección de población nacional, departamental y municipal por sexo, grupos 
quinquenales de edad y edades simples de 0 a 26 años 1985-2020 [Archivo de datos]. Disponible 
en el sitio web del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), 
http://www.dane.gov.co/index.php?option=com_content&view=article&id=75&Itemid=72 
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